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Nos enfrentamos en las primeras páginas de nuestro trabajo a una labor de
inexcusable e¡ecución, cuál es la aproximación conceptual a diferentes aspectos
generales previos que plantea el acometimiento de una investigación científica.
En efecto, tal y como hemos tenido ocasión de comprobar al proceder a la
lectura previa de distintas tesis doctorales que nos sirvieran de orientación, la
primera tarea que se impone al abordar la elaboración de un trabajo de este tipo es
la de identificar con claridad el objeto científico que va a ser analizado, sus
características singulares o diferenciadoras. El conocimiento de tal objeto ha de
estar articulado y racionalizado a través de la elaboración de un corpus conceptual
y unas hipótesis que deberán ser confirmadas a posteriori a través de la
experiencia; dicho ensamblaje o estructura interna nos servirá de orientación acerca
de la forma y orden de utilización de estos conceptos que resulten más útiles para
ampliar y profundizar el conocimiento del objeto. Para conseguir la finalidad
perseguida, ha de intentar hallarse un método, una heurística, propio o
suministrado entre las diferentes opciones que ofrece la ciencia jurídica o el
conjunto de las ciencias sociales, que contribuya a analizar, clarificar y ordenar el
objeto de nuestro estudio.
Tal es, pues, el lance ante el que nos enfrentamos, el cual constituye un
8 Introducción
auténtico desafio dado que supone afrontar aspectos hasta ahora por nosotros -
confesamos- desatendidos.
SECCION la: EL OBJETO DE ANALISIS
En el presente trabajo analizamos las llamadas ‘efectividades’, es decir, el
ejercicio continuo y pacífico de funciones de Estado sobre el territorio, y más
concretamente un problema fundamental que se plantea en relación a las mismas.
Dicho problema no es otro que el de su prueba ante los órganos jurisdiccionales
cuando éstas se alegan como modo de adquisición del título territorial.
La elección de este objeto <llevada a cabo con el consenso del Director de
la tesis) fue resultado de la combinación de distintos factores que creemos deben
aunarse en toda investigación científica, como son, la novedad doctrinal, actualidad
en la práctica, interés real y relevancia en el conjunto del ordenamiento
internacional. El tema de la adquisición del territorio es, sin duda, un clásico del
ordenamiento internacional que aparece ligado a la propia existencia del Estado, tal
y como lo concebimos hoy día. A nadie se le escapa el papel primordial que ha
ocupado el territorio en la propia evolución de la Sociedad internacional, al ser
considerado como la máxima expresión de poder, de ahí el interés de los Estados
por regular expresamente su adquisición. No obstante, esa misma transformación
de la Soc¡edad internacional que ha marcado la evolución del propio ordenamiento
El ejercicio continuo y pacífico 9
internacional, no ha pasado desapercibida a la regulación del derecho territorial que
ha visto trocar paulatinamente su estructura. De una incipiente regulación que
basaba la adquisición del título territorial en el mero acto físico del descubrimiento,
el derecho internacional en la materia ha ido evolucionando hasta relegar a los
modos de adquisición tradicionales y transformar a la posesión y administración del
territorio -elemento del tradicional modo de la ocupación, convertido en eje central
del continuo y pacífico ejercicio de funciones estatales- en el orden de prioridad en
la determinación de la adquisición de la soberanía territorial, por encima de
consideraciones sociales, económicas y geográficas, que no pueden aisladamente
fundar un título sobre el territorio. Por su parte, los Estados han ido acomodando
sus conductas a esta realidad, poniendo así de manifiesto la plena actualidad y
vigencia del tema.
En esta línea, el ámbito que mejor corrobora la importante evolución del
Derecho internacional en la materia, así como la oportunidad en su tratamiento, es
el de la práctica internacional, y más concretamente, la práctica jurisdiccional. La
posición adoptada por los Estados enfrentados a conflictos territoriales -ya sean de
adquisición, ya sean de delimitación del territorio-, a la hora de fundamentar sus
alegaciones, e incluso, la propia decisión adoptada, son buena muestra del cambio
operado. Desde el inicial asunto del Río St.Croix, que enfrentó en 1798 a Gran
Bretaña y EE.UU., hasta el reciente de la Laauna del Desierto de 1994, entre
Argentina y Chile, contamos con un torrente de decisiones arbitrales y judiciales1
1 Hasta un total aproximado de 66 controversias territoriales resueltas
por vía jurisdiccional <53 sometidas a arbitraje y 13 a arreglo judicial), de
las cuales tan sólo 9 son cectrictamente de adquisición territorial, teniendo
el resto como objeto especifico la delimitación del territorio, aunque sin
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que son un auténtico registro de la evolución producida, así como testimonio del
hecho de que las controversias de adquisición y delimitación territorial no son
rémoras del pasado sino conflictos de la más candente actualidad que merecen
toda la consideración, tanto de árbitros, como del propio T.l.J. Buena prueba de la
mecionada actualidad del tema son, igualmente, los numerosos contenciosos
territoriales abiertos hoy día y en espera de una justa y pacífica solución2.
Por las razones apuntadas, el estudio que ahora abordamos hace relación
directa con el ejercicio continuo y pacifico de funciones de Estado pero centrado
en el ámbito estrictamente jurisprudencial, entendiendo por jurisprudencia los
laudos, decisiones y opiniones consultivas <quedanfuera del marco ‘jurisprudencia’,
las opiniones individuales y disidentes de los jueces o árbitros>. Análisis que
conlíeva a su vez el estudio de un problema inherente de índole procesal que
preocupa, tanto a los propios Estados, como a los especialistas en la materia: el de
su prueba. Efectivamente, teniendo en cuenta que los hechos de las controversias
territoriales son generalemente confusos y que es probable que los Estados
menoscabo de referencias a la adquisición (vid, al respecto, el anexo de
jurisprudencia).
2 En este sentido nos remitimos a la pormenorizada obra CAY, A.J. (ed>,
Border and Territorial Discutes, Keesings Reference Publications, Essex,
1982.
Se recogen en este trabajo hasta un total de setenta conflictos
territoriales plenamente identificados y pendientes de solución <si bien
algunos de ellos ya están zanjados, como el del canal de Beagle, Chad y Libia
o El Salvador y Honduras, y otros en espera de sentencia judicial, como es el
caso del conflicto que enfrenta a Qatar y Bahrein). Esta detallada relación
de casos abiertos corrobora la ya aludida actualidad de los temas referentes
a la solución de conflictos territoriales, como el que ahora emprendemos en
relación a la adquisición del titulo territorial.
Es obvio que a los conflictos reseñados en su día por Cay, hay que
añadir otros posteriores que mantienen igualmente su carácter de conflicto
abierto y que confirman la actualidad de la materia; baste mencionar en este
sentido, por su relevancia y par las importantes consecuencias internacionales
que está teniendo —sobre todo de índole humanitaria—, el conflicto de la ex—
Yugoslavia.
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invoquen como título territorial la posesión efectiva, la cuestión concomitante que
surge para éstos y sobre la que no hay reglas prefijadas es la de la demostración
de dicha posesión.
El análisis que nosotros intentamos pretende, por un lado, un estudio global
de todos los medios de prueba presentados por las Partes con el fin de seguir con
rigor el proceso evolutivo acaecido en la materia y establecer su resultado, que
deberá estar presidido por criterios flexibles y no formalistas; por otro, este análisis
persigue la identificación de los principios jurídicos que los tribunales
internacionales han aplicado al valorar la prueba de soberanía presentada en
asuntos concernientes a la atribución territorial, a los fines de basar sus decisiones.
Esperamos que ciertos principios esenciales de decisión puedan ser abstraídos de
la experiencia de los órganos jurisdiccionales internacionales en dicha actuación.
Estos principios de decisión deben resultar aplicables caso por caso si son
representativos de una ¡urisprudencia internacional, de acuerdo con la cual
esperamos identificar cuáles han sido los criterios de solución que los Tribunales
han desarrollado y aplicado en cada supuesto. El resultado de tal desarrollo y
aplicación establecerá las pautas a seguir para casos futuros. De esta forma
utilizaremos la jurisprudencia, no en su función de elaboración y desarrollo de las
reglas procesales en materia de arreglo de controversias, sino en la de constitución
de precedentes que repetidos o sostenidos en su contenido por distintos tribunales
llegan a influir en decisiones posteriores y, por ello mismo, también en la conducta
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de los Estados3.
Dentro de este ámbito de delimitación y encuadre del objeto de estudio,
queremos advertir, igualmente, que en este trabajo nosotros nos enfrentamos sólo
con el ánalisis de la problemática anteriormente advertida en el marco de los
conflictos de adquisición de la superficie terrestre; excluimos, pues, aquellos
conflictos que hacen referencia al espacio marino, ya sean de adquisición, ya de
delimitación. La razón que justifica esta exclusión no descansa en la posición
sostenida por Sir L.Heald’, para quien “la delimitación de las aguas territoriales no
tiene nada que ver con la cuestión de la soberanía sobre la tierra, pues son dos
cosas completamente diferentes y es mal derecho compararlas”, pues nosotros
entendemos que los problemas relativos a la determinación de la soberanía o
jurisdicción sobre el lecho marino, el subsuelo y ciertas partes limitadas del alta
mar, así como, en algunos casos, ciertas cuestiones referidas a la delimitación de
espacios marinos, suelen ser similares a los que surgen en relación a la superficie
terrestre. Creemos, incluso, que los mismos principios que se aplican a la tierra, y
aquí nosotros incluiríamos fundamentalmente el ejercicio continuo y pacífico de
Sobre esta interesante cuestión de las funciones que se le atribuyen
a la jurisprudencia, que excede el marco de nuestro estudio, vid., entre
otros, ORTEGA cARcELEN, M.c, Análisis del valor creador de la jurisprudencia
en el Derecho Internacional”, R.E.D.I, 1988.2, pp.55—87¡ PASTOR RIDRUEJO,
J.A., “La jurisprudencia del T.IJ”, en Estudios sobre el T.I.J., Zaragoza,
1967, pp.15—37; o las páginas que dedica al tema REMIRO BROTONS, A., en su
libro Derecho Internacional público. 1.Principios fundamentales, Madrid, 1982,
~ Vid. Asunto de Minauiers y Ecrehous, r.cÁT.Pleadinos, 1953, vol.II,
p.286.
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funciones estatales, pueden ser extendidos como criterio a retener no sólo en la
adquisición de ciertos espacios marinos, sino también en su delimitación5. Se
trataría, pues, de una cuestión de concreción del objeto de análisis, en la creencia
que el tratamiento de las efectividades en los conflictos de adquisición y
delimitación marítima constituye por si mismo objeto específico de otro trabajo
monográfico distinto.
Pero no sólo excluimos de nuestro trabajo -por las razones indicadas- los
conflictos relativos a la adquisición y delimitación de espacios marítimos, sino que
al centrarnos en el estudio del ejercicio continuo y pacífico de funciones de Estado
en la jurisprudencia internacional relativa a las controversias de adquisición y
delimitación del territorio, estamos relegando el análisis de otros conflictos que
también suponen la plena aplicación de las efectividades, pero cuya solución no se
ha llevado ni por la vía judicial ni por la arbitral. Nos estamos refiriendo a las
controversias de este tipo resueltas por medios no jurisdiccionales. Por esta razón
no abordaremos, entre otros, el caso de la Isla de Lobos, entre EE.UU. y Perú6,
resuelto a través de la negociación directa entre las Partes que llevó a la renuncia
de EE.UU. a sus pretensiones sobre la mencionada isla, una vez que Perú probó
Esta misma opinión aparece recogida par parte de la doctrina; tal es
el caso, entre otros
1 de THIRLWAY, H., “me Law and Procedure of the
International cour of Justice: 1960—1989”, B.Y.B.I.L., 1993, pp.1—54,
especialmente las páginas 30 a 34, en las que aborda directamente esta
interrelación que apuntalamos.
6 En este caso, el secretario de Estado Americano, M.Webster, renuncia
a su pretensión sobre Lobos a través de una nota de 21 agosto 1852, en la que
se expresa en los siguientes términos: “ths Peruvian Government proved that. - -
ita right to the islands rested... upon substantial and unequivocal acta of
jurisdiction and poaseasion exercised over them from time tmmemorial”, vid.
MOORE, international Arbitrationa, vol.I, p266.
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claramente un ejercicio largo y continuo de jurisdicción sobre Lobos; de forma
análoga fue resuelto el conflicto entre EE.UU. y Haití en la Isla de Navassa’, en el
que prevaleció esta vez la reclamación estadounidense al quedar probada la actual
posesión de la isla por EE.UU. Tampoco será objeto de análisis en detalle (aunque
su referencia en determinados momentos sea inevitable) la mediación del Papa
León XIII en 1885, entre España y Alemania, respecto de las Islas Carolinas y
Paíaos, que decidió la atribución de la soberanía de dichas islas a España que
ostentaba el título por descubrimiento, aunque con la obligación de ejercer una
continua y pacífica posesión sobre las mismas8.
Igualmente, se escapan del ámbito de nuestro estudio los conflictos de
atribución territorial que están pendientes de solución, aunque en ellos se haga
invocación por una o ambas Partes de alegaciones fundamentadas en el ejercicio
de posesión efectiva, como es el caso de las Islas Spartley, la cuestión de las islas
Kuriles, el conflicto entre Qatar y Bahrein <pendiente de solución ante el T.l.J.> o
el recientemente revivido conflicto fronterizo entre Ecuador y Perú9; lo cual no
obsta para que en un momento posterior, si se llega a una solución de los mismos
por vía jurisdiccional, sean objeto de nuestra atención.
En esta ocasión el secretario de Estado Americano, M.Fish, por una
nota de 31 diciembre 1872, declara que como Haiti no ha podido presentar la
prueba de una actual posesión y ejercicio de jurisdicción sobre la isla, su
pretensión es irrefutable, pues “discovery alone is not enough to give
dominion and jurisdiction to the sovereign or government of the nation to
discoverer belongs; such discovery must be followed by possession”, vid.
ibidem, p.266.
Vid. GARcIA ARIAS, Corpus turis Gentium, Zaragoza, 1968, p.342.
para un estudio de los conflictos territoriales aún pendientes, vid.
DAY, AJ., (cd>, on.cit
.
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Finalmente, para una mayor profundización y una visión más completa de
nuestro trabajo entendemos que va a ser necesario abordar el análisis de ciertos
temas que, si bien no constituyen explícitamente el objeto del estudio son
colaterales al mismo y abundan en una mayor comprensión del mismo. Esta es la
razón de nuestro primer capítulo que con un carácter puramente introductorio va
a adentramos en las cuestiones más generales que suscitan, tanto los propios
conflictos de adquisición y delimitación territorial, como la misma problemática de
la prueba en el proceso internacional. Con idéntico razonamiento analizaremos en
el capitulo tercero los conflictos basados en el uti oossidetis iuris desde la óptica
de la posible interacción que puede producirse entre este principio y las
efectividades, en aquellos casos en que encontremos alegaciones basadas en una
combinación de situaciones de hecho y titulo jurídico. Análoga razón justifica
nuestro capítulo sexto, pues entendemos que no puede llevarse a cabo un
completo examen de las efectividades sin tener en cuenta el elemento temporal.
Este nos servirá de orientación al analizar los distintos actos de posesión efectiva
alegados por los Estados, tanto para estudiar su adecuación a las exigencias de
efectividad marcadas por el derecho de la época, como para comprender los límites
temporales que las propias Partes se imponen en el proceso a efectos de
presentación y valoración de la prueba de las efectividades alegadas.
Precisado el objeto de nuestro trabajo, queremos hacer resaltar finalmente
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un dato importante a efectos de remarcar la oportunidad del mismo. Al abordar la
realización de esta investigación y profundizar en las fuentes doctrinales de
conocimiento que nos sirvieran de base para llevarla a cabo, hemos constatado la
ausencia de un estudio que versara sobre el objeto elegido. Cierto es que no faltan
trabajos sobre los distintos temas colaterales reseñados anteriormente, de igual
forma que es muy abundante la bibliografía que analiza ‘individualmente’ cada uno
de los asuntos en los que ha sido objeto de alegación y aplicación, en su caso, el
ejercicio continuo y pacífico de funciones de Estado; aunque, extrañamente, muy
pocos de estos trabajos pertenecen a la doctrina española. Sin embargo, se percibe
en la literatura jurídica comparada un vacío de estudios como el que ahora
abordamos, esto es, un estudio que analice globalmente y de forma pormenorizada
el problema de la prueba de la efectividades en toda la jurisprudencia internacional
existente sobre la materia.
SECCION 2~: LA METODOLOGíA CIENTíFICA
Con el fin de lograr ampliar el conocimiento del objeto, es preciso abordar
el mismo con un método adecuado que suponga el cumplimiento de las funciones
que, como indica Schwarzenberger10, debe perseguir toda metodología científica:
10 Vid. 5CHWARZENBERGER, a., me Inductive Anvroach to International
Law, Londres, 1965, pS. En una línea similar, ch. de Visscher afirma que el
método “es el aspecto de nuestra disciplina que se interesa en desprender,
mediante una investigación paciente y con el máximo de exactitud, los datos
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primero, el análisis y la sistematización del objeto estudiado; luego, su
interpretación funcional; y, por último, el análisis crítico y la aportación
constructiva del mismo. Pues, como bien indica el prof. Jiménez Piernas11 -y lo
hace siguiendo el pensamiento que en su día marcara Descartes en su Discurso del
Método-, “el estudio reflexivo de una ciencia va siempre precedido de una
introducción metodológica”.
Creemos interesante advertir, en este sentido, que hemos asistido en los
últimos años a una desmitificación del problema de la metodología científica
motivada, en gran medida, por una relativa convergencia de posiciones al respecto.
Esta circunstancia parece apuntar a un reconocimiento general del pluralismo
metodológico, lo que nos lleva a apostar decididamente por una metodología
interdisciplinaria, afirmación no identificable con el sincretismo metodológico, es
decir, con la ausencia real de método”, pues sabemos que los contenidos
históricos y sociales que forman el contenido vivo, la materia de la regla del
derecho. En la base de todo método válido está la observación, la sumisión del
objeto” (vid. “Méthode et systéme en Droit International”, R. des c, n9138,
1973—1, p.73)
Vid. JIMENEZ PIERNAS, c., “Reflexiones sobre el método del Derecho
Internacional Público”, en Hacia un nuevo orden internacional y europeo
.
Estudios en homenaie al prof. Díez de Velasco, Madrid, 1993, p.3?7.
12 Mantenemos de esta forma, la tesis sustentada por L.I.5AHcHEZ
RODRICtIEZ (cfr. de este autor, Memoria sobre el concepto. el método y las
fuentes del Derecho internacional público, oviedo, 1978; Provecto docente e
investigador, Oviedo, 1986; Y Provecto docente e investigador, Madrid, 1990>
y seguida por numerosos autores (cfr. entre otros, PIÑOL 1 RULL, J., “La
categorización de la ciencia del derecho como conocimiento preteórico:
consecuencias para el profesor de Derecho internacional público”, en Hacia un
nuevo orden internacional y europeo. Estudios en homenaje al nrof ijiez de
Velasco, Madrid, 1993, pp.587—603>.
Frente a la línea interdisciplinar algunos autores apuntan, en la
creencia de su insuficiencia, hacia el llamado método tranediscinlinar que
representa que “el contacto y la cooperación entre las diversas disciplinas
tiene lugar, sobre todo, cuando estas disciplinas han terminado de adoptar un
mismo método de investigación” (vid. BOTTOMORE, T.B., “Introducción”, en VVAA,
Interdisciplinariedad y ciencias Humanas (trad. de J.G. Pérez Martin), Madrid,
1983, p.11>.
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acumulados sin un método son datos brutos no articulados en un sistema y, por
tanto, incomprensibles. De esta forma, creemos que no existe un método exclusivo
y excluyente, sino que, por el contrario, la realización y concreción de las tareas
que implica la metodología científica ha sido posible gracias a la utilización y
combinación de una pluralidad de métodos que permiten obtener, de esta forma,
una comprensión global y más adecuada del objeto estudiado; y también que, el
Derecho internacional, por su carácter conexo con otras ciencias no jurídicas,
necesita de una aproximación interdisciplinar, esto es, de un análisis estructural de
las posibles relaciones entre fenómenos y procesos de consolidación o cambio en
un sector del ordenamiento internacional, así como sus efectos directos o
indirectos en otro u otros sectores. Lo que prueba que el ordenamiento
internacional es un conjunto de sectores y campos relacionados entre siy dotados
13
de una cierta coherencia interna
No obstante, la utilización de los enfoques plurimetodológicos no debe
hacernos perder de vista la necesidad de utilizar predominantemente métodos
jurídicos, ya que el estudio Jo realizamos desde la perspectiva del Derecho
internacional público y el Derecho es ante todo una Ciencia jurídica por lo que toda
investigación en torno a la misma ha de hacer primar sus métodos específicos, aun
sin excluir otros diferentes.
13 Cfr. JIMENEZ PIERNAS, c., “Reflexiones sobre el método~., oy.clt
,
p.3SB.
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De esta forma, podemos afirmar que la definición de los medios de
adquisición del conocimiento científico gira en nuestro caso, en torno a dos
elementos.
El primero establece que cualquier aproximación se basa en la libre
observación de la realidad internacional, al margen de cualquier concepción
doctrinal previa. Se trata de la utilización del método inductivo o empírico, el cual
favorece la determinación o identificación de las normas mediante la observación
de su vigencia efectiva en la Sociedad Internacional, de su reconocimiento como
tales por la práctica internacional. La razón fundamental de su utilización se debe
a la naturaleza misma del trabajo, en el sentido de que todo él gira esencialmente
en torno al análisis de la práctica de los Estados, de la práctica jurisprudencial, por
lo que el método inductivo constituye un instrumento de trabajo imprescincible a
los fines del estudio que pretendemos. Ello no quiere decir que se niegue utilidad
a otras vías, en especial del método lógico o deductivo, que sería el segundo
elemento epistemológico, con el que puede combinarse aquél y que lleva a la
explicación de los caracteres del ordenamiento internacional.
Igualmente, tampoco puede olvidarse la doble estructura que presenta el
ordenamiento internacional y que se manifiesta también en nuestro trabajo. En
efecto, ¡unto a la estrucutra jurídico-formal, concretada en el método jurídico,
existe otra socio-histórica, que no nos pasa desapercibida, ya que el derecho
internacional público refleja el grupo social al que regula, las relaciones sociales
básicas que determinan en un momento histórico determinado la normatividad
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internacional.
SECCION 3~: LAS FUENTES DE CONOCIMIENTO
Sin perjuicio de la exposición exahustiva de este importante aspecto de la
investigación al final de nuestro trabajo, creemos interesante hacer una previa
referencia a las fuentes de conocimiento que hemos tenido que utilizar, las cuales,
como consecuencia de la naturaleza misma del trabajo, tienen una procedencia
diversa.
El núcleo central de las fuentes de conocimiento a las que hemos tenido que
acudir viene constituido por las fuentes jurisprudenciales -corazón de la tesis-,
limitadas exclusivamente a jurisprudencia internacional, si bien hemos recogido un
caso de arbitraje no internacional que hemos incorporado a nuestra tesis por la
importancia que para el objeto del trabajo reviste <se trata del asunto de la
delimitación fronteriza entre los Emiratos de Dubai y Shariah>
.
Al referirnos a jurisprudencia internacional estamos incluyendo tanto las
sentencias del Tribunal Internacional de Justicia (T.l.J.> y de su predecesor el
Tribunal Permanente de Justicia Internacional (T.P.J.I.>, como los laudos de
Tribunales y Comisiones arbitrales y de árbitros únicos. En este sentido hemos
localizado un total aproximado de sesenta y seis sentencias que hacen referencia
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a conflictos de adquisición y delimitación del territorio, de las cuales hemos
manejado con profusión unos veintidós laudos arbitrales y nueve sentencias
judiciales (sólo una del T.P.J.l.) para elaborar el núcleo central de la tesis, ya que
las mismas hacen alusión, directa o indirectamente, al problema del ejercicio
continuo y pacifico de funciones de Estado. Estas han sido localizadas tanto en
colecciones de jurisprudencia tradicionales, como en revistas científicas
especializadas, llegando a contar en algunos casos con el original mecanografiado
de la sentencia.
En esta línea de jurisprudencia, y con el fin de hacer más exhaustivo nuestro
análisis, hemos consultado y estudiado igualmente las memorias, contramemorias,
réplicas y dúplicas -en su caso- presentadas por las Partes en cada uno de los
asuntos manejados, al efecto de llevar a cabo nuestra labor de búsqueda de los
distintos medios de prueba utilizados en relación a las efectividades. En relación
con esta práctica conviene advenir de las dificultades con las que hemos tropezado
a la hora de su localización, sobre todo en lo que se refiere a los arbitrajes.
Efectivamente, mientras los documentos de la fase escrita y la fase oral ante el
Tribunal Internacional de Justicia aparecen oportunamente recogidos <si bien en
algunos casos tardíamente> por los Reoorts of Pleadinos del Tribunal, en el caso de
los arbitrajes dichos documentos están desperdigados y muy frecuentemente
resultan de difícil acceso; de ahí la limitación con la que nos hemos visto obligados
a trabajar en ese sentido.
Las fuentes convencionales son, en nuestro caso, de índole exclusivamente
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bilateral y vienen referidas tanto a acuerdos o compromisos arbitrales y a tratados
de paz y amistad, como a convenios o tratados de delimitación fronteriza.
Presentan gran interés los primeros en cuanto marcan las pautas a seguir en el
procedimiento, incluyendo cuestiones tan importantes como las relativas a la
presentación y valoración de la prueba o las que determinan los principios de
decisión en que debe fundamentarse el órgano jurisdiccional. También son
destacables los últimos, sobre todo en aquellos casos en que aparecen invocados
por alguna de las Partes en oposición a una pretensión basada en la posesión
efectiva. El acceso a los mismos se ha visto facilitado por las distintas colecciones
de tratados internacionales existentes a las cuales hemos tenido acceso.
En cuanto a las fuentes doctrinales, hemos consultado numerosas obras
generales de la asignatura, nacionales y extranjeras, Cursos de la Academia de
Derecho Internacional de La Haya, monografías sobre los temas de la frontera, de
la adquisición del territorio y otros temas conexos, así como innumerables artículos
de revistas especializadas. De esta manera hemos podido obtener una visión más
global del tema objeto de nuestro trabajo, así como establecer una toma de
contacto con otras materias conexas con el mismo.
Esta tarea de recopilación doctrinal y jurisprudencial la hemos desarrollado,
en nuestro país, en las Facultades de Derecho de la Universidad Complutense y de
la Universidad Autónoma de Madrid, y de Alcalá de Henares, en la Biblioteca
Nacional de Madrid, en la del Instituto de Cooperación Iberoamericana (l.C.lj, en
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la del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (C.S.l.C.>, y en la del Centro
de Estudios Constitucionales. Para completar la misma, nos hemos trasladado a
otras bibliotecas extranjeras, a efectos de consultar sus fondos bibliográficos y
documentales. Hemos tenido así la oportunidad de consultar la Biblioteca de la
Academia de Derecho Internacional de La Haya, la de la Sede de Naciones Unidas
en Ginebra y la del Instituto de Altos Estudios Internacionales de Ginebra.

CAPITULO 1: APROXIMACION A LOS ASPECTOS GENERALES
QUE PRESENTAN LOS CONFLICTOS DE ATRIBUCION
TERRITORIAL <1>: CONFLICTOS DE ADQUISICION Y CONFLICTOS
DE DELIMITACION DEL TERRITORIO.
Es una innegable realidad que los conflictos1 territoriales constituyen,
incluso hoy día, el más ingente volumen de disputas entre Estados2 y son “the
point of departure in settling most questions that concern international relations”3.
Su frecuencia e importancia les han hecho merecedores de un tratamiento detallado
en el ámbito del derecho internacional.
como precisión previa, debemos indicar que cuando nos referimos a
conflicto’ o ‘controversia’ (dispute, en inglés) estamos detectando la
existencia de un desacuerdo, normalmente entre dos Estados (tal y como afirmé
el T.P.J.I. en el asunto del Estatuto iurídico de Groenlandia Oriental, vid.
C.P.I.J., serie A/E. n253, 1933, p.46>, sobre un punto de hecho o de derecho
(recogiendo así la definición dada por el T.P.J.I. en el asunto de las
Concesiones Mavrommatis en Palestina [vid. c.p.nj, serie A. n22, 19, p.ll),
y, posteriormente, matizada por el propio T.I.J., en asunto tales como el del
dictamen sobre la interpretación de los tratados de paz con Bulgaria. Hunaría
y Rumania [cfr.I.cJ~nsrfl, 1950, p.74]; en idéntico sentido se ha
manifestado igualmente la doctrina, baste citar a titulo ejemplificativo a
BROWNLIE, 1., African Boundaries. A Legal and Diylomatic Encvclonediae
,
Londres, 1979, p.13). Tal desacuerdo, normalmente, se manifiesta por la
presentación de una reclamación o protesta por uno de ellos, que cuenta con
la oposición del otro Estado afectado.
2 Sin duda alguna, la importancia esencial del territorio como elemento
constitutivo del Estado (que ha sido amplia y unánimemente subrayada por la
doctrina internacionalista, hasta llegar a afirmaciones como la de OPPENHEIM
para quien a State without a territory is not possible’, International Law
vol.I, Londres, 1953, p.40?) justifica la frecuencia de disputas que tienen
relación con él.
cf r. SCHWARZENBERGER, O., “Title to territory: Response to a
Challenge”, International Law in the Twentieth centurv, American Society of
International Law, Nueva York, 1969, p.287.
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Igualmente, existe una práctica unanimidad doctrinal4 en entender que los
conflictos entre Estados relativos al territorio, están esencialmente referidos a
problemas de atribución del mismo, esto es, de atribución de la soberanía territorial,
entendiendo abarcados bajo esta rúbrica genérica -cuestión ésta que abordaremos
en páginas posteriores-, tanto los relativos a la delimitación del territorio, como a
su adquisición en sentido estricto. La importancia que sugiere este tipo de disputas
se trasluce del hecho insoslayable, proclamado por Hill, de que “boundary disputes,
conflicting claims to newly discovered lands, and invasions by expanding nations
into territory of their weaker neighbours have been conspicous among the causes
of wars
Por las razones apuntadas, creemos que es una obligación ineludible la de
llevar a cabo un acercamiento al estudio de las cuestiones más generales que
comportan ambos tipos de controversias. La aproximación al concepto de
adquisición y delimitación, que se impone como una necesidad de primer orden,
llevará implícita la de los mecanismos a través de los cuales operan ambas figuras
jurídicas, en cuanto nos van a aportar una fuente explícita de dirección en la
No creemos necesario insistir en aportaciones explicitas al respecto,
baste la referencia a un autor de la talla y el prestigio internacionalmente
reconocido en la materia de LAPRADELLE (vid. La frontiére. Etude de droit
international, Paris, 1928, p.141>.
Vid. HILL, N., Claims to territorv in international law and relations
,
Londres, 1945, p.3.
creemos importante destacar que una realidad como ésta, proclamada ya
a mediados de siglo, sigue estando igualmente vigente en nuestra época; prueba
de ello es el conflicto del Golfo entre Iraq y Kuwait, de 1990, e incluso el
más reciente entre Ecuador y Perú, enero de 1995, cuya controversia fronteriza
se remonta a comienzos del siglo XIX, y llegando a abarcar, incluso, un
intento fallido de arbitraje.
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resolución de tales disputas. En efecto, la determinación de las reglas que el
derecho internacional recoge como posibles instrumentos de aplicación, tanto en
la adquisición como en la delimitación del territorio , va a situarnos ante las
diferentes opciones que el órgano jurisdiccional que sea llamado para conocer de
este tipo de conflictos (ya sea arbitral o judicial>, encontrará como punto de
referencia para su decisión final -instrumentos que, por otra parte, suelen aparecer
recogidos en los correspondientes acuerdos o compromisos de solución entre las
Partes-.
Por otro lado, al situarnos en el plano de solución jurisdiccional de esta clase
de conflictos surge una cuestión adyacente, íntimamente conexionada con la ya
mencionada, la del proceso probatorio general que resultará de aplicación respecto
de las correspondientes alegaciones de las Partes para hacer válido su título.
Refiriéndonos en concreto, dentro de los aspectos generales que presentan
los conflictos de atribución territorial, a los relativos a la catalogación de conflictos
de adquisición y conflictos de delimitación del territorio, creemos necesario advertir
con carácter previo que el tipo de conflicto territorial con el cual los tribunales
arbitrales y judiciales internacionales han estado mayormente enfrentados ha sido
característicamente entre Estados ya establecidos, bien sobre la soberanía de un
6 A titulo ejemplificativo, podríamos citar la ocupación, la cesión
(como modos de adquisición), el utí poesidetis iuris, o los criterios
naturales (como algunas de las posibles técnicas aplicables en la
delimitación> -
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parcela de territorio, bien para precisar el curso de una frontera común; para
Blum’, este tipo de disputas se sitúa “for long among the hotly contested
problems of international law”. El derecho internacional -muchas veces operando
incluso por vía deductiva de la propia jurisprudencia internacional- ha regulado
tradicionalmente ambas cuestiones a través de reglas específicas que, como ya
hemos reseñado, constituyen las pautas de aplicación, en mayor o menor medida,
por parte del órgano ¡urisdiccional correspondiente. Intentaremos, pues, exponer
sucintamente los aspectos más destacables de tal regulación jurídica.
SECCION 1: ESTUDIO CONCEPTUAL DE LOS CONFLICTOS DE ADQUISICION
TERRITORIAL.
Cuando nos referimos a la ‘adquisición territorial’ no estamos sino utilizando
una forma abreviada de describir la adquisición de la soberanía sobre el territorio,
entendida ésta como “the right to exercise therein, to the exclusion of any other
State, the functions of a State”8. En este sentido, el propio Rousseau9,
refiriéndose a la expresión ‘adquisición del territorio’, indica que:
Vid. BLUN, YZ., Historic titíes in International Law, La Haya, 1965,
p.1.
8 cfr. AICEHURST, 14., A modern Introduction to International Law
,
Londres, 1982, p.141.
Vid. ROUSSEAU, ch., “Principes de droit international public”, ~
C., n~93, 1958—!, p4l5.
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“la formule est évidemment impropre. II ne peut en effet s’agir en
l’espéce de l’acquisition du territoire comme tel, mais uniquement de
l’établissement par un Etat de sa compétence sur un territoire sans
maitre ou sur un territoire soustrait par un acte juridique régulier á une
compétence étatique antérieure”.
Esta afirmación lleva a R.Y.Jennings’0 a advertir, en este contexto, que al hablar
de las reglas que regulan la adquisición del territorio ~‘we use an elliptical
expression which may lead us astray”.
Consideramos correctas estas apreciaciones, pues, efectivamente, no
debemos olvidar que de lo que se trata al hablar tanto de la adquisición como de
la pérdida del territorio -tal y como indicabamos en líneas anteriores-, no es
meramente del territorio en sentido físico, sino de la soberanía estatal1’ respecto
de éste; y esta realidad constituye un dato a tener en cuenta cuando se hace
alusión a los conflictos de adquisición territorial, pues al referirnos a los mismos,
estamos constatando el enfrentamiento entre dos Estados respecto de la soberanía
12sobre un territorio
El volumen de casos afectando a la adquisición de la soberanía territorial es
numeroso y, de ellos, la mayoría se han referido a territorios escasamente poblados
10 Vid. JENNINOS, R.Y., The accuisition of a territorv in International
law, Manchester, 1963, p2.
Nosotros no vamos a ahondar en la problemática del concepto de
soberanía, en cuanto sobrepasa los limites de nuestro trabajo; remitimos para
una aproximación al tema a STEINBERGER, H., “Sovereignty”, EncvcloDediae of
Public International Law, vol.1O, RBernhardt (ed.), Amsterdam, 1987, pp.397—
418.
12 Por otro lado, debemos indicar, igualmente, que al abordar la
problemática de la adquisición de territorio lo hacemos refiriéndonos a
Estados ya existentes; cuestión ésta que no debe ser confundida con la de la
creación de nuevos Estados, ni tampoco con la de la adquisición privada de
territorio por parte de individuos particulares.
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siendo raros los supuestos concerniendo territorios densamente poblados. El
examen de este tipo de supuestos, nos lleva a la necesidad de afirmar con carácter
previo que la cuestión de la adquisición de la soberanía sobre el territorio no opera
de forma mecánica, a través de parámetros fijos e inamovibles, sino que, por el
contrario, debe ser examinada en atención a las circunstancias y características de
cada caso. Operación ésta que conduce a la determinación de problemas
particularessegún la naturaleza del territorio, pues las manifestaciones de soberanía
territorial asumen diferentes formas según las condiciones de tiempo y espacio. En
este mismo contexto, algunos autores13 hacen variar la constatación del ejercicio
de la soberanía en atención no sólo a los aspectos geográficos, sino también a las
circunstancias demográficas, económicas, tecnológicas e, incluso, estratégicas dei
territorio en cuestión.
Es el caso de las regiones colares, comúnmente caracterizadas como áreas
sin árboles, con hielo permanente que las hace prácticamente inaccesibles, bajas
temperatura y especial duración del día y la noche14. Estas peculiares
características plantean problemas especiales en relación al establecimiento de la
soberanía15. Así, por ejemplo, al tratarse de regiones permanentemente cubiertas
13 Cfr. entre otros, PINTO, }LR., “La prescription en droit
international”, R. des c., n287, 1955—1, p.4O6; o SEADMA, SP., International
Boundarv Disputes and International Law, Bombay, 1976, p.llS.
Cfr. fOcOS, 5.W, The polar reaions <oeopraphical and historical data
for consideration in a studv of claims to sovereipntv in the Arctic and
Antarctic reaions~, Nueva York, 1990, pp.22—23.
En este sentido, ch.HYDE (International Law, Boston, 1947, p.347>
afirma que la adquisición del titulo de soberanía sobre las áreas polares es
complicada por 4 razones:
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por hielo no podrán ser habitadas ni ocupadas de forma continua excepto para
actividades especiales, tales como el personal de una estación meteorológica a la
explotación de minerales. Ante esta situación se plantea la cuestión de si el titulo
de soberanía se establece por ocupación, ¿el standard de posesión requerido no
será medible con el de las regiones con climatología más favorables?, o si, por el
contrario, la dificultad de establecimiento en estas zonas inclementes, debe
traducirse en la imposibilidad de adquirir la soberanía sobre tales territorios. No hay
duda de que la soberanía puede adquirirse por ocupación y consolidación
adquiriendo la condición de efectividad una especial definición, como lo prueba la
decisión del T.P.J.l. en el asunto de Groenlandia Oriental16, si bien los avances
tecnológicos de los últimos años están haciendo posibles verdaderos
establecimientos humanos.
Esta situación que presentan los ‘desiertos de hielo’ puede considerarse, en
gran medida, análoga a la que se plantea en los calientes desiertos de Africa y de
Asia, en los cuales la ocupación no es considerada como esencial para el
establecimiento de la soberanía sobre amplias zonas. El control de los puntos de
acceso y de las rutas que los atraviesan, junto con la notificación de la jurisdicción
1. la circunstancia de que el área está constituida por una superficie sobre
el nivel del mar que es hielo y no tierra;
2. la aparición de reclamaciones sobre estas regiones surge en un momento en
que las exigencias del derecho internacional respecto a la adquisición del
territorio están perfectamente establecidas;
3. la incapacidad del Estado reclamante, por razón de las condiciones
climáticas, de llevar a cabo tal grado de control sobre la región como para
perfeccionar un titulo de soberania similar a una zona no polar;
4. el hecho de que ciertas áreas polares son prolongación geográfica natural
de territorios que pertenecen ya a un Estado.
16 cfr. c.r.t-j., serie A/a. n253, 1933.
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asumida, a veces resulta suficiente para establecer una soberanía indiscutida,
incluso aunque amplias áreas de dichos desiertos no estén habitadas17.
En los casos de regiones montañosas, junglas, rocas e islas surgen,
igualmente, límites a la apropiación física, por lo que debemos considerarlos como
supuestos particulares en el contexto de la adquisición territorial. En el último caso
la práctica resulta más abundante, proporcionándonos muestras suficientes para
corroborar que tratándose de pequeñas islas, deshabitadas, en las que el
establecimiento continuo es casi impracticable, resulta de aplicación la ocupación -
precedida, en su caso, del descubrimiento-, si bien un inicial ejercicio de soberanía
resulta suficiente para mantener el título18.
A) EL TÍTULO ADQUISITIVO: ALCANCE Y VALOR DEL TÍTULO
.
Ya hemos indicado cómo la expresión ‘adquisición de la soberanía territorial’
es preferible a la de simple ‘adquisición del territorio’, en cuanto refleja con mayor
exactitud la realidad jurídica de que se trata. Sin embargo, si tenemos en cuenta
que al hablar de soberanía, en términos generales, nos estamos refiriendo a la
cfr. sobre este punto BOGG5, 5.W., o~cit., pp3l—32 y 113—114.
18 Baste citar, a titulo ejemplificativo, los casos de la Isla de Aves
,
o la Isla de Cli~perton, que serán analizados en detalle más adelante.
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competencia, en términos jurídicos, que un Estado disfruta respecto de su
territorio ~ no debemos olvidar que dicha competencia no es sino la consecuencia
del titulo. Por ello> creemos que es plenamente acertada la apreciación de Torres
Bernaldez20, en relación a que la expresión ‘adquisición del título de soberanía
territorial’ resulta mucho más depurada, precisa y exacta.
A pesar de esta afirmación, que compartimos, no faltan situaciones
paradójicas como la que se produce en el asunto de la Isla de Palmas21, al hablar
el juez Huber indistintamente tanto del título de adquisición, como de la adquisición
del titulo. Es obvio, pues, que la palabra ‘título’ es indiscriminadamente usada por
la doctrina y la jurisprudencia, para denotar tanto los hechos jurídicamente
reconocidos para conferir un derecho, como, elípticamente, el derecho en si.
Habida cuenta de esta indeterminación, provocada por el carácter equívoco
del propio término y sus variados significados, entendemos que se impone una
labor ineludible, la de intentar con carácter previo una aproximación al alcance del
‘titulo’, para así lograr una mejor comprensión del contenido de la expresión
‘adquisición del título de soberanía territorial’.
Etimológicamente, el origen del título se sitúa en el Derecho romano, donde
el titulus era el fundamento sobre el que se sustentaba el derecho de propiedad,
19 cfr. BROWNLIE, 1., Princinles of Public International Law, Oxford,
1990, p.123.
20 Vid. TORRES BERNALDEZ, 5., “Territory, Acquisition”, Encvclocediae
of Public International Law, vol.1O, R.Bernhardt (ed4, Amsterdam, 1987,
p.496.
21 Vid. LG.D.I.P., 1935, pp.164—165, 173, 197, entre otras.
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esto es, el medio a través del cual se establecía el derecho de propiedad de una
persona22. De esta forma, el titulo vendría definido como la prueba del derecho
que una persona tiene a la posesión de la propiedad y no como el mero derecho en
si mismo. Con tal concepción, el titulo pasa al derecho interno donde va a cubrir
las razones por las que el propietario tiene la justa posesión de su propiedad: titulus
est iusta causa oossidendi id ouod nostrum est23; esto convierte al título en un
derecho de propiedad, considerada ésta, bien en relación a la manera en que ha
sido adquirida, bien a su capacidad para ser efectivamente transferida.
Si nos situamos en el plano del derecho internacional, observamos que en
el proceso formativo de las reglas que regulan el título al territorio, tanto la práctica
como la doctrina24, muestran una tendencia natural a establecer tales cauces en
analogía con el derecho interno y, en particular con el derecho romano; analogía,
pero no identidad, en cuanto la propia idiosincrasia de este ordenamiento impone
una obligada adecuación a sus peculiares características jurídicas.
Son muchas las definiciones de titulo que se recogen por parte de la doctrina
En el derecho romano la propiedad se transmitía por mancitatio, in
iure ceasio, traditio (para la cual se requería justa causa traditionis, que
era el título de adquisición de La. propiedad), o usucwio (que aunaba el. animo
domini, la bona fide y la justa causa nosaesionis, es decir, el justo titulo).
Sobre el origen y evolución del ‘titulo’, ver VERSFELT, W.J.B., h~
Mianoas Arbitration, Utrecht, 1933, pp.50—53.
~ Expresión recogida por CHAO, KT., “Legal Nature of International
Boundaries”, Chinese Yearbook of International Law and Affairs, 1985, p.34,
del Co.Litt, 3456.
cfr. sobre este punto SCHWARZENEERGER, O., “Title..., on.cit, p268.
El ejercicio continuo y pacífico 35
internacionalista, entendido éste como término jurídico25. De todas ellas
recogemos la que nos proporciona el Dictionnaire de la Terminolopie de Droit
International, que define el vocablo ‘título’ en los siguientes términos: “pris dans
le sons de titre juridique, désigne tout fait, acte ou situation qui est la cause et le
fondement d’un droit”26. Si transponemos esta definición al ámbito de nuestro
estudio, se deduce, según Reuter27, que “el título jurídico no otorga
automáticamente la soberanía, sino que crea los derechos y obligaciones
conducentes a la constitución de una nueva soberanía territorial; ésta debe ser
siempre ejercida de hecho”.
¿Qué queremos decir, entonces, cuando hablamos de título de soberanía?
La existencia o no de un título de soberanía territorial se va a hacer depender, en
última instancia, de la existencia de ciertos hechos, fundamentalmente centrados -
como veremos más adelante-, en el ejercicio de funciones de autoridad estatal en
el territorio, en la posesión efectiva. Realmente, en el fondo, lo que se está
afirmando es que el título no es sino el antecedente de facto del cual el derecho
es la consecuencia Jj¿¡~.
Para Jennings el primer significado del título es “the vestitive
facta which the law recognises as creating a right” (The Accuisition ...
.
opcit., p.4). Por su parte, Shaw afirma que “the concept of titie involves
in esaence a description of those Legal and factual elementa which by virtue
of the norma of international law must be present before territorial
sovereignty may be validly acquired or maintained. It also expresa the fullest
extent of competences that may be exercised by a State over its territory”;
y es en este sentido en el que este mismo autor afirma que el titulo puede ser
relativo, pero siempre opera crea oinnes <“Territory iii International Law”,
N.Y.I.L., 1982, p.79).
26 Vid. The Dictionnaire de la Terminolopie de Droit International
,
Paris, 1960, s.v. “titre” -
Vid. REUTER, L, Derecho Internacional público, (traducción del
prof.Puente Egido), Barcelona, 1962, pAli.
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Sin embargo, en la práctica el concepto de titulo -empleado para resolver
conflictos de adquisición territorial- se aproxima a la noción de meior derecho de
soberanía, idea que entra en íntima conexión con la de superioridad de la prueba
aducida por una de las Partes, tal y como tendremos ocasión de contrastar más
adelante al analizar la jurisprudencia arbitral y judicial correspondiente. No en vano,
el propio T.l.J. en el asunto de la delimitación fronteriza entre Burkina Faso y
Mali28, afirmó que “the concept of title may also, and more generally,
comprenhed both the evidence wich may establish the existence of a right, and the
actual source of that right”.
Retomando, pues, esa idea fundamental que indicábamos, es decir,
estableciendo una marcada distinción entre las dos fases que comporta el proceso
adquisitivo -por un lado, aquella por la cual una soberanía es alcanzada, y por otro,
aquella por la que el estatuto jurídico es adquirido-, la siguiente operación lógica y
necesaria es, como dice Torres Bernaldez29, la de distinguir entre ‘modo’ y
‘título’, y de esta forma hablar correctamente de los ‘modos de adquisición del
título de la soberanía territorial’.
28 vid. I.CJ.Re~orts, 1986, p.564, pa.20.
29 Vid. op-Oit., p.496-
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B) ANÁLISIS GENERAL DE LOS DISTINTOS MODOS DE ADQUISICIÓN DEL
TERRITORIO. LA ‘OCUPACIÓN’ EFECTIVA COMO ÚNICO MODO
SUFICIENTEMENTE VÁLIDO PARA DERIVAR TITULO JURÍDICO
.
Una vez realizada la labor de orientación en torno al significado del titulo de
soberanía, y partiendo de esa distinción que referíamos entre ‘título’ y ‘modos’,
corresponde hacer ahora alusión a éstos últimos.
Al hablar de modo de adquisición, estamos refiriéndonos a la descripción del
proceso fáctico y jurídico que el derecho internacional, como sistema objetivo de
referencia, reconoce como capaz de crear un titulo a la soberanía territorial30.
El derecho internacional, haciéndose eco de la opinión tradicional, establece
varios modos de adquisición por parte de un Estado del derecho a ejercer
legítimamente sus competencias territoriales sobre un territorio determinado:
ocupación, accesión, cesión, conquista, prescripción, y actos internacionales,
reglas que, por otra parte, han sufrido cambios con la evolución de la propia
Sociedad Internacional. Diferentes combinaciones han sido propuestas para
clasificarlos.
En la clasificación tradicional de los modos de adquisición del titulo a la
soberanía territorial, se distingue entre modos originarios, en los casos en que el
territorio no pertenece a nadie en el momento de su apropiación (es terra nullius) -




derivativos o derivados, aplicables en todos los demás supuestos -prescripción,
cesión.. .-. Esta distinción ha tenido una gran importancia histórica, pero pertenece
a una etapa ya superada caracterizada por la existencia de multitud de territorios
sin dueño; la ausencia de este tipo de territorios ha obligado al replanteamiento de
la clasificación, distinguiéndose actualmente31 entre adquisiciones que derivan de
una situación de hecho y las que nacen de un título jurídico.
1. Modos derivados de una situación de hecho
.
Al aludir a la situación de hecha no se está haciendo referencia a una noción
estática, sino, por el contrario, manifestada a través de conductas, de prácticas,
de acciones. Por otra parte, es necesario indicar que no toda situación de hecho
es suceptible de producir plenos efectos en derecho, sino que, como muy bien
indica Pinto32, debe revestir un doble carácter: efectividad y reconocimiento.
Entre los modos encasillables en este tipo suelen citarse la ocupación, la
prescripción, la contigúidad y la acreción. Existen, además, otros dos modos de
31 Esta clasificación fue planteada por REUTER <vid. oo.cit., pp.106 y
ss), y ha sido acogida en nuestra doctrina por GONZALEZ CAMPOS, J.D., SANCHEZ
RODRIGT.IEZ, L.I., y SAENZ DE SANTA MARIA , M.P., curso de Derecho Internacional
público, Madrid, 5’ ed., 1992, p.459. con anterioridad, Johnson
<“Consolidation as a Root of Titís in International Law”, Can~ibridae Law
Journal, 1955, pp.2l5 y 217) ya habla puesto de manifiesto, en relación a la
clasificación tradicional, que “serves no useful purpose..., and in so far as
it leads to controversy and confusion it is probably even harmful”; afirmación
que hacia patente la necesidad de un replantean’¡iento de la cuestión.
32 Vid. “La prescription..., op.cit., pp.404—427, donde analiza en
detalle los efectos jurídicos de las situaciones de hecho en derecho
internacional.
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adquisición igualmente derivados de una situación de hecho pero que entendemos
que hoy día son absolutamente obsoletos: el descubrimiento y la conquista.
El descubrimiento simplemente entraña “the sighting or finding of hitherto
unknown or uncharted territory“33; esto significa que sólo un territorio DA¿iiina
puede ser descubierto y, además, que no se incluye el elemento de la intención,
por lo que puede ser el resultado de una simple expedición. La era del
descubrimiento fue la de los siglos XV y XVI, cuando éste, a veces acompañado
de actos simbólicos como el izamiento de la bandera o el levantamiento de una
cruz, válidamente constituía un titulo al territorio. Sin embargo, a finales del siglo
XVII y comienzos del XVIII se asienta la idea de que sólo la efectiva ocupación
constituye el test del título jurídico, pasando a ser considerado el descubrimiento
como un simple ‘titulo incoado’, que “ne crée pas un titre définitif de souveraineté,
rnais seulement un titre imparfait”34; se trataría tan sólo de una expectativa de
título que necesita ser perfeccionada por la posterior ocupación efectiva, sin la cual
no hay título.
De igual manera, la evolución del derecho internacional hace inviable la
conquista como titulo adquisitivo. Esta se fundamenta en la incautación de un
territorio que pertenece a otro Estado mediante el uso de la fuerza, acompañada
de los dos elementos del £QJ~UZ y el animus; es decir, no se trata tan solo de la
cfr. ZAXAS, Adj. de, “Territory, Discovery”, Encvclorediae of Publio
International Law, vol.lO, R.Bernhardt (ed.), Amsterdam, 1987, p.SO4; trabajo
al que remitimos para un estudio en detalle del, tema.
Tal y como proclamá el juez Huber en el asunto de la Isla de Palmas
(cfr.on.cit.. p.173>, y posteriormente ha admitido la unanimidad de la
doctrina.
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mera aprehensión física del territorio, sino que tiene que existir intención de
anexarlo35. En una época en que el uso de la fuerza estaba permitido por el
derecho internacional, la conquista, acto perfectamente legal, constituía uno de los
principales medios de adquisición del territorio. No obstante, la nueva
reglamentación de la materia que empezó a intuirse con la Segunda Conferencia de
Paz de La Haya de 1907 y, sobre todo, el Pacto Briand-Kellog de 1928, quedó
plenamente consolidada en el articulo 2.4. de la Carta de Naciones Unidas que
establece la prohibición del uso o amenaza de la fuerza en las relaciones
internacionales contra la integridad territorial o la independencia política de
cualquier Estado. Según este nuevo derecho, la conquista como titulo de soberanía
territorial ha dejado de ser parte del Derecho en las relaciones internacionales36,
aunque sin olvidar, por supuesto, que el principio del derecho intertemporal hace
irretroactivo este cambio.
u OCUPACION: Un Estado puede adquirir un territorio sin dueño a través de
una ocupación efectiva, es decir, suficiente en relación a las circunstancias fáctica
de cada caso, sobre todo geográficas. En términos generales, la ocupación se
asocia con el descubrimiento previo de dicho territorio -aunque no faltan
~ cfr, en este sentido, JENNINOS, R.Y. The accruisition.... ot.cit.
,
pp. 52—53.
Buena prueba de ello es la condena y reacción de la Sociedad
Internacional institucionalizada de la adquisición por Israel, tras la guerra
de los seis días, de la ciudad vieja de Jerusalém, cisjordania, Franja de
Gaza, Altos del Golán y Península de Sinaí (Resolución 242, 22 noviembre 1967)
o del intento de anexión militar de Kuwait por parte de Irán, en 1990
(Resolución 662, 9 agosto 1990) (cfr. PASTOR RIDRUEJO, J.A., Curso de derecho
internacional público y organizaciones internacionales, Madrid, 51 ed., 1994,
p.5l5)
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excepciones como es el caso de la Isla de Palmas, descubierta por España, pero
ocupada por Países Bajos-. Para poder constituir un título adquisitivo válido -tal y
como tendremos ocasión de analizar in extenso en el próximo capitulo37-, se exige
la concurrencia en la ocupación efectiva de una condición previa y dos requisitos
posteriores:
- La condición previa se centra en el hecho de que se trate de
nulliu, esto es, que no pertenezca a nadie o haya sido abandonado.
- La doble condición posterior se refiere, por un lado, a la intención de actuar
como soberano en dicho territorio <animus ocupandi), y por otro, a la efectividad
de la ocupación que se manifiesta a través del despliegue de autoridad estatal.
u PRESCRIPCION: Se refiere al proceso por el que un titulo se adquiere y,
al mismo tiempo, extingue a otro a través de la posesión adversa. De las dos
variantes que contiene la prescripción, extintiva y adquisitiva, a nosotros nos
interesa la segunda como ‘posible’ título adquisitivo -circunstancia ésta sobre la
que discrepa copiosamente la doctrina38-, definida en los siguientes términos:
un territorio
Por esta razón, remitimos al estudio doctrinal y jurisprudencial que
se efectuará en el mismo.
sin duda alguna. D.H.N.JOHN5ON es el más ardiente defensor de la
prescripción como modo de adquisición del titulo (cfr. “Acquisitive
Prescription in International Law”, B.Y.B.I.L., 1950, pp.332—354, o
“consolidation as a root of titie in International Law”, Cambridae Law
Journal, 1955, pp.215—225>, junto con otros, como BELGRAD (cfr. The Theorv and
Practice of Prescriotive Acauisition in International Law, Londres, 1969>, o
VERYKIOS (cfr.La nrescrintion en droit international nublic, Paris, 1934);
frente a él, autores de la talla de PINTO (cfr. on.ctt.), CAVAGLIERI
(cfr.”R~gles du droit de la paix”, R. des C., n~26, 1929—1, p.405, entendiendo
que “n’a aucun fondement en droit international”>, GUcGENHEIM (cfr. Traité de
droit international t,ublic, Ginebra, 1953, vol.I., p.lSG> o REUTER (cfr.
o
1tcit., pAl4> niegan tanto su reconocimiento por la jurisprudencia
internacional como su propia existencia.
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“...is the means by which under international law, legal recognition is
given to the right of a State to exercise sovereignty on land or sea
territory in cases where that State has, in fact, exercised its authority
in a continuous, uninterrumpted, and peaceful manner over the area
concerned for a sufficient period of time, provided that aH other
interested and affected States have acquiesced in this exercised of
“39
authority
De esta definición se extraen las siguientes condiciones a cumplimentar para el
establecimiento de un titulo por prescripción adquisitiva:
- La posesión debe ejercerse a titulo de soberano, lo cual implica que un
Estado no puede adquirir titulo sobre un territorio si admite que la soberanía sobre
el mismo pertenece a otro.
- La posesión debe ser pacífica e ininterrumpida, en el sentido de que no
puede haber cambios en la misma.
- La posesión debe ser pública, pues si la prescripción se fundamenta en la
aquiescencia, sin conocimiento y, por lo tanto, sin publicidad, no hay
aquiescenciaW.
- La posesión debe permanecer, debe ser ¿onstante. Sin embargo, no está
determinado el período de control efectivo que se exige en derecho internacional
para establecer el título por prescripción. En cualquier caso, entendemos que ésta
es una cuestión a determinar para cada supuesto.
• CONTIGUIDAD: La doctrina de la contigOidad -también llamada
continuidad o proximidad-está basada en consideraciones geográficas. Sugiere que
Cfr. JOHNSON, D.H.W., “Acquisitive.., op.cit., p.3E3.
cfr. ibidem, p.347.
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un Estado puede retener un título sobre un territorio -fundamentalmente referido
a islas- por el hecho de ostentar ya la soberanía sobre otro próximo a aquél. Esta
noción deriva, en opinión de Reuter41, de una interpretación razonable del
principio de ocupación efectiva, consistente en entender que la soberanía territorial
regularmente establecida en un territorio implica igualmente soberanía sobre los
elementos accesorios del territorio que son inseparables de éste. Es decir, “since
the islands in the vicinity of the mainland are regarded as its appendages, the
ownership and occupation of the mainland includes the adjacent islands, even
though no effective control has been exercised over them“42•
En conexión con la contigúidad se encuentran tanto la teoría de los
hinterland, por la que los Estados colonizadores reclaman la soberanía sobre todos
los territorios que se prolongan indefinidamente a partir de las costas, como la
teoría de los sectores, en virtud de la cual todos los Estados ribereños del Oceáno
Artico poseerían la soberanía de las islas situadas en un triángulo esférico cuya
base está formada por este litoral, el vértice del Polo Norte, y los lados por los
meridianos que, partiendo del Polo, pasaran por los limites este y oeste de tal
litoral43; ambas resultan difícilmente sustentables.
Desde finales del siglo X1X se produce un rechazo unánime, doctrinal y
41 Vid. op.cit., pp.lOB—109.
42 Cfr. VON DER HEYDTE, r.A.F., “Discovery, Symbolic Annexation and
Virtual Effectiveness in International Law”, A.J.I.L., 1935, pp.468—469. Este
autor menciona además, como sustento de esta afirmación, los casos de la
adquisición de las islas Marshall por Alemania, el archipiélago Louisiade por
Gran Bretaña o la isla de Aves por Venezuela.
Cfr. REUTER, 1’., op.cit., pp.108—109. Los Estados que se encontrarían
en tal beneficiosa situación serian Canadá (primero en sustentarlo en 1907),
Rusia, Noruega, Dinamarca e, incluso, EE.UU.
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jurisprudencial4t a la contigúidad y, en general, a todas las consideraciones
geográficas como posible modo autónomo de adquisición del titulo de soberanía
territorial. Unicamente juega en conjunción con una efectiva ocupación de dicho
territorio.
u ACCESION: Viene referida a la adquisición del título sobre un territorio
como resultado de cambios geográficos resultantes de causas naturales: bien por
aluvión -arrastre de sedimentos debido a la corriente que llega a formar un nuevo
terreno-, bien por delta -isla triangular que se forma en la desembocadura de un río
por el depósito de cieno-... En todo caso, la adición de territorio resultante de la
acreción pasa a formar parte del territorio del Estado beneficiario de la misma, sin
necesidad de ningún acto de consolidación46. Lo que está operando aquí,
realmente, no es sino una presunción de ocupación efectiva, por la ya existente
sobre el territorio acrecido.
Si una conclusión resulta fácilmente extraible del análisis de los modos arriba
detallados, es el cambio que respecto de los mismos se ha operado en derecho
internacional. Cambio que no sólo pasa por los ya apuntados (referidos
~ Así lo afirma claramente, entre otros, C.H.M. WALflOCK <“Disputed
Sovereignty in Falkland Island Dependencies”, B.Y.B.I.L, 1948, p.342),
habiéndose consagrado jurisprudencialmente en el asunto de la Isla de Palmas
,
por el juez Huber <cfr. oo.cit., p.182).
cfr. MENON, PS., “Titís to territory: Traditional Modes of
Acquisition by States”, R.D.I., 1994, pp.25—27.
como ejemplo de adquisición de territorio por accesión podemos citar el
asunto de Chamizal, entre EE.UU. y México, en relación a loe cambios naturales
acaecidos sobre el Rio Grande (vid. A.J.I.L., 1911, p.782).
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fundamentalmente a la exigencia en todo caso de la posesión>, sino que también
da como resultado la tendencia actual a amalgamar las ideas de prescripción y
ocupación en un único concepto, a veces llamado consolidación histórica del
título46, referido a la posesión efectiva, pacífica e ininterrumpida.
Circunstancias que se traducen en que las diversas situaciones de hecho
posibles, de las que puede derivar la adquisición de la soberanía territorial se
reconducen y quedan subsumidas en una sola: el ejercicio continuo, pacífico e
ininterrumpido de funciones estatales.
2. Modos derivados de un titulo jurídico
.
La adquisición puede, igualmente, fundarse no ya en determinados
comportamientos o conductas, sino en actos jurídicos. En este sentido hablamos
de cesión y de actos jurisdiccionales; a estos dos modos, Reuter47 añade un
tercero: las decisiones de Organizaciones Internacionales, en cuanto su acción
indirecta contribuye al otorgamiento de títulos jurídicos relativos a la soberanía
territorial. Nosotros incluiríamos uno más, el uti oossidetis iuris, también aplicable
como título adquisitivo respecto de territorios procedentes del proceso de
~ Término empleado por primera vez a cargo de 5CHWARZENBERGER (cfr.
“Title..., oo.cit., p.290>, y que posteriormente ha sido objeto de mayor
acogida.
Vid. op.cit., pp.l12—113. En este contexto podemos citar la
adjudicación, por parte del consejó de la Sociedad de Naciones, de las islas
Aaland a Finlandia en 1920, y del Hostil a Iraq, en 1925.
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descolonización, pero sobre el que no entraremos a analizar ahora puesto que nos
referiremos a él en el próximo apartado48.
u CESION: Supone la transferencia de soberanía sobre un territorio de un
Estado a otro. En la misma línea, en el asunto de la Comisión de Reparación y
.
Gobierno Alemán, se define la cesión como:
“The renunciation made by one State in favour of another of the
rights and title which the former may have to the territory in
“49question
La cesión, raramente aplicada hoy día, tiene lugar a través de un tratado en
el que se contienen las condiciones bajo las cuales tiene lugar la transferencia, que
puede ser por precio, por cambio o a título gratuito50; lo cual configura a ésta
como un modo de adquisición bilateral que requiere la cooperación de los dos
Estados51, frente a otros, como la ocupación, que son característicamente
unilaterales.
48 En varias ocasiones de nuestro trabajo, tendremos oportunidad de
referirnos a este problema, planteado y resuelto positivamente en el asunto
de la isla de Aves y en la controversia fronteriza terrestre, insular y
marítima entre El Salvador y Honduras, por lo que no vamos a adentramos en
el mismo.
~ Vid. Annual Digest of International La’e Cases <1923—24>, caso n~199.
En 1803, Francia cedió Lousiana a EE.UU. por 60 millones de francos;
en 1867, Rusia cedió a EE.UU. Alaska por $7,2 millones; en 1916, Dinamarca
cedió las Islas Virgenes, 5t.John y St.Croix a EE.UU. por $25 millones, Gran
Bretaña cedió, en 1890, la isla de Heligoland a Alemania a cambio de Zanzibar.
Francia, por otro lado, cedió la Lombardía a Italia en 1859, gratuitamente.
Cfr. MENON, P.K., oo.cit., pp.17—22, para más detalles sobre la cesión como
título adquisitivo, sobre todo en relación a los problemas que se plantean
respecto del principio de libre determinación.
~ Así lo ha caracterizado R.Y.JENNINCS (vid. The Acouisition...
op.ctt., p.16>.
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Para establecer una cesión válida, que otorge el titulo, es necesario que
concurran dos circunstancias:
- Dado que se trata de un modo derivativo, su validez depende de que el
Estado cedente ostente un título de soberanía perfecto para poder traspasar ésta
al nuevo soberano52.
- El acuerdo de cesión debe ir acompañado, igualmente, de la actual
transferencia de la posesión (jrn~itig), tal y como ha remarcado el T.P.J.l. en el
asunto de los intereses alemanes de la Alta Silesia Polaca53. Lo cual se traduce
en la necesidad, junto al acto jur[dico mismo, de la situación fáctica de la
efectividad de la posesión.
• ACTOS JURISDICCIONALES: Este modo se refiere a la solución pacífica
de una controversia de atribución territorial por la intervención de un órgano
jurisdiccional. No obstante, es necesario indicar que tales decisiones
jurisdiccionales son, en su mayoría, de carácter declarativo más que constitutivo,
es decir, son testimonio de la realidad jurídica existente. Como muy bien pone de
manifiesto Torres Bernaldez54, “a judgment or arbitral award is not foundation of
title to the territory, but rather confirmation of the existence of the title in wider
sense”. El papel del juez o árbitro se centra, exclusivamente, en juzgar la situación
52 La no concurrencia de este requisito en el titulo español sobre la
isla de Palmas, impidió la adquisición de la isla por parte de EE.UU. que
alegaba un tratado de cesión de 1898, pues, como expresó el juez Huber, nadie
da lo que no tiene <vid. oTtcit., p.20l).
~ Vid. p.c.í.j., serie A. n~7, 1926.
Vid. on.cit., p.503.
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conforme a derecho -a excepción de los supuestos de decisión ex aeauo et bono-
,
y para ello aplican las reglas consuetudinarias de derecho internacional relativas a
la adquisición de la soberanía territorial, tal y como han sido descritas
anteriormente.
En relación a los conflictos de adquisición territorial, y en conexión con los
modos detallados anteriormente, se nos plantea un interrogante añadido: ¿qué
sucede cuando una de las Partes alega un título derivado de una situación de
hecho, es decir, la ocupación del territorio, y la otra un titulo jurídico? No existen
en derecho internacional reglas generales que permitan establecer qué pretensión
ha de prevalecer. La práctica internacional enfrentada a esta problemática, nos
muestra -como tendremos ocasión de comprobar a lo largo de nuestro estudio-
cómo se concede evidentemente más valor al e¡ercicio efectivo de la soberanía, y
ello en cuanto los títulos jurídicos sólo son capaces de establecer soberanía
territorial si justifican una ocupación55, si se sustentan por un actual ejercicio de
autoridad estatal. Por otro lado, y al hilo de esta problemática surge una cuestión
adyacente. Esta viene motivada por el hecho de que en ocasiones, no nos
enfrentamos tan claramente a pretensiones fundamentadas exclusivamente, por un
lado, en un título jurídico, y por otro, en una situación de hecho, sino que, por eJ
contrario, puede darse, bien una combinación de ambos tipos de alegaciones por
Este aspecto ha sido puesto de manifiesto claramente por P.GUCGENHEIM
(vid. oo.cit., pp.441—442>.
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las dos Partes, bien su ausencia. Cuando se produce cualquiera de estas dos
situaciones u otra similar, entra en juego un tercer elemento -decisivo- a retener por
el órgano jurisdiccional, el comportamiento de los Estados en relación al objeto del
litigio, a la situación litigiosa56; es decir, la posición por ellos mantenida, que
puede ser tanto de continua reivindicación, como de ausencia de protesta.
Cuál es, pues, la conclusión evidente, de este análisis: que, en el fondo, no
hay más que un sólo modo de adquisición del territorio, la ocupación efectiva, pues
sin ésta ningún otro modo tiene fuerza suficiente para otorgar por sí mismo un
título válido de soberanía territorial.
SECCION 2: CONFLICTOS DE DELIMITACION TERRITORIAL: LAS FRONTERAS.
La delimitación territorial es una operación jurídica y política que tiende a fijar
la extensión espacial del poder estatal, o dicho de otro modo, a determinar el
Tal y como ocurrió en el asunto de la controversia fronteriza
terrestre, insular y marítima entre El Salvador y Honduras, donde la decisión
del T.I.J. respecto de la isla Meanguera estuvo fundamentalmente sustentada
por el comportamiento pasivo de Honduras respecto de la actuación salva4$~&
en dicha isla litigiosa, catalogado por el Tribunal como de consenti,mtanto
tácito de la situación (vid. flC.J.Renorts, 1992, p.577, pa.364). ~
/9
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trazado de la frontera entre dos Estados57. Dicha delimitación supone, por otra
parte, una tarea más delicada que la de la adquisición de un territorio, sobre todo
cuanto éste está deshabitado.
La determinación de las fronteras es, sin duda, una necesidad inevitable que
surge inherente al propio crecimiento de la Sociedad internacional; de ahí que sea
necesario un acercamiento a dicho proceso.
El término ‘frontera’ es definido en derecho internacional como “a line wich
determines the limit of the territorial sphere of jurisdiction of States or other
entities having an international status”55. La determinación completa de una
frontera terrestre surge como una creación continua resultante de actos complejos.
Se trata de una operación que comporta, generalmente, dos etapas59: la
delimitación y la demarcación.
- La delimitación es la operación intelectual -realizada normalmente a través
de cauces diplomáticos- por la que es elegido el emplazamiento de la frontera y
cfr. ZAMBRANO VELASCO, YA., “Examen de algunas cuestiones
relacionadas con el territorio del Estado y, en particular, del criterio para
la determinación de los limites territoriales de Venezuela: el uti possidetis
iuris de 1810 <articulo 7 de la Constitución)”, en Estudios sobre la
Constitución. Libro Homenaje a Rafael Caldera, vol.I, Caracas, 1979, p.287).
Cfr. BOTRE, M, “Boundaries”, Encvclooediae of Public International
Law, vol.lO, R.Bernhardt (ed.), Amsterdam, 1987, p.17.
Estas dos fases son las que hacen incidencia directa con la
determinación de una frontera, pero existen además, otras dos etapas más en
relación al establecimiento definitivo de la misma: l.una previa a la
delimitación, cual es la distribución o división política inicial del
territorio entre los dos Estados; 2.una última, posterior a la demarcación,
que se refiere a la administración de la frontera resultante. Cfr. en relación
a las fases del proceso de fijación fronteriza, entre otros, SHARMA, S.P.,
International Boundarv.... oocit., pp.13—23; PRESCOTT, J.RV., Boundaries and
Erontiers, Londres, 1978, pp.31—32; o CUKWURAH, A.O., The Settlement of
Boundarv Disputes in International Law, Manchester, 1967, pp.27—85.
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precisada la extensión espacial del poder estatal, esto es, la selección de un
trazado fronterizo y su definición. Delimitar consiste, pues, en definir
abstractamente y sobre el papel la línea fronteriza. Operación que se contiene en
un instrumento jurídico, normalmente en un acuerdo <también puede tratarse de un
acto jurisdiccional>, por esta razón llamado ‘tratado de limites o de fronteras’, al
que se acompaña de ordinario un mapa que forma parte integrante del mismo.
- Los efectos de la delimitación están subordinados a una segunda operación,
la demarcación. Se trata de una labor material y técnica de verificación y
concretización. Demarcar consiste en trasladar sobre el terreno los términos de una
delimitación ya establecida sobre el papel, construir la frontera en el terreno. Los
métodos a través de los cuales se efectúa la demarcación, esto es, las marcas
visibles, varían en relación al carácter del terreno60: hitos, construcciones...
No es mf recuenta. la utilización indistinta de ambos términos como si fueran
sinóminos, lo cual es absolutamente erróneo e incorrecto.
El esquema general precedentemente descrito puede verse obscurecido por
la aparición de problemas los cuales conllevan al surgimiento de una controversia
entre ambos Estados, de una controversia fronteriza. Prescott61 divide en dos los
tipos posibles de conflictos fronterizos: Controversia fronteriza territorial, que
resulta de la existencia de alguna zona imprecisa de la frontera; y controversia
Para un estudio en detalle de los distintos métodos de demarcación,
cfr. HOLDIcH, T.H., Política]. Frontiers and Boundarv Makinp, Londres, 1916,
pp. 2 19—224.
61 Vid. op.cit., p.90.
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fronteriza posicional, que se refiere a la localización actual de una frontera. De esta
distinción se desprende, pues, que los conflictos fronterizos que surgen en relación
al establecimiento de fronteras tienen como causa directa, bien las insuficiencias
respecto de la delimitación, bien en el momento de la demarcación.
Efectivamente, una controversia puede surgir respecto de la expresa
delimitación de una frontera. Se asume aquí que todavía no ha sido dibujada ni
reconocida ninguna frontera válida, por lo que se acude a un órgano jurisdiccional
para que sea éste el que decida el trazado de toda o una parte de la frontera aún
sin precisar.
Por otro lado, una disputa puede afectar a los defectos de una delimitación
expresa. Una frontera puede ser perfecta sobre el papel y estar debidamente
delimitada, pero pueden surgir defectos latentes en la misma a la hora de llevarla
al terreno, al identificarla, en el momento de proceder a la demarcación. Se trata
de controversias que surgen respecto del proceso de establecimiento de la frontera
mismo. Las causas pueden ser diversas62: el tratado de límites -en el caso del ini
oossidetis iuris, los documentos de la época colonial- puede ser ambigUo, carente
de precisión, inexacto e incluso contradictorio; desconocimiento de la geografía o
62 La práctica jurisprudencial nos proporciona una fuente inagotable de
supuestos de este tipo que atienden a las más variadas causas. A titulo
ejemplificativo citar: La interpretación del Tratado de limites de 1881 entre
Argentina y Chile (asunto la cordillera de los Andes de 1902, y posteriores,
cfr. U.N.R.I.A.A., vol.IX,pp.29 y es); identificación del Río Stcroix, en la
frontera entre EE.UU. y Gran Bretaña (laudo de 1831, cfr. LAPRADELLE et
POLITIS, R.S.A., vol.I, p.37í y se); desconocimiento de los aspectos
geográficos del terreno en la frontera del Reino de Barotee, entre Portugal
y Gran Bretaña (sentencia de 1905, U.N.R.I.A.A., voLXI, p.&9 y es>; problemas
de identificación de la línea en el asunto del Templo de Preah Vihear, entre
camboya y Tailandia (cfr. I.C.J.Revorts, 1962, pp.5—l46). En la misma línea,
el reavivado conflicto fronterizo entre Ecuador y Perú tiene como causa
principal la localización de un río que sirve como frontera entre ambos
Estados, que en el terreno parece ser inexistente.
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datos geográficos inexactos y mal aplicados sobre los que se basan los tratados
de fronteras -por ejemplo, tratándose de una frontera montañosa, donde la
topografía del área es difícil no llega a identificarse la línea orográfica o la
hidrográfica-; la línea se encuentre insuficientemente marcada; igualmente, pueden
surgir discrepancias entre la línea descrita en el tratado y la línea que ha sido
trazada en el terreno.
En este segundo caso, el órgano jurisdiccional no es requerido para fijar la
frontera sino para clarificar o interpretar el contenido de algunos puntos ambigUos
existentes en una frontera ya delimitada. El propósito, pues, es el de determinar
dónde se encuadra una línea ya propuesta de acuerdo con los tratados,
documentos y otros instrumentos jurídicos alegados por las partes.
Debemos tener presente, por otra parte, que cada situación fronteriza está
claramente individualizada, es decir, dos fronteras internacionales no son nunca
idénticas aunque se refieran a la misma característica geográfica, o apliquen el
mismo criterio delimitador; las generalizaciones gozan de un valor dudoso. Por ello,
los criterios de solución aplicados por los jueces y árbitros a los problemas
indicados dependerá de la naturaleza y de las causas de cada controversia. No
obstante, no faltan en derecho internacional reglas, métodos o criterios que con
carácter meramente orientativo, nunca imperativo63, pueden conducir a una
correcta solución de los conflictos relativos a las fronteras.
El Derecho internacional general no contiene ninguna regla imperativa
que regule el establecimiento de fronteras internacionales. Así lo ha afirmado
claramente BER145TEIN (vid. Delimitation of International Boundaries, Tel Aviv,
1974, pA67),
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A> EL PRINCIPIO DEL “UTI POSSIDETIS IURIS” COMO PRINCIPIO APLICABLE A
LA DELIMITACIÓN DEL TERRITORIO
.
A la hora de fijar sus fronteras los Estados, incardinados en un proceso de
negociaciones preliminares, se enfrentan a la elección de un principio delimitador
que sea el hilo conductor de dicha operación. Una doble solución se ofrece a los
Estados, deseosos de determinar los límites comunes de sus respectivos territorios;
por un lado, escoger un nuevo límite que se establecerá mediante la aplicación ~
novo de diversos criterios (naturales, artificiales...>; por otro, adoptar uno antiguo
a través de la implantación de límites pre-establecidos, administrativos o
internacionales, ya existentes. Cuando los Estados optan por esta segunda
posibilidad lo hacen adoptando, normalmente, límites internos, límites
administrativos; entonces habíamos de la aplicación del principio del uti oossidetis
iuris como criterio delimitador, esto es, del “principe selon lequel doivent 6tre
respectées et maintenues en l’état les frontiéres coloniales héritées, au moment de
leur indépendence, par les nouveaux Etats”64. La implantación de límites
internacionales pre-existentes se produce, en cambio, cuando nos enfrentamos a
un fenómeno de sucesión de Estados. La nota común de estas dos doctrinas
descansa en la fijación de fronteras ya establecidas, como consecuencia de la
64 Definición recogida por PINHO CAMPINOS, 3. de, “L’actualité de l’uti
nossidetis”, en 5.F.D.I., Colloqus de Poitiere, La Frontiére, Paris, 1980,
p.95.
El ejercicio continuo y pacífico 55
continuidad en el mismo territorio, esto es, responden a la teoría de la continuidad
de las fronteras.
1. Valoracion contextual del origen y evolucion del principio del uti oossidetis uris
:
su naturaleza iuridica. El uti oossidetis de tacto
.
Actualmente ligado al fenómeno de la descolonización -que afecta a
numerosos Estados del tercer mundo-, el principio del uti oossidetis iuris nació en
América Latina donde fue adoptado por numerosos Estados para dirimir sus
cuestiones de límites.
Pasando a examinar el origen terminológico de la expresión ~~Éei’,
aquél se sitúa en el derecho romano, concretamente se toma del Interdicto del
Pretor, de tipo procedimental, que reza “uti possidetis, ita possideatis” <que quiere
decir, “así como poseéis, continuad poseyendo”). Por este interdicto se prohibía
a las Partes alterar el estado de la posesión del inmueble existente entre ellas,
siempre que la posesión no hubiera sido obtenida de la otra parte mediante
violencia, clandestinamente o a título precario; se trataba de una simple prohibición
de alterar el at~i¿t.anQ. y de una solución in limine litis65. Con sentido análogo
pasó a ser adoptado en el Derecho internacional general para describir un método
Sobre el origen y evolución del uti cosgidetis, cfr. DURAN BACELER,
5., Uti nossidetis. Doctrina latinoamericana, Santiago, 1977, pp.21—88.
Tal y como aparece recogido en el Digesto (libro 43, ti.17, p.l), este
Interdicto establecía “utí eas asdes, quibus de agitur, nec vi, nec clam, nec
precario, alter ab altero posaidetis, quo minus ita possideatis, vixa fien
veto”.
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de determinación de los cambios territoriales acaecidos como resultado de una
guerra. De esta forma, el derecho internacional dió el nombre del uti oossidetis al
sistema de consolidación de la situación de facto resultante de las hostilidades y
enfrentamientos; a falta de estipulación en contrario, los ex-beligerantes adquirían
titulo sobre el territorio bajo su control66.
A pesar de que las raíces del utí oossidetis se sitúan en el derecho romano,
este principio llega al continente Latinoamericano con un significado diferente.
Efectivamente, éste consistía en la práctica de establecer, en la medida de lo
posible, sus fronteras internacionales siguiendo las fronteras que tenían cuando
eran dependencias españolas en el momento inmediatamente anterior al de su
accesión a la independencia67. Esta práctica, que se inició por razones de
conveniencia, fue aceptada por los nuevos gobiernos, pasando a ser incorporada
en numerosos tratados bilaterales, multilaterales, conferencias, e, incluso, en las
propias Constituciones. En este sentido, Colombia fue la primera en adoptar el
principio del uti oossidet¡s luris en su Lev Fundamental del 17 diciembre 181968;
mientras que el Congreso de Lima de 1847 supone la consagración definitiva de
cf r. WOOLDRIDGE, E., “Uti possidetis doctrina”, en Encvclonediae of
Public International Law, vol.lO, A.Bernhardt (cd.>, Amsterdam, 1987, p.5l9.
67 Precisamente, la alusión a la fecha de la independencia como punto
de referencia en la determinación de los limites administrativas, es lo que
lleva a hablar con habitualidad del. taj poesidetis de 1810 y 1821, en cuanta
ambos años constituyen una referencia válida en la proclamación de
independencia de Las colonias españolas de América del Sur, y América Central,
respectivamente.
Para ver el texto de esta constitución que supone el punto de
arranque de esta doctrina, vid. VAZQUEZ CARRIZOSA, A, colombia y los
problemas del mar, Bogotá, 1971, pp.30—31.
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esta doctrina en el ámbito latinoamericano69, doctrina que, posteriormente, ha
sido objeto de aplicación en numerosos laudos arbitrales como principio de solución
-tal y como tendremos ocasión de constatar en el capitulo III de este trabajo-.
La transpolación de lo que se consideraba un principio del derecho regional
americano a otras esferas geográficas, ha sido objeto de un amplio debate
doctrinal70 al que puso término, finalmente, el propio T.I.J. al consagrarlo como
principio general del derecho internacional. Concretamente, el Tribunal fundamenta
la aplicación de este principio en Africa, por un lado, en el artIculo 3 de la Carta de
O.U.A., y por otro, en la Resolución de El Cairo (AGH/Res.<16-I> hecha en julio de
196471.
69
Así parecen entenderlo también, entre otros, DURAN BACHLER, 5.,
on.cit., p.40; LAPRADELLE, 2. de, on.ctt., p.77; VAZQUEZ CARRIZOSA, A.,
or’.cit., p.29; CHECA DROUET, E., La doctrina americana del uti poesidetis de
1810, Lima, 1936, p.54. Aunque no faltan voces en contra como la de AYALA, E.,
“El Uti—Possidetis en América”, Revista de Derecho y Ciencias Sociales, 1932,
pp. 16—17.
70 Entre las escasas excepciones que impugan tal aplicablidad podemos
citar a EOURJORL—FLECHER, O., “Heurs et malheurs de l”’uti poesidetis”.
L’intangibilité des frontiéres africaines”, Revue juridiane et nolitiaue
.
indaoendence et cooneration, 1981, pp.811—835; o BENMSSSAOCJO TREDANO, A.,
tntangibilité des frontiéres coloniales et esDace etatiaue en Africa, París,
1989, pp.85—86, para este autor en Africa se ha consagrado el principio de
intangibilidad de las fronteras, que es absolutamente diferenciable del utí
possidetis
Una de las principales objeciones que se han esgrimido contra la
extensión del uti nossidetis, es la de que se trata de un principio de
delimitación, basado en mantener los limites coloniales, que surge para ser
aplicado respecto de territorios sometidos a una misma, a una única Potencia
colonial, España; de ahí que no sea factible su aplicación cuando los
territorios a delimitar procedan de varias Potencias coloniales, como es el
caso de Africa.
~ Vid. I.c.J.Re~orts, 1986, pp.565—566, pa.21 y 22, donde el. tribunal
recoge las referencias explíctas e implícitas de ambos textos legales al tal
possidetis, en conexión con el principio de intangibilidad de las fronteras.
La admisión de la aplicabilidad del uti nossidetis iuris en Africa,
parece estar confirmada por la reciente demanda presentada por Camerún contra
Nigeria (29 de marzo y 6 de junio 1994>, en la que el primero aboga por la
estricta aplicación de este principio en el trazado de su frontera común en




El problema de la extensión geográfica del uti oosssidetis iuris está en intima
conexión con el de la determinación de su NATURALEZA JURíDICA. Respecto a
esta importante cuestión, las opiniones emitidas son muy variadas, existiendo una
marcada divergencia -a veces, incluso, contradicción- entre un cierto sector
doctrinal y la doctrina del T.l.J. proclive a su plena inserción como principio
jurídico.
En un acercamiento a las distintas posiciones doctrinales sobre el tema,
éstas oscilan entre la consideración de principio político o jurídico, o incluso,
algunos que optan por la doble calificación política y jurídica72. Así, para
Bardonnet73 se trata de “un principe politique. de nature conservatoire”; posición
que también parece desprenderse de las palabras de Jennings7t al aludir
indirectamente al mismo como “this type of essentially political argument”. En este
ámbito de limitación de la eficacia ¡urídica del uti oossidetis iuris, llegamos a
encontrar posturas que parecen, incluso, negarle toda vigencia a este principio al
afirmar que, “in no case has the International Community recognized, as an
institution of international law”75.
Por otro lado, no faltan autores que proclaman, sin lugar a duda, el carácter
Es el caso de PINHO CAMPINOS (cfr. op.cit., pp.llO—lll).
~ Vid. “Les frontiéres terrestres st la relativité de leur tracé, ~.
des C., n2153, 1976—y, p.SE.
~ Vid. The Acauisition.... on.cit., p.78; Jennings lo sitúa como
argumento de continuidad histórica.
Esta es la posición, absolutamente insostenible en nuestra opinión,
mantenida por BLOOMFIELD (cfr. The British Honduras—Guatemala Disi~ute
,
Toronto, 1953, p,94>.
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de principio jurídico del IflL...Qnzz.jd~ft. sobre todo por parte de la doctrina
hispanoamericana76; dentro de ésta encontramos posiciones matizadas, como la
de Barberis77, para quien “sólo posee valor jurídico convencional, o sea, vale
como norma en la medida en que aparece incluida en un Tratado”. En nuestra
opinión, ésta es la postura más correcta que se desprende de una aceptación sin
reservas de las afirmaciones del T.l.J. en torno al uti oossidetis iuris. Como ya
hemos indicado, a juicio del Tribunal se trata de “a firmly established principIe of
international law”76, situado en el mismo plano y en íntima conexión con el
principio de libre determinación de los pueblos y el de intangibilidad de las
fronteras.
Por último, no podemos concluir esta breve referencia al principio del uti
oossidetis iuris sin poner de manifiesto la existencia de otras concepciones en torno
a los elementos de este principio. Concretamente, nos estamos refiriendo al
llamado UTI POSSIDETIS DE FACTO, que “reconoce a un Estado las tierras que la
Entre otros, podemos citar a GROS ESPIELL, E., España y la solución
pacífica de los conflictos limítrofes en Hispano—América, Madrid, 1984. En
nuestro círculo, el prof. SANCHEZ RODRíGUEZ es el más resuelto defensor de la
naturaleza jurídica del utí oossidetis iuris <cfr. “Uti poseidetis: la
reactualización jurisprudencial de un viejo principio (a propósito a la
sentencia del TIJ [Sala] en el asunto Burkina Fasso/República de Mali”,
R.E.D.I., 1988, pp.121—1S1).
vid. “La regla del uti possidetis en las controversias limítrofes
entre Estados hispanoamericanos”, en Líber Amicorum. Colección de estudios
iurídicos en homenale al Prof.Dr.José Pérez Montero, vol.I, Oviedo, 1986,
p. 139.
~ Vid. I.c.J.Renorts, 1986, p.565, pa.20. Esta afirmación es,
posteriormente, corroborada por el propio Tribunal en el asunto de la
controversia fronteriza terrestre, insular y marítima entre El Salvador y
Honduras (cfr. I.C.J.Renorts, 1992>.
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provincia o entidad sobre la cual se ha erigido ocupaba en el momento de su
Independencia, hayan formado parte o no de sus límites teóricos”79. Esta era la
‘versión’ del uti oossidetis que sostenía Brasil referida, claramente, a la posesión
pacífica e ininterrumpida, independiente de otros títulos. Según este criterio, el
dominio internacional ha surgido en América de la posesión material pura y simple,
en oposición al d.tiwe, para el que la atribución territorial estaría basada
exclusivamente en lo que establecieran los documentos coloniales, esto es, en
títulos jurídicos y prescindiendo del dato de la posesión. De esta forma, en las
controversias que afectaban a Brasil y a alguna república hispanoamericana, el
punto de referencia lo constituían los tratados celebrados entre las antiguas
metrópolis (Tratado de San Ildefonso de 1777, fundamentalmente), y en la medida
que éstos quedaban sin efecto, los limites venían definidos por el resultado de la
simple posesión de hecho. No faltan ejemplos, en este sentido, en la jurisprudencia
arbitral80.
Sin embargo, debemos destacar que esta noción de uti oossidetis de facto
no fue nunca incorporada a tratados, documentos de congresos internacionales ni
a las constituciones de ningún Estado; se trata, pues, de una fórmula claramente
acuñada por un sector doctrinal contrario a la interpretación de iure del principio del
Sobre el tema de la dialéctica uti noasidetis de iure y de facto
,
recomedamcs a GAflDIA, E. de, Los derechos del Paraguay sobre el Chaco Borealy las doctrinas del “Uti nosgidetis” en el siglo XVI, Buenos Aires, 1935;
URQUIDI, J.M., El utí noasidetis iuris y el de tacto, cochabamba, 1946; o,
ACCIOLY, H., “Le Brésil et la Doctrine de l’uti possidetis”, R.D.I., 1935,
pp.36—45.
Baste citar la controversia fronteriza entre Brasil y Argentina,
asunto de Misiones, resuelta por el laudo del Presidente Cleveland, 5 febrero
1895; éste bagá su decisión en los Tratados de límites de 1759, 1760 y 1750
concluidos entre España y Portugal (vid. MOORE, International Arbitrations
vol.2, pp.2O2O—2023>.
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uti oossidetis
.
2. Sucesion de Estados: La sucesion de Estados a tratados de fronteras
Una gran parte de la doctrina e incluso el propio T.l.JY, han indicado
claramente la vinculación existente -lo cual no debe traducirse, en nuestra opinión,
en conexión permanente sino ocasional- entre el principio del uti oossidetis iuris y
la sucesión de Estados, en cuanto la regla general de Derecho internacional general
en la materia establece que, en principio, un Estado sucede a los límites territoriales
de su predecesor. Cuando se produce un fenómeno de sucesión a otro Estado, el
último mantiene como fronteras los limites pre-existentes del anterior.
Efectivamente, de acuerdo con el artículo 2, apartado 1 .b, del Convenio de Viena
sobre Sucesión de Estados en materia de tratados, de 23 agosto 1978 (que
posteriomente recoge literalmente el Convenio de Viena sobre sucesión de Estados
en materia de bienes, archivos y deudas de Estado, de 8 abril 1983), ‘sucesión de
Estados’82 significa “la sustitución de un Estado por otro en la responsabilidad de
81 Cfr. En el plano doctrinal, entre otros, CUKWURAH, A.O., ~
settlement.... oo.cit., p.112, para quien el utí oossidetis se relaciona e,
incluso, constituye una prolongación del concepto de sucesión de Estados; en
la misma línea, podemos citar a VERZJIL, International Law in Historical
Perswective. vol.?, 1974, pp.171 y 303, TYRANOWSKI, J., “State Succession:
Boundaries and Boundary Treaties”, Polish Yearbook of International Law, 1980,
pp.127-128, o KAIKOBAD, K.H., “Some observations on the doctrine of continuity
and finality of boundaries”, H.Y.B.I.L., 1983, pp.l26—127. Por parte de la
jurisprudencia, cfr. I.C.J.Renorts, 1986, p.555, pa.20.
82 La expresión ‘sucesión de Estados’ ha sido objeto de críticas desde
el punto de vista terminológico, tal y como lo analiza en profundidad el prof.
GONZALEZ CAMPOS en su trabajo, “Algunas consideraciones sobre los problemas
de la Sucesión de Estados”, R.E.D.I., 1963, pp.564 y se.
62 CapItulo 1
las relaciones internacionales de un territorio’; de este concepto se desprende
claramente que el Estado sucesor adquiere la soberanía sobre un territorio
determinado, el territorio que se encontraba bajo la soberanía del Estado predecesor
en el momento de la sucesión. No es extraño, pues, encontrar afirmaciones que
ligan la sucesión de Estados con el derecho de atribución territorial como “different
aspects of the same problem”83.
En este contexto, el aspecto más importante del problema de la sucesión de
Estados que entra en juego, es el referente a la sucesión respecto a los tratados,
y más concretamente, a tratados de fronteras, donde, en ningún caso, opera la
regla de la tabla rasa que tiende a la no obligatoriedad para el Estado sucesor de
los tratados celebrados por el Estado predecesor84. Esta cuestión fue objeto,
precisamente, de una ardua discusión doctrinal entorno a su excepcionabilidad
respecto al régimen general de la sucesión en las obligaciones convencionales, que
ha sido finalmente zanjada por el citado Convenio de Viena de 1978. La disposición
clave que determina el régimen jurídico de la sucesión en materia de tratados de
fronteras, es el artículo 11 que establece expresamente:
“Una sucesión de Estados no afectará de por sí:
a) a una frontera establecida por un tratado; ni
b) a las obligaciones y los derechos establecidos por un tratado y que
se refieran al régimen de una frontera.
83 En este sentido, cfr. JENNINC5, R.Y., “General Course of
International Law, R.des C., n2121, 1967—II, p.440.
~ cfr. PASTOR RIDRUEJO, J.A., Curso de derecho.... on.cit., p.322. A
este autor, y a la bibliografía que él mismo cita (p.3l9>, remitimos en
relación a las cuestiones especificas planteadas por la sucesión de Estados
en materia de tratados, y en concreto a las diferenciaciones por razón del
tipo de sucesión, que no tienen lugar en nuestro estudio.
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Este artículo expresa el incuestionable principio de que la sucesión de Estados, en
el caso de que existan tratados internacionales estableciendo fronteras, no afecta
a las mismas; lo que se traduce, a su vez, en el hecho de que el sucesor está
obligado por las fronteras internacionales existentes, así como por los derechos y
obligaciones territoriales contemplados en los tratados que las fijan.
Dos principios entran en el contexto de esta específica regulación, el de
continuidad e inviolabilidad de las fonteras. La continuidad de tas fronteras del
Estado, en el caso de sucesión de Estados, constituye la base para la sucesión ~
iure respecto de los tratados de fronteras; continuidad que afecta a todas las
fronteras. En conexión con este principio, la inviolabilidad, en el contexto de la
sucesión de Estados, significa la continuación en las fronteras a pesar del cambio
de soberanía. Esto se traduce en el hecho de que sólo pueden producirse cambios
en las fronteras como consecuencia del mutuo consentimiento de los Estados
afectados, y no como resultado de actos unilaterales.
En relación a una correcta interpretación de este artículo Vi, Tyranovski85
afirma que ésta debe producirse “in the context of the relevant provisions of the
Convention concerníng succession in respect of treaties wíth regard to particular
cases of succession of States”. De esta forma, pueden individualizarse cinco
situaciones de sucesión diferentes respecto de las cuales es preciso determinar la
correcta aplicación de la regla de la sucesión de los tratados de fronteras:
Vid. “Boundaries ami Boundary Treaties in the Law of State
succeesion”, en Thesaurus Acroasium, vol.XIV, 1985, pp.502—532, para este
aspecto concreto de la interpretación del articulo 11, y todo el trabajo, en
general (pp.459—54O) para un estudio en detalle del problema de la sucesión
de Estados en materia de tratados de fronteras.
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1. Cesión: El principio básico que debe aplicarse en los casos de cesión es el de la
regla del ‘tratado de fronteras móvil’. Un territorio que sufre un cambio de
titularidad en la soberanía, pasa del régimen del Estado predecesor al del sucesor
en la soberanía; de esta forma, en el momento de la sucesión empiezan a
aplicárseles los tratados del sucesor, resultando inaplicables los del predecesor.
2. Secesión: La situación es similar al caso de cesión. La secesión es seguida por
la sucesión ioso iure respecto de los tratados de fronteras con aplicación del
principio de separabilidad de las provisiones del tratado.
3. Disolución de un Estado: A la luz del articulo 34 del Convenio del 78, todos los
tratados relativos a fronteras pasan a los Estados sucesores.
4. Fusión de Estados: En base al articulo 31 del Convenio del 78 cabe deducir que
se heredan los tratados de fronteras de los predecesores sin ninguna excepción.
5. Estados de reciente accesión a la Independencia: Es quizá el supuesto donde la
sucesión oso iure adquiere un aspecto diferente, sin duda, por la especial
vinculación que presenta respecto del principio del uti oossidetis iuris. En estos
casos, los tratados de fronteras son tan sólo la base y la prueba de una línea
fronteriza.
La práctica jurisprudencial nos proporciona, igualmente, ejemplos de
aplicación de la regla de sucesión. Baste citar, a nivel arbitral, la afirmación
efectuada por el tribunal en al asunto de la delimitación fronteriza entre Costa Rica
y Panamá
:
- Costa Rica will be taken as representing not only rights enjoyed by
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it in its own name, but alí those concerning the matter here in dispute
which possesses as the ~ of a prior government, the Republic
of Central America, and Panama will likewise be taken as representing
for the same purposes, not only its own rights, but also those of its
governmental ancestors, the Republic of Colombia, the Republic of
New Granada, the United States of Colombia and the Republic of
Colombia”86.
El asunto del Temolo de Preah Vihear, es la mejor muestra del
enfrentamiento del T.í.J. con el problema de la sucesión de Estados y las fronteras
internacionales. En este caso el Tribunal debía enfrentarse a la validez del Tratado
de límites de 1904 y mapas anexos, entre Francia -a quien sucedía Camboya- y
Siam -actual Tailandia-, decidiendo, finalmente a favor de la misma en base a
argumentos de aquiescencia y estoppel, a los que no fue extraña la asumida
sucesión de Camboya a los derechos de Francia por virtud del tratado en
cuestión87. Sin embargo, como ejemplo más reciente de sucesión en materia de
tratados de fronteras, no podemos dejar de citar el asunto de la controversia
fronteriza entre Libia y Chad (este caso será analizado con más detalle en el
capitulo III). 3 febrero 1994. en el que el T.l.J. tuvo que establecer la correcta
interpretación de una serie de textos legales de la época colonial, a los que ambos
Vid. U.N.R.I.A.A., vol.II, p.528 <el subrayado es nuestro). Otro
claro ejemplo de aplicación de sucesión en instancia arbitral es el laudo de
6 junio de 1904>. en e). asunto de la delimitación de la Guyana británica, entre
Gran Bretaña —sucesora de Holanda— y Brasil —sucesora de Portugal— <cfr.
R.G.D.I.P., 1904, ppfl.8—20>; o, el posterior de la Isla de Palmas
(cfr.R.G.D.I.P., 1935, pp.156—202>, si bien, este último en un sentido más
bien negativo.
87 Vid. I.c.J.Reoorts, 1962, p.32.
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88Estados estaban vinculados como sucesores
B> OTROS CRITERIOS IGUALMENTE UTILIZADOS EN ESTE CONTEXTO: LOS
CRITERIOS NATURALES Y ARTIFICIALES
.
Sin embargo, los Estados al establecer sus fronteras pueden optar por la
fijación ex novo de un trazado originario, situación que es la más común. Esta
operación se lleva a cabo mediante la aplicación de diversos criterios, ya sea de
forma individual o conjunta, dependiendo de las circunstancias de cada frontera -
criterios que, por otra parte, pueden jugar también en conjunción con límites pre-
establecidos ante las insuficiencias, bien del uti oossidetis iuris, bien, en términos
generales, del título jurídico que las contiene-.
Varias clasificaciones se han propuesto, por parte de la doctrina, en torno
a los criterios de delimitación territorial. De todas ellas89, nosotros optamos, por
Tales textos jurídicos son los convenios franco—británicos de 1898,y
su Declaración adicional de 1899, y de 1919, así como el Cambio de cartas
franco—italiano de 1902; vid. I.c.J.Reports, 1994, pp.4—106.
89 Frente a la clasificación tradicional propuesta (defendida, entre
otros, por HoLDICH, Th., “Political Boundaries”, Scottish Geopranhical
Maaazine, 1916, p.501, y ZAMBRANO VELASCO, J.A., oi,.cit., p.288>, Boggs
propone una clasificación más comprehensiva <International Boundaries. A Studv
of Boundaries Functions and Problems, Londres, 1961, p.25>, que diferencia
cuatro tipo de fronteras, en atención a otros tanto criterios de delimitación:
físicos, geométricos, antropogeográficos y fronteras compuestas. Esta
clasificación ha sido recogida por autores como CUKWURAH (cfr.on.cit., p.18)
o CHAO (cfr. “Legal Nature..., on.cit., pp.80-81). como punto intermedio,
GONZÁLEZ CAMPOS, J.D., y otros, pugnan por una clasificación tripartita que
distingue criterios naturales, imaginarios y artificiales, a la que cabría
hacer la observación de que los llamados criterios imaginarios no son sino
artificiales, por lo que cabría plenamente la simplificación (cfr. Curso de
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la simplicidad y utilidad de la distinción, por la clasificación tradicional que distingue
los criterios naturales (también llamados por Cukwurah90 ‘físicos’> y los criterios
artificiales, la aplicación de unos u otros nos llevará a hablar, respectivamente, de
fronteras naturales o de fronteras artificiales.
U CRITERIOS NATURALES: Los límites naturales, llamados arsifinios, son de
varias clases y se refieren a los caracteres geomorfológicos del terreno, es decir,
tienen en cuenta algún prominente aspecto físico de la superficie de la tierra, tal
y como una cadena montañosa o un río. A diferencia de los criterios artificiales
ofrecen la ventaja de suministrar un punto de referencia objetivo, pero, en
contrapartida, a veces ese criterio es insuficiente o inestable, bien porque el
aspecto natural no exista, bien porque éste sufra variaciones. Los principales
criterios naturales son los siguientes:
- Limites montañosos. Para la determinación de fronteras en regiones montañosas,
se han utilizado tres fórmulas (existe un cuarto criterio, el del trazado según la línea
del pie de montaña o línea de base de las pendientes, tan sólo utilizado
antiguamente en la región batkanodanubiana?:
1. La delimitación según la línea de las crestas, de los picos más altos, es el
llamado criterio orográfico <aplicado por el Consejo Federal Suizo en su laudo de
derecho ... oo.cit., p.468>.
Para este autor el adjetivo ‘natural’ es muy desafortunado, siguiendo
de esta forma la línea de pensamiento de ROGOS (ot.cit., p.23>, e implica
serias dificultades, de ahí que prefiera hablar de ‘fronteras físicas’ (vid.
oo.cit., pp.17 y 19).
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i90O~’, al determinar la frontera entre Brasil y Francia, dió preferencia a la línea
de los montes Tumuc Humac sobre la de división de aguas>
2. La delimitación según la línea de la partición o divisoria de las aguas, que
algunos simplemente llaman ‘de las cumbres’, es el criterio hidrográfico <la
sentencia arbitral dictada por la Reina Isabel de Inglaterra, 9 diciembre 195692,
entre Argentina y Chile, hizo prevalecer la línea local de partición de aguas).
3. La línea de las cumbres más altas que dividen aguas, que aparece recogida en
el Tratado de límites de 1881 entre Argentina y Chile, y que, posteriormente, ha
sido objeto de aplicación en los laudos de 1902 <Cordillera de los Andes) y 1994
(Laguna del Desierto) que interpretan dicho tratado93.
Es interesante destacar que en la práctica puede ocurrir que no se distingan
tales procedimientos técnicos y se asocien en una delimitación común.
- Límites fluviales. Es frecuente recurrir al curso de los ríos para establecer las
fronteras; en este caso hay tres métodos principales, que resultan igualmente de
aplicación en el caso de límites lacustres
:
1. Limite en la ribera: Es el procedimiento más antiguo y consiste en tomar por
frontera una de las orillas del curso de agua, dejando el río bajo la soberanía
exclusiva de uno solo de los dos Estados ribereños.
2. Límite de la línea media de las aguas: En este caso la frontera pasa por el medio
~ Vid. MARTENS, N.R.G.T., 31 se., vol.X, pp.153—l?9.
~ Vid. U.N.R.I.A.A., vol.IX, pp.30—49, y Original mecanografiado
,
respectivamente.
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geométrico del curso de agua, tomado en su nivel ordinario y constatado durante
un período suficientemente largo, abstracción hecha de las inundaciones y sequía
estacionales (ej. Bidasoa).
3. La regla del thalweo: Referida a ríos navegales, supone establecer la frontera en
la línea media del principal canal navegable; pero también es considerada como el
centro de la parte más profunda del río <ej. Miño).
En relación a la determinación de los limites fluviales se suscitan numerosas
cuestiones, tales como la condición de las islas y de los puentes4 la delimitación de
las desembocaduras y los efectos de los cambios ocurridos en el curso de los ríos,
pero sobre las cuales no vamos a entrar por entender que se exceden del marco de
94
nuestro trabajo
u CRITERIOS ARTIFICIALES: Cuando hablamos de fronteras artificiales
estamos haciendo referencia a aquellas líneas fronterizas que no dependen de
aspectos naturales, sino que han sido artificialmente proyectadas haciendo caso
omiso de la topografía y geografía del territorio.
- Límites astronómicos. El procedimiento de fijación de las lineas se apoya en los
paralelos y los meridianos:
1. Paralelos de latitud. Este método ha sido ampliamente utilizado, tanto en la
delimitación de las posesiones coloniales (ej. entre España e Inglaterra, Tratado de




Madrid de 1 630~~ que se refería al Trópico de Cáncer y a la línea del Ecuador>,
como actualmente para la determinación del espacio Solar <al Norte del paralelo
66033v de latitud Norte, y al Sur del paralelo 66~33” de latitud Sur>, delimitación
de espacios marítimos...
2. Meridianos de longitud. El recurso a este procedimiento es más raro, citándose
como ejemplo clásico el Tratado de Tordesillas de 149498, entre España y
Portugal, que establecía una línea que alcanzaba los polos y pasaba a 370 millas
al Oeste de Cabo Verde.
Es muy frecuente, sin embargo, la utilización simultánea de paralelos y
meridianos, tal y como sucedió en el asunto del Chaco Boreal, entre Bolivia y
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Paraguay
- Límites geométricos. Constituyen otra modalidad de límites artificiales, que
pueden venir constituidos, bien por una línea recta alineando dos puntos conocidos,
bien por un arco de circulo cuyo trazo se establece a partir de un punto dado. Este
segundo criterio, el del arco de círculo, ha sido aplicado en el laudo de 20 octubre
190398, respecto a la determinación de la frontera entre EE.UU. y Canadá.
Vid. FO?flES HISTORIAE TURIS GENTIUM, vol.II, pp.5S—&l.
~ Vid. MARTENS, Recueil de Traités, lled., supl.I, p.372.
~ Sentencia de 10 octubre 1938, vid. A.J.I.L., 1939,pp .180—183.
98 Se trata del asunto de Alaska, que versaba sobre la interpretación
del Tratado anglo-ruso de 28 febrero 1825 <vid. U.N..R.I.A.A., vol.XV, pp.481
y es).
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- Como criterios artificiales pueden incluirse también aquellos que son resultado de
la acción humana, construyendo determinados artificios o instalaciones que ponen
de relieve el trazado de la línea fronteriza, tales como el sistema de amojonamiento,
los muros, las alambradas, los canales, las carreteras...; criterios delimitadores que,
por otra parte, son igualmente el resultado lógico de un correspondiente proceso
de demarcación.
SECCION 3: INTERRELACION FRONTERAS-SOBERANíA TERRITORIAL:
CONEXION ENTRE CONFLICTOS DE ADQUISICION Y CONFLICTOS DE
DELIMITACION DEL TERRITORIO.
De forma clásica, los autores distinguen entre los conflictos territoriales de
delimitación y los conflictos territoriales de adquisición99; sin embargo, esta
distinción puede difuminarse fácilmente cuando se procede a aplicaciones
concretas. En efecto, la íntima relación entre fronteras y soberanía, a la que ya
aludíamos en páginas anteriores, esta ampliamente soportada tanto por la literatura
como por la jurisprudencia arbitral y judicial. El árbitro Max Huber, en el asunto de
En este sentido LAPRADELLE <cfr.on.cit., pp.140—l43), es el más firme
defensor de tal diferenciación, entendiendo que, mientras en los conflictos
de delimitación se trata de elegir una de las líneas de división posibles, en
los de adquisición el problema es atribuir la soberanía de un territorio.
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la Isla de Palmas~, introdujo fuerza sobre este punto al advertir que
“pour qu’une partie de la terre soit reconnue comme rentrant dans un
Etat déterminé, la condition juridique nécessairte est que ce territoire
se trouve soumis á la souveraineté de l’Etat... La souveraineté
territoriale est, en général, une situation reconnue et délimitée dans
l’espace, soit par les frontiéres dites naturelles telles qu’elles sont
reconnues par le droit international, soit par des signes extérieurs de
démarcation non contestés”.
Ciertamente, aunque existe una diferencia en carácter entre los conflictos
de delimitación y las controversias de adquisición territorial, ésta no debe ser
profundizada en extremo; no se trata de una distinción significativa, pues ambos
tópicos son más o menos interdependientes. Tanto las cuestiones fronterizas como
las territoriales son parte de una cuestión mayor, la de la soberanía territorial.
Tal y como indicábamos en el apartado anterior, la frontera ha venido siendo
definida por la doctrina como “the line which marks the limits of the regions within
Ihe State can exercise its own sovereign right”101. Partiendo, pues, de esta
definición resulta claro que cuando dos Estados delimitan sus fronteras
internacionales lo que de hecho están procediendo a hacer es a fijar los limites de
su propia soberanía; recíprocamente reconocen la soberanía en el otro lado de la
línea fronteriza. En otras palabras, están delimitando el ámbito de su independencia
territorial, es decir, su derecho a ejercer las funciones estatales dentro de su
respectivo territorio con exclusión de terceros Estados. Por tanto, podemos afirmar
ico Vid. R.G.D.I.P., 1935, p.163.
¡01 Esta definición ‘clásica’ es la pronunciada por ADAMI, y que recoge
SEARMA, cfr. on.Cit., p.2.
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sin ninguna duda que la frontera es orima facie la prueba del límite de la soberanía
de un Estado, y se halla naturalmente ligada al ejercicio de la soberanía territorial;
como se señala en el asunto de las Pesquerías del Atlántico 102, “one of the
essential elements of sovereignty is that it is to be exercised within territorial
limits”. En consecuencia, la principal función de la frontera, tal y como afirma
Bardonnet103, es delimitar las soberanías y separar los espacios que constituyen
el territorio de un Estado y están sometidos a su jurisdiocción, del territorio de otro
Estado.
A estas afirmaciones cabria añadirles, por otro lado, una referencia más:
cuando se decide sobre la adquisición de un territorio por un Estado determinado,
lo que se está haciendo realmente es fijar -delimitar- los límites dentro de los cuales
ese Estado podrá ejercer su soberanía.
Tres datos resultan, finalmente, determinantes de la estrecha conexión
existente entre fronteras internacionales y soberanía territorial:
- En primer lugar, la realización de las operaciones relativas al trazado de la frontera
-tales como distribución, delimitación, demarcación y administración-, por sí
mismas constituyen actos de soberanía;
- en segundo lugar, en la medida que la línea fronteriza representa los limites de la
soberanía continuamente desplegada por los Estados adyacentes, cualquierfrontera
establecida puede resultar concluyente de una soberanía efectiva entre ellos;
- por último, una frontera marca los limites de extensión y ejercicio del control
Vid. U.N. .R.I.A.A., vol.XI, p.18O.
103 Vid. “Les frontiéres...., oocit., p.21.
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administrativo y de la jurisdicción por parte de un Estado.
Resulta, pues evidente, que cuando se habla de conflictos de delimitación
y conflictos de adquisición territorial, en ambos casos se está haciendo referencia
a un mismo problema: la fijación del ejercicio de la soberanía sobre un territorio
determinado. La jurisprudencia de los tribunales arbitrales y judiciales se presta a
apoyar estas formulaciones. El asunto de la Isla de Palmas104 es el caso más
instructivo de todos, pues, tratándose de un claro asunto de adquisición territorial,
el árbitro hizo cambiante referencia a reglas y principios pertenecientes tanto a
cuestiones fonterizas como territoriales: sostiene la posibilidad de aplicar la regla
del continuo y pacifico ejercicio de funciones estatales a la delimitación fronteriza;
alude, igualmente, a las fronteras naturales...
Posteriormente, en el plano judicial, los asuntos de la soberanía sobre ciertas
parcelas fronterizas y el del Templo de Preah Vihear105 han constituido buena
prueba del solapamiento de estos dos tipos de controversias -como tendremos
ocasión de analizar en detalle en el capítulo IV de este trabajo-, al tratarse de
problemas de delimitación fronteriza que fueron analizados por el Tribunal desde
el ángulo de la atribución de la soberanía. A estos ejemplos concretos de la
práctica, cabe añadir la afirmación de principio efectuada por el propio T.l.J. en el
asunto de la delimitación fronteriza entre Burkina Faso y Mali106, al enfrentarse
104 Vid. R.G.D.T.P., 1935, Pp. 156—202.
105 Vid. I.c.J.Renorts, 1959, pp.209—258. y 1962, pp.5—l4S,
respectivamente.
¡06 Vid. I.C.J.Renorts, 1986, p.563.
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al planteamiento por las Partes de esta dicotomía, afirmación que constituye un
auténtico Ql2iflLdkfl sobre la materia:
“17. In fact, however, in the great majority of cases, including this
one. the distinction outlined aboye (conflictos de adquisición y
delimitación) is not so much a difference in kind but rather a
difference of degree as to way the operation in question is carried
out. The effect of any delimitation, no matter how small the disputed
area crossed by the line, is an apportionment of the areas of land
lying on either side of the line... Moreover, the effect of any judicial
decision rendered either in a dispute as to attribution of territory or in
a delimitation dispute, is necessarily to establish a frontier”.
Sin embargo, no faltan detractores de esta interrelación, que basan su
argumentación, principalmente, en la específica diferenciación que la regulación del
derecho internacional establece respecto a los distintos criterios de solución para
uno u otro tipo de conflictos. Así, los aspectos más salientes del derecho
internacional respecto a los conflictos de adquisición territorial están fundados en
las regias tradicionales de ocupación, prescripción, cesión o conquista; mientras
que para delimitar el territorio se prevén también criterios especiales107 -a unos
y otros hemos hecho referencia en los apanados anteriores-.
Frente a esta argumentación, el examen de la propia jurisprudencia (como
veremos en los próximos capítulos> nos ofrece una buena muestra del solapamiento
de ambos tipos de principios. En efecto, tanto en el caso de cuestiones fronterizas
107 Cfr. En este sentido, JENNINOS, The acauisition.... op.cit., p.l4;
Bocas, International.... on.cit., p.3l; o HILL, Claims.... ot3.cit., p.lO8.
El hecho de que un conflicto fronterizo pueda envolver también modos de
adquisición del territorio, se justifica por estos autores porque al proponer
los Estados dos lineas distintas de localización de la frontera, es lógica la
existencia de territorio entre ambas líneas lo que supone una cuestión
territorial.
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como territoriales, el Estado demandante afirmará que ha ejercido soberanía y
jurisdicción en el área disputada; que hay ciertos acuerdos válidos para probar la
localización de la frontera o el control del territorio por el demandante; que hay
ciertos aspectos naturales o geográficos distintivos de la frontera o del territorio
bajo posesión; que es heredero de la frontera o del territorio del Estado predecesor;
y así sucesivamente. Por su parte, el otro Estado, en respuesta, efectuará
comparables réplicas para soportar su caso basadas en similares argumentos. De
esta forma, los principios jurídicos básicos relativos a ambos tipos de conflictos
incluyen, indistintamente, la promoción de expectativas creadas por una posesión
efectiva y continua del territorio, el valor de acuerdos internacionales o títulos
jurídicos relevantes, y la protección de expectativas derivadas de la tradicional
visión de que las fronteras deben conformarse a distintos aspectos geográficos y
naturales.
Cierto es que, en ocasiones, los conflictos de adquisición territorial surgen
cuando un Estado pretende sobreponerse o eliminar a otro en relación a un
territorio determinado o aislado; tales controversias no envuelven entonces el
trazado de lineas entre Estados adyacentes. De ahí, que en este sentido sea
correcta la afirmación108 de que, mientras todas las controversias de fronteras
son cuestiones de atribución territorial, no todas las controversias de adquisición
territorial son problemas de fronteras.
~ Debida a CUKWUPAH (cfr. on.cit., p.6), y seguida por otros autores
como PRESCOTT (cfr. oo.cit., p.lOB>.
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En conclusión, por un lado, la distinción entre conflictos de adquisición y
delimitación del territorio existe y debe ser mantenida, pero sólo a efectos
didácticos y de análisis (como resultará pertinente efectuar en capítulos posteriores
de este trabajo>. Por otro, entendemos que es perfectamente sostenible el
solapamiento de ambos tipos de conflictos, la mutua interacción de los mismos y
su final reconducción al problema único y mayor de la determinación, de la
atribución de la soberanía.

CAPITULO II: APROXIMACION A LOS ASPECTOS GENERALES DE
LOS CONFLICTOS DE ATRIBUCION TERRITORIAL <II): EL
PROCEDIMIENTO PROBATORIO DE LA SOBERANíA EN LOS
CONFLICTOS TERRITORIALES.
Reconducidos los problemas de delimitación y adquisición territorial al
problema general de la atribución de soberanía, el problema conexo que se les
plantea a los Estados, enfrentados a este tipo de conflictos ante un órgano
jurisdiccional. es el de probar sus alegaciones, esto es, el de probar su soberanía.
Pues, como hemos tenido ocasión de advertir y comprobaremos a lo largo de este
trabajo, la adquisición del título de soberanía va íntimamente ligada al Estado que
presente la mejor prueba del mismo, más concretamente, al que consiga probar que
ha ejercido de forma más efectiva -continua y pacíficamente- las funciones
estatales sobre dicho territorio.
Dada, pues, la importancia que ostenta la prueba respecto a la adquisición
de soberanía sobre un territorio -circunstancia que justifica el estudio que
abordamos-, entendemos que es necesaria una aproximación a la Teoría general de
la prueba ante las jurisdicciones internacionales, antes de proceder a analizar las
pruebas específicas que los Estados utilizan y presentan para probar su posesión
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efectiva sobre el territorio disputado (capítulos IV y V). Aproximación que, dado los
estrechos márgenes de que disponemos y el concreto objeto que persigue este
trabajo, no será en profundidad1 -pues ello exigirla su propio tratamiento
individualizado- sino una mera orientación sobre el tema. Todo ello, sin olvidar que
las propias Partes en sus compromisos pueden recoger especificas provisiones en
relación a la presentación o la evaluación de la prueba.
SECCION la: BREVE REFERENCIA A LA TEORíA GENERAL DE LA PRUEBA.
Al igual que en el derecho interno, la prueba tiene por objeto en derecho
internacional obtener una representación ante el juez o árbitro del hecho
desconocido, esto, descubrir la verdad; siendo, al mismo tiempo, la acción misma
de determinar esa representación. No obstante, la prueba se presenta en derecho
internacional en condiciones particulares, tal y como señala Lalive2, pues, por un
1 Para un estudio en detalle remitimos a los principales trabajos en la
materia, que nos va a servir igualmente de apoyo: WITENBERG, J.C., “La thérie
des preuves devant les jurisdictione internationales”, R. des C., n~56, 1936—
II, pp.3—105; y “ONUS PROBANDI devant les juridictions arbitrales”,
R.G.D.I.P., 1951, pp.321—342; LALIVE, J.F., “Quelques remarques sur la preuve
devant la Cour Permanente et la Cour International de Justice”, Annuaire
Suisse de Droit International, 1950, pp.77—lO3; CHEHO, 5., “Surden of Proof
before the International Court of Justice”, I.c.L.O., 1953, pp.595—596;
FITzMAURIcE, O., The Law and Procedure of the International Court of Justice,
1951—54”, E.Y.B.I.L., 1953, pp.1—70; EVENSEN, J., “Evidence before
International Courts”, Acta Scandinavica Zuris Gentium, 1955, pp.44—62;
SANDIFER, D.V., Evidence Before International Tribunals, Nueva York, 1975;
THIRLWAY, HW.A., “Evidence before International courts and Tribunals”, en
Encvclopediae of Public International Law, vol.1, R.Bernhardt (ed.),
Amsterdam, 1981, pp.59—60.
2 Vid. LALIVE, J.F, “Vuelques remarques..., oitcit., p.77.
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lado, la evolución descentralizada de este derecho no ha permitido a los sistemas
jurídicos nacionales ejercer una influencia directa en esta materia, a diferencia de
otras; por otro, el ritmo espasmódico y discontinuo de los arbitrajes internacionales
no ha favorecido la creación de un conjunto de reglas precisas y coherentes.
El planteamiento de la prueba hace surgir, inmediatamente, una serie de
problemas conexos con la misma: ¿qué debe o qué tiene que ser probado?, ¿qué
lugar ocupa la prueba en el procedimiento?, ¿a quién le incumbe probar?, ¿cuáles
son los medios de que dispone? A estas cuatro cuestiones de qué, quién, cómo y
con qué se desarrolla la prueba en los procedimientos internacionales intentaremos
dar respuesta.
A> EL OBJETO DE LA PRUEBA
.
Según una concepción, que el derecho internacional ha tomado prestada del
derecho interno, la prueba debe referirse a un punto de hecho. Es necesario que se
trate de un hecho controvertido, pertinente -es decir, relativo a la demanda-, y
concluyente -de naturaleza tal que ejerza una influencia seria sobre la demanda-.
En conexión con esta afirmación3, podemos afirmar con Witenberg4 la
~ Recogida por LALIVE, vid. oD.cit., p.8l.
Vid. “La théorie den..., on.cit., pp.23—39.
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existencia de dos límites que restringen el derecho de prueba: uno objetivo, ligado
a la naturaleza de los hechos a probar, y otro subjetivo, que va a depender de la
existencia de acuerdos entre los Estados litigantes.
El límite objetivo procede de la teoría de la pertinencia -llamada en el derecho
anglosajón de la ‘relevancy’- y se basa en la idea de que no se pueden probar
hechos que no supongan interés jurídico para el litigio, es decir, que no van ejercer
influencia alguna para la solución de éste; a sensu contrario, la irrelevancia o
impertinencia del hecho probado constituye una causa de inadmisibilidad. Esto
motivará que sea necesario analizar en cada caso si los hechos a probar presentan
o no interés, si la decisión a otorgar es susceptible o no de ser influenciada por la
prueba aportada en relación a los mismos. Tarea que viene condicionada por la
existencia, en derecho positivo, de tres causas esenciales de no-pertinencia5: la
prescripción extintiva, la cosa juzgada y la transacción, en cuanto una reclamación
prescrita, una reclamación anteriormente juzgada y una transigida, son
inadmisibles.
Por otro lado, la prueba presenta límites subjetivos que no resultan de reglas
objetivas o impersonales, sino de acuerdos celebrados entre las Partes; aquélla
puede, entonces, ser descartada porque el Estado que la ofrece lo ha hecho sin
tener en cuenta un tratado que ha firmado. Es posible, sobre todo en el caso de
tratados de arbitraje, que éstos contengan estipulaciones precisando elementos de
Cfr. ibidem
.
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hecho que debe comportar el litigio, por los cuales está condicionada la prueba, no
pudiendo probar en contra de un compromiso existente. Pero no sólo puede
tratarse de un acuerdo explicito, sino que puede ser implícito, esto es, resultante
de una cierta actitud adoptada por las Partes en relación al litigio. Aquí entra en
juego la doctrina del ‘estoppel’ o de los actos propios, por la que un Estado no
puede ir contra sus propios actos6. Aplicada esta doctrina al ámbito de la prueba
se traduce en que, habiéndose efectuado una concreta representación de los
hechos por una de las Panes, en respuesta a la cual la otra Parte actúa
condicionada por la creencia en dichos hechos, la primera no puede posteriormente
probar que los hechos son distintos a los que ya antes había representado.
Hasta ahora hemos intentado dar respuesta al interrogante de lo que puede
ser probado, sin embargo, otra cuestión surge al hilo de la primera7: dado que toda
acción en justicia reposa sobre un conjunto de elementos de hecho o de derecho,
¿todos esos elementos deben quedar sometidos al procedimiento de la prueba? El
problema de lo que debe realmente ser probado se halla regido por dos principios:
- 1. Obligación de probar todo hecho pertinente alegado en apoyo o en contra de
una reclamación. La razón de ser de este principio radica en el desconocimiento por
parte del juez o árbitro de las circunstancias que han motivado el conflicto; tan sólo
por la vía de la prueba de los hechas aquél podrá conseguir la representación de Ja
6
El tema de la aquiescencia y de los actos propios lo abordaremos en
el capitulo III, sección 2’.B, por lo que remitimos a lo que entonces se
exponga, así como a la bibliograf ja que se cite.




coyuntura que dio nacimiento a la controversia.
No obstante, hay hechos que son o pueden ser conocidos por el juez o
árbitro, bien a título personal, bien por ser de dominio público. Por esta razón, aquél
puede dispensarlos de ser probados, es decir, se exime la obligación de la prueba
respecto de tos mismos debido a su notoriedad8.
- 2. La obligación de probar se limita a los elementos de hecho, esto es, queda
descartada para todo elemento jurídico de la reclamación. Este segundo principio
de determinación del objeto de la prueba es fácil de justificar teóricamente: El
derecho se supone conocido por el órgano jurisdiccional. Se trata de una ficción
jurídica basada en la propia competencia del árbitro o el juez.
Sin embargo este principio sufre dos excepciones. La primera es la relativa
a la aplicación eventual del derecho interno; la obligación de probar se exime
respecto del derecho internacional, pero no respecto del derecho nacional que
deberá ser probado, pues éste no se presume conocido por el juez o árbitro. No se
puede extender la ficción jurídica del conocimiento a un derecho que escapa del
ámbito competencial del órgano jurisdiccional, porque “elle n’est pas obligée de
connaitre également les bis nationales des différents pays... elle pourrait étre
éventuellement obligée de se procurer la connaissance du droit interne soit á l’aide
Esto ocurrió en el asunto de la Isla de Palmas, en el que el juez
Huber consideró que el texto del Tratado de Utrecht, de 17 junio 1714, no
debía ser probado por Países Bajos, que lo invocaba en su contra—memoria,
porque era de ‘notoriété publique et accesible aux parties’ <vid. R.G.D.I.P.
,
1935, p.167>. creemos necesario recalcar, sin miedo a caer en la exageración,
que este asunto, al igual que ocurre en otro ámbitos de nuestro trabajo,
constituye la máxima autoridad en materia de teoría general de la prueba.
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des preuves que lui fornissent les partes “~.
Una segunda excepción viene constituida por el derecho consuetudinario,
pero no para las costumbres generales -como sostiene, creemos de forma
desafortunada, Witenberg-, sino fundamentalmente para las costumbres
particulares, tal y como la afirmó el propio T.l.J, en el asunto relativo al derecho
d.L~z1ifl10 pues las generales también se presumen conocidas por el árbitro o
juez.
B) LA CARGA DE LA PRUEBA
.
La prueba no es sólo un derecho, es támbien una carga; pues, determinar
ante un órgano jurisdiccional la representación de un hecho que ignora, lograr la
convicción de la realidad de un hecho, no es siempre posible y, además, no es
siempre tarea fácil. ¿A quién corresponde soportar esa carga? -
9
Tal afirmación la sostuvo el T.P.JI. en el asunto del vago en oro de
los empréstitos federales brasileños emitidos en Francia (vid. P.C.I.J., serie
A. n220—21, 1929, pi.24).
En efecto, WITENBERQ <vid. op.cit., pp.37—39> entiende que toda
costumbre, al estar basada en hechos, tiene necesariamente que ser probada,
incluso tratándose de costumbres generales. Nosotros rechazamos esta
concepción, pues entendemos que al tratarse de una práctica que ha obtenido
la aceptación de la comunidad Internacional en su conjunto no necesita ser
probada, idea que viene apoyada, como hemos visto por el propio Tribunal; vid.
I.c.J.Renorts, 1950, p.276; esta afirmación ha sido corroborada en la
jurisprudencia posterior (cano de los derechos de los súbditos norteamericanos
en Marruecos, I.C.J.Reports, 1952, p.200), así como por la unanimidad de la
doctrina.
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La respuesta a este interrogante se resume bajo la afirmación de que la
obligación de probar incumbe a la Parte que alega un hecho; lo cual ha llevado a
afirmar11 que hay un principio general de derecho internacional por el cual la carga
de la prueba recae exclusivamente sobre el Estado demandante. Creemos que tal
afirmación debe ser, cuanto menos, sino rechazada, si matizada, pues, si tenemos
en cuenta que ambas Partes alegan hechos, recaerá sobre ambas la carga de
probar los hechos que alegan (circunstancia que se da en el tipo de conflictos
objeto de nuestro trabajo>. Por tanto, podemos afirmar el principio de ‘reparto de
la carga de la prueba’. Este es, sin duda, el principio más lógico -aunque no único-,
pues si la carga incumbiera tan sólo a uno de los Estados en litigio y éste no la
pudiera administrar, la consecuencia sería la pérdida de su pretensión, lo cual
supondría una situación de clara injusticia; lo mismo sucedería en el caso de que
se dieran pruebas contradictorias, esto es, que ciertas pruebas militaran en favor
del hecho que se intenta reproducir y otras, por el contrario, tendiesen a rebatir la
existencia misma del hecho.
Por ello, sostenemos la conveniencia de la división de la prueba entre las
Partes. Pero, sin embargo, el derecho internacional convencional guarda silencio al
respecto; ni los Convenios de La Haya, ni los Estatutos respectivos del T.P.J.l. y
del T.l.J. hacen alusión alguna a este reparto. ¿Debe esto interpretarse como un
rechazo a este principio?, ésta es la pregunta que se nos plantea y que expuso
Tal afirmación, extraída del derecho interno, es sustentada por
SIMP5ON, J.L. y FOX, II., International Arbitration. Law and practice, Londres,
1959, p.194.
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claramente la Comisión Mixta que conoció del asunto W.A.Parker y. México12 en
1923:
“L’absence de régles internationales relatives á une répartition du
fardeau de la preuve entre las parties est particuliérement évidente
dans les arbitrages internationaux entre gouvernements exer~ant leurs
propres droits, -procédures dans lesquelles la distinction entre
demandeur et défendeur est souvent inconnue et oú les parties ont
souvent l’obligation de fournir leurs actes en méme temps. Ni la
Convention de La Hayo de 1907, ni le Statut ou les régles de la
C.P.J.í. ne contiennent de régles répartissant entre les parties le
fardeau de la preuve”.
Esta decisión resume las razones que, generalmente, han venido invocándose
para revocar la existencia de un principio de repartición de la carga de la prueba:
imposibilidad de distinción entre demandante y demandado, inexistencia de tal
distinción por ser de mutuo acuerdo el sometimiento al arreglo jurisdiccional,
simultaneidad de presentación y silencio de los textos legales. Estos motivos, sin
embargo, y siguiendo la opinión de Witenberg13 -que revoca cada uno de ellos-,
no son decisivos. Por ello, podemos seguir manteniendo la existencia de este
principio de reparto, ahora bien, habida cuenta del señalado silencio de los textos
convencionales, deberemos plantearnos su existencia como principio
consuetudinario de origen jurisprudencial.
En esta línea, la sentencia del juez Huber en el asunto de la Isla de Palmas
,
constituye, sin duda, el precedente más importante de esta proposición, que ha
sido plenamente recogida por la jurisprudencia posterior -precedente que, por otro
12 Vid. A.J.I.L., 1927, p.174.
~ Vid. “Onus probandi..., on.cit., pp.326—321.
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lado, se produce en el marco de un conflicto territorial de atribución, lo que nos
lleva a poder afirmar que en este tipo de conflictos se manifiesta como en ningún
otro la obligación recíproca que incumbe a ambas Parte de probar sus títulos-.
Efectivamente, se afirma en la isla de Palmas, que “le conflit ayant été soumis á
‘arbitrage par un compromis, chaque partie doit établir les arguments sur lesquels
“14
elle base le droit de souveraineté qu’elle réclame sur l’objet en litigie
En conexión con la carga de la prueba, el derecho internacional conoce y
aplica dos principios esenciales15:
1. Deber de las Partes de colaborar en la prueba. Se trata de un principio de origen
anglosajón que ha pasado al derecho internacional, comportando varias
consecuencias importantes. Por un lado, la obligación de los Estados litigantes de
suministrar al órgano jurisdiccional todos los documentos, notas, etc., que puedan
poseer en relación a los hechos disputados y a las reclamaciones en causa; tal
producción puede hacerse tanto de oficio como a instancia de Parte. La segunda
consecuencia práctica se centra en la fuerza probatoria que se deberá atribuir a la
no-producción por una de las Partes de los medios de prueba que está en su mano
proporcionar; de esta forma, el juez o árbitro podrá formarse su representación del
hecho basándose únicamente sobre el inicio de la prueba si el Estado demandado
no colabora en el proceso de prueba. Como última consecuencia, se produce la
14 Vid. R.C.D.I.P., 1935, pp.lGl—l62.
15 cfr. sobre este punto, WITENBERG, J.C., “La tháorie des..., ou.cit.
,
Pp. 47—55.
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inversión de la carga de la prueba operada por la prueba prima facie, es decir, el
comienzo de la prueba aportada por el Estado demandante hará revertir al Estado
demandado la carga de la prueba contraria.
II. Deber impuesto al juez o árbitro de concurrir a la búsqueda de la verdad. Es la
regla inversa a la de la neutralidad del juez que domina las legislaciones nacionales.
El juez o árbitro internacional tendrá no sólo la facultad, sino también el deber, de
trabajar personalmente en la reconstrucción de los hechos, de formarse él mismo
la representación de las circunstancias, en una palabra, de jugar un papel activo en
la búsqueda de la verdad16.
A este deber de investigación personal y de oficio, se corresponde la
atribución al árbitro de amplias vías y medios de investigación prevista por las
Partes en los correspondientes compromisos arbitrales. Tales son, en primer lugar,
la potestad de requerir informaciones o esclarecimientos complementarios sobre
uno o varios puntos dados, seguida del poder para proceder, sea cual sea el estado
de la causa, a todas las investigaciones pertinentes. A estas vías de instrucción se
añaden otros medios de información como son, los sumarios, los expertos, o el
traslado al lugar en disputa, que van a facilitar al órgano jurisdiccional la
‘7
reconstrucción del hecho litigioso
A este deber responde la afirmación contenida en el artículo 74 dei
convenio de La Haya de 1907, de que “el juez internacional podrá y deberá
proceder él mismo a todas las formalidades que comporta la administración de
la prueba”; contenido seguido por el articulo 54 del Reglamento del tP.J.I.
17 Por citar un ejemplo, mencionaremos el articulo 3 del compromiso
arbitral de 23 enero 1925, entre EE.UU. y Paises Bajos, respecto del conflicto
sobre la Isla de palmas (cfr. R.G.D.I.P., 1935, p-l57).
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Este principio puede, no obstante, sufrir una excepción, la de la voluntad
expresa de las Partes en ese sentido. En efecto, frente a compromisos arbitrales
que dotan al árbitro de potestades excepcionales en la administración de la prueba,
no faltan otros acuerdos que vinculan al árbitro a formar su representación de los
hechos sobre la única base de los elementos de prueba presentados por las
18
Partes
Una última cuestión surge en relación a la carga de la prueba, se trata del
problema de las presunciones, tomado del derecho interno pero sobre el cual no
hay reglas generales establecidas en derecho internacional. No obstante, los
tribunales internacionales pueden reconocer, y así lo han hecho, la existencia de
ciertas presunciones legales que afecten a la principal carga de la prueba, que
supondrían una exención de ésta. A título ejemplificativo, podemos citar el asunto
del Estatuto iurídico de Groenlandia Oriental, en el cual se alegó la presunción en
favor del sentido ordinario del término geográfico ‘Groenlandia’. A este respecto,
el Tribunal afirmó que,
“the geographical meaning of the word ‘Greenland’..., must be
regarded as the ordinary meaning of the word. lf it is alleged by one
of the parties that some unusual or exceptional meaning is to be
attributed to it, it lies on that party lo establish lís contentionnlS
Este principio ha sido formulado en un viejo tratado de 1896, entre
Gran Bretaña y colombia, que dice expresamente: “In case of non compliance
with such requeste (las estipuladas en el articulo VIII del tratado) the
tribunal shall limit ite action in the rnatter to drawing its own inference or
conclusione form such non compliance” <vid. LAFONTAINE, Pasicrisie
Internationale, pS4S).
Vid. P.C.tJ., serie MB. n953, 1933, p.49.
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Aquí, el Tribunal se manifiesta, claramente, a favor de la excepción de la carga de
la prueba cuando se trata de presunciones, lo cual se traduce, a su vez, en la
inversión de la carga de la prueba contraria a dicha presunción.
SECCION V: PRINCIPALES ASPECTOS PROCEDIMENTALES DE LA MATERIA.
Una vez determinado, tanto el objeto sobre el cual recae la prueba, como la
persona a quien le incumbe dicha tarea, se nos plantea ineludiblemente la labor de
establecer el procedimiento que el derecho internacional tiene previsto para que
ésta se lleve a cabo, esto es, cómo y cuando se practica la prueba.
El procedimiento ante los tribunales internacionales se desarrolla en dos
fases: escrita (consagrada a la formulación literal de las pretensiones y defensas
respectivas de las Partes> y oral (ocupada por el desarrollo oral de argumentaciones
divergentes>~; la administración de la prueba tiene lugar tanto en el transcurso
de la una, como en el de la otra. La regla principal a este respecto, consecuencia
del principio de igualdad procesal de las Partes, es la de la comunicación de las
pruebas. Es necesario, no sólo que una Parte pueda examinar la prueba de la otra,
20 ASL lo establece el articulo 43 del Estatuto del T.I.J, siguiendo el
procedimiento arbitral un desarrollo similar que suele venir especificado en
los correspondientes compromisos arbitrales (por ej. art.VIII del Compromiso
arbitral entre Argentina y chile de 1991, cfr.oripinal mecanografiado, ppAl—
12).
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sino que pueda igualmente explicarse sobre la materia y tener tiempo
para procurar la prueba contraria.
Partiendo, pues, de esta idea preliminar corresponde ahora examinar
proceso básico que se sigue en la administración de la prueba ante
internacionales. En este sentido podemos sintetizar en tres, los pasos
que se siguen en tal procedimiento: orden y tiempo de sumisión de la








A) ORDEN Y TIEMPO DE SUMISIÓN DE LA PRUEBA POR LAS PARTES
.
El problema del ORDEN que se sigue en la sumisión de la prueba, viene
condicionado por el tipo de prueba que se practica; en este sentido, habrá que
diferenciar los distintos instrumentos probatorios de que disponen las Partes (los
cuales serán objeto de tratamiento separado en un próximo apartado>. De esta
forma podemos afirmar que, en los procedimientos internacionales, la prueba
escrita o documental es casi siempre presentada sin excepción al tribunal antes de
la fase oral. Efectivamente, el procedimiento queda abierto con los argumentos
escritos que vienen acompañados por la prueba que los sustenta. En relación a la
prueba testifical, es práctica general someter tal prueba antes que el consejero se
haya dirigido al tribunal. Por su parte, los argumentos orales, por regla general,
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cierran el procedimiento. El tribunal tiene el derecho, en muchos casos, de requerir
la sumisión de más prueba o de hacer comentarios a la prueba ya sometida; tal
facultad le fue reconocida al tribunal arbitral que conoció de la delimitación
fronteriza entre Guatemala y Honduras, a través del artículo XIII del Compromiso
arbitral de 193021.
Por otro lado, en lo que se refiere al TIEMPO de sumisión habrá que
distinguir la fase del procedimiento escrito y la del procedimiento oral:
u Procedimiento escrito. Es una exigencia general de las reglas del
procedimiento, que los distintos instrumentos de las alegaciones escritas deben ir
acompañados por todos los documentos que las sustentan y por los argumentos
contenidas en ellas. En este sentido, el artículo 43.2 deI Estatuto del T.l.J. prevé
que “el procedimiento escrito comprenderá la comunicación a la Corte y a las
Partes, de memorias, contra-memorias y, si necesario fuere, de réplicas, así como
de toda pieza o documento en apoyo de las mismas”22. Nada impide, sin
embargo, que en algunos compromisos arbitrales se limite la prueba sometida, a
la respuesta o refutación de los argumentos presentados por ambas Partes.
Toda prueba que no haya sido presentada dentro de los límites prescritos
para el archivo de las alegaciones, con excepción de la prueba oral para examinar
21 Dice expresamente dicho articulo XIII: “The High Contracting Parties
authorise the Tribunal to appoint commissions of enquiry, to employ the
servxces of experta and to use any other means to information it may deemn
necessary to elucidate the facts” <vid. U.N.R.I.A.A., vol.II, p.1315).
Para un análisis más detallado del problema del orden y tiempo de
sumisión de la prueba, vid. SANDIFER, ov.cit., pp.46—94.
~ Sigue literalmente el contenido del artículo 63 del convenio de La
Haya de 1907.
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a los testigos, no podrá ser presentada más tarde a no ser que medie el
consentimiento de la parte contraria; así lo recogen, tanto el Convenio de La Haya,
como el Estatuto del T.l.J. En este sentido, aunque nada hay especificado en las
reglas de procedimiento, parece obvio que cada una de las Partes tiene el derecho
de someter la prueba necesaria en refutación de cualquier prueba sometida por la
otra Parte después de la conclusión formal de la fase escrita o durante el transcurso
del procedimiento oral. Igualmente, es costumbre asegurar el derecho de cada
Parte a someter la prueba correspondiente para responder a cualquier prueba
sometida por la otra en apoyo de los instrumentos formales de las alegaciones
escritas. De esta forma, y en conexión con la regla anteriormente señalada, es
también regla procesal ante los tribunales internacionales, que la prueba no debe
ser considerada si ha sido presentada en un tiempo tal que prive a la Parte contraria
de la oportunidad de comentarla o de ofrecer la prueba de refutación. Esta cuestión
fue ampliamente debatida en el asunto de la Isla de Palmas por parte de EE.UU. y
Paises Bajos23; aunque, el árbitro estimó, finalmente, que debía considerar la
totalidad de las alegaciones y pruebas presentadas ante él por ambas Partes,
decidiendo cuáles deben ser consideradas como suficientemente sustanciales24.
u Procedimiento oral. El testimonio de los testigos, que se produce en la fase
oral, debe ser producido ante el tribunal en el tiempo expresamente establecido.
Sobre este punto, ver el amplio análisis que dedica SANDIFER en su
trabajo, cfr.op.cit., pp.60-.68.
Vid. R.G.D.I.P., 1935, p.l67.
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Ahora bien, aquí realmente la cuestión que cabe plantearse es la extensión
de la prueba al procedimiento oral o después del procedimiento escrito, más
concretamente, la extensión a esta segunda fase de la prueba documental. Se
trata, según hemos visto en las lineas precedentes, de una cuestión absolutamente
excepcional. Incluso podríamos afirmar, que tal sumisión durante el procedimiento
oral es esencialmente un privilegio más que un derecho que depende, bien del
expreso consentimiento de las Partes, bien de la absoluta discrecionalidad del
tribunal competente. Si tal hecho se produjera, estaría sujeta dicha prueba a las
mismas reglas de sumisión que afectan a la fase oral.
Una última cuestión surge en relación al tiempo de sumisión de la prueba,
¿puede ésta presentarse después de cerrados los procedimientos, esto es, una vez
concluida la fase oral? La respuesta parece ser afirmativa, ahora bien, siempre
dependiente de la discrecionalidad del tribunal y con el consentimiento de las
partes. Entendemos que tal posibilidad, absolutamente excepcional, está limitada
a los casos en que es manifiestamente imposible alcanzar una solución justa en
relación a los hechos controvertidos. Sin embargo, a pesar de estar abierta la
puerta, no se ha hecho aún uso de ella.
Una consecuencia puede extraerse claramente de lo anteriormente expuesto
en relación al tiempo: que tanto la prueba oral como la escrita pueden ser
sometidas después de los limites temporales especificados para tal sumisión. Pero
esto sólo ocurre como una medida excepcional que debe contar con el apoyo de
96 Capitulo II
las propias Partes o con el del tribunal. Así parecen entenderlo los Estados y tal
conclusión puede, igualmente, extraerse de la propia jurisprudencia
internacional25. El único limite existente, si interpretamos este principio a sensu
contrario -y para el caso de los arbitrajes- es el de los correspondientes
compromisos arbitrales que expresamente establezcan que los límites temporales
de sometimiento de la prueba no deben ser excedidos.
6) PRESENTACIÓN DE LA PRUEBA
.
En relación con el problema de la presentación de la prueba por las Partes,
se plantea la existencia de una serie de derechos y obligaciones que afectan a
éstas26’
u Es un axioma del derecho procesal internacional que todos los alegatos y
pruebas, presentadas por cada Parte en el transcurso de un procedimiento, deben
Baste citar el caso del Estatuto iuridico de Groenlandia Oriental en
el que, ante la invocación por parte de Noruega de nuevos documentos en el
curso de la fase oral, Dinamarca rechazaba la posibilidad de su aceptación por
el Tribunal alegando los arttculom 48 y 52 de su Estatuto <cfr. p.c.i.j.,
serie C. n266, pp.2594, 2614—27 y 2916—17, y serie C. n967, pp.3294, 3568 y
3674—75). El Tribunal, resolvió declarando:
“that, insofar as the terms of Article 52 of the Statute are
applicable to the evidence produced by one of the Parties to the
case, the consent of the other Party, which is required under
that Article, may be regarded as having been obtained” (vid.
p.c.t.j., serte A/B. n253, 1933, p.23>•
26 cfr SANDIFER, on.cit., pp.95—175.
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ser comunicadas tanto al tribunal como a Ja otra Parte. Por tanto, un primer
derecho que tiene atribuido cada Parte es el de recibir ‘comunicación’ de la prueba
presentada por la contraria. Ahora bien, en conexión con esta cuestión surgen una
serie de interrogantes: la determinación de la respectiva responsabilidad y el
método para establecer tal comunicación. Por un lado, la responsabilidad de la
comunicación de los alegatos recae sobre ambas Partes y debe hacerse
simultáneamente al tribunal y a la otra Parte. Por otro, el problema del método
variará según el tipo de proceso, pues tratándose de un arbitraje, normalmente, se
acordará en el compromiso arbitral la forma de llevar a cabo el depósito de las
copias necesarias. En cambio, para los procesos judiciales, está previsto
expresamente por el artículo 43.3 del Estatuto del T.l.J., la entrega al Secretario
de todas las copias certificadas de cada documento para que sean comunicadas
por éste (art.43.4>, posteriormente, a la otra Parte.
u El derecho de las Partes a tener copias de todos los documentos
presentados, mediante la correspondiente comunicación, tiene como corolario otro
derecho: si los documentos que se citan por una de las Partes no son presentados,
la otra tiene el derecho de ‘inspeccionar o descubrir’ tales documentos. El derecho
de inspección se extiende al requerimiento para que se reproduzca el original o una
copia certificada, e incluso, para incluir los originales de los documentos o pruebas
que una Parte desea presentar en apoyo de sus alegaciones y que están en los
archivos u oficinas públicas del otro Gobierno y no han sido convenientemente
retiradas.
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u Otra cuestión controvertida que puede plantearse al presentar la prueba,
es la de que hayan sido presentados fragmentos o extractos de documentos sin
hacer disponible el texto Integro. Obviamente no hay objeción cuando se trata de
extractos que por si solos representan el hecho que se quiere probar. El problema
surge respecto de aquellos que son realmente indisociables del documento. Por si
misma, dicha prueba no es rechazable; deberá demostrarse que tal omisión o
incorrección ha sido introducida intencionadamente en los documentos con el
propósito de engañar al tribunal. Este podré considerar a tales documentos como
viciados por sus inexactitudes u omisiones. En cualquier caso, la parte que
presenta tal extracto deberá estar en disposición de facilitar el documento completo
si así es requerido por el tribunal o por la otra Parte.
u También puede plantearse si es válido como prueba, citar la prueba ya
presentada ante el mismo tribunal en un caso distinto, sin someter dicha prueba al
procedimiento regular previsto para el nuevo caso. Está claro que son razones de
economía, tanto de tiempo como de dinero, o de dificultad en la reproducción, las
que justifican esta regla y las que motivan que se establezca. Pero, en todo caso,
tal posibilidad sólo podrá darse cuando conste específicamente la voluntad de las
Partes en ese sentido, normalmente, en los correspondientes compromisos
arbitrales.
u Teniendo en cuenta que los tribunales internacionales para dilucidar la
cuestión controvertida dependen, en gran medida, de la integridad y diligencia de
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las Partes al proceder ante ellos, se ha establecido una obligación para éstas -
obligación a la que ya aludíamos en el apanado anterior como deber que comporta
la propia carga de la prueba-. Efectivamente, junto a los derechos mencionados, las
Partes tienen asumida implícitamente la obligación ineludible de ‘cooperar’ con el
órgano jurisdiccional en la presentación de la prueba; lo cual se traduce en la
obligación de revelar todos los hechos que están en su posesión. En aras de este
deber de cooperación, los Estados pueden conceder al órgano ¡urisdiccional la
facultad de requerirles cualquier tipo de pieza probatoria adicional, como la
acordada por Guinea y Guinea Bissau en su Compromiso de arbitraje de 198327.
En conexión con esta obligación surge para las Partes incardinadas en un
proceso internacional, por un lado, la obligación anterior de ‘notificar’ con
antelación la prueba que cada una va a intentar presentar, por otro, la de asumir
la particular responsabilidad que pueda derivarse de las consecuencias de su propia
conducta al presentar la prueba.
u Por último, en relación a esta fase de presentación de la prueba, se plantea
otra cuestión igualmente conexa con la de la carga de la prueba -tal y como vimos
en su momento oportuno, por lo que a lo dicho entonces nos remitimos-: ‘la
facultad del tribunal’ para intervenir en la presentación de la prueba, potestad que
tiene un carácter estrictamente secundario y que, excepcionalmente, podría
~‘ Concretamente, el articulo 6 (vid. R.G.D.I.P., 1986, p.489). Potestad
similar se le reconoció al Tribunal arbitral que conoció, en este caso, de
delimitación de la frontera marítima entre Guinea Bissau y Senegal a través
del artículo 6 del Compromiso de arbitraje de 1985 (vid. R.C.D.I.P., 1990,
pp. 2 07—208)
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extenderse a eliminar del Registro de los procedimientos una prueba que ya ha sido
practicada. En todo caso, esta facultad ha de venir expresamente recogida en los
28
compromisos arbitrales
Numerosos ejemplos nos ofrece la práctica, judicial y arbitral, de este poder
de intervención del órgano jurisdiccional. Así, el tribunal arbitral que conoció del
asunto de L,fO INlMr, declaró claramente que él tenía poder para exigir prueba
suplementaria e informes, para visitar el lugar objeto de controversia y para oir a
expertos y testigos; de hecho nombró un experto para efectuar un informe sobre
la geografía de la región29. Los casos de la Fábrica de Chorzow y del .~zQhL~
Corfú3% son igualmente testimonio de la asunción de esta facultad, tanto por
parte del T.P.J.I., como por el T.l.J., rechazada, por otra parte, en la controversia
fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras. Más
recientemente, en el asunto de La Lacuna del Desierto31, los árbitros que
componían el tribunal se trasladaron al sector fronterizo objeto del conflicto para
examinarlo en detalle y reconocer en el lugar los trazados pretendidos por cada una
28 Baste citar el Acuerdo arbitral de 1965, entre India y Pakistán,
respecto de]. asunto del Rann de Kutch, que concede al Tribunal la potestad de
acordar reglas de procedimiento suplementarias (vid. I.L.M., vol.VII, 1968,
p.6). En sentido análogo, el articulo XI del compromiso arbitral entre
Argentina y chile de 1991, dota al órgano jurisdiccional de la más amplia
discrecionalidad en todo lo concerniente al procedimiento —lo cual,
claramente, afecta a la administración de la prueba—, al expresarse en los
siguientes términos:
“El Tribunal tendrá facultades para interpretar el compromiso,
pronunciarse sobre su propia competencia y fijar las normas de
procedimiento que no hayan sido pactadas por las Partes” <vid.
Original mecanografiado, p.l3).
29 Vid. R.D.I.L.C., 1906, p.162 y 166.
dr. P.C.I.J., serie A. n’17, 1928, p.99—1O3, y I.C.J.Rei~orts, 1949,
p.32, respectivamente.
Vid. Original mecanografiado, p.19, pa.11.
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de las Partes.
C) ADMISION Y VALORACION DE LA PRUEBA POR EL ORGANO
JURISDICCIONAL
.
Una vez presentada la prueba por las Partes, corresponde al juez o árbitro
examinarla en orden a su admisión. En este sentido, la regla procesal general es la
de la ‘completa libertad del tribunal’ en la admisión y evaluación de la prueba
producida ante él32. Aunque el principio de libertad en la valoración de la prueba
no está expresamente recogido en ningún texto legal, parece que puede intuirse
claramente de la estructura del Convenio de La Haya de 1 9Q733. A este dato
debemos unir el hehco de que tanto el T.l.J., como su predecesor, el T.P.J.l. han
reconocido en la práctica el sistema de libertad que vincula a todo el procedimiento
de la prueba, tanto respecto a la presentación como a la evaluación. La cuestión
fue debatida por primera vez en el asunto Mavrommatis, entre Grecia y Gran
Bretaña, durante las alegaciones orales. La primera era partidaria del sistema de
libertad de prueba al que se oponía rotundamente Gran Bretaña bajo el argumento
32 cfr. EVENSEN, J., oo.cit., p.46.
El artículo 63 establece claramente que un tribunal arbitral no est&
obligado por ningún sistema de prueba; además el articulo 74 atribuye
competencia al tribunal para utilizar sus propias reglas de procedimiento para
hacer frente a la prueba.
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de la incertidumbre a que conduciría el mismo34. El Tribunal hizo uso de las
pruebas presentadas por las Partes, no reconociendo reglas restrictivas que
atañesen a la admisión y evaluación de la prueba35. La jurisprudencia posterior se
ha encargado de consolidar como principio general del procedimiento internacional,
el de la libertad de valoración de la prueba36. Inherente a este principio es el
hecho de que ningún tipo de prueba tenga prioridad ante los tribunales
internacionales; tanto la prueba documental, como los expertos y testigos tienen
que ser valorados por el órgano jurisdiccional como prueba, y ésa ha sido,
precisamente, la línea de actuación seguida por los tribunales como lo corrobora
37
el reciente asunto de la Laguna del Desierto
No obstante, existen una serie de reglas generales que regulan esta materia.
Asi,.en el procedimiento internacional la prueba es siempre admitida cuando ha sido
debidamente presentada de acuerdo con los limites temporales previamente fijados
por el tribunal; aquélla sólo podrá ser excluida cuando se produce una conducta por
una de las Partes cambiándolo respecto de un ámbito en el que es exigida.
Precisamente, esta regla de exclusión de una materia cuando se produce un cambio
c~r. P.C.I.J., serie C. n27, pp.46 y se. —respecto de las alegaciones
de Grecia—, y pp.95 y es —para las de Gran Bretaña—.
cfr. P.C.I.J., serie A. n~5, p.29.
Baste citar el asunto de ciertos intereses alemanes en la Alta
Silesia Polaca, donde el T.P.J.I. afirmó expresamente que “is entirely free
to estimate the value of atatemente made by the Parties” (vid. p.c.1t.j., ~g~e
A. n27, 1926, pi73>, o el posterior de las Zonas francas de Alta Saboya y el
Distrito de Gex (cfr. P.c.i.j., serie A/B. n246, 1932, pp.l5S—lS?>.
En efecto, el tribunal arbitral en este caso examinó con el mismo
criterio de valoración, tanto La prueba documental como la intervención de un
perito geógrafo <vid. Original mecanografiado, pp.75’lOS>.
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en el derecho de admisión de la prueba fue adoptada por el juez Huber en 4j~ijg~
Palmas. Se sostenía que, en virtud del artIculo 3 del Acuerdo Especial de 1925, las
aclaraciones escritas que podía solicitar el árbitro estaban limitadas a argumentos
dilucidando cuestiones previamente planteadas que no incluían la prueba
documental; frente a tal alegación de las Panes, el árbitro entendió que la limitación
a las explicaciones escritas excluía sólo el procedimiento oral, pero no debía
38
entenderse como excluyendo prueba documental de ninguna clase
Otro principio que rige la materia es el de que los miembros de un tribunal,
siendo juristas capacitados para examinar la prueba, son competentes para apreciar
ésta de acuerdo con su valor, tanto intrínseco como relativo.
Si bien afirmamos la vigencia del principio de libertad en esta materia,
debemos tener presente que éste puede venir marcado por un único limite,
respecto de los arbitrajes: las específicas disposiciones que pudieran contener los
compromisos arbitrales que mediaticen la actuación del árbitro respecto de la
valoración de la prueba. Es, sobre todo, frecuente que los acuerdos de arbitraje
establezcan la obligación del tribunal a recibir y considerar toda la prueba a él
sometida por las Partes en el procedimiento. Baste citar, en el sentido reseñado,
el Tratado de arbitraje de 1897 entre Gran Bretaña y Venezuela39, cuyo articulo
IV detalla explícitamente las reglas procedimentales a las que tiene que someterse
el árbitro en la valoración y decisión de la controversia que enfrentaba a ambos
38 Vid. R.G.D.I.P., 1935, p.167.
Vid. MARTENS, N.R.G.T., 2’ ser., XXIX, pp.583—584.
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Estados.
La formulación de esta regla procesal, así como del principio que rige, en
general, esta fase de valoración de la prueba ha sido claramente consagrada por
Max Huber, en la Isla de Palmas~
:
“A défaut de stipulation expresse, un tribunal arbitral doit avoir une
entiére liberté pour apprécier la valeur des assertions produites parles
parties... La valeur et le poids de chaque assertion ne peuvent Otre
appréciés qu’á la lumiére de toutes les preuves et de toutes les
assertions produites l’autre cOte, et des faits quis ont notoires pour
le tribunal”.
SECCION Y: RELACION DE LOS PRINCIPALES INSTRUMENTOS UTILIZADOS POR
LOS ESTADOS PARA PROBAR SUS ALEGACIONES.
Resueltas las cuestiones anteriores queda aún sin resolver un problema que
entra en conexión directa con lo visto hasta ahora: ¿cómo prueba lo que hay
probar, la persona obligada a ello, según el mecanismo ya expuesto? Es decir,
cuáles son los medios de prueba. Es obvio que el buen funcionamiento de la justicia
va a depender, en gran medida, de la riqueza y agilidad de los mecanismos
probatorios; de ahí, que nos planteamos la determinación de los intrumentos de
prueba de los que las Partes pueden disponer.
Si bien es cierto que no hay jerarquía entre los diversos instrumentos de
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prueba, también lo es que la prueba documental es mucho más frecuentemente
utilizada que la testimonial, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito interno, sobre
todo en el sistema anglosajón, en el que la preeminencia probatoria viene ocupada
por el testimonio. Esta circunstancia está, sin duda, justificada por razones de
eficacia probatoria en la representación de los hechos, unido al dato de que los
asuntos sometidos a jurisdicciones internacionales, por su propia naturaleza, se
prestan mal a la prueba testimonial. Independientemente de este planteamiento, se
impone un acercamiento a ambos tipos de prueba, la escrita y la oral.
A) IMPORTANCIA DE LA PRUEBA DOCUMENTAL
.
Cuando hablamos de prueba escrita, estamos haciendo referencia a aquella
que resulta de piezas o documentos de tal naturaleza que tienden a establecer el
41
hecho alegado
El propio carácter de los tribunales internacionales, así como las cuestiones
a ellos sometidas, hacen de la prueba documental el tipo de prueba más
frecuentemente utilizado en las controversias internacionales, y los conflictos de
atribución territorial no se escapan a esa realidad. Esta es, probablemente, una de
las características más destacadas del procedimiento internacional. De esta forma,
podemos afirmar que la prueba escrita es la regla, mientras la prueba oral directa
41 Definición dada por WITENBERG, “The théorie des..., on.cit.. p.59.
106 Capitulo II
es la excepción.
Son varios los escritos que pueden incluirse dentro de los límites de la
prueba escrita o documental:
• En primer lugar hablamos del tratado. Se trata de un instrumento cuya
primaria finalidad es la de probar la existencia de una obligación internacional, pero
que puede, igualmente, constituir prueba de un hecho que él mismo constata. Tal
es el caso de los tratados de arbitraje, en relación a los actos encomendados al
árbitro; en la medida que tal relación no es meramente enunciativa, comporta la
prueba del acto.
Este tipo de instrumento jurídico, concretamente los tratados de límites, han
sido ampliamente utilizados como prueba en los conflictos de atribución territorial,
fundamentalmente en los relativos al trazado de fronteras como evidencia de un
determinado limite que se alega cono frontera, e incluso, en los de adquisición
como prueba de la concesión de la soberanía. En este ámbito, también constituyen
una prueba documental importante los tratados de cesión.
u Junto al tratado, se pueden colocar los actos diplomáticos y los
documentos de Estado. Se trata de notas, protocolos, correspondencia
diplomática..., que tienen un lugar importante en la jurisprudencia internacional. En
los conflictos territoriales suelen ser alegados como prueba del reconocimiento de
la soberanía sobre un territorio por terceros Estados.
U De alguna forma, las disposiciones normativas nacionales retienentambién
la atención de los tribunales internacionales. Concretamente, las leyes y decretos
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u ordenanzas de autoridades internas, que, incluso pueden constituir el objeto
mismo del litigio. Efectivamente, cuando se trata acerca de la licitud o ilicitud,
justicia o injusticia de leyes internas, es obvio que el juez internacional puede
encontrar en la ley interna la prueba escrita de la actuación del Estado.
Pero, el tipo de conflicto en que este instrumento de prueba encuentra su
auténtica razón de ser, es el de los regidos por el principio del uti oossidetis iuris
,
pues, los documentos, leyes o tratados de la época colonial son la mejor prueba de
aquél. También las medidas legislativas internas sobre un territorio determinado son
una buena prueba del ejercicio de autoridad sobre el mismo, y en ese sentido
suelen ser presentadas.
Igualmente, los juicios, sentencias y, en general, las decisiones de
autoridades judiciales nacionales pueden constituir el objeto mismo de una
controversia internacional, o bien, ser prueba del ejercicio de soberanía sobre un
territorio disputado. De esta manera, la sentencia, la propia decisión judicial interna,
constituirán la prueba escrita.
Otros actos internos que pueden retener, frecuentemente, la atención de los
tribunales internacionales son, por ejemplo, en materia de medidas marítimas, el
reclutamiento o la licencia; en materia de nacionalidad, los actos de naturalización
y los certificados consulares de nacionalidad. Y, referidos al ámbito de la soberanía
-en los litigios que versan sobre la atribución de ésta-, son prueba fundamental, que
retiene la máxima atención del tribunal, los documentos relativos a actas de
registro, tanto de inmuebles como de estado civil, nombramientos de funcionarios
y autoridades, levantamientos de censos, otorgamiento de todo tipo de
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concesiones y autorizaciones, o los informes acerca de distintos aspectos
relacionados con el territorio, por citar los más importantes.
• Una última referencia obligada, como prueba documental, es la que se
refiere a los mapas. Estos pueden jugar un papel probatorio fundamental en los
conflictos de soberanía, sobre todo en los relativos a la delimitación del territorio,
como tendremos ocasión de constatar; si bien, nada obsta a que dicho papel sea
nulo atendiendo a las circunstancias concretas del caso, como ocurrió en el asunto
de la Lacuna del Desierto42
.
La producción de la prueba documental se halla regida por diversas reglas
generales que conviene mencionar. Dos de ellas ya han sido abordadas: la regla de
la comunicación previa y la de la reciprocidad en cuanto a la obligación de
presentación. Existe, además, una tercera que sigue a éstas, el principio de la
presentación de la prueba, bien en original, bien autenticada. Normalmente, el
documento que se facilita al juez debe ser remitido en original (aunque no hay
ninguna regla específica al respecto en los Estatutos de los tribunales
internacionales>, pues, sólo el examen del original va a permitir un control
minucioso de la regularidad de la forma y de la autenticidad de la pieza presentada.
Por tanto, la presentación del original es el principio que rige esta materia.
Sin embargo, si bien la producción en original es la regla, ésta no siempre es
posible, ya sea porque el Estado que alega el documento no lo posea, ya sea
42 cte. Original mecanografiado, pp.llo—lll, pa.197 y 169, aunque, como
veremos en su momento, no es el único caso en que los mapas han carecido de
valor probatorio.
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porque ésta se haya destruido o perdido. Entonces, en caso de imposibilidad de
presentar el original, será admitida la copia del documento que deberá estar
convenientemente certificada y autenticada por el oficial encargado de la misma
43
para que sean consideradas como copias válidas y correctas
En relación, precisamente, a la presentación de originales y copias de
documentos, así como a la cuestión de si ostentan mayor valor probatorio los
originales respecto de las copias, se ha planteado la existencia o no en derecho
internacional de la llamada regla anglosajona de la ‘mejor prueba’44. En atención
a dicha regla, los documentos originales serían la mejor prueba; de esta manera,
presentándose éstos ante el juez, las copias carecerían de valor. Esta regla es
utilizada para designar porqué un documento o un testimonio de un testigo es
preferido a otro. En nuestra opinión, en vez de hablar de regla de la mejor prueba,
habría que distinguir la existencia, en los procedimientos internacionales, de
pruebas primarias y pruebas secundarias -según sea más o menos fehaciente su
representación del hecho ante el juez o árbitro-. Tal distinción se traduce en el
hecho de que una prueba secundaria sólo se tendrá en consideración de forma
satisfactoria y aislada, ante la insuficiencia o inexactitud de una prueba primaria.
Esto no significa que la prueba secundaria deba ser necesariamente excluida porque
se admita la primaria, sino que debe atribuirsele un menor peso específico.
Para un análisis en profundidad respecto del procedimiento de
autenticación de originales, vid. SANDIFER, o~.cit., pp.264.-287.
La posición negativa es mantenida por EVENSEN (cfr. on.cit., p.52>,
mientras la positiva es defendida por SANDIFER (cfr. on.cit., pp.202—239>.
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En cualquier caso, el valor que haya que otorgarle a una determinada prueba,
presentada por una de las Partes, estará en relación directa con el tipo de prueba
que haya presentado la otra.
B> RECURSO A LA PRUEBA TESTIMONIAL: TESTIGOS Y EXPERTOS
.
Ya ha sido observado cómo este tipo de prueba es parcamente utilizado ante
los tribunales internacionales; la razón de ser de esta realidad hay que situarla en
razones puramente prácticas, más que en reglas técnicas que limiten el valor
intrínseco o la admisión de la prueba testimonial por sí misma. Efectivamente, no
se trata de que la prueba oral sea considerada como una prueba secundaria
respecto de la escrita, sino que el examen de expertos y testigos envuelve serias
dificultades prácticas en el procedimiento internacional.
Mientras en el derecho interno, las legislaciones expresamente prohiben el
derecho de presentar los testimonios o declaraciones de ciertas personas, cuya
imparcialidad es más que dudosa y, en particular, la de los familiares de las partes
en el proceso a de personas a su servicio, en la práctica internacional se admite la
audición en testimonio de cualquier persona. Así, por ejemplo, pueden ser testigos
tanto funcionarios del Estado litigante, como particulares interesados en las
reclamaciones en causa, o expertos sobre la materia a decidir.
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En relación a los expertos, el ámbito donde se produce con mayor frecuencia
el recurso al testimonio de éstos es el de los conflictos de delimitación territorial.
Los cartógrafos y geográfos suelen ser llamados para testificar oralmente (también
para realizar informes45> en base a un estudio general de la situación o a una
específica investigación de la región en disputa, o acerca de mapas que
previamente han sido presentados como prueba documental. El valor de tal
testimonio variará según las circunstancias de cada caso, así como en relación a
la cualificación particular del testigo.
En lo que hace referencia a las reglas relativas al examen de los testigos y
expertos, están especificamente detalladas en el Estatuto y Reglamento del T.l.J.,
siendo básicamente de análoga aplicación en los procedimientos arbitrales -salvo
que conste otra regulación, expresamente, en los compromisos arbitrales-. La regla
principal es la recogida en el articulo 53 del Reglamento, en el sentido de que los
testigos y expertos, una vez que han prestado declaración o hecho juramento sobre
su honor y conciencia, deben ser examinados por los agentes, consejeros o
abogados de las Partes durante la fase de alegaciones orales. También el Presidente
de la Corte tiene competencia para poder interrogarle. El Tribunal puede por propia
iniciativa, según el articulo 44 del Estatuto y los artículos 54 y 55 del Reglamento,
requerir a las Partes para que llamen a más testigos o expertos. por otra parte, para
que puedan ser corregidos posibles errores de transcripción de los testimonios, el
como el efectuado por el perito geógrafo nombrado por el Trivunal
arbitral en cii. asunto de la Laguna del Desierto, para identificar el recorrido
de la línea divisoria de aguas entre el hito 62 y el monte Fitz Roy (vid.
Original mecanografiado, pp.lO.3—lO5, pa.151).
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articulo 60 del Reglamento, prevé la revisión de ésta por los testigos o expertos.
El examen de testigos y expertos ante el Tribunal ha ocurrido en contadas
ocasiones. La primera vez que tuvo que enfrentarse el Tribunal a este tipo de
prueba, fue en el caso de ciertos intereses alemanes sobre la Alta Silesia Polaca46
,
donde varios testigos fueron examinados por el Tribunal, a iniciativa de éste.
Posteriormente, en el asunto de la Fábrica de Chorzow”, el T.P.J.í. confié a
varios expertos la fijación del pago que había que darse por los daños ocasionados.
También tuvo ocasión el T.l.J. de desarrollar su procedimiento en relación al
tratamiento de testigos en el asunto del Estrecho de Corfú48, en el que siete
testigos fueron presentados por Reino Unido y tres por Albania, que también llamó
a dos expertos. Más recientemente, en el asunto de la controversia fronteriza
terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras, se ha presentado un
nuevo caso aislado de prueba oral ante el T.l.J., por parte de El Salvador;
concretamente, el testimonio de un ciudadano salvadoreño acerca de la soberanía
salvadoreña sobre la isla de Meanguera49.
Pero, sin duda, el ejemplo más paradigmático y más confirmatorio de la
influencia de los avances tecnológicos en el derecho procesal internacional, nos lo
46 Vid. p.c.i.j., serie A. n2 17, pp.99 y se.
41 Vid. P.C.I.J., serie A. ntl9, pp.l4—1S.
48 vid. I.C.J.Pleadinas, 1948, p.250, e, I.C.J.Reworts, 1959, pp.4 y 21.
También el asunto del Sudoeste Africano es ejemplo de la confrontación del
T.I.J. con la audición de testigos y expertos, que duraron cerca de das meses
(vid. I.c.J. Pleadinge, 1966, p.l23>.
~ Vid, intervención oral de 29 mayo 1991, C4/CR 91/34, pp.1O—52.
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proporciona la práctica arbitral1 y más concretamente el asunto de la Laguna del
Desierto. En este caso, el tribunal arbitral, siguiendo la línea marcada por el T.l.J.
en el citado asunto que enfrentó a El Salvador y Honduras, admitió el testimonio
de un ciudadano chileno en relación a la adscripción del territorio de la Boquilla a
Chile
60; pero dicho testimonio fue prestado de una manera singular. En efecto, no
se presentó el testigo ante el tribunal -tal y como había ocurrido en el caso de El
Salvador y en otros anteriores-, sino que el testimonio fue reproducido ante el
tribunal a través de video, instrumento probatorio absolutamente novedoso e
insólito que sorprendentemente fue aceptado sin reserva por el tribunal como
prueba51.
Cl LA FIGURA DE LA LLAMADA ‘AFFIDAVIT’
.
Un aspecto interesante del proceso internacional es la utilización que se ha
hecho de la institución anglosajona de la ‘affidavit’. Se trata de una afirmación
SO Vid. Memoria de la República de Chile, vol.2, 31 agosto 1992, Anexos
documentales n2 115 a 123 (citado en la Contrarnemoria argentina, 1993,
capítulo 7, pp.254—295), y Ultima sesión de las exnosiciones orales, Acta de
13 abril 1994.
51 Más sorprendente aún si. tenemos presente que en dicho video, junto
al testimonio citado, aparece recogida también una amplia cartografía que se
alterna con las correspondientes imágenes del territorio por donde,
supuestamente, discurriría el trazado de dichos mapas —corroborando así la
línea divisoria de aguas propuesta por Chile—, y no debemos olvidar que el
tribunal había utilizado la inspección ocular del terreno como medio
probatorio <cfr. original mecanografiado, p.18, pa.9), circunstancia que hace
por sí misma rechazable por innecesaria cualquier otra representación plástica
del terreno.
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escrita, de una declaración prestada bajo juramento ante un magistrado por el
interesado o por un testigo y a instancia de parte, a los fines de certificar la
realidad de ciertos hechos o la autenticidad de ciertos documentos52. Es así un
mecanismo probatorio que se encuentra a medio camino entre la prueba
documental y la prueba testimonial.
Participa de la prueba escrita en cuanto se redacta como un documento, una
escritura, que va a servir de prueba; toma, pues, de la prueba documental su
forma.
Por el contrario, participa de la prueba testimonial en el sentido de que el
contenido de la escritura procede de la simple declaración hecha bajo juramento por
el interesado o por un testimonio.
El papel del magistrado -normalmente se trata de un juez de paz o de un
notario público-, es puramente formal; consiste en registrar el ¡uramento y no
comporta ningún examen sobre el fondo de la cuestión. Tal y como señala
Lalive53, el procedimiento de la ‘affidavit’ ofrece muchas menos garantías que la
investigación por testimonios hecha ante el tribunal de fondo o la de la comisión
rogatoria.
Frente a las incipientes objeciones que se plantearon en relación al uso de
52 Cfr. WITENBERQ, “La théorie des..., oo.cit., 9.81.
Vid. oi.cit., p.89.
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la ‘affidavit’ ante los tribunales internacionales54, tanto la jurisprudencia arbitral
como la judicial ha reconocido claramente a esta figura como un medio de prueba
admisible ante las jurisdicciones internacionales, a veces, incluso, por necesidad.
El protagonismo progresivo que ha adquirido este medio de prueba, ha llevado a
algunos a afirmar que se trata de una regla de derecho internacional general55. La
sanción jurisprudencial de este instrumento probatorio se explica, no sólo por el
liberalismo de los tribunales en materia de recepción de pruebas, sino
fundamentalmente porconsideraciones prácticas. La dificultad frecuente de obtener
prueba oral, o los problemas de ejecución práctica del proceso de la comisión
rogatoria, son tan sólo algunas de las razones que han impulsado el recurso a la
‘affidavit’, que en ocasiones, ha constituido el único medio de prueba posible.
Ejemplo de la introducción de la ‘affidavit’ en el ámbito arbitral es el asunto
Montilo, entre Colombia y EE.UUY6; aunque donde, sin duda, ha tenido mayor
acogida ha sido ante la Comisión mexicano-americana de 1868. Más
recientemente, India y Pakistán expresamente la previeron como mecanismo
probatorio en su Acuerdo arbitral de 1965~~, en relación al Rann de Kutch; pero,
Tal ocurrió en el caso Salem, en el que el recurso a tal mecanismo
probatorio fue objetado por Egipto (vid. U.N.R.I.A.A., vol.II, p.l707).
Es el caso de WITENBERG (cfr. ot.cit., p.82>; tal afirmación es
matizada por otros (cfr. EVENSEN, J., on.cit., p.53, nota ~ como una
consecuencia del principio de libertad que rige todo el derecho de la prueba.
Vid. MOOPS, International Arbitrations, vol.II, p.1345. Otros
ejemplos arbitrales son, la sentencia IQILÍ, o e]. asunto Cameron (cfr.
A.J.I.L., 1931, p.765 y 757, respectivamente>.
Vid. I.L.M., vol.VII, 1968, p.639.
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aunque finalmente no llegó a hacerse uso de la misma, este dato pone de
manifiesto su plena introducción en el ámbito procesal internacional.
También, a nivel judicial, tanto el T.P.J.I. como su sucesor el T.l.J. han
admitido la producción de ‘affidavits’ como prueba de una alegación: En 1927, en
el asunto de las concesiones Mavrommatis, y en 1948, en el caso del estrecho de
£anfú~. En ambos casos una de las Partes reconoció esta prueba; concretamente,
en el segundo asunto, el Reino Unido utilizó frecuentemente este medio de prueba,
aunque el Tribunal atribuyó pleno valor probatorio a la ‘affidavit’ tan sólo en un
punto secundario59.
Creemos necesario remarcar que la ‘affidavit’ juega, claramente, un papel
mucho más importante en el procedimiento arbitral que en el judicial, lo cual resulta
tanto de la naturaleza de los asuntos sometidos a la Corte, como del hecho
constatable de que muchos de los litigios a ésta sometidos oponen a paises
desconocedores de este tipo de prueba.
58 Vid. C.P.I.J., serie C. nfl.3, vol.III, 99.488—491, y, I.C.J.Renorts,
1949, p.132, respectivamente.
Vid. ibidem, p.19.
CAPITULO III: LA OCUPACION DEL TERRITORIO Y EL EJERCICIO
CONTINUO Y PACIFICO DE FUNCIONES DE ESTADO.
Siguiendo la afirmación que hiciera el juez Max Huber, en el asunto de la isla
de Palmas, al establecer:
“Dans le droil international actual, les titres d’acquisition de la
sauveraineté territorial sant basés sur un acta de prisa de possession
effective, tel que I’occupation..7’,
y habiendo observado el fundamental papel que juega el principo de efectividad,
un sector mayoritario de la doctrina2 ha sugerido <tal y como ya enunciabamos en
el capítulo anterior) que todos los medios de adquisición de título de territorio, que
ya hemos mencionado, se reducen a uno sólo: la ocupación efectiva. Hoy día no
puede sostenerse la afirmación de que se aplique a la ocupación los principios de
la soberanía3, como si fuera una ocupación de derecho privado, sino que ésta se
halla regida por el principio mismo de la efectividad que impera en todas las
relaciones del derecho internacional, esto es, por el ejercicio pacífico y continuo de
funciones de Estado que puede describirse, en términos generales, como la
extensión de la Administración pública del Estado ocupante sobre el territorio
1 R.G.DÁI.P., 1935, p.l64.
2 En este sentido, Reuter afirma que “en el fondo no hay más que un sólo
modo de adquisición de la soberanía territorial: la ocupación efectiva... los
títulos jurídicos justifican, pues, una ocupación y, en este sentido, y
solamente en éste, son capaces de establecer la soberanía territorial”
(Derecho Internacional publico, ParIs, 1962, p.114>.
Esta es la postura que parece mantener R.AGO en su libro, Xl reauisito
dell’effettivitá dell’occunazione in diritto internazionale, Roma, 1934.
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ocupado, por medio del ejercicio de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial
sobre dicho territorio.
Resultaría perfectamente sostenible, en este punto, la opinión de Brierly4 de
que no es fácil ni necesario dibujar una línea precisa entro un antiguo titulo
derivado de una ‘ocupación’ original y uno fundado simplemente en la larga y
pacífica posesión. Afirma este mismo autor, que el pacifico despliegue de autoridad
estatal es por sí mismo un título válido de soberanía, y esto prueba que cualquier
acto de ocupación es importante para confirmar dicha posesión.
Contemporáneamente lo que resulta importante, pues, es la competente actividad
estatal, y especialmente, los actos de administración, y al decidir la cuestión del
título, el tribunal correspondiente aplicará el test del control efectivo asociado con
la ocupación efectiva5.
SECCION 1: TEORIA GENERAL DE LA OCUPACION EFECTIVA COMO MODO DE
ADQUISICION DEL TERRITORIO.
Definida la ocupación, por el TIJ en el dictamen consultivo del Sahara
Cfr. BRIERLY, J~.L., The Law of Natione, Oxford, 1963, p.168.
Cfr. HROWNLIE, 1., Principies of Public International Law, 41 ed.,
Oxford, 1990, p.lSG.
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Occidental0, como un modo originario de adquirir pacíficamente la soberanía sobre
un territorio nullius, es decir, que no está bajo la soberanía de otro Estado, no
resulta extraño encontrar opiniones en la doctrina7 que afirman que la ocupación
es un modo ‘obsoleto’ de adquisición del territorio, que ante la ausencia, en el
momento presente, de tena nullius, ve limitado su campo de operación a regiones
polares. Pero, aunque ciertamente, futuros títulos por ocupación no sean
frecuentes, el derecho en la materia es importante porque muchas controversias
modernas sobre territorio tienen sus raíces en siglos anteriores, cuando el territorio
era adquirido por ocupación, de ahí la justificación de nuestro estudio8.
6 t.C.J., Reoorts, 1925, p.39. Corroborando nuestras palabras
anteriores, el T.I.J., a). referirse a la ocupación, establece que ésta “was
used in a non—technical sanee denoting simply acquisition of aovereignty”
<p.39>.
~ ~esu1ta, especialmente interesante la apreciación que hace sobra este
punto R.Y. JENNINOS, The acouisition of territorv in International Law
,
Manchester, 1963, pp.20—21. A título ejemplificativo, puede mencionarse
también la opinión de M. AKEHURST, A Modern Introduction to International Law
Londres, 1982, p.142; J.P.A. FflAl4IOIS, “Réflexione sur l’occupation’, en
Recueil d’etudes de droit international,Hommape ~ Paul. Guaaenheim, Ginebra,
1968, p.79S.
No es extraño, pues, que encontremos opiniones como la de Verzijí,
quien justifica su estudio en detalle de lo que califica como modos
‘obsoletos’ de adquisición del territorio, en base a que ‘there are many cases
in which obsoleta institutione may still make their influence felt on the
evolution of present—day unsolved territorial problems” <vsazxa, J.H.W.,
International Law iii Historical Penspective, val.III, Leyden, 1970, p.298).
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A) EVOLUCION HISTORICA EN LA CONCEPTUALIZACION DE LA OCUPACION Y
SUS CARACTERES
.
Los principios de ocupación efectiva, tal y como los concebimos hoy día,
fueron establecidos definitivamente por el Rey Victor Manuel, en la disputa de
Guyana británica y Brasil, en los siguientes términos:
“... que, pour acquérir la souveraineté d’une région ne se trouvent
dans le domaine d’aucun Etat, it est indispensable d’en effectuer
¡‘occupation au nom de l’Etat qui se propose d’en acquérir la
domination; que I’occupation no peut pas Otre regardie comme
accomplie si non ~ la suite d’une prise de possession effective, non
interrumpie et permanente, au nom de l’Etat, et que la simple
affirmation des droits de souveraineté, ou l’intention manifestée de
vouloir rendre effective l’occupation, no saurait suffire; que la prise de
possession effective d’une partie d’une région, bien que pouvant Otro
estimée comme efficace pour acquérir la sauveraineté de la région
toute entiére, lorsque celle-ci constitue un organismo unique, ne peut
pas Otro estimée efficace pour l’acquisition de la sauveraineté sur
toute une région, lorsque á cause de son extension, ou de sa
configuration physique, elle ne peut pas Otro considérée comme une
unité organique de facto “Y
Sin embargo, la institución de la ocupación ha sufrido una importante
evolución, cuyos antecedentes históricos se remontan, incluso, al Antiguo
Testamento10, aunque su auténtico origen hay que situarlo en el modelo de
RGDIP, 1904, pp.18—29.
10 As!. lo indica TARTARIN en su Libro, Traité de la occunation Suivarit
le droit naturel. le droit civil et le droit internationel, Paris, 1873, pp.6
y es. Este autor cita expresamente como primera referencia el Génesis, capA,
versículos 28 y 29.
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ocupación del derecho privado romano11. La occuDatio romana era un modo de
adquisición de la propiedad que resultaba de la aprehensión de un objeto
cualquiera, susceptible de propiedad y no apropiado por una persona capaz de ser
propietario. En base a esta concepción se individualizan tres requisitos
fundamentales de la ocupación: el carácter de ‘res nullius’ de la cosa, la intención
de adquirirla <animus rem sibi habendi> y la toma de posesión material; este último
requisito, la posesión, es la base y el verdadero punto de partida de la ocupación,
y va a erigirse como teoría dominante del derecho internacional, atravesando toda
la elaboración sucesiva postclásica. Esta última, apoyada fundamentalmente en la
compilación justinianea, se halla sustentada, por contra, en una mayor autonomía
del animus nossidendi, que hace prevalecer a este elemento en la doctrina de la
posesión frente a la clásica que la configuraba como una mera señorra de Í~IQí2.
No vamos a entretenemos en la cuestión de saber cuál era el derecho de la
ocupación en los sistemas germánico y franco, aunque, según Genét’3, no
El problema de la evolución histórica de la ocupación ha sido
analizado, pormenorizadamente, por numerosos autores a loe cuales nos
remitimos para un estudio en profundidad del tema. De entre todos ellos
destacamos algunos específicos como más importantes: SALOMON, Ch.,
L’occuoation des territoires sane maitre. Etude de droit international, Paris,
1889; JEZE, O., Etude theóriaue et ~raticme sur l’occut,ation comme moda
d’accruérir les territoires qn droit international, Paris, 1896; DEHERPE, L.,
Essai sur le developpernent de l’occupation en droit international, Paris,
1903; ACO, R., 11 reguisito dell’effettivitá dell’occunazione in diritto
internazionale, Roma, 1934; DE5PAGNET, E., “Les occupations des territoires
et le procedé de l’hinterland”, RGDIP, 1884, pp.103—126; NY5, E.,
“L’acquisition de territoires”, RDILC, 1899, pp.18O—190; GENET, R, “Notes sur
l’acquisition par occupation et le droit des gene traditionnelt PDILC, 1934,
Pp . 28 5—324
12 cfr. Aco, It., on.cit., p.44.
13 Se apoya, a su vez, este autor en la obra de V.PARDESSUS, Lex Salín
,
VIII; este último, analizando la ocupación llevada a cabo por los germanos y
los francos en los siglos VI y VII, afirma que los hechos demuestran la
utilización de ésta como modo de adquisición de propiedad. (cfr. cENET, It.,
on.cit., p.300>
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parece, ‘a priori’, que la construcción bárbara en esta materia contradiga la
tradición jurídica latina.
La traspolación del principio de la teoría de la posesión romana a la doctrina
de la ocupación debe ubicarse en las escuelas internacionalistas del siglo XVI.
Hasta ese momento la idea comúnmente aceptada era la de que toda propiedad,
como toda soberanía, procedía del Papa; éste disponía de sus tierras y las otorgaba
a través de Bulas14. Las ideas que dominaban la ocupación, en esa época, podrían
sintetizarse en las siguientes: el descubrimiento y la realización de formalidades
otorgan derecho para solicitar una bula, pero no soberanía; la ocupación es
atributivo de propiedad; la ocupación de tierras habitadas es perfectamente legítima
si los habitantes no son cristianos sino infieles; la atribución de territorios es
decidida por la más alta Autoridad, el Papa15. La noción de efectividad es
completamente extraña en este período.
Tomando como punto de arranque estos antecedentes, podemos dividir la
historia de la ocupación en dos grandes períodos desiguales: una primera etapa que
se desarrollarla hasta la Conferencia de Berlin de 1885, y otra segunda, quede este
14 Entre las Bulas que otorgan soberanía sobre territorios ya
descubiertos podemos citar la de Martin V, Nicolás V 6 Sixto IV; otorgan
soberanía sobre territorio por descubrir las de Eugenio IV, y Julio II. Pero,
sin duda alguna, la Bula más importante, en este ámbito es la ‘Inter Caetera’,
concedida por Alejandro VI en 1493 y que supone que, a partir de esa fecha,
sólo a España pertenece el derecho a ocupar y descubrir. Para un estudio en
profundidad sobre el particular, yj~. SALOMON, Ch., on.cit., pp.35 y se, y
DEHERPE, L., on.cit., pp.lO Y s~.
15 cfr. GENET, It., op.cit., p.304.
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Congreso llegaría hasta nuestros días.
Esa primera etapa, que podríamos denominar del ‘descubrimiento y de la
ocupación ficticia ‘1tabarca los siglos XVI a XVIII; parte de una negación absoluta
de valor a las bulas papales, que no serán consideradas nunca más como titulo
válido de soberanía. Los principios jurídicos que prevalecen durante este periodo,
en materia de ocupación del territorio, básicamente, son éstos:
- El Rey reemplaza al Papa en su papel, pero a diferencia de éste, el Rey acuerda
el derecho de descubrir y de adquirir derechos de soberanía y de propiedad sobre
ciertos territorios, por medio de actos concretos, y no la soberanía y la propiedad
misma de aquéllos. Para ello otorga ‘cartas’ o ‘patentes’, cuyo titular puede ser un
simple particular o una Compañía, como veremos más adelante.
- En términos generales, no se respetan los derechos de soberanía y propiedad de
los indígenas, por lo que los territorios por ellos habitados son susceptibles de
ocupación.
- Los actos, signos exteriores de la ocupación, admiten una gran variedad:
despliegue de estandartes, inscripciones grabadas en rocas, erección de una cruz.
Constituyen actos puramente simbólicos, no encuadrables en el concepto de
efectividad.
- El rey adquiere par sus mandatarios, debidamente comisionados al efecto, la
soberanía plena y entera de los países que éstos ocupan.
Así lo hace Ch.SALOMON, co.cit.., p.5S y se.
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La Conferencia de Berlin17 marca el comienzo de un nuevo período en la
historia de la ocupación. Los publicistas han reconocido ya que el hecho del
descubrimiento no funda más que un título imperfecto e incompleto, que la
ocupación, para fundar un derecho de soberanía que las otras potencias estén
obligadas a respetar, deberá ser, no una ocupación nominal, sino real y efectiva.
Estos principios básicos quedan consagrados en los artículos 34 y 35, capitulo VII,
del Acta de Berlín de 188518, cuyas exigencias se resumen en tres puntos:
notificación de la ocupación, efectividad de la misma y publicidad. Estos artículos
pueden considerarse como una declaración relativa a las condiciones esenciales a
cumplir para que las nuevas ocupaciones sobre las costas del continente africano
19
se consideren efectivas
Las condiciones impuestas en los artículos 34 y 35, aunque se establece que
son ‘esenciales’, y no son necesariamente exhaustivas, son la expresión mínima
del derecho internacional teórico de la ocupación en la época contemporánea, y su
17 14 potencias se reúnen, el 15 de noviembre de 1884, en Berlín con la
finalidad de estudiar la admisión del congo en la comunidad internacional, de
establecer los principio de la navegación del Níger y del Congo, y poner las
bases de la futura ocupación de Africa. Los trabajos de la Conferencia
llevaron a la confección de un Acta General, de 26 de febrero de 1885. (Cfr.
GENE?, It., on.cit., pp.312—313>
El texto de estos artículos es el siguiente:
Art.34.— La Puiasance qui, dorénavant, prendra possession d’un territoire sur
les c8tes du continent africain situé en dehors de ses possessions actuelles,
ou qui, n’un ayant pas su juegue lá, viendrait á en acquérir, et de méme la
Puissance qul y aseumera un protectorat, accompagnera l’acte respectif d’une
notification adressée aux autres Puiseances signataires du présent Acte, afin
de les mettre & méme de faire valoir, s’il y a lieu, leurs réclamatione.
Art.35.— Les Puiseances signataires du présent Acte reconnaissent l’obligation
d’assurer, dana les territoires occupées par elles, sur les cótes du continent
africain, l’existence d’une autorité suffisante pour fire respecter les droits
acquis et le cas échéant, la liberté du commerce et du transit dans les
conditions oú elle serait stipulée. (DE MARTEN5, Recueil cénéral des traltés
,
21 serie, t.X, p.414>
19 GENET, R.: 2~St., p.314.
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aplicación queda restringida a tres puntos de vista:
1. Quedan sólo afectadas las potencias signatarias y las que se hayan adherido.
2. Estos artículos se refieren a las tomas de posesión a efectuar en el futuro, no
retroactivamente a las ya realizadas20.
3. Se aplica sólo a ocupación en las costas africanas, se excluyen, las regiones del
interior de Africa y las islas dependientes del continente africano, pero no situadas
en aguas territoriales, y las ocupaciones efectuadas en otros continentes.
La posterior Convención de St.Germain, 10 de septiembre de 191921, que
para los Estados signatarios sustituyó al Acta de Berlín, renueva la exigencia de
la efectividad extendiéndola, sin limitación, a otras regiones de Africa22. Más
explícitamente que el Acta, impone a los paises colonizadores, en su artículo 10,
la obligación de mantener, en las regiones sometidas a su autoridad, la existencia
de un poder y de los medios de policía suficientes para asegurar la protección de
las personas y de los bienes, y, en su caso, la libertad de comercio y de tránsito.
Las insuficiencias del Acta de Berlín, fueron puestas de manifiesto por el
Instituto de Derecho Internacional, decidido a ‘passer au crible’, según expresión
de Genét23, las preocupaciones doctrinales al respecto. Tomando como base los
20 Así lo demuestra la mediación del Papa Leon XIII en 1885, en el
asunto de las islas Carolinas y Palaos, que exige a España, a guien otorga el
titulo en base al descubrimiento y una ocupación casi simbólica, una ocupación
efectiva para el futuro. <GARCíA ARIAS, “Corpus ¡uris Gentium”, p.342)
21 Societé des Natione, Recudí des traités, t.VIII, 1922, pp.26—38.
A este respecto, HYDE entiende que este Convenio no tiene el
propósito de ser limitado en su acción a particulares áreas de Africa. (HYDE,
Ch., International Law, Boston, 1947, p.342>
GENET, It., op.cit., p.314.
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proyectos de M. de Martitz, presentado en la sesión de Heidelberg, y de M.
Engelhardt, el Instituto adopta , en su sesión do Lausana, la Resolución de 4 de
septiembre de 188824. que pese a sus grandes aspiraciones presenta algunas
imperfecciones; concretamente, problemas tales como la definición de terra nullius
o la capacidad exigida para ocupar, que el Instituto no ha querido resolver en su
texto o, por lo menos, no lo ha previsto.
A pesar de todas las imperfecciones y deficiencias, lo cieno es que nos
hallamos ante una nueva teoría de la ocupación, que caracteriza a ésta como la
voluntad de apropiarse, de una manera permanente, de los territorios sin dueño; la
voluntad de apropiación debe ser seguida de una toma de posesión efectiva, y
constatada por medias dirigidos a establecer una dominación permanente, siendo
necesario que la potencia ocupante asegure la existencia de una autoridad
suficiente.
B> CONDICIONES ESENCIALES PARA UNA OCUPACION LEGíTIMA
:
Una vez que hemos conceptuado claramente a la ocupación como un modo
originario de adquisición del territorio, es necesario determinar con exactitud las
Annuaire de l’Institut de Drott International, 1928, vol.II, p.702
y es.
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condiciones básicas que deben darse para catalogar una ocupación como válida en
derecho internacional; concretamente, se trata de determinar dos cuestiones
precisas: la primera, seria la de establecer quién puede ocupar, es decir, quién es
el sujeto de la ocupación; y, en segundo lugar, determinar el objeto de ésta, lo que
se puede ocupar.
1. El Estado como suieto ocupante. Eficacia de las ocupaciones de oarticulares
.
Ha sido comúnmente afirmado por la doctrina que, sólo los Estados, sujetos
de derecho internacional, los cuales ejercen ya sobre su propio suelo derechos de
soberanía, pueden ser sujetos de una ocupación, ostentar la pretensión de alcanzar
25
el titulo de soberanía: aunque no faltan autores que disienten de esta postura
Una lectura más atenta de este principio nos lleva a plantearnos dos interrogantes:
¿todos los Estados pueden ocupar?, y más importante aún, ¿sólo los Estados
pueden, realmente, ocupar?. Estas cuestiones merecen una consideración
separada.
Planteándose esa primera cuestión, Lindle?6 sostenía que el hecho de que
En esta línea podemos citar a G.5HEDAL, que en su libro, Acauisltion
of sovereiantv over nolar arcas, Oslo, 1931, niega a personas privadas y
compañías colonizadoras la posibilidad de ejercer soberanía.
LINDLEY, M.F., The accuisition and aovernment of backward territorv
in international law, Londres, 1926, p.122; cita como ejemplo al. Sultán de
Zanzibar, protectorado británico desde 1890. La misma postura es mantenida,
también, por GALTIER, o, ch., L’Occupation des territoires, Toulouse, 1901,
p.128, quien añade que carecerán de tal capacidad si el tratado de
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un Estado esté bajo la protección de otro Estado no es en sí mismo suficiente para
privar al Estado protegido de la capacidad de adquirir. Teniendo presente esta
postura, parece posible afirmar con Salomon27 que, igual que todo individuo tiene
el derecho a adquirir por ocupación la propiedad de tierras sin dueño, de la misma
forma, todo Estado tiene el derecho a adquirir por ocupación la soberanía de todo
territorio que ha escapado, hasta ese momento, a la acción de una soberanía.
Mayor importancia, no sólo teórica sino, sobre todo, práctica, reviste la
cuestión de establecer si la capacidad de ejercer ocupación es monopolio del
Estado; concretamente, el problema se centra en determinar si los particulares, o
las compañías, pueden adquirir provechosamente soberanía territorial a través de
la ocupación. Ni la Conferencia de Berlin de 1885, ni posteriormente el Instituto
de Derecho Internacional, en su sesión de Lausana de 1888, han dado una
respuesta a este problema, pese a su inicial planteamiento.
A) PARTICULARES.
Los autores estén divididos, a la hora de dar una respuesta, pero podemos
identificar dos líneas de opinión:
18. Los particulares pueden, sea por ocupación pura y simple, sea por cesión,
protectorado la excluye expresamente.
SALOMON, Ch., op.cit., p.l21.
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adquirir y ejercer derechos de soberanía sobre un territorio28. Sostienen, los
partidarios de esta primera teoría, que las empresas privadas pueden adquirir, no
sólo derechos de propiedad, sino derechos equivalentes a los de soberanía, y que
estos derechos han sido generalmente reconocidos28. Como consecuencia, una
potencia no puede pretender ocupar un territorio ocupado por individuos porque no
es ya terra nullius desde el punto de vista del Derecho internacional.
20. Sólo los Estados pueden ejercer derechos de soberanía, por tanto, la ocupación
no puede proceder de un particula90. Esta parece ser la opinión mayormente
aceptada por la doctrina, los actos de individuos, sin el expreso mandato del Estado
autorizando su acción, son incapaces de conferir soberanía al Estado, pues sólo un
Estado puede actuar ‘á titre de souverain’31.
28 A título ejemplificativo, entre los partidarios de esta doctrina,
podemos citar, cfr.: LAVELEYE, ACM. de, “La neutralité du Congo”, R.O.X.
,
1Q83. p.25? y ss.; TRAVEAS TWISS, “La libre navigation du Congo”, LALL.
1883, p.550 y es.; WAUTERS, “Lettre du 27 mai 1883”, Revue de Geopranhie
1883, p.59 y 55.
29 Entre los ejemplos que enumeran, como apoyo de su tesis, está el caso
del Estado de Rhode—Island, fundada por das colonos, Roger Williams y Anne
Hutchinson, a cuya alrededor de agrupan otros individuos; este establecimiento
constituye, posteriormente, un cuerpo político. También el de la adquisición
de los sultanatos de Brunel y Sala, par el inglés M.Dent, y el austriaco
Overbeck (JEZE, O., op.cit., p.185—186).
Esta es, sin duda, la postura mayoritaria dentro de ita doctrina,
cfr.: HALL, W.R., International Law, Oxford, 1880, p.9O; ROLIN—JAEQUEMYNS,
R.D.I., 1889, p.169; sALOMaN, ch., ~ p.132; JEZE, O., oo.cit., p.177;
SALTIER, O. Ch., ~fl., p.126; DEHERPE, 1,., oi~.cit., p.38; LINDLEY, 14.7.,
on.cit., p.122... También podemos citar autores modernos encuadrables en esta
línea: BROWNLIE, 1., op.cit., p.144; BLUM, Y., Historic tittles in
international taw, La Haya, 1965, p.129; OPPENHEIM: International Law
Lauterpacht, 1953, p.496; ROCHE, AS., The Minauiers and Ecrehous Case
Ginebra, 1959, pp.119—120; McI4AIR, A., “Aspects of state sovereignty”,
B.Y.B.I.L., 1949, p.40; SCHWARZENBERGER, O., “Titís to territory: response to
a chanílenge”, International Law in the 20 th. centurv, American Society of
International Law, Nueva York, 1969, p.295.
31 M.F.LINnLEY, afirmaba que, aunque el derecho internacional no
reconoce a loe individuos el derecho de adquirir soberanía para su beneficio
personal, de tal forma que si un individuo independiente, que no está
subordinado a ningún Estado, adquiere la soberanía sobre territorio nullius’,
por ocupación, éste se encuentra en la misma situación que si de un jefe
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Parece clara la conclusión: los actos de individuos, por ellos mismos, no son
sustitutivos de ejercicio de autoridad estatal, a menos que estén autorizadas antes
o sean, posteriormente ratificados, es decir, que los individuos actúen en calidad
de agentes o mandatarios del Estado pertinente. Esta es la postura mantenida por
el juez McNair, en su opinión disidente en el asunto de Pesquerías, donde afirmó:
“Another rule of law appears to me to be relevant to the question of
historic title is that some proof is usually required of the exercise of
state jurisdiction, and thai ihe independení activity of private
individuals is of little value unless it can be shown that they have
acted in pursuance of a licence or some other authority received from
their Governments or thai in some other way their Governments hayo
asserted jurisdiction through them”32.
Pero, aunque los actos de individuos privados no pueden ser base de
derechos de soberanía, pueden constituirse en prueba de una soberanía;
encontramos numerosos ejemplos en la práctica internacional que corroboran esta
afirmación, aunque no falten supuestos, escasos, como el asunto de la Isla de
Aves33, en que se hayan rechazado tales actos. En el caso de la frontera del Aloe
de Cravairola, 23 septiembre 1 874~~, la Comisión arbitral determiné la prevalencia
del título italiano frente al de Suiza basándose en la adquisición de la propiedad del
nativo se tratase, a pesar de esta afirmación, si un número de personas se
establecen en un territorio y configuran un gobierno estable y eficaz, pueden
fundar una sociedad política, y el territorio ya no es ‘nullius’. (oo.cit.,
pp.84—84). En un sentido similar se manifiesta J.H.W. VERZJIL (on.ctt.
,
p.349) -
32 ~ ReportE, 1951, p.184.
~ Controversia sobre la adquisición de la soberanía de la Isla de Aves,
entre Paises Bajas y Venezuela, resuelta por un Arbitro único, la Reina de
España Isabel II, en contra de Holanda que alegaba su ocupación a través de
la actividad de pesca de tortuga y recogida de huevos que realizaban, en
temporada, pescadores holandeses. (LAPRADELLE, Recucil des arbitrapes
internationaux, vol.II, p.414)
LA PRADELLE, Recuelí des arbitrapes internationaux, vol.III, pp.SOO-
505.
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suelo por una comuna italiana y los actos de posesión efectuados por los individuos
que la componían; en la misma línea, el Tribunal Permanente de Arbitraje que
conoció del asunto de ~ en su laudo de 23 octubre 1909, ha retenido
los actos de particulares tales como el ejercicio de pesca, el establecimiento de
balizas y el estacionamiento de barcos faros, que estima susceptibles de establecer
la soberanía de Suecia35. Lo mismo ha ocurrido en conflictos solucionados por vía
judicial; en el caso de Groenlandia Oriental38, el TPJI prestó atención a los actos
de explotación llevados a cabo por instituciones danesas no gubernamentales, que
no estaban mandadas actuar en nombre del Estado; en el asunto de jj~j~
Minauiers y Ecrehous37, el juez Carneiro afirma que, “in certain cases, and in
certain circumstances, the presence of private persons who are nationals of a given
State may signify or entail occupation by that State”38, y en ese sentido el TIJ
acogió como prueba del ejercicio de soberanía de Gran Bretaña, las actividades de
pescadores de Jersey.
B) COMPAÑíAS DE COMERCIO Y COLONIZACION.
A la hora de examinar la cuestión de si las compañías de colonización
pueden, como los Estados, ejercer derechos de soberanía por vía de ocupación,
“ R.G.b.I.P., 1910, pp.186—187.
Sentencia de 5 abril 1933, en el conflicto entre Dinamarca y Noruega.
P.I.C.J., serie AIB. n2 53, 1933, pp.62—63.
Sentencia de 17 noviembre 1953, Reino Unido y. Francia. I.C.J.,
Renorte, 1953, p.64.
38 opinión individual. I.C.J. Renorts, 1953, p.104.
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vemos que la doctrina está dividida en dos tendencias, como en el caso de los
particulares39:
~ a~ Las Compañías ejercen por su propia cuenta verdaderos derechos de soberanía.
Fundados en Jos precedentes históricos, sostienen que, las antiguas compañías de
comercio y colonización han ejercido, no sólo derechos de propiedad, sino una
verdadera soberanía sobre los territorios, para apoyar su teoría mencionan algunos
ejemplos. Los caballeros de la Orden Teutónica que se establecieron en Prusia
después de las Cruzadas, transformándolo en Ducado. Los caballeros de Rhodas
o de Malta, que después de transformarse en orden militar tras la toma de
Jerusalem, se establecen en 1310 en Rhodas, y en 1798 en Malta, con el
consentimiento de Carlos V, aunque por poco tiempot El modo de adquisición
de soberanía fue el obsoleto y hoy rechazado de la conquista.
2~. Las compañías no son soberanos independientes y cuando adquieren o ejercen
derechos de soberanía, en todo caso, derechos externos de soberanía, están
actuando como ‘agentes’ para el Estado bajo cuya concesión actúan41.
La postura de los autores respecto a las compañías de colonización
es la misma que la vista respecto a los particulares, por lo que nos remitirnos
a las notas 28 y 30 <‘supra’) que citan a los autores que defienden una u otra
tendencia.
GALTIER, O.Ch., oD.cit., p. .131—132.
41 Es necesario referirse, de forma separada, al caso más singular,
dentro de las compañías de colonización, la ‘Asociación internacional del
Congo’. Sociedad privada constituida con fines, puramente, de. estudio
geográfico, pero que adquirió enseguida inmensos territorios en Africa,
transformándose en la ‘Asociación internacional del Congo’. Como tal
asociación concluyó tratados con todos los Estados europeos y con EE.UU. Tras
la declaración del gobierno belga de su constitución en Estado libre e
independiente, fue ratificado por la conferencia de Berlin el 23 de febrero
de 1885. Aunque en un primer momento actud de forma privada bajo el respaldo
de Bélgica. posteriormente, ejerce auténticos derechos de soberanS.a, una vez
convertida en una auténtica Potencia, con personalidad jurídica internacional.
se trata de un supuesto, no tanto de ocupación, como de creación de un nuevo
Estado. También puede citarse el caso de Liberia, que debe su existencia a la
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Examinando la actuación de las compañías de colonización modernas42, se
corrobora esta afirmación, pues en sus ‘cartas’, otorgadas por los Estados
pertinentes, se hace constar expresamente que actúan en nombre de dicho Estado.
Es el caso de la carta otorgada, el 5 septiembre 1888, a la ‘British North Borneo
Society’ que actúa bajo el mandato de Inglaterra43; la ‘carta de protección’ de
27 febrero 1885, otorgada a la Compañía alemana ‘Karl-Peters Félix’44; o la
>45
‘carta’ imperial, que el 17 mayo 1885 recibió la Compañía de ‘Nueva-Guinea
Al conceder una ‘carta de protección’, el Estado deviene responsable ante otras
Estados de todos los actos de la Compañía, de esa forma, es el Estado quien ocupa
por intermediación de una Compañía que le representa.
Es posible, además, encontrar en la jurisprudencia internacional casos que
demuestren cómo la actividad de compañías y corporacionesque gozan de ‘cartas’,
‘Sociedad de colonización americana para el establecimiento de hombres de
color libres de los EE.UU.’, fundada el 31 diciembre 1816, que en 1822 funda
la ciudad de Monrovia. <SALOMON, Ch., on.cit., pp.241—144)
42 son nwnerosas las compañias de colonización que han surgido a lo
largo de la historia. En Italia, la Société Rubattino; en Portugal, la
compagnie portugaise de l’Africa orientale, Sofala, Tété, Zumbo; en España,
la Asociación de Africanistos y colonizadores y la Société des pécheries
canario—africaines; en Holanda, la Compañía de las Indias Orientales; en
Inglaterra, la North african Company, l’African Lakes Company, la National
african Society <después Royal Níger Company>, la British North Borneo
Society, la British South African Society, la British East Society; en
Alemania, la société allemande de colonisation pour le Sud—Ouest de l’Afrique,
la Compagnie de la Nouvelle Guinée, la “société allemande pour l’Afrique
orientale, Karl Petera et ct”, la “société allemande de Witu”, la compagnie
allemande de l’Afrigue occidentale, la compagnie kaneéatique agricole, miniare
et commercial de l’Afrique allemande su Sud—Ouest, la compagnie de
l’hinterland du cameroun, la compagnie l’Astrolaba, la Compagie de Juluit.
~ GALTIER, o.ch., on.cit, p.144.
En este caso, se trata de la ratificación por el Estado alemán de las
posesiones de territorios llevadas a cabo por esta compañía. Esta ‘carta’
considera a la sociedad como alemana , y los territorios por ella ocupados
como del. Estado alemán. <Ver texto de la ‘carta’ en DEHERPE, L., op.cit.
,
pp.54 y 55>.
ver texto de la ‘carta’ en, SALOMON,Ch., oo.cit., pp.155-lS7.
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por las que el estado les delega poderes de adquisición y gobierno, es Considerada
como actividad estatal. En el asunto de la Isla de Palmas, el juez Max Huber
consideró como me¡or título el de Paises Bajos que alegaba la ocupación del
territorio en base a los actos de soberanía llevados a cabo por la Compañía de las
46
Indias Orientales en nombre de Holanda
La conclusión nos parece clara, la soberanía sólo puede ser ejercida por un
Estado o, excepcionalmente, por una entidad, bien persona individual, bien
compañía de colonización y comercia, especialmente mandada por un Estado para
ese propósito. LLegados a este punto, parece obligada una última referencia a la
figura del MANDATARIO.
El corpus o acto físico de ocupación, la toma de posesión es, en la práctica,
llevada a cabo por un agente que actúa en nombre del Estado de quien recibe el
mandato; en este sentido se pueden distinguir dos tipos de mandatos:
1~. Mandato esoecial. El representante del Estado es encargado de una misión
especial, operar la ocupación de un territorio determinado en su nombre. El Estado
adquiere la soberanía desde el momento en que se ejecutan sus órdenes.
20. Mandato general. Las instrucciones que recibe el agente del Estado no son
concretas, sino que se trata de una orden general de ocupar todos los teritorios que
Asunto entre EE.UU. y Paises Bajos, resuelto por el laudo de 4 abril
1928. (R.G.D.I.P., 1935, pp.172 y se.>
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encuentren en su camino. Aquí no concurren ~nirn~y QQLRUZ en el momento de
la adquisición, como sucede en el caso de un mandato especial, sino que la
soberanía no se adquiere hasta el momento en que el Estado tiene conocimiento
de la situación operada, pues el animus para ser efectivo debe estar dirigido a un
área definitiva47.
Podría encuadrarse en una tercera categoría, que denominaríamos como de
rnQA~Qi~. aquellos supuestos, frecuentes en la práctica, de particulares que
actúan sin mandato del Estado, ocupando territorios. Aquí la soberanía se adquiere
desde el momento en que el Estado ratifique tales actos de ocupación, y no desde
la toma de posesión, pues en ese momento sólo hay QQrnnz. y falta el anja¡jj~. Es
necesario un acto de ratificación posterior del Estado, por el que haga suyos esos
actos, es decir, por el que exprese el animus
.
La adquisición de soberanía en nombre del Estado, según Salomon48, puede
realizarse también por lo que él denomina ‘gestion d’affaires’. Dicha adquisición
tiene lugar de forma indirecta, a través del hecho de un tercero. Esta hipótesis se
asemeja a la del mandato tácito, pero se diferencia de éste porque en el caso de
nepotiorum pestio, el Estado ignora completamente el acto de gestión realizado en
su provecho. Para que tenga lugar la adquisición de soberanía, el Estado deberá








animus que falta en el momento de la toma de posesión del territorio por el gestor.
2. Territorio susceptible de ocupación. La ‘terra nullius’
.
El Estado tiene el derecho a ocupar, lo cual, como hemos visto, se lleva a
cabo generalmente a través de agentes o mandatarios designados al efecto;
resuelto, pues, el problema del sujeto de la ocupación, nos queda aún por
determinar otra condición esencial para que una ocupación sea válida, el objeto
sobre el que ésta puede recaer. Al hablar del objeto de la ocupación no nos
referimos a la naturaleza del derecho adquirido, derecho de soberanía territorial,
sino, como bien dice Salomon4t a la cosa misma sobre la que se actúa.
A) LA EXPRESION ‘TERRA NULLIUS’
.
Si hemos definido la ocupación como la adquisición, por un Estado, de un
territorio r~jjjiju , la labor de determinación del objeto se centrará en establecer lo
que se entiende por terra nullius, que los franceses denominan ‘territoire sans
maUre’, los ingleses ‘territory belonging no ono’, y nosotros ‘territorio sin dueño’;
expresiones que nos dan idea de la connotación negativa que lleva la expresión
latina.
La importancia de establecer el carácter de nullius de un territorio, la
SALOMON, Ch., oo.cit., p.lSO.
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encuentra Torres Bernáldez50, en la obstaculización que supondría no hacerlo para
la categorización jurídica de los actos de posesión de los cuales puede ser objeto;
precisamente, en el dictamen consultivo del Sahara Occidental, el TIJ ha puesto
el acento en el aspecto funcional de la noción, en los siguientes términos: “the
expresion terra nullius was a legal term of art employed in connection with
occucation as one of the accepted legal methods of acquiring sovereignty over
territory ~ Aunque no debemos olvidar que ante la casi total ausencia de
territorios n¡jjJJjj~ en el presente, el término ha perdido gran parte del significado
que tenía en el pasado.
La expresión terra nullius concuerda perfectamente con las diferentes etapas
de la evolución de la sociedad internacional62: en la antigúedad romana, se
consideraba nullius toda territorio que no era romano; la época de los grandes
descubrimientos (siglas XVI y XVII> fue un período en el que todo territorio que no
perteneciera a ningún soberano cristiano era nullius; después, en el siglo XIX, se
asimila la idea de i2IJfl~ks a todo territorio que no pertenece a ningún Estado
civilizado.
Junto a esta vinculación histórica, e interrelacionada con ella, podemos
apreciar otra de mayor trascendencia, la que existe con la soberanía, en cuanto el
TORRES BERNALflEZ, 5., “Acquisition of territory”, Encvclotedia of
Public International Law, vol.1O., Berhardt (cd), Amsterdam, 1987, p.497.
I.C.J., Reporte, 1975, p.39.
52 As! lo ha afirmado claramente ja. PRÉVOST, en su articulo,
“Observations sur l’avis consultatif de CIJ relatif au Sahara occidental
<‘terra nullius’ et ‘autodetermination’),S.D.I..Clunet, 1976, p.834.
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territorio ‘sin dueño’ se define por referencia a la noción de soberanía estatal. En
efecto, el territorium nullius no es sino, como claramente expresa Jézé, “la chose
susceptible de souveraineté et non actuellement appropiée”53. De esta definición
se extraen dos condiciones que, necesariamente, deben darse para que una toma
de posesión efectuada por un Estado, tenga por consecuencia la adquisición de su
soberanía:
¶8• Cosa susceptible de soberanía. Para que una cosa sea susceptible de soberanía,
es necesario que sea posible para un Estado tenerla en su poder, en su posesión
continua y permanente. Por ello, tradicionalmente se ha venido excluyendo como
objeto de ocupación el mar, el aire y el espacio ultraterrestre. Galtier54 añade
también los bienes que sean ‘patrimonio común de la humanidad’. Al hablar de mar
debemos entender el mar abierto o alta mar y el ZIFMO, pues tanto el mar
territorial, la zona económica exclusiva en su caso, y el fondo de mar
correspondiente <plataforma continental), son susceptibles de ‘posesión’ por el
Estado ribereño pertinente65.
28. No esté actualmente apropiada, es decir, que no esté sometida a ninguna
soberanía. Mientras no hay duda en afirmar, respecto de ciertos tipos de territorios,
JEZE, O., 22..Lt., P.59.
GALTIER, O. Ch., on.cit., p.45.
Debemos recordar que el Tribunal Permanente de La Haya, en el asunto
de Grisbidarna (mencionado sunra), concedió valor, a la hora de otorgar el
titulo a Suecia, a la realización de actos llevados a cabo en el mar
adyacente, tales como, explotación de pesquerías de langosta, investigación
marítima, instalación de faros y fi~aci6n de balizas. El hecho de que tales
actos sean constitutivos de ocupación, y se excluya esta vinculación a los
mismos actos realizados en zonas de mar abierto, se justifica en el consenso
de los Estados en ese sentido, ya sea dado por vía convencional, ya sea
consuetudinariamente.
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que no se encuentran bajo soberanía alguna, como ocurre con los desiertos, los
deshabitados o los abandonados, mayor problema, y aquí la doctrina se escinde,
plantean las situaciones donde el teritorio está habitado por ciertas ‘entidades’.
Parece obligado examinar cada uno de estas hipótesis.
B) SUPUESTOS DE TERRA NULLIUS
.
Prescindiendo de la catalogación romana, sin menoscabo de su indudable
influencia, que consideraba como ‘no actualmente apropiadas’: las cosas que
nuncan han pertenecido a nadie, las abandonadas por su dueño con la intención de
dejar de ser propietario, y los bienes del enemigo; en el Derecho internacional
contemporáneo pueden situarse bajo el término de terra nullius, todos aquellos
territorios incluibles en alguno de estos tres posibles supuestos: 1. territorio
deshabitado; 2. territorio abandonado; 3. territorios habitados por individuos que
carecen de organización social y política. Vamos a examinar cada uno de estos
casos, teniendo presente que, mientras las dos primeros no son discutidos por la
doctrina, no existe unanimidad en la tercera categoría.
V. Tierras deshabitadas.
Sin ninguna duda, la ocupación será legítima si se opera sobre un territorio
desprovisto de habitantes, tal es el caso de los islotes que surgen del fondo del
mar, de los aluviones que aparecen, poco a poco, en la superficie del agua, o las
erupciones volcánicas, y, en general, cualquier territorio desierto. La isla de Aves,
era una isla deshabitada cuando la descubrieron los españoles y tomaron posesión
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de ella, además, temporalmente cubierta por agua; en el asunto del Chamizal
,
México y EE.UU., se disputan la soberanía de un aluvión surgido en el Rio Grande
que delimita su frontera66; más claramente, Groenlandia Oriental estaba
totalmente desierto, circunstancia común a todos los territorios polares, cuando
Noruega se estableció, por primera vez en 1721, a través de la fundación, por l-lans
Egede en 1721, de colonias57.
20. Territorio abandonado o derelictum
.
La expresión latina d&r&ikIin. puede interpretarse como el deliberado
abandono del territorio, y constituye un modo de pérdida del título de soberanía;
es, simplemente, la contrapartida negativa de la ocupación efectiva58. Para que
podamos hablar de abandono será necesario un prerrequisito: que el Estado, en
cuestión, sea titular de La soberanía sobre ese territorio, independientemente de
cual haya sido el modo de adquisición. Además, deben concurrir, como dice
Lindley59 dos condiciones indispensables: así como la ocupación para ser efectiva
requiere <y a ello dedicaremos el próximo apartado), primero, el acto físico por el
que se toma posesión del territorio, o corpus, y segundo, la intención de retener
el dominio así adquirido, o animus, de igual forma la derelictio envuelve dos
elementos, el abandono físico de la posesión y la intención de dejar el dominio. Si
Laudo de 15 junio 1911. U.H. R.I.A.A., vol.XI, pp.3O9-.347.
P.I.C.J., serie A/U. n’53, 1933, pp.5O—5l.
58 BROWNLIE, 1., oo.cit., p.l45.
LINDLEY, MS., on.cit., pp.48—49.
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un Estado abandona su ejercicio de jurisdicción territorial sobre un territorio,
implícito el anirnui de abandono, cualquier otro Estado es libre para establecer allí
su propia jurisdicción. Mientras el acto físico, que puede ser efectuado tanto de
forma voluntaria como por coacción, es fácil probarlo, mayores dificultades surgen
para probar la pérdida del animus oossidendi; en ausencia de una evidencia directa
a este respecto, puede presumirse transcurrido un razonable lapso de tiempo sin
ejercer la necesaria jurisdicción. Tal ocurrió en la controversia franco-inglesa de j.~
isla de St. Lucía, ocupada por Inglaterra en 1639; tras la eliminación de todos los
colonos por los caribeños, no hubo ningún intento inglés posterior de re-
establecimiento, y en 1650 tomaron posesión los franceses, quienes expulsaron
a los nativos. Por el Tratado de Utrecht, St.Lucía fue asignada a Francia al entender
80
que Inglaterra había tenido tanto animus como 1~I2. de abandono
Puede ocurrir, en algunos casos, que las circunstancias sean tales que no
pueda presumirse una intención de abandono, e, incluso, que no haya una
completa renuncia de posesión, de tal forma que no pueda considerarse el territorio
abierto a una nueva ocupación. Esta parece ser la ratio decidendi, entre otros, en
el asunto de la Bahía de Delagoa61, en el que el Arbitro entendió que el abandono
de posesión de Portugal fue meramente temporal, y que en ningún momento hubo
evidencia suficiente para determinar su d.2.r2ikI¡~. Lo mismo ocurrió en el caso de
la Isla de Clioperton, entre Francia y México; expresamente el Rey de Italia afirmó
cfr. LINDLEY, Ma.: oo.cit, pp.48—49.
61 controversia de adquisición de soberanía entre Gran Bretaña y
Portugal sobre la Bahía de Delagoa, decidido por el Presidente de la República
francesa, Mc. Mahon, el 24 julio 1875. <LAPRADELLLE, Recucil des arbitrapes
internattonaux, vol.III, pp596—650.
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que “there is no reason to suppose that France has subsequently lost her right by
~ since she never had the flfl¡¡fl~j~ of abandoning the island”62.
En suma, para que un territorio que ha sido ocupado alguna vez llegue a ser
nullius, debe ser abandonado, esto es, el Estado ocupante debe haber renunciado
a la posesión del mismo, tanto de facto como de animus; o puede considerarse
abandonado, por no haber sido ocupado efectivamente.
30• Tierras habitadas por grupos de individuos que carecen de organización política.
La cuestión de saber si las tribus indígenas ejercen soberanía sobre sus
territorios, a los efectos de catalogarías o no como terra nullius, ha preocupado
seriamente a la doctrina logrando graves escisiones al respecto. De hecho, el
problema quedó en suspenso en la Conferencia de Berlín y no fue regulado por el
Acta de 1885; posteriormente, se volvió a plantear en el Instituto de Derecho
Internacional, en sus sesiones de Heildeberg <1887> y Lausana <1888>, pero fue
finalmente eliminada de su Resolución de 1888, pese a que el articulo 1 del
Poyecto de M. de Martitz, que le sirvió de base, lo regulaba expresamente en los
siguientes términos: se considera como t~rrt..n.uiii toda región que no se
encuentre efectivamente bajo la soberanía o el protectorado de ninguno de los
Estados que forman la comunidad de derecho de gentes, poco importa que esta
región esté habitada o deshabitada63.
62 A.JI.L., 1932, p.394.
~ Cfr. Annuaire...on.cit., p.flO7.
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Podemos identificar tres teorías respecto los derechos de las tribus
indígenas64:
1. Negación absoluta. Los indígenas no tienen ningún derecho de propiedad ni de
soberanía. Esta posisición es la mantenida en los siglos XV a XVIII, en que los
Papas, primero, y los Reyes después, eran los soberanos absolutos de todos los
territorios. No faltan defensores de la misma en la época contemporánea; autores
como Hegel, Victor Cousin, Darwin, Martens-Ferrao, Martitz, Oppenheim o
Jennings, que consideran una exageración hablar de una soberanía de los pueblos
salvajes o semi bárbaros.
2. Derechos relativos. Las tribus indígenas no pueden ejercer mas que una
soberanía limitada por los derechos de la civilización, de tal forma que sólo debe
reconocérseles soberanía donde tales pueblos tengan una vida establecida y el
territorio sea totalmente productivo. Puede decirse que, para los partidarios de esta
teoría, entre los que están Vattel, M. de Martens, MM. Pinheiro-Ferrea y
Blúnstchli65, los indígenas tienen derecho de propiedad pero no de soberanía.
3. Reconocimiento absoluto. El Derecho internacional , el derecho de gentes no
admite distinción entre bárbaros y pretendidos civilizados, deben ser puestos en pie
de igualdad; de la misma forma que los individuos son iguales, los Estados son
iguales, esta es la regla absoluta. Estas ideas, manifestadas por Vitoria en el siglo
64 Para un examen en detalle respecto de estas teorías, yj~., entra
otros, SALOMON, ch., on.cit., pp.2Ol—254; JEZE, O., oo.cit., pp.87—l&S;
GALTIER, O.ch., ot.cit., pp.59—113; LINDLEY, M.F., 2n.±siS~.~ pp.1O—47; MARTITZ,
M. de, “occupation.. oo.cit”, p.S374 y 55..
En la obra de O.Ch. GALTIER, encontramos un resumen concreto de la
tesis sustentada por cada uno de estos autores citados (cfroitcit., pp.62 a
65>.
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XVI, han sido retomadas por autores más modernos como Kant, Pradier-Fodéré,
Salomon, Galtier o Jézé66, y se traducen en una afirmación de derechos absolutos
e intangibles de propiedad y soberanía por parte de los indígenas. Cuatro siglos
más tarde, la escuela vitoriana recibe el respaldo del T.l.J., y más profusamente del
juez Ammoun, quien en su opinión individual en el dictamen del Sahara Occidental
,
hace el siguiente comentario:
“It is a condemmation of the modern concept, as defined by Pasquale
Fiore, which regards as ‘terra nullius’ territories inhabited by
populations whose civilization, in the sense of public law of Europe,
is backward, and whose political organization is not conceived
according to Western norms... It is well known that in the sixteenth
century Francisco de Vitoria protested against the application to the
American lndians, in order to deprive them of their lands, of the
concept of ‘res nullius’... It is the concept which should be adopted
today”67.
Hoy día, y esta parece ser la opinión mayoritaria, para que un área no
se considere terra nullius, es necesario que esté habitada por una sociedad política.
El test tradicional, propuesto por Lindley68, para calificar a un pueblo como
organización política, propone tres requisitos:
1. La mayoría de ellos debe tener el hábito de obediencia a un cierto superior
comun.
2. La sociedad debe poseer algún grado de permanencia.
3. Debe estar constituida por un considerable número de personas.
Cfr. igualmente, GALTIER, O.Ch., ori.cit., pp.E5 a 73.
67 Vid.Dictamen consultivo del Sahara Occidental, 16 octubre 1975.
I.C.J., Reporte, 1975, p.86, el juez Axnmoun desarrolla de esta forma la
afirmación del propio T.I.J. de que “territories inhabited by tribes or
peoples having a social and political organization ~.¿erenot regarded as terrae
nullius” (ibídem, p.39, paBO>.
LINDLEY, M.F, oo.cit., p.23.
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De ello se sigue69, que si una región está habitada sólo por individuos
aislados que no están unidos por acción política, de tal forma que no se ejerce
soberanía allí, tal área debe considerarse territorium nullius; aplicando criterios
similares, el T.l.J. en su dictamen consultivo del Sahara Occidental llegó a
considerar que los nómadas de Moslem que transitaban la zona litigosa constituían
una tribu con su propia organización política y social, y, en consecuencia, el
territorio les pertenecía por lo que no podía catalogarse como terra nullius’0
O> ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE LA OCUPACION
.
Para que se produzca la adquisición de soberanía, es necesario que se
establezca un cierta relación entre el sujeto y el objeto, que el primero actúe,
eficazmente, sobre el segundo; de ello se extrae la consecuencia de que la
ocupación comporta, en términos técnico-jurídicos, la existencia, además, de dos
elementos perfectamente identificables: el animus occuoandi, o, si se prefiere, la
intención y la voluntad de elercer la soberanía territorial, y, de otra parte, la
efectividad de la ocupación. Ambos elementos, que examinaremos a continuación,
han quedado suficientemente ratificados por la jurisprudencia internacional, tanto
Otra consecuencia es, que allí donde una tribu indígena se caJ.ifique
como sociedad política ya no hablaremos de ocupación, sino que el modo de
adquisición de la soberanía sobre esos territorio serán los tratados de
cesión con los correspondientes jetes de esas tribus.
70 I.C.J.Reports, 1975, pp.39 y 40.
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arbitral, por ejemplo, en el caso de la Isla de Clioperton: “By inmemorial usage
having the force of law, besides the ‘animus occupandi’, the actual, and not
nominal, taking of possession is a necesary condition of occupation “71, como
judicial, en el asunto del Estatuto Jurídico de Groenlandia Oriental: “the two
elements necesssary to establish a valid title to sovereignty, namely: the intention
and will to exercise such sovereignty and the manifestation of State activity ~
1. ‘Animus occuoandi’. elemento espiritual
.
En primer lugar, es necesario que el ocupante declare, claramente, su
voluntad de convertirse en soberano del territorio sobre el que ejerce posesión. Eso
es lo que se denomina, indistintamente, animus possidendi, animus domini o
animus sibi habendi, y que podemos definir, en términos generales, como la firme
intención de establecer en el territorio en cuestión la autoridad suprema, es decir,
lo que se entiende por establecer un ejercicio constante y regular de todos los
73
derechos que pertenecen a un soberano
La exigencia de una intención de actuar como soberano
es insistida en la doctrina que analiza el tema (a la que ya nos hemos venido
11 A.J.I.L., 1932, p.39O.
P.C.I.J., serie Ala. n~ 53, 1933, p.83. La misma afirmación se hacepor el Tribunal en las páginas 45 y 48, y en la opinión disidente del juez
Anzilotti, p.83.
~ Definición dada por GALTIER, O.Ch., on.cit., p.l24.
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refiriendo en repetidas ocasiones). Como bien expresa Brownlie7t este criterio
subjetivo envuelve la imputación de un estado mental, que supone una valoración
y ‘juicio’ legal a éstos ordenando varias actividades estatales, y esta operación se
desarrolla en tres niveles:
- La actividad debe ser ‘á titre de souverain’, en el sentido que la acción debe ser
del estado y no de personas naturales o jurídicas no autorizadas.
- El concepto tiene una connotación negativa: si la actividad es por consentimiento
de otro Estado, o éste es de otro modo reconocido como soberano legal, entonces,
ningún tipo de actividad estatal es capaz de madurar en soberanía.
- La naturaleza dominante de la actividad adoptada como un todo, debe ser
aplicable sólo sobre la base de que se asume la existencia de soberanía.
Una consecuencia parece clara, la intención y voluntad de actuar como
soberano debe ser suficientemente manifestada por aquella rama del gobierno
estatal que es competente, bajo la constitución propia del Estado, de aceptar la
responsabilidad de añadir territorio al Estado15.
Pero, sin duda, la mayor dificultad que plantea la cuestión del animus
~ es, como en el caso de la ~ la prueba del mismo. Ante la falta
de una declaración expresa en ese sentido, debemos presumir implícito el animus
BROWNLIE, fl, op.cit., pp. 140—141.
Cfr. LINDLEY, MS., op.cit., p.284.
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en la realización de una efectiva y constante toma de posesión76; la intención de
comportarse como soberano, debe ser, pues, manifestada claramente por actos
físicos, la toma de posesión se convierte en la prueba cierta de que un Estado
quiere adquirir. Esto se traduce en que la manifestación objetiva de autoridad y de
soberanía estatal tendrá valor probatorio, no sólo del factum, sino también del
animus; a esa manifestación nos vamos a referir a continuación.
2. Efectividad de la ocupación
.
La mera ocupación fáctica de un territorio no constituye, en si misma, un
título jurídico suficiente, completo y definitivo, sino que supone un ‘inchoate title’
que debe quedar perfeccionado mediante el ulterior ejercicio pacífico y continuo de
las funciones estatales sobre el territorio en cuestión. De esta forma, la efectividad
de la posesión permite que un titulo inicial cristalice en un titulo definitivo y
76 Dc forma simétrica a lo que sucede con los dos elementos de la
costumbre: la existencia del elemento subjetivo, la ‘opinio inris’, se halla
implícita en una práctica suficientemente amplia y convincente. Esta
afirmación, sostenida por la mayor parte de la doctrina (cfr., entre otros,
CONZALEZ CAMPOS, J.D., SANCHEZ RODRIGUEZ, L.I. y ANDRES 5AENZ DE 5ANTAMARIA,
H.P., curso de Derecho internacional público, 5’ ed., Madrid, 1992, pp.118 y
se; MORO MILLA, L., La ‘comía inris’ en el derecho internacional
contemporáneo, Madrid, 1990; HUESAVINAIXA, R., El nuevo alcance de la ‘otinio
inris’ en el derecho internacional contemporáneo, Valencia, 1991>, ha sido
suficientemente respaldada por la práctica del TIJ. Fue en el asunto de la
delimitación de la frontera marítima en la región del Golfo de Maine (Canadá
EE.UU.~, cuando, por primera vez y de forma explícita, el T¡J afirmó que
“the ‘opinio inris’ of states can be tested by induction based on the analysis
of a sufficiently extensive and convincing practice, and not by deduction from
preconconceived ideas” (I.C.J., Reporte, 1984, p.299>; idea que ha sido,
posteriormente ratificada en el asunto de la Plataforma Continental
(Jamahiriva Arabe Libia c. Maltal <t.C..J., Reports, 1985, p.29>, y en el
asunto de las actividades militares y paramilitares en Nicaragua y contra ésta
<Nicaragua c. EE.UUA fondo <I.c.j., Reporte, 1986, p.lO9).
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completo. Seria posible afirmar, que mientras la invocación de una reclamación
territorial es la parte formal de ésta, el efectivo ejercicio del derecho que se
pretende constituye el aspecto material de tal reclamación77. Es indiscutible que
el desarrollo del derecho de gentes ha tendido, como hemos visto, a exigir una
efectividad más rigurosa en materia de adquisición territorial por vía de ocupación,
sobre todo en los siglos XVIII y XIX, y ello en cuanto es la efectividad la que funda
la oponibilidad de las competencias territoriales frente a terceros Estados y, por
tanto, su validez.
Existen diversas maneras de concebir el requisito de la efectividad:
- como requisito sólo de la aprehensión, del elemento material de la ocupación. Esta
parece ser la pastura mantenida por R.Ago, para quien la efectividad es sólo
característica de un particular modo de adquisición, la ocupación, en cuanto deriva,
no del concepto de soberanía sino del concepto romano de n~u~at¡~. Es una
condición para la validez pero no para el mantenimiento del titulo’8. El único
soporte de esta tesis podría hallarse en el asunto de la Isla de Clioperton, donde el
árbitro establece que no había prueba del animus derelinauendi por parte de
Francia.
- como requisito de existencia de la soberanía territorial. La efectividad es el z1n~
auae non de la soberanía. Esta es la tesis del juez Huber, en el caso de j.~J~sk.fl
Cfr. BOUCHEZ, L.J., “The concept of effectiveness...”, oo.cit.
,
p. 156.
ASO, R., ~ p.25 y se.
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Palmas, para quien la efectividad no es sólo requisito esencial de la ocupación, sino
elemento necesario de todo modo de adquisición de la soberanía territorial, y
además del mantenimiento de la soberanía, cualquiera que sea el título de que
derive79. La doctrina posterior8” y la jurisprudencia <como veremos en los
próximos capítulos>, parecen apoyar claramente esta posición.
Sin embargo, el problema surge al concretar cuándo un Estado ocupa
efectivamente un territorio. La determinación del significado y alcance exacto del
requisito de la efectividad de la ocupación, es el punto en que hay una mayor
dificultad e incertidumbre, tanto más cuanto que dicha determinación constituye
el momento fundamental en la construcción jurídica de la ocupación81. El Instituto
de Derecho Internacional, en su Resolución de 1888, desarrolla en los siguientes
términos la exigencia de efectividad:
“Art. 1.- L’occupation d’un territoire á titre de souveraineté ne pourra
Qtre reconnue comme effective que si elle réunit les conditions
suivantes:
la. La prise de possession d’un territoire enfermé dans certains
limites, faite au nom du governement;
2t La notification officielle de la prise de possession.
La prise de possession s’accomplit par l’etablissement d’un
povoir local responsable, pourvu de moyens suffisants pour maintenir
l’ordre et pour assurer l’exercise régulier de son autorité dans les
Cfr. R.G.D.I.P., 1935, pp.164—165.
claramente muestran su apoyo a la postura de Huber, entre otros,
SCHWAZENBERGER, 9PzSi&., p.34; ROCHE, A.O., oo.cit., pp.24—25.
SI Así lo afirma R.AGO, en su monografía “Ti reauisito dell’effetttvitá
dell’occupazione in diritto internazionale”, Roma, 1934, p.lO; nos remitimos
a la misma para un estudio en profundidad de este requisito.
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limites du territoire occupé”82.
Si añadimos a estas consideraciones la definición, en términos generales, de
la efectividad que se concreta en los siguientes términos: “la efectividad es, en
esencia, la expresión de la relación entre los hechos y lo que se considera como
derecho en un cierto momento”83; todo ello supone, aplicada ésta a la teoría de
la ocupación, que ha de valorarse a la luz de las formas en que históricamente se
manifestaron las correspondientes actividades estatales, que no tienen por qué
coincidir con las actuales.
Y ésta ha de ser la labor fundamental del árbitro o del juez, determinar en
cada caso concreto de controversia de atribución territorial entre Estados84, en
atención a las circunstancias especiales, si las manifestaciones de soberanía que
cada parte alega como prueba de la efectividad de su posesión, son prueba
82 Annusire... on.cit, p.710 y ss. El requisito de la notificación que
recoge el Instituto, haciéndose eco del artículo 34 del Acta de Berlin de
1885, tuvo su utilidad en ese contexto pero, posteriormente, no ha tenido
acogida entre los juristas como elemento jurídico racional (vid, entre otros,
LINDLEY, MS., 2n.~it.t, p.302; DESPAGNET, on.cit., pp.1OS—lO6; TOU500Z, J.,
op.cit., p.148>. Por ello, y ateniéndonos a los resultados de una práctica
negativa en su utilización, podemos afirmar que no es condición necesaria de
la ocupación, de ahí la ausencia en nuestro estudio.
Definición dada por Ch. de VISSCHER, ‘Observations sur l’effectivité
en droit international public”, R.G.D.LP., 1958, p.60l; BOtJCHEZ, L.J., “The
concept of cf fectiveneas as applied to territorial sovereignty over sea—arcas,
aix epace and outer apace”, N.I.L.R., 1962, p.l5l; y TOUSCOZ, 3., Le príncipe
d’effectivité dana l’ordre international, París, 1964, p.2.
84 ~ ejercicio efectivo de soberanía y jurisdicción en determinados
territorios tiene importancia, no sólo en conflictos de adquisición
territorial, sino para la determinación de las fronteras entre Estados en los
casos en qxie éstas sean confusas, imprecisas o inexistentes, como ha ocurrido
y ocurre respecto a las fronteras de los estados americanos, en relación al
utí possidetis iuris, y como tendremos ocasión de comprobar extensamente en
el capítulo siguiente.
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suficiente de autoridad estatal para constituir título sobre el territorio. Así lo hizo,
en una de las primeras sentencias arbitrales en la materia, el Presidente de EE.UU.,
en el asunto de la Isla de Bulama85, que enfrenté a Gran Bretaña y Portugal,
basándose en la efectiva posesión portuguesa; con el mismo resultado y las
mismas partes, decidió el Presidente de la República francesa en el caso de la Bahía
de Delaooa. En su decisión de 6junio 1904, el Rey de Italia estableció la condición
de la ocupación efectiva como regla para determinar la frontera entre la Guyana
británica y Venezuela. La jurisprudencia moderna posterior, de la que los casos de
Isla de Palmas (1928>, Isla de Clionerton <1931), Groenlandia Oriental (1933>,
Minpuiers y Ecrehous (1953), Temnlo de Preah Vihear (1962), jt.~j1mii
fronteriza entre Honduras-El Salvador (1992>... son tan sólo un ejemplo, ha
consolidado esta práctica inicial, desarrollando la teoría de la efectividad de la
ocupación hasta sus últimas consecuencias. Pero tendremos oportunidad en varios
capítulos posteriores, de ver cómo se ha ido realizando esa labor de análisis de la
prueba a cargo del ‘juzgador’, en cada uno de los conflictos que hasta ahora se han
planteado.
Laudo de 21 abril 1870. <LAPRADELLE, Recucil des arbitrapes
internationaux, vol.II, p.&13).
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3. El principio de relatividad de la efectividad y las situaciones territorialmente
particulares
.
La efectividad, ya sabemos, significa actual ejercicio de derechos de
soberanía, esto es, mantenimiento de un cierto orden correspondiente al standard
internacional, lo cual, por supuesto, es diferente en territorios escasamente
poblados y escasamente frecuentados 86• Esta afirmación nos conduce al principio
de relatividad de la efectividad, principio complementario al de la efectividad, tal
y como la hemos visto. Esto quiere decir que el control efectivo es un concepto
relativo, varía según la naturaleza del territorio afectado. Esta relatividad puede
entenderse en dos sentidos:
1. Es más fácil establecer control efectivo en un territorio deshabitado que en otro
habitado por tribus salvajes;
2. El grado exacto de efectividad exigida puede variar según el carácter del
territorio en cuestión97. La diferencia vendrá determinada según sea o no
susceptible de habitación permanente, región climéticamente desfavorable,
inhóspita o remota, pues en estos casos se requiere muy poco en la prueba del
ejercicio de soberanía. Este es el sentido a que nos referimos.
El TPJI, en el asunto de Groenlandia Oriental, consagró este principio de
86 VON DER HEXOTE, F.A.F., “Discovery, symbolic annexation and virtual
effectiveness in International Law”, A.J.I.L., 1935, p.463.
87 AICEHVRST, t4., A Modern Introduction to International Law, Londres,
1982, p.143.
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relatividad de la efectividad, que ya expusiera Max Huber, tiempo antes, en la Isla
de Palmas
:
“It is imposible to read the records of the decisions in cases as to
territorial sovereignty without observing that in many cases the
tribunal has been satisfied with very little in the way of the actual
exercise of sovereign rights, provided that the other State could not
make out a superior claim. This is particularly true in the case of
claims to sovereignty over areas in thinly populated or unsettled“88
countries
Al hablar de regiones climáticamente desfavorables, inhóspitas, regiones
remotas, deshabitadas o escasamente pobladas, como territorios donde resulta de
aplicación el principio de relatividad de la efectividad, podemos identificar,
claramente estas regiones en zonas polares, desiertos, áreas montañosas o de
difícil acceso e islas; se trata de situaciones ‘territorialmente particulares’, en las
que, como consecuencia de la aplicación de este principio, un pequeño y decisivo
acto de soberanía será suficiente para crear un título válido por ocupación.
La jurisprudencia nos ofrece varios ejemplos, en los que los jueces o
árbitros, enfrentados a situaciones particulares, han hecho aplicación de este
principio de relatividad:
- En el asunto de J&hit~...A~~s, sometida a inmersiones temporales, el árbitro
SSafirma la imposibilidad de habitación permanente debido a esta circunstancia
88 ~ serie MB. nl 53, 1933, p.46.
89 LAPRADELLE, ov.cit., p.415.
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por lo que pocos actos de posesión de Venezuela le otorgan el titulo.
- El juez Max Huber, en la Isla de Palmas, sostuvo, claramente, que
“indépendamment de la considération que l’un ne peut pas s’attendre á ce que des
manifestations de souveraineté sur una ile exigúe et éloignée, peuplée seulement
d’indigénes, soient fréquentes, il n’est pas nécessaire que l’exercise de la
souveraineté remonte á une époque trés recuIée”~.
- Como hemos indicado, el T.P.J.l. reitera el principio ya formulado, en el asunto
de Groenlandia Oriental, donde pocos actos de autoridad, llevados a cabo por
Dinamarca, fueron suficientes para otorgarle el título de soberanía en base a que
se trataba de una zona ártica, poco poblada, de difícil acceso y con frecuentes
tormentas, es decir, una región de dificil establecimiento, como ocurre con todas
las zonas polares, caracterizadas por la inaccesabilidad, las bajas temperaturas y
la duración del día y la noche.
- En el caso del Rann de Kutch, el tribunal arbitral, tuvo en cuenta que se trataba
de un territorio que permanecía la mayor parte del tiempo sumergido bajo las aguas
acumuladas durante la época de lluvias, por lo que era imposible una ocupación
permanente, y “the requirement of possession cannot play the same important role
in determining sovereign rights therein as it would have done otherwise”91.
R.G.D.I.P., 1935, pp.197—198.
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- Finalmente, en el dictamen consultivo del Sahara Occidental, el TU se enfrentó
al problema de determinar la existencia o ejercicio de funciones estatales en un
territorio desértico y con escasa densidad de población, cuyos habitantes eran
mayormente nómadas, lo cual supuso la relativización de las modalidades
‘normales’ de manifestación de soberanía92.
En conclusión, en los casos de territorios de características especiales,
escasamente poblados y poco susceptibles de habitación permanente, los
tribunales correspondientes relativizan la intensidad de las pruebas de ocupación
aportadas por las partes, y valoran éstas en función de las características
especiales de tales territorios, individualizando cada caso concreto.
SECCION 2: LA TEORíA DE LOS ACTOS Y SU INCIDENCIA EN LA OCUPACION
EFECTIVA.
Como hemos indicado, los títulos de atribución territorial, en el presente,
están basados sustancialmente en un acto de aprehensión efectiva; tanto la
práctica como la doctrina internacional, reconocen que el continuo y pacifico
i.c.j., Renorts, 1975, pp.42, 59 y 60.
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ejercicio de soberanía territorial es un buen título93. De esta forma, la existencia
de la soberanía territorial aparece ligada a las manifestaciones de su ejercicio,
erigiéndose éste como elemento constitutivo por el cual la soberanía se adquiere
y se mantiene. Por eso, en Derecho internacional lo que realmente interesa, a
efectos de atribución de soberanía, son los actos a través de los cuales se ejerce
ésta en un territorio, y, por consiguiente, quién los ejecuta; planteamiento que nos
conecta directamente con la dialéctica de ‘actos’ y ‘hechos’ jurídicos94.
Si una manifestación de voluntad expresa puede dar lugar al nacimiento de
un acto jurídico, también se admite que el comportamiento de los Estados, partes
en un litigio, llegue a producir efectos de derecho en ciertos casos, aunque sin
identificarse con aquél, de ahí que el juez o árbitro no pueda dejar de tomarlos en
consideración95.
Por mencionar algún ejemplo, podemos aludir al asunto de la Isla de
Palmas, en el que se reitera que “l’exercise continue et pacifique de la
souveraineté territoriale (pacifique para rapport aux autres etata> vaut
titre” (vid. R.G.D.I.P., 1935, p.164>; a nivel doctrinal podemos citar, entre
otros, a Brownlie, para quien ‘los actos concretos de apropiación, o una
manifestación de actividad estatal consonante con la soberanía son los
constituyentes vitales de]. título (vid. oo.cit., pJ142>.
~ Disquisición tradicional entre los juristas es la centrada en la
diferencia entre ‘actos’ y ‘hechos’ jurídicos, pues mientras ambos son
productores de efectos jurídicos, únicamente los primeros llegan a la
categoría de norma. Para un estudio en profundidad sobre la teoría del acto,
recomendamos, las monografías de JAcQUE, Ja’., Eléments naur une théorie de
l’acte juridiaue en droit international nublic, París, 1972 (especialmente
pp.187 a 226>, y 5UX, E., Les actes juridicues unilatéraux en Droit
international nublic, Paris, 1962; así como la abundante bibliografía que en
ellos se cita.
~ Además del comportamiento activo, que es al que aquí nos referimos
al hablar de actos materiales, también se derivan efectos jurídicos del
comportamiento pasivo da los Estados; la ausencia da protesta de un Estado
ante una pretensión notoria que emana de otro Estado y que, presumiblemente,
puede lesionar los derechos del primero, equivale a una aquiescencia cuyo
alcance vendrá determinado por el juez, en atención a las circunstancias.
Más concretamente, en los Supuestos en que un Estado estime que otro
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En el orden jurídico internacional, esta última categoría de actos stricto
~ -que es a la que nosotros nos referimos- está constituida, como dice
Venturini, por actividades materiales, pero cualificadas por la voluntad o, todo lo
menos, por la consciencia de su realización96. Consistentes, pues, en actos físicos
concretos, y no en manifestaciones de voluntad, deben caracterizar de una manera
inequívoca la actividad del Estado. Transpolada esta teorra al ámbito territorial, el
comportamiento de los Estados es llamado a jugar un papel considerable97,
comprendiendo todos aquellos actos materiales que tengan por finalidad atender
la soberanía estatal, ya sean manifestación del poder legislativo, ejecutivo o
judicial; en cualquier caso, serán comportamientos centrados en el ejercicio
efectivo del derecho mismo, y que podrán, no sólo confirmar y precisar un título
existente, que pueda ser dudoso, sino también modificar e, incluso, crear el propio
derecho en la medida en que no lesione los derechos de otro Estado; no en vano
ha afirmado JACQUE, tras señalar que los casos en que un Estado puede adquirir
lesiona con sus actos, de alguna forma, sus derechos, este comportamiento
activo no bastará por si solo para crear derechos en favor del Estado que los
realiza, será necesario, como indica cahier, el reconocimiento del otro Estado
afectado que vendrá dado por su silencio, esto es, por su comportamiento
pasivo frente a dicho comportamiento activo <vid. ot.cit., p.250>.
Vid. VENTTJRINI, O., “La portée et les cffets juridiques des attitudes
et des actes unilatéraux des Itate”, R. des C., n’112, 1964.11, p.436.
Aunque, a primera vista, resulte difícil admitir que los Estados
pueden adquirir derechos frente a otros Estados, a través de su
comportamiento, en cuanto ello suponga una contradicción del principio de
igualdad e independencia de los mismos, en el ámbito territorial, según afirma
cahier, no hay duda de la importancia fundamental que tal comportamiento
reviste. Este autor, al referirse a la adquisición de soberanía sobre un
territorio, llega, incluso, a relegar la importancia de la voluntad estatal,
frente a un mayor protagonismo de la realización de actos efectivos de
soberanía, esto es, del comportamiento <cfr. cAHIER,Ph., “Le comportement des
Etats comms source de droits et d’obligations”, en Recudí d’études de droit
international en hommaae & Paul Guaceheim, Ginebra, 1968, pp.244—245). En este
sentido, ya nos hemos referido en la sección anterior a cómo entendemos
implícito el elemento psicológico de la ocupación en los actos materiales.
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derechos a través de su comportamiento son extremadamente raros, que “c’est le
cas, par exemple, de l’acquisition de la souveraineté territoriale: lorsqu’un Etat
accomplit des actes d’administration sur un territoire sans maUre qu’il occupe, il
exerce effectivement la souveraineté territoriale”98.
Dado que la capacidad para adquirir válidamente soberanía territorial
constituye una característica exclusiva de los Estados, únicamente los actos
emanados válidamente de éstos tendrán la categoría de ‘acto’ a efectos de cursar
título territorial, en cuanto sólo éllos pueden actuar ‘¿ titre de souverain’. Pero, en
determinados casos, simples individuos, sociedades o cualquier otro tipo de entidad
privada, pueden llevar a cabo actividades materiales de las que se deriven ciertos
efectos jurídicos99, como veremos con detenimiento, siempre y cuando resulten
en última instancia imputables a un Estado, aquél por cuya cuenta actúan; en
cualquier caso estaremos finalmente hablando, al otorgar eficacia jurídica, del acto
de un Estado.
98 Vid. JACQUR, J.P., ~ p.214. En el mismo sentido, cfr. cAHIER,
Ph., “Le comportement des Etatm ..i’, on.cit., p.261.
Analizando la problemática de la prueba de un título territorial,
O.Fitzmaurice, distingue tres tipos de actos, a los que relaciona distinto
valor probatorio. Así habla de actos de Estado a ‘titre de souverain’, actos
de estado no realizados a ‘titre de souverain’ y actos no de estado (vid. “The
law and the procedure of the tnternational Court of .3ustice, 1951—4: points
of substantive law. ?art 1V, B.Y.B.I.L., 1955—56, pp.52—58).
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A) LOS ACTOS DE ESTADO. PROPIAMENTE DICHOS. COMO ELEMENTO
CONSTITUTIVO DE LA POSESION EFECTIVA. SUS MANIFESTACIONES
.
Admitida la capacidad de actuación del Estado, sujeto de derecho
internacional plenamente j~jjfl¡i , éste se ve impelido a acogerse a la técnica de
la representación internacional. Las actividades materiales que suponen una
manifestación del ejercicio efectivo de soberanía estatal, a diferencia de los actos
jurídicos, na son llevados a cabo únicamente por los órganos tradicionalmente
considerados como competentes para intervenir en las relaciones internacionales,
o por personas debidamente autorizadas por éstos1~. Es perfectamente factible,
en algunos casos, que los actos tomados en consideración hayan sido ejecutados
por cualquier otro órgano del Estado que despliega habitualmente una actividad
distinta a la mencionada101, sin que ello suponga un conflicto de competencias
‘vis-á-vis’, entre los distintos órganos; de esta forma, los comportamientos de los
En el ámbito de los actos jurídicos unilaterales, se establece el
paralelismo con el articulo 7 del Convenio de Viena sobre derecho de los
tratados, considerando como autoridades competentes los Jefes de Estado, Jefes
de Gobierno y Ministro de AA.EE., por cuanto en virtud de sus funciones, se
considera que representan al Estado (cfr. GONZA¿LEZ CAMPOS, J.D., SANCHEZ
RODRíGUEZ, L.I. y SAENZ DE SANTA MARIA, M.P., on.cit., pp.72—73>. Esta misma
presunción aparece recogida en el Informe de la c.D.I. a la Asamblea General
sobre el derecho de los tratados de 1966 (vid. doc. A/6309/Rev.1).
La jurisprudencia internacional nos muestra cómo, en términos
generales <sin referirnos expresamente al ámbito territorial), los derechos
y obligaciones pueden tener su origen en actos consumados por órganos
internos, que no son los árganos de las relaciones exteriores, y en ausencia
de plenos poderes. Así, en el asunto de Fesanerias, el T.I.J. tomó en
consideración el método adoptado por Noruega para delimitar las aguas
teritoriales, basado en toda una serie de decretos adoptados por órganos
internos <cfr. I.CJ.Renorts, 1951, pp.116 y ss.); mientras en la sentencia
arbitral relativa a la interpretación del acuerdo franco—americano, el
tribunal ha retenido como concluyentes los actos emanados del Secretario
general francés de la aviación civil (cfr.R.G.D.I.P., 1965, Pp.’89 y es),
respecto del cual es más que dudoso mantener su carácter de árgano del Estado.
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funcionarios nacionales, que no hayan recibido poderes al efecto de vincular al
Estado internacionalmente, son igualmente imputables a éste como actos suyos
susceptibles de derivar consecuenciasjurídicas; podríamos explicar esta conclusión
en palabras de Chailley, que considera ‘qu’il existait une délégation tacite de
l’Exécutif á ses agents pour agir dans les domaines qui relévent de sa
competence’102. En cualquier caso, el fundamento de esta afirmación radica,
según la doctrina, en la necesidad de afianzar la seguridad de las relaciones
internacionales’03, pues los Estados deben tener confianza en sus
comportamientos recíprocos; en estas condiciones, un acto que emane, ya sea de
un órgano cualificado para representar al Estado o de otro funcionario nacional,
puede ser imputado a un sujeto de derecho internacional por lo cual hablaremos,
entonces, de un acto jurídico’04. En este sentido la propia jurisprudencia
internacional nos muestra, como tendremos ocasión de comprobar con
detenimiento en próximos capítulos, que los actos estatales pueden emanar de
autoridades ‘subalternas’ y ser suficientes para establecer la soberanía del Estado.
Se trata de determinar ahora cuáles, de entre esos ‘actos estatales’ a los que
venimos refiriéndonos, son susceptibles de responder a una relación entre el
‘hecho’ y el ‘derecho’ en los contenciosos de adquisición y delimitación territorial.
102 Vid. cHAILLEY, 1<., La natura luridiaue des traités internationaux
,
Paris, 1932, pp.212—213.
Cfr. JACQUX, Ja’., on.cit., pp.225—226; en al mismo sentido se
manifiesta cAHIER, P., on.cit, p.264.
cfr. JACQUE, J.P., op.cit., p226.
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Por tanto, nuestra tarea ahora es la de enumerar105, o cuanto menos intuir,
aquéllos de entre los comportamientos de un Estado que de alguna forma pueden,
en mayor o menor grado, derivar consecuencias jurídicas incardinadas en un
proceso de atribución territorial10; y entendemos englobados en ellos de una
manera general, como hace Roche107, tanto los realizados en el ejercicio de
soberanía como los que no se efectúan a ‘titre de souverain’, si bien estos últimos,
en términos generales, para que pueden tener alguna ‘significación’ deben ser de
una naturaleza particularmente convincente en la situación dada e, incluso, ir
acompañados por auténticos actos de soberanía.
u Ejercicio de jurisdicción penal
Procedimientos criminales llevados a cabo por los tribunales de un país, que
conllevan la punición de delitos penales; e, incluso, actos previos como los de
arresto de presuntos culpables para su juicio e interrogatorio, efectuados en
lOS Hemos de indicar de antemano, que al abordar esta fase de nuestra
investigación hemos adoptado como punto de referencia, el importante trabajo
que en este sentido supone el ‘Anexo IX’, de la Reoltaue du Gouvernement de
la Reoubliaue du Honduras, 12 enero 1990, en el asunto de la controversia
fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras,
centrado en la prueba de la presencia humana y de las autoridades hondureñas
en las zonas en litigio de la frontera terrestre con El Salvador; dicho anexo
efectúa una acertada esquematización de distintos grupos de actividades
estatales, realizadas sobre un territorio, en cuanto puedan ser susceptibles
de crear o corrobar un derecho de soberanía sobre el mismo (pp.481—903).
106 Al aludir a ‘consecuencias jurídicas’ no debemos olvidar que éstas
no sólo vienen referidas al derecha de adquisición de soberanía territorial,
sino también, y así lo ha afirmado el juez Huber en el asunto de la Isla de
Palmas, y como corolario, a un deber, la obligación de proteger los derechos
de otros Estados <vid. R.G.D.I.P., 1935, pp.164—165>
¡07 Vid, ROCES, A.G., The Minauiers and Ecrehous Case, Ginebra, 1959,
p.ll9—120.
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territorio dado, son manifestación de ejercicio de autoridad estatal108.
• Ejercicio de jurisdicción civil.
En un sentido similar a la jurisdicción criminal, también pueden tener lugar,
en un territorio litigioso, procedimientos para juzgar sobre la presunta realización
de actos ilegales en violación de normativa civil: propiedad, sucesiones...’09. Al
mencionar la jurisdicción, ya sea penal o civil, debemos aludir igualmente, por
tratarse de un comportamienta estatal, al nombramiento de los jueces y tribunales
encargados de su impartición, más concretamente, la creación de los juzgados de
paz por parte de los tribunales superiores110, que tengan atribuida competencia
territorial sobre un determinado espacio físico controvertido..
U Actos de administración: central y local.
Al referirnos a la Administración Central, hablamos del poder ejecutivo en
‘~ Varios procedimientos criminales tuvieron lugar, por ejemplo, en
Jersey, respecto de delitos cometidos en la isla de Ecrehous, instttuidos ante
‘Royal court’ de Jersey, en 1692, 1811, 1817, 1881... por entenderse
realizadas tales acciones en su jurisdicción (cfr. asunto de Minquiers y
Ecrehous, I.C.J.Reoorts, 1953, pp.64 y 65>; igualmente se recogen como
manifestación de jurisdicción penal la actuación de tribunales en Dhan Danní,
en el asunto del Rann de Kutch <cfr. I.L.M., 1968, p.676), o diversos procesos
verbales ante el juez de paz de Meanguera del Golfo, admitidos por el T.I.J.
en el asunto de la controversia fronteriza entre El salvador y Honduras <cfr.
I.C.J.Renorts, 1992, p.572, pa.359).
109 El T.I.J. aceptó como ejercicio de soberanta, la jurisdicción
ejercida por el ‘Tribunal Feudal del Feudo de Noirmont’ en Jersey en 1615,
1616 y 1617, para determinar la propiedad de objetos naufragados en Minquiers
(cfr. I.C.J.Renorts, 1953, pp.67—68>.
Varios nombramientos de jueces de paz para la municipalidad de
Meanguera fueron efectuados por el Tribunal supremo de El Salvador, los
cuales, al igual que algunos de primera instancia, tuvieron a su cargo la
decisión de varios procedimientos civiles <cfr. I.C.J.Reoorts, 1992, pp.572—
573, pa.359>.
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términos generales, podemos aludir a un amplio elenco de actividades de diversa
naturaleza, algunas de las cuales aunque incluibles en este apartado, hemos
preferido darlas un tratamiento separado. El pago de salarios y remuneraciones a
los empleados y funcionarios públicos111; los controles aduaneros ejercidos a
través de puestos de aduana, construidos por un Estado y dependientes de la
autoridad de un país determinado’12; la constitución de servicios postales,
dependiente de la Dirección General Postal de un Estado, y el desarrollo continuado
de los mismos a lo largo de un territorio; o la instauración de los servicios de
Sanidad Pública, a través no sólo de proyectos sanitarios, sino de una eficaz red
de asistencia médica113 que incluye la adopción de todas las medidas sanitarias
necesarias en los casos de epidemias114, son tan sólo un ejemplo de los variados
actos a desarrollar por autoridades estatales encargadas de la Administración.
Actos ordinarios ejecutados por funcionarios de la administración local o
municipal en el ejercicio de sus funciones, como los referentes a la realización de
informes hidrográficos, construcción de edificaciones para fines públicos,
cfr. el argumento alegado por Honduras, aunque no fue admitido por
el Tribunal como prueba suficiente para establecer la delimitación, Révlioue
du povernement de la Renubliaue de Honduras, 12 enero 1990, Anexo IX, y.489;
o el pago de subsidios al propietario de un bote al servicio de comité de
Puertos y Muelles de Jersey, por su actuación en una operación de salvamento
de un naufragio en Minquiers, en 1779 (cfr. I.C.J.Reports, 1953, pp.68—69).
112 como lo son, tanto el instalado en Minquiers por las autoridades
aduaneras de Jersey <I.C.J.Reoorts, 1953, p.66>, como el puesto aduanero del
sector de Dhara Banní dependiente de autoridades británicas y pakistaníes
(I.L.14., 1968, p.676>.
cfr. en este sentido, los actos ejecutados en la isla Meanguera
alegados por El Salvador <I.c.J.Renorts, 1992, pp.572—5?3, pa.359).
¡14 Es el caso del Acta de 1754, que supuso la adopción de un eficaz
mecanismo sanitario anta una epidemia de peste en Ecrehous (cfr.
I.c.J.Reports, 1953, p.64>.
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levantamiento de fortificaciones para proteger la zona, conclusión de contratos de
diversa índole y su registro, elaboración del censo de población de un municipio y
de informes sobre cadáveres116, e, incluso, el nombramiento de alcades
suplentes11t constituyen un efectivo ejercicio de autoridad, si bien sobre un
área restringida, la de su localidad o municipio.
U Actividad legislativa.
Las emanaciones del poder legislativo, a través de la promulgación de leyes,
decretos, convenios o cualquier otra medida legislativa afectando a cualquier parte
de un territorio111, incluso a su delimitación marítima118, son sin duda una de
las más claras pruebas de ejercicio de poder soberana, aunque en opinión de
algunos autores119 este tipo de actos no son suficientes para establecer un
115 Cfr. los múltiples actos de esta clase alegados, tanto por Francia
como por Reino Unido en el asunto de Minquiers y Ecrehous <on.cit., pp.64 a
70); también puede citarse el ejercicio de administración local por
autoridades provinciales camboyanas en el Templo de Preah Vihear <cfr.
I.C.J.Renorts, 1962, p.3O).
¡16 Son numerosos los ejemplos de nombramientos de alcaldes auxiliares
citados por Honduras en cuanto testimonio de su presencia en la zona, en su
controversia fronteriza con El Salvador <cfr. R%liaue... oo.cit., pp.64l y
Es.).
Como el Acta sanitaria de 1754, o la ‘British Treasury Warrant’ de
1875, por la que Jersey se constituyó en Puerto de las Islas del canal <cfr.
I.c.J.Renorts, 1953, p.64 y 66); igualmente, toda la legislación reguladora
del monopolio comercial en Groenlandia Oriental <cfr. P.C.I.J., serie A/E. n~
~j, 1933, p.48>.
118 Para el T.I.J., es una clara manifestación del ejercicio de autoridad
estatal, la delimitación efectuada por Honduras con Nicaragua respecto de su
frontera marítima, en el tratado de 1900 <cfr. I.C.J.Rei2orts, 1992, p.589,
pa.354), siguiendo el precedente marcado por el T.P.J.I., en el asunto de
Groenlandia Oriental, respecto de la delimitación de las aguas territoriales
realizada por Dinamarca en una ley de 1905 (cfr. P.c.I.j.. serie A/E. n253
,
1933, p~53>•
Es el caso de A.G. Roche, en su obra The Minauiers. .on.cit., p.125.
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control efectivo sobre el territorio para el que se dictan.
• Fuerzas armadas y de policía.
La presencia de fuerzas de policia al servicio de un Estado, encargadas del
mantenimiento de la seguridad y el orden público en un área determinada120; así
como la existencia de destacamentos militares a los fines de protección y defensa
armada de un territorio frente a posibles ataques de otros Estados121, lo cual
conlíeva, a su vez, la construcción de fortificaciones y cuarteles para su
asentamiento y despliegue122; constituyen un válido mecanismo de control y una
evidente manifestación de autoridad sobre un territorio, por parte del Estado que
los establece y que será, igualmente, responsable de los nombramientos e
instrucciones militares efectuadas por las autoridades militares competentes en el
123
mismo
120 como es el caso de las patrullas costeraB holandesas en la Isla de
Palmas (cfr. R.G.D.I.P., 1935, p.196); las fuerzas policiales implantadas por
las autoridades de Sind en el área del Rann de Kutch <cfr.I.L.M. 1968, p.675);
o las ocasionales patrullas de policía de Dubai en la zona fronteriza en
litigio <cfr. Asunto de la delimitación fronteriza entre los Emiratos de Dubai
y Sharjah, oríainal mecanografiado, p.151).
121 En 1732 contra loe holandeses, y en 1781 contra los austriacos, los
portugueses desplegaron su fuerza armada para defender la Isla de Bulama (cfr.
LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.II, p.637); en esta misma línea, el
gobierno venezolano estableció por primera vez un destacamento armado en la
Isla de Aves, confirmando su dominio en la isla (cfr. LA PASflELLE st POLITIS,
on.cit., p.4l5).
~ Tal es el caso de las fortificaciones establecidas por EE.UU. en
‘Rouse Point’ en el convencimiento de que tal terreno era parte de su
territorio (cfr. Asunto de la frontera del Noreste, LAPRADELLE st POLITIS,
R.5.A., vol.I, p.377); y de los cuarteles militares de Awa, implantados por
Holanda (cfr. Delimitación de la Guyana, MARTENS, N.R.G. 2¡s., vol.XVIII,
p.1O1>.
123 Cfr. Los nombramientos de oficiales militares efectuados por El
Salvador en el periodo de 1918-1990, para la municipalidad de Meanguera del
Golfo (I.C.J.Revorts, 1992, p.572, pa.3S9>.
El ejercicio continuo y pacifico ... 167
u Sistema electoral.
Comportamiento estatal indudablemente probatorio de la presencia de un
Estado en una región y despliegue de su autoridad, lo conforma la organización de
un proceso electoral para la misma; tanto el acto de celebración de elecciones,
como el previo de elaboración de censos, bien sean nacionales o regionales,
pueden enmarcarse en este contexto124, en cuanto actos de administración. No
es extraño, pues, encontrar afirmaciones en este sentido, como la realizada por
Honduras
en su Ak~a~ de la controversia de limites que le enfrentaba a Guatemala, al
sostener que “la celebración de elecciones es un acto de soberanía de muy alto
orden“125
• Fiscalidad.
Al referirnos a los actos concernientes al ejercicio de la fiscalidad, lo
hacemos a la percepción de tasas e impuestos, por diversos conceptos, cuya
naturaleza y origen pueden ser diversos: locales, aduaneros, de actividad liberal,
En 1939, 1952 y 1984 tuvieron lugar sendas elecciones organizadas por
El Salvador en la municipalidad de Meanguera; asimismo, entre 1930 y 1971 la
Oficina de Estadisiticas Generales y censos de El Salvador, llevó a cabo
varios censos poblaciones de la isla de Meanguera <cfr. I.C.J.Renorts, 1992,
p.572, pa.359); en el contexto colonial también han de retenerse las
elecciones celebradas por la Potencia colonizadora, y en las que participan
las dependencias administrativas, como es el caso de las elecciones a Diputado
de las cortes Españolas, 5 noviembre 1820, por la provincia de comayagua(cfr.
Laudo arbitral del Rey de España, Honduras—Nicaragua, CROS ESPIELL, E., España
y la solución pacífica de los conflictos limítrofes en Hispano—América
,
Madrid, 1984, pp.140—141).
¡25 Concretamente, Honduras refería el hecho de que el 28 de mayo de
1821, las Cortes españolas dispusieron que la Intendencia de Honduras tuviera
una legislatura provincial, con el territorio que para entonces constituía la
Intendencia (vid. Alegato de la República de Honduras, Washington, 1932, pp.29
y 30>.
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tasas para la utilización de pastos para la alimentación del ganado126..., pero que,
en todo caso, afectan a los habitantes de un territorio concreto, y son recaudadas
por las autoridades fiscales en favor de un Estado. Esta actividad recaudatoria lleva
aparejada la de fijación de los tipos o baremos impositivos, que van a ser de
aplicación a los habitantes de un territorio determinado127, en función de factores
diversos, todo ella en cuanto el Estado en ejercicio de su soberanía es
fundamentalmente impositor, por necesidades de su propia existencia.
• Actos registrales.
Hablar de actividad registral implica aludir a una multiplicidad de actos de
muy diverso carácter y cuya procedencia, en cuanto a la persona que efectúa el
registro, es variada, pero que son manifestación de la autoridad de un Estado
respecto de las mismas. Así, podemos citar, entre otros, los actos de registro del
estado civil, registros de la propiedad -para bienes inmobiliarios-, registros
portuarios para barcos y licencias de pesca128, y los registros de nacimientos y
Antes de 1945, las autoridades del Kutch llevaron a efecto el cobro
de las cuotas de pasto como un ejercicio de funciones de Gobierno, que también
realizaron actividades aduaneras (cfr. I.L.M., 1968, pp.676—678); igualmente
se recogen ejemplos de imposición de tasas en el asunto de la isla de Palmas,
por las autoridades holandesas <cfr. oo.cit., p.195) y en el de Minquiers y
Ecrehous, por las autoridades de Jersey (cfr. oo.cit., p.65>.
127 ctr. Un decreto de 19 noviembre 1919, publicado .1 10 diciembre 1919
en el Boletín Oficial de El Salvador, fija el baremo de los impuestos
aplicables al municipio de Meanguera del Golfo <I.C.J.Renorts, 1992, p.572,
pa.359).
¡28 Cfr. El registro que se llevaba a cabo en el puerto de Jersey en 1872
(Asunto de Minquiera y Ecrehous, oo.cit., p.65).
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fallecimientos”9.
• Educación.
En el sector de la educación pública se pueden desarrollar actividades tales
como, la creación de escuelas, el nombramiento de directores para ellas o del
profesorado encargado de impartir la enseñanza; u otros, de carácter más
administrativo y burocrático, como son las subvenciones percibidas por las
escuelas o los registros académicos”0.
u Relaciones diplomáticas.
A través del desarrollo de las relaciones internacionales con otros paises, por
parte de las personas facultadas para ello -a las que ya nos hemos referido-, es
posible obtener el reconocimiento de la soberanía territorial de un Estado sobre un
territorio determinado por Estados terceros, bien a través de declaraciones, bien de
convenios131. Igualmente resulta relevante la correspondencia diplomática entre
Cfr. Los registroB del Departamento de La Unión sobre un número de
nacimientos y fallecimientos ocurridos en Meanguera en 1890, 1891, 1917, 1943
y 1960 <I.C.J.Reoorts, 1992, p.573, pa.359>.
130 cfr. Asunto de El Salvador y Honduras, on.cit., p.239, pa.574; y
Repliaue du Governement de la Republiaue de Honduras, 12 enero 1990, Anexo IX,
pp.655 y se.
131 Es el caso del reconocimiento de la soberanía danesa en Groenlandia
Oriental, tanto por declaraciones expresas de terceros Estados, como EE.UU.,
Francia, Italia, Japón o Reino Unido, como por parte de Noruega a través,
entre otros actos, del convenio de 1 septiembre 1819 (cfr. on.cit., pp.59 a
63 y p.68); también la declaración británica de reconocimiento del Rann como
territorio del Kutch (cf r. ~ 1968, p.682>.
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Estados, por la que uno de ellos reconoce un territorio bajo la jurisdicción del
otro132, y el valor implícito que pueden tener las visitas oficiales periódicas de
133autoridades nacionales a una zona litigiosa
u Celebración de tratados con la población autóctona.
Además de los tratados internacionales que puede celebrar un Estado con
otros Estados como mecanismo de reconocimiento, expreso o implícito, de su
soberanía sobre un territorio concreto por parte de éstos, tal y como hemos
advertido en el parágrafo anterior, existen toda otra serie de ‘tratados’, e incluso
de ‘contratos’ que un Estado concluye no ya con otros sujetos de Derecho
internacional, sino con ‘reyezuelos’ o príncipes de tribus que habitan los territorios
que tal Estado pretende conseguir. La finalidad de esos actos dispositivos no es
obviamente el reconocimiento sino la propia adquisición de una región concreta,
gobernada por tales jefes134; actos que, al celebrarse con sujetos no reconocidos
como miembros de la Comunidad internacional no pueden equiparse auténticos
tratados o acuerdos internacionales, capaces de crear derechos y obligaciones en
132 A través de una serie de canjes diplomáticos, Portugal obtuvo el
reconocimiento de su soberanía sobre la Bahía de Delagoa, por parte de Austria
(cfr. LAPRALELLE st POLITIS, R.S.A., vol.III, p.63?); diversos documentos
diplomáticos evidencian el reconocimiento mutuo de Honduras y Nicaragua sobre
sus limites (cfr. GROS ESPIELL, H., Esnafla... oo.cit., p.l39).
133 Por ejemplo, desde 1888 autoridades de Jersey efectuaron visitas
oficiales periódicas a Minquiers, lo que demuestra que ejercían su ordinaria
administración (cfr. I.C.J.Reoorts, 1953, p.ES).
134 El titulo adquisitivo sustentado por Cran Bretaña en sus disputas
territoriales con Portugal, tanto respecto de la Isla de Bulama como de la
Bahía de Delagoa, se fundamentaban en sendos tratados de cesión (que fueron
insuficientes) firmados con los correspondientes jefes de las tribus que
habitaban esas áreas (vid. LA PRADELLE st POLITIS, R.S.A., vol.II,p.613 y
vol.III, p. 638>.
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derecho internacional. Esta realidad no les excluye de la posibilidad de generar
Ciertos efectos indirectos, fundamentalmente como prueba subsidiaria de la
intención de actuar como soberanos, siendo particularmente interesantes en este
sentido los tratados de cesión del territorio en cuestión, que sin constituir
verdadero título adquisitivo según el derecho internacional, seria un título
imperfecto, paso previo para una auténtica y efectiva posesión del mismo135.
u Disposición de bienes inmuebles.
Actos administrativos de disposición de tierras, como son los actos del
catastro, se refieren tanto a los contratos de venta, como al propio acto de la
venta138, contratos de arrendamiento, y, en general, todos los registros sobre
bienes inmuebles. Asimismo, es un claro ejemplo de actividad estatal la
promulgación de legislación reguladora de la materia de arrendamientos de
137
inmuebles, sean rústicos o urbanos
En efecto, sobre todo en las controversias de limites entre Estados, no es
135 El interesante tema del valor de los tratados y acuerdos celebrados
con jefes indígenas ha sido objeto de una ardua polémica doctrinal <cfr.
LINDLEY, 14.1., ov.ctt., pp.169—177>; particularmente nos inclinamos por el
mantenimiento del titulo imperfecto que tales actos constituyen, necesitando,
como en el caso del descubrimiento, de la perfección a través de la efectiva
posesión.
136 En 1853 fue anunciada la venta pública de la comuna de Baerle—Duc,
situada en el territorio litigioso, por parte del Estado de Holanda (cfr.
I.c.J.Reoorts, 1959, p.229); en 1854, Honduras decidió la venta de una parte
de la costa y de las islas del Golfo, a potencias extranjeras, como acto de
disposición administrativa <cir. I.C.J.Reoorts, 1992, p.568, pa.352>.
137 Así, las parcelas sobre las que se discutía la soberanía entre
Bélgica y Paises Bajos, fueron inscritas en el catastro belga desde 1847 a
1852; y también antes de 1906 fueron registradas en la Of icina de Basele—
Nassau varias transferencias de tierras situadas en tal zona litigiosa,
respecto de la cual, Holanda había dictado una ley reguladora de las rentas
para las casas en ella construidas <cfr. I.C.J.Reiorts, 1959, pp.227—228 y
229).
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extraño que la línea de posesión se determine por medio de títulos de tierras, lo
cual resulta inevitable si se tiene presente la idea”8 de que no hay mayor
atributo de soberanía que la concesión de títulos de propiedad en tierras del
dominio público.
• Sistema de concesiones.
Despliegue de la autoridad estatal lo constituyen, sin duda, aquellos actos
por los que un Estado otorga a personas o entidades privadas la concesión para
realizar algún tipo de actividad en el marco geográfico de una zona determinada
con exclusión de otros, que el Estado garantiza por su poder soberano; puede
tratarse de concesiones acordadas a particulares con fines comerciales, esto es,
de monopolio del comercio, de concesiones para la explotación minera, para el




Como última referencia, sin que por ello estemos excluyendo otras posibles,
138 Tal y como hizo Honduras en su disputa fronteriza con Guatemala <cfr.
Alegato de Honduras.... oo.cit., p.34).
Son varias las concesioneu que, en 1863, Dinamarca otorgó a un
particular, Tayler, para el ejercicio exclusivo del comercio, la caza y la
minería en la costa este de la región de Groenlandia; en esta misma línea
otorgó, en 1905, concesiones para la implantación de las lineas telegráficas
(cfr. P.I.C.J. serie A/a. n2 53, 1933, pp.52 y 53>.
140
como la concesión, otorgada por Paises Bajos, para la construcción
de un ferrocarril que en una pequeña parte cruzaba la zona que disputaba con
Bélgica (cfr. I.C.J.Renorts, 1959, p.229).
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a una actividad que pueda derivar consecuencias jurídicas a efectos de suponer la
atribución de un territorio determinado, mencionaremos la realización en el mismo
de trabajos y obras públicas, como puede ser la construcción de balizaje, de gradas
y boyas de amarre, la instalación de faros o cualquier otro sistema de ayuda a la
navegación141; fuera del ámbito marítimo, pueden llevarse a cabo también
diversas obras públicas, como el caso de la puesta en marcha de una red de
energía eléctrica142 o de laconstrucción tanto de edificios, como de caminos o
carreteras a la largo de un territorio’t
6> LOS ACTOS DE PERSONAS PRIVADAS COMO MANIFESTACION DE LAS
EFECTIVIDADES ESTATALES
.
La regla general de derecho internacional que establece que ‘los derechos del
Estado sólo pueden ser adquiridos a través de actos de personas al servicio del
Estado, o bien autorizadas para actuar en nombre del Estado’, ha sido
¡41 Cfr. El balizaje y colocación de faros efectuado por Suecia en los
parajes de Grisbádarna, como manifestación no tan sólo de un derecho sino de
un deber (R.G.D.I.P., vol.XVII, 1910, pp.186—í87>; la construcción de gradas
y de boyas de amarre, por parte da autoridades de Jersey, tanto en Minquiers
como en Ecrehous <gp.,sl.fl, p.66 y 69>.
142 Según consta por varios documentos, El Salvador instaló en 1966 toda
una red de electricidad en la Isla Meanguera, además de construir diversas
escuelas públicas (cfr. I.C.J.Reoorts, 1992, p.573, pa.359).
143 La realización de obras públicas, en opinión del T.X..J., son un
elemento significativo de ‘efectividades’ que prueban la soberanía de la
Potencia colonizadora (cfr. I.C.J.Reports, 1986, p.620, pa.124).
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suficientemente afirmada por la jurisprudencia y la doctrina,
visto144. Aplicada esta regla a los actos de personas privadas,
parece clara, “individuals, by undertaking enterprises on their own
their own benefit and without any delegation of authority by their
cannot confer sovereignty on the State”145, a menos que








Esta cuestión es especialmente importante, como afirma Fitmaurice1S en
el ámbito de nuestro estudio, esto es, en el de la atribución de soberanía territorial.
Más concretamente, este autor plantea, como nosotros, una duda esencial: si es
posible o no la adquisición de un territorio por un país, a través de los actos de sus
nacionales; la resuelve en los siguientes términos:
“It has long been well settled that the hunting, whaling, guano
collecting, exploring, and other similar activities of private individuals
acting on their own, however numerous and extensive, do not ‘per
se’ confer on their State a titie to sovereignty over the areas
concerned”147.
~‘“ Vid. supra, pp.12 a 15.
~ Vid, opinión individual del juez Hsu Mo, en el asunto de Pesaucrias
(I.C.J.Renorts, 1951, p.157).
146 Vid. FITZMAURICE, G. sir, “Tbe Law and Procedure of the International
court of Justice, 1951—54: General Principles and Sources of Law”, B.Y.B.t.L.
,
1953, p.48.
147 Vid. on.cit., p.48. Analizando estas actividades, Fitzmaurice se
centra en la figura del explorador o descubridor da un territorio, que toma
posesión del mismo, para concluir que si éste es un comisionado oficial de un
Estado, un agente acreditado o ha recibido una licencia o autoridad para
actuar de esta forma, adquiere un titulo aunque ‘incoado’; si no entra en
ninguna de las categorías mencionadas sus actos son en si. mismos inefectivos
para conferir título.
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Por tanto, únicamente cuando un particular esté actuando sobre un territorio como
agente acreditado, comisionado o haya recibido, de cualquier forma, una
autorización para actuar en nombre del Estado, los actos que lleve a cabo en el
mismo serán imputables a dicho Estado que quedará vinculado por los efectos
jurídicos que puedan derivarse de dicha actuación.
Pero, aunque los actos de individuos actuando por su propia cuenta, y no por
la del Estado del que son nacionales, no puedan contemplar Q~j~ el efecto jurídico
de atribución de soberanía territorial, tales actividades desplegadas sobre un
territorio pueden constituir, sin embargo, prueba de una soberanía ya existente,
esto es, sirven para corrobar la adquisición territorial dimanada de actos estatales.
En este sentida, resulta especialmente ilustrativo recordar aquí el supuesto citado
por el juez Carneiro, en su opinión individual en el asunto de las islas Minouiers y
Ecrehous, para corroborar su afirmación de que ‘en ciertos casos y circunstancias
la presencia de personas privadas, nacionales de un Estado, puede significar la
ocupación por éste’; ponía para ella como ejemplo la creación brasileña de la línea
del ~ “% que excede de los limites establecidos en el Tratado de
Tordesillas por personas, nacionales de Brasil, que buscan oro y esmeraldas, y que,
como consecuencia de ello, han incrementado el territorio de este país149.
14*
Como hemos visto en el capitulo 1, y reincideremos en e]. próximo, el
utí noesidetis que supone el mantenimiento de los límites administrativos
heredados de la época colonial, tiene una variante el utí posaidetis de facto
,
creación brasileña que se apoya, no ya en el título juridico, sino en la
posesión de hecho.
149 Vid. I.C.J.Revorts, 1953, pp.104—105.
176 Capítulo III
De la misma manera que hicimos en el apartado anterior, abordamos ahora
el cometido de establecer una enumeración, claramente no exhaustiva, de aquellos
actos de personas privadas, bien actuando como agentes en nombre del Estado,
bien por su propia cuenta, que de alguna manera incidieran en la atribución
territorial, ya sea para crear, ya para confirmar un derecho de soberanía a favor del
Estado, como veremos más adelante.
• Comercio exclusivo.
Los nacionales de un Estado reciben, por parte de éste, el monopolio para
ejercer de forma exclusiva el comercio dentro de un territorio; esta concesión
puede, incluso, estar garantizada por el propio Estado, tanto por su legislación160
como por su fuerza armada151.
• Propiedad privada y posesión física de inmuebles.
La presencia estatal puede corroborarse a través de registros que certifiquen
que, en un territorio concreto, nacionales de ese Estado poseían y tenían a su
nombre distintas propiedades, ya sean casas, barcos152..., o, fundamentalmente,
Por ejemplo, las Ordenanzas de 1740—1751 recogen la concesión del
monopolio del comercio en Groenlandia, por parte de Dinamarca, a un
particular, Jacob Severin (P.I.C.J., serie A/a. n253, 1933, p.48).
151 Una Ordenanza de 1755, otorga a los nacionales portugueses el derecho
a ejercer el comercio en la Bahía de Delagoa, y el propio Estado, con su
fuerza armada protege el derecho exclusivo del comercio frente a posibles
ataques de holandeses y austríacos, en 1781 (cfr.LAPRAflELLE et POLITIS,R.S.A.,
152 Así, un registro de barcos de pesca del Puerto de Jersey, muestra
cómo pertenecía a un pescador jersiano que vivía en Ecrehous, un barco de
pesca registrado en 1872; desde 1820, hay constancia de la construcción de
edificios en esa isla, por ciudadanos de Jersey (cfr. I.C.J.Renorts, 1953,
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tierras sobre las que se asentaban’53.
• Celebración de contratos.
Igualmente, como consecuencia de tener propiedades en un territorio, dichos
propietarios privados pueden efectuar contratos sobre ellas; contratos de cualquier
tipo, bien de venta, de arrendamiento. ~ lo que importa es el acto de
disposición efectuado en un territorio concreto.
• Exploración del territorio.
La exploración del territorio que se pretende adquirir constituye un claro
ejercicio de función estatal que no siempre las circunstancias, sobre todo
económicas, permiten que se lleve a cabo por expediciones oficiales de diverso tipo
o sustentadas por autorización gubernamental, sino que en numerosas ocasiones
tales expediciones, que pueden perseguir fines científicos, etnográficos,
oceanográficos, cartográficos, arqueológicos, antropológicos, lingoisticos o,
incluso, de mera observación meteorológica, son impulsadas por instituciones no-
p.65>.
113 El título de soberanía de Italia sobre el Alpe de cravaiola se basa,
fundamentalmente, en el usufructo, primero, y la propiedad, adquirida después,
de la comuna del Valle de Oseola, acompañada por diversos actos oficiales
realizados por autoridades italianas (cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A.
,
vol.III, p.500).
154 como ocurrió en la isla de Ecrehous, con los propietarios antes
mencionados, pues consta en los registros efectuados por las autoridades
competentes de Jersey, que hubo varios contratos de venta en los años 1863,
1881, 1884 y más tarde (i&Unm, p•65>.
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oficiales165 especializadas y creadas con tal finalidad.
u Extracción y explotación de recursos naturales.
En el caso de islas o zonas con mar adyacente, sobre todo tratándose de
regiones inhóspitas, de difícil habitación, y como actividad derivada de la
anteriormente reseñada, resulta especialmente interesante la realizacióncontinuada
de ciertas actividades en la zona por particulares; concretamente, la extracción de
recursos naturales como el fuco o el guano156, y, más importante aún, el ejercicio
de la pesca, cualquiera que sea la especie marina: ballenas, bogavantes,
cangrejos.. •167, lo cual implica una mayor explotación del territorio por parte del
Estado de la nacionalidad de dichas personas.
• Visita de pescadores.
Como comportamiento íntimamente asociado al citado anteriormente,
debemos mencionar el hecho de que tal actividad pesquera conlíeva el
asentamiento, aunque temporal, de los particulares que llevan a cabo la pesca y la
155 Así ocurrió en Groenlandia Oriental, donde la mayoría de las
expediciones científicas provenían de particulares, tanto daneses como
noruegos. Al respecto el Tribunal indicó que aunque las instituciones no—
oficiales que organizaban estas expediciones no actuaran por cuenta del
Estado, igualmente podría derivarse su consideración de actividad de Estado
(vid. P.I.c.J., serle A/B. n~S3, 1933, p.63).
156 Desde que el 8 abril 1858, el Emperador francés le otorgara la
concesión del guano para la isla de clipperton, Mr. Lockart explotó este
recurso hasta 1887 <cfr. L~L1fl.. 1932, pp.39l—392).
157 En el asunto de Grisbádarna, resultó esencial como prueba del
ejercicio de autoridad en el banco en cuestión el ejercicio de la pesca en el
mismo, por pescadores suecos (cfr. R.G.D.I.P., vol.XVII, 1910, p.186>; aunque
no faltan supuestos en que se rechaza el valor probatorio de talos actas para
establecer la soberanía del Estado del que los pescadores son nacionales, como
en el caso de la isla de Aves
.
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recolecta de todo tipo de recursos naturales en las zonas marítimas pertenecientes
al territorio en cuestión153; establecimiento esporádico de nacionales que puede
suponer la ocupación estatal a falta de un mejor titulo por la otra parte.
C> EL VALOR DE LA ACTIVIDAD ECLESIASTICA EN LA DETERMINACION DE LA
EFECTIVIDAD
.
Al referirnos a la actividad eclesiástica, en relación a su posible incidencia
en la ocupación de territorios, entendemos que ésta puede ser apreciada desde dos
puntos de vista relacionados entre si.
Por un lado, en cuanto las expediciones que llevaron a los primeros
descubrimientos de tierras y, consiguientemente, su toma de posesión, fueron
patrocinadas por naciones cristianas muy estrechamente vinculadas en la época por
su religión; lo cual supuso la participaciÓn en las mismas de misioneros,
fundamentalmente jesuitas y franciscanos, encargados de predicar la fe cristiana
y que, como consecuencia, realizaron importantes asentamientos en las nuevas
tierras en nombre no sólo de Dios, sino del Rey que los enviaba, es decir, se
Tal parece ser que ocurría con los pescadores de Jersey, que




trataba realmente de agentes del Estado y ministros de fe169.
Por otro lado, como resultado de la actividad indicada, en los territorios
americanos bajo dominación española regla la regla de derecho público contenida
en la Ordenanza Real 1V8 de 1571, por la cual ‘en las circunscripciones
administrativas coloniales españolas el Gobierno temporal debía coincidir con el
espiritual’1~; de esta forma, al decidir la delimitación territorial los nuevos
Estados hispanoamericanos sobre la base del principiodel uti oossidetis luris, habría
de tomarse en consideración la jurisdicción correspondiente tanto a Virreinatos,
Capitanías Generales y Audiencias como a Obispados, y cuando sus títulos no
fueran precisos, los actos de autoridad, civil o eclesiástica, en ellos ejercitados en
cuanto de ellos puede derivarse la determinación de los derechos de soberanía.
Es interesante, pues, reseñar algunos de esos actos que, realizados por
eclesiásticos, misioneros o altas autoridades de la Iglesia en un territorio
159
Concretamente, en el caso de España una Pragmática de Felipe II, dada
en San Lorenzo el 3 julio 1573, que establece las reglas que han de aplicarse
en América, equipara las autoridades eclesiásticas a autoridades
administrativas estatales: “Don Felipe... a los Virreyes, Presidentes,
Auditores, Gobernadores, Arzobispos y Prelados de las iglesias seculares y de
religión y a todas justicias y personas eclesiásticas a quienes lo de yuso
escripto toca y puede tocar en cualquier manera, salud y gracia; sabed que
entre otras cosas que hemos mandado ordenar para la buena gobernación del
Estado de las Indias y de cada cosa y parte de él... - (cfr. PEREZ SARMIENTO,
J.M., “Acción tutelar de España en las cuestiones de limites de la América
española”, Boletín del Ministerio de Relaciones Exteriores, vol.1, pp.738—
739>.
~ cfr. La tesis mantenida por Honduras en el asunto de la controversia
fronteriza terrestre, insular y marítima ,Counter Memorial of the Re~ublic of
El Salvador, 10 febrero 1989, p.147.
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determinado’61, pueden suponer consecuencias jurídicas para un Estado en
cuanto a su atribución, bien por su vinculación como mandatarios o funcionarios
del Estado, bien por la coincidencia de jurisdicciones lo que hace más atractivo el
análisis de los actos de autoridad eclesiástica que son, en todo caso, actos
públicos.
• Actos ordinarios de administración.
Las autoridades eclesiásticas tienen asignados una serie de actos
correpondientes a su cargo, cuyo ejercicio es manifestación de su jurisdicción sobre
el territorio en que se desarrollan. La tramitación de expedientes matrimoniales y
de reclamaciones de eclesiásticos, nombramiento de párracos y de curatos, emisión
de certificados, y la celebración de todo tipo de ceremonias religiosas tales como
bautismos, matrimonios o entierros162, son tan sólo una muestra de ellos.
• Actos registrales.
Los registros parroquiales constituyen un esencial elemento probatorio de la
actividad eclesiástica; en ellos se anotan todos los actos que lleva a cabo una
parroquia, recaudación de tasas, bautismos, matrimonios, nacimientos,
defunciones..., manifestación evidente de su despliegue de autoridad en esa
¡61 Ese territorio es, en escala inferior, el de la Parroquia o, a un
vivel superior, el del Obispado, sobre el que las autoridades eclesiásticas
ejercen su jurisdicción de la misma manera que el Estado lo hace sobre su
territorio, su nación.
162 Ya antes de 1791, el Obispado de Comayagua, que se corresponde con
la provincia de Honduras, había realizado actos de jurisdicción de este tipo
de forma indubitada (cfr. Laudo arbitral del Rey de España, GROS E5PIELL, ¡1.,,
Esnaña y la... op.cit., pp.l41—142).
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circunscripción eclesiática183.
u Recaudación de impuestos.
Es también posible que las parroquias o los obispados realicen funciones
impositivas sobre sus feligreses por diversos conceptos104, recaudación que
contribuye a su sostenimiento y que puede, incluso, considerarse como una
especie de impuesto local.
• Actos de venta.
Nos referimos a la venta de los títulos de propiedades pertenencientes a un
186
Obispado, por parte de las iglesias y los clérigos dependientes de la Diócesis
U Visitas oficiales.
Al igual que las autoridades civiles, las eclesiásticas en ejercicio de su
autoridad pueden realizar visitas dentro de su jurisdicción a sus diócesis y
parroquias188, con el fin de observar e interesarse por la situación de los
163 La parroquia de Saint Martin de Jersey, hizo constar en su registro
la construcción de varios edificios en su jurisdicción <cfr. I.C.J.Revorts,
1953, p.65).
164
El Obispado de Comayagua dispuso sobe la recaudación de diezmos en
su jurisdicción <ibidem, p.l4l>; de igual manera, la parroquia de Saint Martin
de Jersey registró la recaudación de tasas parroquiales, que tuvieron la
consideración de tasas locales (ibídem, p.BS).
165 Es el caso de las ventas de los títulos de Parishes de Chiquimula de
la Sierra, Jocotán, Esquipulas y Valle de copAn, realizadas por autoridades
eclesiásticas de Guatemala (cfr. asunto de Guatemala—Honduras, U.N. R.I.A.A.
,
vol.II, p.l342—l343>.
166 El Arzobispo de Guatemala efectus5 la visita de su diócesis del Valle
de copAn, en 1769, interesándose por la parroquia de Jocotán (cfr. ibídem
p.1343>.
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ciudadanos vinculados a su Obispado.
• Fundación de pueblos.
Aunque no se trate estrictamente de un acto de jurisdicción eclesiástica, la
creación de pueblos en tierras desoladas por parte de misioneros, sobre los cuales
desarrollarán su función de apostolado y conversión al cristianismo, puede, sin
duda, ser un indicador importante del establecimiento en un territorio’67.
D> OTRAS MANIFESTACIONES DEL PODER ESTATAL: LAS COMPAÑíAS
COLONIZADORAS
.
Como venimos reiterando a través de estas páginas, únicamente los actos
de Estado realizados sobre un territorio pueden derivar consecuencias jurídicas a
los fines de atribución de su soberanía; tratándose de particulares o entidades
privadas su eficacia depende de su vinculación previa con un Estado, o bien su
ratificación ~
Las compañías de comercio y de colonización están igualmente sometidas
167 A mediados del siglo XVII, el misionero español D.Manuel Subirana
emprendió sus trabajos apostólicos entre las tribus selváticas de Honduras,
llegando a fundar varios pueblos en el departamento de Yoro y de Olancho, y
a convertir al cristianismo a miles de indios, todo lo cual lo hizo para el
Obispado de Comayagua (Limites entre Honduras y Nicaragua, Alegato de
Honduras, Madrid, 1905, pp.91 y 92>.
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a esa afirmación; tales corporaciones no son soberanas independientes, y cuando
adquieren o ejercen derechos de soberanía, y en todo caso, derechos externos de
soberanía lo hacen por delegación, es decir, actúan como agentes del Estado que
les otorga una ‘carta’ de protección para desplegar su actividad en un territorio
dado, como hemos visto ampliamente en la sección V donde también se analizan
las clases de mandatos que tales compañías pueden recibir de un Estado: especial,
general o tácito íes; es decir, ejercerá los poderes soberanos
que el Estado le confiera.
Nos enfrentamos a una situación similar a la analizada en el supuesto de la
actividad de particulares; su eficacia quedará vinculada a la consideración final de
actos estatales, por su caracterización de óraano del Estado. Afirmación esta última
que queda ligada a la realidad práctica de que, desde finales del s.XVI hasta el
s.XIX, tales compañías, formadas por individuos y con finalidad económica fueron
investidas de poderes públicos por parte del Estado a quien estaban sometidas,
siendo la Compañía de las Indias Orientales una de las más conocidas; la actividad
desplegada por ésta, en cuanto era reconocida por el derecho internacional, fue
siempre imputada al Estado holandés por virtud del artículo V del Tratado de
Utrecht.
168 Efectivamente, en las páginas 131 a 135 hemos analizado las diversas
teorías acerca de la ‘capacidad soberana’ de las compañías de comercio y
colonización, para concluir, como acabamos de hacer, que no se trata sino de
mandatarios del Estado, por lo que nos remitimos a lo allí expuesto.
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• Celebración de tratados y conclusión de contratos.
Al asentarse en un territorio, las compañías de colonización pueden celebrar
tratados de carácter político con los jefes indígenas establecidos en dicha región,
así como concluir contratos con ellos169; dichos contratos o tratados aunque no
lo son en el sentido del derecho internacional, no están desprovisto, como afirma
el juez Huber, de efectos jurídicos indirectos en situaciones regidas por el derecho
internacional, y deben ser tenidos en cuenta en ciertos casos’70. En efecto, no
nos enfrentamos a acuerdos entre iguales, sino más bien a una forma de
organización interna de un territorio colonial, sobre la base de la autonomía de la
población autóctona, que exige ser completada a través del establecimiento de
poderes que aseguren el cumplimiento de las obligaciones adquiridas en relación
al territorio.
u Monopolio del comercio.
A través de esos contratos con indígenas, las compañías de comercio y
colonización pueden obtener la concesión del ejercicio exclusivo del comercio en
esa región. Tanto el despliegue de la actividad comercial, como, y este es el rasgo
fundamental, la propia forma de desarrollarlo, es decir, en exclusividad, constituyen
un acto característico de jurisdicción y de dominio sobre la zona en que se
169 La Compañía holandesa de las Indias Orientales, actuando como agente
de Holanda, concluyó variom tratados y contratos que después renové con los
príncipes, rajAs o reyes de Tabukan, Taruna y Randahar—Taruna, en 1677, 1697,
1720, 1758, 1828, 1885 y 1889 (cfr. Asunto de la Isla de Palmas, R.G.D.I.P.
,
1935, pp.183—164>.
170 Vid. ibídem, pp.186—187.
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ejercita171
• Exacción de impuestos.
Como agentes de un Estado, estas compañías pueden, en cumplimiento de
su mandato, establecer la recaudación de impuestos sobre la población indígena
con la que se relacionan a favor de dicho Estado que extiende su jurisdicción, con
la misma repercusión ejecutiva que tendría si se tratara de propios agentes fiscales
estatales’72.
Este breve examen de los distintos actos, que tienen además un sustento
jurisprudencial, nos muestra que los órganos capaces de vincular al Estado por su
comportamiento y, por tanto, dimanar de él consecuencias jurídicas, son muy
diversos; no se trata ya, exclusivamente, de aquéllos que lo representan según el
derecho internacional, sino que es posible, incluso, que un comportamiento privado
tenga esa misma operatividad, ahora bien, siempre que sea factible su imputación,
en última instancia, a un Estado.
171 A través de los contratos de 1676 y 1697 con Tabukan, la compañía
holandesa de las Indias, fue investida de un derecho de ejercicio exclusivo
del comercio con ese Estado, que el juez Huber consideró como acto de
jurisdicción (cfr. ibídem, p.193>.
172 varios documentos prueban el hecho de que la población de Miangas
estaba sujeta a impuestos por parte de los holandeses (cfr.ibidem, p.195).
CAPITULO IV: EL PAPEL DE LAS EFECTIVIDADES EN LA
DELIMITACION DEL TERRITORIO SEGUN EL ‘UTI POSSIDETIS
¡URIS’.
En las controversias relativas al trazado de fronteras entre Estados, el
ejercicio pacífico y continuo de funciones estatales “forme encore l’un des
éléments le plus importants á considérer pour l’établíssement des frontiéres entre
les Etats”1. Sin menoscabo de la veracidad de esta afirmación hecha por el juez
Max Huber, es obligado referir que las efectividades en el ámbito de la delimitación
territorial no llegan a ocupar la importancia que las consideraciones de este tipo
tienen en los contenciosas de adquisición de territorio, pues se concibe que
difícilmente, y únicamente en condiciones muy estrictas, pueden prevalecer sobre
eJ título convencional que constituye un tratado de limites2; si bien, entendemos
con el prof. SANCHEZ RODRíGUEZ, que “la derniére phrase de Charles de Visscher
pourrait mentionner plutót que le traité de limites, un autre titre ¡uridique, celui de
Nos parece inevitable esta matización desde el momento en que la Sala del
T.l.J. -como vimos en el capItulo 1-, lejos de considerar al principio delimitador del
Asunto de la Isla de Palmas, fl ..~P., 1935, p.l64.
2 Cfr. VISSCHER, Ch. de, Les effectlvités du droit international publio
,
Paris, 1967, pp.iii y 112.
~ Plaidoire de 28 mayo 1991, 0 4/cR 91/31, p.12, en el asunto sobre la
controversia fronteriza terrestre. insular y maritima entre el. salvador y
Honduras, de 11 septiembre 1992.
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4iliLQns~Uffiis como una mera pervivencia regionalista o particularista americana
le ha atribuido valor jurídico general en los siguientes términos:
“.. .the principie of ~¿tiQ1~tiz is not a special rule which pertains
solely to one spec¡fic system of international Iaw. It is a general
principie...
De esta forma, parece haber puesto fin a los interrogantes y debates que hablan
florecido a lo largo de los aflos respecto a la naturaleza y alcance del principio,
consagrándolo como principio general aplicable a todo conflicto de delimitación
entre Estados surgidos de la descolonización.
cfr. SAI4CHEZ RODRIGUZZ, L.I., “Problemas de fronteras en America: las
fronteras terrestres entre paises iberomericanos”, en su libro Problemas
actuales de Derecho Internacional, Madrid, 1993, p.177.
I.C.J. Reoorts. 1986, p.565, pa.20; refiriéndose a esta mismo
principio, lo califica también coma “rule of general scope”, y “principie of
a general kind”, para situarlo, posteriormente, “among the most important
legal principles” <z.c.J. Recorte, 1986, pp.E65, pa.21, p.566, pa.23; y p.S67,
pa.26, respectivamente>.
La misma posición había sido sostenida tiempo antes par el juez ASO,
para quien “el ‘ni noesidetis no es un principio de derecho latino—americano
sino un principio de derecho internacional general” <Anuario de la C.D.I.
,
1968, valsE, p.131>.
6 Tal y como advertíamos en el capitulo E, el principio del utí
poesidetis no sólo es de aplicación en los conflictos de delimitación, Bino
que resulta también ser un principio jurídico para resolver controversias de
atribución, en particular, las relativas a las islas. La jurisprudencia nos
ofrece ejemplos en este sentido, como es el caso de la Isla de Aves <que
veremos más adelante>, en 1865, y más recientemente, la Sala del T.I.J.,
respecto de las islas Meanguera y Meanguerita, en el asunto de la controversia
fronteriza terrestre, insular y marítima, entre el Salvador y Honduras, ha
afirmado que “the chamber has no doubt that the starting point for the
determination of sovereignty ayer the island. must be the utí noesidetis tune
of 182V’ <I.c.J. Reoorts, 1992, p.558, pa.333>.
Refiriéndose, precisamente, al fenómeno de ampliación que ha sufrido el
utí r,assidetis, el prof. BARDONNET observa que “sa sphére d’application s’est
cependant peu A peu généralisés sur le plan géographique ..., et sur le plan
matériel, le príncipe étant invoqué dana des affaires mettant en causa non
seulement des ternitoires continentaux mais aussi des territoires insulaires”
“Frontiéres terrestres et frontiares marítimas”, A.F.DÁE., 1989, p.60>.
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El uti ooss¡detis iuris no puede ser definido7 sino en relación a la posesión
legal, es decir, al derecho de posesión, que no se confunde con el hecho de la
posesión; su fundamento descansa, no sobre la ocupación material, que por
definición se excluye, sino sobre el titulo. Sin embargo, la misma deficiencia que
presentan, en numerosas ocasiones, los títulos en que se funda la posesión de
derecho hace que ellos, por sí solas, no basten para la determinación de la línea
jurídica de fronteras haciendo necesario completarlos con otros medios de
investigación que concurran a confirmarlas, esclarecerlas o precisarías en el
terreno. Es entonces cuando entran en juega las efectividades.
SECCION 1: RELACIONES DIALECTICAS ENTRE EFECTIVIDADES Y ‘UTI
POSSIDETIS ¡URIS’.
Como ya hemos indicado, mientras en las disputas de adquisición territorial
las soluciones están basadas en consideraciones relativas al ejercicio de soberanía,
en controversias típicas de fronteras o de delimitación se atribuye un efecto
decisivo a los títulos legales, que prevalecen sobre los actos de posesión. De esta
forma, se entiende que par medio de un cuidadoso estudio de decretos coloniales,
órdenes reales, cédulas, ordenanzas de Intendencia o actos diplomáticas relativas
1 ~ tema de la conceptualización del utí noseidetie iuris, en cuanto
principio general de delimitación, y la problemática que encierra, ha sido
abordado ya en el capitulo E, por lo cual no vamos a entrar aquí en el mismo,
remitiéndonos, pues, a todo lo allí expuesto.
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a delimitaciones de fronteras administrativas o provinciales, es posible trazar una
línea definitiva de división entre antiguas circunscripciones administrativas
coloniales. Pero esta plausible doctrina, en la práctica, resulta ser ilusoria y llena
de serias limitaciones8. En muchos casos, no hay claras indicaciones de la línea
del uti oossidetis iuris, en parte por las contradicciones y ambigúedades que
contienen muchos materiales presentados por las partes, en parte debido al hecho
de que, al tiempo de la Independencia, algunas de las unidades provinciales
ocupaban territorios que excedían de los limites previamente decretados por la
Potencia colonial. En cuanto estos títulos no basten para definir el limite seiialado
a las diversas secciones del territorio colonial y precisar la situación existente en
el momento de su segregación del dominio colonial, habrá que tomar en
consideración los actos jurisdiccionales de las respectivas autoridades y
funcionarios del régimen colonizador, así como los demás antecedentes y
documentos de carácter histórico, político, geográfico o administrativo que
permitan reconstruir ese límite; de igual forma, se podrán tener en cuenta los de
la época posterior a dicho régimen que concurran a aclarar, confirmar o completar
los títulos que constituyen la base de la posesión jurídica con arreglo al principio
del uti oossidetis iur¡s; podríamos hablar, entonces, de una posible interacción entre
efectividades y ntLRglziÉft9.
Cfr. CtJKiQURAR, A.O., me Settlement of Boundaries Disputes in
International Law, Manchester, 1967, p.190.
Ante la dialéctica utí noseidetis ¡ efectividades, como teorías
contrapuestas, algún autor ha propugnado que “una teoría intermedia, mixta,
podría ser útilmente elaborada, que tendría en cuenta, a la vez, el hecho
esencial de la posesión y los títulos coloniales, en la medida en que
existiesen. El utí noesidetis seria el derecho de soberanía resultante de la
posesión efectiva, fundado sobre títulos coloniales, o en su ausencia o
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A> LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL INTERNACIONAL DE JUSTICIA AL RESPECTO
.
El estudio del principio del jflLoQ Idi, ha estado durante años relegado,
exclusivamente, a los arcanos de la literatura jurídica hispanoamericana; su
aplicación se limitaba a decisiones arbitrales que conocían de los conflictos de
delimitación de fronteras entre Estados de América del Centro y del Sur. La
presencia del mismo, en el ámbito jurisprudencia! del T.l.J., ha estado limitada al
muy discreto lugar de las declaraciones y opiniones, tanto individuales como
disidentes, de ciertos jueces10, que han invocado o comentado su existencia 11,
sin que el Tribunal llegara a acogerlo expresamente en sus decisiones hasta 1986.
En efecto, la primera vez que se pronuncia el T.l.J., en esta ocasión una sala
especial, sobre el principio del nILnn¡¡id~tIz como derecho aplicable para resolver
un conflicto de limites, es en el asunto de Burkina Faso/Mali12, y lo hace con una
silencio, sobra la condición bona fide de la posesión” <vid., en este sentido,
AYALA, E., “Le príncipe de l’uti tossidetis et le réglement des questions
territoriales en Amérique”, R.D.I., 1931, p.446>
10 cfr. SANCHEZ RODRíGUEZ, L.I., ‘~Uti nosaidetis: la reactualización
jurisprudencial de un viejo principio <a propósito de la sentencia del TIJ
<sala) en el asunto Burkina raso/República de Mali)”, R.E.D.I., 1988, p.122.
Es el caso del juez carneiro, en el asunto de Minauiers y Ecrehous
<I.c.J. Reporte, 1953, pp.104—1O5); de los jueces Ugon y Moreno Quintana en
el asunto relativo a la Soberanía sobre ciertas parcelas fronterizas <i.c.j.
Reporte, 1959, p.240 y p.255, respectivamente>; de los jueces Moreno Quintana
y Urrutia Holguín, en el asunto sobre la validez del laudo del Rey de Esnafta
<I.C.J. Reporte, 1960, pp.217—218 ypp.226—227, respectivamente>; y los jueces
Ago y Jiménez de Aréchaga, en el asunto de la Plataforma continental entre
Jamahiriva árabe libia y Túnez <I.C.J. Reporte, 1982, pp.97—98 y p.l31,
respectivamente>.
12 sentencia de 22 diciembre 1986 <i.c.j. RepOrte, 1986, pp.554-’663>.
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fuerte convicción en el mismo; posteriormente, en 1992, tendrá ocasión de
enfrentarse nuevamente con la aplicación de dicho principio a fa controversia
fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras, estableciendo
nuevos e importantes desarrollos en este ámbito, y posteriormente, en la
controversia territorial entre Libia y Chad, si bien este último asunto no es de
especial relevancia, en lo que a nuestro estudio se refiere, al rechazar la
aperatividad de las efectividades en el caso.
1. El asunto de la controversia fronteriza entre Burkina Faso y la República de Mali
como aunto de partida en el análisis de sus interacciones
.
Es ésta la primera vez que el T.l.J regula un conflicto terrestre que opone a
dos Estados africanos. A través del Compromiso de 16 septiembre 198313, la
República de Alto-Volta y la República de Mali, deciden someter a una Sala del
T.l.J la cuestión de determinar el trazado de su frontera en la zona comprendida
entre el sector de Kara <Mali> Djibo (Alto Volta>, incluida la región de 8411, a la fecha
de 1959-1960 de accesión a la independencia. La reclamación de Burkina Faso se
fundamenta en el establecimiento de la delimitación de la administración colonial
francesa, así como el reconocimiento en este sentido del nfl Qisi i; por su
parte, Mali se basa en el hecho de la pertenencia geográfica e histórica de la región
disputada al Sudán francés, lo cual debía probarse a través de documentos legales
13 Para ver el texto del compromiso, consultar I.C.J. Retorta, 19S6,
PP• 557—558.
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y no de mapas, así como en argumentos de carácter étnico14, sobre lo cual
incidirían, al mismo tiempo, los actos emanados de la autoridad colonial, esto es,
el ejercicio efectivo por las autoridades administrativas de competencias
territoriales15.
Como una primera cuestión previa, que merece atención en la presente
controversia, la Sala se refiere a la distinción clásica que suele hacerse en el plano
doctrinal entre ‘conflictos fronterizos’ o ‘conflictos de delimitación’ y ‘conflictos
de atribución territorial’, relativizándola al observar que no parece percibirse un
contraste de género sino más bien una mera diferencia de grado16; tras lo cual,
concluye que “one the effects of this distinction is to contrast ‘legal titiles’ and
‘effectivités’1 L
14 cfr. NALDE, G.J., “The case concerning the frontier dispute <Burkina
Faso/Republic of Mali): Utí poseidetis in an African perepective”, I.C.L.0.
,
1987, p.896.
15 Mernoire du aovernment de la Renublioue de Mali, vol.IE, p.250. El
representante de Mali especificaba que el comportamiento de la autoridad
colonial era revelador en un doble fin: confirmar la coincidencia del
comportamiento y el acto, y colmar en caso de dificultad de interpretación del
acto, la laguna de este último. Posteriormente Mali replicaba que “si... le
principa de l’uti coesidetis jurie reste aplicable dane le droit positif, u
ne reste pas moine que, dane les circonstances oú le colonisateur n’a pas
laiseé de titres écrits suffisamment explicites, il est tout A fait légitime
de faire A des considérationa d’effectivités antéricures A l’indépendence,
lesquelles nc sont en réalité que le seconde face de la méme norme de l’~j
=ossidetis” <contra—memoire du povernment de la Retubliaue du Mali, p.13)
16 Al analizar este fragmento de la sentencia, el prof. SANCHEZ
RODRíGUEZ califica a ésta como “desmitificadora de una distinción bien
establecida desde el punto de vista teórico” (9Iti poseidetis: la
reactualización jurisprudencial...”, ortcit., p.l22).
~ Ibidem, p.563, pa.17 y p.564, pa.18. Entiende el Tribunal que el
término ‘título jurídico’ parece referirse exclusivamente a prueba documental,
pero no es ésta su única acepción pues puede referirse, igualmente, a “any
evidence which may establish the existence of a right, and the actual source
of that right” (Ibidem, p.564, pa.18>.
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Sin embargo, el interés principal de este asunto radica en la construcción que
lleva a cabo el Tribunal acerca del uIt Qsli i, y más aún, en el significativo
pronunciamiento sobre la relación legal que existe entre los títulos en los que se
basa la implantación del principio, y lo que es llamado por el texto francés
‘effectivités’, término que, como bien señala JIMENEZ DE ARECHAGA, implica la
conducta de las autoridades administrativas como prueba del efectivo ejercicio de
jurisdicción territorial en la región durante el período colonial18.
Tomando como dato de referencia que los Estados en litigio derivan del
proceso de descolonización, así como la consagración que las partes hacen en el
preámbulo de su compromiso del principio de ‘intangibilidad de las fronteras
heredadas de la colonización’, la Sala infiere que el derecho a aplicar al objeto de
determinación de la frontera disputada no es sino el principio del uILnozaid.~i19,
cuya aplicación supone el respeto de las fronteras heredadas. Como hemos visto,
el Tribunal ha consagrado esta doctrina como principio general20, y entiende que
está compuesto, en cuanto a su contenido y efectos, por dos elementos
principales:
“The first aspect, emphasized by the Latin genitivo iurh, is found in
the pre-eminence accorded to legal titie over effect¡ve possession as
~ Vid. JI>~NEZ DE APECHAGA, E., “The Work and the Jurisprudence of the
International court of Justice, 1947—1986”, B.Y.B.I.L., 1987, p.26. Definición
que recoge el autor parafraseando la pronunciada por el propio T.I.J <cfr.
I.C.J. Retorts, 1986, p.58&, pa.63), y que después ha sido ampliamente
difundida.
19 Ibídem, p.564, pa.19 y p.565, pa.20. Asimismo, la Sala ha considerado
que, de hecho, los Estados al concluir el compromiso han estado inspirados en
la Resolución adoptada por la conferencia de Jefes de Estado en el cairo, OUA,
en 1964, que consagra para Africa el principio del statu auo fronterizo.
Vid, las observaciones hechas al respecto en, sunra, nota 5.
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a basis of sovereignty... However, there is more to the principIe of i.átl
oossidetis than the this particular aspect. The essence of the principie
lies in its primary aim of securing respect for the territorial boundaries
at the moment when independence is achieved... In that case, the
application of the principie of x¿tLnQs.sI~fl1 resulted in administrative
boundaries being transformed into international frontiers in the fulí
sense of the term”21.
Así concebido el jfl[ ozajdii constituye la antítesis de las efectividades
como regla que permite la atribución a un Estado determinado de un territorio
litigioso, ya que el título colonial ‘congela’ el titulo territorial22.
Por lo que hace al objeto de nuestro estudio, consideramos de mayor
trascendencia el análisis que el Tribunal dedica a la cuestión de la relevancia que
pueda o no tener el comportamiento de la administración local en las
circunscripciones coloniales, en cuanto a la aplicación del uti oossidetis iuris en la
delimitación terrestre, una vez enfrentado a las ‘efectividades coloniales’ que cada
Parte le presenta en apoyo de su reclamación y al distinto alcance probatorio que
cada una les otorga23. La propia complejidad del tema motiva, según afirma el
21 Ibídem, p.566, pa.23.
cfr. SANcHEz RODRíGUEZ, L.I., “Problemas de fronteras.. ., oo.cit.
,
p.l79. En este mismo sentido, G.NES5I sostiene que el principio del ‘ni
noasidetis, supone una derogación a la norma o principio fundamental, de
naturaleza instrumental, de la efectividad de la ocupación como condición para
la adquisición de la soberanía territorial <“Utí possidetis iuris e
delimitazioní marittime”, Rivista di diritto internazionale, 1991, p.535>.
Para Burkina Vaso, las “effectivités can support an existing title,
whether written or catographical, but when their probative value has to be
aseeseed tbey must be systematically compared with titís in question; in no
circumatances can they be substituted for the title”. Por su parte, Mali
admite que en principio las efectividades “cannot be brought into operation
where they are contrary to the text of a treaty”, pero sostiene que “in a
situation where there is no boundary described in conventional or legislative
form, it is necessary to ascertain the boundary by other methods, and an
investigation of tbe effectivités the becomes esaential” <C.I.J. Renorta
1986, p.586, pa.63).
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Tribunal, que no sea posible su generalización haciendo inevitable la distinción
según las circunstancias. A este fin, configura las siguientes hipótesis de
interacción24:
1. El acto no se corresponde exactamente con el derecho, pero la
administración efectiva es adicional al uti oossidetis iuris: las ‘efectividades’ sólo
pueden confirmar el ejercicio de un derecho nacido de un titulo jurídico. FUNCJON
CONFIRMATIVA.
2. El acto no se corresponde con el derecho y, además, el territorio objeto
de la controversia es efectivamente administrado por un Estado distinto del que
posee el título jurídico: prevalece el título. NINGUN VALOR DE LAS
EFECTIVIDADES.
3. No hay título ninguno: se toman en consideración las efectividades.
FUNCION SUSTITUTORIA.
4. El titulo es insuficiente para determinar de forma precisa la delimitación
territorial: las efectividades interpretan en la práctica al titulo. FUNCION
INTERPRETATIVA O INTEGRADORA.
Esta construcción elaborada por el Tribunal, reconoce preeminencia al titulo
jurídico sobre la posesión efectiva como base de soberanía; la relevancia de la
conducta de las autoridades administrativas tendrá un distinto grado, mayor en
ausencia o insuficiencia de título, menor en caso de coincidencia, y nulo si nos
hallamos ante una contradicción. Tratándose de efectividades ‘post-coloniales’, la
propia noción de ~ territorial, consagrado por el uI~~Q¡~I~flz y reconocido
24 cfr. ibídem, pp.586—587, pa.63.
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para el caso por el Tribunal, parece excluirías en principio25.
Finalmente, la Sala ha resuelto, en aplicación del principio del uILnQ~zid.QÑ
]Mrj~, sobre la base de documentos y tratados coloniales, tales como la Orden de
31 diciembre 1922, Orden de 31 agosto 1927 deI Gobernador-General de la French
West Africa o la de 5 octubre de ese mismo año, entre otras, en las cuales se
contenía la especificación de los límites de las colonias. Pero si la búsqueda del i.itI
QQzzJ~z presupone la existencia de un trazado incontestable, es evidente que el
juez debe adaptarse a una situación donde las lagunas y las contradicciones de los
documentos imponen un cierto número de estancamientos jurídicos26. Al afirmar
con fuerza este principio, la Sala ha estado inducida, en permanente ajuste
práctico, a entremezclar las ‘efectividades’ del derecho colonial y de la equidad
Iiifta=n~rncon los títulos jurídicos, todo ello motivado por una razón objetiva: la
circunstancia de la imprecisión y la incoherencia de los textos, documentos y
mapas presentados por las partes27. Como resultado, el trazado fronterizo
efectuado realiza ciertas modificaciones, porsimilitud, a las fronteras heredadas por
Cfr. DECAUX, E., “L’arrét de la Chambre de c.i.j. dans l’affaire du
différend frontalier <Burkina Faso/République du Mali>”, A.F.D.I., 1986,
p.221.
~ Cfr. DECAUZ, E., “L’arrét de la Chambra ....“, on.cit., p.238.
Por ejemplo, mientras la Sala rechaza como prueba suficiente una
serie de cartas del Servicio Geográfico de la French West Africa, de 11 julio
1935 <Ibídem, p.585, pa.60> por no resultar de valor; admite como consistentes
y, por tanto, probatorios, tanto el mapa de la ION, como la carta 191 CM,
presentados por Burkina Faso <Ibídem, pp.622, paA2B; p.634, pa.lSl; y p.64i,
pa.163). Igualmente, podemos citar como efectividad reconocida, el hecho de
la construcción de caminos, pues la sala “has observed aboye track—making
works has a certain evidentiary value.., are a significant element of the
‘effectivités’ which may prove the intentions of the colonial administratora”
<Ibídem, pp.6l8, pa.120 y p-62O, pa.124).
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los dos Estados en el momento de su independencia, de ahí que algún autor, como
es el caso de BENMESSAOUD TREDANO28, haya afirmado que la delimitación
concluida por la Sala no consagra de ningún modo la intangibilidad de las fronteras.
No sería exagerado decir, en relación a esta sentencia, que es asimilable a
un juicio ‘salomónico’.
2. El asunto de la controversia fronteriza terrestre, insular y marítima entre El
Salvador y Honduras. avance del T.l.J. en el estudio de las vinculaciones de ambas
técnicas
.
La controversia que enfrenté a Honduras y El Salvador puede ser considerada
como ejemplo tipo de litigio territorial y marítimo latinoamericano: compleja y
complicado, en el que hay un claro riesgo de no satisfacer a una de las partes o a
ninguna de las dos.
Tras varios fracasados intentos por resolver sus ancestrales disputas
territoriales, que se remontan a 1861, Honduras y El Salvador firmaron en Lima,
el 30 octubre 1980, el Tratada General de Paz fruto de la excelente labor de
mediación de D.José Luis Bustamante y Rivero29. El artIculo 34 de este Tratado
28 Vid. Intanqibilité des frontiéres coloniales et esnace étatioue en
Africa, Paris, 1989, p.187.
Tras el fracaso de las negociaciones directas, El Salvador y Honduras
se pusieron de acuerdo, a través del Convenio de Washington de 6 octubre 1976,
para confiar a alguna personalidad la conducción de una gestión de mediación,
al objeto de superar la diferencia existente entre ambos. Tal responsabilidad
recayó en el ilustre jurista peruano Bustamante y Rivero, quien llevó a cabo
su gestión dentro del marco normativo del Tratado Americano de Solucionen
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hace mención expresa al compromiso de las partes a someter sus divergencias a
una Sala especial del T.l.J. En cumplimiento de las disposiciones del Tratado
General de Paz, suscribieron el correspondiente Acuerdo Compromisorio de 24
mayo 1986 por virtud del cual, sometieron al T.l.J. la controversia fronteriza
terrestre, insular y marítima existente entre los dos Estados~.
Si decíamos que el asunto de Burkina Faso/Mali, ya referido, constituía el
precedente jurisprudencial en la consideración, por parte del 7.1 .J., del principio del
uti possidetis luris como derecho aplicable, éste va a tener ocasión de enfrentarse
nuevamente a la problemática que supone la aplicación de dicho principio a una
controversia fronteriza. Efectivamente, El Salvador y Honduras convienen
expresamente que la regla a apíicae1, tanto para la determinación de la frontera
terrestre como la marítima, e incluso para la cuestión de las islas, es el principio del
uti oossidetis ¡uris
.
Sin embargo, no es ajeno este conflicto ni a las imprecisiones de los títulos
coloniales ni a interpretaciones encontradas respecto del alcance del principia. En
este sentido, la principal divergencia de las Partes reside en la correcta
determinación del alcance del artículo 26 del Tratado General de Paz32, que no es
Pacíficas, Pacto de Bogotá <flIRANO BA5SO, J., Buenos Oficios y Mediación
,
Montevideo, 1983, pp.54—55>.
La sentencia de la Sala del T.I.J. es de 11 septiembre 1992 <cfr.
¡-0.2. Renorts, 1992, pp..SSl—761).
Articulo 5 del compromiso de 1986, que remite a las normas del
derecho internacional aplicables entre las parten según el Tratado General de
Paz, el cual alude expresamente al utí oossidetis iuris <cfr.ibidem, p.lO).
32 Artículo 26: “br the delimitation of the boundary line in tbe
disputed area, the Joint Boundary commission shall take as its basis the
docwnents issued by the Spaniah crown or by any other Spanish authority, civil
or eclesiastical, during the colonial period which indicate the jurisdictions
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una claúsula sobre derecho aplicable sino una disposición que indica los elementos
de prueba33. Pues, mientras para Honduras únicamente cabe aplicar el jjf¡
QQ¡.~j4~flhiri, en sentido estricto; El Salvador entiende, apoyándose en el tenor
literal de este artículo, que caben también como prueba de esta línea ‘argumentos
de orden humano’. Nuevamente el Tribunal se enfrenta al problema de las
relaciones dialécticas entre uti oossidetis y efectividades en cada una de las tres
partes de la controversia.
En lo que afecta a la frontera terrestre, la Sala divide la zona litigiosa en seis
sectores, respecto de los cuales, en general, llega a una conclusión importante: en
ninguno de ellos son acogidas las efectividades alegadas por las partes como
prueba suficiente para alterar su decisión34; si bien, hay que tener en cuenta en
este punto que, la mencionada reflexión del Tribunal está precedida por la
interesante construcción que hace respecto a la interacción entre título y
efectividad, que le lleva a equiparar a los denominados ‘títulos oficiales de tierras
comunes’ <‘título ejidales’> a las ‘efectividades coloniales’, en la medida que se
trata de actos de administración efectiva por parte de la autoridad colonial y no
actas de particulares, y no son exactamente los títulos en los que se apoya la
or boundaries of territories or towns. Account shall equally be taken of other
meane of proof and argumente and reasons of a juridical, historical, or human
nature or of any other kind which may be adduced by the parties and
which are admissible under International Law” (cfr. Memorial of the Renublic
of El Salvador, voLí, 33).
Cfr. Ibídem, p.391, pa.48.
Cfr. Ibídem, pp.422—423, pa.102; pp.435—426. pa.123; p.470, pa.177
yllS, pp.470—471, pa.179 y pp.471472, pa.180; pp.515—516, pa.264 y p.5l6,
pa.265; p.542, paflO4; y pp-551—552, pa.319, respectivamente para cada sector.
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aplicación del utí oossidetis iuris35, aunque, como veremos, sean utilizados como
prueba para identificar dicha línea.
Esto no significa que el trazado vaya a discurrir exclusivamente sobre la base
de los títulos jurídicas, por el contrario, el Tribunal en ciertas zonas se ve impelido
a argúir sobre otras categorías jurídicas, circunstancia que nos lleva a afirmar que
el método seguido por éste para delimitar la frontera no es unívoco. La aportación
más importante, en este sentido, la localizamos en la construcción llevada a cabo
por la Sala respecto al valor probatorio que supone la conducta de las partes. Así,
en la decisión relativa al primer sector, el argumento de la conducta posterior de
las panes, en este caso de Honduras, juega un papel de prueba de primer orden.
Por un lado, en lo que se refiere al primer sub-sector, supone la vinculación de
Honduras por su propia conducta, lo que le impide que pueda ejercer válidamente
una reclamac¡ón sobre este sector <‘estoppe¡’>, y la exclusión de aplicación del yIÍ
oossidetis luris en los siguientes términos:
“... the Chamber does not consider that the effect of the application
of the principie of the uti nossidetis luris in Spanish America was to
freeze for alí time the provincial baundaries which, with the advent of
independence, became the frontiers between the new States. It was
obviously open to those States to vary the boundary between
them. . .The situation was susceptible of modification by acquiescence
in the lengthy intervening period; and the Chamber finds that the
conduct of Honduras from 1881 until 1972 may be regarded as
amounting to such acquiescence in a boundary. •736•
Por otro, aunque en el segundo sub-sector no hubo transferencia de soberanía por
aquiescencia, la conducta posterior de Honduras al firmar un tratado ‘ad
Cfr. ibídem, pp398—399, pa62
Vid. Ibídem, p.408, pa.8O.
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referendum’ en 1935, can una pretensión distinta a la expuesta en 1972, vincula
a ese tratado que constituye el único título válido para fijar la línea de 1821~~.
Conclusión parecida, la encontramos en el primer sub-sector del cuarto sector, en
donde la prueba estuvo constituida por el ‘reconocimiento’ de las partes, hecho en
un tratado no ratificado de 1861, a una línea que, en opinión del Tribunal va a
determinar el uti oossidetis luris a Dosteriori38. Asimismo, el Tribunal acepta como
pieza probatoria una nota del Ministro de Relaciones Exteriores salvadoreño, de 14
mayo 1861, significativa en cuanto supone el reconocimiento de fronteras
establecidas a través de un acto jurídico unilateral39.
Semejante criterio jurídico siguió la Sala en el último sector, en lo que a la
conducta se refiere. Inversamente, aquí fue la posterior conducta de El Salvador
hasta 1972, en cuanto aquiescencia al cauce del río que en las negociaciones de
1880 habían fijado las partes, la que retuvo el Tribunalt no para excluir la línea
del utLRQ~Id i, sino para corroborarla.
Para sufragar las ambigúedades, imprecisiones e, incluso, insuficiencias de
los títulos jurídicos presentados por ambos Estados en apoyo de sus reclamaciones,
el Tribunal se ve impelido a apoyarse en principios equitativos en varias partes del
Cfr. Ibldem, p.422, pasEOl.
Cfr. Ibídem, p.489, pa.208.
Cfr. Ibídem, p.425, paflO4 y 205.
Cfr. Ibídem, pp.547—548, pa.312 y p.55í, pa.317.
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trazado, en base a una equidad ‘mfra legem’ que las partes le reconocen
En el resto del trazado hay una clara aplicación del principio del ~
jjgj~, en base a los títulos presentados, ya sean coloniales o, en su defecto,
republicanos.
Es importante resaltar la especial construcción elaborada por la Sala respecto
al valor jurídico que puede resultar de la conducta posterior de las partes -ya adopte
la forma de aquiescencia, estoppel, reconocimiento o cualquier otro acto jurídico
unilateral- a efectos, no sólo de completar o ratificar lo establecido en base al
principio del uti oossidetis iuris, sino, y esta es la novedad esencial, para excluirlo,
modificando una situación anterior cual era el statIL~AQ colonial.
Importancia decisiva tuvieron las efectividades en lo que se refiere a la
controversia insular, pues, pese a la inicial intención de someter el contencioso a
los cánones del uti oossidetis iuris, el Tribunal advirtió, por un lado, la confusión
y contrariedades de los documentos históricos de la época colonial, y, por otro, la
ausencia de actos de soberanía inmediatos a la accesión a la Independencia. El
conjunto de estas circunstancias obliga a considerar como único título posible para
probar el ~ el ejercicio continuo y pacifico de autoridad realizado en el
41 Podría quizá entenderse, por las reiteradas alusiones de la Sala a
la dificultad de interpretar debida a sus acusadas ambigiledades, tanto los
títulos coloniales como los republicanos presentados en el tercer sector, que
ha acudido a principios equitativos al establecer la delimitación <cf r.
ibídem, p456, pa.155>; igualmente podría enmarcarle en este contexto, la
presunción delimitadora establecida en el tercer sub—sector de sector cuarto
<cfr. ibídem, p.479—4l9, pa.189). Donde no hay duda alguna del recurso delTribunal a la equidad ‘mfra legan’ es en el quinto sub—sector del cuarto
sector del trazado, invocada ante la imposibilidad de aludir al utí nosaidetis
a falta de prueba suficiente <cfr. ibídem, p.514, pa.262).
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periodo posterior a la época colonial42; el Tribunal al iniciar el planteamiento de
su decisión, ya había excluido ‘a priori’ las efecividades coloniales como elemento
de prueba documental del periodo colonial, aceptando únicamente, según el caso,
las posteriores a la independencia Estas pueden actuar cuando una parte lo
alega. sin constancia de protesta por la parte contraria, de lo cual se sigue, como
dice el juez TORRES BERNALDEZ, “on the basis of the evidence contained in the
case-file as a whole, that the Honduran past conduct, at the relevant period,
together with the deveiopment of the state effectivités of the El Salvador in
Meanguera. modified at a certain moment the legal situation in favour of El
Salvador””. Pese a que un principio pudiera pensarse, que la utilización de la
categoría jurídica de las efectividades ‘post-coloniales’ se halla en contradicción
intrínseca con el principio de zt~fl,L.~jjQ y de ‘intangibilidad de las fronteras’ que
consagra el j,gLDQ Í~2i, tal afirmación seria correcta en el supuesto de título
jurídicocierto con el que éstas entraran en conflicto; pero, cuando nos enfrentamos
a la ausencia de título, no sólo no se excluyen sino que su recurso es casi un
imperativo, como lo demuestra esta sentencia del T.l.J, cuando concurren con
aquiescencia, buena fe y tiempo razonable.
42 cfr. Ibídem, p.566, pa.347.
~ cfr. ibídem, ppfl98—399, pa.62.
~ Vid, opinión individual, ibídem, ppilO8—7O9, pa.168. La decistán de
la Sala sobre la adjudicación de esta isla a El Salvador, cfr. ibídem, p.577,
pafl64.
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3. La Dráctica iudicial posterior: la controversia territorial entre la Jamahiriva Arábe
IiatQÑ.
Enfrentado a un problema de delimitación territorial, nuevamente entre dos
Estados africanos surgidos del proceso descolonizador, el T.l.J <esta vez en Pleno
y no en Sala) tiene que decidir sobre la validez de un tratado, más exactamente,
si el artículo 3 del Tratado de amistad y buena vecindad de 10agosto 1955. entre
Francia y Libia contiene el trazado de la frontera entre ésta y Chad <antigua colonia
francesa>. A diferencia de los asuntos precedentes, no encontramos aquí un
sometimiento expreso y claro al uti possidetis iuris como principio delimitador lo
cual no es óbice para encuadrarlo, así lo creemos, en este contexto pese al silencio
del propio T.l.J.”
Son varias las circunstancias que apuntalan esta aseveratión, por un lado,
la propia afirmación libia de que el Tratado de 1955 es conforme al ntL.gQJ~~¡z
iuris46, por otro, las Partes determinan someter la solución del conflicto al T.l.J.,
in accordance with the principies and rules of international law applicable in the
matter”47, teniendo presente que se trata de dos Estados surgidos del proceso
descolonizador, en cumplimiento de la Declaración de El Cairo de 1 964~ y
La posición del Tribunal, en este sentido, parece haber sido la de
no hacer aplicación expresa de dicha principio al existir un tratado que
lograba los miamos efectos; de ahí que esta misma idea nos sirva para corrobar
nuestra postura de identidad entre dicho tratado y el ‘ni noesidetis iuris
.
Ctr. CR 93/27, p.57.
Vid. flc.J.ReDorts, 1994, p.14, pa.18.
Frente a una posible argumentación contraria basada en que la
Declaración de la o.U.A. es trece aftos posterior a la independencia de Libia
(1951) y cuatro a la del chad <1960), por lo que no estaría vinculados por
ella, podemos argilir que en la misma situación estaban tanto Burkina Vaso como
Mali y el T.I.J, en su sentencia dc 1986 sostuvo que “it is císar that the
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siguiendo la doctrina marcada en este punto por el asunto de Burkina Faso y Mali,
el principio que resulta de aplicación inevitablemente es el del uti oossidetis iuris
;
además, no debemos olvidar que nos hallamos ante un supuesto de sucesión de
Estados a un tratado de fronteras, principio éste en íntima conexión con el del jflj
el49. Así parece haberlo interpretado también el juez AJIBOLA, al
expresarse en su opinión individual en los siguientes términos:
“the 1955 Treaty accords with the principie of uti oossidetis and the
Parties to this dispute are bound by it~.
Se trata, pues, de una controversia sobre titulo jurídico y aquí el título viene
claramente determinado por los ‘actos internacionales’ que se citan en el anexo 1
del Tratado <que no son sino documentos de la época colonial>, constituyendo así
prueba suficiente de dicho título, sobre los cuales el Tribunal, en su sentencia de
51
3 febrero 1994, establece el trazado definitivo de la frontera
Sin embargo, creemos necesario reseñar, a efectos de crítica, respecto de
applicability of utí nosstdetis in the present case cannot be challenged
merely because in 1960, the year when Mali and Burkina Paso achieved
independence, the OUA which WaB to proclalm this principle din not yet exist,
and the above—mentioned resolution calling for respect for the pre—existing
frontiers dates only franz 1964” <I.C.J.Reoorts, 1986, p.567, pa26).
49
No es el primer cano que encontramos en la jurisprudencia
internacional de sucesión de Estados a tratados de fronteras. En el laudo
arbitral de 31 julio 1989, sobra la frontera marítima entre Guinea—Bissau y
Senegal, el Tribunal aplicó el convenio de 12 mayo 1886 entre Portugal y
Francia, a quienes habla sucedido aquéllos respectivamente, coma un supuesto
de sucesión de Estados en materia de limites en conexión con el principio del
utj. noesidetie jurie <vid. R.G.D.I.P., 1990, pp.204—277).
Vid, ibídem, pp.91—92, pa.134.
51 De los seis textos que se mencionan en dicho anexo <que vienen
referidos en la p.21, pa.4O de la sentencia> como base de la delimitación, el
Tribunal se funda en los Convenios franco—británicos de 14 junio 1898, con su
Declaración adicional de 21 marzo 1899, y de 8 septiembre 1919 y el Cambio de
cartas franco—italiano del noviembre 1902 <vid. ibídem, p.38, pa.74).
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esta sentencia, un dato importante en lo que se refiere a nuestro estudio. Ambas
Partes sometieron al Tribunal la prueba de ejercicio de funciones estatales sobre el
territorio en conflicto; Libia se basaba en la ocupación indígena y posteriormente,
por sucesión, del Imperio Otomano e Italia <a quien sucedió>, por su parte, Chad
alegaba importantes efectividades coloniales llevadas a cabo por Francia hasta
197352 Frente a tal aportación, el Tribunal, lejos de seguir la corriente iniciada
en 1986 y corroborada en 1992, ‘deshecha’ su pertinencia sobre la base de no ser
“matters for determination in this case”53. Cierto es que el Tribunal contaba con
prueba suficiente de titulo jurídico para determinar la frontera sin necesidad de
recurrir a ‘métodos’ supletorios como son las efectividades que le presentan las
Partes; pese a la exactitud de esta afirmación no podemos dejar de censurar esta
actitud apática que supone un freno a la evolución de la interacción entre ‘titulo
jurídico’ y ‘efectividades’, y cuya justificación parece desconocer la jurisprudencia







Mali. al que es perfectamente asimilable, tanto por su contexto geográfico como
jurídico. Sin ninguna duda, las efectividades en este asunto tenían su papel, no
como título autónomo sino para confirmar y corroborarel titulo jurídico establecido;
hubiera sido, sin duda, gratificante un análisis de las pruebas alegadas por las
Partes en este sentido, como ya hiciera en 1986, en el mencionado caso de
Burkina Faso-Mali, y 1992, en el asunto de El Salvador- Honduras
.
52 Los datos respecto de tales efectividades, al no tener posibilidad
de consultar el correspondiente procedimiento escrito, los hemos extraído del
propio texto de la sentencia, de la opinión individual de Ajibola <p.89,
pa.128) y disidente de Sette—Camara <p.99).
~ Vid. ibidem, p.35, pa.76.
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B) ANALISIS DE LA JURISPRUDENCIA ARBITRAL EN EL AMBITO DE ESTA
MUTUA INTERACCION
.
Durante años, la aplicación del uti possidetis iuris como principio de
delimitación ha estado restringida, no sólo a los confines de la jurisprudencia
arbitral, sino para mayor abundamiento, a los arbitrajes que conocían de conflictos
fronterizos entre Estados iberoamericanos54, lo que ha conducido inevitablemente
a la afirmación doctrinal y jurisprudencial de que el jjtL~gszj~i es un principio
hondamente enraizado en la práctica iberamericana55. Este último aparece en la
Resulta interesante mencionar el compromiso arbitral de 12 julio
~aa ar~44r.4a Aol flnt.
1903, ~ ~ ~uya. y Gran fl¿C~a”, ~L —. ==~, al
de Italia la cuestión de delimitación del limite fronterizo del Reino de
Barotse, en Africa central. Las partes estipularon en el compromiso arbitral
que la expresión “territory of the Kingdom of Barotse”, contenida en un
tratado, significaba “the territory over which the King of Barotee was
paramount ruler on the llth june 1891” <U.N.R.I.A.A., vol.XI, p.67) lo cual
no es sino un reenvío al utí voesidetis de 1891.
Durante los siglos XIX y XX se han inciado más de 30 procedimientos
arbitrales relacionados con problemas territoriales o de limites en el
continente americano, respecto de lo. cuales, por lo menos una de sus partes
ha sido un Estado americano; de ellos, ocho no llegaron a concluirse, mientras
en el resto se dictó un laudo:
— tres conciernen a Estados no latinoamericanos, por lo que no hacen relación
al tema de estudio.
— cinco conciernen a Estado latinoamericano y no latinoamericano. En ninguno
de ellos se consideró la doctrina del utí noesidetis; aunque Venezuela adujo
argumentos basados en titulo. españoles en su disputa contra Gran Bretaña,
éstos no se tuvieron en consideración.
— los restantes conciernen a Estados latinoamericanos exclusivamente; pero no
todos ellos dicen relación con la doctrina del utí noseidetis. Así, por
ejemplo, en el caso de Argentina—Paraguay <1878), no se especificó fundamento
alguno para la decisión, favorable a Paraguay; Costa Rica—Nicaragua <1888>,
venó sobre la validez de un tratado; Argentina—Brasil <1895), aunque la
primera negó, en un principio, la aplicabilidad del utí nossidetts entre
estados que no hablan dependido de un soberano común, posteriormente propugnó
su aplicabilidad que favorecía sus argumentos, pero la decisión favoreció
finalmente la ocupación brasileña; Argentina—Chile <1902 y 1966), interpretó
el tratado de limites de 1881, estableciendo un trazado de limites equitativo
—posteriormente, el laudo de 1902 y el consiguiente tratado de limites de 1881
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jurisprudencia como norma aplicable, primeramente porque existe un tratado que
así lo prevé, ya sea convenio de limites o compromiso arbitral; en segundo lugar,
el ~j~j~ji puede ser aplicado porque la Constitución o la legislación interna
de uno o ambos Estados en litigio así lo determinen56.
De acuerdo con un análisis jurisprudencial, resulta que la utilización del uIt
gQ~j~fl como ‘ratio dec¡dendi’, en las controversias territoriales, ha sido
determinada en aquellos casos en que existe un convenio internacional o una
norma de derecho interno que reenvía a las antiguas divisiones administrativas
indianas; si bien su aplicación individual no siempre ha esclarecido la controversia
fronteriza planteada. Entre los obstáculos que aparejaba el establecimiento del nI!
possidetis luris en los nuevos Estados, podríamos identificar la dificultad de
ubicación de los archivos, la distancia con la Metrópoli, el desconocimiento del
derecho indiano..., motivos suficientes de reflexión sobre la dificultad de esta labor,
y a los que se suman, además, el desconocimiento geográfico, en la mayoría de las
veces, del territorio a delimitar la que origina la natural desconfianza, ante las reales
han sido objeto de interpretación por el laudo de 1994 sobre la Laguna de]
.
Desierto—; o Chile—Perú (1925), laudo que se refiere a problemas surgidos de
los cambios de soberanía, sobre determinados territorios, ocurridos a raíz de
una guerra entre las partes, y, por lo tanto, no se refiere a la doctrina del
utí possidetis. (cfr. DURAN BAcELER, 5., Utí Doesidetis. Doctrina
Latinoamericana, Santiago de Chile, 1977, pp.8O.87).
Junto a estas controversias, ya resueltas, habría que añadir otras aún
pendientes, baste citar a título ejemplificativo, la reivindicación boliviana
respecto del río Lauca frente a Chile, o la que enfrenta a Nicaragua contra
Colombia.
En efecto, si un Estado prescribe en su derecho interno que su
territorio está formado por lo que era una antigua Provincia, capitanía
General o virreinato, resulta lógico acudir a los antecedentes coloniales para
precisar el sentido de las disposiciones (cfr.BARBERI5, J.A., “La regla del
utí poesidetis en las controversias limítrofes entre Estados
hispanoamericanos”, en Líber Amicorum.Colección de estudios lurídicos en
homenaje al Prof.Dr.José Pérez Montero, vol.I, Oviedo, 1986, p-136).
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cédulas, de que hubieran sido redactadas sin los indispensables conocimientos
locales.
Esta imprecisión funcional y jurídica, así como las divergencias que oponen
a los diversos Estados latinoamericanos en cuanto al verdadero significado del
principio, ha conducido a estos últimos, en varios casos, a no hacer del mismo el
único fundamento de sus pretensiones territoriales, de ahí que tiendan a asociarlo
u opanerio a otras técnicas de solución, más concretamente, a la efectiva
ocupación. Se impone, pues, pasar revista a las diversas decisiones arbitrales en
las que, de alguna forma, el árbitro ha debido enfrentarse ante la dialéctica .ini
possidetis iuris 1 efectividades, en onanto, por un lado, ambas técnicas jurídicas
contienen elementos de incompatibilidad, y por otro, las segundas pueden resultar
útiles para interpretar el primero o para decidir cuando no hubiere limite colonial
preciso o fuere imposible conocerlo57.
u Aun sin hacer mención expresa del principio, se ha considerado
tradicionalmente que la ‘ratio decidendi’ del asunto de la Isla de Aves5 da por
supuesta la aplicación del uti nossidetis iuris, al establecer la soberanía venezolana
en cuanto sucesora de España que habla descubierto la isla, corroborada, más
tarde, por su ocupación efectiva de la misma a través de destacamentos armados.
cfr. SAI4CHXZ RODRíGUEZ, L.I., “Problemas de fronteras...”, ot.cit.
,
p.199.
~ Conflicto que enfrentó a Paises Bajos y Venezuela acerca de la
soberanía sobre la isla <vid, texto de la sentencia en LAPRADELLZ et POLITIS,
R.S.A., voLil, pp.4l2—415); el laudo emitido por la Reina de España, Isabel
II, supone el primer precedente en la aplicación jurisprudencial del utí
poesidetis.
.
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Podríamos identificar en este caso una equiparación del principio del nILQQz~i~~Í1
ft¿jj~ con el de la sucesión de Estados sobre el territorio; lo que nos lleva a afirmar
que, aunque no se trate de unimismar ambos principios, es innegable la estrecha
vinculación existente entre ambos59.
Por otra parte, el laudo suscita en uno de sus pasajes, la contradicción en
el plano de los principios entre la ocupación efectiva, pacífica y continua, como
base de la adquisición de soberanía territorial, y el Qj~flj:
“Considérant qu’á son tour le Vénézuela fonde principalement son
droit sur celui qu’avait l’Espagne avant la constitution de cene
République comme État indépendant et que, s’il résulte bien que
l’Espagne n’a pas matériellement occupé le territoire de l’ile d’Aves,
JI est indubitable qu’il lul appartenait comme faisant partie des Indes
Occidentales qui étaient sous la domination (dominio) des Rois
d’Espagne, conformément á la Ial 1, titre y, livre 1, de la Recopilación
des Indes;
Considérant qu’fle d’Aves a dO faire partie du territoire compris
dans le resort du tribunal de Caracas... il put considérer lile d’Aves
comme partie de la province espagnole de Vénézuela;
la résidence temporaire de quelques indigénes de Saba et de
Saint-Eustache n’est qu’une occupation précaire qui ne vaut pas
possession; et bien que á raison des immersions auxqueiles elle est
exposé, l’fle ne soit pas susceptible d’une habitation permanente...
Considérant enfin que le gouvernement des Pays-Bas n’a fait
qu’utiliser la péche dans la dite Ile par l’intermédiarie de ses colons,
tandis que le gouvernement vénézuélien a été le premier á y tenir une
force armée et á y faire des actes de souveraineté, confirmant ainsi
la domination (dominio) qu’ii avait acquises en vertu d’un titre général
dérivant de l’Espagne; “~.
Una lectura en profundidad del citado fragmento, nos lleva a la conclusión
En este mismo sentido se ha manifestado al prof.BARDONNET, quien
afirma además que, por razones históricas, tanto el utí noesidetis como la
sucesión de Estados se aplican, no sólo a las fronteras terrestres, sino
también a las marítimas <vid. “Fronti~res terrestres et frontiéres maritimer,
A.P.DA., 1989, pp~59 a 62).
Vid. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol-II, pp.414-415.
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de que en un intento por conciliar ambos principios, el árbitro ha primado el titulo
jurídico actuando las efectividades en su función confirmatoria61; conclusión que
resulta especialmente destacable teniendo en cuenta que una de las partes era país
europeo y, por tanto, no sometido al utLnQzzU~i , lo que nos hace pensar que en
otro contencioso de idénticas características <Estado latinoamericano/Estado no
latinoamericano) la solución no seria la misma82, pues no tratándose de Estados
surgidos de la descolonización el itt g.5zi ti no es argumento principal, sino
supletorio.
u A través del tratado de 14 septiembre 1881, Colombia y Venezuela,
sometieron al arbitraje ‘de iure’ del Rey de España la solución de su problema
fronterizo, sobre la base del uti Dossidetis iuris de 1810. El laudo correspondiente,
16 marzo 189163, aunque es el primer fallo arbitral internacional en que
encontramos una aplicación expresa de esta doctrina, constituye un claro ejemplo
de la imposibilidad casi absoluta de tomarlo en consideración de forma aislada. En
61 consideramos interesante el comentario, al respecto, del prof.SAI4cHEZ
RODRíGUEZ para quien “e]. caso ilustra adecuadamente sobre las dificultades de
separar en los contenciosos de atribución de soberanía territorial sobre
islas, los argumentos de ocupación y los derivados del utí noasidetis, ya que
ambas líneas argumentales pueden aparecer confundidas en las posiciones de al
menos una parte, lo que generalmente obligará al árbitro a tenerlas en cuenta”
<“Uti possidetis: la reactualización...”, on.cit., p.l37>.
62
Para confirmar esta opinión podemos citar la controversia fronteriza
entre QB. y Venezuela (3 octubre 1899>, donde ésta alegó la aplicación del
uti nossidetis iuris en cuanto principio de derecho internacional enmarcable
en la regla b) del articulo IV del Tratado de Arbitraje de 2 febrero 1897,
pero el tribunal arbitral que conoció del asunto no atendió este argumento
(Cfr. MARTENS, N.R.G., 2s, XXIX, pp.581—587>.
~ Laudo de la Reina Regente de España ~a cristina; vid, texto en GROSS
E5PIELL, H., Esnaña y la solución ~acifica de los conflictos limítrofes en
Hisnano—América, Madrid, 1984, pp.131—134.
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efecto, el árbitro decide la división de la zona en disputa en seis secciones,
respecto de las cuales se establece la siguiente conclusión:
- dos de ellas, la segunda y la cuarta, se delimitan por acuerdo de las partes
reconocido por el laudo;
- otras dos, primera y tercera, y una subsección de la sexta, se resuelven
fácilmente por los documentos presentados y, por tanto, mediante la aplicación
exclusiva del u1iQI~fiti~;
- refiriéndose a la quinta sección, la cédula real que debiera servir de base, “Real
Cédula de creación de la Comandancia de Barinas de 15 febrero 1786”, da lugar
a dudas por lo que la excluye y recurre a la facultad extraordinaria, que le reconoce
el Compromiso complementario de 15 febrero 1886, para poder fijar la línea del
modo que crea más ‘aproximado64’, es decir, se delimita de forma equitativa.
- sin embargo, en la segunda subsección del sector sexto, después de referirse a
la incertidumbre de la cédula real que le sirve de base, “Real Cédula de 5 mayo
1 768”, en cuanto no tiene el mismo significado para las partes y sus términos no
son ni claros ni precisos como para fundar una decisión legal, toma en
consideración que “los Estados Unidos de Venezuela poseen de buena fe territorios
al Occidente del Orinoco, Casiquiare y Rio Negro, ríos que forman los limites
asignados por este lado en la mencionada Real Cédula de 1786 a la Provincia de
n66
la Guayana
Nos encontramos, pues, en un contencioso en que la delimitación fronteriza
Cfr. GROS ESPIELL, IL, España y la solución... op.cit., p.132.
Vid. GROSS ESPIELL, H, España y la solución... on.cit, p.133.
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sobre la base del uti oossidetis iuris se ha visto completada por el recurso a la
equidad, de un lado, y de otro, por la función integradora o interpretativa de las
efectividades, motivada por las insuficiencias del titulo colonial.
Esta sentencia fue objeto, a su vez, de otra posterior emitida por ej Consejo
Federal Suizo, 24 marzo 192266, para decidir acerca de la ejecutabilidad de la
primera en fases, como sostenía Colombia y como determinó el laudo, o en unidad,
como afirmaba Venezuela. El interés que pudiera revestir, para nuestro estudio, la
sentencia radicaría en la elaborada introducción histórica acerca de la doctrina del
uti oossidetis, la cual proporciona un valor añadido a la decisión, pero dado que no
entra en disquisiciones sobre las posibles interacciones que puede tener la misma
con la técnica de las efectividades, no vamos a profundizar en su análisis.
u El laudo Loubet que intentó poner fin a la controversia de límites que
enfrentaba a Colombia y Costa Rica’7, aparece como una decisión en la que el uit
QQIzJi~~tIa ha tenido gran importancia; pese a que no puede inferirse de su texto,
por la ausencia de considerandos, el razonamiento jurídico seguido para dictar
sentencia, las numerosas citas del derecho de Indias y algunas afirmaciones del
árbitro permiten deducir que este principio tuvo influencia decisiva en la
~ Vid, texto de la sentencia en U.N. R.I.A.A., vol.I, pp.223—298.
67 La controversia se centraba en realidad sobre la relevancia, a
efectos de delimitación, de una cédula real emanada del soberano español el
30 noviembre 1803, según la cual la Costa de Los Mosquitos pertenecía al
Virreinato de Nueva Granada. Sentencia de 11 septiembre 1900 <cfr. MARTENS,
!LR.G., 2 e., XXXII, pp.411—413).
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decisión68.
Al independizarse Panamá de Colombia el 3 noviembre 1903, le sucedió en
sus problemas de limites con Costa Rica, centrados en ese momento en la validez
del laudo de 1900. Acordaron ambos paises, a través del Convenio de 17 marzo
191069, someter al Chief of Justice de EE.UU., la cuestión de la validez del laudo
Loubet y, si procedía, el trazado de limites conforme a los cánones marcados para
la primera decisión, o sea, aplicación del utL.pgzzjQ~tjj. El laudo de 1914 declaró
inexistente una sección de la línea descrita por la sentencia de 1900 y procedió a
fijarla, siguiendo los términos del compromiso, teniendo en cuenta,
fundamentalmente, la ocupación y otras manifestaciones de dominio sobre parte
del territorio controvertido:
‘Y. the proof here is adecuate and comprehensive that the western
bank of a river so flowing was occupied and sertíed under the
jurisdiction of Costa Rica, and that as far as settiement were made by
Colombia <Panamá> the eastern bank was taken as the line of its
jurisdiction of that country.
was shown by official action in many forms by the exercise of dominion
by the respective countries and was demostrated by the settlements which
manifested the practical conception which prevailed concerning the real
situation as the boundary ~
Se trata, pues, de un nuevo supuesto en que las efectividades han tenido
una cierta aplicación, esta vez de forma integradora y claramemte interpretativa de
Tenemos que tener en cuenta, asimismo, el compromiso de 5 marzo 1825,
que confiaba al árbitro el decidir la cuestión de límites conforme a los
títulos emanados del Soberano español (cfr. ANDERSON, L., El laudo
Loubet.contribución al estudio de la cuestión de límites entre Costa Rica y
Panamá, San José, 1911, p.E7).
~ Vid. U.NR.I.A.A., vol.XI, pp.525-527.
Vid. U.N.R.I.A.A., vol.XI, p.533 y p.534. Texto del laudo, cfr.
tbidem, pp.528—54?.
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un trazado inspirado en limites coloniales.
u Los límites entre Nicaragua y Honduras eran inciertos, pues la zona
fronteriza se situaba en una región poco poblada, de acceso difícil y, de hecho,
poco conocida; a todas estas dificultades fácticas se enfrentó el Rey de España,
Alfonso XIII, al abordar la tarea arbitral en la delimitación de la frontera común de
ambos paises71. Arbitraje que estaba vinculado a la prelación de pruebas
estipulada en el articulo II del Tratado Gámez-Bonilia, 7 octubre 189472, según
la siguiente graduación:
1.. Lineas en que ambas partes estuviesen de acuerdo, o que ninguna disputase.
28. Líneas de demarcación a través de documentos públicos, no contradichos por
documentos, igualmente públicos de mayor fuerza.
38, Territorios que pertenecían a la fecha de la independencia a las respectivas
provincias de Honduras y Nicaragua.
48 Sólo se atenderá al dominio del territorio plenamente probado, y no se
reconocerá valor jurídico a la posesión de hecho que alguna de las partes alegara.
58, A falta de prueba de dominio se consultarán los mapas de ambas Repúblicas
o los documentos geográficos de cualquier otra naturaleza, públicos o privados,
que puedan dar alguna luz, y serán limites los que equitativamente se fijen según
tal estudio.
11 Laudo del Rey de España, 23 diciembre 1906 <texto, cfr. GROS ESPIELL,
H., España y la solución..oo.cit., pp.136—146).
cfr. Límites entre Honduras y Nicaragua. Alegato de la Repóblica de
Honduras, Madrid, 1905, pp.17—22.
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Aun cuando las regias establecidas no utilizan la expresión utLnQzaid.~flt
debemos entenderla implícita en la referencia a ‘las respectivas unidades
coloniales’. Igualmente, estas reglas suponen la exclusión ‘a priori’, para el caso,
de las efectividades al negar valor jurídico a la ‘posesión de facto’. Sin embargo,
a los fines de interpretar y precisar el uttnQ i4flÉ. el árbitro valoró aspectos tales
como el ‘reconocimiento par terceros Estados’, la ‘jurisdicción eclesiástica’, las
‘elecciones a Cortes’, la ‘cartografía’ , las ‘opiniones y descripciones de geógrafos’
o la ‘documentación diplomática’73, junto a las diversas Cédulas Reales
presentadas por las partes, pero sin llegar a ostentar efecto autónomo como titulo
probatorio.
Al igual que ocurría con los dos contenciosos anteriormente referidos, el
laudo del Rey de España fue objeto, posteriormente, de un recurso de nulidad, esta
vez, la instancia requerida fue el T.l.J., quien, a través de su sentencia de 18
noviembre 1 96O~~, determinó la plena validez del laudo en los siguientes
términos, “this complaint is without foundation inasmuch as the decision of the
arbitrator is based en historical and legal considerations (derecho histórico> in
accordance with paragraphs 3 and 4 of art.2”75. El principal interés de esta
decisión radica, quizá, por un lado, en la aversión del tribunal a examinar
cuestiones generales como el principio del igicfi, tratado únicamente a nivel
de declaración por el juez Moreno Quintana y de opinión disidente por el juez
cfr. GROS ESPIELL, E., España y la solución... oo.cit., p.l39, ppA4O
y 145, pp.140 y 141, pp.144 y 145, y p.143, respectivamente.
~ vid. el texto en LC.J. Renorte, 1960, pp.192—239.
~ Ibídem, p2lS.
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Urrutia Holguin, quienes no sólo pusieron de manifiesto esta carencia, sino que
estimaron que tal doctrina tendría que haber sido el eje central de la decisión76;
en su concentración en los actos de las partes mismos y especialmente su práctica
subsiguiente como prueba de sus intenciones originales; y, en el mayor desarrollo
del principio conocido como ‘aquiescencia’ o ‘estoppel’77, que veremos en su
momento.
u Dificultad análoga a la que se encontró el Rey de España cuando afronté
el encargo de reconstruir, en base al uti Dossidetis iuris, los limites coloniales entre
Honduras y Nicaragua, se le planteé al Presidente de Argentina, J.FigueroaAlcorta,
a la hora de emitir su laudo resolviendo la controversia limítrofe entre Bolivia y
Perú78.
El tratado de arbitraje de 30 diciembre 1902v’, después de haber
establecido, en su articulo III, la obligación de resolver sobre la base de los antiguos
limites coloniales de conformidad con toda una serie de documentos que se
enumeran <Recopilación de Leyes de Indias, Cédulas y Ordenes Reales), ha
precisado que “the rights over a territory exercised by one of the High Contracting
Parties shall not be a bar to or prevail against titíes or royal dispositions
76 Vid. z.c.j. Rerorts, 1960, pp.217—218 y pp.226 y 227,
respectivamente.
Cfr. JOHNSON, DAI.N., “case concerning the Arbitral Award made by the
King of Spain on Deceater 23, 1906”, I.C.L.O., 1961, p.336.
Cfr. texto del laudo en U.N.R.I.A.A, vol.XI, pp.133—146.
~ Ibidem, pp.139—l4O.
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establishing the contrary”~. Claramente se está proclamando la primacía del ial
QQs~jdffidzji.ajii sobre la efectividad, en tanto que no se debería tener en cuenta la
posesión si ésta fuere contraria al titulo colonial; pero esto no supone excluir de
valor a los actos de ocupación, sino que constituyen prueba complementaria,
prueba de apoyo, que podrá ser invocada, siempre que no contradiga las
afirmaciones de los documentos oficiales, para suplir sus insuficiencias y completar
lagunas, e igualmente, entendemos, que el árbitro podrá tenerla en consideración
si estima que no existen títulos o disposiciones reales, como prueba supletoria.
Para el supuesto, ciertamente posible, en que los actos y disposiciones legales
previstas en el articulo III no resuelvan cn claridad la cuestión de limites, el ariculo
IV permite al árbitro resolver en equidad, pero vinculado por tales documentos81.
Al referirse a los fundamentos del fallo, el árbitro declara que, habiendo
estudiado con mucha atención los títulos coloniales presentados por las partes,
pero sin librar ni análisis ni discusión sobre ellos, no encuentra razón suficiente para
considerarlos como limite en 181082. Ante la falta de precisión de los títulos,
alegada por el árbitro, es lógico pensar que el siguiente paso es hacer uso del
medio supletorio que supone la posesión del territorio por las partes. El Gobierno
de Bolivia lo hace valer, apoyando sus reivindicaciones en el hecho de que una gran
parte de la región litigiosa había sido en todo tiempo ocupada, cultivada y
explotada por ciudadanos bolivianos, así como, defendida por tropas bolivianas
SO Articulo V del tratado de 1902 (vid.ibidem, p.l4O).
SI cfr. Ibídem, p.l39.
Cfr. Ibídem, p.145.
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contra los filibusteros83. Sin embargo, el árbitro no ha tenido en cuenta para nada
estas circunstancias, pues, no solamente no ha establecido su posible
improcedencia por entraren contradicción con actos oficiales (como correspondería
según los términos del articulo V>. sino que ni siquiera los menciona; se limita a
recurrir a la competencia extraordinaria prevista en el articulo IV y decide
equitativamente, pero sin atenerse a las reglas de derecho ni expiicar la delimitación
que reproduce.
u La sentencia que podemos presentar como ‘modelo’ que mejor expresa la
interacción entre uti oossidetis iuris y efectividades, es el asunto de Guatemala y
HondurasM; en ella se acentúa como en ninguna otra el valor de la efectividad de
los actos de jurisdicción. Las bases de solución se presentan en los mismos
términos que el caso Bolivia-Perú. El compromiso de arbitraje, firmado el 16julio
1930, dispone en su articulo V que la línea jurídica que puede ser establecida entre
las partes debe ser la del utLnoz~Id~fla de 1821, pero autoriza al árbitro a desviarse
y acordar compensaciones equitativas si se demuestra que éstas habían adquirido
intereses que deben tenerse en cuenta al establecer la frontera definitiva85. Sin
embargo, dicho principio encuentra difícil aplicación en el caso en cuanto las partes
están en completo desacuerdo, no sólo sobre su alcance, sino sobre su naturaleza
• , A., “L’Arbitrage de 1909 entre la Bolivie et le Pérou”,cfr WEISS
R.G.D.I.P., 1910, p.133.
Laudo de 23 enero 1933 <cfr. U.N.R.I.A.A., vol.II, pp.lZOB—1366>.
~ Ibídem, p.1322.
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misma86.
En su fallo, el tribunal trató, en primer lugar, de determinar el significado de
la expresión ~fl ji, sobre la que divergían las partes, concluyendo que la
utilización de dicha expresión en la solución de controversias de limites en
Latinoamérica y las opiniones de los juristas al respecto, no revelaban un consenso
que permitiera establecer un criterio definido. Ante esta imprecisión establece su
propio concepto identificando el nIL id.~i con la posesión en el momento de
terminación del régimen colonial, de tal forma que la aplicación de este criterio
debía probarse a través del control administrativo ejercido antes de la
independencia, de acuerdo con la voluntad de la Corona española’. La prueba del
control administrativo, no sólo radica en ‘las leyes y decretos de la Corona
española’, sino, en su defecto, en ‘la conducta que índique el consentimiento del
Ray al ejercicio de autoridad administrativa’87. Claramente el tribunal está
estableciendo el criterio de la posesión actual como supletorio del titulo jurídico.
Partiendo de esta identificación del Z~ ng~i iz con el ‘control
Para Honduras se trata del utí noseidetis luris, de tal forma que la
frontera debiera fijarse sobre la base de las divisiones administrativas
españolas tal y como existían en 1821; esta interpretación permitía a Honduras
presentar reivindicaciones extremas y sostener, en particular, que tenía
‘título legal a la frontera hasta la Honduras Británica’ (cfr. ARBITRAJE DE
LIMITES ENTRE HONDURAS Y GUATEMALA, Alegato de la República de Honduras
.
sometido al Honorable Tribunal especial de límites, de conformidad con lo
prescrito en el articulo IV del Tratado de 16 de julio de 1930, Washington,
1932, especialmente, pp.84—102>. Por el contrario, Guatemala lo identificaba
con el llamado utí posaidetis de facto, de tal forma que la línea fronteriza
debiera ser establecida en función de la división que existía en 1821, sobre
la base de la ocupación efectiva y posesión en dicha fecha (cfr. ARBITRAJE DE
LIMITES ENTRE GUATEMALA Y HONDURAS, Alegato oresentado por Guatemala ante el
Tribunal de arbitraje integrado nor el honorable Charles mvans Huohes
Presidente de la corte Suprema de Justicia de los EE.UU. de América, Honorable
Luis castro Ureña. de Costa Rica: y Honorable. Emilio Bello Codesido. de




administrativo’, el tribunal procede, en una primera parte, a examinar en qué
medida dicho principio permite establecer la línea fronteriza; en base a una analítica
consideración de las ‘concesiones de tierras’ <land grants> de los períodos
coloniales y post-coloniales, el tribunal es capaz de trazar, con algunas lagunas, la
línea del flQid~tiz de 1821 desde un punto a ocho millas de la frontera
salvadoreña hasta Cerro Barbasco88. En cuanto al resto de la zona en disputa nos
hallamos, nuevamente, enfrentados a las insuficiencias en la aplicación de este
principio, pues la prueba no proporciona base suficiente para establecer la línea del
2~iz de 1821. Encara así el tribunal, en una segunda parte, la labor del
trazado definitivo, vinculado como estaba por el compromiso de arbitraje a regular
definitivamente el conflicto, haciendo uso de los poderes discrecionales que posee
por virtud de dicho compromiso. Al llevar a efecto dicha delimitación, pone todo
el énfasis en los actos físicos de ocupación , sosteniendo que deben ser
considerados al fijar la frontera:
“1) Ihe facts of factual possession; 2> the question whether
possession by one Party has been acquired in good faith, and without
invading the right of the other Party; 3) the relation of territory
actually occupied to that which is as yet unoccupied”89.
Como consecuencia, el laudo tuvo en cuenta diversos actos de ejercicio de
autoridad, el control administrativo provincial, el ejercicio tanto de la función
Lo cual supone menos de la mitad de la zona en litigio, cf r Ibídem
,
p.1351. Para el trazado de dicha línea, el tribunal tomó en consideración el
control administrativo, la continua y no contestada manifestación de autoridad
por parte de guatemala (cfr. ibidem, pp,1328—1329—l331>.
Cfr. Ibídem, p.1352.
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judicial como de la jurisdicción civil, y el régimen público de concesione&% lo cual
supone, sin lugar a dudas, una acusada referencia a las efectividades, aunque, en
este caso, por la vía de la equidad que trataremos más adelante.
u No podemos acabar este apartado sin hacer una breve alusión a un
conflicto entre dos Estados, cuyas divergencias fronterizas parecen ser eternas,
Argentina y Chile. Sobre la base del uti oossidetis ¡uris, estos dos paises han
reivindicado simultáneamente la soberanía sobre todo el continente americano, al
sur del Rio Negro y al este de los Andes; ante la imposibilidad de satisfacer sus
pretensiones territoriales concurrentes, igualmente fundadas sobre este principio,
Argentina y Chile decidieron ‘congelar’ sus reivindicaciones respectivas
introduciendo en un Tratado de paz, amistad, comercio y navegación. Santiago 20
agosto 1855, una claúsula territorial, a través de su articulo 3991, que fijaba sus
fronteras y que tuvo un posterior desarrollo con el Tratado de límites de 1881. La
descripción fronteriza que contiene este último ha dado lugar a
divergencias entre las partes, lo que ha motivado, a su vez, que se hayan emitida
cuatro laudos arbitrales con el objeto de interpretarlo. Uno de los últimos, el del
asunto del Canal de Beagle92, supone la exclusión definitiva del uti oossidetis iuris
90 Cfr. Ibídem, pp.1328—1329 y 1330; pp.1344—1347 Y 1349; y pp.1345—l349
y 1350, respectivamente.
91 Cfr.DUTHEIL DE LA ROCIÉRE,J., “L’Affaire du Canal de Beagle (sentence
rendue par le Reine d’Angleterre le 22 avril 1977>”, A.T.D.I., 1977, p.415.
~ Sentencia de 18 febrero 1977, cfr. I.L.M., 1978, vol.XVII, pp.632—
679. Las don sentencias anteriores son la de 20 noviembre 1902, dictada por
el Rey de Inglaterra Eduardo VII (cfr. U.N.R.I.A.A., vol.IX, p.29 y as.) y 9
diciembre 1966, emitida por la Reina de Inglaterra Isabel II (cfr. R.G.D.I.P.
,
1967, pp.257—26l); la última es de 21 octubre 1994, decidida por un tribunal
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en la delimitación de las fronteras entre ambos países, por el Tratado de 1881,
debido en parte, según GRIEG, a la complejidad de la prueba relativa a los limites
93
de las unidades administrativas españolas en la parte más al sur del continente
El tribunal descarta, incluso, la pretensión argentina de la aplicación
complementaria del 3JÚ.gQzzi~fli al declarar que esta doctrina “does not have the
status of a sort of ‘ius cogens’ of the whole Treaty”94. Obligado a resolver
exclusivamente en derecho, el tribunal afronta su labor de esclarecer las
incertidumbres del Tratado de 1881, invocando los cánones tradicionales de
interpretación de los tratados precisados en los artículos 31 y 32 del Convenio de
Viena sobre derecho de los tratados, en base a la ‘buena fe’, al ‘sentido natural y
ordinario de los términos’, y a la luz ‘del objeto y fin del tratado’95. Sin embargo,
el interés que para nosostros guarda esta sentencia radica en el ánalisis que hace,
en la segunda parte, a los ‘materiales confirmatorios’ -constitutivo de un auténtico
g~j~¡~j~zj-, y dentro de éstos, más concretamente, la referencia que hace a los
‘actos de jurisdicción’.
En el litigio, que es un conflicto de fronteras, el tribunal ha querido
considerar los actos de Jurisdicción no como creadores de derechos de soberanía,
sino, únicamente, como un aspecto de la práctica ulterior que puede corroborar la
arbitral Compuesto en su totalidad por árbitros latinoamericanos (cfr.oriainal
mecanografiado>
.
Vid. GREIG, D.W., “The Beagle Channel Arbitration’, Australian
Yearbook of International Law, 1976/77, p.374.
Vid. I.L.M., 1978, vol.XVII, p.649.
Cfr. Ibtdem, y.645.
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interpretación dada al tratado en la primera parte de la decisión. En este sentido,
Chile sostuvo que sus actos de este tipo, relativos al grupo PNL, comenzaron en
1892 y acompañaron el incentivo de la colonización, el establecimiento de un
sistema de arriendo de tierras y la provisión de varios servicios, tanto postal como
otros públicos, así como el ejercicio general de jurisdicción civil y criminal.
Efectivamente, los actos de jurisdicción alegados por Chile son aceptados por el
tribunal en cuanto soportan ampliamente su interpretación96; es decir, se han
utilizado las ‘efectividades’ en cuanto técnica confirmatoria en la delimitación
fronteriza y carente de toda autonomía.
La conclusión que se puede extraer de este rápido análisis de la
jurisprudencia arbitral nos parece clara, y viene a predecir lo que años después
consagraría el T.l.J. en el asunto de Burkina Faso/Mali: las efectividades no han
constituido en realidad un titulo autónomo o separado para decidir sobre la
delimitación territorial, sino, en general, para interpretar, aclarar, concretar o
completar el uti nossidetis luris, a excepción del asunto de Guatemala y Honduras
que reconduce este principio a los actos de posesión; lo cual no menoscaba, ni
mucho menos su valor probatorio, sino que por el contrario, lo enfatiza.
cfr. Laudo, p.lOl, pa.166<b), en ~ n’52, p.22l.
Capítulo IV
C) LA DECISION EN EQUIDAD COMO RELACION DIALECTICA ENTRE ‘UTI
POSSIDETIS IURIS’ Y EFECTIVIDADES
.
La tradicional percepción del concepto de equidad en derecho internacional,
íntimamente ligada a la idea de justicia, tiene su raíz en el pensamiento aristotélico,
en el que la equidad es definida como el ‘correctivo del derecho’97. En este
sentido, la regla de la equidad ha sido importante tanto en las instancias judiciales
como en las más numerosas arbitrales relativas a la delimitación de fronteras;
recurso que vendría justificado por la propia naturaleza de los conflictos fronterizos.
Las principales funciones que puede cumplir en este campo, según el prof.
BARDONNET, vienen referidas a la modificación de una frontera establecida porvía
convencional, corregir las injusticias resultantes de la aplicación del principio del i¿Ii
oossidetis, y fundar el trazado de la línea divisoria en una región con un estatuto
98
indeterminado
Efectivamente, toda la historia del arbitraje en materia de fronteras
Cfr. JANIS, M.W., “Equity in International Lar, Encvclotedia of
Public International Law, vol.?, R.Berhardt <cd>, Amsterdam, 1984, p.74.
En el exahustivo análisis que el prof. JUSTE RUIZ realiza sobre la
equidad, éste advierte que “para examinar el alcance concreto de loe procesos
de aplicación equitativa de las reglas de derecho internacional, la doctrina
suele recurrir a la tradicional distinción entre equidad ‘mfra legem’,
‘prater legem’ y ‘contra legem’. Esta distinción posee un valor sistemático
pero carece en realidad de todo criterio de objetivación, por ello, en la
práctica, es extremadamente difícil distinguir materialmente los diversos
supuestos en que la equidad es calificada con arreglo a categorías
formalistas, sobre todo en los casos en que dicha noción despliega una
eficacia modificativa, correctiva o creativa en la delimitación de las
fronteras terrestres” <-La equidad en derecho internacional público”, Anuario
del ILHADI, voL9, p.99>.
98
Vid. BARDONNXT, D., “Equité et frontiAres terrestrer, en Mélanges
of ferts á Paul Reuter, Le droit international: unité et diverieté, Paris,
1981, p.47.
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terrestres afectando zonas donde la aplicación del principio del uIt~Í~i es
incierta y llena de lagunas, como consecuencia de la ambigúedad de los textos
coloniales, está en favor de la concesión al árbitro de poderes especiales que le
permiten una cierta libertad en la elección de los criterios de delimitación. En
particular, esta situación se presenta en algunos compromisos arbitrales en los que
se ha pactado la aplicación del A¿ILnQzzid~ft, y se prevé la hipótesis frecuente,
como hemos visto en el apartado anterior, de que el árbitro no pueda precisar el
limite según las disposiciones del antiguo derecho colonial. En este sentido se
puede mencionar el compromiso arbitral de 15 febrero 1886, entre Colombia y
Venezuela, que establece que el árbitro podrá fijar la línea del modo que crea más
aproximado a los derechos existentes, cuando respecto de algún punto de ella los
documentos presentados no arrojen toda la claridad deseada99; el de 7 octubre
1894, entre Honduras y Nicaragua, que autoriza a fijar el limite ‘equitativamente’,
a falta de pruebas al respecto1~t el tratado de 30 diciembre 1902, Perú y
Bolivia, estipula que si el limite no está definido de manera clara el árbitro resolverá
la cuestión equitativamente101; o, el artículo V del compromiso arbitral entre
Honduras y Guatemala, 16 julio 1930, que autoriza al tribunal a modificar como le
parezaca conveniente la línea del utLn~~zId~flz de 1821, si hubiese intereses de
una parte establecidos más allá de la frontera y que deban ser tenidos en
Cfr. MARTENS, N.R.G, 2s, XXIV, p.111-
cfr. Alegato de la Retública de Honduras. ot.cit., ppA7—22.
Cfr. UJLR.I.A.A., vol.XI, pp.139—140.
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cuenta102. Todos ellos constituyen base suficiente para rechazar la afirmación
que hace el juez Urrutia Holguin, en su opinión disidente en el asunto sobre la
validez del Laudo del Rey de España, que “the arbitrations agreed to on the basis
of uti oossidetis iuris could only be on a strict basis of law and excluded decisions
in equity “103
Un fallo basado en los principios de equidad deberá conformarse,
esencialmente, al espíritu del derecha y buscar una fórmula legal como fundamento
de justicia. En consecuencia, es la posesión de buena fe, derivada de los actos de
ocupación en el territorio controvertido, la que procura un fundamento de justicia,
conforme al espíritu del derecho, al decidir dentro de la equidad sobre los intereses
establecidos por las partes más allá de la línea del uti oossidetis104. Se erigen así,
en numerosos casos, las efectividades como el báculo en que se apoya el juez para
decidir equitativamente las insuficiencias del ntL2Qzzj~ei, cuando éstas tienen
valor probatorio suficiente. Podemos referirnos a los siguientes:
En el asunto entre Colombia y Venezuela, el árbitro atendió a la bona fide
p~~z~z~g de Venezuela, junto a referencias a una frontera natural, para delimitar
un sector de la frontera en el que los títulos coloniales resultaban imprecisos, en
105
clara alusión al poder especial que las partes le habían conferido
102 cfr. U.M.R.I.A.A., vol.II, p.l322.
~ Vid. I.C.J. Retorta, 1960, p.226.
104 cfr. BELLO CODESIDO, E., El arbitraje y la equidad, Santiago de
Chile, 1939, p.44.
105 Cfr. MARTEN5, N.R.G., 2s, p.111.
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Por el contrario, el Rey de España, que también tenía conferida esa facultad
en el contencioso entre Nicaragua y Honduras, recurrió a ella para trazar sobre la
base de mapas y demás documentación geográfica una frontera natural bien
marcada, la del río Coco, al constatar que la regla del ~ffp~j~i no podía ser
aplicada106. De igual manera, no se produjo referencia a los actos de jurisdicción
como base de la decisión en equidad, en el contencioso de Bolivia y Perú. En el
transcurso del procedimiento se hizo evidente la dificultad de aplicar el principio del
utLmi~flz que las partes hablan determinado como derecho aplicable, lo que
unido al hecho de que la zona se encontraba completamente inexplorada, llevó al
árbitro a fundar su laudo totalmente sobre la equidad, trazando una línea nueva
distinta a las presentadas por las partes, que divide por mitad la zona litigiosa107.
Esta sentencia ha sido criticada por numerosos juristas, tomando como eje central
el hecho de haber recurrido a la equidad sin haber previamente utilizado las reglas
de derecho aplicables según los términos del compromiso; y, más concretamente,
no respetar la posesión de hecho alegada por Bolivia que, en ausencia de títulos
ciertos que sirvan de base para fijar los derechos territoriales respectivos, se erige
en titulo válido108. No es extraño encontrar comentarios, como el de Weiss,
afirmando que la equidad en que se inspira la sentencia es ‘la equidad del
Cfr. GROS E5PIELL, E., Esnaña y la solución... oo.cit., pp.142—144.
Cfr. U.N.R.I.A.A., vol.XI, pp.145—146.
106 Cfr., entre otros, FlORE, P., La sentence arbitrale du Président de
la Républiqus argentine dans le conflit de limites entre la Solivie .t le
Pérou”, R.G.D.I.P., 1910, p.253; DIEZ DE MEDINA, E., EJ. laudo argentino en el
litigio oeru—boliviano, La Paz, 1909, p.41; RENAULT, L., “Le différend entre
la Solivie et le Pérou et 1’arbitrage international’%, ~ 1909, pfl7O.
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presidente Alcorta’108
Se tiene generalmente por capital, para delimitar la función de la equidad en
su relación con el nILnQ¡~i~tii y las efectividades, la sentencia arbitral de 1933
en la controversia entre Guatemala y Honduras. Este asunto es el que mejor nos
muestra toda la dificultad que hay para fijar una frontera entre dos Estados, y las
insuficiencias de la base de determinación prevista. Como hemos visto en el
apartado anterior, ante las discrepancias de las partes acerca de la aplicación del
principio del utLnozzid i, el árbitro se vió abocado a interpretar extensivamente
el compromiso recurriendo así a la equidad para establecer una gran parte de la
frontera, tomando en cuenta los intereses que las partes hubieran establecido más
allá de la línea de dicho principio. De esta forma, al ajustar su fallo a la equidad, el
tribunal toma en cuenta: 1) los hechos de posesión efectiva; 2) la cuestión de la
posesión de buena fe de una parte, sin lesionar los derechos de la otra; y 3> la
relación del derecho ocupado con el que aún no lo está; es decir, se basa en las
efectividades, y lo hace de la siguiente manera dividiendo el área litigiosa en cuatro
secciones:
1a Toma en consideración el e¡ercicio de autoridad administrativa por parte de
Guatemala y la ausencia de oposición hondureña
110.
2a, El tribunal no considera suficientemente probada la manifestación de actividad
estatal por ninguna de las partes; ante la ausencia de delimitación real recurre a
Vid. WEISS, A., “L’Arbitrage de 1909...”, on.cit., p.134.
Cfr. U.N.R.I.A.A., vol.II, pp.1325—13
30 y pp.1350—1353.
El ejercicio continuo y pacifico ... 231
111bases de equidad y justicia, tomando en cuenta los desarrollos posteriores
3a~ Para esta región, el tribunal ha establecido que los dos Estados poseían ciertas
porciones de territorio que, según la línea del nhInQ i.2i. pertenecen al territorio
de la otra parte. A falta de base suficiente para rectificar la frontera, ha aceptado
en equidad la línea de posesión actual, teniendo en cuenta la prioridad de la
ocupación”
2.
48 En cuanto al último sector, establece el trazado en atención al régimen de
concesiones públicas, así como a los diversos actos de administración judicial y
jurisdicción civil113.
El recurso a la equidad ha llevado al tribunal a una acusada referencia a las
efectividades, motivada por la aceptación ‘a priori’ del criterio de la posesión de
hecho sobre concepciones idealistas.
Hay ejemplos en que el tribunal arbitral ha sido autorizado, expresamente,
para actuar ex aeauo et bono al delimitar la frontera. Así lo ilustra el caso del
Chaco, entre Bolivia y Paraguay. El Tratado de paz, amistad y fronteras de 21julio
1938, determina en su articulo 2 que los árbitros actuarán en equidad, ~
~ y lo hace estableciendo una serie de claúsulas que suponen limites
Concretamente los actos alegados por las partes que el tibunal
rechaza, se refieren a fortificaciones, construcción de carreteras y ejercicio
de jurisdicción eclesiática (cfr. ibídem, pp.l33O—1337 y pp.l355—1557>.
¡12 Cfr. Ibídem, pp.1332—1341 y pp.13S8—1359.
~ Cfr. Ibídem, pp.1341—1351 y pp.l360—1364.
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geográficos a la libertad arbitral114. El tribunal tuvo en cuenta los antecedentes
acumulados por la Conferencia de Paz previa, así como las necesidades de las
partes en relación a la seguridad mutua y a exigencias geográficas y económicas;
apoyándose en estos datos, los árbitros rechazaron las alegaciones respectivas de
cada parte basadas tanto en la aplicación del principio del uti oossidetis iuris, por
parte de Bolivia, como en la posesión de hecho, invocada por Paraguay116,
determinando el trazado ‘equitativo’ de la frontera. Esta sentencia puede erigirse
en claro ejemplo de cómo en conflictos de fronteras es particularmente difícil
distinguir la aplicación del principio de equidad y las decisiones ex aeauo et bono
;
según BERNSTEIN, en tales casos la distinción es meramente formal116.
Por último, en lo que se refiere al T.l.J., en el asunto de Burkina Faso/Mali
,
rechaza la posibilidad de decisión ex aeouo et bono reconociendo como únicamente
factible la equidad mfra leaem. Si bien adopta una postura cautelosa al respecto,
en cuanto ha afirmado que en su virtud no puede, en modo alguno, derogarse la
eficacia vinculante de otras reglas jurídicas existentes en materia de
establecimiento de fronteras terrestres. En consecuencia, la equidad no puede
contradecir las exigencias del principio del uti oossidetis, considerado como una
regla aplicable de derecho positivo, pero si permite recurrir a la aplicación de
criterios equitativos para determinar el trazado de la frontera litigiosa en las lugares
114 Texto del laudo y del tratado, cfr. A.J.I.L. 33.1939, pp.l8O—182.
cfr. Derecho boliviano sobre el chaco Boreal, Barcelona, 1927, p.l3.
116 Vid. BEffl45TEIN, 1., Dellmitation of International Boundaries, Tel
Aviv, 1974, p.B?.
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en que la línea del mismo no pudiera ser establecida con claridad117. Esta misma
postura ha sido mantenida nuevamente por el T.l.J. en el asunto de la controversia
fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras, reconociendo
y haciendo uso de la posibilidad de recurrir a la equidad mfra leaem en una remisión
expresa al asunto de Burkina Faso/Mali118
.
De los casos expuestos pueden derivarse dos conclusiones respecto a la
equidad en este ámbito. Por un lado, su aplicación está vinculada a la autorización
expresa de las partes, a través de los correspondientes compromisos. Y por otro,
la experiencia muestra que la equidad ha cumplido en los distintos casos de
delimitación fronteriza una función interpretativa, sustitutoria o derogatoria en
razón de la eventual imprecisión, insuficiencia o injusticia que la aplicación del titulo
jurídico supone. El recurso a la equidad, como dice el prof.JUSTE RUIZ, se ha
legitimado en la práctica en virtud de su propia necesidad, de su carácter razonable
y conveniente”9; nos hallamos ante una operación subsidiaria que lleva
aparejada, a su vez, la aplicación mayoritaria de las efectividades.
117 Cfr. I.C.J. Brnn~rt.¡, 1986, p.633, pa.149.
liS dr. I.C.J. Reoorts, 1992, p.5l4, pa.262. Además del recurso
implícito, en otras áreas, a principios equitativos para sufragar las
imprecisiones de los títulos jurídicos, que hemos visto en un apartado
anterior <vid.suvra, nota.37).
119 Vid. JUSTE RUIZ, J., “La equidad en el ...“, on.cit., p.112.
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SECCION 2’: PRECISION DEL ‘UTI POSSIDETIS ¡URIS’ EN AUSENCIA DE TITULO
COLONIAL.
Siendo el uti oossidetis iuris un principio delimitador basado en el establecimiento
del ~¡fljj~ colonial, de tal manera que un Estado tiene derecho a todas las
tierras sobre las cuales se extendía la jurisdicción teórica de la provincia o entidad
cuyos limites ha heredado, haya ocupado o no las tierras incluidas dentro de su
distrito, su precisión vendrá determinada por el recurso a los títulos jurídicos;
dentro de éstos, lugar probatorio de primer orden ocupan los títulos coloniales, es
decir aquéllos derivados directamentre de la Potencia colonizadora, como las
cédulas reales, órdenes de Intendencia..., en cuanto constituyen ‘fuente directa’
en la descripción de los limites de las antiguas circunscripciones administrativas.
Sin . embargo, como hemos venido señalando, éstos no son siempre lo
suficientemente precisos como para constituir tftulo autónomo, e incluso, en
ocasiones, es imposible su invocación; se plantea la necesidad de acudir a otros
medios probatorios supletorios, como los títulos indirectos, repúblicanos, ejidales
o eclesiásticos, o bien otras técnicas de prueba como la propia conducta de las
partes o la cartografía, que pueden llegar a considerarse como auténtico titulo.
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A> LOS TíTULOS JURíDICOS NO EMANADOS DE LA POTENCIA COLONIZADORA
COMO MEDIO DE PRECISION DEL ‘UTI POSSIDETIS IURIS’
.
El término titulo, tomado en el sentido de título jurídico, designa todo hecho,
acto o situación que es la causa y fundamento de un derecho120. Es obvío que
hablar de titula -tal y coma se desprende del análisis realizado en el capitulo 1 de
este trabajo- denota tanto un derecho como el hecho jurídico en el que se basa el
derecho; de ahí que concluyeramos que, el titulo es el antecedente de fr~tg, del
cual, el derecho es la consecuencia de ha121. Como hemos visto en un
momento anterior, el T.I.J., se expresó en términos similares al referirse a la noción
de título en el asunto de Burkina Faso/Mali: The concept of title may also, and
more generally. comprehend both any evidence which may estabiish the existence
of a right, and the actual source of that right”122
Hablar de titulo, en el contexto de controversias territoriales en las que está
previsto que opere el uti oossidetis iuris, supone el reenvío a cualquier medio de
prueba susceptible de establecer la existencia, tanto del derecho como de su
origen. A este respecto, el T.l.J. ha distinguido tres connotaciones de la palabra
‘título’. En un primer sentido, el origen del derecho vendría dado por aplicación de
la sucesión de Estados; en segundo lugar, en cuanto los Estados son herederos del
cfr. SHAW, Mdi., “Territory in International Lar, ILLJJJ.’
13.1982, p.sl.
121 Vid. supra, pp42—36, donde se ha analizado en detalle el concepto
de titulo de soberanía territorial.
Cfr. I.C.J.Reoorts, 1986, p.564, pa-lB.
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territorio correspondiente a una determinada circunscripción administrativa, un
‘título’ vendrá facilitado, por ejemplo, por un decreto real que atribuya ciertas zonas
a cada una de las subdivisiones; en un tercer sentido, relevante en derecho interno,
los ‘títulos’ son la prueba de los derechos de los titulares a la propiedad de la tierra
que ellos describen; en este último ámbito se deben incluir los ‘títulos oficiales de
terrenos comunes’, que comportan la atribución de tierras a particulares o
comunidades indígenas, los cuales, a juicio del T.i.J., son comparables a las
‘efectividades coloniales’”3, según ya hemos referido anteriormente.
Para determinar la línea del uti oossidetis iuris, el concepto de título que
mejor se ajusta a la prueba es el que se corresponde con la segunda de las
definiciones, esto es, todo instrumento legal que contenga una descripción de
límites de las antiguas colonias. Sin embargo, no todos los títulos tienen la misma
fuerza en cuanto la autoridad de la que emanan no es la misma; en este sentido es
posible afirmar que existe una especie de jerarquía entre los títulos jurídicos
llamados a establecer el uti oossidetis iuris, cuyo criterio de graduación vendría
dado por su origen. Esto supondría considerar, ante todo, los títulos coloniales -
directos- que son aquellos documentos expedidos por el poder soberano, o por sus
delegados legítimos, en los que se consigna, en la forma legal, el derecho de
propiedad sobre un determinado inmueble124, esto es, deslindan la jurisdicción
a que quedan sometidos los inmuebles, e incluso, puede tratarse de un
Cfr. LCJ.Reoorts, 1992, pp.388—389, pa.45.
124 Cfr. OROZCO, W.L., Legislación sobre terrenos baldíos, Tomo II,
México, 1895, p.760
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nombramiento de una autoridad civil en el que se fijen los limites de su jurisdicción.
Pero la determinación del ~j gii~ no excluye tomar en consideración
otras fuentes, aunque sean de menor entidad, para suplir las deficiencias de los
anteriores; en este sentido se pueden citar los ‘título eclesiásticos’, documentos
que fijan jurisdicciones a un Obispado. Arzobispado, parroquia, convento.., de la
Iglesia Católica, y que debían o podían coincidir con los limites jurisdiccionales
civiles125. Igualmente pueden apreciarse otros títulos, que por contraposición
denominamos ‘indirectos’, a través de los cuales una autoridad adjudica el dominio
de tierras, ya sea a comunidades de indígenas, ‘ejidos’, ya a particulares,
‘privados’, pues, como dice el Tribunal
“In the absence of legislative instruments formally defining provincial
boundaries, not only the grants to Indian communities but also land
grants to private individuals afford some evidence which might
indicate where the boundaries were thought to be or ought to
Además, también pueden detentar la cualidad de prueba de la línea de 1821, junto
a estas ‘concesiones’, los llamados ‘títulos republicanos’, es decir, las atribuciones
de tierra posteriores a la independencia, periodo de la República Federal de América
Central <1821~1839)127, y particularmente las de los añas inmediatamente
posteriores en tanto que evidencian una situación establecida.
Este aspecto que indicamos no sólo ha sido afirmado por la doctrina
latinoamericana, a la que nou hemos referido en el capítulo 1 al abordar el
utí noesidetis como principio de delimitación de territorios, sino también la
doctrina europea; vid, en este sentido, entre otros, BAIiDONNET, D., “Les
frontiéres terrestres et la relativité de leur tracé”, R. des o., n~153,
1976.V, p.55.
126 Vid. í.c.J.Renorts, 1992, p.394, pa.54.
~ Cfr. ibídem, pp.54—55. pa.,56.
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Un breve repaso a la jurisprudencia nos pone en contacto con supuestos en
los que el árbitro o juez ha paliado las insufiencias de los títulos coloniales,
invocados en primera instancia para verificar la línea del uti nossidetis iuris, con el
exhorto a esos otros títulos ‘subsidiarios’ que hemos mencionado.
El laudo del Rey de España, por ejemplo, tomó en consideración la
jurisdicción eclesiástica del Obispado de Comayagua que se correspondía con la
Gobernación de Honduras128, como soporte en la delimitación fronteriza en la
zona del Cabo de Gracias a Dios.
Las imprecisiones del ~L2QsziÉti~con que se enfrentó el tribunal arbitral,
en el asunto de Guatemala y Honduras, fueron subsanadas por el recurso tanto a
la equidad, como - y a través de ésta- a las efectividades; entendiendo incluidas
dentro de esta categoría (como haría posteriormente el T.l.J en el asunto de la
controversia fronteriza terrestre, insular y marítima entre El Salvador y Honduras
)
‘las concesiones de dominio público’, pues a juicio de dicho tribunal, “considering
the iand grants made prior to independence as evidencing the extent of the
recognized provincial jurisdiction, it appears that the une of ‘uti possidetis’ of 1821
may be deemed to be established”, a lo que añade que dichas concesiones
mencionadas “showing of judicial administration by the Honduran authorities in the
Valley of Copan”129.
Donde el problema de las interacciones entre las diversas categorías de
títulos jurídicos cobra mayor auge es, sin duda, en el referido asunto de Ja
128 Cfr. GROS ESPIELL, E., España y la solución...on.cit., p.l4O.
129 Vid. UNR.I.A.A., vol.II, pp.l349 y 1350.
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controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras
;
en este caso, el Tribunal se vió enfrentado con un lluvia de títulos ejidales,
republicanos, eclesiásticos e, incluso, privados que ambas partes presentaban en
apoyo de sus respectivas reclamaciones sobre la base del uti oossidetis iuris. A
efectos de determinar el alcance probatorio de cada uno de ellos, el Tribunal
profirió las significativas reflexiones que hemos detallado en páginas anteriores,
junto a otras, también interesantes, como la que hace refencia a la distinción entre
‘ejidos de reducción’, otorgados a las comunidades indígenas nómadas para su
establecimiento definitivo, y ‘ejidos de composición’, por los que éstas pagaban
una suma de dinero, que planteaba El Salvador basándose en el artIculo 26 del
Tratado General de Paz””, y que a juicio del Tribunal carece de interés práctico
por lo que no la adopta’31. Tomando como punto de referencia este enfoque
previo, procede la Sala al estudio de estos títulos para cada uno de los sectores de
la frontera terrestre, que no se toman en consideración ni en el primero ni en el
último sector donde el Tribunal, como ya hemos visto, se apoyó en la conducta
posterior de las partes como fundamento de su trazado, y también sabemos que
en la controversia insular no dan suficiente juego.
En el primer sub-sector del sector segundo, la decisión de los jueces
implicaba la valoración cñdca del Titulo de Júpula de 1742, presentado por
130 Cfr., en este sentido, la construcción que hace El Salvador mobre los
ejidos, principal titulo probatorio de sus reclamaciones, en Memorial of the
Revublic of El Salvador, 1 junio 1988, capitulo 4; y la respuesta de Honduras,
en contre—memoire du aouvernement de la Reoubliaue du Honduras, 10 febrero
1989, vol.I, pp.102—114. Resulta igualmente de interés, el importante estudio
que sobre los ‘ejidos’ realiza el prof. NIETO, experto español en la mataría,
en su Pleading de 16 abril 1991 <C 4/CE 91/2), pp.38 y es.
131 Cfr. I.c.J.Reoorts, 1992, pp.393—394, pa.52 y 53.
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Honduras, y el de Las Palmas de 1829, alegado por El Salvador, y se inclinó a favor
del título republicano en los siguientes términos:
.the titie of Dulce Nombre de la Palma is a piece of evidence which
the Chamber 5 entitled to take into account, because the 1742
Jupula title is not capable of showing exactly the territorial expanse
of the mountain of Cayaguanca.. .thus the titie of Dulce Nombre de la
Palma is of significance, in that it shows how the utí oossidetis iuris
position was understood at the time”.’32
Aunque para el segundo sub-sector, prima un titulo colonial ejidal pues entiende
que “it appertains to Honduras, having formed part of the ‘mountain of
Cayaguanca’ attributed to the community of Ocotepeque in 1742f133.
Pasando al tercer sector, en el primer sub-sectorante la imprecisión del título
ejidal de Arcatao de 1724 que alegaba El Salvador, los jueces construyeron la línea
del ~fr~o~U~tizsobre la base de los títulos privados presentados por Honduras,
San Juan El Chapulin de 1776, San Pablo de 1719, Concepción de Cuevas de
1719 y Hacienda Sazalapa de 1746134. Sin embargo, en la restante zona que
compone este sector no hay una inclinación clara del tribunal por unos títulos u
otros, debido a las dificultades que ellos mismos conllevan para lograr la
conciliación de sus descripciones; por ello, el Tribunal reconstruyó la línea del nti
oossidetis iuris, así lo afirma el juez ~djj~ TORRES BERNALDEZ’35, partiendo
en general de los títulos, tanto coloniales como republicanos, presentados por
132 Vid. ibidem, p.429, pa.112.
133 Vid, ibídem, p.437, pa.125-
134 Cfr. p.445, pa.139 a 141.
135 Vid. Opinión individual, ibídem, p.654, pa.48.
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ambas partes’36.
Para su estudio, análisis y decisión, el sector de Naguaterique se dividió en
cinco sub-sectores; de éstos, el trazado del primero se basó en el reconocimiento
de las partes a un limite y en el último actué la equidad ‘mfra legem’. Para el
segundo, el Tribunal se apoyé, por un lado, en el Titulo de Torola de 1743 y en el
de 1844 que contenía un certificado, extendido por un Juez de Gracias a Dios de
1804, de deslinde de tierras, presentados por El Salvador’37, por otro, estableció
una presunción. Claramente se basé la decisión del Tribunal en el Titulo hondureño
de Santa Ana de 1653, frente a la pretensión salvadoreña basada en la no
ratificada Convención Cruz-Letona de 1884, en la tercera parte’38. Por último,
el cuarto sub-sector se determinó sobre los Títulos ejidales de Arambala y Perquin
de 1769 en que se basaba El Salvador’39, desechando de esta manera la tesis
d9 Honduras.
En dos sub-sectores fue dividido el sector quinto; el primero de éstos se
definió según los Títulos republicanos hondureños de Matasano de 1856 y de
Dolores de 1879’~”, mientras la otra parte del sector siguió fielmente el Titulo
ejidal, salvadoreño, de Polorós de 1760’~’, lo que significó la desestimación para
Cfr. ibídem, p.456, pa.155; p.469, pa.175.
Cfr. ibídem, p.503, pa.242.
Cfr. ibídem, pp.5O6—5O7, pa.249.
Cfr. ibídem, p510, pa.257.
Cfr. ibídem, p.526, pa.282.
¡41 Cfr. ibídem, p-540, pa.301.
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Honduras de sus títulos, tanto de Dolores como de San Antonio de Padua.
De este rápido y sucinto cotejo por sectores de la frontera terrestre, del
complejo asunto de El Salvador-Honduras, se infiere una evidente conclusión, que
resulta particularmente reseñable en cuanto punto de inflexión en la trayectoria de
contenciosos delimitadores basados en el principio del uti oossidetis iuris resueltos
hasta la fecha: toda su fundamentación y alegación por las partes descansa en los
llamados títulos ‘indirectos’, ya se trate de títulos ejidales o privados, ya sean
títulos republicanos, pero, en cualquier caso, no derivados directamente del
Soberano’42; lo cual nos lleva a replantear la efectividad de los títulos coloniales
para resolver estas disputas.
BI IMPORTANCIA DE LA AQUIESCENCIA Y LA DOCTRINA DE LOS ACTOS
PROPIOS EN ESTE AMBITO
.
Ante una situación concreta de hecho o de derecho, respecto de la cual
existen pretensiones concurrentes y contradictorias por parte de dos Estados
distintos, el comportamiento de uno de ellos nunca es irrelevante para el otro,
especialmente cuando el actuar de un estado impone al otro la obligación de obrar
142 Este dato ya había sido puesto de manifiesto previamente por JIMENEZ
DE ARECHAGA, en cuanto ‘sistema’ a aplicar para conseguir una adecuada
aplicación del utí noesidetis iuris al caso; vid, Plaidoire de 19 abril 1991
,
p.33.
El ejercicio continuo y pacifico 243
en consecuencia, si estima que afecta a un derecho propio.
El recurso al comportamiento de los Estados, en los contenciosos territoriales
regidos por el uti oossidetis luris, implica determinar la existencia de una situación
concreta de cierta complejidad, respecto de la cual debe apreciarse la conducta
recíproca de los Estados involucrados respecto de los derechos y obligaciones que
rigen dicha situación “~. El elemento esencial aquí es la determinación de los
efectos jurídicos que una conducta de hacer o no hacer produce sobre los derechos
y obligaciones derivados del jjtL~gzzki~ft. y que van a traducirse. normalmente,
en el nacimiento o pérdida de un derecho, debido a la exigencia de buena fe que
rige las relaciones internacionales1t
Es necesaria la concurrencia de varios factores para poder hablar de
modificación de la situación jurídica existente, a saber’45:
- conocimiento de la conducta observada por un Estado, que puede producirse por
diferentes medios - como la protesta, la notificación o el silencio a la modificación
143 cfr. GONZALEZ CAMPOS, J.D, SANCHEZ RODRíGUEZ, L.I., y ANDRES SAINZ
DE SANTA MARIA, MS., Curso de derecho internacional público, 5A cd., Madrid,
1992, p.75.
144 El prof. M.KOHEN, al analizar las relaciones entre la aquiescencia
y el utí tossidetis, se plantea si el primero puede modificar la situación
resultante de la aplicación del segundo, concluye que “l’acquiescement A una
situation de fait contraire & l’uti noesidetis n’est simplement pas poseible,
du moment que la quinteseence du príncipe set précisément l’Imposibilité
d’invoquer une situation de fait contraire au droit. -. accepter le contraire
serait dénaturer le príncipe” <L’uti poesidetis revisite: l’arret du 11
septembre 1992 dans Jjaffaire El Salvador/Honduras”,E~Q¡E, 1993, p.967). Sin
embargo, pese a lo cierto de esta afirmación, se hace necesario precisar que
habida cuenta de las deficienciau prácticas del uti noesidetis turis, son 1am
partes quienes voluntariamente recurren a la aplicación do otras categorías
jurídicas, tales como la aquiescencia o el estoppel, en detrimento de aquél,
y de ello la jurisprudencia —como veremos— nos da buena muestra.
145 Para un mayor desarrollo en el tema de la modificación y extinción
de derechos por obra del comportamiento de los Estados, cfr. GONZALEZ cAMPOS,
J.D y otros, curso de... on.cit., pp.75—83.
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del estado de cosas existente-; además, la doctrina ha sostenido la necesidad de
que tanto las declaraciones como los actos imputados al Estado tengan un sentido
claro e inequívoco, esto es, la conducta debe ser concluyente; y en ese aspecto no
ha sido menos rigurosa la jurisprudencia internacional’48;
- la bona fide en el comportamiento de los Estados, esto es, la cesión de derechos
territoriales obtenidos por el ~pg~Id~Ih, como consecuencia del comportamiento
reciproco de los Estados, se impone por una exigencia de buena fe a actos
inequívocos de éstos;
- transcurso de un plazo razonable, atendidas las circunstancias de tal situación,
como ha señalado el T.l.J. en el asunto del Temolo de Preah Vihear”7, sin
producirse la consiguiente reacción por una parte a los actos inequívocos de la
otra, lo que origina la mencionada transferencia.
En este contexto la experiencia jurisprudencial nos enseña, que las
situaciones territoriales escasamente definidas, e incluso ignoradas, en las
circunscripciones y limites administrativos de las antiguas potencias coloniales
ofrecen, como dice el prof. SANCHEZ RODRIGUEZ’¶ un cauce para la
utilización complementaria y subsidiaria del estoppel, en función de las
146 cfr., en cuanto a la doctrina, REY CARO S.J., “Las reservas de la
República Argentina a la convencián sobre derecho de los tratados. El.
‘estoppel’ y la claúsula rebus sic etantibus”, A.F.D.I., 1975, p.232; en lo
que afecta a la jurisprudencia internacional, cfr., caso de los emtréstitos
serbios, C.P.I.J., serie A. n~ 20—21, pp.38—39; asunto de las Pesguertas
,
I.c.j. Reports, 1951, p.27.
147 Cfr. I.C.J. Recorte, 1962, p.23.
144 Vid. SANCHEZ RODRíGUEZ, L.I., “Utí possidetis: la ...“, on.cit.
p.147.
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circunstancias especiales de cada caso concreto. Figura jurídica a la que debemos
añadir otras que también sobresalen en este ámbito y con las que guarda estrecha
relación, la aquiescencia y la doctrina de los actos propios, pues no en vano afirmó
el T.i.J, en el asunto de Burkina Faso-Mali, al analizar los medios de prueba de la
línea del uti nossidetis iuris, que
“both the Parties have however resorted in other connections to
arguments bearing upon acquiescence, estoppei or the conduct of the
Parties”’t
Aunque la aquiescencia, en el sentido aceptado por el diccionario de tácito
acuerdo o consentimiento, se aplica a toda clase de reclamaciones, su centro de
gravedad gira entorno a las disputas territoriales’50. Es esencialmente un
concepto negativo que se usa para describir la inacción de un Esado que se
enfrenta con una situación constitutiva de una amenaza o una infracción de sus
derechos, y que adopta la forma de silencio o ausencia de protesta en
circunstancias que exigen una reacción positiva significando una objeción’51.
El argumento que Colombia presentó ante el Consejo Federal Suizo, árbitro
en su contencioso de delimitación de fronteras en base al u ~~jiiz con
Venezuela, descansa en la ausencia de protesta por parte de esta última ante dos
hechos respecto de los cuales se esperaba su reacción por entender que quedaban
149 Vid. I.CJ. Recorte, 1986, p.576, pa.4.3.
150 Aunque nosotros hagamos mención de los supuestos en que la
aquiescencia es aceptada y produce un efecto modificativo o extintivo de
derechos, se pueden citar igualmente casos en que las partes argumentan esta
figura y el juez lo rechaza como prueba. Vid, entre otros, en asunto de
Burkina Faso—Malí (cfr. I.CJ. Reoorts, 1986, p.S97, pa.80.).
151 Cfr. MAC GIBSON, M.A., “The scope of acquiescence in International
Law”, B.Y.B.I.L., 1954, p-143.
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afectados sus derechos; concretamente, la cesión por parte de Colombia a Brasil,
en 1907, de parte del territorio litigioso, y la ocupación por Colombia, en 1900, de
la cuenca del Amazonas y del Orinoco. Tales argumentos fueron apreciados por el
tribunal arbitral en los siguientes términos, “l’absence de protestation est, en droit
international, une des formes de l’acceptation ou de la reconnaissance de certains
faits”162.
Particularmente interesante resulta el caso de Guatemala y Honduras, como
ilustrativo de una ocasión en la que una protesta podría haber sido útilmente
realizada, y ejemplificativo del resultado de ausencia de tal protesta’53.
Efectivamente, como vimos en su momento, el tribunal arbitral enfrentado a una
delimitación fronteriza en base al uti oossidetis, establece su propio concepto de
este principio fundamentado en la idea de ‘control administrativo’, ante la
divergencia al respecto de las partes. El tribunal sostuvo, que en la búsqueda de
la prueba de control administrativo en el periodo crucial, tenía libertad para
investigar la voluntad real, en ausencia de leyes precisas, en la conducta que
indicaba ‘aquiescencia’ real en las manifestaciones de autoridad
administrativa154. En esta situación, observó el tribunal que, efectivamente, “the
continued and unopposed assertion of administrative authority by either of the
colonial entities, under claim of right, which is not shown to be an act of
usurpation because of conflict with a clear and definite expression of the royal will,
152 Cfr. U.N.B.JLLAL, vol.I, p.25O—251.
153 Cfr. MAC GIBRON, M.A., MThe scope of acquiescence...”, on.cit.
,
pp. 157—158.
134 Cfr. U.N.R.I.A.A., vol.II, p.1324.
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is entitíed to weight”’55. De esta forma, como hemos visto en un apartado
anterior, obtuvieron valor probatorio en ciertas zonas, los actos de autoridad
ejercitados por Guatemala frente a los que era esperable la protesta y oposición por
parte de Honduras, en cuanto afectaban sus derechos, pero “does not appearthat
such protest was made or that opposing action was taken by Honduras”’56; esa
aquiescencia confirmó el titulo derivado de las efectividades guatemaltecas.
Pero donde, sin duda alguna, ha tenido mayor peso y trascendencia el
argumento de la aquiescencia afectando derechos derivados del principio del xlii
QQzzUflZjilLi, ha sido en el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular
y marítima entre El Salvador y Honduras’57, donde el reconocimiento explicito y,
sobre todo, la aquiescencia de una de las Partes a las tesis o comportamiento del
otro aparecen como determinantes, tanto para el trazado de una parte de la
frontera, como para el establecimiento de la soberanía sobre las islas.
Efectivamente, el argumento de la aquiescencia, por un lado, deroga el titulo inicial
del uXLu~szId~ft. en el primer sub-sector del sector primero, en cuanto “this
situation was susceptible of modification by acquiescencet entendiendo la Sala
que la conducta de Honduras de 1881 a 1972 “may be regarded as amounting to
such acquiescence in a boundary corresponding.. “‘u; este aspecto de la
155 Vid. Ibídem, p.l324.
~ Cfr.Ibidem, p.1328.
De hecho, la posibilidad de modificar la situación derivada del
principio del utí noesidetis iuris, a través del comportamiento tácito de los
Estados, fue ya indicada por el prof. CONZALEZ CAMPOS en su pleading de 14
mayo 1991 <c 4/CR 91/23, p62> emitido en el proceso verbal de este asunto.
15K vid. i.c.j. Revorts, 1992, p.408, pa.80.
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sentencia es especialmente interesante si tenemos en cuenta que Honduras habla
alegado importantes efectividades en este sector, que la Sala considera
desprovistas de valor frente a su clara actitud de aquiescencia a la posición jurídica
de la otra parte, lo cual nos lleva a afirmar el efecto decisivo de ésta en detrimento
del comportamiento efectivo sobre el terreno. Por otro, confirma dicho titulo en el
último sector, en el que no se había producido ninguna reivindicación salvadoreña
al límite fijado por ambas partes en las negociaciones que celebraron en 1880, y
que Honduras alegaba como prueba del limite de 1821; en opinión del Tribunal
“corrobative we¡ght may be attached to the conduct of the Partes in negotiations
in the l9th century”159.
Asimismo, esta sentencia resulta ilustrativa, como en el caso anterior, del
efecto que conlíeva la ausencia de protesta frente a actos de jurisdicción efectiva
realizados por la otra parte, cuando dichos actos se constituyen como título
probatorio en ausencia de título colonial. Efectivamente, en la isla de Meanguera,
de la que la Meanguerita es una dependencia, el Tribunal consideró “the conduct
of Honduras vis-á-vis eariier effectivités reveals an admission, recognition,
acquiescence or other form of tacit consent to the situationlW, y como
consecuencia “El Salvador made be regarded as sovereign over the island, if there
remained any doubt, its position in respect of Meanguera is made definitive by the
acquiescence of Honduras in its exercise of sovereignty in the Island”’61.
159 Cfr. Ibídem, p.550, pa.317, respecto de la conducta de Honduras que
se específica en la p.S48, pa.312.
Vid. Ibídem, p.577, pa.364.
161 Vid. Ibídem, p.579, pafl6?.
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Frente a tales concluyentes ejemplos de la práctica, en relación al valor
decisivo que puede ostentar la aquiescencia de una de las Partes frente a la
actividad de la contraria, no faltan supuestos en los que tal ausencia de protesta
no ha jugado ningún papel; el asunto de la Lacuna del Desierto162 es buena
muestra de ello.
La doctrina de los actos propios constituye un aforismo que significa que
nadie puede ir válidamente contra sus propios actos’03, venire contra factum
QJLQIIIrn que decían los romanos; la aplicación de esta regla presupone siempre una
situación procesal. En el derecho inglés una idea semejante ha encontrado
consagración en una institución de perfiles muy acusados y de gran interés, la
llamada doctrina del estoppel; esta regla opera para impedir a una parte negar ante
un tribunal la verdad de una declaración de hecho realizada previamente a otra
parte, por medio de la cual esta otra ha actuado en su detrimento o la parte que
162 En este caso, Chile alegaba como apoyo a su pretensión la falta de
protesta de Argentina ante los actos de autoridad que alegaba haber desplegado
sobre el territorio en disputa. Frente a tal argumento, el Tribunal arbitral
entendió que,
“en vista de esas características de los actos que Chile afirma
habría cumplido en el sector, no es razonable extraer
consecuencias determinantes de la la falta de protesta del
Gobierno argentino” (vid. original mecanografiado, p .110,
pa. 159).
163 cf r. DIEZ—PICAZO PONCE DE ¡ABON, L., La doctrina de los nroDios actos
,
Barcelona, 1963, p.223. según este autor, los precedentes se sientan en el
derecho romano, y la primera aplicación, en nuestro ordenamiento, la
encontramos en la sentencia del T5. de 28 mayo 1864; la idea de
‘inadmisibilidad de venir contra los propios actos’ ha sido sucesivamente
cualificada por el T.S, desde ‘doctrina’, ‘doctrina legal’..., hasta
establecerla como’principio general del derecho’ en la sentencia de 14 abril
1921 <cfr. ibídem, ppAO3—lOS).
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hace la declaración se ha asegurado algún beneficio’64. Ambas instituciones han
sufrido evoluciones independientes amoldándose cada una a la idiosincrasia del país
y a la realidad social en que han sido aplicadas, de tal forma que aunque existan
divergencias, pueden ser un útil complemento’65. Su aplicación presupone el
siguiente silogismo:
- una situación creada por una actitud de una parte (actitud primaria);
- una conducta seguida por la otra parte y basada directamente en aquella primera
actitud (actitud secundaria);
- una imposibilidad por parte del que adoptó aquella actitud primaria de alegar
contra la misma o manifestarse en sentido contrario”6.
La exigencia de coherencia del comportamiento es una derivación del
principio general de buena fe, y del postulado de la fuerza vinculatoria de ciertos
actos unilaterales. Su característica más importante, tanto en la expresión del
venire contra factum como en la versión anglosajona del ‘estoppel’, se centra en
constituir una traba de orden procesal como es, según dice el prof.DIEZ-PICAZO,
“la imposibilidad de hacer valer, como factor decisivo de un litigio, una alegación,
bien sea de carácter sustantivo -formular una acción o una excepción- o bien de
carácter procesal -recurrir habiendo consentido la sentencia..
164 Cfr. BOt4ETT, M.A., “Estoppel before International Tribunals and its
relation to acquiescence”, B.Y.B.I.L., 1957, P.175.
165 cfr. DIEZ—PICAZO PONCE DE LEON, L. La doctrina.. .on.cit., pp.6O—64
166 Cf r. PECOURT GARCíA, E., “El principio del ‘estoppel’ en derecho
internacional público”, ~ 1952, p.103.
~ Vid. DIEZ—PICAZO PONCE DE LEON, ¡A., La doctrina de ... op.cit-
,
p.223.
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El reconocimiento jurisprudencial, en el ordenamiento internacional, de la
figura del ‘estoppel’ se produ¡o a través del asunto de la delimitación marítima en
el Golfo de Maine’68, aunque su precedente debemos localizarlo en al asunto
sobre el laudo del Rey de Esoaña de 1906, entre Honduras y Nicaragua. En este
último, el T.l.J., sin pronunciarse sobre el argumento del Honduras fundado sobre
el estoppel, consideró que a Nicaragua no le era admisible, en razón de su
comportamiento, formular objeciones de nulidad contra la sentencia arbitral basada
en la aplicación del principio del uILnQssk&tjz”~. Se puede considerar, con
ciertos autores170 que esta decisión constituye un ejemplo de ‘forciusión’,
aunque el Tribunal no haya utilizado el término, resultante para un Estado de sus
actos repetidos de reconocimiento y de sus comportamientos.
Igualmente hizo alusión a esta cuestión la sentencia del T.l.J., en el asunto
del Temolo de Preah Vihear, si bien lo hace a título subsidiario, declarando que ‘en
todo estado de causa Tailandia no podrá pretender que no había aceptado el mapa,
en razón precisamente de los comportamientos que llevan a pensar que lo había
aceptado”71.
Aunque el Tribunal no ha invocado exoresis verbis el ‘estoppel’, en el asunto
de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y
168 Cfr. I.C.J. Reoorts, 1984, p.305, pa.130.
169 Cfr. I.CJ. Recorte, 196a, p.209.
170 Cfr. entrre otros, MARTIN, A., L’esto’rn~el en droit international
,
Paris, 1979, p.llS; DOMINICA, Ch., “A propos du principe de l’estoppel en
droit des gens”, en Recuejí d’études de droit international en Hommaae a Paul
Guaaenheirn, GLnebra, 1968, p.333.
¡71 Cfr. I.C.J. Reoorts, 1962, p.32.
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Honduras, podemos entender implícita su aplicación en los sectores de TepangOisir
y Goascarán. En efecto, en cuanto al primer sector, la aquiescencia de Honduras
a la demarcación realizada por ambos Estados en 1881, que hemos visto en
páginas anteriores, lleva al Tribunal a reconocer como válido dicho trazado’72,
impidiendo a aquélla cualquier tipo de reclamación posterior -como pretendía en
1972- al quedar vinculada por su conducta anterior. Conclusión similar se extrajo
en el último sector, siendo aquí la conducta de El Salvador, posterior a las
negociaciones de 1880, la que indujo a la Sala a considerar la aquiescencia de éste
al limite fijado’73, haciendo inviable la posibilidad de reclamación posterior
salvadoreña a un trazado distinto. Nos encontraríamos ante un supuesto de
‘estoppel por aquiescencia’, motivado por el silencio de una de las partes que le
vincula para no poder afirmar posteriormente su derecho frente a la otra que actúa
de buena fe. Cabe concluir de lo expuesto que, en esta decisión, el
comportamiento de las partes incluye tanto la figura de la aquiescencia como la del
‘estoppel’.
Como acabamos de ver, la experiencia jurisprudencial nos enseña que la
ecuación ‘comportamiento, aquiescencia y estoppei’, resulta relevante y operativa
a los efectos de una delimitación sustentada sobre el principio del nILuo~ida11z
iufi~, en circunscripciones y limites administrativos de antiguas potencias coloniales
escasamente definidos.
172
Cfr. I.C.J. Rer>orts, 1992, p.408, pa.8O.
cfr. ibídem, p.551, pa.317.
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Cl LAS EFECTIViDADES COMO MEDIO DE PRUEBA SUPLETORiO
.
Afrontabamos al comienzo de este capítulo, el problema de la determinación
del papel de las ‘efectividades’ en la delimitación del territorio en los supuestos de
aplicación del uti oossidetis iuris, relativizando la afirmación del juez Max Huber en
el sentido de que, aunque importantes, no son fuente probatoria autónoma en este
ámbito y no pueden prevalecersobre aquél. Sin embargo, hemos venido insistiendo
acerca de las dificultades que conlíeva una delimitación fronteriza basada en este
principio, como consecuencia de la imprecisión, los silencios o los errores de la
legislación de la época colonial sobre la que se fundamenta la determinación del
mismo; circunstancia que avoca al recurso complementario a otras categorías
jurídicas. Hemos visto el papel jugado por la equidad para subsanar las
insuficiencias en este ámbito, la aplicación de otros títulos jurídicos en defecto de
los coloniales y la influencia decisiva que puede operar el comportamiento de los
Estados involucrados; todo ello sin olvidar, la operatividad del ejercicio de
jurisdicción por las partes, en los territorios en conflicto.
El hilo conductor de esta parte de nuestro estudio ha venido marcado,
precisamente, por demostrar cómo las deficiencias que de hecho presenta la
aplicación del uti oossidetis iuris han sido paliadas a través, principalmente y en
primera instancia, por las efectividades. Hemos tenido ocasión de comprobar, a
través del correspondiente análisis jurisprudencial, la fidelidad con que se repite su
función tanto confirmativa como interpretativa e integradora del titulo jurídico, de
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que hablaba el T.l.J., que procede, la primera en consonancia con éste, la segunda
cuando es insuficiente o incierto174; baste recordar, en este sentido, los asuntos
de jaj.~ia~.L¿v , Colombia-Venezuela, Honduras-Nicaraoua, Costa Rica-Panamá
,
o el propio Burkina Faso-Mali del T.I.J.’75.
A todo ello debemos añadir ahora, que las efectividades han actuado
igualmente en su faceta sustitutoria; la cual resulta procedente “in the event that
they does not co-exist with any legal title, it must invariably be taken into
consideration”’7. Si bien, esta circunstancia, menos frecuente que la anterior,
ha tenido lugar en contadas ocasiones.
Es posible entender que las efectividades han constituido un titulo autónomo
en el asunto de Guatemala-Honduras, por los importantes poderes que las partes
otorgaron al tribunal arbitral en el compromiso’77. Esta decisión, a la que nos
hemps referido en distintos momentos resaltando su importancia, en lo que al
estudio de las relaciones dialécticas entre uti oossidetis iuris y efectividades se
refiere, contempla una acusada referencia a los actos de jurisdicción ejercitados por
las partes. El tribunal, no sólo llega a la identificación del ntL~~zziÉIiz con el
control administrativo, sino que, excepto en una pequeña sección -ocho millas
desde la frontera salvadoreña hasta Cerro Barbasco- en que hay una
cfr. I.C.J. Recorte, 1986, pp.586—587, pa.63.
Dado que estos casos han sido profusamente abordados en la sección
primera de este capitulo, estimamos innecesaria su reiteración, rémitiéndonos
a las observaciones en su momento expresadas.
1% Vid. I.c.J. Renorts, 1986, p.587, pa.63.
177 Cfr. SANCUEZ RODRíGUEZ, L.I., “Problemas de fronteras...”, on.cit.
p.200.
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complementación entre titulo jurídico y efectividad, el resto del trazado fronterizo
se fundamenta en el hecho de la posesión. Concretamente, en tres de las cuatro
secciones en que divide el tribunal la zona litigiosa, la línea de delimitación
transcurre en base: por un lado, al ejercicio de autoridad de Guatemala unido a la
aquiescencia de Honduras, por otro, a la posesión actual de cada una de las partes,
y, en la última sección, en atención a efectividades concretas como el régimen de
concesiones públicas, los actos de administración judicial y el ejercicio de
178
jurisdicción civil guatemaltecas
La decisión que mejor testimonia el alcance autónomo que pueden
representar las efectividades en defecto de titulo colonial, al ejercer su función
supletoria, es, sin duda, el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y
marítima entre El Salvador y Honduras; si bien, únicamente en la parte relativa a
la controversia insular, pues en los diferentes sectores de la frontera terrestre
(como ya hemos indicado>, en los que la Sala se enfrenta igualmente a la alegación
de efectividades por ambas Partes, ésta llega sistemáticamente a la conclusión de
que no están suficientemente probadas como para poder modificar el trazado de
la frontera derivada del titulo jurídico’70. Efectivamente, vinculado el Tribunal por
el principio del uti oossidetis iuris en cuanto derecho aplicable en todo el
123 Remitimos, igualmente, al análisis pormenorizado de esta decisión,
tanto en el apartado a) —jurisprudencia arbitral—, como en el apartado C) —
equidad—, de la primera sección de este capitulo. La referencia de las
distintas manifestaciones de soberanía, retenidas como título por el tribunal,
que hemos mencionado se encuentra en U.N.LJJAJ., vol.II, pp.1328—1329 y
1330; pp.1344—1347 y 1349; y pp.1345—1349 y 1350, respectivamente.
129 Cfr. sutra, nota.34.
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contencioso -terrestre, insular y marítimo- acordado por las partes’80, estimó su
inviabilidad en este ámbito por las ambigOedades, lagunas y contradicciones de los
títulos presentados como prueba por las partes, y la necesaria consideración, en
su defecto, de los actos de autoridad llevados a cabo no sólo en la época colonial,
sino que también resultaban pertinentes las efectividades post-coloniales, si a ellas
se unía la correspondiente aquiescencia de la otra parte’81. Teniendo en cuenta
la exclusión de la categoría de terra nullius para tales territorios”2, no eran, pues,
susceptibles de ocupación; por ello el Tribunal establece el paralelismo con el
asunto de Minauiers y Ecrehous, para, siguiendo el precedente sentado por esta
decisión, determinar la prueba de la posesión en cuanto efectividad reveladora del
título jurídico’83.
En lo que afecta a la isla de El Tigre, Honduras ha ejercido la posesión y el
control efectivo de la misma durante más de cien años, como lo prueban diferentes
hechos presentados al Tribunal, tales como su cesión y venta a Estados Unidos,
o delimitaciones precedentes, en las que participO El Salvador, que establecían
como punto de partida esta isla de la ‘costa hondureña’. El conjunto de estos
eventos, y la no contradicción con título colonial alguno, lleva a concluir a la Sala
180 Cfr. stwra, nota 31.
Cfr. ibídem, p563, pa.341; p.S66, pa.347.
iS2 Una de las consecuencias más importantes que lleva aparejada la
doctrina del utí Doesidetis, es la exclusión de la categoría de ‘terra
nullius’ para los territorios regidos por dicho principio. Este aforismo fue
preconizado por la ‘doctrina Monroe’, y proclamado jurisprudencialmente por
el Consejo Federal Suizo, en su laudo de 1922, resolviendo el confícito
limítrofe entre Colombia y Venezuela (vid. U.N.R.I.A.A, vol.I, pp.228—229).
cfr. ibidem, Pp. 564—566, pa .343, 344 y 347.
El ejercicio continuo y pacífico ... 257
el título hondureño sobre la citada isla corroborado por la propia conducta, paralela
184a esta posesión, de El Salvador
No difiere mucho la conclusión del Tribunal respecto a la isla de Meanguera,
de la que Meanguerita es una dependencia. La presencia de El Salvador en dichas
islas está suficientemente probada, a juicio de la Sala, desde 1854,
intensificándose en años posteriores a través de sucesivos actos de administración,
como son, el nombramiento de jueces de paz, órdenes y nombramientos militares,
liberación de licencias, celebración de elecciones, fiscalidad, censos y registros de
nacimientos y defunciones, procedimientos civiles y penales, catastro y diversos
actos de disposición de bienes inmuebles, realización de obras públicas, y
organización de servicio postal, servicio de sanidad pública y educación. La
aquiescencia de Honduras a este continuo y efectivo ejercicio de funciones
estatales, es reveladora del tácito consentimiento a la soberanía salvadoreña; la
suma de ambas circunstancias ha creado un derecho territorial en favor de El
Salvador’85.
Aun con riesgo de caer en una crítica desmesurada, creemos que el Tribunal
ha escamoteado, ‘lisa y llanamente’, la aplicación del uti oossidetis iuris a la
controversia insular, sin tener en cuenta realmente las pruebas y argumentos que
de forma abundante le presentaron ambas Partes’86. En este sentido
184 C±r, ibídem, pp.SEB, 569 y 570, paJ35l, 352 y 355.
Cfr. ibídem, pp.571, pafl57; pp.572 a 574, pa.359; y pp.576—577,
pa.363.
186 Cfr. a titulo ejemplificativo, los pleadings tanto del prof.5ALNCHEZ
RODRUGUEZ, por Honduras (23 mayo 1991, C 4/Ca 91/32), como de). proLLIMA, por
parte de El Salvador <C 4/Ca 91/33).
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compartimos el sentimiento disconforme y profundamente critico del juez ‘ad hoc’
TORRES BERNALDEZ, en su opinión individual, al afirmar, refiriéndose en general
a esta parte de la controversia, que “its concrete application of the principe to the
islands is particularly poor, notwithstanding the evidence submitted on colonial
effectivités””7; y más concretamente, respecto de la atribución de la soberanía
de Meanguera y Meanguerita en favor de El Salvador, sostiene que “in this second
island in dispute, there are neither ‘State effectivités’ of El Salvador nor any
evidence of acquiescence or consent by conduct on the part of Honduras”, de tal
manera que el único derecho aplicable era el del uti Dossidetis iuris168, principio
que, precisamente, ha cedido en esta controversia insular en favor del ejercicio
efectivo de jurisdicción, que se constituye así como titulo probatorio autónomo del
mismo, en ausencia de titulo jurídico.
D) VALOR DE LA CARTOGRAFíA EN LAS CONTROVERSIAS DE DELIMITACIÓN
DEL TERRITORIO BASADAS EN EL TITULO JURíDICO
.
Los mapas tienen, por su naturaleza, un especial significado en conflictos
fronterizos, distinto de otras formas de prueba documental, en cuanto constituyen
~ Vid, ibídem, p.676, pa.95.
Vid. ibidem, p.ao~, palG9. Según el juez Torres Bernaldez, la
aplicación estricta del utí noesidetis iuris en las islas, hubiera determinado
su adjudicación a Honduras.
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una aproximación gráfica de la alineación territorial en un área determinada. Sin
embargo, es preciso indicar aquí que el uso de los mapas como prueba en la
resolución de disputas fronterizas ha sido siempre justamente restringida,
ocupando, en opinión de SANDIFER, una parte colateral mas que principal en la
regla de la mejor prueba18. Esta afirmación viene avalada por la propia
jurisprudencia internacional, en los siguientes términos:
“Whether in frontier delimitations or in international territorial
conflicts, maps merely constitute information which vanes in
accurancy from case to case; of themselves, and by virtue solely of
their existence, they cannot constitute a territorial title, that is, a
document endowed by international law with intrinsic legal force for
the purpose of establishing territorial rights. Of course, in some cases
maps acquire such legal force, but where this is so the legal force
does not arise solely from their intrinsic merits: it is because such
maps falí into the category of physical expressions of the will of the
State or States concerned...
maps can still have no greater legal value than that of corrobative
evidence endorsing a conclusion at which a court has arrived by other
means unconnected with the maps... The only value they possess is
as evidence of an auxiiiary or confirmatory kind, and this also means
that they cannot given the character of a rebuttable or ‘luris tantum’
presumption such as to effect a reversal of the onus of prooft1~
No es posible, según se deduce de la doctrina del T.l.J., elevar la cartografía
a la categoría de titulo autónomo, pero nada obsta a su utilización complementaria
~ Vid. SANDIPER, n.y., Evidénce before International Tribunals, Nueva
York, 197S, p234. Además de la obra de Sandifer, existen otros trabajos que
abordan con detalle el valor probatorio de los mapas en los conflictos
territoriales, vid., entre otros, WIDE, ChCh, “Maps as evidence in
International Disputes”, AJ.I.L., 1933, pp.311—316; PEPIN, E., “Valeur des
cartes géographiques coana preuve du tracé des frontiéres”, Affaires
étranpéres, 1938, pp.216—221; MURTY, T.S., “Boundaries and Maps”, Indian
Journal of International Law, 1964, pp.367—389; WEIS5BERG, O., Maps as
evidence in International Boundary Disputes: a reappraisal”, A.J.I.L., 1963,
Pp. 781—803.
Asunto de Burkina Taso—Mali, vid. I.C.J. Reoorts, 1986, p.582, pa.53
y p.583, pa-SG.
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para iluminar los documentos y establecer la información allí donde éstos son
deficientes. Ahora bien, el valor probatorio de los mapas es directamente
proporcional a sus cualidades técnicas y exactitud topográfica, e inversamente a
la autoridad legítima de que emane. En este sentido, es obligada la referencia al
asunto del Canal de Beaale en cuanto el tribunal arbitral sentó una serie de
principios aplicables de evaluación, que constituyen una clásica declaración
respecto del valor probatorio de los mapas en toda clase de cuestiones
fronterizas191:
- Donde un Estado realiza un mapa mostrando cierto territorio como perteneciente
a otro Estado, éste tiene mayor valor probatorio que si el mapa emana de este
último.
- Una consistente o generalizada emisión de mapas por parte de un Estado
fundamentando su demanda, demostraría creer en la validez de la reclamación,
mientras la otra parte mostrara duda o ausencia de seria convicción.
- Los mapas independientes producidos en terceros Estados pueden ser
significativos para manifestar la existencia o ausencia de un entendimiento general
respecto la naturaleza de la solución territorial particular.
Junto a la exposición detallada de estas reglas, el tribunal toma en
cansideración dos factores que pueden ser relevantes a la hora de apreciar los
mapas. Por un lado, relativiza la distinción, en base a su fuente de producción,
entre mapas de producción privada y mapas oficiales o cuasi-oficiales, afirmando
que podrían usarse de la misma manera tanto mapas oficialmente acordados como
191 Cfr. Laudo, pp.85 y 86, pa.142, en I.L.R., n252, pp.205—206.
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cartografía privada para revelar las creencias de las panes involucradas en tiempo
relevante, o como manifestación de una creencia general; si bien, estimamos
imperioso notar que esta aseveración del tribunal arbitral debe ser matizada en
cuanto, como veremos más adelante, la jurisprudencia ha conferido realmente
mayor entidad a los mapas de publicación oficial, por su origen estatal. Por otra
parte, el tribunal enfatiza el factor cronológico, en cuanto que el principio que
denota la importancia relativa atribuida a un mapa actúa, en gran medida,
dependiendo de la fecha de su publicación y tomando en consideración las
circunstancias del tiempo; esto significa que los mapas producidos antes de la
aparición de la controversia deberán tener mayor peso probatorio que los que
aparezcan después.
Desde que en 1798, la Comisión arbitral establecida bajo el articulo V del
Tratado Jay de 1794 para resolver el asunto de la identidad del Río St.Croix, entre
Gran Bretaña y EE.UU., adoptara el trazado descrito en el mapa de Mitchell de
1755’ ~ se han ido sucediendo diversas decisiones internacionales que han
tenido que afrontar la valoración probatoria de mapas de fronteras presentados por
las partes, experimentando un considerable cambio en este sentido.
En lo que afecta a la jurisprudencia arbitral, su análisis demuestra cómo los
mapas sirven frecuentemente como prueba tanto de un viejo titulo colonial -
resultando que allí donde la doctrina del ~fl ii~ prevalece los mapas
originarios de las primeras autoridades coloniales pueden decidir el caso-, como de
cfr. LAPRADELLE st POLITIS, R.5.A., vol.I, p.12.
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la posesión de un territorio’93.
El asunto de Colombia y Venezuela fue decidido satisfactoriamente sobre la
base del uti oossidet¡s iuris, probado a través de documentos coloniales cuya
delimitación corroboraban una serie de mapas tanto oficiales -el del Gobernador de
Cumará de 1749-, como de carácter privado -los de D.José Antonio Pereyó, D.Luis
Surville, D.Antonio de la Torre y D.Francisco Requena de 1796, Y los más
modernos de Codazzi y Ponce de León-194. El arbitraje del Rey de España, en la
disputa fronteriza entre Honduras y Nicaragua, trajo también a colación en base al
articulo V del Tratado Gámez-Bonilla’” no sólo la prueba de la cartografía -
compuesta por mapas españoles y extrajeros-, sino que valoré igualmente la
opinión de ciertos geógrafos de reconocido prestigio, por su gran conformidad con
la línea jurídica del ntLgQzzU~fr’90. El conflicto fronterizo entre £~t~a~
Panamá fue resuelto con un trazado que tomaba en consideración los actos de
191 Aunque en este apartado vayamos a referirnos a los arbitrajes que
hacen relación con el principio del utí noesidetis, no debemos olvidar la
importancia adquirida por la cartoqraf La en otros arbitrajes de delimitación,
como es el caso del Canal de Beagle, ya mencionado, que acepta como material
confirmatorio de su decisión la prueba cartográfica presentada por Chile; el
arbitraje de 1966, también entre Argentina y Chile, donde la prueba de un mapa
fue apreciada como material relevante para ser analizado a la luz de otros
factores tales como los actos de soberanía (cfr. U.N.R.I.A.A., vol.XVI, p.lO);
o el asunto del Rann de Kutch, en que el tribunal sostuvo que los mapas
referidos para constituir actos de autoridad, podían ser considerados como una
renuncia a potenciales derechos do soberanía (cfr. I.L.M., 1968, pp.671,672
y 684). Tampoco podemos ignorar que en algunos arbitrajes de delimitación de
fronteras la cartografía ha sido rechazada por el tribunal al considerarla
irrelevante; tal ocurrió en el asunto de la Laguna del Desierto de 1994 en el
que el tribunal arbitral no admitió como prueba los mapas presentados tanto
por Argentina como por Chile <cfr. Original mecanografiado, p.1lO, paAG7>.
194 Cfr. GROS E5PIELL, U., España y la solución... op.cit., pp.132—133.
195 Cfr. Alegato de Honduras. .on.cit., p.21.
196 dr. GROS ESPIELL, U., España y la solución... op.cit., pp-142—143
y 144.
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ocupación y el ejercicio de autoridad en su descripción, y que se correspondía con
la línea descrita en el mapa elaborado por la Comisión de Ingenieros, por lo que
éste fue totalmente adoptado por el árbitro como prueba para su decisión’97.
Es interesante hacer notar que en relación a latentes discrepancias en mapas
y otros documentos probatorios, algunos Estados han adoptado la práctica de dar
poderes especiales al árbitro para ordenar informes cartográficos adicionales si las
imprecisiones y ambigúedades lo hicieran necesario. Tal es el caso del articulo VII
del Tratado de 1901 entre Bolivia y Perú198, que impone al árbitro la obligación
de consultar a la Sociedad Real de Geografía de Londres o al Instituto Geodésico
Internacional de Berlin para solventar las cuestiones técnicas, pero ignorado por el
Presidente Alcorta en su laudo. Más ilustrativo de este supuesto resulta el asunto
de Guatemala y Honduras; la abundante documentación remitida por las partes
respecto de la línea del ~Ln~~J~fli de 1821, comprendía numerosos mapas que
presentaban discrepancias y deficiencias a juicio del tribunal199, por lo que,
ejerciendo la autoridad conferida en el articulo XIII del Tratado de 19302w,
ordenó proceder a la fotografía y cartografía del territorio litigioso a una Comisión
de ingenieros. El resultado del informe aéreo efectuado, mapas y fotografías
aéreas, consta como apéndice a la opinión del tribunal como representación gráfica
de su trazado.
197 Cfr. U.N.R.I.A.A., vol.XI, p.546.
193 Para ver el contenido de este articulo, cfr. FlORE, P.¿La
sentence....”, op.cit., p.244.
199 Cfr. U.N.R.I.A.A., vaLí, p.l35.3.
2110 Contenido del articulo, cfr. ibídem, p.l.3l2.
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También en instancia judicial se ha abordado la tarea de examinar mapas
referentes a fronteras y estimar su valor. La primera ocasión tuvo lugar en el
asunto de Jaworzina, donde el T.P.J.l. expresó la relatividad de su valor al indicar
que “the maps and their tables of explatory signs cannot be regarded as conclusive
proof independently of the text of the treaties and decisionsfl201; rechazándolos







albanesa en la región del Monasterio de Saint-Naoum, por su carácter inconclusivo
al carecer de firma~2. Es interesante reseñar la evolución que el T.I.J. ha
experimentado en este ámbito; así, el asunto de Soberanía sobre ciertas narcelas
fronterizas es ilustrativo de una situación en la que un mapa de una Comisión de
Delimitación, incorporado por referencia en un tratado, prevalece sobre el articulo
escrito203; y en el Temolo de Preah Vihear, un mapa sin firmar, en derogación de
una provisión de un tratado, reemplaza al texto como instrumento de interpretación
del tratado204.
No tan concluyente ha sido el valor otorgado a la cartografIÉ por el T.l.J., en
los conflictos de delimitación regidos por el principio del uti oossidetis iuris. Ya
aludíamos, al principio de este apartado, al asunto de Burkina Fase y Mali en
cuanto la Sala abordaba, de manera genérica, la relación entre mapas y títulos
jurídicos a favor de éstos, y otorgando un mero valor auxiliar y confirmatorio a
~ Vid. CP.IJ. • serie 5. nt 8, 1923,p .33.
~ cfr. cp.í.j., serie 5. n~ 9, 1924, p.21.
~ Cfr. I.C.J. Renorts, 1959, p2O9.
~ cfr. I.C.J. Recorte, 1962, p.2t
El ejercicio continuo y pacifico 265
aquéllos. Sin embargo, al encarar el examen de los numerosos mapas invocados
por las partes como prueba de sus respectivas reivindicaciones, el Tribunal observa
que “the cartographic documentation has assumed unaccustomed propertions in
this case, to the point of creating a dual paradox. On the one hand, the Chamber
is faced with a considerable body of maps, sketches and drawings for a region
which is nevertheless described as being partly unknown; and, on the other hand,
no indisputable frontier line is discernible from this abundance of cartographic
materials”’06. Lo que le lleva a excluir toda la prueba cartográfica por carecer de
autoridad en sí misma, a excepción de un mapa compilado en 1958-1960 por el
IGN -organismo neutral en este contencioso-, respecto del cual, la Sala considera
que, únicamente, en defecto o ausencia de otro tipo de prueba, ‘su valor probatorio
será decisivo’206.
Tomando como referencia la construcción elaborada en el asunto de Burkina
f~~fl~jj respecto al valor legal de la prueba cartográfica, posteriormente, el T.I.J.
en el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El
Salvador y Honduras, reincide en el carácter exclusivamente ‘corroborativo’ que los
mapas pueden tener. Unicamente en el último sector del trazado fronterizo,
procede la Sala a calibrar la prueba que pueden aportar los mapas presentados,
omitiendo toda referencia a los mismos en el resto de la controversia tanto terrestre
como insular, aunque ello hubiera supuesto un reforzamiento de su decisión, e “it
Vid. I.C.J. 3~n2fls, 1986, p.584, pa.58.
Cfr. ibídem, p.586, pa.62.
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attaches only the value of corrobative evidence to a number of maps of the 1 9th
century, to which Honduras in particular has drawn attention, showing the political
limits of the two States, including the present disputed sector of the land
boundary”207. Actúan tales mapas ‘post-coloniales’, a efectos de confirmar la
delimitación fronteriza que, como hemos visto en apartados anteriores, el tribunal
fua en atención a la conducta posterior de las partes, la de las negociaciones de
1880, que corrobora la línea del uti oossidetis iuris, pero sin ostentar el carácter
de prueba concluyente.
Puede concluirse, que el examen de la práctica jurisprudencial apoya la
afirmación que hacíamos al principio de que la cartografía constituye un aspecto
colateral del procedimiento decisorio en la delimitación de fronteras, en cuanto
actúa siempre como prueba confirmatoria de un titulo superior y nunca dotada de
autonomía.
El hecho sustancial que de esta exposición efectuada se infiere, se podría
expresar en términos escuetos: la invocación del uti oossidetis luris no siempre
determina la solución de las demandas conflictuales, toda vez que hay diferencias
entre las fronteras establecidas ‘en papel’, de aquéllas que la ocupación y la
autoridad jurisdiccional han constituido.
Vid. I.C.J. Recorte, 1992, p.55O, pa.316
CAPITULO V: LA PRUEBA DE LAS EFECTIVIDADES EN LA
JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL INTERNACIONAL DE JUSTICIA.
Enfrentados a una controversia territorial entre dos Estados, ya sea de
atribución o de delimitación <pues, como hemos visto en el capítulo 1, tanta las
cuestiones de fronteras como las de adquisición son partes de la cuestión mayor
de soberanía territorial1>, la pregunta que se constituye en piedra angular podría
esbozarse en términos similares a los que se planteara Sir L.Heald, en su
intervención oral en el asunto de Minauiers y Ecrehous
:
¿qué hace un Estado cuando es llamado a probar o hacer bueno el título sobre el
que sustenta una reclamación de soberanía sobre un territorio determinado? El
propio Asesor del Reino Unido parece apuntar la respuesta,
“you bring forward positive evidence of your sovereignty, by showing
how, and in what way, you have exercised it, and still do exercise it.
You may shaw how your titie originated... You would shaw that you
not only had a titie, but that you exercised it -and were exercising it
now- at very moment. That is how the existence of sovereignty is
proved”2.
Podemos extraer de esta afirmación una clara conclusión, el ejercicio de actos de
soberanía juega la doble regla de ser, al mismo tiempo, constitutivo de un título y
prueba del mismo.
Este tema ha sido ampliamente abordado en las secciones 1~ Y 2’ del
capitulo 1, por eso no vamos a entrar sri más detalle remitiéndonos a lo alíL
expuesto.
2 Vid. Intervención oral de Sir.L.Heald, 17 septiembre 1953, Asunto de
Minaviera y Ecrehous, I.C.J.Pleadinos, vol.II, p.33.
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La razón de ser justificativa de nuestro planteamiento es obvía y
completamente asentada en el moderno proced¡miento judicial: las sentencias sólo
pueden estar basadas sobre alegaciones totalmente probadas a través de prueba
satisfactoria producida ante los tribunales y admitida por las partes3. Transpolado
a la práctica, esto se traduce en la necesidad que tiene todo Estado que sustenta
una reclamación territorial de apoyar ésta sobre una prueba suficiente para hacer
prevalecer su título frente a una demanda adversa, pues el juez internacional no
puede retener un hecho que no esté debidamente establecido; lo cual supone la
necesidad esencial que incumbe a los dos Estados litigantes de soportar la carga
de la prueba de sus respectivos títulos, pues no existe a priori ninguna
circunstancia que excluya la obligación para una parte de probar los hechos que
alega, sobre la cual el juez decidirá finalmente cual considera más ‘consolidado’.
De ahí la importancia decisiva que para éstas reviste el hecho de aportar una
prueba profusamente acreditada.
Si nos situamos, como es nuestro objetivo, en el plano de las efectividades
en cuanto constituyen <como hemos tenido ocasión de afirmar en reiteradas
ocasiones> el principal título de soberanía territorial, corresponderá ahora examinar,
no sólo cuáles han sido los instrumentos probatorios de que han hecho uso los
Estados para probar los ‘hechos’ que ellos mismos alegan en sus controversias
territoriales -teniendo presente, a Driori, que el tipo de prueba que es utilizado casi
Este principio procesal viene recogido en SANDIFER, D.V., Evidence
before International TribunaJ.s, Nueva York, 1975, p.lOS.
Todas las cuestiones referentes a la teoría general de la prueba han
sido ya abordadas en el capitulo 1, sección 2&, por tanto no vamos a abordarlo
de nuevo.
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de forma exclusiva por las Partes <salvo un caso excepcional al que nos
referiremos) es la documental o escrita; sino que deberemos abordar también,
cómo han sido éstos valorados por el juez internacional, es decir, analizar el peso
específico otorgado por éste a cada una de las pruebas de ejercicio de autoridad
estatal. Y ello, aún a riesgo de pecar en ser demasiado descriptivos, pues se trata
fundamentalmente de una labor de investigación y exposición de todos los
elementos probatorios presentados por los Estados y de sus resultados, tal y como
los ha decidido el juez. Ese Ultimo cometido apuntado es, quizá, la cuestión más
interesante en cuanto no es posible formular una regla general que dé en todos los
casos superioridad a uno u otro; las circunstancias de hecho son tan variadas que
los jueces o árbitros se abstienen de adoptar siempre una posición rígida. Además,
las pruebas que presentan los Estados en numerosas ocasiones gozan de
inconsistencia, suponiendo auténticas alegaciones sin fundamento; pues,
ciertamente, la cantidad no siempre va unida a la calidad, de ahí que no todas las
pruebas logran crear en el juez la convicción jurídica alegada.
Esta labor la vamos a abordar partiendo de una doble división. Por un lado,
analizaremos separadamente los supuestos de la práctica judicial y arbitral,
afrontando primeramente la jurisprudencia judicial, objeto específico de este
capítulo, para pasar en el siguiente, con solución de continuidad en cuanto el
objeto es análogo, tratándose, pues, de una distinción meramente formal, al
análisis de los arbitrajes internacionales existentes en la materia. Por otro, veremos
diferenciada la problemática de la prueba en los conflictos de adquisición y en los
de delimitación territorial, siguiendo en este sentido la apreciación que hace el prof.
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BARDONNET, “á la place respective qui doit revenir, sur le terrain de la preuve, aux
titres juridiques et á l’exercise effectif de la souveraineté dans chaque catégorie de
conflits”4; de esta manera, entendemos que en este contexto la separación resulta
adecuada por las importantes consecuencias que pueden derivar para nuestro
estudio.
SECCION la: LA PRUEBA EN LOS CONFLICTOS DE ADQUISICION DEL
TERRITORIO.
En las controversias relativas a la adquisición de un territorio es, sin duda,
donde el ejercicio continuo y pacífico de funciones estatales obtiene su pleno
significado, en cuanto en ellas la soberanía tiene esencialmente un aspecto positivo
y para fundarse necesita ser afirmada activamente mediante ‘usos’ positivos5. Por
este motivo, es en estos contenciosos donde la importancia decisiva radica en las
pruebas relacionadas directamente con la posesión efectiva del territorio, si bien
condicionadas por las circunstancias particulares de cada territorio y cada caso.
Observando los asuntos que se han presentado tanto al T.P.J.í., como a su
sucesor, el T.I.J., parece ciertamente que son varios aquellos en los que el Tribunal
~ Vid. BAPDONNET, D., “Les frontiéres terrestres et la relativité de
leur tracé”, R. des a., ntlS3, 1976—y, p..49.
~ Siguiendo la expreBión utilizada por el prof.REUTER, en su
intervención oral de 26 marzo 1962, en el asunto del Templo de Preah Vihear
:
“utilités” (vid. I.C.J.Pleadinas. vol.II, p.545>.
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ha sido llamado a pronunciarse sobre la atribución de soberanía territorial entre dos
reclamaciones concurrentes, teniendo que decidir cuál de las dos es la más sólida
en base a la prueba presentada:
u El asunto del Estatuto jurídico de Groenlandia Oriental, en el que
Dinamarca y Noruega presentaban reclamaciones de soberanía sobre parte del
territorio de Groenlandia <entre los paralelos 71030 - 7504Q’ N) que Noruega habla
ocupado, publicando la anexión de dicho territorio en un decreto de 10 julio
19318 Dinamarca mantenía que la ocupación noruega carecía de validez y alegaba
para ello, que en julio de 1931 ella poseía un título válido de soberanía sobre dicho
territorio, no en base a un acto específico de ocupación, sino a su continuo y
pacífico ejercicio de autoridad estatal ¡unto a toda una serie de actos jurídicos
relevantes. En su decisión de 5 abril 1933, analiza las pruebas alegadas por ambas
partes en apoyo de sus respectivas posiciones, relativizándolas en consideración
al carácter inaccesible del territorio por su condición polar, y concluyendo que
Dinamarca satisface los dos requisitos para la creación de un derecho de soberanía
-intención y acción- derivado de la continua manifestación de autoridad estatal7.
6 Posteriormente, el 12 julio 1932, mientras se desarrollaba el
procedimiento citado ante el TPJI, Noruega publica un segundo decreto
anexionando otra sector de la costa oriental de Groenlandia <entre los
paralelos 63’40’—6O’30’N); como consecuencia se introduce una segunda
instancia, calificada de Estatuto -jurídico de Groenlandia Sud—Oriental, que
descansa sobre los miemos factores jurídicos que la anterior. Una vez emitida
la sentencia en el primer asunto, Noruega anuló este decreto y abandonó las
reivindicaciones fundadas en él, por lo que no se llegó a ninguna Bentencia
del Tribunal. Para un análisis de este segundo asunto, vid. BECKETT, ~‘LE.,
“Les questiona de intéréte général au point de vus juridique dans la
jurisprudence de c.i.j. <juillet 1932—juillet 1934)”, A. des C., n~SO, 1934—
IV, p.231 y es).
Cfr. C.P.I.J., serie A/B. n’53, 1933, pp.22—123.
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• En el asunto de los Minauiers y Ecrehous, el T.I.J. fue requerido para
determinar la soberanía sobre las islas y rocas que componían estos dos grupos del
Canal de La Mancha. Tanto Inglaterra como Francia (partes de la controversia)
basaron sus alegaciones en un titulo antiguo y original, confirmado por la efectiva
posesión y el continuo ejercicio de soberanía en la medida que el carácter de dichas
islas y rocas se prestaba a tal ejercicio, coincidencia de alegaciones que resulta ser
un dato curioso. Claramente se trata de un asunto en que el Tribunal se enfrenta
a dos pretensiones con igual fundamento, por lo que, este caso confirma mejor que
ningún otro la importancia decisiva que ocupa la prueba, pues aquél que alegue los
actos más convincentes en apoyo de sus títulos, vinculados al ejercicio de
soberanía será considerado soberano de los grupos de islotes, y éste fue, según la
opinión del Tribunal8, el Reino Unido.
• Reino Unido, Argentina y Chile solaparon sus reclamaciones sobre ciertas
tierras e islas de la AntártIda9, basándose, Argentina en aspectos geológicas,
geográficos y climatológicos; Chile en un decreto presidencial de noviembre de
1940 que declara dichas tierras como suyas; y el Reino Unido en el descubrimiento
acompañado del continuo y pacifico ejercicio de soberanía. Sin embargo, pese a las
respectivas demandas presentadas ante el T.l.J., unilateralmente el 4mayo 1955
Sentencia de 17 noviembre 1953, I.C.J.Reoorts, 1953, pp.47—lOS.
La cuestión de las reclamaciones territoriales sobre la Antártida
puede consultarme, entre otros, en ARCHDALE, H.E., “claline to the Antarctir,
Yearbook of World Affairs, 1958, pp.242—263; BERG, A., “Antarctic casen (U.K.
y. Argentina; U..I(. y. chile>”, en BERflHARDT, R (cd), Encvclooediae of Publie
International Law, vol.2, Amsterdam, 1981, pp.17—18.
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por este último contra Argentina y Chile, el Tribunal desestimó el asunto por falta
de competencia para conocer del mismo pues su jurisdicción no habla sido
lo
aceptada por estos últimos
• Un asunto en el que no se aborda de forma exclusiva -sino de forma
incidental- la cuestión de la atribución de soberanía, es el asunto de ~
paso oor territorio indio. En su sentencia de 12 abril 1960, el Tribunal reconoció
que la soberanía sobre los enclaves podría resultar del ejercicia efectivo de la plena
y exclusiva autoridad administrativa sobre los territorios en cuestión; respecto de
tales territorios, Portugal sólo tenía en principio un título de alcance limitado
derivado del Tratado de Poona de 1779, por el que había recibido, no la
transferencia de la soberanía sobre los enclaves, sino una competencia territorial
limitada11. Lo más relevante de esta sentencia es que el Tribunal ha admitido la
transformación de una limitada competencia territorial en auténtica soberanía, a
través del ejercicio de efectivos actos de autoridad administrativa, unidos a la
aquiescencia de Gran Bretaña, lo cual supone el asentimiento a la consolidación por
títulos históricos por aplicación del principio quieta non movere
.
u El dictamen consultivo del Sahara Occidental, de 16 octubre 1975, en
opinión del propio T.l.J., do not relate to a territorial dispute, in the proper sense
10 Vid. Ordenes de 16 marzo 1956, I.C.J.Reports, 1956, pp.12—14 y pp.lS—
17, respectivamente para Argentina y chile.
~ Vid. I.C.J.Reoorts, 1960, pp.5—144, y en particular, pp.37—39.
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of the term, between the interested States “12; no estamos, sin embargo,
totalmente de acuerdo con esta afirmación sintiéndonos más próximos a la posición
adoptada en este sentido por el Gobierno español, posición que precisamente el
Tribunal en el parágrafo citado rechazó.
La formulación dada a las cuestiones sobre las cuales se solicita el dictamen
consultivo, teniendo en cuenta cuál es su objeto, son cuestiones relativas a la
atribución de la soberanía territorial sobre el Sahara Occidental, existiendo, según
el Gobierno español, una estrecha analogía entre aquéllas y las que
tradicionalmente se someten a jueces y árbitros internacionales en controversias
relativas a adquisición territorial; analogía que deriva en auténtica identidad, más
patente si se compara este asunto con los precedentes del Estatuto jurídico de
Groenlandia Oriental y de Minouiers y Ecrehous13. Efectivamente, si tenemos
presente el contenido exacto de las cuestiones planteadas al Tribunal <1~. Si el
Sahara occidental era x~rnÁwlli al tiempo de la colonizazión española; 2t
Determinar cuáles eran los ‘vínculos’ <‘links’> jurídicos entre este territorio y
Marruecos, por un lado, y Mauritania, por otro, su respuesta entraña realmente la
solución de un problema territorial de atribución de soberanía sobre el Sahara
Occidental, tal y como había sido suscitado ante la Asamblea General por estos dos
Vid. I.c.J.Reoorts, 1975, p.28, pa.43.
13 Vid. Dictamen consultivo del Sahara Occidental, I.C.J.Pleadinos,
voJ..I, p.l79, pa.285 y 287. A pesar de establecer esta analogía, el Gobierno
español estructura las diferencias de este asunto con los litigios
territoriales (número de partes, territorio no autónomo, multiplicidad de
cuestiones, situación cronológica...) para concluir que la vía del dictamen
consultivo no es la adecuada para decidir una cuestión de soberanía
territorial, postura firmemente mantenida por España en todo el procedimiento
<vid.ibidem, pp.182—lSE, pa.292 a pa.300).
El ejercicio continuo y pacifico 275
Estados; pues establecer que existían vínculos de soberanía, como alegaban ambos
Estados en base a las pruebas de ejercicio continuo y pacífico de autoridad estatal,
en favor de uno u otro, hubiera supuesto su reconocimiento como soberano de
dicho territorio, es decir, la atribución de su soberanía territorial. Además, todo el
proceso de cotejo de las pruebas presentadas por parte del T.l.J. gira en torno a
la determinación de si éstas establecen o no vínculos de soberanía, por lo que
implícitamente está resolviendo una cuestión de reclamación territorial; si bien, el
14
resultado final de este examen fue la ir4consistencia de ambas pretensiones
En todos los casos mencionados, como hemos tenido ocasión de ver, una
o ambas partes han alegado como título en que fundamentan su reclamación el
ejercicio continuo y pacifico de funciones estatales, presentando la correspondiente
prueba de dichas efectividades en apoyo de su pretensión, variando el volumen de
la mismas según las circunstancias de cada caso. De esta manera, corresponde
ahora sin mayor dilación examinar precisamente en qué ha consistido la prueba de
las efectividades alegadas en esos asuntos, pues aunque no todos ellos sean
estrictamente conflictos de adquisición si’ tienen esa referencia, de ahí que sea
obligado su análisis para hacer de éste un estudio más completo. Para ello vamos
a tomar como punto de referencia la estructuración que hicieramos en la sección
2a, del capítulo III, al analizar los diversos actos que hacen incidencia en la
posesión efectiva del territorio y que van a ser probados.
14 La prueba presentada, si bien no es suficientemente indicativa de
soberanía, según el Tribunal, si lo es de la existencia de otros lazos legales
respecto de las cuales, sin embargo, no espefica en que consisten <vid.
ibídem, p.68, pa.162).
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A) ACTOS DE CARACTER ESTATAL
.
Cuando nos referimos a actos de carácter estatal16 lo hacemos entendiendo
por tales los que son realizados por órganos del Estado cualquiera que sea su
categoría o condición, siempre y cuando actúen en nombre y por cuenta de aquél.
De tal manera que cualquier actividad llevada a cabo por un ‘agente estatal’ en el
ejercicio de sus funciones se entenderá como acto del Estado del que dicho
funcionario es nacional, derivándose así las consecuencias jurídicas que le sean
pertinentes para aquél.
Es así como parecen haberlo entendido los Estados que han planteado
reclamaciones sobre la base de este tipo de actos que, por otra parte,
jerárquicamente, constituyen una prueba de primer orden; y han alegado, de entre
las muchas que realizan estos órganos habitualmente, las siguientes actuaciones
que constituyen el contenido material de la prueba de su posesión efectiva.
1. Elercicio de lurisdicción penal
.
Entre los hechos que son citados como manifestaciones del ejercicio de la
función judicial relativa a delitos y crímenes penales, los Estados han alegado:
El examen de la teoría general de los actos de Estado como elemento
constitutivo de la posesión efectiva fue ampliamente abordado en al apartado
A), de la sección 2¡, del capitulo III; todas las observaciones allí expuestas
las entendemos aplicadas en este capitulo.
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u Procesamiento de un tal George Romeril, en 1826, ante la Corte Real de
Jersey. Este ciudadano de Jersey había atentado, en la isla de Ecrehaus, con una
pistola u otra arma de fuego similar contra la vida de un cierto John McGrass, por
lo que, arrestado por el Condestable de St.Martin fue ]uzgado por el mencionado
tribunal16. Lo que se cita como prueba la competencia jurisdiccional de los
tribunales de Jersey (Reino Unido> respecto de los crímenes cometidos en la isla
de Ecrehous.
• Varios documentos indican el derecho exclusivo de Portugal a reprimir
crímenes en el interior de la Pragana de Nagar-Aveli, regido militarmente por éste,
de la misma manera que ostenta, en consecuencia, el derecho de otorgar perdones
y amnistías a los habitantes de ese territorio:
- Un ‘bando’ del Gobernador de Damáo (José Maria de Castro e Almeida> al
Vicerrey, 28 noviembre 1814, que obliga a los ‘patels’, los ‘naiques’ y los colonos
a entregar al gobierno de. Damáo a aquellos individuos que se supiera eran ladrones.
Este procedimiento fue aprobado por el Vicerrey, en una carta donde establece
además las medidas necesarias a adoptar en relación al ajusticiamiento de esos
ladrones.
- Una carta del Vicerrey <francisco Antonio da Veiga Cabral> al Gobernador
de Damáo, 10 enero 1807, versa sobre la posibilidad de perdonar a un ‘patel’ que
había sido condenado.
- Una carta del Gobernador de Damáo (Cetano Gomes da Costa) al Vicerrey,
16 Vid. Memoria de Reino Unido, 3 marzo 1952, Asunto de Minaulere y
Ecrehaus, I.C.J.Pleadinos, vol.I, p719; estos procedimientos ante la Corte
Real de Jersey se reiteraron, posteriormente, en 1881, 1883, 1891, 1913 y
1921.
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3 mayo 1806, se refiere a la concesión de pérdones en los casos de crímenes de
deserción’7.
2. Ejercicio de jurisdicción civil
.
De forma similar a la anterior actividad se despliega la prueba referente a la
jurisdición en este caso civil, citando estos hechos:
u Reino Unido presenta varias referencias en este sentido: - E Registro
de Sesiones Judiciales de 1309, que registra los procedimientos judiciales de las
sesiones de los Jueces Ingleses de Jersey, recoge cómo en ese año el Abad de Val-
Richer <cuya Abadía había recibido en 1203 la concesión de las islas de Ecrehous)
fue citado ante dichos Jueces por el procedimiento de Quo Warranto para
responder de la concesión de una ‘advowson’ o ‘advocatio’ <derechos de propiedad
que conceden un titulo al propietario para presentar un oficio eclesiástico) y de
ciertas donaciones de su Priorato en esa isla, en cuanto se consideraba jurisdicción
inglesa’8. Posteriormente, en 1323 y 1331, fue llamado nuevamente para otros
tres procedimientos similares.
- Varios registros de procedimientos del s.XVII recogen cómo el Tribunal
Feudal de Noirmont, en Jersey, resolvió los alegatos presentados en relación a los
derechos sobre los naufragios acaecidos en las costas de la isla de Minquiers.
Vid. Réplica de Portugal, julio 19S8, Asunto del derecho de naso por
territorio indio, I.C.J.Pleadinos, vol.II, p.457.
¡8 Vid. Memoria de Reino Unido.... oo.cit., p.76.
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Concretamente se mencionan tres entradas en el Registro de los años 1615, 1616
y 1617, cada una de las cuales refiere la pérdida de tales derechos feudales por
parte de los señores de los feudos en favor de la Corona19.
- La competencia para conocer de este tipo de asuntos fue transferida, a
finales del siglo XVII, a la Corte Real de Jersey quien el 6 agosto 1692 conoció del
asunto que enfrentaba a Deborah Dumaresq como tutora de su hijo, el Señor del
Condado de Samarés, por un lado, y el Fiscal-General de su Majestad y el Sindico
de Tributos de su Majestad, por otro, a causa de los derechos a los naufragios en
Minquiers; decidiendo la Corte en favor de la Corona. Esta sentencia fue sometida
a apelación ante el Consejo Privado del Rey de Inglaterra, que la desestimó el 6
noviembre de ese mismo ano20. Esta doble demanda, presentada ante tribunales
ingleses prueba la jurisdicción de los mismos sobre las cuestiones de orden civil
que tuvieran lugar, en este caso, en la isla de Minquiers.
3. Actos de administración central y local
.
La amplitud del propio término ‘administración,’ con la multiplicidad de
labores que su ejercicio entraña, motiva que incluyamos en este apartado la prueba
de aquellas actividades directamente relacionados con el propio cargo, que son
parte del quehacer habitual de su funcionamiento, excluyendo conscientemente
19 Vid. tbldem, p.88.
~ Vid, ibídem, pp.44.45 y 89. Estos hechos aparecen citados en la
correspondiente Acta de la corte Real de Jersey y la Orden que decidió la
apelación, recogidos en los anexos A 21 y A 22.
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otras que si bien son actos de administración, su idiosincrasia las hace valederas
de un examen aparte. Esa generalidad que remarcabamos deriva en un
abundamiento de pruebas de actividades de este tipo:
• Como primer acercamiento a un territorio se plantea la fundación de
colonias a cargo del Gobierno en el mismo, como las que tuvieron lugar en
Groenlandia por orden de Christian IV en 1605 y 1606, bajo el mando de los
daneses Lindenov y Richardsen, y las de 1652 a 1654 del danés MUller, según
recogen varios documentos de la época. Como desarrollo de este asentamiento se
fundan diversas estaciones, concretamente a partir de 1774 se da un nuevo
impulso a este establecimiento, pasando de doce estaciones a cincuenta y cinco
en 1800, repartidas por toda Groenlandia oriental y meridional, sin dejar de
aumentar posteriormente, como es el caso de la Estación de misión y comercio,
fundada en 1894, cerca de Angmagssalik2’.
• Como actividad administrativa habitual en un territorio es el
nombramiento, y en su caso sistema de sustitución, de las personas u órganos
encargados de la administración de dicho territorio:
- La Instrucción danesa de 19 abril 1782 y la Ordenanza de 3 junio 1791,
regulan el mecanismo a seguir para el nombramiento y sucesión de administradores
públicos en Groenlandia22.
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- Creación el 23 diciembre 1739 de un gabinete especial, dentro de la
Administración central de Dinamarca, para tratar de todos los asuntos
concernientes a Groenlandia; dicho gabinete estaba compuesto por dos miembros
del Colegio eclesiástico y dos del Colegio comercial. Posteriormente, un
Reglamento Real de 2 julio 1781 establece las reglas que deben regir la
administración de asuntos en Groenlandia y crea una Dirección en Coppenhague
dotada de un gabinete especial para la contabilidad y correspondencia relativa a
empresas groenlandesas23.
- Varios documentos reflejan el régimen de transmisión hereditaria entre los
jefes locales, ‘patels’, en los territorios cedidos a Portugal; se hace referencia a la
destitución de jefes locales y a nuevos nombramientos, como el de Lala Morim,
‘patel’ de Noroli. Los ‘patels’, en cuanto agentes de la Administración portuguesa
ejercutan las órdenes del Gobierno portugués24.
- El Gobierno de Marruecos presenta documentos ofic¡ales relativos al
nombramiento de los responsables locales en el Sahara Occidental, dahires y
caYdes, por parte de los Sultanes de Marruecos, Moulay Abdelaziz y Moulay Hafid:
en 1890 se nombró a Mahamed Ben Lahbid Tidrari caRi de Tidrarin; en 1696 se
nombró a Mohamed el Amin y a Brahim Ben Bahrek Chtouki; y en 1906, a Slimane
el Aroussi caYd de la colectividad de El Gourrah25.
Vid, ibídem, p.22 y 9.27.
Vid. Rénlica de Portugal.... oo.cit., p.456.
Vid. Exposición escrita de Marruecos, Dictamen consultivo déhúhar~
___________________ _________________ tOccidental, I.c.J.Pleadings, vol.III, p.184.
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• En varias leyes y decretos se regula la organización de la administración
local en Groenlandia desde la administración central de Dinamarca:
- Se crean Consejos municipales (Forstanderskaber>, en 1857-1858
precisándose, posteriormente, su organización en 1862. Tales consejos se
componen, en parte de funcionarios daneses, en parte por población autóctona,
llegando a gozar de auténtica autonomía comunal tras la ley de 1908 y las
ordenanzas de 1910, si bien subordinados al Ministro del Interior danés. Estos
Consejos establecieron: sufragio universal para los groenlandeses, el ejercicio
ordinario de la justicia entre los habitantes de Groenlandia era confiado a estos
consejos.
- La ley de 18 abril 1925 reorganiza la administarción en Groenlandia,
dividiéndola en tres provincias: meridional, septentrional y oriental. La
administración en las dos primeras se organiza a través de Consejos Comunales,
Consejos de Distrito y Consejos Coloniales. Sin embargo, la parte oriental, se
administra directamente por los ministros daneses competentes, por la poca
26
densidad de población
u Regulación de los días festivos en Groenlandia, a través de una Instrucción
de Frederick IV, 7 mayo 1728, haciéndolos coincidir con los existentes en
27
Dinamarca
26 Vid. Memoria de Dinamarca.... on.cit., pp.S5—S6.
Vid. ibidem, p.2O.
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m Regulación de la entrada al territorio, a través de la solicitud de
autorización que no es sino resultado del ejercicio de hecho de la soberanra sobre
el territorio para el que se exige. Desde 1921, y conforme al decreto de 10 mayo,
el gobierno danés impuso, como regla general, la obligación de una autorización de
entrada a Groenlandia, excepto en caso de exención prevista por una ley o acuerdo
general; ésta ha sido acordada en varias ocasiones; por ejemplo en 1925, a un
policía canadiense para descargar aprovisionamiento y a H.R.E.Krflger, ciudadano
alemán para visitar el cabo de York... Posteriormente, una circular de 7 agosto
1930 fija las reglas detalladas sobre las condiciones exigidas para otorgarse la
autorización para visitar Groenlandia, así como las normas a observar por las
28
personas que reciban dicha autorización
• Una orden de 1779 del Comité de Puertos y Muelles de Jersey, recoge
la orden de pago de salario al propietario de un bote por sus servicios en
operaciones de salvamento a personas que habían naufragado en las costas de
Minquiers, así como por la utilización de su bote en tales operaciones, como si se
tratase de uno de sus funcionarios29.
• Tanto en Ecrehous como en Minquiers se llevaron a cabo las pertinentes
28 Igualmente se autorizó en 1926, al Comandante Byrd, americano, para
aterrizar en cabo Morris; una expedición llevada a cabo por el Museo Americano
de Historia Natural; 1928, a Mis.L.A.Boyd, americana, para cazar; 1930,
capitán Barlett, americano, para expediciones arqueológicas (vid. ibidem, p.57
y pp.&S—66).
29 Vid. Memoria de Reino Unido.... op.cit., p.99.
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¡nvestigacionestendentes a determinar la causa y circunstancia de la muerte de los
cadáveres encontrados en tales islas, en cumplimiento de lo que disponían las
Leyes de Jersey en este sentido. Estas eran llevadas a cabo por el ‘Vizconde’ de
su Majestad, se pueden citar: - El veredicto de 21 diciembre 1917, respecto de
un cuerpo encontrado el 11 de noviembre en Ecrehous, determinó que debido a la
descomposición y falta de pruebas era imposible establecer la identidad y la causa
de la muerte; - El informe de la muerte de Mrs.l.Riley el 19 julio 1948, estableció
que se ahogó accidentalmente cerca de Ecrehous el 5 julio cuando una batea que
la llevaba a su yate se hundió;
- El informe forense de 30 marzo 1948 determinó que la causa de la muerte de
F.C.Hansford cuando estaba pescando en Minquiers, fue paro cardiaco~.
• La actividad Aduanera sobre Minquiers y Ecrehous ha sido ejercida durante
casi un siglo por autoridades inglesas:
- En 1884, la Asamblea del Gobernador, Alguacil y Jurado, como Autoridad
Aduanera de Jersey, adquiere por contrato formal una casa en Marmotiére, isla de
Ecrehous, instalando allí un Puesto de Aduanas. De igual forma, el 19 junio 1909
esta autoridad adquirió otra casa en la isla de MaTtresse, perteneciente al grupo
Minquiers y dependencia de Jersey, conviertiéndola también en Puesto de
Aduanas.
- Entre 1850 y 1895, el Oficial de Aduanas de su Majestad en Jersey
Vid, ibídem, p.80 y p.91; igualmente se recogen otros ejemplos de
investigaciones en 1859, 1938...
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efectuó varias visitas a Ecrehous para controlar la evolución de esta actividad31.
• Son varias las visitas realizadas, tanto a Minquiers como a Ecrehous, por
parte de autoridades de Jersey con la finalidad de elaborar el Censo incluyendo
también a estas islas: - En 1901, cuando Ecrehous era dependencia de Rozal
Vingtaine, fue visitada por un escrutiñador oficial; - En 1921, el Condestable de la
Parroquia de Grouville envió un escrutiñador oficial a Minquiers para tomar nota de
32
su censo e incluirlo en el que se estaba llevando a cabo en las islas británicas
• La regulación de la Sanidad pública desde la administración central de
Jersey, se ejemplifica por un Acta de 1754 que supuso la adopción de un eficaz
mecanismo sanitario ante una epidemia de peste en Ecrehous33.
- Para regular la sanidad en Groenlandia, Dinamarca la dividió en siete
distritos médicos, cada uno a cargo de un médico de distrito nombrado por el
Rey34.
• El primer informe hidrográfico efectuado por autoridades públicas sobre el
grupo de Minquiers, fue efectuado por el francés Beautemps-Beaupré en 1831. En
este mismo sentido, fue una misión francesa la encargada de efectuar el trazado
Vid, ibídem, p.81 y pp.91—92.
32 Vid, ibídem, p.8l y p.92.
~ Vid. I.C.J.Reoorts, 1953, p.64.
~ Vid. Memoria de Dinamarca.... op.cit., p.Gl.
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hidrográfico de estas islas en 1888, e incluso, llevaron a cabo las primeras obras
• 35
para su puesta en práctica
4. Actividad legislativa
.
Teniendo presente que los actos legislativos son considerados como una
forma particularmente significativa del ejercicio de soberanía, no es extraño
encontrar numerosas alegaciones basadas en disposiciones legislativas variadas,
cuya procedencia no siempre es reflejo de una auténtica autoridad, y que en
numerosas ocasiones sirven, a su vez, de prueba de otras actividades estatales -
como hemos tenido ocasión de comprobar- al recogerse en ellas la imposición de
medidas propias de otros órganos dependientes del Estado.
u Son numerosos los actos legislativos aportados por Dinamarca en el
asunto de Groenlandia Oriental, constituyendo la parte más importante de la prueba
de su ejercicio de autoridad, a título ejemplificativo podemos citar: - Ordenanza de
18 marzo 1776 que prohibe el comercio fuera de la intervención de las autoridades
públicas danesas; reiterado, posteriormente, por el decreto de 10 octubre 1894; -
Reglamento real danés de 2 julio 1781 que establece las reglas sobre
administración de asunto en Groenlandia; - Decreto de 27 julio 1905 que establece
el límite de pesca de tres millas a lo largo de la costa de Groenlandia. de
~ Vid. Contra—memoria de Francia, 26 junio 1952, Asunto de Minauiers
y Ecrehous, t.C.J.Pleadinos, vol.I, pAIOl.
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conformidad con las disposiciones relativas a las islas Feroe e Islandia36.
• El Acta de 1754 fue promulgada por el Gobierno central de Jersey para
adoptar medidas sanitarias que aplacasen la epidemia de peste que asoló Ecrehous.
La ‘British Treasury Warrant’ de 1875, constituyó a Jersey como puerto de las
Islas del Canal37.
5. Actos de defensa: fuerzas armadas y de policía
.
La conciencia de ser soberano de un territorio conlíeva, como primera
actuación la de defenderlo frente a pasible ataques extranjeros, y la subsiguiente
de mantener esa misma diligencia en el interior del propio territorio. Varios actos
han sido alegados en este sentido:
• Los navieros de guerra daneses ejercían la defensa en Groenlandia, en
cumplimiento de la instrucción de 15 marzo 1737 al comandante de la fragata
‘Blaa Heyre’, y la de 21 febrero 1738. De igual manera, en junio de 1931, fueron
Podemos, igualmente aludir a: Instrucción de 19 abril 1916, del
ministro danés del Interior, sobre la conservación de monumentos históricos
y arqueológicos en toda Groenlandia; decreto n2 304, 10 mayo 1921, por el que
el conjunto de Groenlandia fue colocado bajo la autoridad de la Dirección
comercial de Groenlandia en coppenhague; el 1 abril 1925, fue promulgada una
ley general sobre la caza y la pesca en los parajes de Groenlandia,
reservándola a los indígenas y daneses; lay de 18 abril 1925 conteniendo las
reglas relativas a la administración de Groenlandia, y concretamente su
artículo 45 sobre Groenlandia Oriental; el decreto de 10 mayo 1921 y la
circular de 7 agosto 1930, regulan el sistema de concesión de autorización
para entrar o visitar Groenlandia; la ley de 18 abril 1925, regula la
organización eclesiástica y escolar de Groenlandia a través del Ministro danés
de culto. Esta misma ley otorga la autoridad plena y entera de administración
en Groenlandia al ministro competente de Coppenhague. Todas estas
disposiciones de carácter legislativo y otras a las que nos hemos referido en
apartados anteriores, se hallan reflejadas en la memoria de Dinamarca..
on.cit., Pp. 18, 20, 22, 27, 28, 33, 34, 35, 50, 51, 55, 56 y 57, recogidas
en los correspondientes anexos.
Vid. I.C.J.Renorts, 1953, pp.64 y 66.
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enviados dos barcos de la Dirección de Groenlandia, Godthabb y Gustav Holm, al
norte de Scoresbysund para establecer allí una estación, recibiendo a través de un
telegrama del ministro competente, de 11 julio 1931, competencias de policía
ejercidas por el Lugarteniente Johansen y el adjunto Stenór38.
• Las autoridades de Jersey detuvieron e interrogaron en 1706, a un hombre
39
que llegó a Ecrehous huyendo de la policía que lo perseguía desde Francia
u La facultad de reclutar hombres para el servicio militar y emplearlos para
la defensa de sus propios territorios no es, evidentemente, compatible sino con un
derecho de plena soberanía. Así es reseñable un hecho acaecido en noviembre de
1814, cuando los capitanes mahrattes de Umbargáo entraron en Nagar-Aveli a la
cabeza de un destacamento militar refugiándose allí; el Gobernadorde Damáo envió
al Capitán Joáo Cordeiro con un destacamento quien consiguió armar una milicia
40
reclutada por los ‘patels’ de la Pragana, repeliendo a los intrusos
u La correpondencia oficial presentada por Marruecos prueba la política
permanente de defensa de la integridad territorial del Reino, especialmente en la
región del Sahara Occidental. Esta correspondencia la forman cartas del Sultán a
sus representantes locales, dándoles órdenes de defender el territorio frente a las
injerencias extranjeras, con fecha de 1877, 1886, 1887, 1901, 1909 y 191041.
38 Vid. Memoria de Dinamarca.... on.cit., p.21 y p.65.
Vid. I.C.J.Renorts, 1953, p.64.
Vid. Réplica de Portugal... oo.cit., pp.456—457.
41 Vid. Exposición escrita de Marruecos.... on.cit., pp.184—185.
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Pretendemos recoger aquellas pruebas referidas fundamentalmente al
sistema de tasación y recaudación de todo tipo de impuestos y gravámenes:
• La administración portuguesa se encargaba de recaudar tributos en las
tierras que le habían sido cedidas; concretamente se trata del ‘Rammagar Zakat’,
los derechos de ‘Gambirgodo’ y del ‘Chauri de Fatepor”2.
u Ah Chandora apoyado por el Sultán de Marruecos, en 1703 instauró un
tributo anual a los Tekna, que sus sucesores mantuvieron incluso hasta 1933’~.
7. Actos repistrales
.
Sin especificar, referiremos todos aquellos actos
sea éste de la naturaleza que sea:
• La transferencia de las villas por Mahrattes
constar en los informes, en las cuentas, una ‘relación’
de año en año para servir de garantía a los colonos,
súbditos’4.
que supongan un registro,
a Portugal obligó a hacer
cuyo registro se transmite
a los ‘Suderdars’ y a sus
42 Vid. Réplica de Portugal.... oo.cit., pp.450—454.
Vid. Exposición escrita de Marruecos.... oP.Cit., p.181.




Encontramos un único supuesto referido a la estructuración de la educación
en un territorio como alegación de su soberanía:
• La organización eclesiástica y escolar de Groenlandia, después de haber
sido sucesivamente otorgada por el Rescripto real de 8 febrero 1737, al Colegio de
Misiones de Coppenhague, y por la Resolución de 17 junio 1859 al Ministerio de
Culto e Instrucción Pública, se hizo depender, finalmente, del Ministro de Culto por
la ley de 18 abril 1925. Esta organización se incardina en torno a un prior danés,
un vice-prior indígena, seis pastores daneses y trece pastores indígenas’5.
9. Relaciones diplomáticas
.
Bajo este término abarcamos todas las actividades que suponen el ejercicio
de la política exterior de un Estado, tendente a lograr el reconocimiento de terceros
estados:
u Una larga serie de tratados internacionales, tanto bilaterales como
multilaterales, celebrados en el s.XIX y principios del XX por Dinamarca con
terceros paises, mencionan y tratan siempre a Groenlandia como territorio danés:
Alemania, Austria, Bélgica, Bolivia, Colombia, España, EE.UU....
u Igualmente, de estos paises se han obtenido declaraciones de
reconocimiento de la soberanía danesa sobre Groenlandia: EE.UU. 4 agosto 1916;
de Noruega en 1919; en 1920, Francia, Japón, Italia, Gran Bretaña y Suecia, en
Vid. Memoria de Dinamarca.... op.cit., p.61.
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• La práctica de varias autoridades de la administración central, como son
las de Jersey, relacionadas con Aduanas, Puertos, Pesca, Comité de Finanzas,
Comité de los Estados de efectuar visitas oficiales a las Ecrehous con
frecuencia desde 1885, demuestra que ejercían su ordinaria administración47.
10. Disposición administrativa sobre bienes inmuebles
.
Se trata de actos de disposición llevados a cabo por autoridades públicas
sobre propiedas inmuebles:
U Claro ejercicio de soberanía es el contrato de arrendamiento de la isla
Mattresse en 1923, por un periodo de 25 años a Sir J.Boot, Barón de Trent, por
parte de Reino Unido.
• Además de este tipo de contratos se efectuaron otros, generalmente de
venta, entre residentes y autoridades públicas de Jersey, afectando propiedades
de la Corona en Ecrehous, tal y como aparecen en el Registro Público de Escrituras
de la Isla, en 1863, 1881 y en 1884, cuando las autoridades de Jersey adquieren
un edificio para convertirlo en Puesto de Aduanas. Esta práctica fue igualmente
seguida respecto de inmuebles situados en Minquiers: en 1896, 1909, 1926,
1932, 1936, 1937 y 1946, años en los que se efectuaron las correspondientes
Vid. ibidem, pp.35—37 y pp.40—48.
~ Vid. Memoria de Reino Unido.... op.cit., p.83.
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compras de edificios con la finalidad de destinarlos a usos públicos48.
11. Sistema de concesiones y ejercicio de monopolios estatales
.
íntimamente ligada con las concesiones de todo tipo de servicios, que es
competencia estatal, se sitúa la actividad monopolísitica que un estado ejerce en
un territorio.
• Es el caso del monopolio del comercio en Groenlandia, que conlíeva
también el ejercicio de la navegación regular con destino a Groenlandia (tal
actividad se realizó hasta 1930>, fue asumido por Dinamarca en 1774, con la
consiguiente prohibición de comercio, excepto los supuestos de concesiones: 7
junio 1863, se otorga una concesión al mineralogista inglés J.W.Tayler para crear,
sobre la costa de Groenlandia, establecimientos de comercio, caza, pesca,
explotación minera. En esta misma línea se sitúan las concesiones para el
levantamiento de postes telegráficos en Groenlandia, acordadas en 1 905’~.
12. Obras públicas
• El levantamiento de todo tipo de construcciones oficiales ha sido
especialmente argumentado por Reino Unido, actividad que ha realizado
Vid. ibidem, p.82 y p.92.
Vid. Memoria de Dinamarca.... op.cit., p.22 y pp.31—32; Réplica de
Dinamarca, P.C.I.J., serie C. nt 63, p.685.
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profusamente tanto en las islas de Ecrehous como de Minquiers:
- Las autoridades de Jersey han establecido postes telegráficos y varias
facilidades en beneficio de sus pescadores:
- En 1893 se colocó un asta de bandera en Marmotiére de la que ondeaba
la bandera británica, el cual fue reemplazado en 1909; similar actuación tuvo lugar
en 1907 en la isla MaTtre, todo ello en Ecrehous. El Acta de 1889 recoge las
instrucciones para el levantamiento de un asta de bandera en la isla Mattresse de
Mínquiers.
- Como obras públicas de ayuda a la navegación se citan, la construcción de
una grada en Marmotiére para facilitar el acceso de los pescadores a la isla en
1895 y, nuevamente en 1939; con igual finalidad se levantó otra grada en 1907
en Ma?tresse, posteriormente ampliada en 1933 y 1950; se instaló un torno en
1933 para facilitar el desembarco de mercancías; la colocación de faros y boyas
fue actividad frecuente en 1913, 1931, 1934, 1937 y 1950, como medidas de
seguridad para la navegación~&
8) EL DESPLiEGUE DE ACI1VIDAD PRIVADA
.
Igualmente hemos analizado en el capitulo III cómo es posible atribuir, en
ciertas circunstancias, efectos jurídicos a los actos que realizan personas privadas,
Vid. Memoria de Reino Unido.... on.cit., p.83 y pp.94—95.
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siempre y cuando sean imputables, en última instancia, al Estado de su
nacionalidad. Por ello no es extraño, incluso es frecuente, que los Estados aleguen
como soporte de su pretensión de posesión efectiva las actividades que ciertos
individuos, nacionales suyos, han desplegado sobre el territorio que reclaman; y
ello, no como prueba autónoma, pues su peso específico es mínimo, aisladamente
considerado, sino como complemento de una actividad estatal.
1. Eiercicio del comercio
.
Como consecuencia implícita al otorgamiento de una concesión de comercio
por parte del Estado, encontramos el ejercicio de ese monopolio por el particular
beneficiado:
• Christian VI otorga una Carta de privilegio al súbdito danés Jacob Severin,
el 15 marzo 1734, renovada posteriormente el 4 marzo 1740; por ella, se le
concede el monopolio del comercio, que lo ejerce hasta 1758, prohibiendo a todos
y cada uno, tanto súbditos como extranjeros, navegar y comerciar en Groenlandia
en contra del privilegio de Severin51.
2. Asentamiento. propiedad privada y posesión física de inmuebles
.
Para soportar su reclamación sobre Minquiers y Ecrehous, Reino Unido se
funda también en la propiedad y ocupación de las islas por ciudadanos de Jersey:
Vid. Memoria de Dinamarca.... on.cit., p.21.
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• En 1748 llegó a la isla de Maitresse Jean Hamon, único superviviente del
pasaje de St.Malo. En la última década del s.XVIII, fueron enviados a esta isla
numerosos trabajadores de Jersey para picar piedra destinada a construir la
Fortaleza del Regente en la Parroquia de St.Helier; explotación que continué a lo
largo del s.XIX. Varias cabañas y edificios fueron construidos en esta época en
dicha isla, como lo demuestran varios documentos, tales como dos pases firmados
por el Lugarteniente-general Sir G.Don el 25 febrero 1812.
- Igualmente hay prueba de que vivían pescadores en La Rocque, parroquia
de Grouville, Jersey, que se establecieron en Minquiers en 1850, y a pesar de las
dificultades que suponían las rocas llegaron a construir casas, como es el caso de
Phillippe Pinel, que vivió allí entre 1850 y 189552.
3. Celebración de contratos
.
Además de los contratos que los particulare celebran con autoridades
públicas, a los que ya nos hemos referido en el apartado anterior, encontramos
prueba de celebración de contratos de residentes de un territorio entre sí:
• Según se recoge en el Registro Público de Escrituras de la isla de
Ecrehous, en 1863, C.Gallichan vendió una casa y sus tierras a J.Le Bailly, y en
1881, L.Godfray vendió un edificio a H.C.Bertram; actividad similar se desarrollé
en Minquiers53.
52 Vid. Memoria de Reino Unido.... op.cit., pp.84—86, pp.96—98 y p.99.
~ Vid. ibidem, p.82 y p.92.
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4. Extracción y explotación de recursos naturales
.
Según las peculiaridades del territorio en cuestión, estas actividades serán
de un tipo u otro, siendo las más habituales las de caza y las de pesca:
• En el territorio que abarca la ocupación noruega, los daneses se han
dedicado durante años a la caza y han instalado numerosas estaciones de caza
permanentes6’
- En el mismo sentido se expresa Noruega, relatando numerosos ejemplos
<hasta un total de 125> en los que se ha llevado a cabo el ejercicio de la caza por
parte de particulares noruegos en la zona de Groenlandia Oriental, así como la
pesca en sus aguas, fundamentalmente de tiburón, salmón, bacalao, ballena y
foca, siendo de gran importancia económica las industrias de pesca y caza
55
noruegas
- Los pescadores de Jersey estuvieron pescando y recolectando ‘vraic’ en
Ecrehous desde el s.XVII de forma habitual, excepto en el periodo de ocupación
alemana que fue prohibido; esta misma actividad se efectuaba en Minquiers,
56
estando provistos, estos pescadores, de casas y almacenes
Vid. Memoria de Dinamarca.... oo.cit., p.82.
Vid, contra—memoria de Noruega, 15 marzo 1932, C.P.I.J., serie C
.
n262, pp.211 .218.
Vid. Memoria de Reina Unido.... on.cit., pp.85—EE y pp.SB—99.
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5. Expediciones científicas
.
En este caso la mayoría de estas expediciones se hacían bajo mandato del
Estado, sin que por ello no faltaran algunas de iniciativa privada:
• En 1878 se creó en Dinamarca la ‘Comisión para la dirección de
Investigaciones geológicas y geográficas en groenlandia, aunque ya antes de 1800
57hubo expediciones de exploración; se citan hasta un total de 20 expediciones
- Varios barcos noruegos fueron fletados para realizar expediciones
científicas en Groenlandia oriental: expedición noruega antes de 1814; expedición
de Nansen en 1888; expedición etnográfica de Soeren Richter en 1929-1931;
expedición de Hoeygaard y Mehren58.
Cl OTROS ACTOS ALEGADOS
.
No es extraño encontrar, entre las pruebas alegadas por los Estados como
sustento de sus posesión efectiva, actos vinculados con otros estratos sociales
como es el caso de las Instituciones eclesiásticas. La razón que justifica estas
alegaciones debemos situarla en la propia configuración estatal, es decir, en el peso
social y político que esta ‘organización’ entraña, pues en numerosas ocasiones, y
ésta es la base alegada, las autoridades eclesiásticas actúan como auténticos
vid. Memoria de Dinamarca.... oo.cit., p.39.
58
Todas estas expediciones son contadas in extenso en la Contra—memoria
de Noruega.... op.cit., pp.244—265, por lo que nos remitimos, para el detalle,
a lo allí expuesto.
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funcionarios, estando revestidas de autoridad estatal y llevando a cabo actividades
propias de éstos, de ahí la vinculación jurídica que se crea.
Es el caso de las Parroquias de St.Martin y de Grouville que, según la alegación de
Reino Unido, actuaban como auténtica autoridad administrativa, abarcando en su
jurisdicción las islas de Ecrehous y de Minquiers, respectivamente, como lo prueban
los siguientes datos aportados:
• Actividad policial: El Condestable de St.Martin actuaba en calidad de Jefe
de Policía de la Parroquia, y como tal detuvo a G.Romeril, en 1826, que había
atentado contra la vida de un hombre en Ecrehous, pues esta isla caía bajo su
jurisdicción, informó del caso al Fiscal de Jersey y procedió con las investigaciones
pertinentes; además, si una persona moría en Ecrehous en circunstancias
anormales, la investigación se llevaba a cabo por éste. De forma similar actuaba el
Policía honorario de la Parroquia de Grouville59.
• Actos registrales: Las Parroquias de St.Martin y de Grouville, recogían en
sus Registros Parroquiales las casas existentes en Ecrehous y Minquiers,
60
respectivamente, a efectos impositivos
• Actos impositivos: La Parroquia de St.Martin, a la que estaba adscrita el
grupo Ecrehous, tenía a su cargo la tasación de las casas existentes en esas islas
a efectos de recaudación de impuestos parroquiales; así, en 1889 fueron tasados
tres propietarios respecto de cuatro casas, es el caso de la cédula que valoró las
propiedades de Rev.W.Lempriére residente de la parroquia; y en 1950, seis
~ Vid. Memoria de Reino Unido.... op.cit., p.79 y p.SO.
~ Vid. supra
.
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propietarios lo fueron de otras seis, como ocurrió con J.C.Becquet. En el mismo
sentido actuá la Parroquia de Grouville respecto de Minquiers: en 1939, registrando
la tasación de dos cabañas propiedad de O.P.Hamon; otra cédula de 1939 tasa una
cabaña de madera perteneciente a W.S.Le Masurier; en el mismo sentido
encontramos las tasaciones de 1950 al Vice-Almirante E.de Faye Renour1.
Igualmente vinculada con la actividad estatal, aunque sin la fuerza probatoria
de ésta, los Estados alegan la actividad de otras entidades que, aunque privadas,
en ciertas circunstancias <cuando ostentan ‘cartas’ o ‘patentes’) actúan con
categoría de agentes del Estado; son las Compañías de comercio y colonización:
• Hans Egede llegó a Bergen en 1721, creando la Compañía de Groenlandia
que funda una colonia en este territorio, desplegando una importante actividad
comercial. El 5 febrero 1723, el Rey de Dinamarca concede a la Compañía de
Bergen un privilegio que se extiende a toda Groenlandia, reiterándolo a todos sus
agentes el 7 junio 1723. Esta compañía funda varias estaciones en Groenlandia:
en 1721, Haabets; 1724, Nipisat... hasta la finalización de su administración en
1731.
- Privilegios de comercio similares se otorgan a la Compañía Danesa de
Comercio, por parte de Frederick VI, Rey de Dinamarca, a través de la Ordenanza
de 26 marzo 1751, que los concede para toda Groenlandia. De igual manera esta





SECCION 2a: LA PRACTICA JURISPRUDENCIAL EN LOS CONFLICTOS DE
DELIMITACION.
Ya hemos tenido ocasión de aludir al papel que juegan las efectividades en
las controversias de delimitación del territorioea, si bien, en aquella ocasión
limitándonos a los conflictos basados en el uti possidetis iuris. Sin menoscabo de
las apreciaciones entonces manifestadas, sino, por el contrario, ahondando en las
mismas, reincidimos nuevamente en el tema pero ya generalizándolo a todos los
conflictos de delimitación y orientándolo a la problemática que nos ocupa, la de la
prueba. Nos referíamos entonces a cómo las efectividades no llegan a alcanzar
la relevancia que veíamos tienen en las controversias de adquisición teritorial, en
cuanto, a~UJQrJ. hay una presunción favorable a la prevalencia del titulo jurídico
sobre aquéllas, es decir, en términos generales éste tiene más peso que los actos
de ejercicio de soberanía; éstos últimos no pueden prevalecer más que difícilmente,
y en condiciones muy estrictas, sobre los títulos legales, tratados de fronteras o
62 Vid. Memoria de Dinamarca.... oo.cit., pp.19—20 y p.25.
Vid, capítulo III, en general, y más concretamente, sección 11,
apartados A y a, y sección 21, apartado c.
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uti oossidetis iuris. Unicamente donde no haya específicos instrumentos legales
que regulen la delimitación de fronteras, o bien, nos encontremos con lagunas en
el establecimiento de éstas, entonces, el ejercicio de actos de Estado dentro del
área en cuestión es de la mayor importancia en cuanto viene llamado a completar
o subsanar las deficiencias del título. En estas circunstancias la cuestión de
fronteras adquiere, en opinión de Sharma, el carácter de disputa territorial64. Por
todas estas razones no es extraño encontrar, examinando la práctica judicial
relativa a delimitación territorial, prueba de reclamaciones basadas en la posesión
efectiva del territorio, no tanto por ambas Partes <excepto en los casos de j~fl
nQ~zi~Qfl~ donde ésta constituye casi siempre una prueba supletoria, alegada por
los dos Estados como complemento a los ‘documentos’ coloniales), sino
fundamentalmente por una de ellas, la que hace del ejercicio de autoridad su título
principal en oposición a la otra Parte que ostenta el título jurídico, el cual suele
estar unido también a la posesión.
Seis asuntos plateados ante el T.l.J. han abordado el trazado de una
frontera. Su predecesor, el T.P.J.í., había igualmente conocido de tales
controversias en los dictámenes consultivos de la cuestión de la Jawarzina, 6
diciembre 192365, referente a la delimitación de la frontera Checo-Polaca; en el
asunto del Monasterio de St.Naoum, 4 septiembre 192466, envolviendo la
~ Vid, SHARMA, S.P., International Houndarv Disputes and International
L~y¿, Bombay, 1976, p.l64.
Vid. P.c..í.j., serte 8. ntS, 1923.
~ Vid. P.C.í.J., serie 8. ná9, 1924.
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frontera Albano-Yugoslava; y el del articulo 3 del Tratado de Lausanne, 21
diciembre 192567, que decidía la frontera ente Turquía e Iraq. Sin embargo, en
ninguno de estos tres casos se hace la mínima alusión al tema de las
efectividades68 por lo que no resultan de interés a nuestro estudio. Pero el T.l.J.
sí ha tenido que abordar la problemática de la interacción entre efectividades y
título jurídico, en el sentido expresado en las líneas precedentes, en las siguientes
controversias de delimitación fronteriza, ninguna de la cuales puede catalogarse de
delimitación ex aeauo et bono, pues el T.l.J. no ha sido revestido de tal poder por
las Partes, únicamente ha podido decidir sobre la equidad mfra leaem69
:
u El asunto de la Soberanía sobre ciertas parcelas fronterizas, entre Bélgica
y Países Bajos, es un claro ejemplo de la interrelación fronteras-soberanía territorial
que mantenemos; en efecto, lo que comienza como una disputa por la soberanía
de unos enclaves termina por resolverse como si se tratara de una auténtica
controversia fronteriza. La alternativa se estructuraba así: Bélgica argumentaba su
soberanía sobre la base de un convenio fronterizo de 8 agosto 1843, que
establecía que las parcelas 91 y 92, origen del conflicto, le pertenecían; por su
67 Vid. P.c.t.J., serie B. n112, 1925.
En las controversias paralelas sobre la Jawarzina y el Monasterio de
St.Naoum, la solución versó sobre el carácter res ludicata de ciertas
decisiones de la conferencia de Embajadores de 1920 y 1922; por su parte, en
el dictamen de 1925, el Tribunal estableció los poderes y condiciones del
Consejo de la Liga de Naciones, encargado de solucionar la controversia.
Esto ha ocurrido en los asuntos de Burkina Fago—Mali y de fl
Salvador—Honduras, en los cuales, como vimos en el capitulo anterior (sección
1’, apartado C>, la Sala especial hizo uso de la equidad mfra lecem en
algunos tramos de la línea fronteriza (vid. suora, pp.226—234>.
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parte, Países Bajos mantenía que los actos de soberanía ejercidos por él desde
1843 sobre dichas parcelas, habían desplazado el título legal de Bélgica,
estableciendo la soberanía de Paises Bajos. El T.l.J., en su sentencia de 20 junio
1959, decidió el caso en favor de Bélgica sosteniendo que la soberanía belga quedó
firmemente establecida en 1843 y no se había extinguido70, es decir, ha
descartado el valor de las efectividades en favor de la letra explícita de un
convenio.
• En el asunto sobre la validez del laudo del Rey de España, el Tribunal estaba
sobre todo interesado por el problema de la validez de una sentencia arbitral, pero
en el fondo subsiste implícita la cuestión de una frontera siempre controvertida.
Respecto de esta frontera, el titulo alegado por Honduras era el título jurídico que
suponía el propio laudo de 1906, mientras que Nicaragua, que planteaba la nulidad
del mismo en base a varias causas, sostenía, además, que nunca habla aceptado
dicho laudo; y como prueba de su rechazo invocaba su ejercicio continuo y pacifico
de soberanía sobre la zona de Gracias a Dios que, según el laudo, correspondería
a Honduras. Esas efectividades que se presentan como prueba de la no-aceptación
del laudo, son, al mismo tiempo el título de su posesión de hecho sobre el que
reclamar el territorio. Finalmente, en este asunto, el título escrito reconocido por
los Estados afectados y que fuaba la frontera, ha recibido la sanción del T.l.J.71
70 Vid. t.C.J.Renorts, 1959, pp.209—258.
~ Sentencia de 18 noviembre 1960, I.C.J.Reports, 1960, pp.192—239.
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U La controversia que enfrentó a Camboya y Tailandia implicaba, principalmente,
reclamaciones de soberanía sobre una pequeña área de territorio fronterizo que
contenía las ruinas de un antiguo santuario, el Templo de Preah Vihear, sin
embargo, para decidir esta cuestión el T.í.J., de forma similar al asunto de la
soberanía sobre ciertas oarcelas fronterizas, decidió el caso fijando la línea
fronteriza entre los dos Estados72. En este litigio, Camboya invocaba en apoyo de
su pretensión, principalmente un título jurídico fundado sobre los trabajos de la
Comisión de Delimitación, fundamentalmente un mapa de 1908-1909 elaborado
en aplicación de las disposiciones del Convenio de limites de 13 febrero 1904,
entre Francia <de quien es sucesora) y Siam; y, de forma subsidiaria, el ejercicio de
competencias territoriales en dicha región desde 1904. Tailandia, por su parte, ha
hecho valer, por un lado la imperfección y error del título jurídico -mapa-, y por
otra, su ocupación del territorio en cuestión a través del ejercicio continuado de
actos de soberanía posteriores a la conclusión del tratado, que son no sólo prueba
de su soberanía, sino de su no aceptación a la frontera contenida en dicho mapa
<aquí las efectividades juegan un papel similar al pretendido por Nicaragua en el
asunto anteriormente indicado y con un resultado también análogo). El Tribunal en
su decisión atribuye, no obstante, importancia decisiva al título jurídico que
constituye dicho mapa, en ausencia de reacción por parte del Estado interesado73.
~ Sentencia de 15 junio 1962, I.C.J.Renorts, 1962, pp.5—146.
73
Efectivamente, el Tribunal interpreta la conducta recíproca de las
Partes, posterior a 1909, y entiende qué existe aquiescencia por parte de
Tailandia a la delimitación contenida en el mapa del anexo 1; por lo tanto
estaría vinculada por ‘estoppel’, aunque éste principio no es invocado
expresamente por el T.I.J. (vid. ibídem, pp.22—23 y 32).
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u Posteriores en el tiempo, aunque no en trascendencia, son tres asuntos
que presentan relación con el principio del uti oossidetis iuris, unos de forma
directa, como la controversia fronteriza entre Burkina Faso-Mali y la controversia
fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras74, otros, de
un modo más soslayado, la controversia territorial entre Libia y Chad75. En todos
ellos, las Partes en conflicto fundamentan igualmente su reclamación en el titulo
jurídico como título principal, si bien, consideraron de utilidad hacer afirmaciones
adicionales en base a los actos de autoridad estatal efectuados por cada uno de
ellos en el territorio controvertido. De esta manera, las efectividades se constituyen
en título supletorio que actuará en defecto o como confirmación del título jurídico;
en uno u otro caso, reviste importancia fundamental la prueba de la posesión
efectiva aportada por cada Parte.
Antes de pasar a examinar en la siguiente sección el resultado de la actividad
analítica del juez, corresponde ahora estructurar, de forma análoga a la sección
precedente (pues todos los conflictos han sido regulados por el derecho>, las
Este asunto viene configurado por tres partes distintas pero
interrelacionadas: frontera terrestre, islas y frontera marítima. A efectos
de nuestro estudio, lo incluimos en conjunto en los conflictos de
delimitación, aunque la parte referente a la controversia insular esté más
próxima a los conflictos de adquisición territorial (esta es la postura
mantenida por El Salvador, vid. Memoria de El salvador, 1 junio 1988,
ptos.1O.3 a 10.11>, y ello, no sólo por no romper la homogeneidad del caso,
sino porque para todo el asunto (incluidas las islas) el derecho aplicable es
el uti noesidetis iuris, es decir, un título jurídico; y la cuestión se centra
en determinar, en base a éste y no a la posesión actual, quién sucede a España
en la soberanía de las islas.
Ya hemos tenido ocasión de analizar con profusión el contenida de
estas tres sentencias en el capitulo III, sobre todo en el apartado A de la
secctón lA, por ello nos remitimos a los datos allí reseñados, limitándonos
en este capitulo al aspecto importantísimo de la prueba de las efectividades
que cada Estado invoca en apoyo de su pretensión.
306 Capitulo V
pruebas presentadas por los Estados que hacen relación directa a las efectividades,
ya sea a titulo principal, ya lo sea supletorio, resaltando como dato previo
interesante que el mayor volumen de prueba, no sólo en este tipo de contenciosos
sino de todos (incluso abarcando los arbitrajes), lo aportan Honduras y, en menor
medida, El Salvador, en su controversia terrestre e insular.
A> LOS ACTOS DE CARACTER ESTATAL
.
Tal y como advertíamos en la sección anterior, incluimos en este apartado
aqueJlos hechos directamente imputables al Estado en cuanto son realizados por
alguno de sus órganos, y que, como tales, son invocados por los Estados como
principal prueba de su posesión efectiva.
En este tipo de conflictos, dada la fuerza que tienen por si mismos los títulos
jurídicos, las alegaciones contrarias basadas en el ejercicio de autoridad, deben
estar sólidamente fundamentadas y, por ello, su prueba debe configurarse
básicamente en torno a aquellos actos puramente estatales en cuanto son los
únicos que pueden crear una firme presunción de su soberanía capaz de rebatir el
título legal. Resulta, pues, del mayor interés exponer los actos de este tipo
presentados como prueba por los distintos Estados:
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1. Eiercicio de iurisdicción penal
.
Unicamente en el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y
marítima, que enfrentó a El Salvador y Honduras, se cita por ambas Partes como
prueba del ejercicio de funciones de Estado esta actividad, aludiendo para ello a
una multiplicidad de procedimientos criminales que han tenido lugar ante jueces
hondureños y salvadoreños, respecto de delitos cometidos, tanto en los diversos
sectores de la frontera terrestre como en las islas76, respectivamente:
• Honduras presenta una voluminosa prueba de procesos penales incoados
respecto de delitos, fundamentalmente homicidios, delitos de daños y de lesiones,
así como de usurpación de tierras, cometidos en los territorios disputados de los
cuales han conocido los correspondientes Jueces de Letras o de Paz hondureños
por hallarse bajo su jurisdicción:
A título e¡emplificativo mencionamos los Archivos del Juez de Letras de
Ocotepeque, según los cuales éste ha tenido ocasión de pronuncíarse en 1863 y
1888 por sendos delitos de contrabando cometidos, el primero por C.Serrano y el
otro por M.Portillo; y en 1876 y 1900 por los correspondientes delitos de lesiones
cometidos por G.Dubon y S.Molina. Igualmente, el Juez de Paz de Mercedes
conoció en 1868, de las investigaciones relativas a las lesiones causadas por
J.Ramiro, l.Maldonado y F.Erazo contra E.Mancia. Todos estos delitos tuvieron
76 Es interesante resaltar respecto de la controversia insular,
concretamente, Meanguera y Meanguerita, que ambas Partes las han considerado
como una sola unidad insular sin tratarlas por separado. Esta posición es
seguida en su discurso por el Tribunal, entendiendo que Meanguerita es “a
‘dependency’ of Meanguera, in the sense that the Minquiers group was claimed
to be a ‘dependency’ of the Channel Islands’” <vid. I.C.J.Reports, 1992,
p.570, pa.356); circunstancia que supone un análisis de la prueba de
soberanía, por parte de la Sala, referido exclusivamente a la isla de
Meanguera que coníleva la correspondiente a Meanguerita.
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lugar dentro del sector de Tepangúisir’7. En sentido similar Honduras presenta la
prueba
relativa al resto de los sectores de la frontera terrestre78.
• El Salvador también ha presentado prueba de ejercicio de jurisdicción
criminal, pero referida a las islas Meanguera y Meanguerita; concretamente una
selección de extractos de procesos verbales relativos a cinco procesos penales que
han tenido lugar en 1930, 1931, 1945, 1955 y 1977 ante el Juez de Paz de
Meanguera del Golfo79.
- Respecto de estas islas, también Honduras invoca ejercicio de jurisdicción
criminal y civil, a través de la Alcaldía Mayor de Tegucigalpa. Concretamente cita
el proceso, contenido en un documento de 20 diciembre 1678, contra F.Félix por
Vid. Réplica de Honduras, 12 enero 1990, Anexo IX, pp.483—484. Ese
mismo archivo recoge los procedimientos tramitados en 1861 respecto de los
delitos de lesiones ocasionados a varias personas en e3. cerro de Cayaguanca
(ibídem, p.5O3).
Por lo que se refiere a delitos cometidos en el sector de Sazalapa—La
Virtud, el Archivo del Juez de Letras de Lempira recoge basta un total de 18
demandas relativas a varios delitos de homicidio, daños y lesiones,
presentadas entre los años 1947 y 1973, conocidas por el Juez de Paz de San
Juan de Guanta. Igualmente los Archivos del Juez de Paz de La Virtud,
registran los procesos mantenidos ante dicha jurisdicción por delitos de
usurpación de tierra, homicidio, lesiones y daños en los años 1940 a 1968. El
Archivo de). Juez de Paz de San Juan Guanta alude a seis procesos relativos
a delitos de homicidio y lesiones, entre 1935 y 1968 y el de Guanta a otros
catorce en el mismo sentido. Delitos de usurpación de tierras, homicidios y
lesiones cometidos en el sector de Naguaterique han sido conocidos por los
Jueces de Paz de santa Elena, Cabanas, Marcala y Yarula. Los Archivos del Juez
de Paz de colomoncagna registran siete procedimientos criminales abiertos en
ese sector. En el sector de Dolores, los procedimiento se llevan a cabo por
el Juez de Paz de Opatoro y Marcala; y en Goascorán, el Tribunal del Municipio
de Alianza conoció de 88 procesos por delitos de homicidio, secuestro y
violación, concubinaje, amenazas, lesiones... <vid. ibidem, pp.513—524, 635—
639, 733—734, 799—803 y 829—837, respectivamente para cada sector).
El contenido material de esta efectividad y de todas las referidas
respecto a las Islas, se recogen en un Anexo presentado por El salvador
después de la fase oral, según establece el propio Tribunal (vid.
I.C.J.Reports, 1992, p.572, pa.359, y concretamente, p.573, sección 2<, para
los procesos penales referidos)
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haber raptado a una mujer en la isla de Meanguera80.
2. Eiercicio de iurisdicción civil
.
Por lo que se refiere a la celebración de procedimientos civiles, la situación
es similar a la referida anteriormente, encontrando las siguientes referencias:
• Honduras alega, igualmente, diversos procesos verbales y decisiones
referentes a conflictos entre particulares residentes de las zonas disputadas según
se recogen los correspondientes archivos de Jueces de Paz: as[, el Archivo del Juez
de Letras de Ocotepeque registra el proceso verbal emprendido ante él por
L.Jerónimo, alcalde auxiliar de la Comuna de Ocotepeque, en 1860 contra
C.Hernández por haberse de apropiado de varias tierras en Cayaguanca que
si
pertenecían a su comuna
• Son tres las referencias que hace El Salvador a procesos que han tenido
lugar en 1930 y 1943 ante el Juez de Paz de Meanguera del Golfo, además del
incoado ante el Tribunal de Primera Instancia de La Unión, en 1969, a propósito de
tierras situadas en la Isla de Meanguera52.
En estrecha conexión con el ejercicio de la justicia situamos el nombramiento
Vid. Memoria de Honduras, 1 junio 1988, pp.544—545.
81 Vid. Réplica de Honduras.... oo.cit., p.Sll. La decisión que emitió
el juez de paz fue sometida posteriormente a apelación. Asimismo, hay
referencias a procesos verbales de este tipo, que han tenido lugar desde 1890
hasta 1985, en los Municipios de Santa Elena, Marcala, Yarula, colomoncagua
y Opatoro (vid. ibidem, pp.706—713, 793—798 y 822—827).
~ Vid. I.C.J.Renorts, 1992, p.573, pa.359.
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de los jueces que serán encargados de impartiría, sea cual sea la instancia a la que
están adscritos:
u Nicaragua, presenta como prueba de su jurisdicción un Decreto de 26
septiembre 1910, por el que se nombra al Dr. S.Delgado como Juez de Distrito de
Cabo Gracias a DIOS83.
• Una carta dirigida por Su Majestad el Rey de España, junio 1667, al Juez
Reformador de la Cultura de la provincia de San Miguel establece que el
nombramiento del Juez de la cultura no debe entenderse englobando las islas de
‘Conchagua, Teca y Miangola’. Este documento prueba que el Rey de España
prohibe a estos jueces de San Miguel ejercer su jurisdicción sobre las islas, y que
éstas dependen de Choluteca84.
• Un certificado de la Corte Suprema de El Savador, refiere la creación en
1922 de la Oficina del Juez de Paz del Municipio de Meanguera; y otros tres
certificados posteriores del mismo órgano, establecen el nombramiento de jueces
de paz de este mismo municipio en 1941, 1961 y 199Q85.
3. Actos de Administración central y local
.
Siguiendo las observaciones generales que apuntabamos respecto este tipo
de actividad en el apartado correspondiente de los conflictos de adquisición,
83 Vid, contra—memoria de Nicaraoua, 5 mayo 1959, Anexo 30, Asunto de
la validez del laudo del Rey de Estaña, I.c.J. Pleadinas, vol.I, p.301.
~ Vid. Memoria de Honduras.... on.cit., p.543.
~ Vid. I.C.J.Retorts, 1992, p.572, pa.359.
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entendemos que constituyen prueba de una actividad, tanto por parte de la
Administración central, coma de la local, las siguientes:
u El Decreto de 27 enero 1912, del Poder Ejecutivo de Nicaragua aprueba
las medidas de orden administrativo adoptadas por el Inspector General del Distrito
de Cabo Gracias a Dios, respecto de ciertos pueblos englobados en su Distrito, lo
que prueba el ejercicio de autoridad por la administración central sobre dicha
86
zona
u Como despliegue de la administración sobre un territorio se cita la
implantación de ciertos servicios públicos en el mismo:
- Nicaragua recoge extractos de dos contratos concluidos por su Gobierno
con particulares, el 6 mayo 1908 con A.H.Codd y el 29 julio 1908 con M.A.Low,
para establecer los correspondientes servicios de transoorte fluvial de mercancías
y pasajeros, con barcos, entre el Puerto de Cabo Gracias a Dios y los puertos del
Rio Coco y sus afluentes. Estos contratos fueron aprobados por sendos Decretos
del Ejecutivo de la misma fecha81.
- El establecimiento del servicio postal, a través de la creación de una Oficina
Postal en la ciudad de Meanguera del Golfo, por parte de la Dirección General
Postal del Gobierno de El Salvador, el 15 octubre 1952, se contiene en un
certificado y en el correspondiente número del Boletín Oficial88.
Vid. Contra—memoria de Nicaraaua.... o~.cit., p.302.
SI Vid. ibidem, 99.296—297 y pp.298—299, respectivamente.
~ Vid. I.c.J.Reoorts, 1992, p.573, pa.359.
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- Más importante es la instauración de una red de servicios de sanidad
Qábiica como la establecida por El Salvador a través de un ‘Proyecto Sanitario’, el
cual se puso en práctica en Meanguera en 1964, y que fue completado por un
‘Proyecto de Asistencia Médica’ del mismo año, junto con otras actividades
similares89.
- Varias inspecciones y visitas médicas fueron efectuadas en la zona del
Templo de Preah Vihear por funcionarios tailandeses, para promocionar medidas
para la protección de la salud de los habitantes de esa región90.
u Es competencia de la Administración el nombramiento de los cargos
públicos. En este sentido Honduras alude al acto de nombramiento de Alcaldes
Auxiliares en varios lugares, concretamente en El Amatillo, La Vecina, La
Haciendita, El Limón, La Cuesta, Gualcimaca y El Morral, según consta en los
Archivos del Municipio de La Virtud desde 1916 hasta 1969; en Sazalapa y Los
Horcones del Municipio de San Juan Guanta, entre 1955 y 1969; y en San Pablo
y Los Limones, recogidos en el Archivo del Municipio de Guanta, desde 1927 hasta
1971; todos estos respecto del sector La Sazalapa-La Virtud91. Esta misma
actividad fue desarrollada en el sector de Naguaterique, en el que los Archivos del
Municipio de Yarula y el de Santa Elena, recogen los procesos de nombramiento
de alcalde para varios pueblos de su jurisdicción desde 1903 hasta 1973;
89 Vid. ibidem, p.574, pa.359.
~ Vid, contra—memoria de Tailandia, Asunto del Teolo de Preah Vihear
,
I.C.J. Pleadincys, vol.I, p.189.
91 Vid. Réplica de Honduras.... oo.cit., pp.525-~536
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igualmente en Colomoncagua, entre 1882 y 1971; y en Goascorán en 1982, 1984
82
y 1986, según recoge el Archivo del Municipio de Alianza
U El pago de salarios a empleados y de remuneraciones a funcionarios, es
igualmente referido por Honduras en los diversos sectores de la frontera terrestre.
La arden de pago a maestros de escuelas rurales públicas que imparten la
enseñanza en distintas localidades de los territorios en disputa, práctica efectuada
entre 1959 y 1973, se recoge tanto en ¡os Archivos de las correspondientes
Municipalidades, como en los del propio Ministerio de Educación Pública de
Honduras93.
u La elaboración de censos sobre los territorios, a efectos de incluir la
población existente en el mismo dentro de la estadística nacional ha sido también
practicada:
- Un Informe de 19 octubre 1914, del Segundo oficial de distrito tailandés
fue presentado con motivo de una inspección realizada en la zona del Templo de
Preah Vihear para establecer el censo de las casas y habitantes existentes allP4.
- La Oficina de Estadísticas Generales y del Censo de El Salvador, presenta
un certificado referente a los sucesivos censos de población llevados a cabo por
92 Vid, ibídem, pp.641—647, 734—739 y 838—839, respectivamente.
Vid, ibídem, p.489, p.505 y pp.543—545, en las que se especifican las
diversas órdenes de pago a maestros en los sectores de Tepangiiisir, Cayaguanca
y Sazalapa—La Virtud.
~ Vid, contra—memoria de Tailandia.,.. op.cit., p.189.
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El Salvador, especialmente los efectuados en Meanguera entre 1930 y 1971~~.
U En el asunto del Temolo de Preah Vihear ambas Partes alegaron el mismo
tipo de actividad, realizada por autoridades locales en la región donde se hallaba el
templo, visitas oficiales para inspeccionar la zona y el normal funcionamiento de
la administración en ella:
- En 1930 el residente de Francia en la provincia de Kompung Thom,
acompañado por el Jefe del Servicio Arqueológico de Camboya y el Sub-Jefe del
Gabinete de Servicio Civiles, visitaron el templo acompañados del príncipe de
Damrong, miembro de la familia real de Siam; desde 1948 a 1953, el gobernador
de Kompong Thom visitó en numerosas ocasiones el Templo96.
- Varios informes se refieren a las características del área de Preah Vihear;
uno de ellos recoge una inspección efectuada en 1926, estableciendo materias
políticas y administrativas relativas al templo. Una carta de 26 enero 1930, del
Tercer Gran Canciller, P.P.Korachak, presenta unas fotografías al Rey de Siam y un
plan de edificación de la zona, tomadas durante una visita efectuada como
Gobernador de Khukhan. En 1925, el Sub-Secretario de Estado del Interior visita
Preah Vihear en un viaje de inspección. Igualmente cita Tailandia el viaje del
Príncipe Damrong, pero en sentido inverso al de Camboya, es decir, no como
Vid. I.C.J.Retorts, 1992, p.572, pa.359.
Este último instaló varias estatuas de Buda en el templo, vid.
Memoria de Camboya, Asunto del Temnlo de Preah Vihear, I.C.J. Pleadinas
,
vol.I, p.1l.
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autoridad extranjera sino como árgano estatal97.
• Teniendo presente las características de la región en cuestión, una
actividad a efectuar por las autoridades locales es el mantenimiento, conservación
y explotación del terreno:
- El Templo de Preah Vihear, zona de ruinas históricas, desde 1907 es
mencionado entre los monumentos históricos de Camboya por los servicios de
conservación y arqueología: aparece recogido en el inventario descriptivo de los
Monumentos de Camboya, obra del Comandante Lunet de la Jonquiére; la decisión
de 16 mayo 1925, clasifica con el número 624 al Templo de Preah Vihear en la
‘Lista de los Monumentos históricos de Camboya’; se halla sometido a la
jurisdicción del organismo público ‘Servicios Arqueológicos de Camboya, Escuela
Francesa de Extremo Oriente’, quien se encarga de los trabajos de limpieza,
mantenimiento, y restauración98.
- Varios documentos y declaraciones de oficiales forestales tailandeses se
presentan como prueba de las inspecciones realizadas en la región de Preah Vihear
en 1929, 1930, 1932, 1933, 1937 y 1943 en relación con la sivicultura y la
protección forestal. Igualmente, una carta de enero 1926 del Gobernador de la
provincia de Khukhan, al oficial del distrito de Nam Om se refiere a una orden
exigiendo regulaciones para el cuidado y preservación de objetos arqueológicos99.
Vid. Contra—memoria de Tailandia.... oo.cit., pp.189 y 191.
~ Vid. Memoria de Camboya.... ot.cit., p.12.
~ Vid. Contra—memoria de Tailandia.... oo.cit., p.19O y p.192.
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- Honduras recoge un extracto de un ‘Proyecto de desarrollo agrícola’ para
la Costa de Amates, elaborado por el ingeniero J.A.Martinez, funcionario de la
Oficina Regional del Instituto Nacional Agrario en Choluteca en 1989, que pretende
una mejor utilización de los recursos naturales de la zona1~.
4. Actividad legislativa
.
Reincidimos en la idea de que las disposiciones legislativas, más
exactamente su contenido, son el mejor instrumento para probar el ejercicio de
autoridad por el acto de disposición que suponen, siempre que no hayan sido
objeto de protesta por la otra parte. Sin embargo, el propio acto de promulgación
es, en si mismo, una prueba de actividad estatal, por ello todos los actos
legislativos a que nos hemos referido, leyes, decretos..., pueden igualmente
mencionarse como prueba de la actividad legislativa del Estado que los aporta. En
este sentido, por lo que se refiere a los conflictos de delimitación territorial,
Nicaragua ha presentado una prueba de su ejercicio de soberanía fundamentada
exclusivamente en un gran número de decretos regulando diversas materias:
policía, fiscalidad. ..~‘
Aparte de esta remisión a los actos legislativos presentados como prueba de
otra actividad, como manifestación legislativa resulta interesante, por un lado, la
legislación de arrendamientos holandesa, que según Países Bajos se aplica a las
~ Vid. Rénlica de Honduras.... oo.cit., p.9O3.
101 Vid. contra—memoria de Nicaraaua.... on.cit., pp.295—303.
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casas construidas en las parcelas disputadas102; y, por otro, la delimitación
marítima, como la invocada por Honduras, que habla establecido en 1900 fijando
103
el trazado a través de la línea media equidistante con Nicaragua
5. Fuerzas armadas y de policía
.
Sin duda alguna, una de las actividades que es alegada con mayor frecuencia
por los Estados como prueba del ejercicio de su soberanía es la realizada por
fuerzas militares y de policía, para lograr, no sólo la seguridad adixflra sino también
ad extra
:
u El Decreto nicaragúensede 13febrero 1909 regula el establecimiento de
puestos de policía en Awastara, con jurisdicción en los caseríos de Dacon y Pájara,
distrito de Cabo de Gracias a Dios. Como manifestación de esta misma autoridad,
varios decretos de 1908 y 1909 establecen el nombramiento de varios agentes de
104
policía para ese distrito y para Mosquitos
• Varios informes y cartas de oficiales de Siam, 1935-1938. se refieren a
hostilidades en la región fronteriza de Preah Vihear, a los que ha hecho frente el
Tercer Ejército Monzón, así como a las visitas de autoridades militares a la zona.
Varias declaraciones se refieren al nombramiento de guardianes para el Monte de
102 Vid. I.C.J.Retorts, 1959, p.229.
Vid. I.C.J.Retorts, 1992, p.569, pa.354.
104 Vid. Contra—memoria de Nicaramia. ... or=.cit., pp.296—303.
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Preah Vihear, empleados por autoridades tailandesas105.
• Honduras recoge, igualmente, las referencias contenidas en los Archivos
del Municipio de Santa Elena en relación a cinco actuaciones de las autoridades de
policía en distintas localidades adscritas al mismo, en 1958 y 1959, para controlar
desórdenes internos con la consiguiente imposición de multas. En este mismo
sector en controversia de Naguaterique, el Archivo del Muncipio de Yarula registra
un telegrama de 1951 del sub-comandante local al sub-comandante de Tierra
Colorada para comunicarle que ha recibido órdenes de los superiores para
establecer controles en la frontera con El Salvador106.
- Asimismo, respecto de la isla Meanguera, Honduras ha ejercido actividad
de defensa de los indígenas que allí habitan a través del Alcalde de Tegucigalpa,
frente a las incursiones de piratas en 1684 y 1685, como reflejan varios
documentos107.
u En relación a esta misma isla, El Salvador alega también este tipo de
actividad, pero en la época post-colonial; durante el periodo de 191 8-1 980, las
autoridades militares competentes de El Salvador procedieron a varios
nombramientos y órdenes militares afectando al Municipio de Meanguera del
Golfo108.
El ejercicio de jurisdicción militar se alega también por El Salvador respecto
~ Vid. Contra—memoria de Tailandia.... oo.ca., pp.190—191 y 192.
~ Vid. Réplica de Honduras.... on.cit., pp.639—640.
Vid. Memoria de Honduras.... ov.cit., pp.545—549.
Vid. r.C.J.Reoorts, 1992, p.572, pa.359.
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del tercer sector de la frontera terrestre, en base al establecimiento de Puestos
Rurales Militares, en el periodo de 1922-1964, en los que se han apostado
109
comandantes, corporaciones y soldados para formar patrullas militares
• La prueba del ejercicio de autoridad invocada por Chad, en su controversia
con Libia, se fundamente principalmente en la actividad llevada a cabo en la zona
por tropas francesas: éstas ocuparon militarmente el BET, Zouar y Bardai en 1913,
instalando patrullas de reconocimiento; posteriormente, en 1938 y 1955, tuvieron
la ocasión de sofocar sendos incidentes ocurridos en la región: el primero
provocado por trabajadores mineros italianos, el segundo por civiles libios que
fueron obligados a retirarset0.
6. Sistema electoral
.
En los conflictos de delimitación si encontramos alguna referencia a
actividades relacionadas con la organización de elecciones en los territorios
fronterizos en litigio por parte de alguno de los Estados que los reclaman, a
diferencia de los de adquisición en los que no hallamos prueba alguna al respecto:
• El Decreto del Ejecutivo de 1 noviembre 1910 establece la división de la
Costa Atlántica de Nicaragua en distritos electorales, a efectos de las elecciones
a diputados de la Asamblea Constituyente; el articulo 13 de ese decreto recoge
109 Vid. Contra—memoria de El Salvador, 10 febrero 1989, parágrafo 4.19.
Vid. Opinión disidente de Sette—Camara, I.C.J.Reports, 1994, p.99.
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como uno de esos distritos electorales al Cabo de Gracias a Dios”’.
U Un extracto del censo de votantes del Municipio de Santa Elena, del
período de 1951-1960, es presentado por Honduras como prueba de la actividad
electoral organizada por autoridades hondureñas en el sector de Naguaterique112.
• El Salvador presenta varios documentos referentes a las elecciones
celebradas en el Municipio de Meanguera del Golfo en los años 1939, 1941, 1952
y 1984, organizadas por él113.
7. Fiscalidad
.
Varias pruebas podemos recoger en relación la actividad impositiva y
tributaria alegada por los Estados:
• Países Bajos aporta como prueba de su soberanía el hecho de ha
recaudado impuestos en las dos parcelas disputadas114.
• El Decreto nicaragúense de 10 diciembre 1908, aprueba una ordenanza
municipal del Consejo para el Desarrollo del Distrito de Cabo de Gracias a Dios que
regula su sistema impositivo’16.
• Tailandia recoge declaraciones de varios oficiales del distrito de Nam Om,
~ ‘¿íd. Contra—memoria de Nicaragua.... ot.cit, pp.301—302.
112 Vid. Réplica de Honduras.... oo.cit., pp.714—720.
Vid. I.C.J.Reports, 1992, p.572, pa.359.
114 Vid. I.C.J.Renorts,,1959, p.228.
Vid. contra—memoria de Nicaragua.... op.cit., pp.299—300.
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en las que afirman haber llevado a cabo entre los años 1921 y 1928 la recaudación
de impuestos a los habitantes locales del área de Preah Vihear’16.
• Honduras presenta para el sector de Naguaterique y el de Dolores reseñas
de varios habitantes de Santa Elena y Opatoro que han pagado contribuciones para
117llevar a cabo el pastoreo
u El Diario Oficial de El Salvador de 10 diciembre 1919 publica un decreto
de 19 noviembre sobre el baremo de los impuestos aplicable en el Municipio de
Meanguera del Golfo’18.
8. Actos de registro
.
Fundamentalmente éstos viene referidos a registros del estado civil, por un
lado, y los relativos a la propiedad inmobiliaria, por otro:
U El volumen más importante de la prueba aportada por Países Bajos se
centra en distintas inscripciones recogidas en su Registro Oficial y relacionadas con
las parcelas en litigio: inscripción de transmsión de tierras en 1906, registros de
nacimientos, muertes y matrimonios de sus habitantes...“~.
- Bélgica, por su parte, se refiere a la inscripción en el catastro de las
116 vid. Contra—memoria de Tailandia.... on.cit., p.lBS.
vid. Réplica de Honduras.... on.cit., pp.640—641 y pp.804—6O6.
vid. I.c.J.Renorts, 1992, p.S72, pa.359.
119 Vid. I.C.J.Reoorts, 1959, pp.227—228.
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parcelas desde 1847 a 1852, y después en 1890120.
• Son numerosos los extractos tanto de nacimiento como de defunción de
habitantes de los distintos sectores de la frontera terrestre en conflicto con El
Salvador ocurridos en 1878-1988, que presenta Honduras, recogidos todos ellos
de su Registro nacional de personas. Igualmente recoge extractos del Registro de
la propiedad inmobiliaria y comercial, referentes a contratos de venta, desde 1901-
1975, de tierras situadas en las zonas fronterizas de Tepangúisir, Cayaguanca y
Sazalapa-La Virtud121.
u En el mismo sentido, pero respecto de la Isla de Meanguera, El Salvador
ofrece sumarios de actos inscritos en el Registro del Departamento de La Unión
relativos a nacimientos y muertes ocurridas en dicha isla en los años 1890-1991;
así como una selección de registros de contratos de venta de terrenos situados en
Meanguera, en el periodo 1948.1989122.
9. Educación pública
.
La organización de la enseñanza desde la Administración de un Estado
conlíeva, además del pago a los funcionarios que la imparten, acto al que ya nos
hemos referido, otros posibles:
120 Vid. ibídem,p .227.
¡21 Vid. Réplica de Honduras.... op.cit., pp.492—497, 507—508, 552—630,
659—705, 752—782, 816—821, y 861—882, respectivamente para sector; pp.490—491,
506—507, y 546—551, en cuanto al registro de inmuebles.
~ Vid. I.c.J.Reports, 1992, p.573, pa.359.
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u A través de varias decisiones administrativas de 1939-1977, registradas
en los Archivos de los Municipios de Ocotepeque, Sinuapa, Mercedes, La Virtud,
Guanta, San Juan Guanta, Santa Elena, Cabanas, Marcala y Colomoncagua así
como otros de la Dirección General de Educación Primaria de Honduras y la de la
Comuna de El Conchal, Honduras prueba su actividad en el sector de la educación
pública, en toda la frontera terrestre, mediante la adjudicación de importantes
subvenciones a escuelas rurales, pago del alquiler de los locales que ocupan las
escuelas, el nombramiento ~,úblicode profesores e institutrices, así como el de
directores de distintas escuelas públicas123.
• Esta actividad ha sido desplegada por El Salvador en la isla Meanguera,
mediante la construcción de escuelas y el nombramiento de maestros en los años
1893, 1966 y 1967, así como por la elaboración de Registros Académicos en
1963 y 1988124.
10. Disposición administrativa sobre bienes inmuebles
.
Además de los actos registrales sobre los propios inmuebles, como son los
catastros que se elaboran en cada Municipio para controlar los inmuebles que caen
bajo su jurisdicción, a los cuales ya nos hemos referido como actos registrales,
encontramos pruebas de otros actos de disposición sobre inmuebles situados en
~ Vid. Réplica de Honduras.... oo.cit., pp.484—489, 503—505, 535—543,
653—657, 740—748, 807—810 y 840—842, respectivamente para cada sector.
124 Vid. I.C.J.Reports, 1992, p.5?4, pa.359.
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el territorio en litigio por parte autoridades estatales:
• El Príncipe Frederick de Paises Bajos, puso en venta pública, el 19
septiembre 1853, unos lotes de terrenos del Estado cuya venta había sido
suspendida en 1845, entre éstos se encontraba una de las parcelas, la número 91,
125que constituían el objeto de la controversia
u Mediante el correspondiente proceso-verbal mantenido ante las
autoridades municipales competentes, éstas deciden acerca de la concesión de
tierras situadas en su término municipal; en este sentido son citados por Honduras
los procesos verbales que han tenido lugar desde 1886 a 1975, y que se recogen
en los Archivos de los Muncipios de Santa Elena, Yarula, Colomoncagua y Opatoro,
así como en los Archivos del Ministerio de Relaciones Exteriores respecto de las
concesiones otorgadas en Goascorán’26.
También conforma un acto de disposición administrativo la venta decidida
por Honduras en 1854, de una parte de la costa y de las islas del Golfo, a
127
potencias extranjeras
u El Salvador recoge extractos de los pertinentes procedimientos
mantenidos entre 1966 y 1989 ante el Consejo municipal de Meanguera del Golfo,
128
relativos a concesiones de inmuebles situados en dicho municipio
¡25 Vid. Contra—memoria de Paises Bajos, 30 junio 1958, Asunto de la
soberanía sobre ciertas parcelas fronterizas, I.C.J. Pleadinas, p.74.
126 Vid. Réplica de Honduras.... oo.cit., pp.657—658, 749—751, 811—812
y 843—860, respecto de los últimos sectores en que se recoge esta actividad.
¡27 Vid. Memoria de Honduras.... oo.cit., pp.575—576.
123 Vid. I.C.J.Renorts, 1992, p.573, pa.359.
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11. Sistema de concesiones y eiercicio de monopolios estatales
.
Dentro de su poder de disposición sobre el territorio, como prueban las
concesiones de terrenos públicos que acabamos de ver, los Estados adjudican
como concesión la explotación de ciertos recursos o servicios:
• Los Países Bajos otorgaron una concesión a una empresa privada para
construir la línea de ferrocarril entre Turnhout y Tilburg que, entre otros territorios
129
holandeses, cruzaba las dos parcelas en disputa, en una pequeña parte
• El Archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores de Honduras, recoge las
concesiones otorgadas por la Asociación hondureña del Desarrollo Forestal a
ciertos particulares, para la explotación de los bosques de la zona sur de la
jurisdicción de Amapala y Alianza en Goascorán1~.
12. Obras públicas
.
Prueba de actividades de mejora de la infraestructura de una región,
desplegadas por organismos públicos, pueden ser:
• La orden tailandesa de mayo de 1940 que establece el mandato de
reparación de varias carreteras, incluye las que atraviesan Preah Vihear131.
U Mali alude a los trabajos de construcción de caminos en la zona fronteriza
~ Vid. I.C.J.Renorts, 1959, p.229.
~ Vid. Réplica de Honduras.... oo.cit., pp.897—902.
13! Vid. Contra—memoria de Tailandia.... oo.cit., p.189.
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con Burkina Faso, realizados por las autoridades coloniales como prueba de la
intención de éstos132.
u Varios documentos se refieren a la inauguración en 1966 de una red de
electricidad en la isla de Meanguera, la construcción de un puerto y del edificio del




Además del recurso a mapas y otros estudios cartográficos de variado tipo
como técnica sumamente utilizada por los Estados a afectos de fundamentar sus
reclamaciones a una determinada línea fronteriza134, es igualmente posible que
éstos sean presentados, no ya como un título lensl ~n~xn a un tratado y
circunscrito a la prueba de un concreto trazado de frontera, sino como prueba de
ejercicio de soberanía. En este sentido, es soporte fundamental del valor de este
medio probatorio el rigor de su elaboración, avalado éste por la fuente de que
procede.
Aunque no encontramos manifestación en este sentido en los conflictos de
adquisición territorial -lo cual no excluye su oportunidad-, sí hay una invocación de
132 Vid. I.c.J.Ret,orts, 1986, p.6l8, pa.120.
Vid. I.C.J.Reoorts, 1992, p.573, pa.359.
134 El tema de la cartograf la como prueba supletoria en los conflictos
de delimitación ya ha sido abordado en el capítulo precedente, en términos
lan y nnr~4rii1arlr~ndnIn a las controversias regidas por e). utí
oossidetis; allí hemos tenido ocasión da constatar la precaución con que debe
ser tratado este medio probatorio (vid. su~ra, pp.258—266).
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mapas como prueba en el sentido anteriormente reseñado:
U Mapa del Estado Mayor Belga, que muestra a las dos parcelas litigiosas
135
como territorio de Bélgica
Dos observaciones finales referentes a la prueba de la posesión efectiva a
través de actos puramente estatales en los conflictos de delimitación:
- La primera, es el dato relevante de que El Salvador, a modo de apéndice de toda
su prueba de soberanía y haciendo uso de la posibilidad que prevé el artículo 63 del
Estatuto del T.l.J., presenta en la fase oral un testigo natural, el Sr. Avilés
Domínguez, ciudadano salvadoreño que vive en Meanguera, que ha declarado
acerca de las realidades de vida en la isla, testificando sobre la organización de la
administración por este Estado’36. Se trata de una prueba testimonial137 usada
muy esporádicamente en el procedimiento internacional -a diferencia de lo que
ocurre a nivel interno de los Estados- y que constituye un hito, en lo que a
conflictos territoriales se refiere, como manifestación de soberanía estatal.
Precisamente esa novedad la ha hecho merecedora de nuestra consideración
aparte, si bien, independientemente del valor que le adjudique el Tribunal, no
creemos en la oportunidad ¡uridica de un método probatorio tan ‘modelable’ como
Vid. I.C.J.Reoorts, 1959, p.227.
Vid. Intervención oral de 29 mayo 1991, C4ICR 91/34, pp.lO—52.
137 La prueba testimonial se define como “afirmaciones judiciales hechas
por personas extrai~ae a la controversia” (vid. LE5SONA, Teoría general de la
prueba en derecho civil, 1942, citado en SANDIFER, n.y., oo.cit., p.288), y
su utilización se regula por los artículos 44 del Estatuto del T.I.J., y 63
de las Reglas de este tribunal, aunque nunca hasta ahora se habla recurrido
a ella en conflictos territoriales.
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es el de los testigos.
- Por último, como resultado de un análisis comparativo de esta prueba con la
misma referida a la adquisición, se deja notar una ausencia, importante si tenemos
en cuenta que hablamos de territorios fronterizos: no hay alusión alguna a actividad
aduanera, que hubiera sido destacable como punto de referencia para la fijación de
la frontera. En el mismo sentido, aunque no tan relevante, ninguna prueba se
refiere al reconocimiento de una frontera por terceros Estados. Por lo demás, como
hemos hecho notar, el volumen de prueba es bastante abultado, ya veremos más
adelante si también es consistente.
B) ACTIVIDADES DE CARACTER PRIVADO
.
En este sentido, es necesario advertir cómo las pruebas de efectividad en la
posesión basadas en este tipo de actos son no sólo escasas, sino casi
inapreciables; sin duda, los Estados son plenamente conscientes, con razón, de que
una actividad de esta clase carece de valor para enfrentarse a un titulo jurídico,
incluso aunque lo sea simplemente a modo confirmatorio, de ahí que todo el peso
de la prueba recaiga en los actos que llevan a cabo auténticos órganos estatales,
pues es donde el título legal puede encontrar su Talón de Aquiles. Sin embargo,
alguna hay:
• Una declaración de un comerciante de madera tailandés, describe su
propio trabajo en los bosques y cazando elefantes, en la década de los veinte, en
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la región de Preah Vihear’38.
u El Archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores de Honduras contiene
extractos referente a declaraciones de posesión de bienes inmuebles situados en
el Municipio de Alianza, en Goascorán, efectuadas en 1977-1983 por ciudadanos
hondureños. Igualmente, el Archivo y la Oficina Regional del Instituto Nacional
Agrario de Choluteca registra desde 1898-1988 a hondureños como propietarios
‘39
de terrenos en este sector
C> OTRO TIPO DE ACTIVIDAD
.
Por razones análogas a las apuntadas anteriormente, los Estados partes en
un conflicto de delimitación tampoco se detienen en la actividad de otras
‘entidades’ privadas que, de alguna manera, pudiera serles imputable. En efecto,
no encontramos ninguna referencia a la actuación de las Compañías de comercio
y colonización en esos territorio, posiblemente porque las efectividades en las
controversias de delimitación se valoranen un momento temporal concreto, periodo
critico, que suele ser coetáneo a la aparición del titulo jurídico con el que se
comparan, y que, en términos generales es posterior a la actuación de estas
entidades.
Por otra parte, en lo que afecta a la actividad eclesiástica, únicamente
~ Vid. contra—memoria de Tailandia.... oo.cit., p.19O.
139 Vid. Réplica de Honduras.... oo.cit., pp.883—902.
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Honduras recoge pruebas de este tipo de actividad, y lo hace como corolario de la
identidad genérica de la jurisdicción estatal y la eclesiástica que existía en la
América española:
• Fundamentalmente, se refiere a actos de registro : en este sentido, para
todos los sectores en que se ha dividido la frontera terrestre disputada con El
Salvador, Honduras presenta extractos de los Archivos Parroquiales de San José
de Ocotepeque, San Miguel de Marcala, Santa Rosa de Copán, Goascarán referidos
al bautismo de personas que han nacido dentro de los límites de cada sector en el
período de 18O3.19821~.
• Como acto de autoridad eclesiástica, también se detalla la expedición de
certificados de matrimonios celebrados en la Diócesis de Santa Rosa de Copán,
entre 1945.1980141.
SECCION 3: LOS RESULTADOS DE LA PRACTICA.
Una vez que hemos precisado en los parágrafos anteriores de qué manera
han procedido los Estados, partes de una controversia territorial, a probar sus
~ Vid. Réplica de Honduras.... oo.cit., pp.509—S1O, 721—729, 783—791
y 894—895, para cada parroquia mencionada.
141 Vid, ibídem, p.792.
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alegatos basados en el ejercicio continuo y pacífico de funciones de Estado, es
momento ahora de determinar la valoración que de tales pruebas ha hecho la
instancia judicial ante la cual han sido presentadas, teniendo presente que esta
operación está presidida por el principio de libre apreciación en favor del juez142.
El peso que debe otorgarse a aquellos actos que sustentan una reclamación
de soberanía depende, en palabras del propio T.l.J., “on the complexity of the case
and the difficulties of the administration””3. Efectivamente, no podemos hablar
de la valoración de la prueba como de una cuestión absoluta, pues deben tenerse
en cuenta toda una serie de factores que hacen necesaria la individualización del
problema caso por caso, y que nos llevan a constatar una diferencia en el peso
probatorio de los distintos actos invocados. Estas circunstancias vienen referidas
especialmente a la naturaleza física del territorio144, al hecho de que exista una
reivindicación contraria a la misma soberanía, así como al carácter e intensidad de
esa demanda. Por ello mismo, es imposible discernir qué técnica de valoración
142 Efectivamente, las primeras decisiones del T.P.J.I. ya afirmaban
claramente, la libertad de que éste disponía para apreciar las pruebas y
alegaciones de las partes <vid, entre otras, el asunto de los intereses
alemanes en la Alta silesia, serie A. n97, pp.72—73, y el asunto de la Fábrica
de Chorzow, serie A. n2 9, p.l9); esta regla, que no aparece recogida ni en
el Estatuto ni en las Reglas del Tribunal, según gran parte de la doctrina,
constituye un principio general del derecho (vid. LALIVE, J.F., ‘Quelques
remarques sur la preuve devant la cour Permanente et la cour International de
Justice”, Annuaire Suisee de Droit International, 1950, p.79).
~ Vid. Asunto de la soberanía sobre ciertas parcelas fronterizas
,
I.C.J.Reoorts, 1959, p.229.
144 En el capitulo III (sección ji, apartado C.3> analizamos con detalle
las peculiaridades que planteaban las situaciones territorialmente
particulares, respecto del requisito de la efectividad de la ocupación; esas
mismas observaciones que hablaban de relatividad de la efectividad, tienen
cabida en el ámbito de la prueba haciendo clara distinción en el peso
probatorio de los actos de efectividad invocados según el territorio sea
remoto e inhóspito o perfectamente susceptible de habitación.
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emplean los tribunales internacionales145, pues en la mayoría de las sentencias
internacionales emitidas en conflictos territoriales los términos de referencia
empleados por éstos son, en general, extremadamente amplios e incluso ambiguos
<lo mismo ocurre con los laudos arbitrales), resultando difícil, a veces, encontrar la
línea del razonamiento utilizado.
Ante la imposibilidad de establecer, de forma absoluta, un principio rector
de valoración que nos permita fijar el peso especifico probatorio que lleva atribuido
cada acto de Estado alegado, respecto a si es o no manifestación de soberanía
sobre un territorio especifico <puesto que depende de las circunstancias
específicas), corresponde, entonces, el examen concreto de la decisión del juez
respecto de cada uno de esos actos que hemos referido en las páginas
precedentes.
A) EFECTIVIDADES QUE HAN SIDO RETENIDAS
.
Tomando ahora globalmente los distintos actos de autoridad aportados como
prueba de ejercicio de soberanía, tanto en los conflictos de adquisición como en los
delimitación territorial, el T.l.J y, en su caso, el T.P.J.í., han considerado que
145 Tal y como expuso Sir L.HEALD, en su intervención oral de 18
septiembre 1953, en e). asunto de Minauters y Ecrehous, un tribunal que es
llamado a decidir sobre dos reclamaciones de soberanía, tiene dos posibles
métodos para valorar la fuerza de los títulos invocados: “periodo por período”
<utilizado en el caso de Groenlandia Oriental> o bien, considerar los títulos
como un todo, sin hacer una evaluación comparativa de su fuerza en ninguna
otra época más que en una fecha determinada —suele ser la de la fecha crítica—
(vid. op.cit., pp.46—EO>.
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consiguen crear esa vinculación entre el hecho y el derecho los siguientes:
1. Actos de Carácter estatal admitidos como prueba
.
Empezando por aquellos hechos que, como hemos indicado en reiteradas
ocasiones, constituyen a priori la prueba fundamental del ejercicio de soberanía
sobre un territorio, la práctica judicial nos enseña que no todos llegan a determinar
la convicción jurídica necesaria en el juez sino sólo aquellos
cuya evidencia es más fuerte. A saber:
• El ejercicio de jurisdicción penal ha quedado claramente demostrado en
todos los actos invocados por Reino Unido respecto de la Isla de Ecrehous, así
como de Minquiers. De igual manera, aunque sin aludir directamente a las pruebas
presentadas, el T. l.J. ha reconocido como ejercicio de soberanía la actividad judicial
desplegada por Portugal en sus enclaves. Por último, el tercer volumen de prueba
admitido en relación a este tipo de jurisdicción es el correspondiente a los procesos
verbales referidos por El Salvador en la Isla de Meanguera146.
• Igualmente, la prueba relativa a ejercicio de jurisdicción civil que ha sido
admitida en ese sentido es la presentada por Reino Unido en relación a Minquiers
146 Cfr. Asunto de Minciniera y Ecrehaus, I.C.J.Renorts, 1953, p.65;
Asunto de derecho de naso nor territorio indio, I.C.J.Renorts, 1960, p.39; y,
el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre
El Salvador y Honduras, I.C.J.Renorts, 1992, p.579, pa.368, respectivamente
para cada uno de los supuestos a que nos hemos referido en que se admiten loas
actos alegados como prueba de ejercicio de jurisdicción penal.
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y a Ecrehous, y por El Salvador respecto a Meanguera, tanto en lo referente a la
celebración de procesos como al propio nombramiento de jueces147.
• Los actos de administración central y local que han constituido prueba de
ejercicio de soberanía son:
- Los que Dinamarca ejerció, en términos generales sobre Groenlandia, esto
es: fundación tanto de colonias como de estaciones, creación de órganos
específicos de administración local y central, la regulación de la entrada al territorio
mediante previa autorización y el establecimiento de un especifico servicio de
sanidad1t
El ejercicio de administración local por parte de las autoridades de Jersey,
tanto sobre Ecrehous como respecto de Minquiers, como son los relativos a
investigaciones sobre cadáveresaparecidos en dichas islas, despliegue de actividad
aduanera, elaboración del censo de la población que las habita, regulación de los
servicios de Sanidad pública y las visitas de control por parte de dichas
autoridades149.
- Igualmente el nombramiento de autoridades locales efectuado por Portugal
respecto de sus enclaves, es considerado como prueba de su soberanía sobre los
147 cfr. ibidem, p.63, en el caso del Reino Unido, y p.579, pa.368, para
El salvador.
cfr. Asunto del Estatuto luridico de Groenlandia Oriental, P.C.I.J.,
serie A/a. n253, 1933, pp.48—SS.
149 Cfr. Asunto de Minauiers y Ecrehaus.... on.cit., pp.64—69.
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150
mismos
- La actividad desplegada sobre la región del Templo de Preah Vihear por
autoridades francesas y camboyanas: visitas oficiales de inspección de la zona y
trabajos de limpieza, mantenimiento y restauración de la misma, es considerada por
el T.l.J., como actos rutinarios de administración151.
- Como última referencia a actos de administración que tienen la
consideración de prueba de soberanía sobre un territorio, encontramos la actividad
desplegada en este sentido por El Salvador sobre la Isla de Meanguera: instauración
de servicios postales, establecimiento de una completa red sanitaria y elaboración
del censo de población de la isla152.
u Por lo que se refiere a la actividad legislativa, todas las pruebas que han
sido admitidas en relación a alguna forma de actividad estatal y cuyo documento
de referencia era un acto legislativo son, al mismo tiempo, prueba de actividad
legislativa. Pero, aparte de esta realidad que ya habíamos constatado
anteriormente, la legislación en sentido estricto ha tenido una consideración
particular en el asunto de Groenlandia Oriental, donde el T.P.J.í., ante la amplia
actividad legislativa manifestada por Dinamarca, ha sentenciado que ésta es “one
150 Cfr. Asunto de derecho de paso.... op.cit., p.39.
151 Cfr. Asunto del Templo de Preah Vihear, I.C.J.Renorts, 1962, p.29—30.
152 Cfr. Asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y
marítima.... op.cit., p.S?9, pa.368.
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of the most obvious forms of the exercise of sovereign power“153; y,
posteriormente, en el asunto de Minouiers y Ecrehous, al establecer el T.l.J., que
“attaches, in particular, probative value to the acts which relate to...
legislation”15t donde se incluyen los presentados por Reino Unido.
En sentido analógo se toma en consideración, tanto la delimitación marítima
efectuada por Honduras respecto de la Isla del Tigre, como el decreto salvadoreño
de 1919 regulando la actividad fiscal en la Isla de Meanguera155.
• Los actos relativos al ejercicio de la defensa armada de un territorio y de
seguridad que han sido admitidos son los realizados por Dinamarca en las costas
de Groenlandia; por el Reino Unido, a través de las autoridades de Jersey, en
Ecrehous; por las fuerzas armadas de Portugal en sus enclaves; y los alegados por
El Salvador en la Isla de Meanguera, relativos a varios nombramientos
156
militares
153 Concretamente, el Tribunal se refiere a la legislación que regula el
monopolio del comercio en favor de Dinamarca, la caza y la pesca, y a la ley
de 1905 de delimitación de las aguas territoriales <cfr. Asunto del estatuto
jurídico de Groenlandia.... ov.ctt., p.48 y pp.53-.54). También ha tenido
consideración positiva la delimitación marítima efectuada por Honduras en la
zona de la Isla de Tigre (cfr. Asunto de la controversia fronteriza
.
insular.... on.cit., p.569, pa.354>.
154 cfr. Asunto de Mincuiers.... op.cit, p.65.
155 cf r. Asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y
marítima.... ot.cit., p.569, pa.354, y p.579, pa.368, respectivamente.
156 Aunque el Tribunal no se refiere expresamente a la defensa ejercida
en Groenlandia por navieros de guerra daneses, tal y como es alegada por
Dinamarca en su Memoria (on.cit., PP. 21 y 65>, entendemos que es admitida
implícitamente por su decisión de que ésta ha desplegado su autoridad sobre
ese territorio <cfr.Asunto de Groenlandia.... op.cit., p.Sl>. En cuanto a la
admisión de este tipo de prueba en otros asuntos, cfr. Asunto de Minouiers y
Ecrehous.... o~.cit., p.64; Asunto del derecho de aso. • o .cit., p.39 y
Asunto de la controversia fronteriza terestre. insular y marítima.... op.cit.
,
p.579, pa.368, respectivamente para cada uno según los hemos mencionado.
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u La organización de un sistema electoral únicamente se ha considerado
suficientemente probada en el caso de la isla de Meanguera, a través de las
elecciones celebradas allí por las administración salvadoreña157.
• La actividad fiscal se entiende claramente como prueba de soberanía, en
el asunto del derecho de oaso por territorio indio, en consideración a los actos
alegados en este sentido por Portugal, y en la controversia fronteriza terrestre
.
insular y marítima, tal y como se alega ejercida por El Salvador158.
• Como prueba de actividad registral, se han retenido, igualmente, tanto las
referencias registrales de Portugal respecto a las villas de Maharattes, como los
extractos de registro de nacimientos y muertes acaecidas en Meanguera
presentados por El Salvador, además de las inscripciones en el catastro de las
159
parcelas litigiosas aportadas por Bélgica
• La organización de la educación pública como prueba de la soberanía sobre
el territorio sobre el que se estructura, lo constituye la establecida por Dinamarca
sobre Groenlandia a través de varios decretos, y por El Salvador sobre Meanguera,
157 cfr. ibídem, p.579, pa.368.
Cfr. on.cit., p.39, y oo.cit., p.579, pa.368, respectivamente.
159 Cfr. Asunto del derecho de paso... op.cit., p.39; Asunto de la
controversia fronteriza terrestre, insular.... oo.cit., p.579, pa.368; y
Asunto de la soberanía sobre ciertas parcelas fronterizas, I.c.J.Reperts,
1959, p.227.
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mediante la creación de escuelas y nombramiento de profesores”0.
• Como actos que prueban la soberanía de un Estado sobre un territorio el
Tribunal ha considerado tanto los tratados internacionales concluidos por
Dinamarca con terceros países, como las declaraciones de reconocimiento de su
soberanía emitidas por esos terceros Estados161. Igualmente, como fruto de las
relaciones diplomáticas, se consideran positivamente las visitas oficiales referidas
por Reino Unido respecto de Ecrehous162.
u Varios actos de disposición sobre inmuebles han sido admitidos en cuanto
constitutivos de manifestación de la soberanía: los contratos de compraventa y
arrendamiento concluidos por autoridades inglesas sobre inmuebles situados tanto
en Ecrehous como en Minquiers, la venta pública de una parte de las Islas del Golfo
realizada por Honduras, y las concesiones de inmuebles situados en el Municipio
de Meanguera por autoridades salvadoreñas163
• En cuanto a las concesiones otorgadas a particulares para fines
comerciales o de servicios públicos, únicamente son admitidas las del primer tipo
idO Cfr., respectivamente, Asunto de Groenlandia.... op.cit., p.Sl, y
Asunto de la controversia fronteriza terrestre.... on.cit., p.579, pa.368.
161 cfr. Asunto de Groenlandia.... oo.cit., pp.55—60.
162 Cfr. Asunto de Mincuiere y Ecrehous.... op.cit., p.65.
163 Cfr. Asunto de Minautere y Ecrehous.... on.cit., p.65 y 69; y Asunto
de la controversia fronteriza terrestre. insular.... op.cit., p.567, pa.352
y p.579, pa.362, respectivamente.
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invocadas por Dinamarca partiendo de su monopolio comercial, constituyendo
además un pilar fundamental de la prueba de su soberanía sobre Groenlandia”4.
• Del mismo modo, varias obras públicas erigidas por los Estados en los
distintos territorios si se retienen como manifestación de las efectividades: las
autoridades dependientes de Reino Unido han levantado importantes
construcciones con fines públicos en Ecrehous y Minquiers, tales como postes
telegráficos, astas, gradas, tornos, faros, boyas y otras medidas de seguridad para
la navegación; El Salvador se refiere a la implantación de una importante red de
electricidad en Meanguera; y Mali a la construcción de caminos por autoridades
coloniales en la zona fronteriza, actividad que en opinión del Tribunal es “a
significant element of the ‘effectivités’ which may prove the intentions of the
colonial administrators”’65.
• Finalmente, se ha retenido también la prueba cartográfica presentada por
Bélgica en cuanto constituye una corroboración tanto de su título jurídico, como
de no haber abandonado su autoridad soberana sobre las parcelas en
conflicto16.
¡64 Cfr. Asunto de Groenlandia.... oo.cit., pp.48 y 52—53, que se
refieren a concesiones de comercio, caza, pesca y explotación minera.
165 cfr. Asunto de Minaniers y Ecrehous.... on.cit., p.66 y p.69; Asunto
de la controversia fronteriza terrestre, insular.... op.cit, p.579, pa.368;
y Asunto del conflicto fronterizo entre Burkina Fago y Mali, I.C.J.Reports,
1986, p.620, pa.124, respectivamente para cada supuesto de admisión citado.
166 Cfr. I.C.J.Renorts, 1959, p.227.
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2. Actos de particulares con valor probatorio
.
La actividad privada, que como ya hemos reseñado no es prueba directa de
las efectividades estatales, puede, sin embargo, tener cierta incidencia en el
proceso probatorio de éstas. Así lo ha considerado el Tribunal, pero únicamente en
los conflictos de adquisición y respecto de los siguientes actos:
- El desarrollo de actividad comercial en Groenlandia por el particular
beneficiario de la pertinente concesión danesa187.
- El asentamiento físico sobre las Islas Ecrehous y Minquiers por ciudadanos
ingleses, que construyeron edificios165.
Celebración de contratos entre particulares que habitaban las mencionadas
islas, inscritos en los registros municipales, cuyo objeto era la transmisión de
inmuebles en ellas situados189.
- Explotación de recursos naturales, concretamente el ejercicio de la caza por
daneses en Groenlandia, y de la pesca por ciudadanos ingleses tanto en Ecrehous
como en Minquiers170.
- La financiación y ejecución de expediciones científicas a Groenlandia por
parte de particulares e Instituciones no-oficiales danesas, a veces bajo los auspicios
167 Cfr. Asunto de Groenlandia.... op.cit., pp.S2—53.
168 cfr. Asunto de Mincuiere y Ecrehous.... on.cit, p.GS.
Prueba admitida en favor de Reino Unido, cfr. ibídem, p.65 y p.69.
170 Cfr. Asunto de Groenlandia.... o~.cit., pp.62—63 y Asunto de
Minauiers y Ecrehous.... oo.cit., p.64 y p.69.
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del Gobierno danés, son también manifestación de la actividad estatal171.
3. Otras actividades que se tienen en consideración
.
Nos referíamos en los apartados correspondientes, tanto a los actos que
realizan las Compañías de Comercio y Colonización, como, por otro lado, a Ja
propia autoridad que representan las Instituciones Eclesiásticas, en cuanto, uno y
otro pueden de alguna manera establecer una vinculación con el Estado, que derive
en la imputación final de sus actos como si se tratara de órganos estatales; esta
conexión ha sido factible en relación a los siguientes supuestos:
- La fundación de colonias y estaciones por parte de la Compañía danesa de
Groenlandia y por la Compañia Bergen; ambas compañías fueron titulares de
privilegios de comercio en Groenlandia, otorgados por Dinamarca172.
- Una importante actividad administrativa fue desarrollada en las islas de
Ecrehous y Minquiers por las autoridades eclesiásticas correspondientes de las
Parroquias de St.Martin y Grouville, respectivamente, siendo considerada por el
T.I.J. como prueba del ejercicio de jurisdicción y administración local sobre esas
islas por parte del Reino Unido: actos de policía, como detención de delincuentes
e investigaciones de delitos por parte del Condestable de la Parroquia; amplia
actividad registral de todas las casas existentes en las islas, que se inscribían en
los Registros parroquiales a efectos tanto de tasación como de posterior
¡71 Cfr. ibidem, pp.62—62.
172 Cfr. Asunto de Groenlandia.... ov.cit., p.48.
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recaudación de impuestos parroquiales’73.
6) EFECTIVIDADES QUE HAN SIDO RECHAZADAS
.
Como contrapartida a los actos probatorios referidos anteriormente en
cuanto han obtenido el beneplácito del Tribunal Internacional, hay toda otra serie
de hechos de similares características <descritos en las secciones precedentes) que
han sido rechazados por éste, bien por su menor fuerza demostratoria al entrar en
contraposición con otros de mayor solidez -en el caso de controversias de
adquisición territorial174-, bien por no ser suficientes para desplazar al título
jurídico al que se enfrentan -como sucede, en términos generales, en todos los
conflictos de delimitación-175.
~ Cfr. Asunto de Minauiers y Ecrehous.... op.cit., p.65 y p.69.
124 Tal es el caso de la prueba presentada por Noruega, que cede en favor
de la mayor solidez de la posesión danesa sobre Groenlandia Oriental (cfr.
P.I.C.J. serie A/a. n253, 1933, p.75>. Igualmente, respecto de la prueba
presentada por Francia relativa a su ejercicio de soberanía sobre Minquiers
y Ecrehous, “the Court does not find that the facts invoked by the french
covernment, are sufficient to show that France has a valid title” (vid.
I.C.J.Renorts, 1953, p.66 y 70).
175 Así, por ejemplo, en el caso de la soberanía sobre ciertas narcelas
fronterizas, los actos presentados por Países Bajos como prueba de su
soberanía, “they are insufficient to displace Belgian sovereignty established
by the Convention” (vid. I.C.J.Revorts, 1959, p.229>.
De forma similar se manifiesta en el asunto del Temulo de Preah Vihear
:
“the Court finds it difficult to regard such local acts as overriding and
negativing the consistent and undeviating attitude of the central siamese
authorities to the frontier line as mapped” (vid. I.C.JReports, 1962, p.30>.
O en el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y
marítima entre El Salvador y Honduras, donde el rechazo, por parte del
Tribunal, a los actos estatales alegados por las partes se justifica con
varias fórmulas que se repiten a lo largo del texto de la sentencia: “they are
insufficient to constitute an effectivité relevant to the delimitation of the
frontier”, ‘neither the circumstances nor the material presented appear to the
chamber to rank as an effectivité capable of affecting the decisioru’, “these
342
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1. Actividad estatal rechazada
.
A pesar de la presunción probatoria que juega en favor de este tipo de actos,
las circunstancias del caso que actúan como factor modificativo, han conducido
al Tribunal a desestimar como manifestación de soberanía los siguientes:
• Los procedimientos criminales alegados por Honduras como ejercicio de
jurisdicción penal en los distintos sectores de la frontera terrestre y en la isla de
Meanguera; lo mismo sucede con los procesos verbales que implican ejercicio de
jurisdicción civil en esos mismos territorios176.
Tampoco se acepta como prueba de jurisdicción el nombramiento de Juez
de Distrito aprobado por Nicaragua para Cabo de Gracias a Dios, ni la referencia de
Honduras en este mismo sentido, respecto de las Islas177.
u En cuanto a los actos ordinarios cia administración presentados por las
Partes, no son prueba suficiente de ejercicio de autoridad los relativos a las
siguientes actividades:
are insufficient to support a claim to ‘long—term exercise of of fective
jurisdiction’” <vid. I.C.J.Re~orts, 1992, p.419, pa.96; p.436, pa.123; p.4lO,
pa. 177)
176 Cfr. ibídem, p.422, paAO2; pp.471—472, pa.180; p.516, pa.265; p.542,
pa.304; respecto del último sector que también se presenta prueba de esta
actividad, el Tribunal no hace referencia alguna, rechazando globalmente las
efectividades; operación que repite respecto de la controversia insular.
177 Tanto en un caso como en otro la desestimación de las pruebas deriva
de la ausencia de referencia a las mismas en favor de la pretensión contraria.
Concretamente en lo que se refiere a Nicaragua, en el Asunto sobre la validez
del laudo arbitral del Rey de Esnaña no hay mención alguna por parte del
T.I.J. a las efectividades invocadas por Nicaragua, que se recogen en su
contra—memoria, por ello las alusiones que hagamos a la recusación de su
prueba no tendrán cita de referencia, remitiéndonos a la general de aceptación
de la pretensión contraria (cfr. I.C.J.Reports, 1960, p.2l7).
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- Nombramiento de cargos públicos, tal y como es invocado por Marruecos
respecto de dahires y caTdes en el Sahara Occidental, y también por Honduras, al
nombrar Alcaldes Auxiliares para distintas localidades de la zona fronteriza ~
- Pago de salarios y remuneraciones a funcionarios, como el efectuado en
tal concepto por el Comité de Puertos de Jersey al propietario de un bote por sus
servicios de salvamento en Minquiers, acto que “hardly can be considered as a
measure by which authority was exercised 179; o el efectuado a maestros de
escuelas rurales situadas en localidades de la zona fronteriza, llevado a cabo por
Honduras~~~.
- La instauración de un servicio público de transporte fluvial de pasajeros y
mercancías para el puerto de Cabo de Gracias a Dios, por parte de Nicaragua.
- La realización de informes y trazados hidrográficos sobre el grupo de
Minquiers, así como de proyectos hidro-eléctricos por parte de funcionarios
franceses, con las consiguientes visitas oficiales a la zona por autoridades de
181
Francia
- Los diversos actos alegados por Tailandia como manifestación da autoridad
local sobre la región del Templo de Preah Vihear, tales como, inspecciones
De la misma manera que el Tribunal no acepta ninguna de las pruebas
de efectividades presentadas por Honduras para los sectores de la frontera
terrestre, tampoco admite las alegada. por Marruecos respecto del Sahara;
respecto de la actividad mencionada, cfr. ibídem, pp.471.-472, pa.180 y p.SlO,
pa.26S; y Dictamen consultivo del Sahara Occidental, I.C.J.Renorts, 1975, p.45y pp.47-48.
‘~‘ cfr. Asunto de Minauiers y Ecrehous.. oo.cit., pp.68—69.
¡SO Cfr. ibídem, p.5l6, pa.265 y p.542, pa.304.
Cfr. Asunto de Minouiers y Ecrehous.... oo.cit., pp.70—?1.
El ejercicio continuo y pac(fico 345
médicas, elaboración del censo de la población, visitas oficiales a efectos de
control político y administrativo, y protección forestal de la zona182.
u La legislación holandesa de arrendamientos, aplicada a las parcelas
litigiosas, no es tampoco manifestación de soberanía183.
• Las pruebas relativas a actividad de defensa y policía, puede decirse que
han sido más rechazadas que admitidas, pues no se ha tenido en consideración el
establecimiento de puestos de policía por parte de Nicaragua en el distrito de Cabo
de Gracias a Dios; ni la protección de la región fronteriza de Preah Vihear por el
Ejército de Siam, así como las visitas de autoridades militares y los nombramientos
de guardianes para la zona; tampoco han sido suficientes las alegaciones
marroquíes de política de defensa de la integridad territorial del Sahara; ni la
actividad policial de Honduras en distintas localidades de la zona fronteriza, así
como de defensa de la isla de Meanguera; igualmente se ha desestimado la
alegación salvadoreña de jurisdicción militar respecto del tercer sector de la
frontera terrestre, y la actividad de tropas y patrullas francesas en la zona
fronteriza entre Chad y Libia’84.
182 Nuevamente, el T.I.J. rechaza globalmente las efectividades
invocadas, en este caso por Tailandia, al resultar insuficientes para
desplazar la pretensión contraria pero sin especificar cada uno ni establecer
mayor razonamiento (cfr. Asunto del Temolo de Preah Vihear.... on.cit., p.30).
183 Cfr. Asunto de la soberanía sobre... • op.cit. ,p .229.
~ Cfr. Asunto del Templo de Preah Vihear.... oo.cit., p.30; Dictamen
consultivo del Sahara.... on.cit., pp.45, 47.48; Asunto de la controversia
fronteriza terrestre. insular.... op.cit., pp.4?l—4?2, pa.180 y pp.470—41l,
pa.l79; y Asunto de la controversia territorial entre Libia y Chad
,
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• Los actos relacionados con la organización de elecciones, como la división
de la Costa Atlántica de Nicaragua, incluido el Cabo de Gracias a Dios, en distritos
electorales, o el censo de votantes elaborado por Honduras en Naguaterique, no
constituyen suficiente prueba de efectividades’85.
• Varias referencias relativas a recaudación de impuestos han sido
totalmente rechazadas; esta actividad fue alegada por Paises Bajos respecto de las
dos parcelas litigiosas, Nicaragua que la ejercía en el Distrito de Cabo de Gracias
a Dios, Tailandia en el área de Preah Vihear, Marruecos respecto de tribus
instaladas habitualmente en el Sahara occidental, y también, por Honduras respecto
de la frontera terrestre’86.
• Las referencias a actos de registro de estado civil, nacimientos y muertes,
así como de registro de la propiedad, presentadas por Paises Bajos, por un lado, y
por Honduras, por otro, en sus respectivas zonas en conflicto, son
desestimadas’87.
I.C.J.Reports, 1994, p.39, pafl6, respectivamente.
Cf r. Asunto de la controversia fronteriza terrestre, inBular...
.
oo.cit., p.516, pa.265.
186 Cfr. Asunto de la soberanía sobre.... oo.cit., p.228; Asunto del
Templo de Preah Vihear.... op.cit., p.30; Dictamen consultivo del Sahara...
oo.cit., p.45 y 47—48; Asunto de la controversia fronteriza terrestre
insular.... oo.cit., p.542, pa.304; para cada una de las actividades fiscales
referidas que han sido desestimadas.
187 cfr. Asunto de la soberanía sobre.... oo.cit., pp.22?—228, y Asunto
de la controversia fronteriza terrestre. insular.... op.cit., pp.422—423,
pa.102, pp.435—436, pa.123, pp.471—4?2, paA8O, pp.515—516, pa.264 y p.SO2,
pa.304, respectivamente para cada sector en que se invocan actos registrales.
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u Tampoco se ha admitido la actuación de Honduras en relación a la
organización de la educación pública en los Muncipios situados en los distintos
sectores de la frontera’88.
• Diversos actos de disposición de bienes inmuebles han sido desestimados,
como la venta pública por Países Bajos de una de las parcelas litigiosas, o la
concesión de tierras adscritas a distintos municipios de la zona fronteriza por
autoridades hondureñas’89.
u En el mismo sentido, se manifiesta el Tribunal respecto del otorgamiento
de concesiones por parte de Paises Bajos, una línea de ferrocarril, y de Honduras,
de explotación forestal”~.
• Por último, una actividad de obras públicas, como es la construcción y
mejora de carreteras -que obtuvo una valoración positiva en Burkina Faso-Mali-, es




cfr. Asunto de la soberanía sobre.... oo.cit., p.229, y Asunto de la
controversia fronteriza terrestre. insular.... oo.cit., pp.435—436, pa.123,
pp.471—472, pa.l8O y p.516, pa.265.
Cfr. supra
191 Cfr. Asunto del Temnlo de Preah Vihear.... ov.cit., p.30.
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2. Actividad privada que se desestima
.
Menos sorprendente resulta que el Tribunal rechace pruebas de soberanía
basadas en los actos que realizan particulares sobre el territorio, por su escaso
alcance en este ámbito:
- El ejercicio de la caza y de la pesca por parte de particulares noruegos,
carece de valor frente al mayor rigor de las pruebas de Dinamarca; lo mismo sucede
con las expediciones científicas noruegas de carácter privado’92.
- El T.l.J. ni siquiera alude al comercio de madera y la caza practicada por
un comerciante tailandés en la región de Preah Vihear, que invocaba Tailandia, lo
cual implica claramente su rechazo.
- La posesión física de inmuebles situados en la zona fronteriza de Goascorán
por personas privadas, tal y como ha sido presentada por Honduras ha sido
rechazada por el tribunal en el conjunto de todas las efectividades alegadas en ese
sector’93.
3. Otras oruebas oresentadas que no se admiten
.
La escasez de pruebas relativas a otra ‘entidades’ que no son puramente
estatales, motiva que únicamente podamos referirnos a una actividad concreta que
192 ~ sostenimiento de la pretensión danesa supone el rechazo implícito
a todas las alegaciones noruegas, por ello entendemos rehusada ésta, aunque
el tribunal no la mencione lo cual ya implica su desestimación.
193 como ya hemos indicado, en este sector no hay especificación del
contenido material de las efectividades por parte de la Sala, cfr. Asunto de
la controversia fronteriza terrestre. insular..... on.cit., p.552.
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no ha sido retenida por el Tribunal:
- La actividad eclesiástica referida tanto a actos de registro de bautismo de
personas nacidas en los territorios en conflicto, como a la exoedidición de
£flriÍi~nZ de matrimonios celebrados en dichas zonas, alegada por Honduras
como prueba de ejercicio de jurisdicción sobre tales territorios’94.
Cl REFLEXIONES FINALES
.
Tras esta exposición detallada de las pruebas aportadas y la valoración que
de las mismas ha hecho el Tribunal Internacional, exposición que reconocemos
esencialmente descriptiva -lo cual resulta inevitable si pretendemos ser fieles y
consecuentes con la realidad que nos presenta la práctica-, no podemos finalizar
este apartado sin exponer algunas consideraciones que las lineas precedentes nos
sugieren.
Sin duda, la primera observación que resulta inevitable de este estudio es la
nula incidencia que la prueba de las efectividades ha jugado en los conflictos de
delimitación del territorio, circunstancia que creemos lamentable. En efecto,
tomando como referencia el precedente sentado por el asunto de la soberanía sobre
~ Cfr. Asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular...
op.cit., pp.422—423, pa.102, pp.435—436, pa.123, pp.47l—472, pa.18O, p.5l6,
pa.265 y p.542, pa.304, respectivamente para cada sector invocado.
350 Capitulo V
ciertas parcelas fronterizas, y consagrado posteriormente por el asunto del Temolo
de Preah Vihear, ambos casos demuestran que en el caso de que exista un titulo
sobre el territorio establecido a través de un acuerdo explícito entre las Partes, las
alegaciones basadas en el ejercicio de actos de soberanía buscando superponerse
a las expectativas establecidas en el tratado carecerán de valor, serán en vano.
Afirmación que lleva implícita, como demuestra la propia jurisprudencia, que si la
frontera viene delimitada por un tratado, la orueba de los actos posteriores de
soberanía requeridos en acovo del título iuridico no necesita ser más oue modesta
,
sobre todo si va acompañada de la aquiescencia de la otra Parte a tal actividad. En
este sentido, el T.l.J., en el asunto de la soberanía sobre ciertas oarcelas
fronterizas, descartó una efectividad real, como era la invocada por Paises Bajos,
en favor de la letra explícita de un convenio seguida de unos pocos actos belgas
de soberanía -actos que a nuestro juicio no eran prueba suficiente de una autoridad
efectiva sobre el territorio-. En la misma línea, el posterior asunto del ~
Preah Vihear confirma ampliamente la jurisprudencia anterior otorgando una
importancia al título jurídico que creemos extrema, rehusando, incluso, tomar en
consideración otros elementos como las efectividades tailandesas, o la propia
imperfección de dicho título, sin ningún tipo de motivación: “the Parties have also
relied on other arguments of a physical, historical, religious and archaeological
character, but the Court is unable to regard them as legally decisive~
Defensor a ultranza del principio de estabilidad de las fronteras como se desprende,
~ Vid. I.c.J.Retorts, 1962, p.lS; respecto del argumento de error en
la transcripción del mapa sostenido por Tailandia, el Tribunal “thinks that
there were other circumatances relating to the Annex 1 map which make the plea
of error difficult to receive” (ibídem, p.26>.
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claramente, de este fragmento:
“ In general, when two countries estabiish a frontier between them,
one of the primary objects is to achieve stability and finality. This is
impossible if the line so established can, at any moment, and on the
basis of a continuously available process, be called in question, and
its rectification claimed, whenever any accuracy by reference to a
clause in the parent treaty is discovered”’96,
el Tribunal se aferra nuevamente al título legal, sin dar paso a unas pruebas de
ejercicio de soberanía que hubieran tenido pleno vigor, pudiendo incluso haber
desplazado al titulo de haberse confirmado la imperfección y el vicio que parecía
realmente aquejar a éste, que además, carecía del apoyo de auténticos actos de
autoridad. En ambos casos, la incidencia decisiva la proporcionó la existencia de
aquiescencia al titulo jurídico y posteriores actos de soberanía que aportaban
Bélgica y Camboya, tanto por parte de Países Bajos, como de Tailandia,
197
respectivamente
Por lo que se refiere a los conflictos regidos por el uti possidetis iuris, pese







parece quedar todo en un juego de palabras que no llega a hacerse
196 Vid, ibídem, p.34; esta defensa del principio de estabilidad de las
fronteras fue la que motivé, igualmente, la decisión del Tribunal en el
anterior asunto de la soberanía sobre ciertas narcelas fronterizas: The Court
reaches the conclusion that the Boundary Convention was intended to determine,
and did determine, as between to two States, to wich State the various plots
in each commune belonged” (vid. I.C.J.Retorts, 1959, p.222).
197
Lo cual, aunque no dice nada al respecto el T.I.J., produce además
otra consecuencia jurídica, el estonoel (ya analizado en páginas anteriores),
por el que no se pueden validar sus reclamaciones a algo que can su silencio
habían consentido.
Nos estamos referieno al interesante juego de interaccionas entre utí
noasidetis iuris y efectividades que tan brillantemente expuso la Sala en este
asunto, y al que ya hemos aludido en el apartado correspondiente del capítulo
IV (cfr. sunra, pp.192—198).
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realidad; pues, aparte de la indiferencia absoluta mostrada a las efectividades en
el asunto de la controversia territorial entre Libia y Chad, donde el T.l.J. ignora su
“199existencia por entender que “are not matters for determination in this case
en el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El
Salvador y Honduras, campo perfecto para poner en funcionamiento el juego de
interacciones entre efectividades y uti oossidetis <habida cuenta de la profusión de
las pruebas presentadas en relación al ejercicio de soberanía), ha hecho primar a
éste sobre aquéllas en los distintos sectores de la frontera terrestre, llegando en
cada uno de ellos sistemáticamente a la conclusión de que las efectividades no
están suficientemente probadas para poder modificar el trazado derivado del jjjj
p~~ri:
• .AII in alí, as in sectors previously examined, the Chamber does not
in any event see here sufficient evidence of ‘effectivités’ in an area
clearly shown... to justify the Chamber in doubting the validity of that
boundary as representing the j i.gQfljd U line”200
Posición ésta que olvida que las efectividades no sólo se alegan para desplazar a
éste sino para probarlo y confirmarlo. Sin embargo, y sin entrar en la cuestión de
si tal afirmación es o no correcta, creemos que la conclusión del Tribunal no habría
variado si las pruebas relativas a las efectividades hubieran sido suficientes. Cierto
es que en la controversia insular la efectividad acompañada de la aquiescencia ha
ocupado un papel preponderante, pero no por desplazamiento del titulo jurídico sino
~ Vid. I.C.J.Renorts, 1994, p.38, pa.76.
‘~ Vid. I.c.J.Renorts, 1992, p.516, pa.266, entre otras.
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como prueba y expresión del mismo20’, lo cual pone de manifiesto cómo en este
tipo de supuestos en los que no hay una definida pretensión basada claramente
sólo en título jurídico, sólo en situación de hecho, el comportamiento de las Partes
actúa como tercer factor determinante de la decisión -tal y como apuntábamos en
el primer capítulo de nuestro trabajo-.
Aparte del juicio que nos sugiere esta postura tan extrema del T.l.J. de
rechazo sistemático de la prueba de las efectividades en los conflictos de
delimitación, sin una clara y convincente justificación, pensamiento análogo parece
revertirse de la decisión adoptada por éste en el dictamen consultivo del Sahara
Occidental, donde cotejando las pruebas referentes a manifestación de soberanía,
sobre todo las de Marruecos cuyo volumen parece ser más importante, el Tribunal
niega la existencia de vínculos de soberanía territorial, aunque reconoce la
existencia de lazos de alianza personal y otros jurídicos. Esta apreciación del
Tribunal, pudiera parecer contradictoria en cuanto, en el contexto local y social de
la época que se juzga, los vínculos de alianza implican relaciones de soberanía;
precisamente esa despreocupación por la estructura social y política particular que
rige el funcionamiento de los pueblos que habitan esos territorios a la hora de
~ Efectivamente, aquí los actos de soberanía se constituyen en
expresión del utí nossidetis iuris, determinando únicamente qué Estado es el
sucesor de España, y no como titulo propio de adquisición, eludiendo
claramente el Tribunal la cuestión de si éstos pueden o no desplazar al título
(cfr.ibidern, p.566 pa.347). se pretende así dar satisfacción a dos posturas
encontradas: la que afirma la posibilidad de este desplazamiento por la
situación de hecho post—colonial, y la que considera que ésta sólo puede
entrar en consideración en caso de insuficiencia del titulo jurídico, posición
ésta mucho más acorde con la propia doctrina del T.I.J. y con la práctica
internacional en general.
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valorar la prueba aportada, ha conducido a su rechazo por el Tribunal202.
No es posible concluir este capítulo sin observar, analizando las distintas
decisiones judiciales a las que hemos hecho referencia, que en algunos casos el
Tribunal no ha exigido numerosas manifestaciones del ejercicio de derechos
soberanos para entender probado el titulo, como en los citados asuntos de
soberanía sobre ciertas oarcelas fronterizas y del TemDlo de Preah Vihear; en este
último caso, el Tribunal reconoce claramente que “France, and subsequently
Cambodia, in view of her title founded on the Treaty of 1904, performed onlv a ver
few routine acts of administration in this small area”203, manteniendo claramente
la línea iniciada en 1959. Estas referencias son, sin duda, corroborativas de que no
está pre-establecido el número exacto, ni siquiera el número mínimo de actos de
soberanía que un Estado debe realizar para poder optar al título territorial. Esta
circunstancia reseñada está relacionada con el hecho de que el otro Estado litigante
no ha podido hacer valer una pretensión superior, como ha ocurrido en el asunto
de Minauiers y Ecrehous, donde las pruebas de soberanía francesas eran muy
débiles contrapuestas a las de Reino Unido.
Pero, además, donde esta afirmación es particularmente cierta es en el caso
de reivindicaciones de soberanía relativas a territorios remotos, inóspitos y de difícil
Eata además parece ser la opinión de varios jueces, que consideran
que teniendo en cuenta esos elementos la conclusión hubiera sido la contraria,
es decir, la existencia de lazos de soberanía entre Marruecos y el Sahara: el
juez Amoun. el juez Foster y el juez Boni <cfr. I.c.J.Reports, 1975, p.83,
p.lO3 y p.175, respectivamente).
~ Vid. I.C.J.Reports, 1962, p.29 (el subrayado es nuestro).
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habitabilidad; el asunto del Estatuto iuridico de Groenlandia Oriental es
especialmente revelador de que la prueba de una posesión debe ser apreciada
diferentemente según la naturaleza del territorio en cuestión. En este caso los
distintos actos presentados por Dinamarca fueron suficientes para probar su
soberanía sobre todo el conjunto de Groenlandia aunque sus establecimientos
fueran esporádicos, a lo que se une el dato importante de la ausencia de
reclamación contraría durante todo el periodo de su posesión efectiva; las palabras
del Tribunal fueron rotundas en este sentido:
“It is impossible to read the records of the decisions in cases as to
territorial sovereignty without observing that in many cases the
tribunal has been satisfied with ver little in the way of the actual
exercise of sovereign rights, provided that the other State could not
make out a superior claim. This is particularly true in the case of
claims to sovereignty over areas in thinly populated or unsettled
countries “204
Sin embargo, esta peculiaridad del proceso probatorio de las efectividades
no ha sido retenida en el dictamen consultivo del Sahara Occidental cuando
realmente las características del territorio parecían hacerlo idóneo para la
relatividad. Pero el T.l.J., expresamente, no ha aceptado la similitud con
Groenlandia OrientallOS, lo cual, no sólo afecta claramente a la valoración de la
prueba del ejercicio de soberanía, sino que resulta sorprendente si tenemos
presente la dificultad de habitación y de acceso que supone un territorio desértico
como el Sahara.
264 Vid. p.CÁL.J., serie A/a. n’53, 1933, p.46.
205 Vid, ibídem, pAIS, pa.92.
356 Capitulo V
Si tuvieramos que decidir cuál de todos los posibles actos de autoridad
estatal prueba mejor el ejercicio de soberanía ante una instancia judicial, seria
imposible determinar uno sólo, es el conjunto de una actividad constante y
continua de funciones de Estado la mejor prueba.
ABRIR CAPÍTULO VI
ABRIR CAPÍTULO V
CAPITULO VI: EL PROBLEMA DE LA PRUEBA DE LAS
EFECTIVIDADES EN LA JURISPRUDENCIA ARBITRAL.
Es una realidad plenamente reconocida en la Sociedad internacional que el
arbitraje es el medio más profusamente utilizado para resolver disputas de
atribución territorial; y ello, sin duda, por los enormes atractivos que ofrece este
mecanismo ¡urisdiccional de solución de controversias a los Estados litigantes,
radicados, fundamentalmente, en el alto grado de control sobre el procedimiento
que éstos pueden ejercer. Efectivamente, la elección tanto de la persona del
árbitro/s, junto con la determinación de los poderes que se le confieren, así como
de los principios y criterios a aplicar por éste1, constituyen el mejor reclamo del
arbitraje, de tal manera que al establecerse los tribunales arbitrales Únicamente para
un caso específico -dejando de existir una vez que el juicio es pronunciado-, la
práctica desarrollada por éstos resulta ser tan variable como lo son sus propias
reglas.
Sin embargo, esta peculiaridad no exime a las Partes del sometimiento a
principios procedimentales generalmente reconocidos; en este sentido, y revirtiendo
al ámbito propio de nuestro estudio, los Estados litigantes en un arbitraje están
igualmente vinculados por la obligación de la prueba de sus alegaciones, como si
de un arreglo judicial se tratara. Así lo ha venido afirmando la propia practica
1 Insistiendo en nuestra postura, podemos afirmar que La conducta de las
partes a través de actos de soberanía ha sido recogida en distintos acuerdos
arbitrales, constituyendo la mejor base de solución de conflictos de
atribución territorial.
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arbitral internacional, siendo el más contundente el juez Huber quien, en su arbitraje
de la Isla de Palmas, al observar las dificultades que enfrentaba EE.UU. para
obtener prueba satisfactoria del ejercicio de jurisdicción por parte de España2,
declaró que
“l’arbitre... ne peut baser sa sentence que sur les faits allégués et
prouvés par les parties, et u est obligó d’examiner taus les faits
prouvés qui, á son avis, sant pertinents”3.
Esta afirmación del juez Huber se ha constituido en una consolidada regla
procesal internacional, plenamente reconocida no sólo en la práctica judicial, como
hemos tenido ocasión de advertir en el capítulo anterior, sino también y como
precedente de ésta, en la jurisprudencia arbitral; pues las simples afirmaciones de
control sobre un territorio no demuestran por si mismas el efectivo ejercicio de
soberanía. De esta manera, en un arbitraje deben tenerse en cuenta todos los
hechos, circunstancias y consideraciones suficientemente probadas por ambas
partes4 que pudieran influir en el caso; es así como, tras el examen de estos
elementos, se puede llegar a una decisión justa que responda a la buena fe que
motivó a dos Estados a poner en manos de un árbitro su querella de soberanía territorial.
2 Enfrentado a tal dificultad, EE.UU., en su contra—memoria <p.2>,
intentó resolverla mediante la admisión de meras afirmaciones con valor
probatorio en los siguientes términos:
“if any aseertion is made in the Memorandum of either Qovernment which
le unsopported by evidance, such aseertion must of course fall and be
without cffect, except in so far as the use af it ralees a oresumotion
as to Ite character in vlew of the non—oroduction of evidence to
suw~ort It” (el subrayado es nuestro>.
Pues aquí, como en el ámbito judicial examinado, cada una de las
partes es llamada a probar el titulo sobre el que fundamenta su reclamación
de soberanía; afirmación ésta que también ha sido retenida por el juez Huber
<vid. suora).
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Es necesario advertir que la prueba presentada en un arbitraje sobre un
conflicto de atribución territorial, necesariamente depende de la naturaleza del caso
concreto. Si bien, centrándonos en las alegaciones fundadas sobre la posesión
efectiva, es posible determinar que los demandantes suelen someter al árbitro
documentos e informes de toda clase que muestren que el poder soberano ha sido
efectivamente e¡ercido por ellos sobre un territorio concreto, acompañados éstos
con instrumentos probatorios secundarios, como son los trabajos históricos o los
cartográficos. La labor arbitral será la de comparar ambos títulos para establecer
el más fuerte, la nuestra la de intentar establecer cuales son los medios de que se
valen los Estados para probar ante un árbitro el continuo y pacífico ejercicio de
autoridad estatal5.
Corresponde, pues, llevar a cabo un estudio parejo, y con solución de
continuidad, al efectuado en páginas anteriores, en relación a la peculiaridad
probatoria de los actos de jurisdicción como titula de atribución en los conflictos
territoriales conocidos por una instancia judicial; pero referido, en este caso, a las
pruebas de efectividades sometidas ante una instancia arbitral, y distinguiendo,
como hacíamos y a efectos puramente analíticos, los conflictos de adquisición
territorial, de los correspondientes de delimitación. Y como observación previa
debemos hacer notar que, si bien los casos de arbitraje conociendo de
Es momento éste de indicar la dificultad práctica encontrada para
recopilar las distintas memorias presentadas por los Estados en el
procedimiento arbitral; razón ésta que nos ha obligado a adoptar, en numerosas
ocasiones, como único punto de referencia, en este sentido, los propios laudos
arbitrales, los cuales no siempre resultan ser la mejor fuente que hubieramos
deseado (pues en su mayoría se presentan no motivados y carentes de referencia
a las alegaciones de las Partes>.
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controversias de atribución territorial superan escandalosamente a los
correspondientes judiciales8, el volumen de prueba presentado por los Estados en
apoyo de sus alegaciones de ejercicio efectivo de soberanía es, no sólo
cuantitativa, sino cualitativamente superior en los primeros, no faltando casos en
que el título de posesión viene sustentado por meras afirmaciones carentes del
pertinente fundamento documental.
SECCION la: ANALISIS DE ESTA CUESTION DESDE LOS CONFLICTOS DE
ADQUISICION TERRITORIAL.
A diferencia de lo que ocurría en la jurisprudencia judicial, donde los casos
de adquisición territorial examinados versaban casi exclusivamente en alegaciones
de posesión efectiva por ambas Partes, en los conflictos similares resueltos por vía
arbitral encontramos una interesante bifurcación de títulos que, en cierta medida,
nos recuerda lo que sucede en las controversias de delimitación fronteriza:
oposición entre título jurídico y posesión de hecho. De ahí que no sea extraño
encontrarjunta a elementos probatorios que se refieren al control sobre el territorio,
pruebas contrarias centradas en el propio título legal <aunque con un aporte
secundario de posesión), cuya finalidad es la de prevalecer sobre el titulo
exclusivamente posesorio.
6 Frente a loe diez casos estudiados en el capitulo anterior que hacían
referencia a cuestiones tanta de adquisición como de delimitación territorial,
podemos referir hasta un total aproximado de 46 conflictos similares,
resueltos por vía arbitral.
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Las decisiones arbitrales relativas únicamente a la adquisición de territorio
son escasas, y todas ellas decididas en estricta aplicación del derecho7, salvo
alguna leve referencia a la equidad, que, incluso, sólo se entrevé a través de un
criterio concreto que en la época fue tenido por pertinente, y que hoy día no tiene
lugar: la contigúidad.
u Entre las islas de barlovento del Mar de las Antillas <1 504Q’ latitud boreal
y 63o35~ longitud occidental) se halla situada la i~i~~tAx~z. cuya soberanía fue
objeto de disputa entre Venezuela y Paises Bajos. Venezuela hacía valer no sólo su
condición de sucesor de España, a quien pertenecía la isla según la ley 18, título V,
libro 1 de la Recopilación de Indias, sino que a este título jurídico, que no es sino
una derivación del principio del uti oossidetis iuris8, unía la ocupación militar de la
isla. Frente a esta alegación, Países Bajos afirmaba la ocupación de la misma por
particulares holandeses. El laudo de 1865~ hace derivarla soberanía venezolana,
no de la ocupación efectiva que actúa a título confirmatorio posterior, sino del
A pesar de tratarse de decisiones reguladas por el Derecho, en das de
los casos enmarcadas en este contexto se dió potestad al árbitro para decidir
ex aeauo st bono, en el asunto de la isla de Bulama, y el de la bahía de
Delaaoa, siempre y cuando no fueran suficientes los títulos presentados,
circunstancia ésta que no se produjo.
8 Recordamos que esta sentencia ha sido precisamente analizada en el
capitulo LV, en cuanto entendemos que se aplica el principio del Mli
goesidetis inris al establecer la sucesión venezolana al territorio de Aves
en los términos mencionados, a los que añade que “il put considérer l’lle
d’Aves comme partie de la province espagnole de Vénézuéla <LAPRADELLE •t
POLITIS, R.S.A., vol.II, p.4l4). Igualmente resulta reseñable este laudo, como
indicamos en su momento, por la Interesante interacción que plantea entre el
uti naseidetis inris y la posesión efectiva (vid, angra, pp.210—212>.
El laudo de la Reina de EspaHa, Isabel II, es de fecha 30 junio 1865
(vid.ibidem, pp.412-4l5), y nos muestra claramente la particularidad que
suponen los contenciosos de islas en la relaciones entre utí noesidetis jurie




título legal que es la sucesión; interesante construcción, sobre todo si tenemos en
cuenta que se trata de una controversia de adquisición respecto de las cuales la
primacía suele ocuparla la posesión.
• Gran Bretaña y Portugal tuvieron ocasión de enfrentar sus títulos
posesorios, respecto de la soberanía de sendos territorios africanos, en dos
ocasiones:
- La ja.ia J Bj¿lm , situada en la costa occidental de Africa y habitada por
varias tribus indígenas, separa la desembocadura del Jeba con la del Rio Grande,
fue descubierta por los portugueses a mediados del s.XV, aunque no llegaron a
establecerse hasta el s.XVIII; establecimientos temporales, que unidos a la
ocupación solemne a partir de 1829 y al dato geográfico de la contigúldad,
constituyen el argumento con el que hacen frente a la reclamación británica
centrada en el tratado de cesión concluido con los jefes indígenas en 179210.
- Similares argumentos fueron planteados en el caso de la Bahra de Delaooa
.
Este territorio, situado en el actual Mozambique, fue también descubierto y
ocupado por Portugal en el s.XVI, que lo reivindica sobre la base de la continua y
pacífica ocupación. La controversia con Gran Bretaña surge en un momento de
debilitación de esa posesión, en el que ésta firma, en 1823, un tratado de cesión
del territorio en disputa con varios jefes nativos, titulo jurídico que sostiene la
reclamación de soberanía británica11.
10 cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.II, pp.604—Ell.
cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.III, pp.606—636.
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Ambos asuntos se aproximan estrechamente, pues, por un lado, los dos
suponen una cuestión de ocupación de territorios frente a un titulo legal, y por
otro, se utilizan los mismos procedimientos para establecer y justificar los derechos
respectivos; circunstancias a las que hay que unir el dato de que, en ambos casos
el árbitro, aún tratándose de dos personalidades diferentes12, ha llegado a la
misma solución -que difiere, sustancialmente, de la dictada en el anterior asunto-:
primacía de la ocupación.
u El 4 de abril de 1928 la controversia que habla ido progresando entre
EE.UU. y Paises Bajos desde hacia unos veinte años, relativa a las diferencias
respecto de la soberanía sobre la isla de Miangas, llegó a su fin. En esa fecha el Dr.
M.Huber, actuando como árbitro único, decidió13, de conformidad con el articulo
1 del Acuerdo Especial de 23enero 1925, en favor del titulo holandés, basado en
el continuo y pacífico ejercicio de actividades estatales llevado a cabo, sobre todo,
por parte de la Compañía de las Indias Orientales, en detrimento de la tesis de
EE.UU. centrada en el derecho que surge del descubrimiento español y confirmado
por un posterior tratado de cesión.
Nos estamos refiriendo al conocido asunto de la j~ia Pajm , supuesto
clásico que se ha ganado un lugar en la historia del Derecho internacional si
12 Concretamente, se trata del Presidente de EE.UU., U.S. Grant, en el
caso de la isla de Bulaxna (laudo de 21 abril 1870, texto en LAPRADELLE st
POLITIS, oncit., pp.6l2—6l4), y del Presidente de la República francesa, Mac
Mahon (laudo de 24 julio 1875, texto recogido en LAPRADELLE et POLITIS,
o~.cit., pp.637-638).
vid, el texto del laudo en R.G.D.I.p., 1935, pp.156—202.
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tenemos en cuenta las numerosas ocasiones en las que la opinión del juez Huber
ha sido invocada; a lo que debemos añadir el hecho de que se trata del caso en el
que con mayor nitidez aparece sostenida la doctrina de la efectividad,
constituyendo una importante contribución al desarrollo del derecho internacional
en la materia de soberanía territorial.
u El caso, sin duda, más controvertido lo constituye el de la Isla de
Clipoerton, descubierta por España en el s.XV. En este asunto, a diferencia de los
hasta ahora expuestos, las alegaciones de ambas Partes se apoyan en un
pretendido ejercicio de soberanía. Por un lado, Méjico hace valer su derecho como
sucesor de España, confirmado, posteriormente por su ocupación formal de la isla
en 1897; el título de soberanía presentado por Francia se basa en la posesión
solemne de la misma en 1858. La cuestión que tuvo que resolver el árbitro, el Rey
de Italia Victor Manuel, fue la de determinar si en 1897 había una auténtica
soberanía francesa que excluyera toda posibilidad de ocupación mejicana. El laudo
de 193114, consideró que la Isla de Clipperton había sido legítimamente adquirida
por Francia en esa fecha y no habla razón para suponer que hubiera perdido su
derecho por d&j~ij~k. Se trata de una sentencia meramente declarativa, que
presume realmente un derecho nominal de soberanía, en cuanto esa ocupación no
había sido seguida por un ejercicio positivo de autoridad (por lo que se asemeja al
título español), lo que es absolutamente contrario a la doctrina sentada por el juez
Huber, para quien el derecho de soberanía territorial no puede reducirse a un
14 vid, el texto de la sentencia en A.J.I.L., 1932, pp.39O—395.
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derecho abstracto sin manifestaciones concretas.
Estamos, pues, afrontando reclamaciones diversas de soberanía, la mayoría
de las cuales tienen como titulo principal el ejercicio continuo y pacifico de
funciones estatales por, al menos, una de las Partes. Ello nos enfrenta con una
prueba referida, por un lado, a las efectividades, por otro, a un titulo legal <en los
casos que procede>. Con este planteamiento, centrados en el objeto de nuestro
estudio, corresponde exponer en este apartado el volumen probatorio concerniente
al primer tipo de alegaciones, siguiendo para ello el hilo conductor marcado en la
sección correspondiente del capítulo anterior, y obviando la referencia expresa a
cualquier prueba relativa a otro tipo de título adquisitivo.
A) ACTOS DE CARACTER ESTATAL
.
Igualmente encontramos en los procedimientos arbitrales alegaciones de
ejercicio de soberanía invocadas por las Partes; éstas vienen sustentadas,
fundamentalmente, en toda una serie de documentos que intentan probar la
existencia de actividad estatal en el territorio disputado. Se trata de una prueba
escrita muy reducida y escasa, que se refiere a los diversos actas llevados a cabo
por autoridades y agentes que actúan en dicho territorio en nombre y por cuenta
del Estado del que son dependientes; auténticos actos de Estado que, como hemos
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venido insistiendo, son, LDriQJI. la mejor prueba del ejercicio de la soberanía.
Es dato reseñable, y creemos importante de destacar al respecto, que en los
litigios mencionados el volumen de prueba de actos estatales es sumamente
exiguo; circunstancia, sin duda, sorprendente si tenemos en cuenta que nos
estamos refiriendo a conflictos de adquisición, es decir, a alegaciones que tienen
como base principal la posesión efectiva, lo cual, reclamaría, en principio, un
importante cuerpo probatorio de actos de este tipo.
Teniendo presente esta realidad, no es extraño encontrar lagunas tan
destacables como las relativas al ejercicio de jurisdicción, tanto criminal como civil,
una de las más claras muestras de soberanía <no hay ningún documento que refleje
la celebración de juicios por delitos cometidos en el territorio correspondiente, ni
el nombramiento de jueces al efecto), o incluso, las referidas a la disposición sobre
bienes inmuebles situados en el territorio que se reclama; son tan sólo un leve
reflejo de las carencias que encontramos en este tipo de arbitrajes. Más aún, las
escasas referencias que descubrimos como prueba de soberanía en un territorio
presentadas por un Estado, resultan ser, casi siempre, meras afirmaciones de
hecho, abstractas y sin base documental. En cualquier caso, dado que esta
situación es consecuencia de la actividad probatoria ofrecida por ambas Partes, la
labor final del árbitro radica en decidir cuál de las dos alegaciones resulta más
sólida en última instancia.
La única justificación que encontramos para esta tesitura es el ámbito
temporal en que se localizan los conflictos: siglos XVIII-XIX, pues se trata de una
época en la que los parámetros de efectividad eran inferiores a las exigencias de
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ese mismo tipo que han sido exigidas posteriormente, tanto por la doctrina como
por la propia práctica internacional, ya sea judicial o arbitral; marcando, quizá, el
asunto de la isla de Palmas el punto de inflexión. Ese nuevo contexto histórico es,
precisamente, el que ha envuelto toda la actuación del T.l.J., tal y como hemos
analizado en el capítulo precedente. Esta circunstancia justificaría, entonces, la
diferencia que observamos en relación a la prueba de efectividades que se ha
presentado en los distintos conflictos de adquisición territorial, según se tratara de
instancia judicial o arbitral.
Efectuadas estas observaciones, podemos referir a continuación aquellos
actos puramente estatales que han sido invocados.
1. Actos de administración central y local
.
Ya sabemos, porque así los hemos venido indicando, que al referirnos a
actos de administración entendemos incluidos una variedad de actividades propias
del poder ejecutivo de un Estado. Igualmente, las pruebas de esta categoría son
también reducidas y se refieren a las siguientes:
U Como primer acto administrativo realizado en un territorio, sin que por ello
lo entendamos el más importante en valor probatorio de soberanía, citamos la
fundación de establecimientos invocada por parte de Portugal:
- Sobre las dos orillas del río Grande, en la Isla de Bulama. Concretamente, había
en 1609, en Guinala, un establecimiento portugués que en 1778 era una gran villa
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habitada únicamente por portugueses; un nuevo establecimiento tiene lugar en
15
1830, de más de 700 personas
- En la Bahía de Delagoa, mediante la instalación de varias factorías, en 1589,
situadas al centro, al sur y al norte del río de Santo Espíritu: unas seis factorías
existentes en l’lnhaca, en la Isla de Chefine, y un pequeño establecimiento de doce
leguas más allá de la desembocadura del río Mapouto18.
• Más importancia podría tener el nombramiento y destitución de cargos
públicos para el territorio en cuestión: en 1889, C. Menggasa, hasta entonces jefe
de la isla de Miangas, fue destituido de su cargo y reemplazado por otro jefe
nombrado directamente por el Residente civil <gobernador> de Manao, dependiente
del Gobierno central de Países Bajos. De la misma manera, el Residente de Manao
nombró, el 15 septiembre 1889, al jefe de la población de Timpala para la función
de ‘capitán laoet”7.
• La concesión de ayudas a un territorio, a cargo de fondos públicos, es un
acto de disposición administrativa sobre aquél que ha sido alegado por Paises
Bajos: la noche del 29-30 octubre 1904, un tifón destruyó gran parte de los
15 vid. Memoria de Portugal, recogida en LAPRADELLLE st POLITIS, R.5.A.
,
vol.II, p~60S y 613.
16 vid. Memoria de Portucal, en LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A., vol.III,
p.608.
17 Vid. Memoria de Paises Balos, 1925, p.18.
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establecimientos y plantaciones de Miangas; el Residente de Manao,
inmediatamente, prestó auxilio, distribuyó comida y otras cosas de primera
necesidad, y proveyó a la población con nuevo material de plantación18.
u Dentro de las competencias propias de un ejecutivo está la de efectuar
visitas oficiales por las autoridades centrales a aquellos territorios que se entienden
bajo su soberanía. Son numerosas, en ese sentido, las que se citan en la memoria
de los Países Bajos y que tienen lugar en Palmas:
- El 12 y 20 noviembre 1700, por Jan de Hooft acompañado de tres barcos,
en misión oficial por orden del Gobernador de las Molucas.
- En 1895, el Residente de Manao, Jellesma, visitó la isla acompañado del
oficial civil de Taroena, y otras visitas similares se repitieron en 1896, 1898 y
1900.
- En noviembre de 1906, el Residente-auxiliar visitó la isla, inspeccionando
la escuela, cuyo tejado había sido reparado para la ocasión. A partir de esa fecha,
las visitas a la isla por autoridades holandesas tuvieron carácter regular19.
- Por su parte, EE.UU. cita también este tipo de actos como prueba de su
soberanía sobre Palmas, concretamente recoge el texto de la declaración de
Mr.Frank Carpenter, 10 marzo 1926, en la que menciona una visita del general
Leonard H.Wood a la isla en 190320.
18 Vid, ibídem, p.20.
19 Vid. ibidem, pp.12, 19 y 20.
~ Vid. Contra—memoria de EE.UU., p.113.
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u Como constitutivo de un acto de administración local se menciona la
realización de informes hidrográficos relativos al territorio: con motivo de las visitas
del Residente de Manao a Miangas, se efectuaron varios informes hidrográficos de
la zona, en 1895 y 189821.
2. Actividad legislativa
.
El despliegue de actividad legislativa sobre los cinco territorios objetos de
arbitraje para resolver su adquisición, a la luz de las pruebas presentadas parece ser
casi nulo. Tan sólo en un caso, la bahía de Delacioa, encontramos recogidos tres
textos legislativos que se han presentado como prueba de soberanía, y referidos
a una parcela de actividad estatal muy ‘particular’; son los siguientes:
- Ordenanza del gobierno portugués, 10junio 1755, liberalizando el comercio en
la Bahía de Delagoa para sus nacionales, a excepción del vidrío; - Ordenanza de 7
mayo 1761 que liberaliza el comercio del vidrio en esa zona; - Decreto de 17
octubre 1853, que declara abierto el comercio en general, en la región de Delagoa,
22
a los extranjeros
Dato especialmente revelador, si tenemos en cuenta que en los
correspondientesconflictos resueltos por vía judicial, los distintos actos legislativos
presentados por los Estados no sólo eran prueba de una concreta actividad
legislativa sobre un territorio, sino que por su contenido lo eran, igualmente, de
21 Vid. ibidem, p.19.
~ Vid. Memoria de Portugal.... on.cit., p6lO.
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toda la actividad estatal desplegada sobre el mismo; sin olvidar la afirmación del
propio T.P.J.I., ya aludida, de que es una de las más claras pruebas de ejercicio de
poder soberano23. Así pues, entendemos que ésta laguna resulta doblemente
censurable.
3. Actos de defensa: fuerza armada y de policía
.
Si tuvieramos que determinar, en algún momento, cuál es el acto de
soberanía más profusamente invocado -sobre todo en los que a procedimientos
arbitrales se refiere-, sin duda alguna señalaríamos la actividad de defensa. En
efecto, el asentamiento de tropas en un territorio, así como la construcción de
fortificaciones y cuarteles militares, y sobre todo la puesta en funcionamiento de
todo ese mecanismo, son los actos estatales alegados por las Partes como la
prueba más fehaciente de su posesión efectiva del territorio sobre el que se
despliegan:
u El 12 diciembre 1854, el Coronel Domingo Diaz llegó con 2? soldados a
la isla de Aves, enviado por Venezuela, instafándose allí con toda su artillería,
confirmando así la soberanía venezolana sobre la isla24.
u A partir de 1829, fecha de la ocupación solemne de la Isla de Bulama por
Portugal, ésta construye varios cuarteles militares en la isla26.
23 Vid. P.IC.J., serie A/E. n~53, 1933, p.53.
Vid. Memoria de Venezuela, en LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A., vol.II,
p.415.
Vid. Memoria de Portuaal..,. on.cit., p.6O8.
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• Para defender sus derechos de primer ocupante, en la primera mitad del
s.XVIII, Portugal establece varias fortificaciones en la región de Delagoa: al sur de
l’lnhaca, al norte de Manhi~a, en la Isla Benguelene, en la Isla Chefine y al centro
del río del Santo Espíritu. Cono consecuencia de este eficaz establecimiento
defensivo, Portugal cita:
- La expedición militar organizada el 15 mayo 1779, para expulsar a unos británicos
que pretendían instalarse en la bahía.
- Expulsión a boca de cañón de un naviero inglés que se habla introducido en la
bahía en 1815 con intención de organizar una red de contrabando.
- Igualmente se llevaban a cabo represiones internas por parte de oficiales
portugueses respecto de los indígenas: en 1552, por haber incendiado un pueblo
y dado muerte a su jefe en la región de Tembe; expedición punitiva dirigida contra
una tribu, en 1824, en la región de Mapouto; solicitud de protección por los
reyezuelos al gobierno portugués, en calidad de vasallos, frente a la revuelta de las
tribus Cafres <1793-1819); en 1688-1735, los indígenas solicitan a los
portugueses que expulsen a los holandeses26.
• Un oficial de guerra holandés patrulló durante el curso de la guerra entre
España y EE.UU., varios meses de 1898, las aguas que rodean Miangas para
proteger la neutralidad de Países Bajos; el buque ‘Edi’, encargado de esos servicios
de patrullaje, visitó entre otras la isla de Miangas27.
u Igualmente, EE.UU. presenta prueba del ejercicio de defensa sobre la isla
26 Vid. Memoria de Portugal.... oo.cit., pp.608 y 610.
Vid. Memoria de Paises Balos.... op.cit, p.l9.
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de Palmas. Un informe de M.C.Alvarez, 19 junio 1919, se refiere al envio de un
cañonero por el gobierno español a la isla, retornando esclavos, recapturados a los
moros; el cañonero continúo visitando la isla dos veces al año28.
u Tras la toma de posesión solemne de la isla de Clipperton en 1858, por
un oficial de la marina francesa, Le Coat de Kervéguen, una División Naval de
Francia se establece en las aguas adyacentes a la isla de forma permanente29.
ah
Encontramos una única referencia al establecimiento de un sistema
impositivo sobre el territorio reclamado, como prueba del ejercicio de funciones de
Estado: EE.UU. alega, en calidad de sucesor, el nombramiento por autoridades





En este epígrafe pretendemos incluir todos aquellos actos realizados por un
Estado que tienen por finalidad obtener de terceros el reconocimiento de su
soberanía sobre el territorio disputado, y que éstos presentan como medio de
28 Vid. Memoria de EE.UU., 1925, p.97.
29 vid. Memoria de Francia, 1912, p.245-
~ Vid. Contra—memoria de EE.UU., pAlO.
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prueba de su posesión efectiva. Al hablar de terceros nos referimos tanto a otros
Estados, como a la propia población autóctona, en los casos en que ésta tiene la
suficiente entidad -organización social y política- como para que sus actos tenga
cierta relevancia en el plano internacional31.
• La declaración efectuada en 1828 por los jefes de las tribus Bissagos y
Biafres, que habitan la isla de Bulama, reconociendo la soberanía portuguesa de la
isla y, al mismo tiempo, rechazando la de Gran Bretaña, es presentada por Portugal
como una prueba más de su soberanía32.
• Un tipo de prueba similar es presentado por Portugal respecto de la bahía
de Delagoa: la cesión efectuada por el Rey de Monomotapa, cuyos dominios se
extendían más allá de esta bahía y del cabo de Buena Esperanza, era expresamente
reconocida por los reyezuelos de la bahía que se consideraban vasallos de la
33
Corona portuguesa y lo afirmaban mediante un reconocimiento escrito
- El derecho de Portugal era igualmente reconocido desde el s.XVI, tácita y
expresamente, por las obras de geográfos, escribanos y por los propios Gobiernos
de Europa: Austria se pronuncia en este sentido, en 1782, tras la expulsión de la
zona de uno de sus oficiales y sus tropas; incluso la misma Inglaterra, en el tratado
de 1817, relativo a la trata de esclavos, por el que se considera la bahía como línea
31 El tema de las tribus indígenas como posibles sujetos de derecho
internacional ya ha sido abordado en el capítulo III, al analizar el problema
de la terra nulline, así como la eficacia de los tratados de cesión de
territorio que éstas concluyen con Estados (vid. sxwra, pp.142—145).
32 Vid. Memoria de Portucal.... on.cit., pSOB-
~ Vid. Memoria de Portugal.... otcit., p.SlO.
El ejercicio continuo y pacifico 375
de las posesiones portuguesas en Africa oriental34.
6. Sistema de concesiones y eiercicio de monopolios estatales
.
Entendemos que existe una íntima relación entre la gestión por parte de un
Estado de una actividad monopolísitica suya respecto de un territorio concreto, y
la concesión a particulares para la explotación de actividades que, de no ser
concedidas, serian competencia estatal. En ambos casos se ven afectados sectores
propios del Estado, por lo que las alegaciones referidas, tanto al funcionamiento del
monopolio, como al acto mismo de la cesión de éste a particulares, se presentan
como prueba de actividad estatal en el territorio sobre el que se despliegan.
• En diciembre de 1854, el Gobierno de Caracas otorgó una concesión para
laextraccióri de guano en la isla de Aves, de una duración de 15 años, a un
ciudadano norteamericano, J.D.Wallace. Posteriormente, un decreto presidencial
36
abre la exportación del guano al comercio extranjero
• La soberanía sobre la bahía de Delagoa ha sido ejercida por Portugal, en
un primer momento, mediante el monopolio de la navegación, y del comercio en
la zona, situación que se mantiene hasta 1755, época en que liberaliza, por una
ordenanza de 10junio, este último para los nacionales a excepción del vidrio; éste
se declara libre por otra ordenanza de 7 mayo 1761, y finalmente se abre a los
Vid. ibtdem, p.610.
Vid. La referencia a esta alegación venezolana en IRELAND, O.,
Boundaries. conflicte and Possession in Central and North America and the
caribbean, Harvard University Press, 1941, p.247, que recoge varias partes de
la memoria de Venezuela en el conflicto de la isla de Aves
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extranjeros por decreto de 1853~.
U Francia alega, de forma subsidiaria a su ocupación solemne de la Isla de
Clipperton en noviembre de 1858, el hecho de que ésta habla estado precedida por
la concesión, en abril de ese mismo año, a un armador de Havre, M.Lockhardt, de
37
la explotación del guano que pudiera encontrar en la isla
7. Estudios cartográficos y otras oruebas aeóaraficas
.
Tanto los mapas, en cuanto constituyen prueba de soberanía y no en su
carácter habitual de anexos a un tratado, como ciertas alegaciones puramente
geográficas, son presentadas por las Partes para mostrar su soberanía sobre un
territorio determinado, si bien conscientes de su carácter secundario. A los
primeros ya nos referimos en el capitulo anterior, respecto de los segundos el
principio de la contigúidad38 es, sin duda, el dato geográfico más invocado en el
sentido reseñado por Jennings: “no more than evidence raising some sort of
presumption of effective occupation; a presumption that may be rebutted by better
evidence of sovereign possession by a rival claimant; if this were not so, a State
might be able to argue that it had legal title over a ‘contiguous’ territory over which
~ Vid. Memoria de Portugal.... on.cit., pp.608 y 610.
Vid. Memoria de Francia. otcit., p.245.
38 Según opinión mayoritaria que compartimos, el titulo de contigUidad,
entendido como base de soberanía territorial no tiene fundamento en derecho
internacional (cf r., entre otros, VZRSFELT, W.JB, The Miangas Arbitration
,
Utrecht, 1933, p-l49>.
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another State already enjoys a title coupled with possession’~.
• Países Bajos basa su soberanía sobre la isla de Aves, no sólo en el dato
geográfico de la dependencia natural, sino en la opinión de varios geográfos que
la han considerado como territorio holandés: cita un total de dieciocho geógrafos
conocidos, de los siglos XVIII y XIX, holandeses, franceses, alemanes e incluso,
españoles y venezolanos, como A.de Alcedo, Codazzi y Montenegro de Colón. Así
como mapas antiguos, en los que figura unida a la isla de Saba, constituyendo un
40
territorio único, del que no figura ni fecha ni autor
• La doctrina de la contigúidad es invocada por Venezuela, respecto de la
isla de Aves, al estar próxima a las costas venezolanas lo que le da un derecho de
41
preferencia
• Postura similar es la sustentada por Portugal en la isla de Bulama,
alegando la contigúidad de la misma al ser adyacente al continente, concretamente
42
al territorio de Bissao que también le pertenece
u Según EE.UU., la isla de Palmas no es sino una parte integrante del grupo
de las Filipinas; todo él bajo soberanía española43.
• Francia alega también, como prueba de su soberanía sobre la isla de
~ Vid. JENNINOS, RS., riie Acanisition of Territorv in International
~ Manchester, 1963, p.75.
~ vid. Memoria de Países Bajos, en LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A.
,
41 Vid. Memoria de Venezuela.... op.cit. ,p .411.
42 Vid. Memoria de Portugal.... oo.cit., p.613.
se trata, pues, de una nueva alegación del principio de contigUidad.
Vid. Memoria de EE.UU. oo.cit., psi11-
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Clipperton, el apoyo de los estudios cartográficos; concretamente una obra
francesa, el Atlas de geografía moderna de Schrader, en el que la isla se encuentra
atribuida a Francia, forma parte del programa de enseñanza secundaria de
44México
B) ACTOS DE DERECHO PRIVADO
.
Igualmente resulta reducida, en las controversias de adquisición analizadas,
ia prueba de efectividades a través de la actividad desplegada en el territorio
disputado por parte de paniculares, especialmente por nacionales deJ Estado que
lo reclama. Si bien, este mecanismo probatorio ha constituido en un caso concreto
(la Isla de Aves> el título principal de una de las Partes, debemos tener en cuenta
que la actividad privada en un territorio conforma una prueba secundaria y no
autónoma del ejercicio de soberanía sobre éste, al estar supeditada su eficacia
jurídica en este aspecto, a un mínimo de presencia estatal que lo avale (por lo que
cabe augurar. ~pjj~jj, su menor fuerza).
1. Asentamiento. propiedad privada y posesión tísica de inmuebles
La habitación y posesión privada del territorio litigioso por nacionales de un
Vid. Memoria de Francia. op.ctt., p.71.
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Estado es alegada por éste como prueba de su propia posesión en los siguientes
casos:
• Países Bajos hace valer, como prueba de su soberanía, la residencia
temporal en la Isla de Aves por parte de nacionales holandeses, establecidos en
Saba y San Eustaquio, a partir de mediados del siglo XVIII; estos particulares,
45
pescadores, residían en la isla tres o cuatro meses al año
U Los numerosos establecimientos que Portugal fundó en la Isla de Bulama
eran habitados, durante largo tiempo, únicamente por ciudadanos portugueses,
posesión que se transmitía de padres a hijos46.
2. Extracción y explotación de recursos naturales
.
La utilización económica del territorio, a través de la extracción privada de
los recursos que en ella se encuentran también ha sido invocada como prueba de
soberanía:
• Desde tiempos inmemoriales, los habitantes de las islas holandesas de
Saba y San Eustaquio, ejercen la pesca de la tortuga y la recolecta de huevos de
ave. Esta actividad es presentada por Paises Bajos como auténtica prueba de
posesión, por tratarse de los únicos usos posibles de dicha isla47.
U La isla de Bulama era utilizada por los portugueses para la tala de madera
Vid. Memoria de Países Balos.... oo.cit., p.4lS.
Vid. Memoria de Portugal.... oo.cit., p.6l3.
Vid. Memoria de Paises Baios.... op.cit., p-410.
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de los bosques existentes en la misma, con la finalidad de construir fortificaciones
en Bissao48.
O) OTRO TIPO DE ACTOS ALEGADOS
.
Resta por efectuar una última referencia a otra clase de actividad que ha sido
igualmente utilizada, aunque tan sólo en un caso, como prueba del ejercicio
continuo y pacífico de funciones de Estado, constituyendo, además, el argumento
principal del título posesorio de la Parte que lo invoca. Nos estamos refiriendo, en
concreto, al asunto de la isla de Palmas en el que, como hemos tenido oportunidad
de advertir, el título de soberanía presentado por Paises Bajos descansaba,
fundamentalmente, en la actividad llevada a cabo por una Compañía de
colonización, la Compañía de las Indias Orientales, actuando bajo su mandato49;
de hecho, el árbitro que resolvió la controversia, no tuvo ninguna duda en asimilar
tal actuación al obrar del propio Estado holandés.
El volumen probatorio correspondiente viene conformado por los siguientes
actos:
48 Vid. Memoria de Portugal.... op.cit., p.6O8.
Una ‘carta’ del Gobierno de Países Bajos autoriza a esta compañía a
actuar por cuenta y en nombre de él, e incluso, a concluir tratados en nombre
de Países Bajos <artículo 35>. Posteriormente, bajo la constitución de la
República de Batavian de 1795 (hoy Reino de Países Bajos>, esta República
sucedió en todas las posesiones a la compañía de las Indias Orientales (cfr.
al respecto, Memoria de Paises Baios. o~.cit., p.ll).
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1. Convenios con los iefes nativos
.
Aunque sin el carácter de auténticos tratados internacionales, se concluyen
toda una serie de acuerdos de variada índole entre dicha Compañía y los ¡efes de
las tribus, que se presentan como prueba de la supeditación de éstos:
- En 1677 el rey de Tawoekan, cuyo territorio comprende Miangas, firmó un
convenio con el Gobernador holandés de Ternate, R.Padtbrugge (nombrado por la
Compañía de las Indias Orientales), al cual se adhirió el príncipe de Taroena; el
articulo 13 de este convenio muestra que ya en 1670 existían relaciones políticas
entre la Compañía y Tawoekan.
- El 20 y 30 julio 1697 siguieron otros convenios similares, tanto con Taroena
como con el pequeño Estado de Sangihe; lo mismo sucedió en 1720 y fechas
posteriores~’k
2. Fuerza armada y de policía
La organización de la Compañía estableció, bajo su mandato, un eficaz
sistema defensivo y de orden público en la zona, con auténtico carácter estatal:
En 1681, Padtbrugge sofocó un movimiento insurreccional en las islas Sangihe,
restaurando el oden de Tawoekan y Taroena.
- La policía allí instituida extendió y confirmó la influencia holandesa en esa parte
del archipiélago, a través de un nuevo convenio con Tawoekan, 16 noviembre
Vid. Memoria de Paises Baios. op.cit., p.11.
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1720, 10 febrero 1726, y 18 mayo 1758. Con otros seis príncipes se firmaron
dos convenios de 27 mayo 1771, dirigidos a contrarrestar los ataques de los
piratas y la venta de cristianos a éstos.
- El 12 noviembre 1779 fue firmado otro convenio entre seis príncipes de las islas
Sangihe y Talaud y un comisionado especial de la Compañía, estableciendo reglas




El ejericicio de autoridad por parte de la Compañía de las Indias Orientales
sobre Palmas, se extiende incluso a la regulación de los procedimientos criminales
en la misma, lo cual es prueba, al mismo tiempo de una actividad legislativa. En
este sentido Paises Bajos refiere que, con ocasión de la visita de los comisionados
de la Compañía a la isla de Miangas en 1701, establecieron una regulación relativa
al procedimiento a seguir en casos de asesinato y homicidio involuntario; la
finalidad perseguida era la de frenar el trato extremadamente cruel y duro que se
impartía, por parte de los nativos, a los que cometían crímenes de esa
naturaleza52.
s~ Vid. ibidem, pp.ll, IS y 16.
Vid. ibidem, pJ¿3.
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4. Fiscalidad
.
Igualmente, la Compañía estableció un sistema tributario sobre la población
autóctona bajo su jurisdicción: desde 1895 se pagaban impuestos sobre la base del
convenio de 1885, que así lo había fijado. Antes de esa fecha, desde tiempo
inmemorial, los habitantes de Miangas pagaban un tributo a los príncipes de
Tawoekan en la forma de ‘tikars’53.
Además de la importante prueba de soberanía sobre la isla de Palmas que
supone la actividad desarrollada en ella por la Compañía de las Indias Orientales,
Países Bajos completa ésta con una referencia a ciertos actos realizados en la
misma por otra entidad social, la Iglesia, en cierta medida vinculada al propio
Estado, y, por consiguiente, prueba de apoyo de su soberanía. Se trata de una
actividad que, si bien no es indicativa de un control eclesiástico efectivo, comporta
la manifestación de su presencia en el territorio:
u Construcción de iglesias: en 1898 fue levantada una iglesia protestante
en la isla.
U Impartición de la educación: igualmente, en 1898, se construyó una
escuela misionera protestante encargada de impartir enseñanza en la isla. A estos
efectos, desde noviembre de 1905 había un ‘goeroe’, maestro nativo religioso, que
también era el director de la escuela54.
Vid. ibidem, p.20.
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SECCION 28: LA PRACTICA ARBITRAL EN LOS CONFLICTOS DE DELIMITACION.
Como tuvimo ocasión de constatar en la sección correspondiente del capítulo
anterior, en las disputas de delimitación conocidas por un arbitro o tribunal arbitral -
al igual que ocurría con las resueltas por’ una instancia judicial-, también
encontramos reclamaciones a un determinado trazado basadas en el ejercicio de
funciones de estado sobre el territorio por el que se pretende que la frontera
discurra, normalmente enfrentadas a una reclamación opuesta centrada en un título
jurídico, o bien, como complemento a éste56. En este sentido, varias de las
sentencias arbitrales que tendremos oportunidad de analizar tienen por objeto
principal la interpretación de un tratado fronterizo, de un título jurídico. En estos
casos, gran parte de la prueba presentada por las Partes en apoyo de sus
pretensiones mutuas, se centra en la práctica posterior a la conclusión del tratado;
en particular, el desarrollo de prácticas administrativas o la posesión de áreas
previamente despobladas pueden ser decisivas en la interpretación de términos
ambiguos de un título legal.
Cuando esto ocurre, es decir, cuando una frontera internacional está basada
en la prueba de actos de soberanía, el peso que debe atribuirse a tales actos
No queremos pecar de repetitivos, por ello, teniendo presente que la
problemática general relativa a la interacción entre título juridico—utí
r’ossidetis iuris (en su caso> y efectividades, ha sido oportunamente abordada
en los dos capítulos precedentes, entendemos aplicable respecto de los
arbitrajes todo lo allí expuesto.
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depende de las particulares circunstancias de cada caso. Será necesario considerar
las peculiaridades físicas del terreno donde esos actos se realizan o están siendo
realizados y, por supuesto, la naturaleza de los mismos. El examen del árbitro tanto
de la prueba relativa a esos actos de autoridad como, posteriormente, el análisis
comparativo de ésta con la correspondiente al titulo al que se oponen determinará
el valor jurídico que los mismos poseen.
No obstante el elevado número de arbitrajes que resuelven delimitaciones de
fronteras, no todos ellos contienen alegaciones basadas en el ejercicio de
soberanía66, por lo que prescindimos de los mismos y pasamos a analizar aquéllos
en los que las efectividades han jugado algún papel. Respecto de estos últimos es
interesante hacer notar que, en varios casos, la prueba relativa a posesión efectiva
presentada por alguna o ambas Partes es ostensiblemente superior a la reseñada
respecto de los conflictos de adquisición; aunque, ciertamente, nos Situamos en
una época posterior en la que, como hemos tenido ocasión de advertir, se agudiza
el requisito de la efectividad.
Hemos llegado a identificar un total aproximado de cuarenta y un
conf hotos de delimitación territorial resueltos por vía arbitral (árbitro,
comisión o tribunal arbitral), siendo el arbitraje del Rio St.Croix, 1798, el
primero <además de ser el primer ejemplo moderno de sentencia internacional),
y el asunto de la Laauna del Desierto entre chile y Argentina, 21 octubre
1994, el último de ellos. De éstos, únicamente podemos localizar veinte que
hagan referencia al papel de las efectividades en tales controversias. De los
veintiuno restantes, centrados fundamentalmente en criterios geográficos y
naturales, es interesante reseñar que dieciseis son relativos a problemas de
delimitación de fronteras entre Estados latinoamericanos, para cuyo estudio
recomendamos la obra del proLSANCHfl RODRIGUEZ, “Problemas de fronteras en
America: las fronteras terrestres entre paises iberoamericanos”, en Derecho
internacional núblico: problemas actuales, Madrid, 1993, pp.183—227.
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A) EL PROBLEMA DE LA PRUEBA DEL EJERCICIO DE SOBERANíA EN LA
DELIMITACION EQUITATIVA
.
Ya tuvimos ocasión de comprobar en el capítulo IV, la importancia que la
equidad juega en los conflictos de delimitación territorial, referida, en aquella
ocasión, a la interacción que dicha regla plantea con el uti possidetis iuris57. Pero
sin limitarnos a un tipo concreto de conflictos, es posible subrayar, la importancia
general que la equidad ha supuesto en las numerosas instancias arbitrales relativas
a la delimitación de las fronteras. Esta circunstancia es explicada por DE
VISSCHER58, teniendo en cuenta, de un lado, las insuficiencias de las bases
jurídicas de decisión adoptadas por las partes en los compromisos arbitrales, y de
otro, por el objeto mismo del litigo que se presta a compensaciones, cambios y
retrocesiones del territorio.
Pese a la exactitud de la afirmación que hiciera el T.l.J., en el asunto de k
Plataforma continental del Mar del Norte, de que el trazado de una frontera debe
ser equitativo59, para que un árbitro resuelva en equidad es necesario el acuerdo
previo de los Estados en ese sentido, para no incurrir en exceso de poder -lo que
podría motivar un recurso de nulidad del laudo-; situación que se ha producido en
varias ocasiones, en las que se ha autorizado al árbitro a basar su decisión en
Vid. sunra, pp.1BS—225.
cfr. De l’eouité dane le réalement arbitral ou -judicíaire des litipes
de droit international public, Paris, 1972, pA02; obra a la que remitimos
para un estudio en profundidad de la problemática general de la equidad en los
litigios de delimitación de fronteras.
Vid. I.c.JSeootts, 1969, p.5O.
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equidad siempre que los títulos invocados por las Partes resultaran insuficientes6”.
Esto supone que, antes de recurrir a esta regla, el árbitro debe proceder al examen
de la prueba de las alegaciones presentadas por cada Parte, algunas de las cuales
se centran, precisamente, en el ejercicio de funciones estatales. Lo que cabria
plantearse es si existe alguna ‘peculiaridad’ en el entramado probatorio de una
posesión efectiva presentado por los Estados en un arbitraje, cuando aquéllos son
conscientes de que el árbitro no está inevitablemente obligado a elegir el mejor
título de los dos alegados, sino que tiene la posibilidad, en caso de insuficiencia de
éstos, de decidir otro trazado distinto que se ajuste a equidad.
u El primer supuesto en que descubrimos una alusión a la equidad,
conteniendo alegaciones basadas en actos de soberanía, es el conflicto entre
Colombia y Venezuela, quienes sometieron al Rey de España la delimitación de sus
territorios respectivos sobre la base del uti oossidetís luris. El laudo que siguió en
general la línea invocada por Colombia, se acogió a la equidad al tomar en
consideración la bona fide possessio de Venezuela para algunas zonas del
trazado61.
60 Podemos mencionar los casos de colombia—Venezuela (protocolo de
1861>, Gran Bretaña—Portugal (compromiso de 1895>, Austria—Hungría (ley de
1897>, Brasil—Gran Bretaña (tratado de 1901), Honduras—Nicaragua <tratado de
1894), Bolivia—Perú (tratado de 1902), Guatemala—Honduras (compromiso de
1920>, o el de India—Pakistán <acuerdo de 1965>; a los que cabria añadir el
supuesto único de Bolivia—Paraguay, cuyo Tratado de paz y amistad de 1938
autoriza a actuar a los árbitros ex aeouo et bono. Además de estos casos de
reconocimiento expreso de la competencia para recurrir a la equidad, en el
asunto de la delimitación fronteriza en la zona de los Andes, 1902, entre
Argentina y Chile, el árbitro decidió una tercera línea equitativa aún sin
tener esa potestad.
6! Laudo de 16 marzo 1891, cfr. GROS ESPIELL, H., Esnaña y la solución
pacífica de los conflictos limítrofes en Hisnano—America, Madrid, 1984, p.13l.
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En la misma línea, se sitúan los casos de Honduras-Nicaragua y Guatemala
-
Honduras; ambos son ejemplos ya referidos de arbitrajes en que hay sometimiento
expreso a un titulo jurídico, el uti possidetis iuris pero con apoyo secundario en la
posesión de hecho. En efecto, en uno y otro asunto, el árbitro-s ha tenido que
enfrentarse a alegaciones formuladas por las dos Partes, no sólo basadas en el
trazado contenido en documentos de la época colonial, sino completadas,
subsidiariamente, tanto con el ejercicio continuo y pacífico de soberanía por parte
de las autoridades coloniales españolas en los territorios reivindicados, como con
efectividades post-coloniales. Los laudos correspondientes, de 1906 y ,93362,
han puesto en funcionamiento, de forma muy loable, el mecanismo de las
interacciones: uti possidetis - efectividades - equidad.
• En la llamada cuestión Moeraaue, que enfrentaba a Austria y Hungría en
la delimitación de la zona fronteriza conocida como “1’Oeil de la Mer”, el tribunal
arbitral, ante la insuficiencia de las alegaciones de actos de soberanía presentadas
por ambas partes, determiné una frontera natural en equidad, por entender que no
estaba probada la existencia de una frontera histórica mutuamente aceptada63.
• En el caso de delimitación de la Guyana británica, tanto Brasil como Gran
Bretaña presentaron pruebas de su soberanía sobre los territorios disputados. El
El laudo que resuelve la controversia entre Honduras y Nicaragua es
de 23 diciembre 1906 <cfr. GROS E5PIELL, U., oo.cit, pp.136—l46), y el de
Guatemala—Honduras es de fecha 23 enero 1933 (cfr. U.N.R.I.A.A., vol.II,
pp.1309—1366> -
~ Laudo de 13 septiembre 1902, cfr. R.G.D.I.P., 1903, pp.434—435.
El ejercicio continuo y pacifico ... 389
Rey Víctor Manuel, entendió que el titulo más fuerte era el británico, con un criterio
decisorio no exento de cr(tica, por lo que no fue necesario el recurso a una decisión
en equidad64.
u La disputa entre India y Pakistán afectaba a la frontera entre la parte oeste
de Pakistán y Gujarat, conocida como Rann de Kutch. El arbitraje fue requerido por
un acuerdo de 30 junio ¶ 965, que sin hacer explícita provisión del derecho
aplicable, salvo la referencia a las pruebas presentadas por las partes, reconoce la
aplicabilidad del principio de equidad <en el sentido anglosajón del termino). El laudo
de 19 febrero 196866, sin conformarse enteramente a las reclamaciones de
ninguna de las Partes, es un ejemplo de compromiso66 resultante del
reconocimiento a los actos de autoridad presentados por ambas partes, en dos
sectores de la frontera; mientras, en el tercero, el más oriental atribuido a Pakistán,
se apoya en principios de equidad, aunque según Bardonnet67, habría que hablar
más precisamente de consideraciones de buen orden internacional y de estabilidad
de las relaciones entre los dos Estados.
64 ~ árbitro marcó unos criterios muy rígidos al examinar la prueba
posesoria de Brasil, mientras que los flexibilizó con Gran Bretaña cuya prueba
no resultaba ser más concluyente, como tendremos ocasión de constatar. La
sentencia es de 6 junio 1904, cfr. LL.L.Li., 1904, pplB—20.
Vid, texto en I.L.M., 1968, pp.633—705.
66 Según la expresión utilizada por MUNKMAN, ALW., que acojemos
plenamente <vid. “Adjudication and Adjustment—Xnternational Judicial Decision
and the Settlement of Territorial Disputes”, B.Y.B.I.L., 1972-73, p.BO).
67 Vid. “Equité st frontiéres terrestres” sri Mélanaes of ferta k Paul
Reuter. Le droit international: unité st diversité, París, 1981, p72.
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• Por último, debemos citar un supuesto en el ha habido aplicación de la
regla de la equidad por parte del árbitro, sin que ésta tuviera reconocida esa
potestad. Nos estamos refiriendo al caso de la delimitación de la Cordillera de Los
Andes, entre Argentina y Chile, cuyo objeto se centraba en la interpretación del
Tratado de límites de 1881; para ello, cada Estado proponía una línea de trazado,
estando obligado el árbitro a elegir una de las dos. El laudo de 190268 resulta
doblemente criticable, pues, por un lado, recoge equitativamente una tercera línea,
resultante de la combinación de los criterios orográfico <Argentina> e hidrográfico
(Chile> propuestos y, por otro, toma en consideración las alegaciones de posesión
efectiva, posterior a la fecha del acuerdo que fijaba el .ataflLgiw, presentadas por
Argentina para la cuenca del lago Lacar9. Pese a estas graves violaciones del
derecho internacional, la sentencia fue plenamente acogida por ambas Partes,
aceptación que le da la validez que la estricta aplicación del derecho pudiera
quitarle.
En todos los casos referidos hemos podido observar la existencia de
alegaciones sustentadas en la posesión efectiva, corresponde ahora examinar cuál
ha sido el volumen de prueba presentada en apoyo de dicho título.
~ El texto del laudo de 20 noviembre 1902, está recogido en
U.N.Ra.A.A., vol.IX, pp.33-49.
La problemática de la fijación de statu auo convencional, en relación
a las alegaciones de posesión efectiva posterior, en conflictos de atribución
terriorial, será examinada en profundidad en el capítulo siguiente.
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1. Actividad de carácter estatal
.
Ya indicabamos en el apartado correspondiente del capitulo anterior, la
importancia de presentar una prueba de soberanía basada fundamentalmente en
actos de carácter estatal; pues, al oponer una reclamación de posesión efectiva a
un título jurídico, tratándose de un conflicto de delimitación -en los que priman los
últimos-, la fuerza de la posesión debe ser del mayor grado posible y ello se logra
a través del desarrollo de las más esenciales actividades de funcionamiento interno
del Estado.
A) JURISDICCION PENAL.
• Como supuestos de ejercicio de la jurisdicción penal sobre el territorio en
conflicto que vienen a confirmar la línea fronteriza que establecen los títulos de
tierras, Honduras recoge dos referencias de juicios celebrados por el Tribunal
hondureño de Senseti:
- Presenta los Autos de un juicio criminal celebrado ante el Tribunal de primera
instancia en 1793, por un delito cometido en el valle de Sesecapa;
- Juicio criminal acusando de un robo a un tal Lugo, residente de la Hacienda de
Estanzuela en el Valle de Copán70.
• Por su parte, Guatemala presenta igualmente prueba de este tipo de actos
sobre dicho territorio, constituyendo este tipo de actos la parte más saliente de la
prueba de posesión efectiva. En este sentido, recoge numerosos extractos de
Vid. Alegato de la República de Honduras, washington, 1932, pp.56,
57 y 63.
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sentencias conociendo de causas penales:
- Respecto del Valle de Motagua y los territorios del Norte, se relacionan once
casos en los que tribunales guatemaltecos conocen de delitos cometidos en dichos
territorios entre los años 1825 y 1891. A título de ejemplo podemos mencionar el
auto de inicio de proceso, decretado por el Comandante del Castillo del Golfo en
1825, para determinar la autoría de los que asaltaron a J.Almorza cuando
navegaba por el río Golfete; o las diligencias judiciales seguidas en 1875 contra
P.López por comisión de delito de estrupo, en El Cinchado’1.
- En relación a los territorios al Oriente del Rio Motagua, se recogen doce casos de
juicios que han tenido lugar desde 1841 hasta 1904. Como el proceso seguido, en
1841, por el Juzgado del Pozo contra J.Tobar, por comisión de un delito de
homicidio, que concluyó con la sentencia de pena de muerte; las diligencias
judiciales seguidas, en 1848, contra C.Rodriguez y Z.Escobar por práctica prohibida
del juego, en Platanares; o, en 1904, la orden de apresamiento dictada por el
Juzgado Municipal de Quebradas, de un tal P.Canana, por presunta comisión de
homicidio72.
u Pakistán refiere algunos ejemplos de delitos cometidos en el área del Rann,
que son conocidos por los tribunales de Sind. Recoge varios extractos del Registro
Juicios similares se desarrollaron por delitos cometidos en
Platanares, El Rompido, Manga vieja, Peflitas, La Barra del Motagua y El
cinchado (vid. Alegato de Guatemala, Washington, 1932, pp.478—488>.
El resto de procedimientos se refieren a delitos cometido. en El
Machete, Lavaderos, El Cinchado, Chapulco, Tepemechines, Chinamitas, Chapulco
y Playitas, lo que prueba la jurisdicción de Guatemala sobre dichos
territorios (vid, ibídem, p.532—548).
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de Policía de Diplo, en el cual aparecen referencias a juicios desarrollados por el
Tribunal de primera instancia de Diplo: en 1945 sentenció a dos años de cárcel a
dos personas que habían cometido un delito; a seis ciudadanos del Kutch les
condenó igualmente; también conoció este tribunal del asalto a un oficial de policía,
en Biar Bet, por parte de ciudadanos de Kutch. Igualmente, alude Pakistán a otros
delitos cometidas ya en la época de post-independencia por residentes del Kutch,
igualmente presentados ante tribunales pakistaníes73.
• En idéntico sentido, India presenta prueba de causas penales desarrolladas
ante sus tribunales: veintidós incidentes acaecidos entre 1952-1964, por presuntas




Unicamente en el asunto de la controversia fronteriza entre Guatemala y
Honduras, encontramos referencias a la celebración de juicios seguidos por causas
civiles que prueben el ejercicio de soberanía.
• Honduras refiere, en este sentido, también dos ejemplos conocidos por
tribunales hondureños: - En 1799, el juez de Senseti adopta provindencias
judiciales para el cobro de una capellanla que grava las Haciendas de Estanzuela,
Estancia y GUa en el valle de Copán; - En un juicio de testamentaria sobre la
Hacienda de Llano Grande, en la región de Copán, entablado en 1803 ante el
~ Vid, ibídem, pp.383—383.
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Tribunal de Chiquimula, éste revirtió la competencia al de Senseti’6.
• Respecto a juicios de carácter civil, Guatemala recoge la referencia del
llevado ante el Juez Preventivo de Sto.Tomás, en 1877, respecto de la subasta de
propiedades de un tal Horns, ciudadano del Cinchado, para resarcir sus deudas76.
C) EJERCICIO DE LA ADMINISTRACION CENTRAL Y LOCAL.
Los actos relacionados con la administración normal del territorio son más
frecuentemente invocados como prueba de la posesión efectiva del mismo.
u Hemos venido indicado en páginas anteriores, que el primer acto ejecutivo
sobre un territorio es el esencial de fundar poblaciones. En este sentido, Argentina
hace valer la fundación de una villa, llamada San Martin de los Andes, como prueba
de su soberanía sobre la zona77.
- Por la Real Orden de 23 enero 1787, se dispuso formar cuatro poblaciones
españolas en Rio Tinto, Cabo de Gracias a Dios, Blewfields y Embocadura del Río
San Juan, con familias enviadas de la península, que fueron recibidas por el
Gobernador de la provincia de Comayagua (actual Honduras> al estar situadas las
mismas bajo su jurisdicción’8.
Vid. Alegato de Honduras..... oo.cit., pp.62—63.
76 vid. Alegato de Guatemala.... on.cit., pp.442—443.
Vid. Memoria del Ministerio de Relaciones Exteriores de la República
Argentina, 1892, p.EGB.
Vid. Alegato presentado por los representantes de la República de
Honduras, Madrid, 1905, pp.62—63 (disputa con Nicaragua).
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• Como acto de administración se menciona el nombramiento de
funcionarios y cargos públicos, que ejercerán en ese territorio:
- Honduras recoge extractos de distintas órdenes de nombramiento, para la
zona fronteriza con Nicaragua: titulo de Teniente de Ministro de Real Hacienda de
Río Tinto, a favor de J.Estacheria (1787>; título de Interventor de Trujillo, para
T.Villa; nombramiento de J.Ariza como Teniente de Ministro de Real Hacienda de
Cabo de Gracias a Dios <¶791>~~.
- El Alcalde Auxiliar de la Aldea de Chachagualiya, Departamento de Izabal,
era nombrado por las autoridades de Guatemala, según consta en varias notas
80
oficiales del Teniente Corregidor de Santo Tomás
u Como competencia de la administración local figura la de establecer un
cpncreto sistema de aduanas, que controle la entrada y salida al territorio y, que
suponga, al mismo tiempo, la fijación del límite fronterizo; este acto entendemos
que especialmente importante en estos conflictos de delimitación territorial:
- Son varias las alusiones que hace Guatemala en su ~j~g~xg, al
establecimiento de Aduanas por autoridades guatemaltecas en los territorios
fronterizos con Honduras: hay constancia de que en 1841 se instalé la Aduana en
Izabal, dirigida por un administrador y dotada de un servicio de Vista para aforar
las mercancías; se recogen varias prescripciones de la ley XIV, n0850 de 1845, que
~ Vid. ibídem, p-?3.
Vid. Alegato de Guatemala.... op.cit., p.427.
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aluden al funcionamiento de esta aduana81.
- Pakistán, refiere varias actividades llevadas a cabo por oficiales y patrullas
aduaneras en la frontera del Kutch: a través de declaraciones del Inspector de
Aduanas (1930-1934), así como de diarios y facturas de viaje que demuestran que
los oficiales británicos patrullaban el Rann en los años 1945~19468l.
• Las visitas oficiales por parte de autoridades tanto locales como de la
Administración central, son invocadas también como prueba de soberanía:
- Una expedición oficial, organizada bajo las órdenes de MM.Simon, Van
Sirtema y Dr.Hancock, visitó determinadas regiones de la Guyana habitadas por
83tribus sometidas a la autoridad británica
- El Gobernador Intendente de la provincia de Honduras, D.R. de Anguiano,
en cumplimiento de lo prevenido en la ley 15, título II, libro V de la Recopilación de
Indias, visitó en 1804 los términos de su provincia, lo que incluyó, según su
informe, la costa este hasta Cabo de Gracias a Dios84.
- Guatemala se refiere a la visita que el Jefe Político y Comandante Militar
del Departamento de Izabal hizo en 1874 a los pueblos de su jurisdicción como
medida de control de la zona85.
Vid. Aleaato de Guatemala.... on.cit., pp.493—494 y 498.
82 Vid. UN.&J~A~., vol.XVII, pp.384—386.
Vid. Memoria de Gran Bretaña ,pp .44—45.
Vid. Alegato presentado nor los representantes.... o~.cit., pp.76—17.
La ley que se menciona es, en si misma, prueba del utí possidetis iuris
.
~ Vid. Alegato de Guatemala.... oo.cit., p446.
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• La elaboración del censo de la población existente sobre los territorios que
se reclaman, se presenta igualmente como prueba del ejercicio de la administración
sobre el mismo, esta vez> por parte de Guatemala: en cumplimiento de una ley
guatemalteca de 1878, el Juez de Santo Tomás procedió a empadronar a los
vecinos de los diferentes pueblos sujetos a su jurisdicción, lo que incluía algunos
de la zona en conflicto86.
• La elaboración de informes sobre los territorios, a efectos,
fundamentalmente, de control y explotación, es competencia de la administración
local:
- Austria apoya su reivindicación sobre la región de l’Oeil de la Mer, no sólo
sobre una larga posesión, sino en las operaciones oficiales de agrimensura
efectuadas en dicho territorio de 1785 a 1789, para el establecimiento del catastro
y conocidas como ‘medidas josefinas’87.
- India, presenta extractos de varios documentos,
relativos a la elaboración de un proyecto para la construcción
de riego, para aprovechar las importantes cuencas fluviales
del Rann88.
86 Entre esas listas está la que corresponde a El Cinchado, Jaloa y
Barra de Motagua, territorios en disputa (vid. ibidem, p.455>.
87 Vid. R.G.D.I.P., 1903, p.432.
~ Vid. U.N.R.I.A.A., vol.XVII, pp.367-374.
1843-1844 y 1852,
de canales y sistemas
existentes en la zona
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D) ACTIVIDAD LEGISLATIVA.
Independientemente de los actos legislativos presentados como conteniendo
prueba de distinta actividad estatal, podemos individualizar dos referencias a una
concreta actividad legisladora:
• Con motivo de la fundación de las poblaciones ya reseñadas, se les otorgó
una nueva reglamentación que organizaba los establecimientos de Rio Tinto y Caba
de Gracias a Dios, en la provincia de Honduras89.
• El decreto guatemalteco de 21 marzo 1878, que obliga a los habitantes
de ciertas profesiones, a prestar su servicio personal en los caminos durante tres
90
días al año, se aplica a ciertas localidades fronterizas en disputa
E> ACTIVIDAD DE DEFENSA: FUERZAS ARMADAS Y DE POLICíA.
Encontramos varios actos referidos en este sentido:
• El título argentino para el valle del lago Lacar, se centra en su ocupación
militar a partir de 1883, fecha en que expulsa a los indios de ciertas regiones, y
funda tres fuertes y trece fortines; posteriormente, 1889, ocupa definitivamente
esa zona estableciendo en ella una guarnición militar91.
• Como sucesor de Portugal, Brasil alega la construcción de un fuerte sobre
el río Branco en 1752, el fuerte San Joaquín,; posteriormente, establece un puesto
militar sobre el Rupununi, enviando patrullas desde el fuerte San Joaquín, en 1781.
89 Vid. Alegato presentado por los representantes.... oo.cit., p.64.
Vid. Alegato de Guatemala.... on.cit., p.456.
91 Vid. Memoria del Ministerio.... op.cit., p.666.
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En 1786, Ferreira recorre varios ríos en la frontera con la Guyana holandesa
<después británica>, y reclama para ellos vigilancias regulares para defenderse de
holandeses y españoles92.
• Tras la ocupación brasileña de 1839, se intensifica la intervención de la
policía británica en la zona, que ejerce su autoridad para mantener el orden: en
1894, al este de Cotingo para sofocar un conflicto entre indios y brasileños; en
1899, arrestando a un criminal en Tacutu...93.
• El alegato de Honduras recoge extractos de órdenes de nombramiento de
cargos militares: despacho del Gobernador de Honduras que nombra a Pérez Brito
Comandante de Cabo de Gracias a Dios <1789>, nombramiento del Comandante de
Puerto Trujillo en la persona del Coronel Salablanca (1790>. Igualmente alude a
órdenes de pago de sueldo y de abastecimiento de las tropas situadas en los
establecimientos del Norte (1792>~~.
• Varias son las referencias que presenta Guatemala respecto al despliegue
de fuerzas militares guatemaltecas por la región fronteriza disputada: envío de
soldados a La Manga, defensa frente a los piratas, envío de tropas a Omoa para
defender la población de invasiones extranjeras, guarniciones militares en Izabal y
San Felipe del Golfo; asimismo, recoge extractos de informes militares sobre el
control en la zona96.
92
Vid. Memoria de Brasil, pp.23l y es, y p.316.
~ Vid. Memoria de Gran Bretaña, pp.107—ll0.
~ Vid. Alegato oresentado por los representantes.... op.cit., pp.72—74.
Vid. Alegato de Guatemala.... oo.cit., pp.412—465—469—473 y 476.
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• Tanto India como Pakistán alegan el ejercicio de jurisdicción desplegado
sobre todo el Rann, el primero por parte de la policía del Kutch, el segundo por la
policía británica. La prueba presentada por India a este respecto se basa en un
Informe de la Administración del Kutch de 1889-90; por su parte Pakistán presenta
un intercambio de cartas, de 1898, entre el Juez de Distrito y el Comisionado de
Sind96.
F) SISTEMA ELECTORAL.
Unicamente Guatemala, en su controversia con Honduras, presenta como
uno de los actos más visibles del ejercicio de la soberanía, la función electoral. Las
autoridades de Guatemala han sido las encargadas de efectuar elecciones en varias
poblaciones situadas en los territorios litigiosos: elección de alcaldes auxiliares en
1877, para alcaldes en El Cinchado en 1880..Y~.
G> FISCALIDAD.
Encontramos referencia al establecimiento de un sistema de impuestos en
el asunto del Rann de Kutch. Concretamente, por parte de Pakistán se alude, como
manifestación de la extensión de su jurisdicción sobre el Rann, a la imposición, en
1903, de tasas para ejercer los derechos de pesca en los ríos existentes en la zona,
y su consiguiente recaudación98.
~ Vid. U.N.R.I.A.A., vol.XVII, pp.378—33O.
~ Vid. Alecato de Guatemala.... oo.cit., pp.440-444 y 445.
98 Vid. U.H.R.I.AA., vol.XVII, p.367.
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H) EDUCACION PUBLICA.
El Gobierno de Guatemala se preocupé también de la instrucción pública en
la región de Motagua: sostenía escuelas y las proveía de maestros y material
escolar. Varios documentos lo corroboran: listas de asistencia de niños a la
escuela, orden de provisión de vacantes (1875), orden de compra de libros (1876>,
acuse de recibo del pago de sueldo a los preceptores99.
1> RELACIONES DIPLOMATICAS.
Como advertíamos en la sección anterior, nos referimos a actos estatales
que buscan un reconocimiento exterior de su soberanía:
• Gran Bretaña, argumenta que la población autóctona de la Guyana, a
través del acuerdo de 1842, ha expresado su sometimiento al gobierno británico.
Sus testimonios en este sentido son concordantes: en 1898, reunidos po MM.Turk,
‘loo
se declaran ‘pueblos de su Majestad la Reina de Inglaterra
u También Brasil presenta prueba del reconocimiento de la soberanía
portuguesa sobre dicho territorio, a través de declaraciones unilaterales, cartas y
tratados: España, por los Tratados de ¶750 y 1777; Francia, por los Tratados de
Badajoz de 1801 y Amiens de 1802; Holanda, a través de la ‘carta’ de 1674, de
la primera Compañía de las Indias Occidentales101.
U Según Honduras, las negociaciones diplomáticas entabladas con
Vid. Alegato de Guatemala.... op.cit., pp.449—463.
Vid. Memoria de Gran Bretaña, p.94.
IGl Vid. Memoria de Brasil, pp.333 y se.
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Guatemala que dieron lugar al tratado de 1895, suponen un reconocimiento de ésta
a la posesión hondureña del río Motagua’02.
u También se presenta como acto de reconocimiento de la soberanía de
Pakistán sobre el Rann, las declaraciones británicas en ese sentido contenidas en
Informes de la Administración de Bombay y en las Gacetas de la Presidencia de
Bombay’03.
J> DISPOSICION ADMINISTRATIVA SOBRE BIENES INMUEBLES.
Incluimos en este apartado cualquier acto que suponga la actuación de las
autoridades estatales sobre inmuebles situados en los territorios en conflicto:
u Hungría invoca a su favor un contrato de venta, 8 octubre 1589, de un
terreno situado en la región de ‘Qeil de la Mer, entre A.Laski y G.Horvath de
Palocsa, ratificado por el Emperador Rodolfo II, Rey de Hungría, el ¶ mayo
1 5941O4~
• Carácter similar tiene la alegación de Austria, en relación a la venta del
terreno “cameral” de Neumarkt en 1824 por Homolacs106.
u En 1854, el Gobierno de Honduras hizo una propuesta de venta pública,
a favor de A.Follin (actuando en nombre de la Compañía de Tierras de Honduras>,
de los terrenos baldíos, propiedad estatal, que comprende el territorio Mosquito y
102 Vid. Alegato de Honduras.... oo.cit., pp.78—79.
~ Vid. U.N.R.T.A.A., voLXVII, pp.263—266.
Vid. supra
.
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que termina en la desembocadura del río de Cabo de Gracias a Dios, así como de
las tierras públicas que se encuentran en las islas del mismo Estado108.
• Honduras, esta vez en el conflicto fronterizo con Guatemala, otorga
consideración especial a las concesiones de tierras del dominio de la Corona en
cuanto ofrecen una de las modalidades de prueba más satisfactoria y concluyente
para la fijación de la frontera. De esta manera, recoge hasta un total de cincuenta
y un títulos de tierras, período que abarca de 1628 a 1891, que corroboran la
posesión de Honduras sobre los territorios a que se refieren. A estos títulos añade
trece documentos judiciales que confirman que los terrenos mencionados en dichos
títulos pertenecen a la jurisdicción de Honduras107.
• También Guatemala cita un acto dispositivo, como es la venta a M.García
Granados de doscientas caballerías de terreno en el valle de Motagua; nombrando
el Gobierno guatemalteco a un ingeniero para que practicara la mensura de las
mismas1o8
K) SISTEMA DE CONCESIONES A PARTICULARES.
• Otorgamiento de la concesión para la extracción de caucho desde el río
Patuca hasta la laguna de Caratasca, otorgada a un tal Vaughan por parte del
1~Vid. Alegato presentado par los representantes.... op.cit., pp.79—8O.
~ Títulos tales como el de San Cayetano Sesecapa a favor de J.Meléndez
(1677—1731>. Barbasco titulado a AErazo (1702) o Peña Quemada a favor de
C.Carranza <1877); vid. Alegato de Honduras.... opcit, pp-46—54.
108 Vid. Alegato de Guatemala..... oo.cit., p.41O-
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Gobierno hondureño, para el periodo 1874~1875 109
• En el asunto de la controversia fronteriza entre Guatemala y Honduras, son
muy numerosas las referencias por parte de Guatemala a concesiones de diverso
tipo otorgadas por su Gobierno para la explotación de los recursos del terreno en
disputa: en 1836, a l.Cienfuegos para talar madera en las márgenes del río
Motagua y para establecer un sistema de navegación para cruzar dicho río; en
1874, para recoger cocos en Manabique, a favor de B.Cramer; explotación
aurífera..
U OBRAS PUBLICAS.
Como manifestación de funciones de estado se presenta el hecho de realizar
diversas construcciones a cargo de fondos públicos:
• Una orden del Gobernador de Honduras de 1752, a los funcionarios de la
tesorería de Comayagua, establece el pago de la construcción de una embarcación
en el río Motagua”1.
• También Guatemala refiere, a través de documentos, diversas obras
públicas, actos que, por su propia naturaleza, significan posesión: trabajos de
reparación del camino que comunica el puerto de Sto.Tomás, el río Motagua y la
Cordillera, en los meses de mayo a septiembre de ¶ 869; en 1876, se construyó un
nuevo camina entre el puerto de Sto.Tomás y El Cinchado, bajo vigilancia de
109 Vid. Alcoato tresentado ocr los representantes.... on.cit., p..83.
“~ Vid. Alegato de Guatemala.... oo.cit., pp.408—448—449—451—512 y 516.
~ Vid. Alegato de Honduras.... op.cit., p.75.
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autoridades guatemaltecas112.
• Similares a los anteriores son los trabajos públicos que tanto Pakistán
como India, refieren haber realizado sobre el Rann. Se presentan documentos, de
los años 1850 a 1592, por ambas partes como prueba de la construcción,
mantenimiento y trazado de carreteras en dicha región: en Rahim ki Bazar, a través
de Pakar y Nara Bet, entre Pakar y Kutch.i’13.
M> ESTUDIOS CARTOGRAFICOS.
Los trabajos cartográficos, no como prueba de un trazado fronterizo sino del
establecimiento de la soberanía de un Estado en una región concreta, creemos
entreveerlo en los siguientes:
• Los principales mapas antiguos -cita un total de trece- favorecen los
derechos de Honduras en el terreno que disputa a Nicaragua: atlas de Ortelio
(1558>, de Hondio (161 1), de Robert <1757), de Cassinis (¶772>, de Tardieu
(1835).. 114
• Transactions and Collections of the American Antipuarian Societv vol.ll,
Cambridge, 1836, y Cartoaraohical Reoort, de la Dra.Williams, confirman
uniformemente la inclusión de la región de Copán en Honduras115.
U Numerosos y de variado carácter. y procedencia son los mapas
112 Vid. Aleoato de Guatemala..... op.cit., pp.433 y 453.
114 Vid. Alegato presentado nor los representantes.... op.cit., pp.92—94.
Vid. Alegato de Honduras.... op.cit., pp.73—74.
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presentados por India y Pakistán en favor de sus reclamaciones respectivas a
región del Rann116.
la
2. Actos de particulares
.
El apoyo que supone para un Estado el despliegue de actividad privada de
sus nacionales en un territorio, a efectos de corroborar su soberanía, ha sido
escasamente reivindicado en los conflictos que estamos examinando; pudiendo
únicamente referir dos supuestos que hacen alusión a actos de particulares
relacionados con la explotación del territorio:
u Los vecinos de Tenedores, El Cinchado y Barra del Motagua, solicitaron
del Ministerio de Hacienda de Guatemala, en 1875, tierras para usos comunales;
además, los habitantes de las aldeas del Valle de Motagua se dedicaban a la
117
extracción de zarza
• La ocupación de Dhara Banni, Chhad Bet y Pirol Valo Kun, en el
Pakistán, viene confirmada por las actividades de individuos
fundamentalmente por la utilización de los campos para el cultivo y
durante cientos de años, así como el ejercicio de la pesca en
118existentes
Vid. Alegato de Guatemala.... op.cit., p.45l.
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3. Otros actos también invocados
.
Si bien la prueba relativa a los actos desarrollados por particulares es
deficiente, circunstancia que a nuestro parecer no resulta especialmente destacable
dado el limitado valor de los mismos, lugar más importante ocupan las
manifestaciones de autoridad procedentes de esos otros entes sociales más
incardinados al Estado.
En lo concierne a las Compañías de comercio y colonización, la referencia a
las mismas la localizamos en un único supuesto, la delimitación de la Guyana
británica; constituyendo en este caso, el grueso principal del título posesorio de
Gran Bretaña. Como sucesor de Países Bajos a dicho territorio, el apoyo del título
británico no sólo comporta la prueba de su continuación en la soberanía sucedida -
actos que han sido examinados en el lugar correpondiente de las páginas
precedentes-, sino la prueba previa de la existencia de dicha soberanía holandesa
en el momento de la sucesión; esta labor se reconduce a la exposición de la
actividad desplegada por la Compañía holandesa de la Indias Occidentales,
fundamento del título de Paises Bajos.
• Monopolio del comercio: los holandeses descubrieron las rutas de
comercio a través del río Branco, el río Negro y el Amazonas, ejerciéndolo de forma
exclusiva y esforzándose por organizar el tráfico. Una comunicación del
comandante de la Compañía de las Indias Occidentales, 20 octubre 1679, acusa
un comercio regular en la cuenca del Ruppuni; desde 1699 a 1704, el diario del
fuerte holandés de Kijkoveral, en el Essequibo, indica a Ruppuni como centro del
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comercio con los indios
• Establecimientos: en 1731, un agente de la Compañía enviado al
Essequibo recibe la orden de extender la posesión lo más lejos posible; tres años
más tarde funda la población de Arinda, cerca de la desembocadura del
120Siparuni
• Fuerza armada: un documento de 1695 menciona la defensa que los
121
holandeses ejercían para los indios del río Negro
En cuanto a la actividad manifestada por la Organización eclesiástica, las
más importantes alegaciones en este sentido, pero no únicas, las conforman las
efectuadas por los Estados hispanoamericanos ligados por el uti oossidetis iuris, al
solaparse los limites administrativos con los eclesiásticos y producirse un
desdoblamiento de autoridad.
u Fundación de misiones y poblaciones: hacia 1833, el reverendo Armstrong
estableció una misión protestante en Pirara 122•
- Según consta en un informe de 1864, el misionero español, D.Manuel de
Subirana, emprendió sus trabajos apostólicos entre las selvas de Honduras y, en
pocos años, logró fundar varios pueblos en los Departamentos de Yoro y Olancho,
¡19 Vid. Memoria de Gran Bretaña, p.23.
‘~ Vid, ibídem, pp.27—25.
¡21 Vid, contra—memoria de Gran Bretaña, p.S8.
122 Vid. Contra—memoria de Cran Bretaña, p.119.
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dependientes del Obispado de Comayagua123.
• Nombramiento de capellanes: el Obispo de Comayagua, al crearse nuevos
pueblos en su jurisdicción, nombró capellanes para Roatán, Rio Tinto y Cabo de
Gracias a Dios, para organizar convenientemente el servicio espiritual de sus
fieles124.
• Celebración de matrimonios: se recogen extractos de documentos
referidos a dispensas matrimoniales otorgadas por el capellán de Cabo de Gracias
a Dios, años 1791-1972, en nombre del Obispo de Honduras125.
- En el otro conflicto fronterizo que dirimió Honduras <con Guatemala>
también alega como actividad correspondiente a la autoridad eclesiástica,
desarrollada en el perIodo 1787-1885 por los Obispos y el Clero de Honduras,
tanto el otorgamiento de dispensas matrimoniales, como el cumplimiento de las
126
diligencias matrimoniales y el levantamiento de actas de matrimonio
• Celebración de bautismos: en 1859, el Cura párroco de Esquipulas bautiza
a vecinos de varias aldeas del territorio fronterizo con Guatemala disputado127.
• Recaudación de impuestos: un documento de 20 marzo 1793, refiere la
recaudación diezmal de las Parroquias de Omoa, Trujillo, Rio Tinto y Cabo de
123 Vid. Alegato presentado por los representantes..... on.cit, pp.91—92.
Vid. ibídem, p.86.
Vid. ibidem, pp.SS-SS.
126 Vid. Aleaato de Honduras.... on.cit, pp.57—60.
¡27 Vid, ibídem, p.5S.
410 Capítulo VI
Gracias a Dios, adscritas al Obispado de Honduras’28.
- Semejante actividad se refiere respecto de las parroquias de dicha diócesis
situadas en la frontera de Guatemala129.
• Visitas pastorales: como la de Fray Fernando Cadiñanos, Obispo de
Comayagua, en 1791 a su diócesis; en el informe de la misma cita varios lugares
en disputa con Guatemala. O la llevada a cabo por el llmo.Sr.Obispo de Honduras,
D.Francisco Vélez, en los años 1890 y 1891130.
6> PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA EN LOS CONFLICTOS DE DELIMITACION
REGULADOS POR EL DERECHO INTERNACIONAL
.
Podemos localizar otros conflictos de delimitación territorial -planteados ante
una instancia arbitral- en los que, en mayor o menor medida (más bien en el último
sentido>, se ha hecho no sólo alusión a la posesión efectiva del territorio que con
el trazado se reivindica, sino que se han presentado pruebas del ejercicio de esa
soberanía sobre el mismo. Nos estamos refiriendo a controversias en las que no
hay reconocimiento expreso al árbitro del poder de dictar en equidad, lo cual
supone, que la decisión de este último deberá basarse exclusivamente en derecho;
128 Vid. Alegato presentado por los representantes.... op.cit., pp.9O—9l.
129 Vid. Alegato de Honduras..... on.cit., p.59.
‘~ Vid, ibídem, p.6O.
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es decir, que a diferencia de lo que ocurría en los conflictos anteriormente
reseñados, el árbitro no puede rechazar la prueba presentada por las Partes como
insuficiente, sino que ha adquirido la obligación de responder a los títulos invocados
por éstas y decidir comparativamente cuál es la más fuerte. Afirmación que tiene
una segunda lectura, igualmente interesante a los fines de nuestro estudio: la
conciencia de las propias Partes, al afrontar la composición de la prueba de su
título, de que el árbitro viene ineludiblemente vinculado por ella.
u De los numerosos litigios de fronteras referibles, la ambigOedad de un
tratado de límites - que provoca “reivindicaciones intransigentes~ y falsa
concurrencia de soberanía- constituye el móvil de muchos de ellos, no faltando en
los mismos, como instrumento probatorio de interpretación, la referencia a la
posesión. En este sentido, podemos citar el asunto de la frontera del Nordeste
,
EE.UU..- Gran Bretaña, especialmente sobre el reconocimiento de la fuente más al
noroeste del Connecticut tal y como lo menciona el Tratado de Paris de 1783,
resuelto por el laudo de 10 enero 1831132. Tal fue el objeto del posterior laudo
de 1870, sobre la frontera del Este’33 entre Orange y la República de Sudáfrica,
en el que el árbitro debía identificar la frontera contenida en el convenio de 1852;
así como el asunto de Maroni, en el que el Emperador de Rusia debía determinar
Nos servimos de la elocuente expresión utilizada por LAPRADELLE et
POLITIS, en “Affaire de la frontiére de ]jEst”, RSA., vol.II, p.579.
Sentencia dictada por el Rey de Paises Bajos, cfr. LAPRADELLE et
POLITIS, R.S.A., vol.I, pp.371—377.




el curso de dicho río, que separaba el territorio de la Guyana francesa y
holandesa134. Igualmente, el Rey Victor Manuel III de Italia debió determinar iQ.s
limites del Reino de Barotseland, según el tenor del tratado de 1891 entre Gran
Bretaña y Portugal135; en todos estos casos, el árbitro tuvo siempre en
consideración el ejercicio de autoridad gubernamental sobre el territorio.
En el asunto de Walvis Bav136, el árbitro designado por el Rey de España
interpretó la delimitación contenida en el Acta de anexión de 1878, en el sector
correspondiente a las posesiones británicas de Walvis Bay (descubierta por éstos>
y la nueva colonia alemana del Sud-oeste africano, haciendo uso de la ocupación
efectiva como criterio aplicable que da la razón a Gran Bretaña. Por su parte, el
tribunal que conoció del asunto del C~n.aLUt~.a.gj~, obligado a resolver en derecho
la interpretación del tratado de límites de 1881 entre Argentina y Chile137 (labor
que -tal y como indicamos en el capítulo IV- ya había dado origen a dos arbitrajes,
en los años 1902 y 1966 y que, posteriormente, ha motivado el último laudo de
1994 en relación a la zona de la Laguna del Desierto’38), invoca los cánones
134 La sentencia correspondiente es de 13/25 mayo 1891, cuyo texto se
recoge en MARTENS, N.R.G., 2As., XVIII, pp.100—lOl..
Laudo de 30 mayo 1905, en U.N.R.I.A.A., vol.XI, ppSS—89.
[36 sentencia de 23 mayo 1911, en U.N.R.I.A.A., vol.XI, pp.267—308.
137
El texo del laudo de 1977, que ya ha sido objeto de estudio en el
capitulo IV <vid.¡MPE¡, pp.223—225>, se recoge en I.L.M., vol.XVII, 1978,
pp. 632—679.
138 Más concretamente el objeto del, litigio, en el caso de la Laguna del
Desierto, radicaba en decidir el recorrido de la traza del limite en el sector
comprendido entre el Hito 62 y el Monte Fitz Roy de la 3’ Región definida en
el número 18 del Informe del Tribunal Arbitral de 1902 y analizada en el
párrafo final del. número 22 del citado Informe, para lo cual el Tribunal
deberla decidir interpretando y aplicando el Laudo de 1902 <laudo que tenía
por objeto la interpretación del Tratado de Limites de 1881, como ya hemos
advertido); vid. Compromiso arbitral de 31 octubre 1991, artículos 1 y II,
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tradicionales de interpretación recogidos en el Convenio de Viena sobre derecho de
jQaJrnn~9.~, pero con el apoyo de los mapas y los actos de jurisdicción chilenos,
que si bien no son título autónomo, constituyen un argumento de primer orden en
la confirmación de su decisión.
Y, por supuesto, el caso de IakW~, en el que un tribunal arbitral fue
requerido, por primera vez, para decidir la correcta localización de los pilares
fronterizos de la frontera internacional reconocida entre Egipto e Israel a través del
Anexo 1 del tratado de 1979; pues, aun cuando el laudo no especifica cuál ha sido
el principio aplicado en su decisión, la noción que parece haber influenciado el
razonamiento de la mayoría es la del control efectivo y el ejercicio de poder estatal,
por parte de Egipto, como constitutivo de una interpretación auténtica que
prevalece sobre el título legal.
• Junto a estos conflictos, centrados en la correcta interpretación de una
frontera convencional, podemos referir otros, en los que, si bien se trata de litigios
de delimitación territorial, no existe en sentido estricto un título jurídico aplicable;
por lo que los argumentos de las partes oscilan entre los criterios naturales y
geográficos, y el importante juego de la posesión efectiva. En el AiQj...4~
CravairolalW, controversia que prueba claramente la innecesaria distinción
Original mecanoarafiado, p.lO.
Vid, texto del laudo de 1988, en I.L.M., vol.XXVII, 1988, ppl42l—
1538.




delimitación-adquisición, pues al plantearse la delimitación de esta zona entre Italia
y Suiza, el problema derivó en determinar la soberanía sobre el Alpe; para lo cual,
frente al criterio geográfico suizo, Italia hizo valer la transferencia al Estado de la
posesión privada. Gran Bretaña y Venezuela, decidieron someter al árbitro su
controversia fronteriza bajo la consideración esencial de la posesión continuada.
dando entrada, incluso, a la posesión de particulares. Criterio este último que tuvo
su relevancia en el asunto de Grisbad~rna, conflicto de delimitación marítima que
contiene implícita la cuestión de la soberanía del banco de arena de GrisbadArna,
para lo cual el tribunal arbitral funda la parte principal de su decisión en la doctrina
de la ocupación efectiva sueca141. También resulta incluible en este apartado el
asunto de la delimitación fronteriza entre Costa Rica y Panamá, analizado en el
capítulo IV, por su consideración de la posesión en su vertiente integradora del ntJ
oossidetis 142
Por último, aun conscientes de que no se trata de un auténtico arbitraje
internacional -pues su objeto es delimitar la frontera interna de dos miembros de
una Federación-, no podemos dejar de referirnos al arbitraje entre los Emiratos de
Dubai y Shariah143, por la importante relevancia internacional que comporta en
la teoría de la efectividad de la ocupación. En efecto, el tribunal arbitral,
considerando aplicable el derecho internacional al fondo del asunto, da entrada al
141 Laudo de 23 octubre 1909, en R.G.D.I.P., 1910, pp.l81—187; el
anteriormente mencionado es de 3 octubre 1899, y se recoge en MARTENS, N.R.G
.
21s, pp.581—587.
¡42 Vid. supra, pp.214—216.
La fecha del laudo es de 19 octubre 1981 (original mecanografiado)
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criterio del control efectivo de Dubal unido a la aquiescencia de Sharjah.
Trataremos de afrontar ahora la exposición de aquellos actos que han sido
alegados por los Estados afectados, en los conflictos reseñados, como prueba de
su ejercicio de soberanía sobre los territorios en disputa, haciendo notar,
previamente, que partimos de un condicionante negativo: la imposibilidad de
acceso a los documentos escritos de las Partes. Por ello, nuestra labor se va a ver
limitada a la referencia que de los mismos se hace en los propios laudos arbitrales.
1. Actos de tipo estatal
.
Las alegaciones principales de las Partes giran entorno a una afirmación
general de ejercicio de autoridad gubernamental sobre el territorio objeto del litigio,
que, sin embargo, podemos identificar a través de algunos actos concretos:
A) JURISDICCION PENAL.
Tan sólo reconocemos una alegación de este tipo de actividad en el arbitrje
de Walvis Bav, siendo invocadas causas criminales por ambas partes:
- En efecto, Alemania alude al juicio celebrado por Mr.Simpson contra un tal
Jan Junker Afrinkander, por el ahorcamiento de Berg Damara en el territorio alemán
situada a 600 yardas de Rooibank. Como prueba de que el crimen fue cometido en
territorio alemán presenta como testigo al propio Mr.Simpson, que declara en ese
sentido.
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- Por su parte, Gran Bretaña refiere la detención de un delincuente y
posterior castigo del mismo, por comisión de un acto ilegal, por jueces británicos
en Ururas144.
E) JLJRISDICCION CIVIL.
Italia, en el asunto del Atoe de Cravairola, recoge como acto de jurisdicción
civil, una sentencia de 1 julio 1367 dictada por el Vicario de Matterello, sobre el
territorio de Domodossola; dicha sentencia revoca una venta de parte del Alpe, nula
en razón de la minoría de edad del vendedor; probando así que el Alpe era territorio
italiano y que el Crodo, Pontemaglio y Domodossola formaban parte del Ducado de
Milán.
- Incluible como ejercicio de administración de justicia es el nombramiento
de jueces, por parte, tanto de los príncipes que gobernaban el Ducado de Milán,
como de los soberanos de Saboya, para conocer de los litigios civiles y de las
causas penales que surgen en toda época en los límites del Alpe de Cravairola146.
C) EJERCICIO DE LA ADMINISTRACION.
El hecho de administrar los asuntos concernientes a un territorio, de forma
habitual y continuada, es una aseveración abstracta, que se presenta como
manifestac¡ón de la soberanía sobre el mismo, efectuada por Sudáfrica respecto de
144 Vid. U.N.R.I.A.A., vol.XI, pp.301—302 y 306, respectivamente.
145 Vid. Memoria de Italia, 19 agosto 1874, en LAPRADELLE et POLITIS,
R.SA., vol.III, pp4SB—49L
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los territorios situados en las riberas orientales de los afluentes del Vaal146.
Igualmente encontramos afirmado este ejercicio en otros casos, pero cristalizado
en los siguientes actos:
u El asentamiento en un territorio se materializa, en primer instancia, en la
creación de poblaciones y establecimientos. La concesión para efectuar tales
asentamientos en la región de Madawaska, fue otorgada por el gobernador francés
de Canadá a los ingleses en 1683147.
- Tanto Costa Rica como Panamá, en su calidad de sucesora de Colombia,
alegan su respectiva ocupación de los territorios en conflicto, manifestada a través
148
de la fundación de establecimientos
- El decreto chileno de 1892, publicado en el Boletín Oficial, encomienda la
colonización de la región del Beagle; como consecuencia, se estableció una oficina
en Lenox149.
• La instauración de una red de servicios públicos, fue efectuada por Chile
en la región del Beagle; concretamente, en 1905 se inauguró un servicio postal y
se dieron los primeros pasos para la instalación del correspondiente servicio médico
y de educación pública en LenoxíW.
146 Vid. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.II, p.579.
147 Vid. LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A., vol.I, p.366.
148 Vid. U.N. .R.I.A.A., vol.XI, p-533.




- Un complejo cordón sanitario fue establecido en el Alpe de Cravairola por
las autoridades italianas, ante las epidemias que habían asolado la región151.
U El nombramiento de jetes subalternos, así como la investidura en sus
cargos, suponen, teniendo en cuenta la organización interna de las tribus, el
ejercicio de autoridad gubernamental por parte del Rey de Barotse. Este hecho
viene, asimismo, corroborado por la prueba oral que constituye el testimonio del
Rev.Adophe Jalla, que declara el sometimiento de la población a la administración
de Barotse en 1892152.
U Competencia de las autoridades locales es la investigación de cadáveres,
como la efectuada por el Pretor de la comuna del Crodo respecto del cadáver
hallado en el Alpe de Cravairola; sus restos fueron transportados a Crodo e
inhumados en el cementerio comunal153.
• Asimismo, la regulación del sistema de aduanas respecto de los límites de
un territorio supone un acto de dominio sobre el mismo; la aduana italiana incluye
y ha incluido en su campo de operaciones, la vasta extensión que va desde la
Tremelina al lago Gelato, comprendiendo en la misma toda Cravairola154.
~ Vid. Memoria de Italia.... ov.cit., p.495.
¡52 vid. !J.N.R.I.A.A, vol.XI, p.68.
Vid. Memoria de Italia.... oo.cit., p.495.
~ Vid. _____
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u Las alegaciones respecto de la conducta de Chile posterior a 1902,
efectuadas en el asunto de la Laguna del Desierto, hacen referencia al ejercicio de
funciones públicas en los territorios en disputa por parte de autoridades locales
chilenas155
D> ACTIVIDAD LEGISLATIVA.
Clara manifestación de la soberanía sobre un territorio es la dotación al
mismo de un ordenamiento legislativo. Tal es la alegación presentada por Italia,
respecto del estatuto del Crodo, aprobado por los príncipes del Ducado de Milán
y los soberanos de Saboya, publicado igualmente en Val Maggia. Dicho estatuto,
en vigor desde 1650 hasta 1837, regulaba materias tales como la utilización de la
156
hierba o la expulsión de extranjeros
E> EJERCICIO DEL ORDEN PUBLICO Y LA DEFENSA: FUERZAS ARMADAS
Y DE POLICíA.
Nuevamente nos enfrentamos a la innegable realidad de que se trata de la
actividad más comúnmente invocada como prueba del ejercicio de soberanía sobre
un territorio.
u El Gobierno de EE.UU. estableció ciertas fortificaciones en la frontera
Noreste, como es el caso del Fuerte ‘Rouse’, en el convencimiento de que el
cfr. Laudo de 21 octubre 1994, original mecanografiado, p.llO,
pa. 168.
156 Vid, ibídem, p.49l.
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territorio era suyo157.
• En el cumplimiento del orden, el cuerpo de carabineros reales del puesto
de Crodo, se desplazó al lugar del Alpe de Cravairola donde había sido hallado un
cadáver, para establecer el carácter accidental de la muerte y excluir toda
posibilidad de que se tratara de la comisión de un delito158.
u El Gobierno holandés estableció varios puestos militares sobre la región del
159Awa, en su frontera con Francia
u El principal argumento posesorio tanto de Dubai como de Sharjah,
descansa sobre el establecimiento de patrullas, así como de fuerzas de policía en
el territorio disputado, para mantener el orden el mismo. Varios documentos son
presentados por Sharjah en este sentido, como prueba del intensivo control policial
de la zona en los años anteriores a 1970. Por su parte Dubai se refiere a varios
incidentes concretos, acaecidos en 1970 y 1972 en Al Mamzer, sofocados por
patrullas bajo su autoridad, según consta en los propios registros de la policía;
además de la actividad habitual de patrullaje regular de la zona160.
• Israel refiere, a su favor, la colocación de puestos militares turcos, así
como de tropas en la zona de Taba161.
157 Vid. LAPR>IDELLE st POLITIS, R.S.A., vol.I, p.377.
Vid. Memoria de Italia.... ov.cit., p.496.
159 Vid. MARTEN5, N.R.G., 2’s., XVIII, p.lOl.
Vid. Original mecanoarafiado, pp. 121—122, 133—137, 140—141 y 144—146.
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E> ACTIVIDAD REGISTRAL.
Actos de registro, concretamente relacionados con la elaboración del
catastro, han sido invocados como prueba de soberanía tanto por parte de Italia
como de Suiza. La primera refiere la revisión catastral de dos provincias de Turin
y Novare ordenada por el Gobierno italiano, lo cual llevó a dos técnicos a Cravairola
para revisar la superficie, medirla e incluirla en el catastro. Por su parte, Suiza,




El reconocimiento por otros Estados, fundamentalmente por el que reivindica
el territorio, como prueba de soberanía es alegado por Paises Bajos; en este caso
se trata de diversos documentos de autoridades francesas, en los que se contiene
implícito el reconocimiento del sometimiento de la población de Maroni a la
dominación holandesa163.
H> DISPOSICION ADMINISTRATIVA SOBRE BIENES INMUEBLES.
u Prueba de una actividad de tal carácter es el sistema de arrendamiento de
tierras públicas situadas en Lenox, inaugurado por Chile en 1894, como
consecuencia de una ley de 1893, que aparece publicada en el Diario Oficial164.
162 vid- Memoria de Italia.... oo.cit., p.495, y Memoria de suiza, 18
agosto 1874, en LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A., vol¿LII, p.481.
163 Vid. MARTEN5, U.R.G., 2’s, p.lOl.
164 Vid, sentencia, p.lOl. pa.l66(b) en I.L.R., ntS2, p.221.
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u La parte más importante del volumen probatorio presentado por Chile, en
relación a su ejercicio de administración sobre el territorio que entendió le otorgaba
el laudo de 1902 -alegado como elemento útil para confirmar la interpretación del
laudo en el estudio de sus componentes165-, se centra en diversos actos de
disposición sobre inmuebles situados en el territorio que entiende le otorgaba dicho
laudo. Concretamente se refiere al otorgamiento de títulos de propiedad en la zona
a Ismael Sepúlveda en 1937, y a Evangelista Gómez en 1934, según consta en el
Informe y plano elaborados Dor el Ingeniero Fernández Corree, encargado de marcar
en 1933 los lotes posteriormente otorgados160.
Igualmente alega, como acto de adminitración, varias concesiones de tierras
en esos lugares, tanto a pobladores chilenos como a extranjeros; es el caso de la
llamada Concesión Freudenburg de 1 9Q4167•
1) SISTEMA DE CONCESIONES.
• En forma abstracta, sin especificar supuestos, se refiere que la República
de Sudáfrica ha otorgado concesiones sobre los afluentes del norte y sur de
VaaI’68.
• Gran Bretaña presenta como prueba de su ocupación efectiva de la zona
Idea que sustentamos y que parece igualmente retener Galindo Pohí,
en su opinión disidente en este asunto de la Laguna del Desierto <cfr.Original
mecanografiado, ppA74—175); contamos, además, con el apoyo que supone el
precedente de). asunto del Canal de Beaple, ya citado.
cfr. ibidem, p.llO, paAGS, y p.í76-
¡67 cf r. suora
.
Vid. LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A., vol.II, p.579.
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de Walvis, el otorgamiento de la concesión del establecimiento y mantenimiento
de los jardines de los magistrados residentes de Walvis Bay, así como de las tierra
en Rooibank y Ururas169.
• El descubrimiento de yacimientos auríferos en Lenox y Nueva, llevó a Chile
a establecer un sistema de concesiones, tal y como la que en 1896 otorgó a un
ciudadano británico, Thomas Bridges, sobre Picton170.
J> OBRAS PUBLICAS.
u El levantamiento de diversas construcciones por parte de las autoridades
pertinentes, configura el grueso principal del título de Suecia sobre el banco de
Grisbadárna, dado que son los únicos actos realizables habida cuenta de las
peculiaridades geográficas del terreno. Tal actividad viene constituida por la
instalación de un barco-faro, por las operaciones de balizaje de la zona, y de
medición del mar171.
U Tanto Sharjah como Dubai alegan la construcción de obras públicas como
prueba de su posesión efectiva del territorio. El primero se refiere a la construcción
de edificios en una zona industrial al sur de Nahada Amair y Hadhib Azana. Dubai,
alega la construcción de siete u ocho pozos en el área disputada172.
169 Vid. U.N.R.I.A.A., vol.XI, p.306.
170 Vid, sentencia p.1Ol, pa.166<b>, en I.L.R., n252, p.221.
171 VId. R.G.D.I.P., 1910, p.186.
172 Vid. Original mecanografiado, pp.170 y 199, respectivamente.
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K) ESTUDIOS CARTOGRAFICOS.
• Como material confirmatorio de sus alegaciones interpretativas del tratado
de 1881, Argentina y Chile presentan un volumen ingente de mapas de variado
carácter, que asciende, en el caso del Canal del Beacle, a un total de cuatrocientos,
siendo inferior en el de la Laauna del Desierto173, entre los que se recogen los
Mapas oficiales del Ministerio de Agricultura y la Dirección General de Tierras de
Argentina, de 1911 y 1918.
• En el mismo sentido, se presentan tanto los mapas (el mapa de 1935-38
de Sinai>, por parte de Egipto, como las publicaciones técnicas <tales como el
Statiscal Yearbook of Eavot de 1909> en el caso de Israel”4.
Como apunte final a la exposición de la prueba de la soberanía a través de
actos estatales, creemos obligado referirnos de forma separada -por la innovación
que supone en este ámbito- a la utilización por vez primera de un singular
instrumento probatorio de tal actividad: el testimonio a través de videa175. En
efecto, tal y como apuntabamos en el primer capítulo de nuestro trabajo, en el
asunto de la Lacuna del Desierto se recurrió, por parte de Chile, a la relegada figura
173 El valor de la cartografla en el asunto del Canal de Beagle ha sido
ampliamente abordado en el capitulo IV, por lo que nos remitimos a todas las
observaciones entonces efectuadas (vid. suora, pp.260—261>. Para el otro
asunto de 1994, cfr. Oripinal mecanocrafiado, pp.109—110, pa.165 a 167.
174 vid- I.L.M., vOLXXVII, 1988, pp.1473 y 1485, respectivamente.
Vid. Memoria de la República de Chile, vol.2, 31 agosto 1992, Anexos
documentales n’11S a 123 (citado en la Contrarnernoria Argentina, 1993, capítulo
7, pp.254—295); y Ultima sesión de las exposiciones orales, Acta de 13 abril
1994.
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del testigo, siguiendo en este sentido la pauta marcada por El Salvador, en el
asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima que lo enfrentaba
con Honduras, al presentar en la fase oral a un ciudadano salvadoreño como prueba
de su soberanía sobre Meanguera176. Sin embargo, el recurso al testimonio en
el citado arbitraje se convierte en algo novedoso al no venir prestado el mismo
personalmente ante el Tribunal arbitral, sino al ser reproducido ante el órgano
jurisdiccional a través de la técnica de un video que recoge el testimonio de un
ciudadano chileno, Ismael Sepúlveda Rivas <chileno de nacimiento), que se había
instalado con su familia al norte de la Laguna del Desierto; a través de dicho
testimonio Chile pretende demostrar su presencia efectiva en el territorio objeto de
la controversia.
2. Actos realizados ~or particulares
.
Con el valor ya indicado de corroborar un control estatal, se alegan las
siguientes actividades desplegadas por individuos:
• El título italiano al Alpe de Cravairola descansa, fundamentalmente en la
posesión privada del mismo por particulares, posteriormente transferida al Estado
que ha continuado en su soberanía.
En este sentido, se alega, en primera instancia la posesión física por
particulares: varios documentos fechados entre los años 1345, 1367, 1406, 1454
y 1497, demuestran las adquisiciones del Alpe de Cravairola hechas por la Comuna
YA




del Crodo y las gentes de Pontemaglio en una época en que el cantón de Tessin,
y, en consecuencia, Val Maggia, formaban parte de Milán177.
• Estos particulares han efectuado, también actos de disposición sobre los
inmuebles de su propiedad: instrumento de venta, 24 febrero 1406, de una parte
del Alpe; nueva venta efectuada por el Crodo en 1786178.
• La explotación de recursos naturales, concretada en el ejercicio de la
pesca, ha sido presentada por Suecia; sus pescadores faenaban habitualmente por
las aguas de Grisbadárna, explotando los bancos de bogavantes, para lo cual se
ayudaban de las embarcaciones necesarias al efecto’79.
u La última referencia a las actividades de individuos privados la localizamos
en el arbitraje de DubiLy..it¡arjÉ, en el que ambas Partes recogen referencias a
dichos actos, concretamente a sus derechos de propiedad en la zona, como prueba
de su propio control efectivo180.
A diferencia de todos los conflictos hasta ahora examinados, ya sean de
adquisición, ya lo sean de delimitación territorial, en los últimos referidos no
encontramos referencia alguna a otro tipo de prueba de soberanía: la que deriva de
la actuación de las Compañías de Comercio y colonización bajo mandato del
Estado, por un lado, y de la actividad eclesiástica, con carácter propio, por otro.
vn Vid. Memoria de Italia..... op.cit., p.488.
~ Vid. j~j4~g~, p.494-
Vid. R.G.D.I.P., 1910, p.186.
Vid, original mecanografiado, p.119.
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Esta ausencia, que no podemos catalogar como laguna, es reseñable como
indicativa del carácter de prueba supletoria de tal actividad frente a auténticos
actos de autoridad estatal, no estrictamente necesaria cuando estos últimos
resultan suficientes para probar el ejercicio de la soberanía.
SECCION 3~: LOS RESULTADOS DE LA PRACTICA.
El árbitro o tribunal arbitral, en su caso, tiene la obligación ya indicada de
comparar los títulos jurídicos invocados por las Partes, en atención a la prueba
concerniente por ellos mismos presentada. En este sentido, como muy bien ha
indicado el tribunal arbitral que conoció del asunto de Taba
,
“the Parties agree that, if evidence of one Party is not conclusive in
itself, the Tribunal has to weight the evidence of one Party against
that of the other, and the decision will be in favour of the Party with
the ‘better claim”181.
Obligación asumida de decidir el más fuerte, aun cuando se enfrente a dos títulos
insuficientes. Situación que se mantiene siempre y cuando no nos encontremos en
alguno de los supuestos reseñados de otorgamiento del recurso último a la equidad;
pues en éstos, a diferencia de los regulados estrictamente por el derecho, tanto el
árbitro como las Partes, son conscientes de la posibilidad de que aquél, tras el
181 Vid. I.L.M., vol.XXVII, 1988, p.l47O.
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pertinente examen de la prueba, no decida en favor del mejor titulo si éstos
resultan ser imperfectos, y determine una delimitación equitativa que responda a
aquellos cánones que mejor se ajusten a la justicia.
Teniendo presente esta realidad, corresponde ahora abordar la tarea última
de exponer el resultado final de ese examen de la prueba de la posesión efectiva
detallada en las páginas anteriores, llevado a cabo por el árbitro en consideración
a las circunstancias pertinentes de cada caso.
A) EFECTIVIDADES QUE HAN SIDO RETENIDAS
.
Para determinar cuáles de todas las actividades referidas, tanto estatales
como privadas, han sido consideradas como prueba suficiente del ejercicio de
soberanía sobre el territorio en el que se desarrollan, vamos a seguir el hilo de
exposición marcado en el apartado correspondiente del capitulo anterior, analizando
globalmente las correspondientes a los conflictos de adquisición y delimitación
territorial.
1. Actos de carácter estatal admitidos como Drueba
Retomando los diversos actos alegados como prueba principal de soberanía,
han sido considerados en ese sentido los siguientes:
u Las alegaciones de jurisdicción penal, presentadas por Gran Bretaña
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respecto del territorio de Walvis Bay, son la mejor prueba de su efectiva
ocupación182. A través de este tipo de actos, Guatemala ha mantenido también
su autoridad sobre el territorio que se extiende entre el Valle de Motagua y
Honduras británica183; lo mismo sucede con Pakistán, respecto del territorio de
Dhara Banni y Chhad Bet, pues para el resto del territorio fronterizo del Rann se
consideran más consistentes los actos de jurisdicción penal referidos por India’84.
• Los diferentes actos alegados como manifestación de jurisdicción civil
sobre el Alpe de Cravairola, por parte de Italia, son retenidas como prueba de su
ejercicio de soberanía’86. Las referencias de Honduras al despliegue de este tipo
de actos en el Valle de Copán, así como de Guatemala respecto de Sto.Tomás, son
igualmente consideradas como manifestación de administración judicial’86.
• En cuanto a las referencias de actividad administrativa, tanto central como
local, efectuadas por los distintos Estados, se han retenido como prueba válida:
- Las alegaciones de Portugal a los distintos establecimientos efectuados,
tanto en la isla de Bulama como en la bahía de Delagoa, para hacer efectiva la
182 Cfr. U.N.R.I.A.A., vol.XI, pp.307—308.
¡83 Cfr. U.N.R.I.A.A, vol.II, pp.1328—1329.
184 cfr. I.L.M., vol.VII, 1968, p.676.
cfr. LA PRADELLLE et POLITIS, R.S.A., volÁtIl, p.505.
186 Cfr. U.N.R.I.A.A., vol.II, pp.1344 y 1329, respectivamente.
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ocupación del territorio previamente descubierto187.
- Dentro de su ámbito competencial las autoridades italianas del Alpe han
ejercido positivamente: la instauración de un servicio sanitario, inclusión en la
organización aduanera italiana y el desarrollo de investigaciones sobre cadáveres
188
encontrados en dicho territorio
- La fundación de poblaciones, se ha considerado acto de ocupación, en el
caso de Argentina respecto de la región del lago Lacar, y en el de Costa Rica y
¶89
Panamá, respectivamente en la orilla oeste y este del río que les separa
- Las visitas oficiales efectuadas por autoridades centrales y locales
británicas al territorio de Guyana, se realizan en cumplimiento de sus funciones
como soberanos del mismo190
- Se entiende claramente ejercida la autoridad gubernamental por el Rey de
Barotse, a través de los nombramientos de Jefes subalternos efectuados por
aquél191.
- Se considera probado por parte de Honduras, el ejercicio de administración
en las materias de su competencia <fundación de poblaciones, nombramiento y
destitución de cargos, visitas oficiales...>, respecto de Trujillo, Rio Tinto y Cabo de
¡87 cfr. respectivamente, LA PRADELLE et POLITIS, R.5.A., vol.II, p.6I3
y vol-lil, p.637.
cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.III, p.SOO.
189 Cfr. U.ItR.I.A.A., vol.IX, p.37, respecto del caso de la cordillera
de los Andes; y vol.XI, pp.533-534, para Colombia y Panamá.
190 Cfr. R.G.D.I.P., 1904, p.l9.
191 Cfr. U.N.RJJ.LL, vol.XI, p.68.
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Gracias a Dios192.
- Amplia acogida han tenido todos los actos relacionados con la
administración de la Isla de Palmas, efectuados por autoridades holandesas; tales
son, el nombramiento y destitución de cargos públicos, la concesión de ayudas a
la población a cargo de fondos públicos, las visitas oficiales, o la realización de
193
informes hidrográficos sobre los recursos de la zona
- Han sido admitidos como prueba del ejercicio de soberanía sobre el primer
sector (río Motagua y Honduras británica> los actos administrativos presentados por
Guatemala en relación al mismo: nombramiento de cargos públicos, establecimiento
de aduanas, visitas oficiales y elaboración del censo de la población activa,
respecto de Sto.Tomás194.
- La prueba de actividad aduanera presentada por Pakistán, corrobora su
control sobre el sector de Dhara Banni. La elaboración de proyectos hidrográficos
sobre la región del Rann, por parte de India, demuestra su autoridad sobre la
misma195
- Por último, se aceptan como prueba los actos administrativos alegados por
Chile respecto de la región del Beagle: colonización del territorio y levantamiento
de poblaciones, e instauración de una compleja red de servicios públicos: postal,
192 Cfr. GROS E5PIELL, H., oo.cit., p.39.
193 Cfr. R.G.D.I.P., 1935, pp.195—196.
cfr. U.M.R.I.A.A., vol.II, pp.1329—1330.
195 Cfr. I.L.M., vol.VII, 1968, p.676.
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sanitario, educativo..
• Las escasas referencias al desarrollo de una concreta actividad legislativa,
materializada en disposiciones legales, han sido admitidas como prueba de ejercicio
de soberanía. Es el caso de la dotación de un Estatuto a la comuna del Crodo,
poseedora del Alpe de Cravairola, aprobado por autoridades italianas; de la
reglamentación organizativa otorgada porlas autoridades coloniales españolas a los
establecimientos de Rio Tinto y Cabo de Gracias a Dios, en la provincia de
Honduras; o, del decreto guatemalteco de 1878, que obligaba a la prestación
obligatoria a los habitantes de Sto.Tomás197.
• Respecto de las abundantesalegaciones probatorias referidas al despliegue
de fuerzas armadas y de policía, han sido varias las admitidas con tal valor: - las
fortificaciones que EE.UU., estableció en la frontera noroeste con Gran Bretaña,
como el caso del fuerte ‘Rouse’; - la instalación de fuerzas armadas y artillería en
la isla de Aves, por parte de Venezuela; - la construcción de varios cuarteles
militares en la isla de Bulama, y de fortificaciones en la bahía de Delagoa, así como
de una intensa actividad de defensa del territorio a cargo de Portugal; - la actividad
policial desarrollada en el Alpe de Cravairola por los carabineros reales del Crodo; -
los puestos militares holandeses establecidos sobre el Awa; - establecimiento
Cfr. I.L.M., vol.XVII, 1978, p.674.
Cfr. respectivamente, LAPRADELLE st POLITIS, E
4I2.L~ vol.III, p.SOO;
GROS ESPIELL, H., oo.cit., p-139; y, U.N.R.I.A.A., vol.II, p.1330.
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militar y levantamiento de fortines en la región del Lago Lacar, por Argentina; - la
intervención de la policía británica en la Guyana para el mantenimiento del orden
público; - los nombramientos militares para la región de Cabo de Gracias a Dios por
autoridades hondureñas; - las patrullas marítimas enviadas a Miangas por Países
Bajos; - así como las francesas de la Isla de Clipperton; - la actividad policial de
Sind, sobre Dhan Banni y Chad Bet, y de India sobre el resto del Rann; - y el
establecimiento de patrullas y de fuerzas de policía por parte de Dubai, en el
territorio disputado a Sharjah198.
• Sólo habíamos detectado una alegación de ejercicio soberano basada en
la celebración de elecciones: la de Guatemala, respecto de los territorios de la
jurisdicción de Sto.Tomás, que es admitida como prueba de su autoridad en ese
199
sector
• Igualmente se recoge la prueba presentada por Guatemala en relación a
la organización de la enseñanaza pública, en ese mismo sector de Motagua200.
• Los actos de registro que han sido admitidos son los referidos por Italia,
198 La referencia a la admisión por parte del árbitro correspondiente,
de estos actos, podemos localizarla, respectivamente en: LAPRADELLE et
POLITIS, R.S.A., vol.I, p.377; ibídem, vol.II, p.415; ibidem, pEl3; ibídem
,
vol.III, p.637; ibídem, p.500; MARTENS, N.R.G., 21w., vol.XVIII, p.1Ol;
U.N.R.I.A.A., vol.IX, p.37; R.G.D.I.P., 1904, p.19; GROS ESPIELL, E., on.cit.
p.139; R.G.D.I.P., 1935, p.196; A.J.I.L., 1932, p.39l; I.L.M., vol.VII, 1968,
p.676; Original mecanoarafiado, p.lSl.




respecto de la inclusión en el catastro de las tierras situadas en el Alpe de
Cravairola201.
• En el amplio mareo de las relaciones diplomáticas, son varias las
referencias a actos internacionales de reconocimiento por terceros a los que se
reconoce eficacia jurídica. Las obtenidas por Portugal respecto de los territorios de
isla de Bulama y bahía de Delagoa, tanto por las propias tribus que los habitan,
como por potencias extranjeras; en el mismo sentido, el reconocimiento a favor de
Paises Bajos sobre Maroni; el sometimiento a la soberanía británica obtenido de los
jefes que habitan la Guyana, a través de varias declaraciones; el propio
reconocimiento guatemalteco a la posesión hondureña sobre CopAn; o las
declaraciones británicas reconociendo la soberanía de Pakistán sobre el Rann202.
u Los actos dispositivas sobre inmuebles que han tenido la consideración de
prueba de soberanía son los títulos referentes a las concesiones de tierras del
dominio de la Corona situadas en el valle de Copán, alegadas por Honduras y
constitutivo de la mejor prueba de su titulo, así como la venta pública de un terreno
del Motagua a que se refiere Guatemala. Igualmente tiene eficacia prabatoria el
sistema de arrendamiento de tierras públicas situadas en Lenox, inaugurado por
201 cfr. LAPEADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.III, p.500.
202 Cfr. respecto de cada uno de los reconocimientos admitidos,
respectivamente, LAPPADELLE et POLITIS, EtA., vol.XI, p.613; ibídem
,
p.l9; U.N.R.I.A.A., vol.II, p.1361; e I.L.M., vol.VII, 1968, p.682.
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Chile’03.
U Varias concesiones para la explotación de servicios y recursos, otorgadas
a particulares por el Estado, han sido válidamente aceptadas. La conferida por
Venezuela para la extracción del guano en Aves; - las concedidas por la República
de Sudáfrica; - las referidas por Gran Bretaña respecto del territorio de Walvis; - la
concesión francesa del guano de Clipperton previa a su ocupación; - las otorgadas
por Guatemala para la explotación del río Motagua; y, - el sistema de concesiones
auríferas instalado por Chile en el Beagle’04.
Igualmente se ha admitido como prueba de la ocupación portuguesa de
Delagoa, el ejercicio del monopolio del comercio y de la navegación en dicha
205
zona
• En relación a la construcción de obras públicas, se constituyen como acto
de autoridad las siguientes levantadas en terreno litigioso: - todas las contrucciones
efectuadas por Suecia en el banco de Grisbad~rna, balizaje, faros..., en su
convicción de soberano; - igualmente, los trazados de carreteras realizados por
Pakistán respecto de Chhad Bet, y por India en otras zonas del Rann’06.
203 cfr. U.N..R.I.A.A., vol.II, pp.1349—1350 y 1330, respecto de Honduras
y Guatemala; e, I.L.M., voLXVII, 1978, p.674.
204 Cfr, respectivamente, LAPRADELLE et POLITIS, volÁLí, p.4l5; ibidem
,
p.579; U.N.R.I.A.A., vol.XI, pp.307—308; A.J.I.L., 1932, pp.391—392; e,
I.L.M., vol.XVII, 1978, p.664.
205 Cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A., vol.III, p.637.
206 cfr. R.G.D.I.P., 1910, pp.l86—187, e I.L.M., vol.VII, 1968, p.689.
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u Por último, las consideraciones geográficas de contigúldad, han sido
admitidas, aunque de forma subsidiaria, en la Isla de Aves, a favor de Venezuela,
y el la isla de Bulama, para Portugal207. Mientras que los estudios cartográficos,
lo han sido respecto de Honduras, en su frontera con Nicaragua; en Clipperton, a
favor de Francia; los presentados por Honduras, en relación al valle de Copán; tan
sólo uno de los presentados por Pakistán; y, en general, el material cartográfico
que apoya la pretensión chilena sobre el Beagle’08.
2. Actividad privada con valor probatorio
.
De las variadas alegaciones de posesión efectiva, realizadas por las Partes,
en las que se aportan como apoyo probatorio diversos actos realizados por sus
nacionales, bien a titulo confirmativo, bien como base principal, se han retenido:
• La extracción y explotación de recursos naturales: esta actividad ha sido
admitida como prueba de posesión en el caso de la isla de Bulama, realizada por
nacionales portugueses que talaban sus bosques; por pescadores suecos en
iabad.arn¡; en el caso de Guatemala y Honduras, en relación a la extracción de
zarza por guatemaltecos; y, en el asunto de Rann de Kutch, en el que la utilización
de las tierras de Dhra Banni y Chhad Bet por individuos privados confirma la
207 Cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.II, p.415 y 613,
respectivamente.
Cfr. GROS E5PIELL, H, o~.ait., pp.142—l44; A.J.I.L., 1932, p.39l;
U.N.R.I.A.A., vol.II, p.1330 y 1338; I.L.M., vol.VII, 1968, pp.671 y 684; e,
I.L.H., vol.XVII, 1978, p.664-
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posesión de Pakistán208.
• Los actos relacionados con la posesión física del territorio, y la
consiguiente disposición de sus inmuebles, contituyen la principal afirmación del
título italiano al Alpe de Cravairola, en base a su sucesión en la propiedad; así lo
ha entendido el árbitro al otorgar plena eficacia jurídica, como constitutivo de la
prueba del título italiano, a los actos posesorios desarrollados por la Comuna del
Crodo como precedente de la propia soberanía estatal210.
3. Otros actos igualmente admitidos como prueba
.
Retomando los actos que incluíamos en los apartados correspondientes,
respecto de los conflictos de adquisición y los de delimitación equitativa, y que
hacían referencia al despliegue de actividad no puramente estatal, pero si imputable
al Estado, la consideración que de los mismos se ha hecho en los diferentes laudos
arbitrales es arduamente positiva; en términos generales, puede afirmarse la
consideración de éstos como mecanismo apropiado para probar la soberanía
territorial del Estado a que se adscriben tales ‘entidades’.
• La actividad desarrollada por las Compañías de Comercio y colonización
,
como primer ocupante que actúa en nombre de un Estado, se equipara plenamente
a actividad estatal, tal ha sido la consideración obtenida en los casos en que se ha
209 cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., volÁtí, p.6l3; R.G.D.I.P, 1910,
p.186; U.N.R.I.A.A., vol.II, p.1330 <en este caso entendemos implícita la
aceptación, a pesar de su silencio, al tratarse de actos realizados sobre el
territorio que se otorga a Guatemala>; I.L.M., vol.VII, 1968, p.689.
210 cfr. LAPRADELLLE et POLITIS, R.S.A., vol.II, p.SOS.
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alegado.
- El titulo de Gran Bretaña al territorio de Guyana, fronterizo con Brasil,
deriva, en primera instancia, del ejercicio de autoridad manifestado por la Compañía
holandesa de las Indias Occidentales a través de los siguientes actos: monopolio
del comercio, fundación de establecimientos y despliegue de fuerza armada en
dicho territorio211.
- Más trascendencia ha conllevado la actuación de la Compañía holandesa
de las Indias Orientales, al suponer el sustento principal del titulo posesorio de
Países Bajos sobre la isla de Palmas, marcando un hito en este sentido; actividad
que se materializa en auténticos actos estatales: ejercicio de jurisdicción penal,
actividad de defensa y mantenimiento de orden público a través del establecimiento
de las fuerzas pertinentes, fiscalidad y conclusión de todo tipo de acuerdos y
contratos con los jefes de las tribus indígenas que habitaban la isla212.
u Menor relevancia ha adquirido el ejercicio de autoridad por a9int~iflJ~
igkzi¡. aunque sus referencias no han delado de adquirir alguna consideración,
expresa o implícita. En este sentido, entendemos que las alegaciones realizadas por
Gran Bretaña y Paises Bajos a la construcción de iglesias e impartición de la
educación por reverendos protestantes en los respectivos territorios, aunque no
han sido referidas expresamente en los laudos, han tenido su incidencia en el
otorgamiento a dichos Estados de los territorios reivindicados.
211 Cfr. R&L.DJZL~J, 1905, p.l9.
212 cfr. R.G.D.I.P., 1935, pp.l83—l88 y 193.496.
El ejercicio continuo y pacífico ... 439
- Las referencias de Honduras a diversos actos eclesiásticos efectuados en
Trujillo, Río Tinto y Cabo de Gracias a Dios, por parte del Obispado de Comayagua,
han adquirido la consideración de actos de jurisdicción en su disputa con
Nicaragua: nombramiento de capellanes, celebración de matrimonios, recaudación
de impuestos y levantamiento de poblados213.
BI EFECTIVIDADES QUE NO HAN SIDO ADMITIDAS COMO PRUEBA
.
En el lado opuesto a todos estos actos mencionados están aquellos otros
que, referidos como prueba de posesión efectiva presentada por los Estados, no
han alcanzado tal carácter; esta circunstancia no sólo se produce por su menor
peso específico en comparación con el titulo al que se oponen <en los arbitrajes de
delimitación examinados, a diferencia de la instancia judicial, no se produce esa
oponibilidad general entre posesión/titulo legal, que hacia decaer a aquél), sino
también por la desestimación general de ambos en recurso a la equidad.
1. Actos estatales rechazados
Por las razones apuntadas, se considera que no prueban suficientemente el
título de soberanía, los siguientes:
213 cfr. GROS E5PIELL, E., on.cit., p.l4O.
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• Tan sólo la alegación de jurisdicción criminal presentada por Alemania
respecto del territorio de Walvis Bay ha sido rechazada, inclusive su prueba
testifical, en favor de la mayor fuerza de la prueba británica214.
• Respecto de la actividad administrativa en general,
- La creación de establecimientos por parte de Gran Bretaña en la frontera
con EE.UU., no es base suficiente de decisión215.
- Las operaciones de agrimensura invocadas por Austria, aun constituyendo
un auténtico acto de soberanía, resultan insuficientes para determinar la frontera
a su favor216.
- La referencia de EE.UU., a la visita oficial a la isla de Palmas por parte del
general Wood, es ignorada por el árbitro2”.
- De modo global y absoluto, el tribunal arbitral que conoció del asunto de
la Laauna del Desierto ha rechazado toda la prueba relativa a actos de
administración presentada por Chile en el entendimiento de que “no se trataría de
actos de jurisdicción que hayan tenido la consistencia, la no equivocidad y, en
algunos casos, la efectividad requeridas para dotarlos de consecuencias relevantes
214 cfr. u.N.z.a.~.aj., vol.XI, pp.301—302.
215 Cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.I, p.373.
216 cfr. R.G.D.I.P., 1903, p.u432.
217 cfr. L.j±.Q.±.¡.J,1935, p197-
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en el presente caso”219
• Unicamente, no han sido adoptadas las alegaciones de despliegue de
fuerzas armadas presentadas por Brasil en relación a las fortificaciones levantadas
por Portugal, la referencia de EE.UU. al envío de cañoneros españoles a Palmas, y
el control policial invocado por Sharjah. En todos estos casos, porque la prueba de
la parte contraria era superior; mientras que en el de Guatemala, las tropas
enviadas al sector de Omoa, e Israel, el ejercicio de defensa por tropas turcas,
resultan inconcluyentes, rechazándose en favor de la equidad219.
• La única alusión a ejercicio de soberanía en Palmas por autoridades
españolas efectuada por EE.UU., relativa a recaudación de impuestos, es
insuficiente frente al volumen probatorio holandés. Una actividad similar invocada
por Pakistán es, igualmente, rechazada, pero en este caso por no ser practicada por
auténticos agentes estatales220.
U Los actos registrales relativos al catastro, realizados por Suiza respecto del
218 vid. Original mecanografiado, pp.llO—l11, pa.169. En apoyo de esta
decisión recoge una cita del T.I.J. en el caso del Templo de Preah Vihear
,
cuando éste se refiere a los actos de administración presentados Tailandia,
para rechazarlos igualmente, pues ••j~ difficult to regard such local acta as
overriding and negativing the consistent and undeviating attitude of the
Central Siamese authorities to the frontier Une as mapped” <I.C.J.Reoorts,
1962, p.30>.
219 cfr. R.G.D.I.P., 1904, p.19; R.G.D.I.P., 1935, p.197; Oricinal
mecanoarafiado, pA34; U.N.R.I.A.A., voLIX, p.1332; e, L.L.±.L~vol.XXVII,
p. 1485, respectivamente.
220 cfr. R.G.D.I.P, 1935, pA97, e I.L.M., vol.VII, 1968, pp.677—678.
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Alpe de Cravairola son de una fuerza menor a los similares llevados a cabo por
221Italia
• De todos los actos de reconocimiento que hemos podido identificar, carece
de valor el alegado por Brasil, respecto del reconocimiento de la soberanía
portuguesa sobre la zona fronteriza de la Guyana, mediante tratados con varios
países222.
• Se han desestimado varios actos de disposición de inmuebles: tanto la
venta pública de un terreno situado en el Oeil de la Mer, alegado por Hungría, como
la similar invocada por Austria, ambas en favor de una frontera equitativa;
asimismo, tampoco tiene acogida la propuesta de venta presentada por Honduras
respecto de terrenos baldíos ubicados en las islas de la desembocadura de Cabo
de Gracias a Dios’23.
La prueba presentada por Chile en relación al otorgamiento de títulos de
propiedad y concesiones de tierras sobre el territorio de la Laguna del desierto ha
sido, en el mismo sentido, rechazada por el tribunal arbitral224,
221 Cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.5.A., vol.II, p.500.
222 Entendemos implícito este rechazo, al hacerlo de todo el título
brasileño en global en favor del británico <cfr. R.G.D.I.P., 1904, p.19>.
223 cfr. GROS ESPIELL, E., oo.cit., p.146.
El rechazo global a toda la prueba de actos de soberanía posteriores
a 1902, se funda en la idea de que “no es (¡tu para arrojar luz sobre la
voluntad del Arbitro en 1902” <vid, original mecanografiado, pp.lOB—l09,
pa.162>. Opinión ésta, del tribunal arbitral, que, si bien cuenta con el apoyo
de la sentencia de 1966 en el caso del Rio Encuentros <cfr.U.N.R.I.A.A.,
vol.XVI, pA74>, parece olvidar, no sólo el conjunto de la práctica
jurisprudencia], en relación a La consideración del vaLor de Las efectividades,
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• Las construcciones públicas que Honduras invoca respecto de la orilla del
río Motagua, los trabajos de reparación ordenados por autoridades guatemaltecas
de varios caminos de Omoa, así como las presentadas tanto por Dubai como por
Sharjah, en relación a la construcción pozos y de edificios en el área fronteriza, no
225
pueden aceptarse como prueba consistente de un control efectivo del área
• Los argumentos geográficos y cartográficos, presentados por Paises Bajos
en relación a la dependencia natural de la isla de Aves respecto de la de Sabe, y
los numerosos estudios de geógrafos aportados, no tienen la suficiente entidad
para determinar le soberanía de la isla; igualmente, se entiende inadmisible como
método jurídico de atribución territorial, el principio de contigúidad que EE.UU.
invoca respecto de Palmas y el grupo de Filipinas. Por otro lado, las publicaciones
técnicas presentadas por Egipto en cuanto le adjudican el área de Taba, no
constituyen actos administrativos por lo que no tienen autoridad suficiente para
establecer una frontera. No cabe, tampoco, atribuir consecuencias decisivas a la
cartografía presentada por Chile y Argentina para sustentar sus alegaciones
226
respecto de la Laguna del Desierto
sino, más directamente aún, la opinión expresada en el asunto del Canal del
Beagle —que se enfrentó a idéntica situación— en cuanto al valor confirmatorio
que tienen los actos de jurisdicción posteriores de las Partes (cfr. I.L.M—
.
vol.XVII, 1978, p.664). En este sentido, nos situamos más en la línea de la
opinión disidente de Galindo Pohí <cfr.originaL mecanoaraf Lado, pp.175—1
76).
225 Cfr. respectivamente, U.N.R.I.A.A., vol.IX, pp.1348, 1351 y pp.1331,
1337; original mecanografiado, pp.170 y 199—200.
226 cfr. LAPRADELLE et POLITIS, R.S.A., vol.II, p.4l4; R.G.D.I.P., 1935,
p.182; EL.M., vol.XXVII, p.1485; y, Original mecanografiado, pp.109—llO,
pa.166—167, respectivamente.
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2. Actos realizados por particulares no considerados
.
Este examen jurisprudencial nos conduce a reseñar la existencia de dos
alegaciones de actividad privada que han sido recusadas.
• Por un lado, el titulo posesorio holandés a la isla de Aves ha sido
rechazado en su totalidad, en favor del título jurídico venezolano corroborado por
la efectividad de la fuerza armada. Dicha posesión holandesa se centraba
exclusivamente en la residencia temporal de la isla por nacionales suyos, que
además se dedicaban a ejercer la pesca y recolectar huevos de ave, lo que
constituye claramente -y así lo establece el árbitro- una ocupación precaria, un
titulo imperfecto227.
• Por otro, las alegaciones presentadas tanto por Dubal como Sharjah en
relación a actividades de individuos privados, na merecen consideración alguna a
juicio del tribunal, pues no ofrecen prueba de control efectivo sobre el
• 228
territorio
3. Otros actos rechazados como prueba
.
Habida cuenta de que toda la actividad desarrollada por las Compañías de
Colonización ha merecido la plena consideración de actividad estatal y, en
consecuencia, su plena admisión como prueba de ejercicio de soberanía, debemos
acudir a la actividad eclesiástica para encontrar cómo parte de ésta no ha logrado
227 dr. LAPRADELLE st POLITIS, U.S.A., voL.II, pp.4l4 Y 415.
228 cfr. Original mecanografiado, ppll9 y 209.
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probar el titulo presentado.
• Nos referimos al caso de la controversia fronteriza entre Guatemala y
Honduras. En este asunto, a pesar del reconocimiento, por el tribunal arbitral, de
la coincidencia de los limites administrativos y eclesiásticos (al tratarse de un
conflicto regido por el uti possidetis iuris) -lo que implica la importancia probatoria
que supone, a estos efectos, el ejercicio de jurisdicción eclesiástica-, dicho tribunal
no ha retenido en ningún momento la voluminosa prueba presentada por las Partes
al efecto. De esta manera, actos habituales de administración como la celebración
de matrimonios y bautismos, la extensión de dispensas, la recaudación de
impuestos o las visitas pastorales, que son referidos a través de documentos
escritos no prueban convenientemente la línea del control administrativo229.
Cl REFLEXIONES FINALES
.
No se trata aquí de establecer las conclusiones, que a nuestro juicio merece
esta amplia exposición de la prueba de las efectividades en la jurisprudencia
internacional; pues, habida cuenta de la multiplicidad de observaciones que nos
creemos en la obligación de efectuar, y teniendo presente que nos estamos
refiriendo al objeto central de nuestro estudio, no estimamos que sea éste lugar
oportuno para ello, postergándolo a la fase última del trabajo. Nuestra intención
ahora es la exponer tan sólo algunas ideas que han ido surgiendo al hilo de esta
229 Vid. TXN.R.I.A.A., vol.II, pp.1342—l347.
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ilustración.
De esta manera, actuando comparativamente con el capitulo anterior, se
hace necesaria una primera reflexión, cual es la mayor incidencia que ha supuesto
la prueba de ejercicio de funciones estatales en la práctica arbitral; pero, no sólo
en los conflictos de adquisición, sino, más aún, en los de delimitación. En este
sentido, parece confirmarse la afirmación que, en su tiempo, hiciera Max Huber y
a la que la práctica judicial examinada no se ha ajustado plenamente, en el sentido
de que el ejercicio continuo y pacífico de la soberanía territorial no sólo es un titulo
válido de adquisición , sino que “forme encore l’un des élérnents les plus
importants á considérer pour l’établissement des frontiéres entre les Etats 2~•
Asuntos como el de la isla de Bulama, la bahía de Delaooa o el de isla de Palmas
,
en los que la prueba de la posesión efectiva ha prevalecido sobre un titula legal
como el de cesión, por un lado, y los de la cordillera de los Andes, Walvis Bav, o
el canal de Beagle, casos en los que se impone la posesión sobre el título jurídico
a interpretar, y, por supuesto, el Ba LdtJSJadi. son las mejores pruebas de la
eficacia de las efectividades en la instancia arbitral.
Manteniéndonos en este plano comparativo, creemos, igualmente,
destacable la relevancia obtenida por la equidad en el plano arbitral, sobre todo en
la delimitación, con las repercusiones reseñadas respecto a la prueba. Esta
circunstancia ha dado origen a una realidad importante para nuestro estudio, pues,
‘~ Vid. Asunto de la isla de Palmas, R.G.D.I.P., 1935, p.164.
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al entrar en juego la equidad, en los supuestos en que ésta se reconoce, en todos
ellos el árbitro ha dado salida a la posesión efectiva, bien acompañando al titulo
jurídico, bien sustituyéndolo; es decir, aplicando la equidad, el resultado práctico
es la preferencia de la efectividad.
Por último, centrándonos en el plano concreto de los mecanismos de prueba,
además de las observaciones vertidas en el transcurso de la exposición, y referidas
a aspectos tales como: el reducido volumen de la prueba en los litigios de
atribución (circunstancia que se justifica en razones temporales que tendremos
ocasión de desarrollar en el próximo capítulo), la mayor entidad de ésta en los de
delimitación equitativa, o el protagonismo, en términos generales, de la actividad
policial y de defensa como instrumento de prueba de soberanía; estimamos que es
posible advertir algunos datos dignos de mención.
Quizá la nota más destacable la conforma la eficacia de la prueba no estatal,
y no tanto respecto de las Compañías de Comercio y colonización -por su
vinculación estatal-, como por la derivada de los actos de particulares. Nos
estamos refiriendo a aquellos casos en los que la actividad privada se presentaba,
no como prueba supletoria, sino principal; los asuntos del Aloe de Cravairola, y el
de Grisbadárna, constituyen el mejor testimonio. La parte fundamental del título
italiano descansaba sobre la posesión de particulares que tenían la propiedad
privada de ese territorio, en base a la cual se otorga la soberanía a Italia; de igual
manera la posesión a través de la explotación privada, es la base del título sueco
a Grisbadárna. Pero, en uno y otro caso, hay un leve respaldo de actividad estatal,
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suficiente para ratificar dicha posesión. Además, se une otra circunstancia
fundamental: la del titulo que se les opone, basado en ambos casos en un exiguo
criterio geográfico, sin valor autónomo en derecho internacional. La fuerza del titulo
contrario explica que en otro caso en que se alegó posesión privada, esta vez como
prueba exclusiva, ésta fuera insuficiente: en el asunto de isla de Aves, al titulo
posesorio holandés se contraponía, no sólo un criterio geográfico sino un titulo
jurídico, que obtuvo la consideración arbitral de mejor titulo231.
El principio de relatividad de la efectividad, claramente recogido en la
práctica del T.l.J., obtiene también el respaldo arbitral. Las condiciones particulares
del territorio, han sido comúnmente afirmadas, y sin dilación, por los árbitros para
flexibilizar la prueba de la soberanía; tal ocurrió en relación al territorio de la isla de
Aves (cubierta por el mar), Alpe de Cravairola <territorio especialmente inhóspito),
o del Rann de Kutch (inundado en la época de lluvias), por citar algunos ejemplos.
De ahí que sea posible afirmar la dependencia del valor de la prueba respecto de
las circuntancias del caso en consideración.
Todo ello, sin olvidar nuestra excéptica posición respecto a la conveniencia
de un mecanismo probatorio tan voluble -sobre todo en lo que a prueba de
soberanía se refiere- como la prueba testifical, respecto de la cual la práctica
231 Frente a esta decisión de la Reina de España, Isabel II, no han
faltado posiciones críticas que creían ver en la exclusiva posesión de
particulares un titulo de soberanía (cfr. entre otros, LAPRADELLE et POLITIS,
R.5.A., vol.II, pp.415—42l>, posiciones que no compartimos, y que no cuentan
con respaldo jurisprudencial alguno.
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arbitral ha dado un giro copernicano con el último caso de la Lacuna del Desierto
,
pues tras una trayectoria de rechazo de dicha prueba por considerarla
inconcluyente ha pasado a admitirla; y para mayor abundamiento lo ha hecho
incluso reproduciéndose a través de un mecanismo tan sui peneris como es el de
la cinta de video. Circunstancia que, si bien constituye un punto loable de
modernización, nos parece absolutamente improcedente sobre todo en el conflicto
en cuestión.
Finalmente, debemos exponer una nueva afirmación del juez Huber, que la
práctica posterior se ha encargado de consagrar, referida a que “no sólo un titulo
definitivo basado en el continuo y pacífico ejercicio de soberanía prevalece sobre
cualquier otro título imperfecto..., sino que un título imperfecto basado en el
ejercicio de autoridad estatal, prevalece sobre cualquier otro título
incompleto’’32. La derivación de esta aserción es doble: por un lado, que el valor
de la prueba de un título es inversamente proporcional a la prueba del título
contrario; por otro, que hay una prevalencia, a priori, a favor de la prueba relativa
al ejercicio de funciones de Estado.
De estas reflexiones, sí podemos extraer una consecuencia: que no puede
existir una regla general, sino consideraciones parciales, respecta de la prueba de
la efectividad, tanto en el ámbito arbitral, como ante la instancia judicial.
232 Vid. R.G.D.I.P., 1935, pp.199 y 201.

CAPITULO VII: PROVECCION EN EL TIEMPO DE LAS
EFECTIVIDADES.
El factor tiempo, reseñable en todos los órdenes jurídicos, reviste una
magnitud especialmente significativa en el ámbito de aplicación del derecho
internacional’. Al venir conformado este cuerpo jurídico por un volumen de reglas
móbiles, se inserta profundamente en el tiempo sufriendo, de este modo, la
influencia de las modificaciones que intervienen en la vida y en las relaciones
internacionales; así se justifican afirmaciones, como la efectuada por Tavernier2,
en relación a que el derecho internacional “déplole son action dans le temps, de
méme qu’il déplaie dans ¡‘espace”.
El interés de un estudio del prablema temporal surge ante la observación, por
un lado, de la evolución propia de toda sistema jurídico, y en concreto del derecho
internacional, lo que hace plantearse cuestiones relativas a la aplicación en el
tiempo de las actos y reglas jurídicas; y, por otro, de las variadas situaciones en
las cuales el factor tiempo juega un papel fundamental a fines jurídicos, tales como
Es necesario constatar la importancia capital que, en el estudio del.
problema temporal en derecha internacional ocupa la obra de P.TAVEXWIER,
Recherches Sur la ar’nlication dans le temys des actes et des récles en droit
international publio, ParIs, 1970 (lo que nos obligará a reiteradas a
alusiones a la misma).
Según este autor (pp.9—ll), el factor tiempo reviste esencialmente tres
formas en derecho internacional público:
1. El instante, que se toma en consideración para determinar el momento
o la fecha en que un hecho produce ciertos efectos, entra en vigor, o deja de
producirlos.
2. La duración, en cuanto la formación de las reglas de derecho implica
normalmente un cierto desarrollo de tiempo.
3. El cambia, bien de circunstancias, bien del derecho misma.
2 Vid, ibídem, p.9.
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la fecha crítica a la determinación del ztatlLglm.
Este mismo somero análisis nos sitúa ante una innegable realidad, la de que
son las controversias de atribución territorial, por su especial idiosincrasia, el
ámbito material en el cual el tratamiento de los problemas temporales reseñados
encuentra el máximo desarrolla y su auténtica razón de ser. Por ello, entendemos
que no es extraño, sino frecuente, que ante las reclamaciones opuestas que surgen
en este tipo de conflictos el tribunal internacional que es llamado a solucionarías
atienda de manera fundamental a determinar el tiempo en que se presume ha
surgido la disputa. Y ello, tal y como advierte Y.Z.Blum3, por varias razones:
“(a) by fixing the date at which the dispute is presumed to have
begun, the tribunal, in fact, determines what rules of law should
govern the problems relating to the acquisition of the territorial titie,
in accordance with the rules of intertemooral law..
.
<b> by fixing this date, the tribunal automatically excludes any
subsequent acís performed by either of the litiganí parties with a
view lo upsetting the ~fltuLonQ ex¡sting at the time of the outbreak
of the dispute, and taking advantage of such impravemenís in its
position.
Thus, it is of the utmost importance in each of Ihese territorial
Esta triple problemática, derecho intertemporal-fecha critica-fl~flj~j~. cuya
interrelación ha sido válidamente reseñada en nuestra doctrina por el prof.Sánchez
Rodríguez4, despliega plenamente su ámbito operacional sobre el derecho que rige
Vid. Historio Titíes in International Law, La Haya, 1965, p.2O8 <el
subrayado es nuestro>.
El profesor Sánchez Rodríguez en su articulo “Fecha crítica,
contenciosos territoriales y jurisprudencia internacional”, en Hacia un nuevo
orden internacional europeo. Estudios en homenaje al trofesor D.Manue3. Diez
de Velasco, Madrid, 1993, pp.684—886, sigue, en términos generales, la
orientación marcada en este sentido por Y.Z.Blum; de forma similar se
manifiesta BARDONNET, si bien más preocupado por la identificación de fecha
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la adquisición territorial, circunstancia que hace imprescindible la reconducción del
tratamiento del problema desde el punta de vista de las técnicas o modos de
adquisición del territorio, siendo el objetivo primario en este sentido, y a efectos de
nuestro estudio, la efectividad de la ocupación.
SECCION V: DESPLIEGUE EN EL TIEMPO Y PROBLEMAS INHERENTES DE
CONTINUIDAD: AMBITO OPERATIVO DE LA REGLA DE DERECHO
INTERTEMPORAL EN RELACION A LAS EFECTIVIDADES.
No hay duda que el derecho internacional se desarrolla y cambia con el correr
del tiempo; que alguna de sus normas que eran válidas en una época anterior han
dejado de serlo o han sido modificadas. Esta evolución natural da lugar, según
señala BeckettS, a un problema general de derecho que consiste en plantearse
cómo un tribunal contemporáneo debe apreciar las consecuencias de hechos o
actos jurídicos sobrevenidos en una época anterior.
Refiriéndonos, pues, al problema concreto de la validez temporal de las
crítica y statu ano <“Les faita postericura & la date critique dane les
différends territorlaux st frontaliers” en Mélanaes Michel Virallv. Le droit
au service de la naix. de la lustice et du développement, Paris, 1991, pp.56—
57). Sobre este tema de la interrelación entre estos tres problemas que
plantea el factor tiempo tendremos ocasión de referirnos más adelante, a
medida que avance nuestro estudio.
~ Vid. “Les questione d’intéret général au point de vue juridique dana
la jurisprudence de la c.P.J.I. <juillat 1932—juillet 1934)”, R.des O.., n’5O,
1934—1V, p.204.
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normas jurídicas internacionales, es interesante resaltar que tanta la doctrina como
la jurisprudencia han utilizado las expresiones más diversas para dar cuenta del
mismo. Es así como encontramos términos tales como irretroactividad, aplicación
ratione temooris6, derecho transitorio, conflictos de normas jurídicas en el
tiempo1, sucesión en el tiempo de principias y reglas de derecho internacionaj’ a
eficacia del derecho internacional en el tiempo’, entre otros. Esta variedad
terminológica no es sino germen de posible confusión, de ahí que Tavernier10 se
atreva a estimar que la expresión que mejor sintetiza este problema es la de
derecho intertemoaral, en cuanto derecho que resuelve los conflictos de reglas
jurídicas en el tiempo; para ello, este autor retoma la definición recogida por is
dictionnaire de la terminolopie du Droit international: “terme employé parfois pour
désigner les principes de drait permettant de déterminer entre plusieurs régles de
droit qui se sont succédées dans le temps celle qu¡ doit étre appliquée á un cas
donné”’1.
Esta es la idea base desde la que vamos a abordar el estudio de este
6 Cfr. WALDOCK, E. Sir, “Tercer informe sobre el derecho de los
tratados”, Anuario de la C.D.I., 1964, vol.II, p.6.
Cfr. Las intervenciones de P.REUTER y M.YASSEEN, Anuario de la 0.13.1.
,
1964, vol.I, pp.38 y 40.
~ Cfr. SERENI, LP., Diritto Internazionale, Milán, 1956, vol.I, p.l74.
cfr. ANZILOTTI, 13., Cours de droit international, 1929,p.93, y QUADRI,
R., Diritto Internazionale Pubblico, Palermo, 1950, p.157.
10 Vid. ibídem, p.17.
~ vid. Le dictionnaire...., Paris, 1960. Esta misma definición ha sido
recogida, posteriormente, por LSORENSEN en su exposición sobre “le probléme
dit du droit intertemporel dan. l’ordre international’ en la sesión de Roma
<vid.Annuaire de 1’Institut de droit international, n255, 1973, p.l0).
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problema tanta en relación a los conflictos de adquisición territorial en general,
como, de una forma más pormenorizada, a aquellos en los que el ejercicio continuo
y pacifico de funciones estatales ha jugado algdn papel en la atribución del
territorio; analizando, en esta segunda parte, la propia evolución de las
efectividades desde el ángulo temporal.
A) DELIMITACION DEL PROBLEMA INTERTEMPORAL: EL PRINCIPIO DE NO
-
RETROACTIVIDAD EN LOS CONTENCIOSOS DE ATRIBUCION DEL TERRITORIO
.
Fue el Instituto de Derecho Internacional, en su sesión de Wiesbaden, el que
determinó el cambio de la expresión ‘derecho intertemporal’ por la de ‘problema
intertemporal’, bajo la justificación de colocar la cuestión en una perspectiva de
metodología jurídica en vez de en un estudio de derecho positivo12. Desde esta
óptica, su Resolución de agosto de 1975 se manifiesta en los siguientes términos:
“1. A défaut d’une indication en sens contraire, le domaine
d’application dans le temps d’une norme de droit international pubíic
est déterminé conformément au principe général de droit, d’aprés
lequel taut fait, taut acte et taute situation doivent Atre apprécieés á
la lumiére des régles de droit qui en sont contemporaines.
2. En application de ce principe:
a) toute régle qui vise un fait instantané s’applique aux faits qul se
produisent pendant que la régle est en vigueur;
b> toute régle qul vise la répétition ou la succession de faits identiques
12 Vid. Annuaire de l’Institut de Droit International, n256, 1975,
p.341; igualmente el relator prefiere la referencia al derecho internacional
en detrimento de la de orden internacional, empleada en el Proyecto de
Resolución resultante de la Sesión de Roma <ibídem, n’5S, 1973, p.99>.
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s’applique alors méme que l’un ou certains d’entre eux seulement se
prodiuraient aprés l’entrée en vigueur de la régle;
c> toute régle qui vise une situation de fait s’applique aux situations
existant pendant que la régle est en vigueur, mQme si ejies ont été
établis antérieurement;
d> toute régle qui vise une certaine période, ou l’existence d’une
situation pendant une certaine durée, s’applique aux seules périodes
dont les dates initiales et terminales se situent dans le temps pendant
lequel la régle est en vigueur;
e) toute régle qul vise le terme d’une période s’applique aux cas oú la
période est arrivée á expiration á un moment oú la régle est en
vigueur;
f) toute régle qul vise le caractére licite ou illicite d’un acte juridique
ou les conditions de sa validité s’applique aux actes accomplies
pendant que la régle est en vigueur;
g) toute régle qul vise les effets continus d’un acte juridique
s’applique aux effets produita pendant que la régle est en vigueur,
alors méme que l’acte aurait été accompli avant l’entrée en vigueur
de la régle;
h) toute régle qui vise le contenu d’un statut juridique s’applique alors
méme que le statut aurait été établi ou acquis avant l’entrée en
vigueur de la régle”13.
Establece así, este texto, las reglas básicas a seguir respecto de la aplicación
temporal de las normas.
Ateniéndonos al tenor literal de las reglas referidas, de éstas se desprende
cómo respecto de los hechos y situaciones regidos por una norma de Derecho
internacional, y a los fines de fijar los limites temporales de su aplicación, se hace
necesaria una doble distinción. Podemos distinguir, en primera instancia, tres
supuestos:
- los hechos o situaciones que se han consumado con anterioridad a la entrada en
vigor de dicha norma; son los facta oraeterita
;
Vid, ibídem, pp.536—538.
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- los hechos aún pendientes o las situaciones todavía existentes en el momento en
que se establece la norma; estos son los facta pendentia
;
- por último, los hechos o situaciones que pueden tener lugar con posterioridad a
la entrada en vigor de la norma; son los llamados facta futura
.
A esta distinción se añade, y así lo hace la propia Resolución, el análisis de cada
hecho o situación tanto en su creación como en sus efectos, lo que conduce a
diferenciar su carácter ‘instántaneo’, ‘sucesivo’ o ‘continuo’14. La importancia de
hacer esta segunda diferenciación radica en el hecho de que permite determinar
con exactitud si se está en presencia de una situación pasada, en curso o futura.
Enfrentados a esta divergencia, la propia práctica nos demuestra, sin embargo, que
el caso de hechos instantáneos es muy raro, siendo lo más normal que una norma
se aplique a hechos sucesivos que se reproducen o se separan los unos de los
otros por intervalos de tiempo más o menos largos. En este sentida, el ámbito de
la adquisición territorial constituye el mejor ejemplo. En efecto, como modelo de
un hecho instántaneo se suele citar el descubrimiento, al que el derecho de gentes
le atribuyó, en una cierta época, el carácter de atribuidor de soberanía. Sin
embargo, la propia evolución del derecho internacional ha convertido a la hipótesis
del descubrimiento en un ‘inchoate title’, que no intervendrá más que si un
segundo hecho, la toma de posesión efectiva, se añade al mismo; de esta manera,
si el Estado debe completar eJ descubrimiento con ciertas formalidades,
concretamente par la posesión, la creación de la situación de soberanía no será
14 Ofr. GONZALEZ CAMPOS, .1.13., SAX4CHEZ RODRIGUEZ, L.I., y AZ4DBZB SAINZ
DE SANTA MARIA, >4.2., Curso de Derecho internacional público, 5Ied., Madrid,
1992, pp.27O—271; igualmente resaltan cómo estas distinciones ponen de relieve
la complejidad de los problemas temporales.
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instantánea sino sucesiva, pues comporta varios momentos. Por último, si el
Estado debe probar la ocupación efectiva, será necesario demostrar la existencia,
no sólo de hechos instántaneos o sucesivos, sino de un estado continuo de
posesión15. Si pasamos del plano de la creación de actos al subsiguiente de los
efectos, hemos de referirnos igualmente al ámbito de la atribución de territorio,
pues, claramente, la soberanía no despliega sus efectos en un instante; sus efectos
no son inmediatos sino continuos.
Volviendo al contenido material de la Resolución del l.D.l., creemos
necesario hacer resaltar que ésta no hace sino consagrar una teoría que años antes
habla sido expuesta por Max Huber, en el asunto de la Isla de Palmas; y lo hace
elevándolo a la categoría de principio general del derecho10.
Efectivamente, en el asunto de la Isla de Palmas <al que hemos tenida
ocasión de referirnos en múltiples ocasiones) el árbitro único, Max Huber, se
enfrentó a la alegación de EE.UU. basada en la aplicación del derecho en vigor en
el momento del descubrimiento de la isla por parte de España en el siglo XVI,
suficiente en aquella época para conferir soberanía17; por su parte, los Paises
Cfr. TAVERNIER, 2., oo.cit., p.229.
16 Precedentes al 1.13.1., en la conceptualización del derecho
intertemporal como principio general del derecho, los localizamos en
J.Basdevant, “Régles générales du Droit de la Paix”, R.des 0., 58, 1936,
p.536; y también en R.Y.Jennings, The acauisition of territorv in
International Law, Manchester, 1963, p.28, quien además lo entiende como un
mero ‘aspecto de la regla contra las leyes retroactivas’.
Cfr. Contra-memoria de EE.UU., p.1O2.
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Bajos, si bien no rechazaban estas afirmaciones, sostenían que,
independientemente de la primera adquisición, el título de EE.UU. habla
desaparecido, insistiendo sobre el carácter permanente que tiene una situación
derivada de la soberanía18. Al intentar conciliar ambas pretensiones en una
sentencia justa, Huber desarrolla la teoría de la soberanía enunciando dos reglas
que son la máxima autoridad en el discurso del derecho intertemporal.
- Una primera regla, aplicable en caso de cambio de derecha: “Un acte juridique
doit étre apprécié á la lumiére du droit de l’époque, et non á celle du droit en
vigueur au moment 00 s’éléve ou doit Otre réglé un différend relatif á cet acte”. De
esta regla es fácilmente deducible su carácter objetivo.
- La segunda regla campleta la anterior: “En ce qui concerne la question de savoir
lequel des différents systémes juridiques en vigueur á des époquessuccessives doit
étre appliqué dans un cas déterminé -question du droit dit intertemporel ~
called intertemporal Iawl- ji faut distinguer entre la création du droit en question et
le maintien de ce droit. Le méme principe qui soummet un acte créateur de droit
au droit en vigueur au moment oO nait le droit, exige que l’existence de ce droit,
en d’autres termes sa manifestation continue, suive les conditions requises par
¡‘evolution du droit”19. Frente al carácter objetivo de la primera, esta segunda
regla reviste una óptica sub¡etiva.
Creemos que el tenor literal de estas dos reglas enunciadas constituye la
expresión más simplificada del contenido del problema intertemporal, que luego el
18 Cfr. Memoria de Paises Balos, La Haya, 1925, pp.1O—ll.
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1.0.1. se encargaría, como hemos visto, de desarrollar <sobre todo en lo
concerniente al primer aspecto de la cuestión). Sin embargo, el desarrollo y
tratamiento posterior de las mismas no ha seguido una trayectoria idéntica, como
tendremos ocasión de constatar, pues, mientras la primera ha sido generalmente
aceptada, la segunda ha resultado ser muy controvertida, habiendo sido objeto de
20
criticas y reticencias procedentes de ciertos comentaristas
Cabe advertir igualmente que, en razón de los cambios acaecidos por el
derecho internacional en materia de adquisición territorial -fundamentalmente
referidos al papel atribuido a la ocupación y al descubrimiento-, es en este ámbito
donde se plantea con mayor intensidad el problema del derecho intertemporal en
su doble vertiente. Esta idea viene refrendada por el hecho de que su origen se
localiza precisamente en un litigio de atribución de soberanía como es el de J.aizia
de Palmas, lo cual no excluye su aplicación a otros ámbitos de la vida jurídica
internacional21.
Intentaremos, pues, determinar a grandes rasgos cómo se desarrolla el
problema intertemporal en esas conflictos de adquisición territorial, adoptando para
Uno de los autores que crítica el derecho intertemporal es Fauchille
<cfr.”Le conf lit de limites entre le Brésil et la Grande—Bretagne, et la
sentence arbitrale du Roi d’Italie”, R.G.D.I.P., 1905, p.SS>; en la misma
línea se localizan Jessup <cfr.”The Palmas Island Arbitration”, A.J.I.L.
,
1928, p.740> yVersfelt (cfr.TheMianaas Arbitration, Utrecht, 1933, p.14—l6).
21 Efectivamente, estas cuestiones pueden aplicarse también, por
ejemplo, respecto de litigios de fronteras: cuando dos Estados han concluido
un tratado de fronteras es necesario determinar si han tenido la intención de
fijar en el mismo la frontera, en ose caso el trazado será definitivo (acto
instantáneo) y el derecho nuevo no podrá influir en el trazado; si no hay tal
intención, es decir, si las partes han querido completar el trazado con otras
formalidades (actos sucesivos), el derecho nuevo se aplicará a los hechos que
quedan por cumplimentar.
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ello la técnica de análisis esbozada por Max Huber.
u En lo que afecta a la primera reala, tal y como es formulada por Huber en
1928, no es totalmente innovadora pues, en cierta medida había sido proclamada
22
anteriormente tanto por la doctrina como por la jurisprudencia. En este último
ámbito es posible citar el asunto de la bahía de Delagoa, entre Partugal y Gran
Bretaña, en el cual Portugal hace valer como primer argumento de su reclamación,
basada en el descubrimiento a comienzos del s.XVI, que “le titre d’acquisition doit
étre apprécié d’aprés le droit en vigueur á l’époque á laquelle II se rapporte“23•
Esta regla es considerada, en términos generales, como el corolario del
principio de la no-retroactividad centrado éste en la idea de que un acto o una regla
nueva no pueden remontar sus efectos respecto de actos consumados en el
pasado, es decir, no puede ser aplicado antes de que el mismo tuviera existencia
jurídica, entrara en vigo94. El fundamento esencial de este principio de no-
retroactividad reside en la necesidad de fomentar la seguridad de la relaciones
jurídicas, garantizando la estabilidad del propio ordenamiento internacional. Los
sujetos de derecho, que han conformado su actividad a las exigencias del orden
jurídico existente en el momento, deben tener la seguridad de que la legalidad de
Entre otros autores podemos citar a ELUNTSCHLI, Droit International
codifié, Paris, 1874, p.170; SALOMaN, L’occunation des territoires sane
maitre, París, 1889, p.274; 6 JEZE, Etude théoriaue et nratiaue sur
l’occupation comme mode d’acauérir le territoire en droit international
,
París, 1896, p.4O.
~ vid, contra-memoria de Portugal, p.l5, en LAPRAflELLE st POLITIS,
R.5.A., vol.III, p.618.
24 cfr. TAVERMIER,P., on.cit., p.l79.
462 Capitulo VII
su conducta y las consecuencias que se atribuyan a la misma no serán
reconsideradas al seguirse una evolución del derecho; el caso de un Estado que ha
adquirido un territorio conforme a las reglas del derecho de gentes antiguo, nos
proporciona el mejor ejemplo.
La separación de los actos que pertenecen al pasado, de aquellos que no lo
son, constituye el primer problema que tiene que afrontar el juez o árbitro al
resolver un litigio territorial, una disputa relativa a la soberanía sobre el territorio.
Lo más normal es que los origenes del conflicto se remonten a una época en la que
el derecho internacional en vigor era diferente al existente en el momento de decidir
la controversia, y el juez o árbitro deberá situarse precisamente en esa época.
Como ya hemos indicado, la evolución del derecho ha sido particularmente clara
en lo que se refiere a las reglas sobre la adquisición del territorio; más
concretamente, es fácilmente perceptible cómo el desarrollo del derecho de gentes
ha tendido a exigir una efectividad cada vez más rigurosa en materia de adquisición
territorial por vía de ocupación. Los trazos de este desarrollo, a los que habrá que
atender en toda reclamación territorial, pueden sintetizarse en los siguientes26:
- Hasta el s.XVI la idea religiosa juega un papel preponderante. El Papa era
considerado como soberano de todas las tierras, siendo las bulas papales la única
forma de adquirir el territorio;
- el simple descubrimiento constituía a principios del siglo XVI un título suficiente
de adquisición;
Para un estudio en mayor profundidad sobre el tema de la evolución
de la ocupación remitimos a lo expuesto en la sección primera del capitulo III
(cfr. sutra, pp.ll8—l56>.
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- posteriormente se exige que el descubrimiento fuera acompañado de una cierta
aprehensión material, por ejemplo, con el levantamiento de una cruz; esta situación
de ocupación simbólica se mantiene desde mediados del XVI, durante el siglo XVII
y principios del XVIII;
- paulatinamente se introduce la idea de que es necesaria una toma de posesión
real, verdaderamente efectiva; cuya exigencia de efectividad variará en relación a
la naturaleza del territorio ocupado. Esta es la nueva tesis jurídica que se desarrolla
concurrentemente con la de la ocupación ficticia, y que finalmente la reemplaza
completamente en el s.XIX.
Estas modificaciones del derecho son debidas al aumento en la concurrencia de
Estados colonizadores, lo que motiva, a su vez, un incremento de los litigios de
este tipo, fundamentalmente en el siglo XIX, época en que se consagra la regla de
la ocupación efectiva por el Acta de Berlin de 1885.
Es posible percibir cómo este primer aspecto del derecho intertemporal ha
sido plenamente admitido, recibiendo el beneplácito doctrinal26; en efecto, los
internacional-publicistas son unánimes en admitir que para determinar si las
condiciones de una ocupación son suficientes para adquirir la soberanía sobre el
territorio, hay que remitirse a las reglas en vigor en el momento en que el acto es
consumado. La práctica internacional es, sobre este punto, no menos explícita
Como mera referencia, citamos el caso de H.LAUTERPACHT, (cfr. The
Function of Law in the International Ccmmunitv, oxford, 1933, p.283>;
D.BINDScHEDLER (“De la rétroactivité en Droit international publio”, en
Recudí d’études de droit international en homniape A Paul Guppenheizn, Ginebra,
1968, p.l85>; o de S.BASTID <cfr. “Les problémes territoriaux dane la
jurisprudence de la c.I.j.”, R.des 0., 107, 1962—II, p.443>.
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<sobre este aspecto incidiremos en el apartado siguiente). En este sentido, la
primera aplicación se remonta, como hemos indicado, a la sentencia de 1875, en
la bahía de Delaaoa, a tenor de la reclamación portuguesa27; igualmente se intuye
en la mediación papal en el asunto de Carolinas28, en 1885, al aceptar el Papa
León XIII la validez del titula español derivado del descubrimiento. En el asunto de
Grisbadárna, entre Noruega y Suecia, el tribunal arbitral estimó que para determinar
el trazado de la frontera entre ambos Estados era necesario recurrir a los principios
delimitadores en vigor en el siglo XVII, fecha de cesión de Bohúslan a Suecia por
el tratado de 165829.
Además de estos precedentes que se asientan finalmente en la sentencia de
isla de Palmas, la práctica posterior ha consolidado esta regla. Así en el asunto de
la isla de Clionerton el árbitro acogió la alegación francesa basada en su
descubrimiento y ocupación simbólica de la isla en el siglo XIX, que iba
acompañada de la remisión al derecho existente en el momento en que tuvieron
lugar los mencionados actos~. Son igualmente mencionables, pero ya en el
ámbito judicial, los asuntas de Groenlandia oriental y Minauiers y Ecrehous. En el
primero la dificultad central residía, claramente, en una cuestión de derecho
~ Vid. sunra, nota 22. con anterioridad, en e]. asunto del Aloe de
cravairola, en 1874, el surárbitro Marsh estimó que habla que ref iriree al
derecho de la época para resolver la cuestión de la interpretación del tratado
de 1516 por el cual Val Maggia fue cedido a suiza <cfr. LAPRADELLE st POLITIS,
R.5.A., vol.III, p.l29).
De esta manera el Papa rechaza la alegación alemana de aplicar el
derecho en vigor en el momento de la litis contestatio; cfr. GARcíA ARIAS,
corpus luris Gentium, p.342.
Vid. R.G.D.I.P., 1910, p.185.
Of r. Memoria defensiva oresentada por el. Gobierno de la República
francesa, Paris, 1912, p.l85.
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intertemporal: la apreciación de la condiciones de efectividad exigidas en el curso
de los siglos en derecho internacianaP1. Por su parte, tanto Francia como Reino
Unido están de acuerdo sobre la validez de las reglas desprendidas del asunto de
Isla de Palmas, la primera de las cuales es la aplicación del principio de no-
retroactividad; par lo que se tratarla de examinar los tftulos originarios sobre
Ecrehaus y Minquiers según el derecho en vigor en la época feudal32.
De todos estos asuntos resulta que la jurisprudencia internacional aplica la
primera regía de Huber con el fin de determinar la validez y los efectos de un acto
relativo a la adquisición de territorio.
U Se trata ahora de precisar qué sucede con las normas jurídicas que
aparecen después de haber surgido una situación, pero en un momento en que ésta
no ha desaparecido y no puede decirse que pertenezca al pasado <son los iaQt~
pendentia o situaciones en curso); ¿cómo separar el campo de acción dei derecho
antiguo y del derecho nuevo? Estos problemas surgen precisamente en relación a
la soberanía de un Estado sobre un territorio, porque ésta no puede ser reconocida
como un derecho abstracto independientemente de su ejercicio. Supongamos que
un Estado A adquiere un territorio por descubrimiento, en una época en la que el
En efecto, el Tribunal examinó el despliegue de soberania danesa
sobre Groenlandia a través de los siglos, atendiendo a los principios de
efectividad exigidos en cada momento (cfr. P.C.I.J., serie A/E. n’53, 1933,
pp.SO—Sl).
32 Ofr. Intervención oral da Sir L.Heald, 18 septiembre 1933, e
intervención oral del prof.Gros, 18 septiembre 1953, Hinouiers y Ecrehous
.
pleadinas, vol.1I, pp.51—53 y 191—276, respectivamente.
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derecho reconoce como válido ese medio de adquisición, pero sin seguirlo de una
toma de posesión efectiva. Posteriormente se instaura la regla según la cual el
descubrimiento es un ‘inchoate title’, y es necesaria la efectividad de la ocupación
para entender adquirido un territorio, apareciendo entonces en escena un Estado
B que despliega su autoridad sobre dicho territorio. ¿Habrá que retomar la situación
antigua?, ¿será aplicable el derecho nuevo de pleno derecho?, ¿podrá invocar el
Estado A derechos adquiridos? La regla de la irretroactividad resulta insuficiente
para resolver estas cuestiones; es entonces cuando entra en juego el segundo
aspecto de la exposición de Huber: la distinción entre~fl~Qjgfl y mantenimiento del
derecho. Esta rama del derecho intertemporal sólo se aplica a aquellos derechos
que deben ser mantenidos, y que no se adquieren de una vez, en un todo, en un
preciso momento; es el caso de la soberanía. Nosotros entendemos que no es
posible sostener que la soberanía pueda ser adquirida de una vez, de forma
instantánea a través de un único acto y en un solo momento; ésta debe ser
continuamente mantenida a través de actos constitutivos de soberanía, y no puede
decirse que sea un derecho adquirido si no hay actividad estatal que lo ratifique.
Esta segunda regla descansa sobre la idea de que la vida de un derecho
comprende das fases: la primera, en la que el derecho es creado; la segunda,
cuando el derecho es ejercido, produce sus efectos y se mantiene. Es necesario,
pues, distinguirla validez inicial de un acto jurídico y sus efectos continuos. Ambos
fenómenos se rigen por el mismo principio intertemporal: el acto primero de
creación debe evaluarse por el derecho en vigor en ese momento, la situación
jurídica derivada de dicho acto <sus efectos) debe ser determinada en función de
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la evolución del derecho33. Las criticas a esta rama del derecho intertemporal no
han sido dirigidas, realmente, contra las implicaciones teóricas de este principio que
limita la validez de las normas internacionales en el tiempo, sino más bien por los
problemas prácticos que resultarían de su estricta aplicación motivados por la
continua puesta en práctica del ordenamiento que, según estos autores, conlíeva.
Según este sector doctrinal, los Estados se verían obligados a examinar
constantemente sus títulos sobre el territorio, para determinar si un cambio en el
derecho determina su re-adquisición34. Frente a este tipo de observaciones, es
posible aducir como hace A.G.Roche, “que es muy difícil que tales problemas
surgan en la práctica en cuanto el derecho intertemporal no ha sido nunca aplicado
cuando un cambio en el derecho ha sobrevenido en un corto período de
tiempo”35. Debemos tener en cuenta, además, que en términos generales esta
figura se aplica en casos en los que el derecho consuetudinario internacional ha
cambiado gradualmente con los años, como ocurre con el derecho relativo a la
adquisición territorial, que se convierte, casi, en el único ámbito donde tiene
aplicación esta distinción entre creación y mantenimiento.
Coma precedente de esta distinción podemos citar el mencionado asunto de
j~jj¡~, en el que el Papa León XII reconoce la validez del título derivado del
Esta idea cuenta con el respaldo del 1.13.1., en su sesión de Roma
(cfr.Annuaire de .. .on.cit., p.4O).
Esta es la idea proclamada por Jessup (cfr. on.cit., p.211) y que
también parecen sustentar, en términos similares, Tavernier <oo.cit., p.254),
Fauchille <on.cit., p.55), y Versfelt <on.cit., p.14—16).
Vid. The Minauiers and Ecrehous Case, Ginebra, 1959, p.83.
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descubrimiento (acogiéndose así, como hemos indicado, a la primera regla de
Huber), aunque sin descartar la regla nueva de la ocupación efectiva que España
deberá satisfacer a posteriori36; se esboza, en las proposiciones del mediador, una
distinción entre la adquisición del derecho y su mantenimiento. El asunto de la
frontera de la Guyana, entre Gran Bretaña y Venezuela, es también una
confirmación de la distinción de Hube,; en efecto, el compromiso arbitral de 2
febrero 1897 establecía en su artIculo 3 que la controversia seria resuelta según
el derecho de la época en que fue adquirida la Guyana por ambos Estados <1814>,
y el artIculo 4 establece como criterio el de la posesión continuada por más de 50
años37. Según Baade, esta disposición significa que un titulo adquirido según el
38
derecha antiguo debe ser corroborado por el derecho actualmente en vigor
En el asunto de Groenlandia Oriental también se entrevé la aplicación de esta
distinción consagrada en la Isla de Palmas, al proceder el T.P.J.l. a evaluar toda la
prueba de soberanía danesa sobre dicho territorio que se remontaba miles de años
atrás39. Por su parte, en Minauiers y Ecrehaus, el tribunal parece admitir la idea
matriz de Huber (siguiendo las orientaciones de ambas partes en este sentidofl
al discutir ampliamente tanto sobre las cuestiones de derecho feudal como las del
derecho contemporáneo que afectaban al caso <aunque finalmente se decidiera
cfr. SARCIA ARIAS, on.clt., p.342.
Ofr. MARTENS, N.R.G., 2’s., vol.XXIX, p.583
~ Vid. BAAflE, H.W., ‘Intertemporales Vblkerrechtt Jahrbuch fUr
internationales Recht, 1958, p.25l.
cfr. p.c.z.j., serle A/B. n~53, 1933, pp.46—74.
~ cfr. suora, nota 32.
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sobre estas últimas>41; con esta postura confirma la proposición de que la
soberanía debe ser continuamente mantenida, y que no es suficiente que un Estado
que reclama la soberanía sobre un territorio, base ésta en un titulo remoto en el
pasado.
Lo que quizá resulta de mayor interés de esta segunda regla del derecho
intertemporal es la necesidad del mantenimiento de los títulos y que, aunque su
consecuencia lógica parecería ser que los títulos antiguos y la prueba que conduce
a probarlos resulta irrelevante en las disputas territoriales, no lo es en realidad,
pues muestran la asociación entre un Estado y su territorio.
B) LA APLICACION DE LAS REGLAS RATIONE TEMPORIS COMO PRINCIPIO
RECTOR EN LA VALORACION DE LAS EFECTIVIDADES
.
La idea que rige la problemática del derecho intertemporal se centra en la
aplicación ratiane temnoris de las reglas jurídicas. Traspalada al ámbito de la
adquisición territorial, esta idea se traduce en la vinculación que tiene el juez o
árbitro para examinar la prueba relativa a la soberanía sobre un territorio que le
presentan los Estados en atención a la época a que esta prueba se refiera. De esta
manera el órgano decisor valorará las efectividades alegadas teniendo en cuenta
Cfr. I.C.J.Renorts, 1953, pp.5657.
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que el grado de efectividad exigido por el Derecho internacional para adquirir el
territorio ha ido acrecentándose progresivamente; en una primera época ese nivel
era mínimo, pasando al control estatal pleno en época más reciente. Asimismo,
debemos tener en cuenta que corresponde al juez o árbitro hacer esa valoración
partiendo de una doble distinción; por un lado, determinando las reglas de
ocupación existentes en la época a que se remonta el origen del titulo; por otro,
atendiendo a la evolución que han sufrido las mismas paralelamente al desarrollo
posterior de dicho título.
Todos estos aspectos ya han sido tratados en el apartado anterior, trayendo
a colación aquellos casos de la jurisprudencia arbitral y judicial que guardan relación
con la adquisición del territorio. En efecto, al hilo de la exposición del problema
intertemporal nos hemos referido a distintos asuntos en los que se hacia aplicación
de los principios temporales expuestos; por ello, este apartado no es sino la
ralentización de ese estudio en relación a aquellos en que ha tenido alguna
incidencia el ejercicio continuo de funciones de Estado.
u Hemos venido insistiendo en la idea de que el asunto de la bahía de
P&iao2a configura el precedente básico en el tratamiento del problema
intertemporal, al atender el árbitro a la alegación portuguesa centrada en valorar el
titulo a la luz del derecho de la época <s.XVI), circunstancia que otorga valor al
descubrimiento coma creador del título de soberanía y que va unida a la
constatación de la posterior ocupación portuguesa (s.XVII y XVIII>, cuyo valor es
el de mantenimiento de aquél adecuándose plenamente a las exigencias impuestas
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por la evolución del derecho en torno a la efectividad42. Pese a la veracidad de
esta afirmación, creemos que existen indicios de aplicación de las reglas ratione
12rnQQ tanto en el asunto de JzjLd~Iv, como en el posterior de iIiSJL~É
Bulama. En el primero, el árbitro otorgó el territorio a Venezuela dando plena
eficacia al título basado en el descubrimiento español del s.XVI, al que
posteriormente se acompañó de ocupación efectiva cuando ésta era exigida como
requisito de adquisición~; ocupación ésta que juega el papel de ejercitar la
soberanía previamente adquirida. En la izitaBu1am~, el árbitro valora igualmente
el descubrimiento portugués del s.XV como origen del titulo adquisitivo que la
progresiva efectividad posesoria se encarga de mantener, en consonancia con las
44
exigencias de cada época
u Por el contrario, en el asunto de la delimitación fronteriza de la Guyana
,
los títulos invocados tanto por Brasil (descubrimiento y algún acto de posesión)
como por Gran Bretaña <actividad de la Compañía de las Indias Occidentales> se
remontaban al comienzo del siglo XIX, lo mismo que al XVII y XVIII, época en la
que la efectividad de la ocupación resultaba aún incipiente y sin grandes
exigencias; circunstancia ésta que hubiera motivado, en estricta aplicación del
derecho intertemporal, la atribución del territorio a Brasil. Sin embargo, el árbitro,
lejos de colocarse en la época en que los títulos invocados hablan surgido, se sitúa
42 Cfr. LAPRADELLE st POLITIS, ~ vol.III, p.637.
43
Cfr. LAPRADELLE st POLITIS, R.S.A., vol.II, pp.414—41S.
Cfr. ibídem, p.613.
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en su valoración en la época en que se plantea la controversia -finales del siglo
XIX, comienzos del XX-, lo que conlíeva rechazar el valor del descubrimiento,
aplicar la doctrina moderna de la ocupación efectiva y otorgar plena eficacia al
titula británico45. Nos encontramos, pues, ante un caso en el que se aplica
retroactivamente una regla consuetudinaria nueva a hechos antiguos, en clara
violación del principio intertemporal.
u Sin duda alguna, el caso que constituye el mejor exponente de la doctrina
intertemporal es el de la isla de Palmas, pues el árbitro no sólo diserta acerca del
contenido de dicho principio -estableciendo, como hemos visto, los parámetros en
la aplicación temporal de las normas jurídicas-, sino que ha hecho aplicación de las
reglas que él mismo habla enunciado. Por un lado, respecto de los efectos del
descubrimiento de una isla en el siglo XVI, éste necesita venir seguido de una mera
ocupación simbólica para crear un título de soberanía, sino se tratarla de un titulo
imperfecto; el descubrimiento español no se completa con dicha ocupación, de ahí
el apelativo de ‘inchoate title’. Por otro, en cuanto a la distinción entre creación y
mantenimiento: aunque entendieramas que España hubiera adquirido la soberanía
en un primer momento por descubrimiento, ésta necesita imperiosamente ser
mantenida, y la evolución del derecho internacional en ese sentida exige una
progresiva efectividad en la ocupación que aquélla no cumple. Por el contrario, el
titulo holandés que arTanca del siglo XVII se centra en sucesivos y continuos actos
de autoridad estatal sobre la isla que, aunque son infrecuentes y existen
cfr. R.G.D.X.P., 1904, pp.18—’9.
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considerables lagunas en la prueba presentada, son considerados por el árbitro
como suficientes para atribuir el titulo de soberanía, pues no sólo prueban su
creación sino su mantenimiento, en consonancia con las exigencias de efectividad
de cada periodo”.
u En la misma línea se sitúa el asunto de la isla de Clinoerton, donde el
árbitro invoca el principio de no-retroactividad para descartar el criterio de la
ocupación efectiva consagrado en el Acta de Berlin. Aplicando, pues, la doctrina
intertemporal el árbitro rechaza la alegación mexicana centrada en el
descubrimiento español de la misma a finales del siglo XV al no ir seguido de
ninguna manifestación de soberanía: situado en el derecho de la época la
adquisición del título necesita no sólo del descubrimiento sino de la ocupación
simbólica, y no hay ninguna manifestación en este sentido hasta finales del XIX por
parte de México. Siguiendo esta misma línea de análisis respecto del titulo de
Francia, el árbitro otorga plena eficacia a la toma de posesión francesa de mediados
del siglo XIX y su posterior ocupación a través de unos pocos actos de soberanía,
suficientes para cumplir los requisitos de efectividad de la época47.
En nuestra opinión, la atribución de la isla de Clipperton a Francia no deriva
tanto de la perfección de su titula como de la insuficiencia del título que se le
opone, pues en la época de la ocupación francesa hay carencia de soberanía
mexicana. Efectivamente, si el árbitro hubiera aplicado estrictamente el derecho de
~ Cfr. R.G.D.X.P., 1935, pp.172—173.
cfr. A.J.I.L., 1932, pp.391—393.
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la época, siguiendo las pautas que marca el derecho intertemporal, las pruebas de
posesión efectiva francesas hubieran resultado inconcluyentes para otorgarle plena
validez a su titulo, viéndose obligado a retroceder a una época posterior en la que
estuviera demostrada una ocupación efectiva48. Sin embargo, el órgano
jurisdiccional ha preferido ignorar la cuestión temporal decidiendo a favor del titulo
más fuerte en el momento critico.
u La aplicación del problema intertemporal en el ámbito judicial se limita a
dos casos concretos. El asunto del Estatuto jurídico de Groenlandia Oriental es un
precedente de esta aplicación, pues aunque el T.P.J.l. no lo aplica directamente
existen claros indicios en ese sentido. En efecto, al determinar el Tribunal la
existencia de una fecha crítica afirma la necesidad de centrar su análisis en la
valoración de la prueba de soberanía referente al período inmediatamente anterior
a aquélla; pese a esta afirmación, el Tribunal procede a evaluar la prueba relativa
al ejercicio de funciones estatales que se remonta cientos de años atrás. El método
que adopta es el de examinar época por época, desde el descubrimiento de
Groenlandia, las exigencias crecientes del Derecho internacional en relación a las
condiciones de efectividad sobre el territorio, para concluir con el reconocimiento
de la soberanía danest. Además, el problema intertemporal había sido advertido
Si realmente se hubiera aplicado la teoría de Huber, el resultado
hubiera sido la consideración de la la isla de Clipperton como nullius, a
consecuencia de la insuficiente ocupación francesa, y, por consiguiente, a dar
plena eficacia a la posterior ocupación mexicana y a atribuir la isla a
México.
Cfr. P.cI.J., serie A/B. n~53, 1933, pp45—64.
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en la fase escrita
por K.Strupp, en los siguientes términos: “C’est un principe juridique incontesté
que des situations de fait soumises á l’examen d’une Cour d’arbitrage ou d’une
Cour judiciaire internationale doivent Otre appréciées juridiquement selon les régles
de droit en vigueur au moment oú se sont opérés les faits dont il s’agitww.
u Muy similar es el tratamiento técnico del T.l.J. en el asunto de Minauiers
yE~r~h~.uz. En este caso, como hemos tenido ocasión constatar en las lineas
precedentes, ambas Partes estaban de acuerdo sobre la validez de las reglas
desprendidas del asunto de la Isla de Palmas51 que entendían plenamente
aplicables los títulos que invocaban; éstos se fundamentaban en la existencia de
un derecho antiguo de la Edad Media confirmada posteriormente por el ejercicio
continuo y pacifico de soberanía, por lo que se trataría de examinar los títulos
originarios según el derecho en vigor en la época feudal y ver si se han mantenido
hasta el periodo moderno. Sin embargo, el Tribunal no hace referencia directa al
derecho intertemporal, sino que, por el contrario, estima que no es necesario
resolver controversias históricas siendo de la mayor importancia, no las
presunciones derivadas de sucesos de la Edad Media, sino la prueba relativa a la
posesión’2. A pesar de esta proclamación de principio, es curioso constatar que
el Tribunal ha realizado un arduo análisis de las pruebas de soberanía vinculadas al
Vid. “Dictamen consultivo de K.Strupp”, Anexo a la Réplica de
Dinamarca, P.C.I.J., serie c. n’64, pp.1900l90l.
cfr. sunra, nota 32.
52 Cfr. I.OJReports, 1953, pp.56—57.
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derecho feudal: la concesión de Piers de Préaux de Ecrehous a la Abadía de Val
Richer, los procedimientos de Quo Warranto de 1309..., lo cual puede interpretarse
claramente, según nuestra opinión, como una aplicación del derecho intertemporal.
Además, entendemos que al establecer el Tribunal, en relación al titulo francés, que
“its alleged original feudal title was replaced by effective possession of the islets
in dispute”53, no está sino afirmando la necesidad de mantener un titulo a través
del sometimiento a las exigencias de efectividad en la posesión propias de cada
tiempo, lo cual es una clara consagración, implícita, del derecho intertemporal en
su segunda regla.
El examen de la jurisprudencia practicado, tanto arbitral como judicial, nos
pone de manifiesto la consagración del problema intertemporaí” en reación a la
adquisición del territorio, pudiendo incluso llegar a afirmarse que éste tiene,
esencialmente, carácter jurisprudencial; el papel del juez o árbitro es fundamental
en este contexto, pues ante ellas se presentan los casos que plantean estos
problemas. No obstante esta realidad, el análisis abordado refleja que, si bien el
órgano decisor remite al derecho de la época, el valor de esa remisión es puramente
supletorio pues el criterio que determinará su decisión es el de la ocupación más
~ Vid, ibídem, p.56.
Aunque no faltan opiniones, como la del prof.Sánchez Rodriguez, para
quien el problema del derecho intertemporal “constituye un falso problema”,
si las partes precisan al juez a árbitro, con exactitud, el derecho aplicable
<vid. “El problema de la fecha crítica... op.cit., p.85).
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efectiva -lo cual no debe interpretarse como un vaciamiento de contenido del titulo
originario-
SECCION 28: UN PROBLEMA PROCESAL EN LAVALORACIONJURISPRUDENCIAL
DE LAS EFECTIVIDADES: LA CUESTION DE LA FECHA CRíTICA.
El principio del derecho intertemporal insiste acerca de que un acto debe
valorarse de acuerdo con el derecho en vigor en el momento de su consecución y,
también, sobre la importancia de un ejercicio continuado de soberanra; de esta
manera, no sólo resulta importante un buen origen del titulo, sino que se requiere
una vigorosa maquinaria actual respecto del mismo. La regla de la fecha crítica
supone una cierta modificación en este planteamiento, al proveer, según
Jenni ngs66, una técnica por la cual el centro de atención debe ser enfocado al
momento en que tiene curso la continuidad en el ejercicio de la soberanía.
En Derecho intemnacionaj ha venida entendiéndose la fecha crítica “as the
date after which the actions of the partes can no longer affect the issue. Such a
date must obviously exist in alt litigated disputes, if only for the reason that it can
never be later than the date on wich legal proceedings are commenced. The
Vid. The acauisition. .on.cit., p.35.
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actions of the partes after that date cannot affect their legal positions or rights as
they then stood”5.
Así concebida la fecha crítica, ésta cobra una importancia decisiva en todas
las controversias territoriales, al estar caracterizadas por alegar las Partes títulos
contrapuestos. Una mirada atenta a la práctica jurisprudencial, en este sentida, nos
confirma esta afirmación. En efecto, partiendo del viejo laudo arbitral de mediados
del siglo XIX en el asunto de la Isla de Aves, hasta llegara la reciente sentencia del
T.I.J. en el asunto de la controversia fronteriza terrestre, insular y marítima entre
El Salvador y Honduras, observamos cómo la jurisprudencia internacional -tanto por
vía arbitral como judicial- ha utilizado en reiteradas ocasiones la noción de fecha
crítica como categoría jurídica de indudable importancia, para indicar el periodo
dentro del cual las Partes pueden demostrar la consolidación de su titulo, es decir,
~ Vid. Fitzmaurice, G.Sir, “The Lau and procedure of the I.C.J., 1951-
4: Points of Substantive Law. Part IX”; E.Y.B.I.L., 1955—56, p.20. No
exageramos si decimos que ésta es la noción más descriptiva de la fecha
crítica, tanto en su contenido como en sus efectos; además de ubicarse en uno
de los mejores trabajos sobre el tema.
Encontramos igualmente otros autores que se han ocupado de examinar el
concepto de la fecha crítica, en un línea similar: W.E.Eeckett (“Des
questione... on.cit., p.232>, D.tt.N.Johson (“Acquisitive Prescription in
International Law”, B.Y.B.X.L., 1950, p.342, nota 4>, L.F.E.Goldie (“ThC
critical Date”, ~ 1963, p.l251>, R.Y.Jennings (The Accuisition..
.
op.cit., 32 y “General Course on Principles of International Law’, R.des c.
,
121, 1967—111, 9.424>, S.Bastid (“Les próblemes....oo.ctt., 9.446>, Ch.Rousseau
(“Chronique des faits internationaux”, R.G.D.I.P., 1967, p.166>, D.Bardonnet
(“Les faits postéricur. A la date critiqus dana les différends territoriaux
st frontaliers”, Mélanoes Michel Virallv, Paris, 1991, p.54>. En nuestra
doctrina tan sólo el prof .S&nchez Rodríguez ha mostrado inquietud por el tema,
y lo ha hecho a través de varios trabajos excelentes como “El problema de la
fecha crítica en los litigios relativos a la atribución de la soberanía
territorial del Estado”, A.D.I., 1977—78, pp.53—88, o “Fecha crítica,
contenciosos.. .on.cit., ppGEl—EB?, estudios que se van a constituir en
constante punto de referencia para esta sección, así como de remisión para un
estudio en profundidad dado que los limites de nuestro estudio no permiten
sino una alusión a los problemas más destacados en relación al tema.
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la efectividad de su ocupación67. Además, si tuvieramos que situar el origen de
esta figura, su localización, al igual que ocurría con el problema intertemporal, la
centraríamos precisamente en un conflicto de adquisición territorial, el de i~J.sia~
Palmas. Es en este caso donde encontramos la primera referencia explícita al
término “date décisive“58 con el sentido de fecha crítica, aunque es posible citar
asuntos anteriores en los que, de forma implícita, se ha hecho uso de esta regla;
es el caso de la isla de Bulama, en el que el conflicto se centraba en determinar la
soberanía del territorio en 1792, fecha del Tratado de cesión a G.B. por los
indígenas, y del análogo de la Bahía de Delaooa <siendo en este último la fecha
decisiva 1823).
Teniendo en cuenta estas apreciaciones, no es extraño que se haya
caracterizado a la fecha crítica como un técnica instrumental, eminentemente
procesal, vinculada, sobretodo, al ámbito de la prueba en cuanto excluye los actos
posteriores a la misma59; pera, aún siendo cierta tal catalogación, no es exclusiva
~ El término ‘fecha crítica’ se utiliza en relación a conflictos
puramente de adquisición territorial por vía de ocupación efectiva. Cuando se
trata de conflictos de delimitación fronteriza el término de referencia es el
de ‘tratado crítico de fronteras’, término acuñado por A.O.Cukwurah al
referirse a “los supuestos en los cuales, ante una pluralidad de tratados de
fronteras entre los Estados litigantes, el tribunal debe decidir cu&l de ellos
ha fijado definitivamente la frontera” <vid. The settlement of boundarv
disnutes in International Law, Manchester, 1959, p.227).
Partiendo de esta diferenciación, nuestro estudio en este sector va a
venir referido exclusivamente a los litigios en que se aluda a la fecha
crítica, relacionando este concepto con la problemática de las efectividades;
quedan, pues, excluidos aquellos casos en los que, o bien no hay referencia
al problema de la fecha crítica, o la alusión a ésta no hace relación con la
ocupación efectiva.
~ El árbitro, Maz Huber, sitúa la fecha crítica en el momento de la
conclusión y entrada en vigor del Tratado de Paris, 1898, en cuanto la
cuestión principal es la de determinar la existencia de soberanía en ose
momento. Vid. RG.DI.P., 1935, 9.172
Esta es la postura mantenida tanto por Tavernier (cfr. on.cit.
,
pp.97—98> como por Jenninge (cfr. The Acauisition... on.cit., p.33>.
480 Capitulo VII
pues olvida que la fecha crítica permite igualmente precisar la consolidación de un
titulo hasta entonces provisional, constituyéndose en este sentido como una regla
funcional, de carácter sustantivoW. En nuestra opinión, y seguimos así la línea de
pensamiento iniciada por el prof.Sánchez Rodríguez y continuada por otros
autores01, la fecha crítica “constituye una categoría jurídica de naturaleza mixta,
sustantiva y procesaltm, que abarcaría de esta manera los dos aspectos arriba
indicados.
En los casos en que juega la fecha crítica, la exacta determinación de ésta
ocupa una importancia de primer orden. y ello porque en torno a la misma se
suscitan dos cuestiones de interés que creemos interesante abordar:
1a a efectos de valorar la prueba concerniente a la soberanía inmediatamente
anterior a la misma;
28. para establecer qué relevancia pueden tener los elementos de prueba
posteriores a dicha fecha.
Dada la relevancia de tal selección, creemos que resulta del mayor interés tener
presente cuáles son los criterios que, en términos generales, determinan la elección
de una fecha crítica u otra. De acuerdo con Fitzmaurice
62 son varias las hipótesis:
Goldie (cfr. on.cit., pp.l267 y es> es, sin duda, el mayor defensor
del carácter sustantivo de la fecha crítica, aunque en su planteamiento parece
olvidar a los litigios de delimitación de territorios respecto de los cuales
no puede afirmarse que tenga tal naturaleza.
~ Vid. “La fecha crítica.. .on.cit., p88. Entre los autores que
sostienen la doble naturaleza de la fecha crítica podemos citar a D.Bardonnet,
quien en su trabajo “Les faits... oo.cit., p.78, la cataloga como correspond
á la fois A une régle de procédure et & une régle de fond”.
cfr. “The Law and Procedure. . - oo.cit., pp.22—25.
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a) fecha de comienzo de la disputa63;
bí fecha en que el Estado demandante hubiera planteado por primera vez una
reclamación definitiva sobre el territorio
en cuestión;
c) fecha en que cristaliza la controversia de forma definitiva entre las partes
respecta de la soberanía sobre el territorio84;
d) fecha en que una de las partes propone y toma las medidas necesarias para
iniciar un procedimiento de arreglo de controversias, tal como la negociación,
conciliación, mediación o cualquier otro medio al margen del arbitraje o la solución
judicial;
e> fecha en que alguno de esos procedimientos es válidamente utilizado y puesto
en práctica;
f> por último, la fecha en la que se propone formalmente someter la cuestión al
arbitraje o al arreglo judicial, comúnmente considerada como ‘residual criticaj date’.
En torno a la problemática de elección de la fecha crítica este mismo autor
se refiere a otras dos figuras que pueden entrar en juego y que, por tanto, debemos
Este supuesto es rechazado por el propio autor en base a cuatro
razones:
1. por la dificultad inherente para determinar en ciertos casos el momento
real de comienzo de la controversia;
2. por el hecho de que una controversia sobre un determinado territorio no se
traduce necesariamente en un litigio;
3. porque en las controversias que afectan a períodos de tiempo muy largos
supondría excluir como pruebas actos y comportamientos que pueden ser
determinantes para la decisión sobre el supuesto;
4. porque contribuiría a la creación o al mantenimiento de controversias
territoriales por razones políticas surgidas ulteriormente.
64 La noción de cristalización habla sido ya analizada en este mismo
contexto por el propio yitzmaurice en su intervención oral, 18 septiembre




- La ‘fecha crítica artificialmente creada’, cuya existencia y los peligros inherentes
a la misma fueron puestos de manifiesto por vez primera en la fase oral del asunto
de Minouiers y Ecrehous65. La finalidad que se persigue es la de favorecer la
pretensión del Estado que la propone introduciendo elementos de artificiosidad; sin
embargo, al tratarse de un elemento de engaño la consecuencia inherente a la
misma es su seguro rechazo por el órgano jurisdiccional.
- Las fechas críticas ‘seíf-evident’. Surgen en aquellos supuestos en los que no se
suscita duda alguna respecto a la determinación de la fecha crítica66, y llevan
aparejado el interés de las Partes en intensificar sus elementos de prueba durante
el período inmediatamente anterior. La mayoría de los casos en que figura la fecha
crítica son, como veremos a continuación, supuestos de ‘self-evident critical
dates’; es el caso de 1898 respecto de la Isla de Palmas, o de 1931 en el asunto
de Groenlandia oriental
.
Tomando como punto de referencia esta aproximación conceptual a la fecha
crítica, corresponde ahora abordar las dos cuestiones que hacen incidencia directa
al objeto de nuestro estudio: el análisis de la prueba relativa al ejercicio de
~ Efectivamente la representación de Reino Unido se expresaba al
respecto afirmando que .... it cannot be opon to a State artificially to croata
a ‘critical date’ by the mere process of making claime which are only pressed
up to a certain point...” (vid. Réplica del Reino Unido, ?sunto de Minauiers
y Ecrehous, I.c.J.pleadinps, vol.I, pp.551—552>..
cfi,. ibídem, pp.25—26 y p.22, respectivamente para cada concepto. En
relación a las ‘self—evident critical dates’, Fitzmaurice las vincula al
principio del focus: “aten, the choica of the critical date is obvious,
because there figures in the case some treaty or event which, by ‘focusing’
the precise issues, z¡rnst govern tbe legal position”.
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funciones de Estado, antes y después de la fecha crítica.
A) LA VALORACION DE LAS EFECTIVIDADES DURANTE EL PERIODO CRITICO
.
Ya hemos advertido cómo la noción de fecha crítica presenta una
importancia procesal evidente, en cuanto el tribunal llamado a resolver la
controversia relativa a la soberanía sobre un territorio determinado concederá
especial relevancia a una fecha determinada con el objeto de evaluar los hechos y
las pruebas ofrecidas por las Partes para demostrar el ejercicio continuo y pacifico
de funciones estatales. Se trata, en consecuencia, de una fecha decisiva en materia
de recepción de pruebas que permite determinar la base fáctica de una decisión
jurisdiccional, y por tanto, clarificar el proceso internacional. Por consiguiente, la
fecha crítica, en cuanto término de referencia, debe ser tenida muy en cuenta por
cada una de Partes, no sólo para probar su título y el ejercicio continuo y pacífico
de sus competencias, sino para evitar que la otra parte intente mejorar su propia
posición jurídica -creando una fecha crítica artificialmente- a través de la
realización de actos posteriores jurídicamente relevantes para la adjudicación de la
soberanía territorial.
En este contexto surge el concepto de periodo critico, en íntima conexión
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con la fecha crítica, como el período de tiempo inmediatamente anterior a ésta61,
y que será tenido en cuenta especialmente para valorar los títulos y pruebas
alegadas por las Partes para decidir sobre el fondo de la controversia68. De ahí el
interés que nos suscita esta figura, pues es patente que la prueba se presenta
singularmente sensible a esas fechas. No hay duda de que cada caso constituye
un unicum, de ahí que nuestra labor ahora será la de establecer la valoración
efectuada de cada volumen probatorio del ejercicio de soberanía relativo a la época
precedente a la fecha crítica, obviamente en aquellos contenciosos en los que ésta
aparece determinada por el órgano jurisdiccional de forma expresa68.
u El primero de éstos es el de la Isla de Palmas, sometido al arbitraje por vía
del compromiso arbitral de 25 enero 1925. En esta controversia, cuyo origen se
61 El concepto de período crttico tiene también su origen en el asunto
de la isla de Palmas, al referirse Max Huber a la época inmediatamente
anterior al Tratado de Múnster como el ‘pendo decisivo’<vid. R.G.D.X.P.
,
1925, 9.175 y 196). Por su parte Bardonnet lo entiendo como la expansión en
el tiempo de la fecha crítica <vid. “Lee faite... oo.cit., p.55).
En este sentido se manifiesta el profsánchez Rodríguez, en su
articulo “Fecha crítica. -. oo.cit., 9.671, reseñanado claramente la
importancia de este concepto.
A este respecto hay que referir la existencia de dos supuestos en los
que expresamente el árbitro ha rechazado la aplicación de la figura de la
fecha crítica. Es el caso del Río Encuentros (cfr. U.N.R.I.A.A., vol.XVI,
pp.l&6—l67) y el del Canal de Beaple <I.L.R., 1979, n252, pp.2l3—219, pa.156—
160) decididos por la Reina de Inglaterra.
Por otra parte, un supuesto en el que si hay acogida de la fecha crítica
pero no vamos a analizarlo en cuanto no hace relación al problema de la prueba
de las efectividades, es el asunto de Taba. Este caso tiene la particularidad,
por un lado, de que las partes propusieron varias posibles fechas criticas
para que decidiera el tribunal arbitral (e% Egipto, propuso primero 1922,
posteriormente 1944; Israel, 1906>, por otro, que el tribunal arbitral se
refiere expresamente al periodo critico, que lo hace comprender entre 29
septiembre 1923, fecha de entrada en vigor del mandato palestino, y 14 mayo
1948, fecha de expiración del mandato <Cf?. I.L.M., 1988, vol.XVII, pp.1456—
1457, pa.lll; p.1463, pa.142; y p.1469, pa.l7l, respectivamente para cada una
de las cuestiones aludidas>.
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remonta a 1906 (fecha en la que por primera vez se planteron divergencias entre
ambos Estados respecto de la isla>, EE.UU. hacia valer su condición de sucesor de
España a la soberanía sobre la isla, a través del Tratado de Paz de Paris de 1898,
por el que España le cedía la isla que había descubierto en el siglo XVI; frente a
esta alegación los Países Bajos argumentaban, por un lado, el carácter de titulo
incoado que le corresponde al descubrimiento, por lo que España no tenía la
soberanía sobre la isla cuando fue ocupada por la Compañía de la Indias Orientales
en 1677, y por otro, su ejercicio continuo y pacifico de autoridad estatal sobre
dicho territorio. Ante estos planteamientos opuestos, el árbitro afirmó que habla
tres fechas a retener: 1898, 1906 y 1925; de estas tres fechas posibles, Huber
elige como crítica la de 1898. La cuestión central era la de determinar quien poseía
el título de soberanía en esa época, para lo cual examinó las alegaciones de ambas
Partes. El resultado fue el rechazo del título estadounidense como consecuencia de
la aplicación del principio nema dare ootest auod non habet, en cuanto España no
poseía la soberanía sobre Palmas en el momento de la cesión, pues no había ningún
acto de soberanía realizado por ésta que lo probase; por otra parte, el examen de
la prueba de actos de Estado realizados por Paises Bajos desde 1677, a lo largo del
siglo XVIII y fundamentalmente “dans les années précédant inmediádiatement
1 898~7o, conlíeva la atribución de la soberanía a éste.
U En una línea similar se encuadra el asunto de la Isla de Clipoertan, aunque
no encontremos referencia explícita al problema de la fecha crítica. El titulo de
Vid. R.G.D.I.P., 1935, p.198.
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México se centraba en la sucesión a la soberanía española <1836> adquirida por
descubrimiento en el siglo XV, y su posterior ocupación formal en 1897. Por su
parte, Francia, entendía que su toma de posesión de la isla en 1858 le conferia la
soberanía sobre ésta, al tratarse de territorio nullius. Según estos argumentos,
A.G.Roche11 entiende que hay más de una fecha crítica posible: para Méjico seria
1858, pues según su alegación en ese momento la isla estaba bajo su soberanía
por el descubrimiento español; la posición francesa seria favorable a 1897, ya que
desde 1857 el ejercicio de soberanía sobre la isla provenía de su lado. El árbitro,
Victor Manuel III, no refiere una particular fecha crítica pero se entiende implícita
la de 1897, al analizar en su laudo únicamente la prueba de posesión anterior a
dicha fecha, fundamentalmente el período comprendido entre 1858.189772, la
que supondría, en definitiva, la atribución del territorio a Francia.
u Posteriormente, ya situados en el plano judicial, encontramos un nuevo
supuesto de ‘self-evident critical date’; nos estamos referiendo al asunto del
Estatuto jurídico de Groenlandia oriental. En este caso, el T.P.J.í. no tuvo duda
alguna en reconocer como fecha crítica el 10julio 1931, fecha de promulgación
del decreto noruego de ocupación formal de Groenlandia. Fecha que coincidía,
además, con la de cristalización de la controversia y que marca el punto de cambio
de las reclamaciones respectivas de las Partes, centradas éstas, por un lado, en el
continuo y pacífico ejercicio de funciones estatales desde el siglo XVII sobre
71 cfr. The Minaujere and Ecrehous... oo.cit., pA3.
~ cfr. A.J.LL., 1932, pp.391—394.
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Groenlandia por parte de Dinamarca, que se mantenía aún en el momento de la
ocupación noruega; acto de ocupación que conforma, por otro lado, la base del
titulo noruego. De esta forma, el proceso de valoración de las pruebas de posesión
danesa por parte del Tribunal, aún abarcando el amplio periodo alegado por
Dinamarca -ajustándose así, como hemos visto, a las exigencias del derecho
intertemporal-, se centró en el periodo inmediatamente anterior a la fecha crítica,
pues a juicio del tribunal “it is not necessary that sovereignty ayer Greenland
should have existed thraughout the penad during which the Danish Government
maintains that, it was being... it is sufficient to establish a valid title in the period
immediately preceding the occupation”73. El resultado de ese examen de las
efectividades, condicionado por las circunstancias particulares del territorio, creó
en el tribunal la convicción jurídica del titulo danés, cuya autoridad parecía
intensificarse en el periodo critico.
U En los casos visto hasta el momento el volumen de la prueba relativa a
actos de soberanía inmediatamente anteriores a la fecha crítica correspondía
exclusivamente a una de las Partes, parlo que la función del órgano jurisdiccianal
se centraba en valorar si esa prueba era suficiente para entender que había
adquirido la soberanía en esa fecha, o, por el contrario, resultaba insuficiente por
lo que el titula de la otra Parte primaba. Sin embargo, este planteamiento se trunca
en el asunto de Minauiers y Ecrehaus pues aquí las alegaciones relativas al ejercicio
de funciones estatales como base del titulo territorial y anteriores a la fecha crítica,
Vid. Lc.I.J.serie A/a. n253, 1933, p.45.
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se sitúan a ambos lados de las reclamaciones, por lo que la valoración del Tribunal
se dirigirá a las pruebas de ambas partes. Además, en este caso encontramos
como en ningún otro, densas discusiones por los dos Estados en torno a la doctrina
de la fecha crítica, su concepto e implicaciones74, entendiendo que ésta es, para
el caso concreto, según Francia 1839 -fecha del Convenio de pesquerías entre
ambos Estados- que seria además, en su opinión, una ‘self-evident critical date’ en
cuanto su objeto era el de excluir cualquier soberanía exclusiva sobre el grupo; por
su parte, Reino Unido reivindica como crítica la de 1950 -fecha del compromiso-,
pues hasta entonces la disputa no se había ‘cristalizado’ entre ambas Partes.
La pastura del T.I.J. se separa de estas alegaciones, rechazando tanto la
propuesta francesa, al considerar que en 1839 no había surgido ningún conflicto
aún sobre los Minquiers y Ecrehous entre estos Estados, como la inglesa, aunque
a esta última no se refiera de forma expresa. A juicio del Tribunal, hay que retener
el criterio de ‘cristalización’ de la controversia para fi]ar la fecha crítica, y ésta no
es 1950 (coma sostenía Reina Unido>, sino 1886 para Ecrehaus y 1888 para
Minquiers. cuando Francia hace por primera vez una reclamación formal sobre cada
una de las islas76. De esta manera, y al igual que ocurría en el caso de
Groenlandia Oriental, el estudio del Tribunal va a hacer una mayor reflexión sobre
la prueba de actos de soberanía efectuados a lo largo del sigla XIX, dado que
what is Ihe decisive importance, in the opinion of the Court, is not indirect
cf r. Intervención oral de Sir L.Heald, Mr.Fitzmaurice, por Reino
Unido y Prof .Gross, por Francia, I.c.J.Pleadinas, vol.II, pp.48, 61—95, y 229—
248.
15 Sobre toda la argumentación del T.I.J. en torno a la fecha crítica en
este caso, cfr. I.CJ.Reoorts, 1953, pp.59—60.
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presumptions deduced from events in the Middle Ages, but the evidence which
relates directly to the posesion of the Ecrehos and Minquiers groups”76; lo cual
no le impide analizar igualmente, tanta las actos relacionadas con la época feudal
como origen de un titulo histórico (aplicación implícita, como indicamos en la
sección precedente, del derecho intertemporal en su segunda regla) que los actos
de soberanía inmediatamente anteriores a 1886 consolidan en favor de Reino
Unido, como las actos posteriores a dicha fecha, en el sentido confirmatoria que
veremos en el próximo apartado.
u La sentencia de 19 febrero 1968, en el asunto del Rann de Kutch, resulta
especialmente interesante en la que se refiere a la cuestión de la fecha crítica, en
cuanto el tribunal arbitral no determinó can precisión una fecha única, sino que
consideró que había dos fechas con ‘particular relevancia’. Efectivamente, al
observar que “the Parties have not expressely joined in accepting a precise critical
date, their pleadings and arguments embody a wide measure of agreement on
certain dates or years as having particular relevance ~ el tribunal entendió que
eran fechas relevantes, y las aplicó con el efecto de fecha crítica, la fecha de
conclusión del último tratado firmado por la Compañía de las Indias Orientales con
los indígenas del Kutch, 13 octubre 1819, y el periodo comprendida entre la fecha
de promulgación del Acta de Independencia de India, 18julio 1947, y la fecha de
accesión de India y Pakistán <partes de la controversia) a la independencia, 15
Vid, ibídem, pAl.
~ Vid. tUL. 1968, voLVil, p.656.
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agosto 1947. Decimos que las aplicó con ese sentido en cuanto el tribunal sólo
hizo referencia a los actos de jurisdicción anteriores a 1947, pues su objetivo era
el de “define and delimit with the greast possibíe accuracy which of the two
contending sovereigns, being before Independence...” ; esta determinación la
efectuó a partir del análisis de dos tipos de pruebas de soberanía, unas referentes
a la época colonial -actos del s.XIX-, otras las correspondientes al período
inmediatamente anterior a la accesión a la independencia. Y el resultado, sabemos,
determinó un reparto del territorio entre ambos Estados sin ajustarse plenamente
a las reclamaciones de ninguno de los dos.
• Como último supuesto en el que encontramos aplicación de la figura de
la fecha crítica, podemos referirnos al asunto de la controversia fronteriza entre los
Emiratos de Dubai y Shariah (aunque no se trate de un auténtico arbitraje
internacional, no podemos dejar de aludir a él, como ya hemos hecho en páginas
anteriores>. Este caso, junta can el de I&Ñ78. son ejemplos recogidas por
Bardonnet79 de cómo las partes pueden indicar en sus escritos varias fechas
críticas posibles y modificar su posición inicial en el curso del procedimiento. Así,
Sharjah plantea en un primer momento como fecha crítica la de 1955, cuando
ambos Emiratos reconocen la existencia de una controversia entre ellos al confiar
a las autoridades británicas su solución; pero, posteriormente admite que podría
corresponderse con la fecha de creación de la Federación de Emiratos Arabes
78 cfi,. suora, nota 68.
~ Vid- “Les faits. . .oo.cit., p.6O.
El ejercicio continuo y pacifico ... 491
Unidos, 2 diciembre 1971. Por su parte, Dubai sostiene que la fecha crítica debe
ser la del Compromiso de arbitraje, 30 noviembre 1976. Finalmente, el tribunal
rechaza el plantemaiento de Sharjah, pues en esa fecha no había cristalizado la
controversia, y acoge la tesis de Dubal, estableciendo que “if a critical date exists,
that date can anly be that of the date of the signature of the Arbitration Agreement
on 30 november, 1976to. Conscientes las Partes de que la determinación de una
fecha crítica les obliga a ser coherentes con la misma, en cuanto a la presentación
de pruebas de ejercicio de soberanía en los años inmediatamente anteriores, el
tribunal se ha encontrado en este caso con un volumen probatorio de efectividades
referido a un período que abarca desde 1930 hasta el próximo 1973, por lo en su
examen no se ha visto en la obligación de excluir ninguna categoría de evidencia.
El resultado de esta valoración concluye con la determinación del controJ efectivo
de Dubai en la fecha decisiva, en base a las pruebas de efectividades presentadas.
6) IMPORTANCIA DE LAS EFECTIVIDADES EN EL PERIODO INMEDIATAMENTE
POSTERIOR A LA FECHA CRíTICA
.
Pese a la definición de fecha crítica dada por el Díctionnaire de la
SO Finalmente, el tribunal admite la figura de la fecha crítica que en
un pri.mer momento había rechazado para esta controversia, aunque no sin dejar
de mostrar sus reticencias <que no compartimos>, al afinar que “the concept
of critical date.., has not played a major rule in territorial disputes” (vid.
Original mecanografiado, p.8, pp.88—89, y p.94, respectivamente para cadacuestión aludida).
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terminolocie du Droit International81, al referirse a la misma como
“expression employée en procédure arbitrale ou judiciaire pour
désigner la date á partir de laquelle íes données du litige doivent étre
considérées comme définitivement fixées de telle maniére que les faits
postérieurs doivent étre tenus pour sans pertinence pour la solution
du différend”,
-definición que excluye por principio los sucesos que sobrevienen con posterioridad
a la fecha crítica-, la propia práctica jurisprudencial referida nos muestra cómo esta
afirmación debe ser matizada. Efectivamente, así como los hechos que ocurren
antes de la fecha crítica tienen valor sustantivo en cuanto creadores del titulo, los
sucesos ocurridos después de esa fecha pueden ser retenidos como prueba, pero
sólo como categoría dependiente; son admisibles únicamente de forma subordinada
para explicar y corroborar los hechos probatorios ocurridos con anterioridad a la
fecha crítica.
Un examen atento de la jurisprudencia anteriormente aludida demuestra, en
efecto, que baja ciertas condiciones y con ciertos limites, los elementos de prueba
de posesión efectiva, posteriores a la fecha crítica, pueden ser objeto de
valoración. El prof.BARDONNET62 ha realizado una exahustiva labor de análisis
en este sentido, sistematizando en las siguientes las estrictas condiciones en que
la práctica ha encasillado la posibilidad de recurrir a elementos de prueba
Vid. Dictionnaire. . .op.clt., Paris, 1960, p.186 <el subrayado es
nuestro>.
~ Vid. “Les faits posterieurs...on.clt., pp.63—71 <creemos obligado
referir que este estudio del proLflardonnet constituye, sin duda, la
aportación más importante sobre el tema, lo que justifica nuestra remisión
continua al mismo>.
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posteriores a la fecha crítica:
1’ La primera es negativa, en el sentido de que no debe haber diferencias
esenciales en las relaciones entre las Partes y el territorio disputado, antes y
después de la fecha crítica. Esta primera condición se extrae de la sentencia de
Max Huber en la Isla de Palmas83
.
28. A esta primera condición, la jurisprudencia posterior84 ha añadido una
exigencia suplementaria de naturaleza positiva: conviene que esas actividades
posteriores a la fecha crítica aparezcan como el desarrollo continuo de las
actividades anteriores a la misma y prolongen de alguna manera sus raíces en el
pasado. Es decir, debe existir continuidad entre la práctica anterior y la posterior
a la fecha crítica, una cierta homogeneidad en el comportamiento de las partes
durante el periodo que precede y el que sigue a dicha fecha.
3a• La tercera condición se desprende, según Bardonnet, de los principios
generales del procedimiento internacional: de la misma manera que un juez
internacional no se puede acoger a reclamaciones tendentes a crear una ficción de
soberanía rpaper claims”), no se puede admitir el recurso de una de las partes a
hechas posteriores a la fecha crítica que respondan exclusivamente a una finalidad
de táctica judicial para reforzar su posición post Iitem motam
.
Si observamos atentamente estas tres condiciones reseñadas par Bardonnet
podemos concluir que se encuentran interrelacionadas entre si. El criterio del
~ Aunque podría entenderse implícita en la falta de ‘diferencia
esencial’ requerida por Huber, la alusión expresa a esta segunda condición la
localizamos en el asunto de Minauiers y Ecrehous <cfr. I.C.J.Reoorts, 1953,
Pp. 59—GO)
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desarrollo continuo se halla implícito en el requisito de falta de diferencia esencial,
son en cierta medida indisociables. Por otro lado, la exigencia de no mejora se
encuentra, en gran medida, cubierta por el criterio del desarrollo continuo, pues
ambos postulan una necesaria homogeneidad en las actividades de las partes en
relación al territorio disputado antes y después de la fecha crítica.
A estas exigencias, a cuyo cumplimiento parece condicionar la propia
jurisprudencia su admisibilidad, se añade la limitación que supone el hecho de que
las pruebas posteriores a la fecha crítica sólo pueden ser retenidas can el fin de
elucidar y clarificar la situación de las partes en relación al territorio litigioso; lo cual
excluye su invocación con el fin de determinar un cambio en la situación existente
con anterioridad a la fecha crítica. La justificación de este límite reside
necesariamente en la exigencia indicada de homegeneidad y coherencia entre la
85
práctica anterior y la posterior al momento decisivo
Sin embargo, pese a la exactitud de esta construcción, es el juez a árbitro
el que decidirá en cada caso, en atención a las circunstancias particulares, la
procedencia o no de las pruebas posteriores a la fecha crítica determinando,
igualmente, la conformidad o no de las mismas a las condiciones señaladas.
u De esta manera, de los casos mencionados en el apartado anterior en los
cuales ha sido retenida la figura de la fecha crítica, podemos referir los siguientes
Cfr. Eardonnet, D., Lee falte... op.cit., p.lO.
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como supuestos de rechazo de la prueba de efectividades desarrolladas en el
periodo posterior a dicha fecha:
- El asunto de la isla de ClioDerton, aunque la idea de fecha crítica está tan sólo
implícitamente recogida en el planteamiento del árbitro, resulta especialmente
interesante en lo que se refiere al material posterior a 1897, fecha decisiva de este
caso. En efecto, con posterioridad a dicha fecha México tomó gran interés en la isla
realizando varios actos de autoridad estatal sobre la misma <envio de tropas,
construcción de un faro en 1906...), los cuales fueron calificados por Francia como
habiéndose realizado con la clara intención de mejorar su posición en la
controversia86; según esta objeción la reclamación mexicana no seria sino “paper-
claim”, con lo cual estaría vulnerando la tercera de las condiciones anteriormente
mencionadas87. Es interesante resaltar cómo el árbitro no ha tenido en cuenta en
ningún momento ese cuerpo probatorio posterior a 189788, con lo que
implícitamente ha admitido la tesis francesa de rechazo de la actividad posterior a
la fecha decisiva cuando ésta tiende a modificar la situación existente en ese
momento.
- El hecho de que el T.P.J.í. no hiciera ninguna consideración respecto a la prueba
cf r. Memoria defensiva presentada por el Gobierno de la República
francesa, Paris, 1912, p.236.
Precisamente es en este asunto donde encuentra Dardonnet la primera
referencia a esa tercera exigencia suplementaria que permite eliminar toda
práctica posterior a la fecha crítica, motivada por la intención de mejorar
la posición jurídica de una de las Partes (oo.cit., p.ES>.
cfr. A.J.I.L., 1932, pp.39O—394-
496 Capítulo VII
de soberanía noruega sobre Groenlandia oriental, desplegada tras su ocupación
formal de 1931, es explicable desde dos ángulos distintos39: en primer lugar,
porque al quedar fijada la fecha crítica en 1931, la prueba de posesión efectiva del
territorio disputado anterior a dicha fecha procedía exclusivamente de parte de
Dinamarca, la cual resultaba suficiente para entender que en la fecha decisiva
queda claramente demostrada la soberanía danesa sobre Groenlandia; además, si
atendemos a las dos exigencias de falta de diferencia esencial y desarrollo
continuo, éstas no se cumplen en ningún caso respecto de la prueba noruega cuya
aceptación supondría, claramente, un cambio en las relaciones entre las Partes y
el territorio disputado anteriores a la fecha crítica.
Más recientemente, en el asunto de la controversia fronteriza entre los Emiratos
de Dubal y Shariah, este último había argumentado, en relación a la fecha crítica
<que él situaba en 1971), que los actos de ambas Partes en las zonas objeto de la
controversia posteriores a dicha fecha no debían ser tomadas en consideración por
el tribunal arbitral, excepto si proporcionaban prueba de la soberanía existente al
tiempo de la fecha crítica, en cuanto tales actos constituían “attempts to improve
the legal position of the Parties”~. Entendió el tribunal arbitral que Sharjah se
estaba refiriendo a la construcción de obras públicas en Al Mamzer por parte de
Dubai en 1971, por lo que al fijar aquél la fecha crítica en 1976, en nuestra
Cfr. Asunto de Groenlandia Oriental, P.C.I.J., serie Alt n’53, 1933,
pp. 45—65
~ Vid. original mecanografiado, p.89.
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opinión, esta alegación carecía de sentido <pues la prueba sometida por Dubai es
anterior a dicha fecha>; sin embargo, a juicio del tribunal tal actividad “could not
be interpreted as acts of sovereign authority ~
u La toma en consideración, a titulo confirmativo, de las actividades y
actitudes posteriores a la fecha crítica, resulta evidente en el asunto de la Isla de
Palmas. En este caso el árbitro, Max Huber, divide los elementos de prueba en tres
categorías92: los anteriores a la fecha crítica de 1898, plenamente aceptados
como hemos tenido oportunidad de comprobar en el apartado precedente; los
posteriores al nacimiento de la controversia en 1906, los cuales deben ser
descartados de conformidad con los principios generales del procedimiento arbitral;
y los sucesos sobrevenidos entre la fecha crítica y el nacimiento del conflicto
<1698-1906>, los cuales pueden ser tenidos en consideración para aclarar la
situación jurídica existente en el momento decisivo.
No hay duda alguna de la posición de Max Huber en relación a los hechos
posteriores a la fecha crítica: “presentan un cierto interés merced a la luz que
pueden proyectar sobre el periodo inmediatamente anterior a dicha fecha”93.
Analizando la prueba presentada por Paises Bajos relativa al ejercicio de soberanía
en ese periodo, el árbitro observa cómo se ajusta a la exigencia de falta de
diferencia esencial en las relaciones de las autoridades holandesas con la isla antes
91 Vid. supra
.
cfr. R.G.D.I.P., 1935, p.196.
~ Vid. _____
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de la fecha crítica, y de desarrollo continuo, por lo que los toma en consideración
a título confirmativo para corroborar su afirmación de existencia de soberanía
holandesa sobre Palmas en 1898. El sistema impositivo de los años 1904 y 1905,
o la asistencia médica proporcionada a la isla en 1903, son prueba del
mantenimiento de una soberanía plenamente asentada en 1898.
- La jurisprudencia establecida a través del asunto de la isla de Palmas, fue
retomada por el T.l.J. en el caso de Minouiers y Ecrehaus, para quien no existe
causa que justifique la exclusión de los hechas posteriores a las fechas criticas de
1886 y 1888, cuando éstos “had developed gradually long before the dispute as
to sovereignty arase, and it has since continued without interruption and in a
similar manner”94. Es decir, está confirmando la opinión expresada por Huber de
que el material posterior a la fecha crítica no puede servir para cambiar la situación
existente con anterioridad a dicha fecha.
La prueba deactos de administración realizados sobre Ecrehous y Minquiers,
tanto por autoridades británicas como por autoridades de Jersey, con posterioridad
a 1886 y 1888, respectivamente, no sólo no ha sido descartada sino que dichos
actos han sido tenidos muy en cuenta por el tribunal como prueba adicional de la
situación existente en el momento critico. Varios actos de jurisdicción civil y
criminal, el despliegue de autoridad policial, así como un común ejercicio de
administración desarrollado por autoridades británicas a lo largo de los siglos XIX
y XX han sido retenidos por el Tribunal en cuanto constituyen una prolongación del
Vid. Lc.J.Reports, 1953, pp.59-60.
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ejercicio de soberanía por parte de Reino Unido sobre tales islas95. Queda claro
que la sentencia de 1953 atribuye el mismo papel corroborativo a los hechos
posteriores que ya otargara el laudo de 1928.
- Por último, creemos necesario referirnos a das asuntos en los cuales, si bien se
ha obviado la referencia probatoria posterior a la fecha crítica por las Partes, la
posición del correspondiente tribunal arbitral era favorable a la misma. En efecto,
en el asunto del Rann de Kutch no se ha descartado fl~jjQ¡j el recurso a los actos
de jurisdicción posteriores a la última fecha relevante de 1947 según se desprende
de las palabras del tribunal al referirse a que su función era precisamente el de
definir y delimitar, con la mayor exactitud posible, “which of the twa contending
sovereigns, being before Independence... and which of them carried out the burden
of discharging the duties inherent in sovereignty in that territary at each relevant
penad of time”~
.
Con mayor claridad se expresa el tribunal arbitral que conoció del asunto de
Iaba respecto del valor confirmativo de los hechos posteriores a la fecha crítica,
pues al establecer cuáles van a ser los criterios sobre los que va a basar su decisión
se refiere, no sólo al material probatorio anterior a la fecha crítica, sino que
entiende incluida entre éstos la conducta de las Partes posterior a dicha fecha “to
the extent that such conduct confirms the understanding reached of what the
~ cfr. ikii&m, p.70.
Vid. I.L.M., volVII, 1968, p656 <el subrayado es nuestro).
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situation was on the critical date”97. Resulta igualmente descatable de esta
sentencia la consagración que hace de la función que cumplen los hechos
posteriores a la fecha crítica, función que actúa como limite en el recurso a los
mismos: “events subsequents to the critical period can in principie also be relevant,
not in terms of a change of the situation, but only ta the extent that may reveal or
illustrate the understanding of the situation as it was during the critical penad”98.
No hay duda alguna según se desprende del análisis realizado, pese a que
las definiciones dadas por la doctrina sobre la fecha crítica parecen excluirlo, que
la prueba de efectividades correspondientes al período inmediatamente posterior
a la fecha crítica no siempre resulta excluida, sino que, por el contrario, suele ser
tomada en consideración, no como creadora del titulo, sino únicamente para
corroborar el mantenimiento del título existente sobre el territorio disputado en el
momento decisivo, es decir, para confirmar la existencia de soberanía. En cualquier
caso, no hay regla general, son las circunstancias propias de cada controversia las
que determinan su admisibilidad.
~ Vid, ibídem, p.1469, pa.175.
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O INCIDENCIA DE LAS EFECTIVIDADES. ANTERIORES Y POSTERIORES A LA
DESCOLONIZACION. EN EL CASO DEL ‘UTI POSSIDETIS IURIS’
.
A diferencia de las controversias de adquisición de soberanía territorial, los
conflictos de delimitación de dos soberanías pre-existentes, en los cuales el objeto
de disputa lo constituye la interpretación de un titulo jurídico para trazar una línea
fronteriza, no plantean las mismas dificultades en relación a la fecha crítica,
especialmente si nos referimos a un litigio de delimitación regido por el principio del
uti oossidetis iuris. Efectivamente, como hemos tenido ocasión de comprobar la
figura de la fecha crítica opera habitualmente en los contenciosos de adquisición
territorial -en los que las alegaciones se basan fundamentalmente en la posesión
efectiva del territorio-, de ahí que su transpolación al ámbito de la delimitación
fronterizaa9 suponga una erradicación de su contexto habitual, con las
‘particularidades’ que ello pueda suponer.
Sin embargo, para un cierto sector de la doctrina, un ejemplo típico de
adopción de una fecha crítica pre-establecida de aplicación general puede
encontrarse en la doctrina del uti oossidetis iuris, opinión que no ha dejado de
encontrar voces adversas1~. En el mismo sentido parecen manifestarse algunos
Ya hemos aludido, igualmente, a que en los contenciosos de
delimitación territorial la figura paralela que opera es la de ‘tratado
critico de fronteras’.
100 Esta es la postura mantenida por A.L.W.Munkman, para quien “uti
noseidetis could be described as a form of critical date’ with a general
application” (vid. “Adiudication and Adjustment. International Judicial
Decision and the Settlement of Territorial and Boundary Disputes”, B.Y.B.I.L.
,
1972—73, p.93); en el mismo sentido se manifiestan A.O.Cukwurah <ov.cit.
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Estados, afectados por este tipo de conflictos, afirmando que en relación al nti
oossidetis “le seule date critique cancevable de l’attribution de souveraineté est la
date de l’accession des deux Etats á I’indépendance”101.
Cuando tal fecha es adoptada, la prueba posterior a la fecha de
independencia de los Estados partes -que marca el ntL.p~szJ~- es
automáticamente excluida de afectar a la situación legal establecida; este
constituye, precisamente, el principal argumento para afirmar la identificación de
fecha crítica y uILgQzzj~tfr: la exclusión de los hechos posteriores. Sin embargo
y pese a la coincidencia, los actos a hechos posteriores a la fecha de
Independencia se excluirían por la propia razón de ser del uti oassidetis, y no en
virtud de la fecha crítica102; pues, como muy bien ha expresado el T.l.J en el
asunto de la controversia fronteriza entre Burkina Faso y Mali refiriéndose al efecto
que produce la aplicación del principia del uti nossidetis, éste “applies to the State
as it is, ;.e., to the ‘phatograph’ of the territorial situation then existing. It freezes
pp.ll2—113), AG.Roche (on.cit., p.89) y J.Dutheil de la Rochare (“Les
procédures de réglement des différends frontaliere”, en La frontiére. Colloaue
de Poitiere, Par!., 1980, p.142>.
No faltan, sin embargo, voces opuestas como la de J.A.Earberie que
entiende que “si se acepta como regla entre dos Estados el uti poseidetis, la
idea de fecha crítica pierde valor y todo se reduce a saber cuáles eran los
limites en el primer momento de accesión a la independencia” <vid. “La regla
del utí noseidetis jurie en las controversias limítrofes entre paises
hispanoamericanos”, en Líber amicorum. Colección de estudios luridicos en
homenaje al prof.Dr.D.José Pérez Montero, vol.I, Oviedo, 1986, p.142); o la
del prof.Sánchez Rodríguez, que se acoge plenamente a la opinión de Barberis
(cfrrrecha crítica-.. g~,..gjfl, p.682>.
¡01 Vid. Memoria del Gobierno de la República de Honduras, 1 junio 1988,
en el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre
El Salvador y Honduras, p.l56. Podríamos decir que se trata de una
identificación no strictu sensu, sino de mata explicación analógica.
102 En este sentido ha sido muy clara la exposición del prof.Sánchez
Rodríguez, explicando las exclusiones mutuas de ambas figuras <“Fecha
crítica... on.cit., pp.681—684>.
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the territorial title; it stops the clock”103. Por ello, creemos más correcto hablar
de similitud, en cuanto a los efectos temporales, y no de identidad entre ambos
conceptos.
Precisamente, partiendo de esa semejanza, aunque al quedar regido un
conflicto por el ~Lna~iÉflz esto suponga que los comportamientos de las partes
posteriores a la fecha de independencia, y más concretamente la prueba de
ocupaciones efectivas, deben en orincioio considerarse como indiferentes para
determinar el título de soberanía, esto es, quedan automáticamente excluidas para
afectar a la situación legal existente en ese momento; sin embargo, existen pruebas
en la propia jurisprudencia judicial y arbitral que modelan esta afirmación, como ya
ocurriera con la propia fecha crítica. En término generales, ya se hable de uIt
QzI~flini, ya sea uti nossidetis de facto, en ambos casos la posesión efectiva
posterior a la fecha de independencia no puede crear una nueva línea fronteriza
contraria al titulo colonial. Sin embargo, como ya advertíamos en el capitulo IV de
este trabaja, los títulos legales que sirven para determinar el uti oossidetis iuris
adolecen con frecuencia de imprecisiones, ambigUedades y carencias que hacen
necesario el recurso suplementario a otro tipo de pruebas. Es entonces, como
vimos, cuando entran en juego las efectividades, para interaccionarse can el titulo
103 Vid. I.c.j.~~flgfl¡, 1986, p.S68, pa.30. Es igualmente interesante la
catalogación que hace, unas lineas más abajo, del utí possidetis como “la
fotograf la del territorio en la fecha critica”, pareciendo intuir la similitud
existente entre ambos.
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jurídico104, bien corroborándolo, bien supliéndolo o completándolo; y no sólo las
llamadas ‘efectividades coloniales’, definidas por el T.l.J. en el asunto de Burkina
Eaz~LMaii. como “the conduct of the administrative authorities as proof of the
effective exercise of territorial jurisdictian in the region during the colonial
period”106, sino incluso las ‘efectividades post-coloniales’, es decir, el ejercicio
de funciones estatales posteriores a la independencia. En este sentido, el T.l.J. en
el asunto de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador
y Honduras establece, precisamente, la posibilidad de recurrir “to documentary
evidence of post-independence ‘effectivités’ when it considers that they afford
indications in respect of the 1821 uti nossidetis iuris boundary, providing a
relationship exists between the ‘effectivités’ concerned and the determination of
that boundary “~, que ya se entendía implícita en el espirítu de la sentencia de
1986.
Puesto que el tema de la dialéctica planteada entre efectividades y nIl
RQi~tizJLri ya ha sido abordado en el capitulo IV, nos remitimos al análisis
entonces practicado, limitándonos ahora a referir los asuntos en que ha jugado la
Recordamos, igualmente, en este punto los cuatro supuestos de
interacción ‘efectividades/uti noasidetis iuris’, asentados por la
jurisprudencia del asunto de Burkina Faso/Malí: 1. confirman el título
jurídico cuando coinciden con él; 2. Be excluyen si no coinciden con el titulo
legal; 3. lo sustituyen cundo éste no existe; 4. lo completan e interpretan
cuando resulta ser insuficiente <I.C.J.Reports, 1986, pp.388—587, pa.63).
105 Vid. I.chJ.Reports, 1986, p.586, pa.63.
106 Vid. Jkc.J.Reports, 1992, p.399, pa.62. El T.I.J., efectivamente,
entiende implícito el recurso a las efectividades post—coloniales en las
palabras do la Sala que conoció del asunto de Burkina raso/Mali, en las que
establecía el juego de interacciones entre efectividades y utí nossidetis
iuris <vid.supra> -
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interacción efectividadeshulkoniÉft, haciendo especial mención a la
consideración que han obtenido las efectividades post-coloniales.
u Ya entonces aludíamos a la importancia fundamental que ocupaban dos
casos de la práctica jurisprudencial, en relación al papel determinante de las
efectividades en la concrección del titulo jurídico: uno solucionada por vía arbitral,
el asunto de la controversia fronteriza entre Guatemala y Honduras; otro por un
órgano judicial, la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El
Salvador y Honduras. En ambos casos, no sólo fue admitida la prueba de
efectividades coloniales, sino que ocuparan lugar de primer orden los actos de las
Partes posteriores a la Independencia, con la finalidad de ayudar a establecer la
línea del uti oossidetis iuris de 1821; y ello motivado tanto por las deficiencias y
lagunas de los documentos de la época colonial, como por la consideración de que
suponían una continuación en el ejercicio de soberanía iniciado en esa época.
Dividiendo el tribunal arbitral la frontera objeto de disputa entre Guatemala
y Honduras en cuatro secciones, procede aquél a valorar en todos ellos la prueba
de ejercicio de soberanía presentada por las Partes; como consecuencia de ese
análisis, tan sólo es rechazada esa prueba en un sector, obteniendo una
consideración positiva para el resto. De esta manera, se retiene, por un lado, la
prueba de efectividad post-colonial guatemalteca en el primer y cuarta sector,
basada tanto en el ejercicio de autoridad y jurisdicción civil, como en los actos de
administración local y central; y par otro, la remisión a efectividades coloniales
presentadas por Honduras en relación al tercer sector, que se basaban en el
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ejercicio de administración por autoridades estatales, fundamentalmente de
jurisdicción civil y penal y de disposición sobre bienes inmuebles, completado por
una intensa actividad eclesiástica en la zona107.
Por su parte, el T.l.J. pese a su posición de principio favorable a la
consideración de todo tipo de efectividades y a la profusión de pruebas
presentadas tanto por Honduras como por El Salvador, éstas no tuvieron valoración
positiva en la determinación de la línea del uti Dossidetis que habría de delimitar lo
seis sectores de la frontera terrestre108. Situación ésta que cambia radicalmente
al abordar la controversia insular; en ésta, la imprecisión y contradicción de los
documentas de la época colonial, así como la escasez de actos de soberanía
anteriores a la fecha de la Independencia, obligan al Tribunal a retener como única
fórmula probatoria del titulo jurídico las efectividades post-coloniales presentadas
por las Partes (respecto de las cuales ya no cabría plantearse la exigencia,
anteriormente señalada por el Tribunal, de continuidad con la situación legal
anterior al venir ésta indeterminada>, unidas al correspondiente consentimiento de
la otra Parte, esto es, al comportamiento de las Partes como modo de extinguir o
modificar derechos y obligaciones109. El resultado del examen de la prueba
Cfr. UJ4.R.I.A.A., vol.II, pp.1328—133O, 1345—1350 y 1344—1347,
respectivamente. Dado que el estudio particular de estas efectividades ha mido
realizado en el capítulo y, remitimos al mismo para el análisis en detalle.
106 Como hemos reiterado en varias partes de nuestro trabajo, todo el
volumen de actos de Estado, anteriores y posteriores a 1821, presentado por
ambas partes no entró en juego respecto del titulo jurídico <cfr.
I.C.J.Reports, 1992, pp.442—443, pa.102; pp.435—436, pa.123; p.470, pa.177 y
178; pp.47O—471, pa.179; pp.471—472, pa.180; p.515—5l6, pa.264; p.516, pa.265;
p.542, pa.3a4; y pp551—552, pa.319, respectivamente).
109 cfr. ibídem, p.566, pa.347.
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abordado por la Sala, supuso la atribución de la soberanía de la isla del Tigre a
Honduras -que había probado el ejercicio de autoridad a través del despliegue de
actividad legislativa y la disposición sobre bienes inmuebles- y de Meanguera y
Meanguerita a El Salvador -cuyo efectiva control sobre las mismas vino
corroborado por una profusa actividad estatal probada mediante actos de
juridicción civil y criminal, de administración central y local, implantación de un
sistema impositivo, construcción de obras públicas, actos de registro e instauración
de varios servicios públicos, entre otros-110, unido a la actitud aquiescente por
silencio y ausencia de reacción de Honduras.
u La reflexión en torno a la interacción entre efectividades y utL2gzz¡~i
[uili ha sido igualmente abordada, aunque en menor medida, en otros supuestos
jurisprudenciales:
- En el asunto de la Isla de Aves (conflicto que demuestra coma ningún otro la
particularidad que suponen los litigios de islas dentro del conjunto de controversias
regidas por el utLgQ11j~fl~), donde el árbitro hace primar al título jurídico sobre la
ocupación efectiva del territorio, representada ésta por la efectividad post-colonial
que supone el establecimiento de fuerzas armadas sobre la isla en 1854111. Aquí
la prueba de efectividad actúa en su faceta confirmatoria del uti oossidetis iuris
,
cuya aplicación conlíeva la atribución del territorio a Venezuela en calidad de
Cfr. ibídem, pp.567—57O. pa.352 a 354 (respecto de El Tigre> y
pp.572—574, pa.359 <en relación a Meanguera y Meanguerita>.
~ Cfr. LALPRADELLE et POLITIS, ~ vol.II, pp.414—415.
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sucesora de España.
Ese mismo papel corroborador jugaron las efectividades coloniales alegadas por
Honduras en su disputa fronteriza con Nicaragua, y los establecimientos coloniales
que tanto Costa Rica como Panamá habían fundado en la frontera litigiosa112.
Efectivamente, en su laudo de 1906 el Rey de España delimitó la frontera entre
ambos Estados atendiendo básicamente a los documentos de la época colonial,
pero se sirvió de la prueba de posesión efectiva que constituían diversos actos de
adminitración, legislativos y de policía. as! como abundantes referencias a la
actividad eclesiástica desplegada en la zona por el Obispado de Honduras, para
afianzar el trazado establecido”3.
- Sin embargo, no faltan tampoco referencias negativas en cuanto a la
consideración de las efectividades coloniales en este contexto. La primera podemos
localizarla claramente en el laudo del Presidente Alcorta114, que delimitó la
frontera entre Bolivia y Perú en atención, exclusivamente, a Drincinios de equidad
excluyendo par inconcluyentes los documentos coloniales, y por inoperantes las
correspondientes pruebas de posesión efectiva presentadas sobre todo del lado de
Bolivia.
Posteriormente, fue la Sala del T.l.J. que conoció de la controversia
112 Respecto de este segundo caso, cfr- U.N.R.I.A.A., vol.XI, pp.533-534.
cfr. GROS ESPIELL, E. Egnaña y la solución... o~.cit., pp.139—143.
tZfr. U.N.R.I.A.A., vol.II, pp.1308—1366.
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fronteriza entre Burkina Faso y Mali la que, pese a ser la pionera en la
especificación del juego dialéctico efectividades/USIQQ iji, estableció el trazado
fundándose específicamente en las documentos y tratados coloniales sin aludir
expresamente a las efectividades coloniales que pudieran presentarle las
Partes115.
Al igual que concluíamos al hablar del derecho intertemparal, es posible
referirse a la fecha crítica coma una construcción absolutamente jurisprudencial.
Su razón de ser queda plenamente insertada en la labor de análisis previo a la
decisión que tiene que realizar el órgano jurisdiccional, pues no es sino el punto de
referencia temporal en la determinación del título de soberanía y de su prueba.
SECCION 3a: VALORACION DE LAS EFECTIVIDADES EN LOS SUPUESTOS DE
FIJACION DE ‘STATU QUO’.
Existe otra forma más en la que actúa igualmente el factor tiempo sobre la
valoración de la prueba de ejercicio continuo y pacifico de funciones estatales: la
fijación del zt~~j~jjg por vía convencional. A través de esta figura dos Estados que
tienen planteada una controversia, acuerdan mantener la situación tal y como
115 Cfr. I.C.J.Renorts, 1986, pp.554—65l.
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estaba en un particular momento, pendiente la sumisión de la disputa a alguna
forma de solución, la cual, en algunos casos se prolonga varios años en su llegada.
A esta construcción, al igual que veíamos con el uti nossidetis, se la ha venido
considerando coma una forma de fecha crítica pre-estabíecida116, al
comprometerse las Partes a no prevalerse de actos de soberanía posteriores al
acuerdo, esto es, se obligan a abstenerse de tales actos que de esta forma resultan
inoponibles al otro Estado.
Sin embargo, como la propia práctica nos va a demostrar, pese a la similitud
no hay identidad, sino interrelación por los efectos que ambas figuras producen en
la consideración de los actos de soberanía de los Estados en conflicto respecto de
un territorio determinado”7. Mientras el establecimiento de una concreta fecha
de at~tu..gi¿g, viene determinada convencionalmente por dos Estados en conflicto
antes de un contencioso, la fecha crítica aparece una vez que surge éste, fijada por
el Tribunal llamado a resolverdicho contencioso para examinar éste. Incluso, no es
extraño que habiendo fijado previamente un determinado statu auo, al someter
posteriormente la controversia a un órgano jurisdiccional los Estados en litigio
establezcan, respecto del procedimiento, la fijación de una fecha crítica ulterior,
116 Esta es la opinión, por ejemplo, de A.G.Roche <cfr.ori.cit., p.9O>,
y de D.Eardonnet (cfr. “Les faits... on.cit, p.57); para este último es clara
la relación entre las nociones de fecha crítica, de statu auo y de territorio
disputado, relación que nosotros también entendemos existe pero sin llegar A
la confusión de términos.
Esa misma interrelación que afirmamos existe entre statu ano y fecha
crítica, podemos extenderla de forma analógica entre aquél y el principio del
utí noesidetis, por las mismas razones apuntadas. No en vano ha afirmado el
T.I.J. en el asunto de la controversia fronteriza entre Burkina Faso y Mali
<vid. I.C.J.Renorts, 1986, pp.564, pa.19 y p.565, pa.20), que “el utí
toseidetis consagra el statu ano fronterizo, en relación a la fecha de la
independencia.
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entonces habrá que ver qué hace el juez o árbitro con los zt~fl¿Lgn2 anteriores a
la fecha crítica.
Independientemente de esta apreciación, es obvia la influencia que va a
ejercer respecto de la valoración de la prueba de las efectividades la fijación
temporal de las mismas a través del ~fla.gj¡~, de ahí que entendamos necesario
un mínimo bosquejo del problema.
A> APROXIMACION CONCEPTUAL A LA FIGURA JURíDICA DEL ‘STATU QUO’
.
Una primera cuestión, pues, a abordar es la relativa a la conceptualización
del statu oua en el marco de los conflictos de atribución territorial”8, término
éste que no siempre ha sido acogido como tal según se desprende de un análisis
de la práctica convencional119; en efecto, los Estados han utilizado expresiones
El recurso al statu ano ha sido comúnmente mantenido en conexión con
los efectos legales de la guerra, concretamente en relación a la cuestión de
si debe mantenerse el statu ano ante bellum después de finalizado el estado
de guerra, o si por el contrario debe permanecer el estado de posesión de los
beligerantes al tiempo del cese de las hostilidades, el llamado nuevo statu
ano post bellum (sobre el tema, cfr. entre otros, Fischer—Williams, J.,
International Chance and International Peace, Nueva York, 1932; Lauterpacht,
E. “Régles générales du droit de la paix. Chapter XII, L’organisation de la
paix et la revision du statu ano”, RAes C., 62, 1937—1V, pp.371—416; o Grewe,
W.G., “Status gua”, en Encvclopedia of Public International Law, Bernhardt
<ed), vol.7, Amsterdam, 1984, pp.438—442).
Frente a un abundante tratamiento del problema de la fijación del statu
Q~¿Q bélico, es necesario constatar el nulo tratamiento del mismo en relación
a los conflictos territoriales por parte de la doctrina; y ello a pesar de la
importancia del tema. Tan sólo encontramos una breve referencia en A.G.Roche,
on.cit., p.9O; S.Bastid, oy.cit., p.466; yD.Eardonnet, “Les faits... oo.cit.
,
pp.56—57. De ahí la dificultad a la que nos enfrentamos.
sobre esta práctica, aconsejamos una lectura del estudio de
D.Bardonnet, “Les faits...on.cit., pp.47 y se.
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análogas tales como ‘mantenimiento en el estado de la zona disputada’ y otras
fórmulas del mismo tipo. Precisamente, la utilización de la locución ‘zona
disputada’ como término de referencia en la determinación de lo que es el £afl~
flflfl, pone de manifiesto la vinculación entre ambos conceptos así como la
necesidad de concretizar en qué consiste cada uno de ellos.
Si se entiende la expresión ZONA O SECTOR CONTROVERTIDO en un
sentido amplio, éste no es sino el territorio que es objeto de una disputa. Pero esta
definición aparentemente sencilla, no está aquejada sino de una supuesta
simplicidad, pues las disputas no se hallan bien definidas sino llegado un punto de
madurez tal en el cual su existencia es reconocida por ambos Estados en presencia
y el objeto de la misma está perfectamente determinado. Y esto sucede muy
tardíamente en el tiempo, pues es tendencia general de los Estados el rehusar
reconocer que ha surgido un litigio con otro -considerando que las reclamaciones
que éste último efectúa sobre el territorio son fútiles-, y cuando ya se acepta la
existencia de un litigio no suele haber coincidencia en la fijación de su objeto, la
cual, obviamente, retarda el proceso de solución.
Una vez que el Estado contra el cual se reclama la soberanía sobre un
territorio acepta reconocer que existe realmente una controversia entre ambos,
surge para éstos la obligación jurídica de resolverla pacíficamente y comienza la
negociación a este fin. Una nueva cuestión se plantea: el Estado que ocupa una
parte del territorio disputado deberá abstenerse de realizar actos radicalmente
contrarios al objeto y fin de la negociación, tal y coma pueden ser diversos actos
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de soberanía sobre el territorio que generen confusión sobre la situación existente
en el momento anterior al inicio de la misma120
Si fracasa la negociación, se encadena un procedimiento más formalista y
apremiante como puede ser la vía arbitral o la judicial. En ambos supuestos, la
buena fe de los Estados vincula a éstos a no emprender ninguna acción susceptible
de agravar la controversia, así como a evitar cualquier ataque dirigido al propio
objeto del conflicto.
Estas observaciones generales válidas para controversias de atribución
territorial, encuentran una mayar acogida cuando se trata de un conflicto de
delimitación, pues éste presenta importantes analogías tanto con la negociación de
un tratado como con el procedimiento jurisdiccional; se trata en todo caso de la
búsqueda de un acuerdo en el seno de una Comisión de delimitación y de la
aplicación de toda una serie de principios para determinar la descripción más
correcta de la línea fronteriza. Es normal, entonces, que en virtud del principio de
la buena fe las Partes estén obligadas, mientras dure el procedimiento de
delimitación, a abstenerse de cualquier acción que ponga en peligro dicho proceso,
así como a respetar las acciones encaminadas a la buena consecución del mismo.
Si se toma en consideración el aspecto de las obligaciones generales de los
Estados partes en una controversia de delimitación territorial, es necesario
constatar una distinción importante entre dos grupos de obligaciones:
120 Por ejemplo, ceder el territorio en conflicto a un Estado tercero,
o efectuar cualquier otro acto dispositivo sobre dicho territorio.
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1. Las obligaciones generales derivadas de la buena fe, que han sido ya referidas,
y que afectan a todo tipo de litigios entre Estados en cuanto principios generales
del procedimiento internacional: abstención de actos que perjudiquen la solución
de la controversia...
2. Un segundo grupo lo constituyen las obligaciones especificas de una operación
de delimitación, es decir, las que surgen una vez que las Partes han reconocido que
existe entre ellas un conflicto territorial y deciden resolverlo. Nos estamos
refiriendo a las obligaciones que son inherentes al proceso de delimitación territorial
mismo. Podríamos aludir, en primer lugar, al mantenimiento del orden público y de
una administración normal121; una segunda obligación se refiere a la
responsabilidad de no efectuar actos cuyo objeto sea el de mejorar su posición
jurídica en el proceso de delimitación, una vez iniciado éste. Tales actos, bien sean
jurídicos o materiales, son germen de confusión y absolutamente contrarios al
objeto y fin del proceso mismo122
Si tales actos tendentes a mejorar la posición jurídica de las partes con
121 Una obligación de este tipo se recoge en el artLculo 37 del. Tratado
General de Paz de 30 octubre 1980, entre Honduras y El Salvador (cfr. Asunto
de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador
y Honduras, Anexo a la Memoria del Gobierno de la República de Honduras, 1
junio 1988, vol.II, p.818>. La razón que justifica esta obligación se contra
en la idea de que la delimitación no sólo va a fijar un territorio, sino que
afecta a la población que en ella habita o lo explota.
122
Piénsese, por ejemplo, en el caso de un Estado A que quiere mejorar
su reivindicación sobre una parte del territorio en disputa que es
actualemente administrada por el Estado E, y para ello realiza un acto de
autoridad adoptando la decisión de conferir su nacionalidad a los habitantes
de esta parte del territorio, con los derechos y deberes que ello coníleva.
Tal medida, si se ha efectuado una vez que ambos Estados han tomado la
iniciativa de resolver su controversia, es absolutamente contraria a las
obligaciones asumidas por el Estado A, pues lejos de introducir claridad y
estabilidad en el proceso produce confusión.
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posterioridad al surgimiento del litigia son llevados a cabo, entrañarán
responsabilidad internacional al suponer la violación de una obligación internacional.
Además, su perpretación conlíeva una consecuencia mucho más práctica e
importante: tales actos realizados en violación de una obligación internacional son
inoqonibles al otro Estado. no Dueden ser tomados en consideración para atribuir
el territorio. Es en este sentido en el que únicamente se puede afirmar la analogía
con la fecha crítica a la que anteriormente hacíamos referencia. Por tanto, el Estado
que realiza actos de soberanía sobre el territorio en disputa, después del
sometimiento de ésta a un mecanismo de solución, no tiene ninguna posibilidad
alguna de argumentar sobre la base de dichos actos, a no ser, excepcionalmente,
123
a efectos corroborativos de la situación legal anterior
Este análisis conceptual de lo que es y de lo que implica hablar de ‘zona
disputada’, así coma de las obligaciones resultantes del inicio de un proceso de
delimitación, conforman lo que podríamos denominar el statu oua derivado del
propio derecha internacional, del derecho consuetudinaria. Junto a éste existe la
otra modalidad de z~ si¿n que sería el de origen convencional, fijado par la
voluntad de las Partes; su valor jurídico es el mismo, de ahí que hagamos una
remisión, por analogía, a la expuesto. Efectivamente, no sólo los Estados están
obligados al congelamiento de su actuación una vez que surge la disputa, sino que
123 Este es el caso de lo ocurrido en el canal del Beaple, en el que el
árbitro concedió valor a la prueba de actos de soberanía chilenos posteriores
al Tratado de 1881 que debía interpretar, pero como instrumento corroborador
de su interpretación y no con valor autónomo <cfr. LLJL~ vol.XVII, 1978,
pp.632—679>.
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por vía convencional pueden adquirir igualmente esa obligación jurídica en relación
a una fecha por ellos mismos determinada -que suele ser normalmente la del
surgimiento de la disputa-. Esa misma práctica convencional confirma el análisis
precedente relativo a los efectos de un proceso de atribución territorial, en cuanto
a las obligaciones de los Estados en conflicto respecto de la zona disputada.
Al determinar de esa manera un fl~ jgjj~ convencional, los Estados están
sosteniendo, por una lado, la obligación que adquieren de abstenerse de realizar
cualquier acto que perturbe la solución de la disputa, y por otro, la imposibilidad de
prevalerse de actos de soberanía posteriores a dicho acuerdo como elemento que
deba ser tenido en consideración a la hora de decidir la controversia, actos que han
sido cumplimentados con la intención de modificar la situación legal existente.
Pero, independientemente de que en un tratado entre dos Estados que se
disputan un territorio, relativo a la solución del conflicto, se haga referencia o no
a la cuestión del zt~flLgng, creemos necesario señalar que los actos posteriores a
dicho acuerdo no pueden ser tomados en consideración para solucionar la
controversia”4. La razón de ser de esta obligación no es una disposición
contenida en el mismo, sino la naturaleza misma de todo proceso de delimitación
y adquisición territorial al que los Estados han reconocido la necesidad de recurrir
y los efectos que el derecho internacional general le hace derivar.
124 seguimos, en este sentido, la opinión del prof.Sánchez Rodríguez
expuesta en su Intervención oral de 24 abril 1991, en el asunto de la
controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y
Honduras (cfr. C 4/CR 91/8, p.37).
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La conclusión que se extrae de las observaciones efectuadas la ha expuesto
muy acertadamente el prof.Sánchez Rodríguez en su intervención oral en el asunto
de la controversia fronteriza terrestre. insular y marítima entre El Salvador y
Honduras -en la que entraba en juego la fijación convencional del zmntgi.a como
tendremos ocasión de ver más adelante-, distinguiendo las obligaciones generales
derivadas del comienzo del proceso de solución de una disputa de atribución
territorial, o, lo que viene a ser lo mismo, del fl~flLgMQ, según el tipo de conflicto:
- Paur les conflits territoriaux de toute nature, les obligations
d’un Etat portant sur un espace terrestre dont la souveraineté lul est
cantestée prennent naissance quand cet Etat s’est engagé dans un
processus (négotiation, arbitrage, etc.> qui entrame paur lui des
abligations découlant de la nature méme de ce processus. En régle
générale ces abligations ne portent que sur I’interdiction d’actes
nettement abusifs en contradiction avec l’objet mame du processus
poursuivi.
- En matiére de conflits de délimitation, quand deux Etats ant
établi les régles qui déterminent les frontiéres, slls ant reconnu la
nécessité de recaurir á une procédure de délimitation, ils ont, autre les
obligations spécifiées ci-dessus, celle de s’abstenir de tout acte,
juridique ou matériel, qui perturberait cette procédure ou aurait pour
intention ou paur résultat de modifier á leur profit l’application des
principes retenus paur la détermination de la frontiére. De tels actes
sant inopposables á l’autre Etat”125.
Vid. ibidem, pp.37—38.
518 Capítulo VII
6) LAS EFECTIVIDADES Y EL ‘STATU QUO’ EN LOS CONFLICTOS DE
ATRIBUCION TERRITORIAL
.
Cuando hablamos de ,S,fltLgIJD convencional nos estamos refiriendo al
supuesto de que dos Estados, partes de una controversia, consiguen llegar a un
acuerdo para mantener en el mismo estado la zona en disputa, es decir, para
asegurar el st~i¿g territorial existente en un momento dado, hasta que la
controversia sea resuelta de una forma u otra126. Varios ejemplos de la práctica
convencional, así como de la jurisprudencial, pueden ilustrarnos de tal ~dy~
vivendi, algunos de los cuales sirven a nuestro estudio al entrar en juego por una
o ambas Partes el elemento de la efectividad de la posesión, que se entenderá
excluida en relación a la situación posterior al mismo.
u Remontándonos en el tiempo, encontramos en 1700 un primer acuerdo
entre Francia y Portugal (4 marzo 1700), relativo al conflicto surgido entre ambas
potencias coloniales por sus posesiones en América, por el que establece la fijación
del modus vivendi a tal fecha. Dicho acuerdo tuvo continuación en el posterior de
1841 entre Francia y Brasil, que sucedía a Portugal en sus posesiones americanas,
respecto del conflicto planteado entre dichas Estados por los territorios respectivos
de la Guyana127.
126 Adoptamos así el punto de vista mantenido tanto por Roche
(cfr.c~.cit., p.90) como por Bardonnet (“Les falte... on.cit., p.56>.
¡27 Esta última controversia tuvo que ser resuelta, finalmente, por el
laudo arbitral del Consejo federal suizo de 1 diciembre 1900, basado en
principios de equidad <cfr. R.G.D.I.P., 1901, pp.52—SS).
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• Acuerdos similares fueron concluidos entre EE.UU. y Gran Bretaña, tanto
en 1818 como en 1827, respecto al mantenimiento del modus vivendi en el
territorio de Oregón que se disputaban, y que dieron lugar a su solución
pacífica128. Así como, entre Gran Bretaña y Portugal respecto de sus posesiones
africanas el 14 de noviembre de 1890, renovado el 14 de mayo 1891129.
• En 1850, Gran Bretaña y Venezuela firmaron sendas Declaraciones de
junio y diciembre, por las cuales se comprometían a no penetrar en el territorio en
disputa entonces desocupado. Se trata claramente de Convenios que establecen
el ¡ flJw¿9 a esa fecha, 1850, en relación al territorio de la Guyana. Sin embargo,
este acuerdo no fue respetado lo que originó una reclamación por parte de
Venezuela, ante la toma de posesión británica del puente de Barima y el
establecimiento de fortificaciones en Avracura en 1886 que suponía una clara
violación de la obligación internacional establecida por el ataflagi¿o. Como
consecuencia, ante las presiones venezolanas ambas partes decidieron, por el
compromiso de 2 febrero 1897, el sometimiento de la controversia a la vía arbitral
dando entrada, como criterio de valoración, a la efectividad de la jurisdicción en
dicho territorio y desconociendo completamente la anterior situación de
¡28 Cfr. ALVAREZ, A., “Des occupations de territoires contestés. A propos
de la question de limites entre le Chilí et la République Argentine”,
R.G.D.I.P., 1903, p.654.
129 Cfr. WESTLAXE, J., “Le conflit anglo—portuguais”, E.D.I.L.C., XXIV,
1890, p.172. Finalmente, ambos Estados acudieron al arbitraje para solucionar
su disputa en relación a la Isla de Bulama (cfr. LAPRADELLE et POLITIS,




mantenimiento de la zona disputada
• Igualmente, Ecuador y Perú -en una disputa fronteriza ubicada bajo la
órbita del principio del uti oossidetis que se remonta a la primera mitad del s.XIX-
convinieron por vía convencional, concretamente por el Protocolo de 6 de julio de
‘1936 en su artículo 3, mantener “el st~tu...~j.¿g de sus actuales posiciones
territoriales hasta el término de las negociaciones en Washington y del proceso, sin
que ello implique reconocimiento por una de las partes del derecho de la otra a los
territorios actualmente poseidos”’31. Bajo el mantenimiento del modus vivendi
,
el curso de las negociaciones llegó a buen término con la conclusión del Protocolo
de Río de Janeiro, 29 enero 1942132, que parece haber puesto la primera piedra
en la construcción de la solución de su conflicto.
• Más recientemente, en un Canje de cartas de 30 de julio de 1954, Arabia
Saudí y Reino Unido fijaron el establecimiento del ~ en relación al territorio
del Oasis de Buraimi, que ambos se disputaban, mientras transcurriera el desarrollo
del prncedimiento. Este canje de cartas suponía la instauración de una verdadera
neutralización provisional de la zona disputada, política y administrativa, y una
~ cfr. R.G.D.I.P., 1901, pp.71—8O y especialmente p.74.
Vid. S.D.N. Recudí des Traités, vol.CLXXIII, n~4O26, pp.36l—362.
132
Frente a una aceptación total por parte del Perú, Ecuador no está
conforme con la viabilidad de este Protocolo que le hace ceder parte del
territorio bajo su actual posesión. Para un estudio en profundidad de este
conflicto, y en concreto de los precedentes del Protocolo, recomendamos la
lectura, entre otros, de la obra de G.k4aier, “Tbe boundary dispute between
Ecuador and Peru”, A.J.I.L., 1969, pp.28-”46; y la posterior de R.B.St.John,
“Tlie boundary dispute between Peru and Ecuador”, A.J.I.L., 1977, pp.322—330.
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auténtica explicitación del contenido jurídico de la figura del ztalt..gnn•
Efectivamente, la claúsula II del mismo establecía la abstención de las partes de
ejercer funciones de Estado sobre dicho territorio, así como la retirada de sus
fuerzas armadas y sus agentes; por su parte, la claúsula IV determinaba la
prohibición de introducir nuevas fuerzas o agentes en la zona, y la obligación de
abstenerse de toda acción que pudiera perjudicar la celebración de un arbitra¡e ¡usto
e imparcial133. Sin embargo, el rnQ jvrii fijado convencionalmente quedó
totalmente violado cuando el 26 de octubre 1955 el territorio disputado fue objeto
de ocupación por parte del Reino Unido134; esta re-ocupación británica, en un
momento en que la controversia fronteriza planteada ante el tribunal ¡jfln~ de
Ginebra no había sido aún objeto de decisión, ha supuesto la entrada en punto
muerto de la misma.
En todos estos casos referidos que nos ofrece la práctica convencional,
únicamente en la disputa entre Gran Bretaña y EE.UU., respecto del territorio de
Oregón y en la controversia fronteriza entre Perú y Ecuador parece haber tenido
éxito la negociación celebrada bajo el mantenimiento del modus vivendi con la
conclusión del acuerdo correspondiente en el que se fijan las respectivas fronteras
(si bien la solución alcanzada entre Ecuador y Perú ha sido objeto, recientemente,
de discrepancias y disconformidades). En el resto, las negociaciones no han llegado
cfr. GOY, R., “L’affaire de l’oasis de Buraimi”, A.F.D.I., 1957,
pp. 193—194.
134 cfr. sobre este incidente concreto, ROYAL INSTITUTE OF INTERNATIONAL
AFFAIR5, Survev of International Affairs. 1955—1956, Londres, 1960, pp.8l—82.
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a buen término viéndose las Partes obligadas a acudir a un mecanismo de arreglo
jurisdiccional. Creemos necesario constatar, además, que en ninguno de los
arbitrajes que han puesto fin a las controversias mencionadas se ha hecho alusión
alguna a la previa fijación convencional del .~tntusj¿~; en efecto, ni en el momento
de presentación de la prueba de actos de soberanía por las propias Partes, ni en el
proceso de valoración de la misma por el árbitro o tribunal arbitral, se ha tenido en
consideración la vinculación y limitación que les suponía en dicha tarea la
existencia de un previo ¡j~j~j¿~ -en cuanto los actos estatales llevados a cabo en
dicho periodo ni pueden ser alegados ni pueden ser objeto de consideración-. En
los asuntos de la isla de Bulama, de la Bahía de Delaaoa, de la delimitación
fronteriza de la Guyana británica y de la Guyana entre Francia y Brasil135, se ha
ignorada, a efectos de presentación y valoración de la prueba, la vinculación
procedente de un previo ita jgj¿~ convencional.
Es posible, sin embargo, citar otros ejemplos en los que, pese a la fijación
de un ~flflLg>JQ convencional, las partes no han conseguido arreglar por ellas
mismas su controversia acudiendo a un órgano jurisdiccional, frente al cual sí se
ha invocado por una de las Partes la existencia de ese previo modus vivendi, en el
sentido de excluir como prueba ciertos actos de soberanía llevados a cabo en dicho
período por la otra; circunstancia que ha motivado la consideración, de alguna
‘~ Cfr. LAPRADELLE st POLITIS, LS.A., vol.II, p.613, y vol,III, pp.637—
638; R.G.D.I.P., 1901, pp.52—53 y pp.7l—80, respectivamente para cada uno de
los casos mencionados.
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forma, de esta figura par el correspondiente órgano jurisdiccional. En este sentido,
la práctica judicial es mucho más explícita y reflexiva que la arbitral.
u Según indica la Memoria del Ministro de Relaciones Exteriores de
Cij1k136 los actos de ocupación militar realizados por Argentina sobre la zona del
lago Lacar en 1883 alteran la situación creada por el Tratado de limites de 1881.
Efectivamente, a través del articulo 6 de dicho tratado ambos Estados estaban de
acuerdo en mantener el statugnn, permaneciendo cada Estado en la jurisdicción
del territorio que poseyera hasta entonces con abstención de efectuar ningún acto
de soberanía que sobrepasara tales límites, en espera de la fijación definitiva de la
frontera137. En atención a dicho precepto convencional, los actos de soberanía
argentinos que suponen la instauración de fuerzas armadas en la zona en 1883 y,
posterior y definitivamente, en 1898 debían haber sido considerados -y seguimos
en este sentida la tesis sustentada por el Gobierno chileno138- como nulos y sin
efecto al llevarse a cabo en clara vulneración de la obligación internacional
contenida en el Tratado de 1881, en relación a la fijación del£tÚ ~ del territorio
en disputa a dicha fecha.
Vid. Memoria ..., 1888, p.3O.
Concretamente establece el articulo 6 del tratado de 1881:
“The Governments of the Argentine Republic and of Chilí shall exercise fulí
dominion for perpetuity over the territories which respectively belong to them
according to the present arrangement. Any question which might unfortunately
arise between the two countries, whether it be on account of this transaction,
or owing to any other cause, sball be submitted to the decision of a friendly
power, the boundary established in the present arrangement to remain at alí
ev’ents immovable between tSe two re~ublics” (el subrayado es nuestro), <vid.
U.N.R.I.A.A., voLIX, p.46>.





No obstante, presentes estos presupuestos básicos, el árbitro que conoció
de dicha controversia (sobre la base del compromiso arbitral de 17 abril 1896>
otorgó el territorio del valle del lago Lacar a Argentina en consideración,
precisamente, a la prueba de posesión efectiva presentada, posterior a 1881 139.
actuando, de esta manera, en clara vulneración y desconocimiento de los principios
esenciales del ordenamiento internacional, centrados en este sentido -como hemos
indicado en las lineas precedentes- en el rechazo a los actos posteriores al
surgimiento del litigio, idea que se refuerza, además, por lo establecido
convencionalmente por las propias Partes. Entendemos, pues que este laudo de
1902 resulta plenamente criticable, entre otras cosas y siguiendo la línea de
razonamiento de Alvarez1t por el grave defecto, el más importante, de estar
basado en pruebas de soberanía por su propia naturaleza rechazables.
El contenido ambigUo de esta sentencia arbitral de 1902 ha sido fruto de
posteriores diferencias entre Argentina y Chile en cuanto a su correcta
interpretación, diferencias que han llevado a estos Estados a acudir nuevamente
al arbitraje, teniendo presente el statu auo fronterizo marcado por el laudo de
1902. Nos atreveríamos a catalogarlo como una fijación ‘jurisprudencial’ de ¡~fl,¿
~ que responde claramente a los principios internacionales que rigen la
delimitación del territorio en zonas disputadas, y que avanzabamos en el apartado
anterior. En este sentido, los laudas de 1966, 1977 (con posterior mediación) y
139 cfr. U.N.R.T.A.A., vol.IX, p.37.
140
Cfr. ALVAREZ, “Des occupations de tarritoires contestés. A propón de
la question de limites entre le chili st la République Argentine”, R.G.D.I.P.
,
1903, pp.682—687.
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1994 -que parecen haber puesto finalmente término a esta disputa centenaria-
han interpretado los distintos sectores de la frontera atendiendo al modus vivendi
marcado por las Partes en atención al contenido de la sentencia de 1902.
Precisamente, el juez Galindo Pohí, en su opinión disidente en la última sentencia
de 21 octubre 1994 <que resuelve el tramo fronterizo correspondiente al sector del
trazado llamado de la Laauna del Desierto)1 analiza cómo en esta zona el ~~tj..qj¿g
se ha visto inafectado durante anas
142.
• Podríamos igualmente referirnos, como supuesto de fuación de .ztaflLgng
‘¡urisprudencial’, y además respetado, al laudo Loubet de 1891< que resolvió la
controversia fronteriza entre Costa Rica y Colombia, respecto de la frontera entre
Costa Rica y Panamá, en cuanto fija el modus vivendi de las Partes hasta que se
establezca definitivamente su frontera. Esta parece ser también la opinión de
Cukwurah1t para quien esta idea viene avalada por la propia jurisprudencia
interna panameña ~“, y por el hecho de que tales Estados se mantuvieran
inamovibles en la posesión de los territorios atorgados en 1891 hasta la resolución
final de su controversia, tal y como se recoge en la sentencia de 12 septiembre de
¡41 Cfr. respectivamente, U.N.R.I.A.A., vol.XVI, pp.109—182; I.L.M.
,
vol.XVII, 1978, pp.632—679; y Original mecanografiado
.
142 Cfr. Original mecanografiado, pp.178—l’?9.
143 Cfr. The settlement of boundary disputes, Manchester, 1967, p.33.
144 En este sentido recoge una cita de una sentencia de 1936 del Tribunal
Supremo de Panamá que afirma, en relación al laudo de 1891, que “the status




• En el asunto de Minpuiers y Ecrehous, resulta destacable el dato de que
Francia alegara la existencia de un statu ouo fronterizo convencional resultante de
la correcta interpretación del Convenio de pesquerías de 2 agosto 1839. Según la
interpretación francesa, “une modification du statut actuel ne pourrait dés lors
résulter que d’un nauvel accord des parties”146. Atendiendo al rno~i&xjy~idi que
establece según Francia dicho convenio, los territorios disputados no pueden ser
susceptibles de apropiación privativa por uno u otro Estado, por lo que quedaría
excluida toda la prueba de soberanía presentada por Reino Unido a través de actos
posteriores a dicha fecha.
Sin embargo, esta no parece ser la opinión del T.l.J. para quien la
interpretación francesa del Convenio de 1839, en el sentido de descartar los actos
de soberanía posteriores a 1839 y determinar la situación legal existente a esa
fecha, “nor can be considered as consistent with the Special Agreement of 1950,
by which the Court is requested to determine to which Party sovereignty belongs
at presentn147, por lo que queda totalmente rechazada.
• De modo similar se manifiesta Países Bajos en su controversia con Bélgica
sobre ciertas parcelas fronterizas , al hacer valer como argumento el
145 Cfr. U.N.R.I.A.A., vol.XI ‘Pp .533—534.
146 Vid. Contra—memoria de]. gobierno francés, 26 junio 1952, Pleadinas
,
vol.I, p.371.
141 Vid. I.C.J.Renorts, 1953, p.59.
El ejercicio continuo y pacifico 527
establecimiento del ztaIL..~j.¡~ a través del Convenio de límites de 1843, cuyo
artículo 1~ reenvía a la situación de marcada por el articulo 14 del Tratado de 5
noviembre 1842. Concretamente, establece este articulo 14:
“The duty of the Mixed Boundary Commission was to determine and
fix the limits of the possessians of the twa States. So far as the two
communeswere concerned, the essence of its was to determine the
lo que, en opinión de Países Bajos, obliga a remitirse únicamente a todos los actos
de soberanía anteriores a la fecha de 1842149.
Al analizar esta alegación holandesa, el T.I.J. observa cómo este precepto
lo único que hace es reconocer la existencia del ztatw.gug, fUado por el tratado de
1842, pero sin llegar a determinar en el mismo la soberanía sobre las parcelas
disputadas. En consecuencia, señala el Tribunal que la Comisión mixta de
delimitación no estaba obligada al reenvío a dicho ztafl.j..gug, sino que su misión era
la de proceder a la determinación de la frontera de la manera que creyera más
oportuna150. Por ello, al no entender fijado convencionalmente el ¡t~i.si¿~ en
toda su eficacia, el Tribunal considera al Convenio fronterizo de 8 agosto 1843
como un perfecto título jurídico en favor de Bélgica, y valora todos los actos de
soberanía presentados por ésta aunque fueran posteriores a 1842.
148 Vid. I.c.J.Retorts, 1959, p.222.
~ Cfr. contra—memoria de Paises Balos, 30 junio 1958, I.C.J.Pleadings,
PP. 67—69.
150 Cfr. I.C.J.Reoorts, 1959, pp.217 y 220—222.
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• Pero, sin duda, el supuesto más paradigmático de entrada en juego de un
statu gua convencional en la esfera judicial, es el de la controversia fronteriza
terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras. Estos dos Estados
concluyeron el 28 septiembre 1886 un Convenio de límites, conocido como el
Convenio Zelaya-Castellanos, que establecía en su artículo 5 que
<¾. les autorités et les villages frontaliers garderont et respecteront la
ligne de démarcation qui était valable en ‘1884 et qui fut ratifiée par
le Mafltgj¿o convenu entre les Gouvernements des deux
Républiques”151 (Convenio Cruz-Letona>.
Como válidamente señala la representación de Honduras152, los actos de
soberanía realizados entre 1884 y 1886 y con posterioridad a esta fecha no
pueden servir de fundamento al Estado, en este caso a El Salvador que es quien los
invoca, porque son actos contrarios a un atafla...gja convencionalmente establecido
y son, igualmente, incompatibles con las obligaciones que surgen de todo proceso
de delimitación según el derecho internacional.
No obstante la veracidad de esta afirmación, en este caso se plantea una
dificultad sobrevenida. Tras las convenios de delimitación aludidos, ambos Estados
no logran llegar a una solución de su controversia por lo que se suceden otros
tratados con idéntica finalidad -Bonilla-Velasco de 1895, Barahona-Gallegos de
1906, Laínez-Peccorini de 1918-, en ninguno de los cuales aparece ya recogida la
fijación de ~~~gj¿g. Habrá que esperar al Tratado General de Paz, 30 octubre
~ Vid. Memoria del Gobierno de la Renública de Honduras, 1 junio 1988,
p. 513.
152 El prof.Sánchez Rodríguez efectuó en su intervención oral de 24 abril
1991, una exhaustiva y brillante exposición de la problemática del statu mio
que afectaba a este contencioso, y cuyos resultados conducirían a rechazar
gran parte de la prueba de soberanía presentada por El Salvador <cfr. C 4/CR
91/8, pp.37—47>.
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1980, para encontrar en su artículo 37 una nueva referencia explícita a la fijación
del flafl.Lgno con fecha de 14julio 1969153, lo que supone la clara exclusión de
los actos posteriores a dicha fecha con la intención de perturbar a modificar el
estado de cosas existente. Pero este último tratado no se refiere a la situación
anterior a 1969 lo que hace plantearse la cuestión de si tales circunstancias deben
interpretarse como desaparición de la obligación de mantenimiento del modus
vivendi de 1884. Mientras El Salvador guardó absoluto silencio sobre el tema,
Honduras154 sostuvo que los actos posteriores a dicha fecha son inoponibles a
la otra Parte en cuanto no ha desaparecido en ningún momento por los convenios
posteriores la obligación internacional asumida por el Tratado de 1886, al no existir
incompatibilidad entre ellos <en aplicación de los artículos 30.3 y 59.1 de la
Convención de Viena de 1969 sobre el derecho de los tratados).
Frente a esta alegación hondureña, que creemos correcta y plenamente
153 Dice literalmente este artZculo:
“En attendant que la totalité de la frontiére soit délimitie
conformnément aux dispositions du présent traité, les deux Etate
s’engagent & nc provoquer aucun fait, acte ou situation nouvelle
risquant de perturber ou modifier l’état des choses existant dans les
zones avant le 14 juillet 1969 et s’obligaent & rétablir cet état de
choses dans la mesure o~ il aurait été modifié, ainsi qu’& adopter d’un
commun accord des mesures adéquates pour qu’il soit respecté, cela en
vus de maintenir & tout moment la tranquilité dana les dites zones. Les
accords d’ordre politique ou militaire conclus & partir de 1969 et qui
cnt abouti á des situations transitoires & la frontiére nc préjudicient
pan au droit éventuel d’aucun des deux Etats sur les zones en litigie
ni les diminuent” <vid. ibídem, p.44).
Para un estudio de los antecedentes históricos de esta controversia
recomendamos la obra de G.MARTINEZ BLANCO Enfomie histórico y lurídico de la
controversia limítrofe entre Honduras y El Salvador, Tegucigalpa, 1991;
especialmente pp. 17—153.
154 a r. ibidem, pp.41—46. Entiende, además, el prof. Sánchez Rodríguez
que la idea de mantenimiento del statu mio de 1884 está en clara coordinación
con el utí nossidetis de 1821 al que se han sometido las Partes, al establecer
el mismo resultado: inoponibilidad a la otra Parte de todo acto de posesión
efectiva posterior (cfr.ibidem, p.47).
530 Capitulo VII
ajustada a derecho, el T.l.J. parece eludir la cuestión del ztafl.i...gj.m. Este se limita
a fijar como fecha crítica la del Tratado General de Paz de 1980156, excluyendo
así los actos posteriores a esa fecha que tiendan a modificar la situación legal
existente, pero valorando plenamente las efectividades presentadas por ambas
Partes con anterioridad a 1980 -tanto en relación a los distintos sectores de la
frontera terrestre como a la controversia insular-. Efectivamente, en ese proceso
de examen y valoración de la prueba de soberanía el Tribunal no ha distinguido en
ningún momento la existencia de períodos de ataSn....gn~. a efectos de excluir la
prueba de actos estatales verificados en los mismos, sino que se ha limitado a
contrastar todo el volumen probatorio con la misma intensidad cualquiera que fuere
su fecha de realización156, lo que a nuestro juicio supone una clara transgresión
de la obligación convencional que impone el ~flfljgjjg.
u Por último, cabria referirse a una controversia pendiente de decisión por
parte del T.I.J. en la que las Partes han insistido sobre la idea del ztafl.j....gj¿~. Se
trata del asunto de la delimitación marítima y cuestiones territoriales entre Qatar
y Bahrein. Efectivamente, tanta en los Principios establecidos en la reunión
tripartita, celebrada can el Rey de Arabia Saudí, de marzo de ‘1983 (principios 20
y 30), como en el Cambio de cartas de 21 y 26 diciembre 1987 <punto 20)
resultante de una nueva mediación del Rey de Arabia Saudí, ante el fracaso de la
cfr. I.c.J.Renorts, 1992, p.401, pa.67.
156 En el capitulo y de este trabajo se ha abordado esa tarea de
presentación de prueba de efectividades y de valoración de la misma por el
órgano judicial, por lo que remitimos al análisis entonces efectuado en
relación a este asunto (cfr. suora, pp.300—330).
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anterior, estos dos Estados se refieren al mantenimiento del ztaflLgI.¿Q existente en
ese momento hasta la solución definitiva de su controversia157. Habrá que
esperar la sentencia definitiva que resuelva la disputa para determinar, tanta la
aceptación de este principio por las propias Partes a la hora de presentar la prueba
relativa a sus actos de soberanía sobre el territorio disputado, como el seguimiento
que hace el Tribunal del mismo al abordar su tarea de valoración de la prueba.
Tal y coma el precedente análisis convencional y jurisprudencial nos
demuestra, el significado temporal de la fijación de un concreto ataW....gyg se
traduce en la voluntaria limitación de los Estados en su despliegue de actividad
estatal, así como en la valoración de la misma.
Si una idea parece extraerse claramente de la exposición efectuada, es la de
que, pese a la libertad de apreciación del volumen de prueba de que disfruta el
órgano jurisdiccional a orlan, ésta puede verse afectada por una limitación temporal
que le viene impuesta, en gran medida, por las propias Partes a través de las
figuras de la fecha crítica, el ntL~~s~iÉfl~ a el ~tat~¿g, aunque en esta última
los resultados que nos proporciona la práctica no son las más deseables para un
arden internacional respetuoso del derecho, como acabamos de constatar. Tal
restricción se traduce en la imposibilidad jurídica de atender a la prueba de
Cfr. La sentencia del T.I.J. de 1 julio 1994 sobre jurisdicción y
admisibilidad, I.C.J.Reoorts, 1994, pp.116—117.
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soberanía posterior a la fecha marcada; vinculación que atañe, igualmente, a las
Partes en el sentido de no prevalerse de actos de ejercicio de soberanía sobre el
territorio en controversia realizados después de esa fecha, con el objeto de
modificar las consecuencias derivadas de los principios jurídicos aplicables. A esta
limitación se añade otra más que condiciona la anterior, la propia del derecho
internacional a través del principio del derecho intertemporal, que obliga al árbitro
o juez a llevar a cabo ese proceso de valoración de la prueba de acuerdo con las
exigencias de efectividad del derecho de cada época.
No es de extrañar, pues, la vinculación existente entre todas estas reglas tal
y como la experiencia judicial nos enseña.
CONCLUSIONES
1. Como afirmación de principio entendemos que la expresión “adquisición
del territorio”, utilizada tradicionalmente por la doctrina internacional, está hoy
totalmente superada. Desde esta óptica mantenemos una posición de reticencia
respecto de tal formulación que nos parece impropia, ambigúa y cargada de
imprecisiones, pues lo que un Estado adquiere no es realmente el territorio en si,
sino la exclusividad en el ejercicio de su soberanía sobre el mismo. Por ello, nos
situamos en la línea que sustituye dicha fórmula paría de “adquisición del titulo
territorial” que resulta mucho más depurada y más acorde con la realidad que
pretende describir. Idéntico razonamiento nos lleva a encuadrar bajo la expresión
genérica de “adquisición -y por ende de atribución- del título territorial” a los
conflictos de “delimitación”, pues al delimitar un territorio lo que se está haciendo,
realmente, es atribuir la soberanía del mismo a uno u otro Estado; eso fue lo que
hizo el T.l.J. en el asunto de la soberanía sobre ciertas oarcelas fronterizas, en el
del Temolo de Preah Vihear o en el más reciente de la controversia fronteriza
terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras, siguiendo, en ese
sentido, una línea de actuación que tiempo atrás se había iniciado en eJ plano
arbitral con asuntos como los del Aloe de Cravairola, la delimitación fronteriza de
la Guyana británica, Walvis Bav, Grisbadárna, o el Rann de Kutch
.
De igual forma, del análisis de la práctica jurisdiccional que hemos efectuado
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en nuestro trabajo y más concretamente de las memorias, contramemorias y
exposiciones orales que acompañan a tales asuntos, se desprende que los Estados
que han sido Parte en cada uno de los conflictos examinados hablan de y presentan
en consecuencia, hipotéticos títulos -de hecho o de derecho- sobre el territorio en
disputa reconduciéndose tal conflicto a una controversia sobre el mejor de los
títulos territoriales que determina la soberanía sobre dicho territorio. Esta realidad
nos lleva a concluir la oportunidad de la utilización de la locución “adquisición del
titulo de soberanía territorial” cuando se haga referencia a conflictos que versen
sobre la determinación de la soberanía sobre un territorio, ya sea bajo el enunciado
de adquisición del territorio, ya lo sea bajo el de delimitación de éste, aunque
mantengamos la conveniencia de la distinción a efectos puramente didácticos.
II. Del análisis efectuado en relación a las controversias que llamamos
estrictamente de adquisición territorial, se desprende la clara evolución que ha
sufrido el derecho internacional en esta materia, fundamentalmente en lo relativo
a los distintos modos de adquisición del territorio, y que nos lleva a concluir que
actualmente el ejercicio continuo y pacífico de funciones de Estado es el único
modo válido de adquisición del titulo de soberanía territorial. Dicha evolución
arranca de un incipiente derecho territorial que hace del descubrimiento y la toma
de pos~esión ficticia un modo adquisitivo válido, como hemos comprobado en los
asuntos de la isla de Aves, o en la mediación del Papa León XIII en el caso de
Carolinas y Palaos; pasa par una incipiente intensificación del requisitivo de la
efectividad en la posesión en casos como los de la isla Bulama y la bahía de
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Delaaoa, hasta llegar, con la isla de Palmas, al encumbramiento de las efectividades
como monopolístico modo adquisitivo -superior a títulos jurídicos como la cesión
in abstracto, esto es, sin acompañamiento de posesión efectiva-, y transformando
en obsoleto el derecho territorial hasta entonces vigente.
En este sentido, el laudo de la isla de Palmas, el menos ambicioso pero
incluso más autoritario juicio del T.P.J.l. en el caso de Groenlandia Oriental, y el
unánime y decisiva juicio del T.l.J. en el asunto de Minauiers y Ecrehaus, son la
mejor muestra de esta posición que sostenemos y la base más firme del derecho
relativo al título territorial, pudiendo llegar a afirmarse que han contribuido
grandemente a dar claridad a este derecho.
III. Sucede, en cambio, que en los conflictos de delimitación territorial tal
afirmación no es sostenible en idénticos términos, esto es, que las efectividades
no ostentan el monopolio como única vía de adquisición del título territorial. Son
los títulos jurídicos, ya sea bajo la forma de tratados de fronteras, ya lo sea bajo
la de uti oossidetis iuris, los que ocupan el primer puesto en el orden de
consideración de los órganos jurisdiccionales llamados a decidir tal tipo de
controversias.
Al llevar a cabo el análisis de las distintos asuntos que componían el objeto
de nuestra trabajo, hemos constatado que mientras en los conflictos de adquisición
las alegaciones de los Estados se basan casi exclusivamente en argumentos de
posesión efectiva, ocupando los títulos jurídicos un valor secundario, en las
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controversias de delimitación el arden se invierte, pasando las efectividades a
ostentar un puesto subsidiario. En casi todos las casos examinados ba¡o el
enunciado de conflictos de delimitación, los correspondientes órganos
jurisdiccionales llamados a resolver la controversia han atendido prioritariamente
a las alegaciones basadas en un título jurídico, acudiendo a las efectividades
únicamente cuando éste era imperfecto o inexistente, o bien para ratificarlo. Así
ha sucedido tanto el plano judicial, en asuntos como los de la soberanía sobrc
ciertas oarcelas fronterizas, el TemDlo de Preah Vihear o la controversia fronteriza
terrestre. insular y marítima entre El Salvador y Honduras, como en el arbitral, a
través de laudos tan significativos como el de la controversia fronteriza entre
Guatemala y Honduras o el de la Laouna del Desierto. Si bien en aquellos casos en
que no hay titulo jurídico alguno -que son los menos-, ambas Partes centran su
reclamación en el ejercicio continuo y pacífico de funciones estatales y el órgano
jurisdiccional basa su decisión en la mejor prueba de soberanía presentada, como
ocurrió en el asunto del Aloe de Cravairola, en la cuestión Moerauce o en el ~
de Kutch
.
Esto nos lleva a concluir que el ejercicio continuo y pacifico de funciones de
Estado atribuye el título territorial en los conflictos de delimitación, únicamente en
defecto o en ausencia de título ¡uridico, siendo entonces superior a cualquier otro
tipo de alegación.
IV. En conexión con la afirmación anterior, sostenemos que tal circunstancia
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se da prioritariamente en los conflictos decididos en aplicación del principio del nti
oossidetis iuris; pues, mientras en los basados en un tratado fronterizo o en mapas
que figuran anejo a este tipo de tratados, estos instrumentos jurídicos son de
ordinario lo suficientemente precisos como para otorgar el título territorial <como
demuestra el caso de la controversia territorial entre Libia y Chad), el título legal
que es el uti oossidetis iuris suele resultar deficiente como elemento decisor. Esta
circunstancia que afirmamos ha llevado a que, de los once casos examinados por
darse la confluencia de alegaciones basadas tanto en uti oossidetis iuris como en
posesión efectiva, tan sólo dos de ellos se basan exclusivamente y para todo el
trazado de la frontera en el título jurídico con exclusión de cualquier referencia a
la efectividades; en uno se excluyen tanto los argumentos de posesión efectiva
como de o¡d~~a decidiéndose en “equidad”; resultando que en los nueve
restantes la decisión ha necesitado del apoyo del ejercicio continuo y pacífico de
funciones estatales, llegando éstas a ser el único elemento decisor -en algunos
casos- en ciertos sectores o tramos del trazado de la frontera.
V. Cuando la posesión efectiva o el título jurídico no resultan por si mismos
suficientemente claros o acreditativos de la soberanía de un Estado sobre el
territorio disputado, el juez o árbitro recurren a un tercer elemento que va a inclinar
la balanza en favor de una u otra de las Partes, el de su conducta.
Sostenemos, pues, que junto a los títulos jurídicos y las situaciones de
hecho, existe un tercer factor que debe ser considerado para determinar la
atribución del título territorial: la conducta que los Estados en disputa hayan
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mantenido respecto del territorio controvertido. Este tercer elemento juega, no sólo
en caso de incertidumbre respecto de los dos primeros para favorecer a uno de
ellos, esto es, en un papel confirmatorio -tal y como sucedió en el caso del Temolo
de Preah Vihear o en el último sector del trazado fronterizo entre Honduras y El
Salvador-, sino que puede llegar incluso a desplazar el principio decisor (el zntu
nii~ colonial> si el órgano jurisdiccional entiende que el comportamiento de una de
las Partes lo deroga, en favor de la otra Parte -como entendió el T.l.J. que ocurría
con la conducta de Honduras en el primer sector de su frontera con El Salvador-.
Cualquier otra consideración, como son las relativas a criterios naturales y
geográficos o material cartográfica, carecen de valor decisorio autónomo y sólo
deben ser retenidas por el órgano decisor -y, por tanto, presentadas par los
Estados- si apoyan una pretensión superior basada, bien en posesión efectiva, bien
en un título jurídico.
VI. El principo procesal de “reparto de la carga de la prueba”, excepción al
principio de que la carga de la prueba recae sobre el Estado demandante, es el
principio aplicable a los conflictos relativos a la adquisición del titulo territorial.
La propia naturaleza de este tipo de controversias, en las ambas Partes
alegan hechos que tienen la obligación de probar y en las que la función del órgano
jurisdiccional se reconduce a determinar cuál de los dos títulos es el más fuerte
para atribuir la soberanía del territorio, implica dicho principio. Por ello, en todos los
casos examinados hemos comprobado como ambas Partes se esfuerzan por
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fundamentar sus alegaciones con un variado y profuso elenco de pruebas
tendentes a demostrar que su pretensión es la mejor y la más fundada.
VII. Los actos de soberanía realizados por un Estado son constitutivos de un
título territorial y prueba del mismo. En este sentido, como prueba del ejercicio
continuo y pacífico de funciones de Estado, se puede recurrir a cualquier actividad
desplegada por un órgano estatal. Entendemos que no sólo las clásicas funciones
legislativas, judiciales y ejecutivas desarrolladas por órganos de la Administración
central sirven de prueba, sino que igualmente son “actos de Estado” los realizados
por las entidades territoriales sean del carácter que sean (locales, provinciales...),
sin que se advierta ninguna jerarquía entre ellos. Lo que importa es el carácter
indiscutible o prioritario de la prueba.
Refiriéndonos a los actos desplegados por cualquiera de estos órganos,
encontramos que en los treinta y cuatro asuntos examinados* no hay ninguna
actividad que se repita en todas ellos como prueba del ejercicio de funciones
estatales, siendo el despliegue de fuerzas armadas y de policía la prueba a la que
más frecuentemente recurren los Estados <y la que ha sido mayormente aceptada
como prueba de soberanía por los órganos jurisdiccionales) localizándose en
veintitrés casos, mientras en veintiuno se ha recurrido a actos administrativos,
tanto de Administración central como local. En menor medida se ha acudido al
establecimiento de un sistema impositivo (nueve), al otorgamiento de concesiones
y monopolios (diez), a la actividad judicial (siendo más frecuentes las referencias
a la jurisdicción penal que a la civil, presentadas en siete y cinco asuntos,
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respectivamente), a los actos de disposición sobre bienes inmuebles (ocho) y a la
construcción de obras públicas (ocho). Siendo los actos de registra, los de
celebración de elecciones y los de desarrollo de planes educativos, los presentados
en menor medida (se citan en tres casos) como prueba del ejercicio continuo y
pacífico de funciones de Estado.
VIII. Incluimos como funciones estatales las realizadas por las Compañías de
Comercio y Colonización cuando estén acreditadas por un Estado*. La imputación
de dicha actividad al Estado hace resposable a éste de los mismos, con las
consecuencias jurídicas que de ellos se deriven (en este caso las de soberanía). En
los tres asuntos en que se ha invocado dicha actividad como prueba de ejercicio
de soberanía ha sido positivamente valorada, otorgando en los tres el título
territorial al Estado que la presentaba.
IX. La actividad desplegada por agentes de la Iglesia sobre un territorio, no
constituye, en sí misma, auténticos actos de Estado, pero puede resultar asimilable
a los mismos y como tal presentarse y constituir prueba de una posesión efectiva’.
Consideramos que en aquellos casos en que las misiones eclesiásticas son enviadas
por el propio Estado (situación muy frecuente en la época colonial, sobre todo entre
Estados confesionales), bien can el fin de evangelizar acompañando a misiones
civiles estatales, bien aisladamente ante la ausencia de recursos del propio Estado,
los actos que éstas realicen sobre el territorio pueden ser utilizados como si de
actos estatales se tratara y, por tanto, como prueba de su soberanía sobre el
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territorio en que se sitúan. Con tal significado y motivo fueron presentados
distintos actos realizados por agentes de la iglesia como prueba de actividad estatal
en tres asuntos, y todos ellos fueron positivamente valorados.
Desde un punto de vista análogo, la actividad eclesiástica puede ser utilizada
igualmente como prueba de un título jurídico, concretamente del uti oossidetis iuris
,
en cuanto los límites administrativos resultan coincidentes con las antiguas
circunscripciones eclesiásticas. Así fueron considerados en el laudo del Rey de
España, donde encontramos una alegación expresa en ese sentido por parte de
Honduras.
X. Los actos que realizan los particulares en el plano internacional sólo son
imputables a un Estado cuando actúen en su nombre y por cuenta de él. De esta
forma, sostenemos que la actividad privada que se desarrolla en un territorio en
disputa sólo es atribuible a un Estado y, en consecuencia, considerada como
prueba de ejercicio de funciones estatales cuando tales personas privadas estén
actuando como representantes del Estado; en caso contrario, esos actos son tan
sólo prueba secundaria de soberanía que sólo tendrá valor acompañando a otros
actos realizadas par agentes estatales. De los treinta y cuatro asuntos en que se
han presentado prueba de efectividades, sólo en once se ha acudido a la actividad
privada*: ha sido positivamente retenida en seis para corroborar un profuso
despliegue de actividad estatal, rechazada plenamente en cuatro y tan sólo en un
caso ha adquirido valor aútonomo como título territorial, en el asunto de







Jurisdicción penal Walvis Bav
Guatemala/Honduras.
00
de oaso oor territorio indio,
Nulidad del laudo del Rey de
Minouiers y Ecrehous
Esoaña Controversia
fronteriza terrestre. insular y





marítima entre El Salvador
y Honduras,










Barotse Laudo del Rey de
España Isla de Palmas
Groenlandia Oriental
D0
~ Templo de Preah
~ Rann de Kutch,
Canal de Beagle
Controversia fronteriza
Frontera del Este Cuestión
Moeraoue Isla de Palmas
Minouiers y Ecrehous
deNulidad del laudo del Rey








Legislación Aloe de Cravairola t~~g








El ejercicio continuo y pacífico
Actividad policial y de defensa
armada
Frontera del Este Isla de
Aves Isla de Bulama
Bahía de Delaooa Alpe de
Cravairola Maroni
Cordillera de los Andes
Guyana británica Laudo
del Rey de España Isla de
Palmas Isla de Clipoerton
Groenlandia Oriental









Nulidad del laudo del Rey de










Reyterrestre. insular,.. Nulidad del Laudo del
de España Templo de Preah
Yifl~a~, Rann de Kutch,
Sahara occidental
Libia/Chad.



















Guatemala/Honduras Cuestión Moeraoue Laudo
del Rey de España.
Soberanía sobre ciertas
Minpuíers y Ecrehous
Controversia fronteriza parcelas fronterizas
terrestre. insular... Controversia fronteriza
terrestre... Laguna del
Desierto.
Otorgamiento de concesiones y
monopolios
lila.É..Ax~¡. Reino de










Obras públicas Grisbadárna Minauiers y





Templo de Preah Vihear
Dubai/Shariah.
Sistema electoral Guatemala/Honduras Nulidad del laudo del Rey de
Controversia fronteriza España Controversia
fronteriza terrestre...terrestre. insular..,
Compañías de Comercio y
Colonización
Guyana británica Isla de
Palmas Groenlandia
Oriental.
Actividad eclesiástica Guyana británica. Laudo Guatemala/Honduras





Actividad privada Isla de Bulama ~
£wxilt~it Grisbadárna
Groenlandia Oriental
Isla de Aves Groenlandia




Minauiers y Ecrehous terrestre. insular...
Rann de Kutch.
544
El ejercicio continuo y pacífico 545
Xl. No consideramos que la prueba testifical sea un instrumento probatorio
idóneo para demostrar el ejercicio continuo y pacífico de funciones estatales. A
nuestro juicio este tipo de prueba no resulta concluyente y puede ser fácilmente
moldeable en beneficio de la Parte que haga uso del mismo y de sus pretensiones.
Si bien ha sido admitido a trámite en tres ocasiones <en lo que se refiere a
conflictos de adquisición del título territorial), no ha obtenido una valoración
positiva determinante como prueba de posesión efectiva en ninguno de los tres
asuntos que la hemos detectado.
XII. Está plenamente consagrado en la jurisprudencia el principio de
“relatividad de la efectividad” en el ámbito del derecho territorial. Este principio
supone una importante reducción en la exigencia de prueba de soberanía sobre un
territorio en atención a las circunstancias del mismo, lo que conlíeva que en
territorios de difícil acceso o habilitabilidad, como pueden ser los montañosos,
desérticos, helados o los que sufren frecuentes inundaciones, por un lado, los
Estados no necesitan presentar tantos actos de despliegue de autoridad estatal
como prueba de su posesión efectiva de los mismos, y por otro, el juez o árbitro
a la hora de valorar la prueba de ejercicio de funciones estatales que se le presenta
flexibiliza sus criterios de valoración en atención a la dificultad de posesión efectiva
que presenta el territorio.
XIII. Frente al principio de libertad de valoración de la prueba por el órgano
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jurisdiccional que rige en el derecho procesal internacional, sostenemos que en el
ámbito de las controversias relativas a la adquisición del título territorial existe un
límite a dicho principio general. Se trata de un límite temporal que se despliega de
tres formas distintas: fecha crítica, statu auo y derecho intertemporal, y que afecta
tanto a las Partes a la hora de presentar la prueba, como al juez o árbitro en el
momento de valorarlas.
Por un lado, el establecimiento de una fecha crítica imita a los Estados a
presentar sus pruebas de ejercicio de funciones estatales respecto de actos que
hayan tenido lugar únicamente antes de dicha fecha, y al juez o árbitra a recibir y
valorar sólo éstas y especialmente las inmediatamente anteriores a tal fecha crítica,
considerando las posteriores en cuanto corroboren su decisión. En sentido análogo,
la fijación convencional de un ~flj..gi& va a obligar a los Estados a excluir en la
presentación de su prueba los actos de soberanía realizados en ese periodo de
mantenimiento del modus vivendi, y en caso de ser presentados, el órgano
jurisdiccional estará obligado a rechazarlos. Finalmente, el juez o árbitro deberá
ajustar sus criterios de valoración de la prueba de las efectividades al derecho de
la época en que tales pruebas se sitúan. En aplicación del derecho intertemporal,
en su doble vertiente, el órgano jurisdiccional, por un lado, debe apreciar los actos
de posesión efectiva que le presenten los Estados aplicando las exigencias de
efectividad propias de cada época; por otro, debe tener en cuenta que la soberanía
no es un acto instantáneo que se adquiera en un sólo momento, por lo que no sólo
debe adquirirse sino que además debe ser continuamente mantenida. Por ello, el
luez o árbitro tienen que apreciar, no sólo la adquisición del titulo territorial, sino
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su mantenimiento, cuestiones ambas que deben valorarse a la luz del derecho
vigente en la época en que se han ido produciendo.
XIV. El valor que debe darse a las distintas pruebas de ejercicio continuo y
pacífico de funciones estatales dependerá de la complejidad de cada caso. ~g
existe un criterio de evaluación que, aplicado a los distintos actos de soberanía,
establezca cuál o cuáles de ellos son la mejor prueba del título territorial. Hemos
constatado, no obstante, que dicha exigencia se minimiza cuando las efectividades
no aparecen como título autónomo, sino como complemento de un título jurídico
en los conflictos de delimitación territorial; de igual forma, hemos comprobado
también que la actividad policial, la legislativa, Ja judicial y administrativa han
tenido siempre una consideración altamente positiva por los órganos
jurisdiccionales.
Es ésta, pues, una cuestión particular a resolver en cada conflicto, y que
resultará de la comparación equitativa del volumen de prueba presentado por cada
una de las Partes; resultando así que actos que, en principio, pudieran parecer
insuficientes para demostrar una posesión efectiva lleguen a ser considerados por
el órgano jurisdiccional como prueba válida de la soberanía de un Estado sobre un
territorio, porque al ser comparadas las alegaciones de ambas Partes han resultado
ser superiores a los del otro Estada, esto es, constituyen mejor prueba.
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Es obvio que cuántos más actos estatales se desplieguen sobre un territorio
probarán mejor el ejercicio de soberanía sobre el mismo; no en vano el ejercicio de
soberanía sobre un territorio es equiparable a una melodía que necesita de todas
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lv. ANEXO CARTOGRÁFICO
MAPA 1: ISLA DE AVES
(Países Bajos/Venezuela), laudo de 30 junio 1865.






















MAPA 2: ISLA DE BULAMA
(Cran BretaAa/Portugal), laudo de 21 abril 1870.
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(Gran Bretaña/Portugal), laudo de 24 julio 1875.
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de 5 febrero 1895.




MAPA 6: FRONTERAS DE LAS DISTINTAS CUYANAS
(Francia/Países Bajos), laudo de 25 mayo 1891.
(Gran Bretaña/Venezuela), laudo de 3 octubre 1899.
(Brasil/Francia), laudo de 1 diciembre 1900.
(Gran Bretaña/Brasil), laudo de 6 junio 1904.
(IRELAND, G., Boundaries. Possesions and Contlicts in
South America, cambridge, 1938, p.145)
MAPA 7 t DELIZIITACION FRONTERIZA ENTRE COSTA RICA Y PANAZ4A, COLOMBIA Y COSTA 606
RICA, laudos de 11 septiembre 1900 y 12 septiembre 1914.
(IRELANO, Ch, Baundaries. Possessions and Conflicts lii Central and




MAPA 9: FRONTERA DE LA CORDILLERA DE LOS ANDES
(Argentina/Chile), laudo de 20 noviembre 1902.
(CURWURAH, A.O., The Settlerient of International































































































































































































































MAPA 11: DELIMITAdO» FRONTERIZA ENTRE BOLIVIA Y PERU, 610
laudo de 9 julio 1909.
(IRELAND, G., Boundaries. Possessions ami Conflicts in
South America, Cambridge, 1938, p.96)
GilMAPA 12: WALVIS RAY
(Alemania/Cran Bretaña) , laudo de 23 xnayo 1911.
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MAPA 13: ISLA DE PALMAS O ¡‘llANCAS
(EE.tIU./Países Bajos), laudo de 4 abril 1928.
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MAPA 14: ISLA DE CLIPPERTON
(Francia/México) , laudo de 28 enero 1931.
<Atlas del Mundo, 1492—1992, Barcelona, 1991, p.238)
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(Dinamarca/Noruega), sentencia de 5 abril 1933.
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MAPA 20: DELIMITAdO» FRONTERIZA EN EL RIO ENCUENTROS
(Argentina/Chile), laudo de 9 diciembre 1966.
(R.03D.I.P., 1967, p.257)
El mapa consigna la línea definitiva de frontera mircada por Su Majes.
Ud Isabel II, en el fallo del 9 deI presente mes
CarrfoÍcuto

MAPA 22: SAHARA OCCIDENTAL, dictamen consultivo de 16 octubre
1975 e





















































































































































































MAPA 28: FRONTERA ENTRE LIBIA Y CHAD.
Partes.
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